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* si el ejecutado no prueba la excepción de pago opuesta per 
el t debe ser condonado en las cosías del juicio 
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Jjwiiri'n Trnirnl" un contrato por objeto actos que deben 
ejecutarse en un lugar determinado y en el cual debe constituirse 
un tribunal arbitral que conozca en las diferencias que puedan 
ocurrir, el Juez de ese lugar es el compéleme para conocer en la 
formación del arbitraje aun cuando se hubiese estipulado que el 
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2° El gerente de un banco particular no es de los testigos que 
pueden declarar por medio de oficio. 
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4* Si eu la (alta de eximen no ha habido culpa de la parle, 
puede señalarse otro día, aunque sea fuera del túrmino. 

5° No procede la condenación en las costas de un recurso, 
cuando se modiGca el auto recurrido 
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Los Señores Cuffiní y Alsinaconlra D. Pedro llisso, gerente 
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Sumario. — No negándose por el demandado que los deman- 
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Adunia no es responsable por la pérdida en los almace- 
nes fiscales de mercaderías pedidas á despacho directo, ni el in- 
troductor puede ser penado si no se prueba que dicha pérdida 
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parte en el exterior, y en el cual no haya eslipulac.on sobre 
domicilio especial para el caso de surjir cuestiones éntrelos inte- 
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resados, ni renuncia del domicilio ordinario, deben deducirse en 
el del demandado si este no se encuentra en el momento de la 
demanda en el lugar donde se celebró 91 
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los Juzgados Federales de Provincia, y solo separa del de la de 
Buenos Aires, el municipio de la Capital y la parte del rio mas 
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866 FALLO* BS LA SUPREMA COATI 



HfÜM 

dice despojante ha entrado en posesión del inmueble pacíficamen- 
te i Ütulo de compra pública j ha poseído por mas de un año 103 

CAUSA xxm 
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sentencia ; incidente sobre embargo j liquidación de crédito. 
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108 que su deudor tenga contra un tercero, lo tiene también para 
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ÍUvolla, Carboni y C« contra D. Santiago rmigan, capitán del 
buque « Winona*; sobre entrega de carga. 
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buque, tos derechos y obligaciones del cargador se rijen por el 
contrato de subfleUmento. 

2° El fletante no puede oponerse :i la entrega de la carga si no 
tiene mandato espreso 6 tácito del su b fletante. 

3» El articulo 4211 del Código de Comercio se refiere al fle- 
tante j fletador, y estos solamente tienen el derecho de aceptar ó 
no los documentos que se acompañen i la demanda. 

4* Las indemniiaciones de daños é intereses comprenden solo 



DE JC5TICU NACIONAL 509 

los perjuicio» que se justifique ser consecuencia inmediata j ne- 
cesaria del hecho que lus ha causado. Hi 

CAUSA XXVI 

Enrique Meincke ¿ hijo contra D- Josefina Parody deCuartino» 
por cobro de pesos - r sobra excepción dilatoria. 
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latoria pomo dirijirse la demanda contra ludos los que creen in- 
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CAUSA XXVII 

Don Francisco Alias, cesionariu de los Sres. SI. Punce y C\ 
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no puede demandar su cumplimiento, ni en su defecto daños J 
perjuicios, si no prueba haberla ella cumplido ó ofrezca cumplir* 
o, ó que su obligación sea á plazo, 

T Uno de los obligados 110 incurre en mora, j por consecuen- 
cia en pena, si el otro no cumple o se allana á cumplir la obliga- 
ción que le es respectiva, máxime cuando por los hechos posterio- 
res de las partes resulta estinguida la obligación primitiva en que 
se estipula la pena. . .-.,,.,,,,..,.,..<, Ü8 

causa xxvm 

Dona Cañuela Vaccaro de Puntura contra el Agente del vapor 
« Habáburgo 1, por cobro de pesos ; sobre Taita de personalidad, 
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Don Remijio Itigal contra Don Antonio Sania María, sobre 
cumplimiento de un contrato . 

Sumtrio.— i* Eq los contratos comerciales la condición de 
que la» mercadería* serán recibidas a satisfacción del comprador, 
solo dá derecho al vendedor, cuando el comprador las rechaza, 
para hacerlas reconocer por peritos á fin de establecer que eran 
de recibo. 

4» No estando el comprador obligado por convención á recibir 
lis mercaderías deterioradas sin rebaja de precio, está en su de- 
recho para pedir la entrega de ellas, de conformidad con el con- 
trato o I* rescisión del mismo en esta parte con las indemnizacio- 
nes correspondientes. 

3" No siendo posible la entrega debe declararse la rescisión del 
contrato, siendo & cargo del vendedor los daños é intereses. 

4» Incurriendo en mora el comprador para el recibo de las 
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deposito judicial ó la venta en remate público, debiendo pesar los 
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CAUSA XXX 

Don José Ferro contra Don Domingo Garbino, por cobro de pe- 
los; sobre Usa de interés. 

Sumario. — Los intereses moralorios deben pagarse segun la 
tasa de lo cobrado por el Bjnco Nacional desde su instalación, y de 
lo cobrado por los Bancos Públicos antes de ella, en la localidad 
en que deben abonarse 
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CAUSA XXXI 

». Juan R. Lascano, contra D. L. M. Arzar y su esposa, sobre 
indemniiacien de daños y perjuicios. 
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Sumario. - I* Siempre que un Juez Nacional dirija un des- 
pacho precaturio á un Juei Provincial, sea para hacer citaciones 
o notificaciones, ó recibir testimonio, ó practicar oíros actos judi- 
ciales debe ser cumplido el encargo. 

2* Es justa la lianza mandada otorgar para responder á los da- 
ños y perjuicios que pudieran originarse cutí la inhibición decre- 
tada bajo la responsabilidad del solicitante iW 

CAUSA XXXI l 

El Banco Nacional contra D. Félix Sagasla, por cobro de pesoi; 
incidente con el escribano de hipotecas, sobre cobro de derecho» 
por anotaciones en el Registro. 

Sumario. — En las causas de menor cuantía no procede el re- 
curso de apelación para ante la Suprema Corle 150 

CAUSA XXXIII 

D. Ireneo Lima contra 0. David Bruce ; por cobro de pesos. 

Sumario. — i° En las causas de menor cuantía no puede ape- 
larse para ame la Suprema Corle. 

2* No es nula la sentencia que no se ha notificado á una de las 
pnrles, dentro del término legal, por hab^r sido feriados los dias 
siguientes al de su fecha j haber cesado la jurisdicción del juez 
que la dictó ' 153 

CAUSA XXXIV 

El Dr. D. Ratol Valiente Jioailles con D* Antonia Gimcne* ; 
sobre cobro de honorarios. 

Sumario.— Debe regularse el honorario del abogólo, con cuja 
cuenta no está confórmela parle, sin que la perjudique el conve- 
nio hecho sobre ella cun el apoderado á quien le revuca el poder. Í55 
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CAUSA XXXV 

Los señores Darte j t> apelando de una resolución de Aduana. 
Sumario.— fio mejorándose el recurso dentro el término debe 
declararte este desierto. '^7 

CAUSA XXXVI 

El Procurador Fiscal contra D. Adolfo P. Carranza, por injurias 
al Gefe de la Estafeta del Distrito de Pilciao. 

Sumario. — Desistiendo el Procurador General de una apela- 
ción interpuesta por el Procurada Fiscal, deben devolverse los 
tulas 

CAUSA XXXVII 

Don Raimundo J. Reguera, con ira D. David Tavela, sobre rei- 
vindicación de hacienda vacuna. 

Sumario,— Los actos de las partes, posteriores á U celebración 
de un convenio, deben servir para interpretar el alcance y conte- 
nido del mismo ^ 

CAUSA XXXVIII 

La Empresa de las Mensigerias Fluviales contra Don Juan 
OConnor ; sobre nulidad de un laudo arbitral. 

Sumario, — f* La persona capia no puede pedir ni alegar la 
nulidad del acto fundándose en la incapacidad de la otra parle. 

4* Los baques eslrangeros que producen choque ó abordaje en 
Jai aguas de jurisdicción argentina tienen forzosamente como re- 
presentantes legales a los capitanea, ó á los agentes de los respec- 
tivos buques en iu caso. 
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3» No considerándose temerarios los recursos interpuestos no 
debe haber condenación en cosías. IW 

causa xxxrx 

D» Francisca S. de Sánchez contra D. Honorato Galasso, sobre 
revocación de una venia. 

Sumario. — 1' La prueba de que un bien raíz ha sido comprado 
parala mujer y con su dinero debe resultar de la misma escritura 
de compra, 

á° La mujer por su dolé es acreedora del marido, y como tal 
puede pedir lu revocación de las enageuaeiones hechas eu fraude 
de sus derechos. 

3° La declaratoria de pobreza pérfida por el marido con molino 
del juicio de divorcio y separación de bienes tules de la enajena- 
ción, demuestra que tita ha sido en fraude de los derechos de la 
mujer. 

4° Ei conocimiento de dicha declaratoria por parte del compra- 
dor, y el pig ) lie precio hecho con la chancelación de un crédito 
de mucho menos valor, demuestra su complicidad en el fraude. 

5° Revocado el acto consisten le en una dación Íh soUUutn re- 
vive el crédito con sus accesorios I7f 

CAUSA XL 

Don Justo Mello, en tercería de dominio, conlra la ejecución se- 
guida por D. Cecilio Fuues con Carlos Oalliardi y C* ; por cobro 
de peso». 

Sumario. — l* La Aligación firmada por una raxon social, 
obliga á todos los socios solidariamente cuando la sociedad es co- 
lectiva. 

2 o No importa que en la Urina se haya incluido un nombre 
que no era el usual de la raxun social, desde que ese nombre os 



de uno de los socios, no se ha producido la escritora de sociedad 
<m precise otro nombre de la misma, y !a deuda resulte 6 te 
presuma contraída por los negocios de la sociedad. 

9" El socio responsable no tiene derecho para deducir tercería 
y escluir de la ejecución los bienes de su propiedad que se han 
embargado pan el pago de U deuda social - < * ■ 



D, Francisco Moreno contra el Banco Argentino del Rosario, 
por cobro ejecutivo de peso§. 

Sumario. — El conocimiento de los asuntos perteneciente* 
a un Concurso, corresponde á los Tribunales de la Provincia.. .. 194 

CAUSA XLil 

D. Ramón Sarda contra D. Thomás $. G. Arrastrong, sobre 
cobro de pesos. 

Sumario. l* El tenedor de unas letras por pesos fuertes 6 

su equivalente en oro sellado á razón de 29 pesos moneda cor- 
ríanle, i 1*1 elección, firmadas después de la ley de inconversiou 
de 1 876, no puede exigir el pago en moneda de plata. 

Puede solo exigirlo en pesos fuertes de curso legal, ó en 
uro sellado al cambio en moneda corriente que en ella se lija. ... 1% 

CAUSA XLIII 



Las Provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fé, en la 
cuestión de limites, sobre reculación y nulidad. 

Sumario. — 1° La cuestión de limites sometida á la Suprema 
Corte perlas Provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fé, 
fué sometida á la decisión arbitral de ella en su calidad de Corte 
Supremi. 
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2" No es causa legal de recusación contra los miembros de la 
Suprema Corle si hecho de haber dado opinión pronunciando sen- 
tencia. 

¿i Corresponde á la C'irle conocer del recurso de revisión. 
4° De los fallos de la Corta nía hay infla que el recurso de revi- 
sión. 

5" Un compromiso «mire Estallos Federales participa de la na- 
turaleza del arbitramiento internacional, y es repta generalmente 
admitida que de esta no hay recurso de ningún género lfl| 
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D. Víctor Navajas contra H. Antonio Gallino, por desembargo 
de un campo ; sobre competencia. 

Sumario. — La Justicia Federal no es competente para cono- 
cer sobre el levantamiento de un nnhargu Inbado por la justicia 
local en causa criminal ordinaria. . . »*! 



CAUSA XLV 



0. Santiago Oliveira conlra llimner y PelUer, sobre devolución 
de un pagaré. 

Sumario. — í a Puede pedirse la devolución de un pagaré fir- 
mado por error y falsa causa. 

Se verifica el error y falsa causa cuando el firmante ha olor- 
gado el pagaré en sustitución ile oíros en la falsa creencia de que 
era su legitimo tenedor el que se les presentaba 

CAUSA XlAI 

Don Sorberlo de la Riestn, D. Félix Rernal y D. Emilio Castro 
conlra el Banco Nacional, sobre compensación como directores del 
mismo, currespo lidien les al año ílé IK"4- 
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Sumario. — 1° La compensación si directorio del Banco Na- 
áoaal en los primeros tres años de su instalación, se debe, según 
el articulo 38 de sus Estatuios, habiendo utilidades. 

2 a fia este caso, no debe bajar de cuarenta mil pesos ni exce- 
der de sesenta rail ; y dicha suma se divide en catorce partes de las 
cuales dos percibe el Presidente, y una cada Director. 

3" Habiendo existido utilidades en el ano de 1814, es admisi- 
ble la demanda de los directores de dicho año, reclamando taparle 
respectiva sobre una suma menor de cuarenta mil pesos 2Í* 

CAUSA XLV1I 

Don Francisco Brunengo contra D Roberto Cano, sobre daños y 
perjuicios; por inobservancia de un contrato de locación. 

Sumario. —1* La locación de un teatro por la temporada de in- 
vierno, á pagarse el alquiler cada norhe de función, no es una lo» 
eacion por cada fondón, sino por la temporada, 

2° La locación por mayor tiempo del que el propietario ha 
facultado al administrador dd teatro, entra en los términos de la 
procuración, y es válido respecto del arrendatario, siempre que no 
exceda el término para el cual se necesitan poderes especiales. 

3" El arrendatario no está obligada á inquirir cuáles son los 
poderes conferidiis al administrador, cuando el plazo del arrenda- 
miento no requiera poder especial para mi valides. 

4* Resuella la locación por culpa del locador, esle debe resar- 
cir ios díñoa y perjuicios caúsalos al locatario 229 

CAUSA XLVII! 

Hanlels y Píeifter contra A. Cftndeb y C», sobre falsificación y 
renovación de marca de fábrica. 

Sumario. — I • No puede concebirse una marca de fabrica que 
deje al arbitrio del concesionario tanto el uso como la forma y 
dibujo de su nombre, del número y de las palabras de ella. 
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2o Us marcas de fábrica ó de comercio deben ser ios nombres 
de laa personas bajo una forma particular, y las letras y núme- 
ros con mi éibnjo especial. 

3» El que lia registrada la marca de fóbricatm esta forma puede 
□ponerse al uso de cualquier otra que directa ó indirectamente 
puede producir confusión entre los productos. 

4' El concesionario de esta última no incurre sin embargo en 
la pena de fatsiíiraciun, por el uso que ha hecho de la marca mal 
concedida ■ * • * ™ 

CAUSA XLIX 

Don Carlos Goerke contra la Municipalidad de la Capital, por jac- 
tancia ; solí re imputólos. 

Sumario- — Nu comprenden a los Tribunales Federales las 
cuestiones relativas á impuestos de la Mr «.dpalidad de la Capital. 216 

CAUSA L 

Don Emilio Villanueva contra la Municipal ipad de la Capital, 
por inconstilucionalidad de una t detianza; sobre competencia. 

Sumario. — I o La Justicia Federal no puede decidir cuestiones 
abstractas oí juzgar sobre la inconstilucionalidad de una ley, sino 
cuando se trata de su aplicación a los casos contenciosos que 
ocurren, 

2 o El conocimiento de los casos contencioso -administrativos 
entre u 1 particular y la Municipalidad de la Capital, no corres- 
ponde 4 los Tribunales Federales 24* 

CAUSA U 



El Asesor 1el Ministerio de Menores de la Capital, sobre su pro- 
fesión de abogado. 




fAlLOft M LA MJFMMA CORTE 



Sumario. — tos Asesores del Ministerio de Menores de la Ca- 
pital pueden abogar anle los Tribunales Federales 251 

CAUSA LU 

Don Pedro Debal contra el Banco de la Provincia de Buenos 
Aires, sobre indemnización de d,mos j perjuicios. 

Sumario, — I o La oposición a la entrega de un dinero, orde- 
nada por auto ejecutoriado importa un embargo, y hace responsa- 
ble al que la hizo de los daños j perjuicios causados. 

2" Los daños y perjuicios procedentes de ln no entrega de una 
suma de dinero, consisten en el interés corriente, que es el que 
cobra el Banco de la Provincia á sus deudores . ■ ■ *W 

CAUSA LUI 

Don Agustín Nazarre contra el Dr. 1). Attilio Rorascbi, sobre 
indemnización de daños y perjuicios. 

Sumario. — Reconocido por el arrendatario La existencia de 
daños y perjuicios por deterioro de la cosa arrendada, debe ser 
condenado al pago de la suma en que se han av.iluado 258 

CAUSA UV 

t 

El Fisco Nacional, contra D. Esteban Memliondu, sobre mulla 
por infracción de las Ordenanzas de Aduana, 

Sumario. — Los efectos iraíd-is del exterior fuera de guía son 
sujetos á las penas que prescriben los artículos 1b5 y i8li de las 
Ordenanzas de Aduana * - • " ' 

CAUSA LV 

El capitán Coerce de la guíela holandesa «Aluertha» contra 
Cervetti y Schatz, por cubro de pes<,s; sobre traducciou de un do- 
cumento. 
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P !(!■■* 

Sumario. — Para la traducción de un documento en idioma es- 
trangero debe nombrarse al traductor público conocedor del 

•••••i 264 



CAUSA LVI 

Don Guillermo A. Treloar" contra los señores Valde* y Larra- 
hona, sobre liquidación de cuentas. 

Sumario. — i* U liquidación de cuentas ordenada por laudo 
arbitral debe hacerse con arralo á lo resuello por los arbitros en 
las parLidas en que lian estado conformes, y en las que no lo han 
estado» con arreglo á lo resuelto por el tercero al adherirse á lo 
laudado por alguno de aquellos, prescindiendo de las razones 
en que este se hubiese fundado. 

2° Las rectificaciones hechas por el perito tercero, y fundadas 
en documentos y cuentas admitidos, deben ser aprobadas, 

3° No puede en segunda instancia resolverse sobre puntos no 
decididos en primera» ni comprendidos en la apelación interpuesta. 266 

CAUSA LVIl 

Los cónyuges Mastaj contra los herederos de dofia Rufina Her- 
rero, sobre propiedad de unas ovejas; incidente sobre declaración 
de testigos. 

Sumaria. — No siendo por culpa de la parte que no han sido 
recibidas las declaraciones de los testigos presentados y citado* 
dentro del término, debe el Juez recibirlas fuera de él, señalando 
día... 

CAUSA LVIH 



Don Pascual Ringa contra don Federico Alonso, por daños y 
perjuicios; sobre artículo por falla de personería. 



Pkftuv 

Sumario, — La excepción que tiende 4 destruir la acción j no 
a dilatar su entrada al juicio no puede oponerse pur vía de articulo 
prtvio • 280 



CAUSA L1X 



Doña Justina Améraga contra don Miguel Machado Aratnburú, 
por cobro ejecutivo de pesus; infere competencia. 

Sumario, — Las causas del vecino de una provincia contra un 
vecino de la Capital, correspondería los 'inbunales locales 282 

* 

CAUSA IX 

Doña Carmela Vaccaro de Poniura pnr ñ y sus hijos menores 
contra Deeijen y C", por indemnización de daños y perjuicios; sobre 
articulo por falla de personería. 

Sumaria — La excepción que tiende á destruir la acción y noá 
dilatar su cnl.adaal juicio no puedo oponerse por via de artículo. 28G 

CAUSA LXI 



Don Claudio Manterola contra la sucesión de don Eugenio Bus- 
tos, por cobro de pesos. 

Sumario.— í Corresponde al Tribu nal Federal que mandó prac- 
ticar una liquidación de cuentas y las aprubú, couoccr de la de- 
manda que versa sobre la reparación de un error cometido en la 
misma, aunque en el intermedio baya fallecido una de las parles, 
y la demanda sea contra la sucesión del misino. 

2" En los juicios de cuentas» siempre sun reparables las omisio- 
nes J errares materiales cometidos en ellas. 

3* Los inlereses de una suma demandada se de bul desde el dia 
de la demanda, al tipo que cobra el Banco Nacional de la localidad. 29Ü 
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CAUSA LXU 

Don Santiago Estrada contra D. Juan Fraser, por infracción de 
la tej de Telégrafos; sobre condenación en costas. 

Sumario. — No procede la condenación del demandante en las 
costas del juicio, cuando no luí habido temeridad en la demanda 302 

CAUSA LXIII 

Dodet y Delacruix en tercería de dominio sobre un dinero em- 
bargado en la ejecución de D. Enrique J. Rodríguez contra don 
Adeodato Marta. 

Sumario. — t° Deducida tmeria de dominio sobre dinero, 
j probada la propiedad solo de parte de él, solo por esta es admi- 
sible la demanda. 

2° No resultando que la mencionada parte baya sido conser- 
vada en embargo por el depositario, no procede la condenación 
contra el ejecutante en los intereses de la misma 305 



CAUSA LXIV 

El escribano don Dalmiro Magan, en recurso contra una resolu- 
ción de la Cámara de Apelación en lo Civil de la Capital ; sobre 
otorgamiento de lianza. 

Sumario. — i° El artículo 104 de la ley de 15 de Dícierobrede 
1881 «obre organización de los Tribunales de la Capital, no es in- 
constitucional. 

2» Noes caso de superintendencia la interpretación que se pre- 
tende haberse herbó erróneamente de una ley. 
■ 3 a La superintendencia atribuida A la Corte tiene por objeto 
velar por el buen desempeño y disciplina de la Administrad un de 
Justicia y cuidar que cada uno de sus miembros cumpla con su 

deber, en la esfera que lo esta marcada 309 

Té 38 



FALLOS DI LA SÜPBIMA COBTI 

CAUSA LXV 

Contienda de competencia entre et Juzgado Federal de Buenos 
Airea J el de Letras de Mendoza, en juicio entablado por D. Felipe 
Correas contra D. Federico Mallmann, por cobro de pesos. 

Sumario.— El conocimiento del pleito de un ciudadano contra 
un estrangero corresponde al Juzgado Federal en cuya jurisdicción 
Ütfc domiciliado el demandado. ....... 312 

CAUSA LXVI 



Don Narciso García en tercería de dominio, sobre unos créditos 
embargados en la ejecución de D. Amonio March, contra D, Ro- 
dolfo Alurralde. 

Sttmorfo. — Lávenla de créditos, pertenecientes i una sociedad, 
hecha por un tercero, en su nombre, y sin trascribir en la escri- 
tura de venta el poder del socio á cuyo nombre estaban los crédi- 
to, no transfiere la propiedad de ellos, 



1 >...'»>• ' 



317 



CAUSA LXVll 



Don Demetrio Garcia conlra varios colonos de la Colonia Abear , 
del Departamento ael Diamante, sobre cumplimiento de contrato. 

SBBMrio. - Sin probar la existencia del acuerdo entre las par- 
tes no puede haber contrato, ni obligación procedente de él 3U 



CAUSA LXVIII 



D» Dolores Videla de Ragoudet, en tercería de dominio, sobre 
unos sitios embargados en la ejecución de D. Augusto Rejnals, 
centra D. Francisco Ragoudet. 

Sumario.— La prueba de que un inmueble haya sido comprado 
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583 



Ptfiui 

parala mujer, con su consentimiento y tintero, y con el fia de ad- 
quirir ella la propiedad» debe resultar de la misma escritura de 

compra ,•.,•,,,..,,..••.....•.....•»•.•,■.>••••••<■•••* 3*.^ 

CAUSA LXIX 

Don David Bruce contra Don Ernesto de las Carreras, sobre 
repetición de pago indebido. 

Sumario. — El pago de intereses, gastos y costas, hecho para 
cumplir una sentencia que no los manilo pagar, es indebido y 
puede ser repetido ■ ■,•»•«*»»■>. »•,«»»*»• ...........»..•»*•* 333 

CAUSA LXX 

D. José filanc contra la empresa dei Ferro-Carril á Campana ; 
sobre estimación de daños y perjuicios. 

Sumario, — 1' El silencio del demandado respecto á deferirse 
al juramento eslimatorio del demandante el importe de los per- 
juicios sufridos debe considerarse como asentimiento. 

2* El máximum dentro del cual debe jurar el actor, correspon- 
de esc tusiva mente al juez el fijarlo. 

3« Cuando el máximum indicado por el actor está en grave 
desproporción con el que, por las circunstancias del caso, se tija 
por el juei, no debe imponerse al demandado e! cargo de las 
costas. »■■••<>••>■>•**>•••• r <• «t> « •>••••• • * * « 337 

CAUSA LXXI 

Contra el Dr. D. Casiano Calderón y D. Antonio Uzin, por vio- 
lación de la Ley Nacional de Elecciones. 

Sumario. — 1* Los escrutadores nombrados para las elecciones 
de Diputados Nacionales, que abandonan h mesa, cometen una falta 
que debtfser penada. 
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i. Dicha falta es m.jor en el escrutador que abandónala mesa, 
ser breves y sumarios 



CAUSA LXXII 

El Fisco Nacional contraía empresa del Ferro-Carril Argentino 
del Este, por cobro f jeculivo de pesos. 

*¡2*. - 1- 1»' s ' cMi!ia de lo,librM ae " A 

tienen fuena ejecutiva. . 

* La excepción basada sobre un contrate de exención, l.mi- 
toda aciertos artículos, no es admisible contra las cuentas que se 
Seren a artículos que no se ha probado hallarse comprendí 
dentro de tos límites de dicha exención.. 



CAUSA LXXlll 



Contienda de competencia entre los Jueces de 1- Instancia de 
la ciudad de Córdoba j Santiago del Estero, para conocer en el 
juicio de sucesión de D, Francisco Loza. 

Sumario - I o El Juez que debe conocer de un juicio de suce- 
sión j sus incidentes es el del último domicilio del difunto. 

* No constituyen prueba legal acerca del lugar de d.cho domi- 
cilio las declaraciones que carecen de precisión 



CAUSA LXX1V 



D. Jorge Pintos contra D. Tomas Muñoz, por cobro «jetutm, 
de arriendos. 



2* 



Sumarte. - El contrito de arrendamiento no negado por el 
arrendatario es titulo ejecutivo para demandar contra él el pago 
de loa arriendos 



CAUSA LXXV 



Tapia hermanos contra el Banco de la Provincia de Buenos Air 
reí sobre gestión de derechos. 

Sumario i' Cuando en una tercería Je mejor derecho se 
luanda entregar al ejecuudo la suma embargada bajo tanza de 
devolverla al tercerista si los demás bienes del deudor ejecutado 
por este no aleaban á cubrir su -rédito, y se declare el m.smo 
de pago preferente, se entiende que el tercerista tiene el cargo 
de teguir j terminar las ejecuciones relativas. 

í° No habiéndose designado plazo para cumplir con ese cargo, 
el Tribunal debe designarlo.. - 



CAUSA LXXVl 



Bonivel y Eckell contra D. Alejo Barreré, por cobro de pesos ; 
sobre excepción dilatoria de falta de personería. 

Sumario. -U excepción por la que se niega ai actor el dere- 
choque gestiona, no es dilatoria 366 



CAUSA LXXVU 



Don Pedro E. Reinan contra Dona Cármen Rossi de Campo, 

sobre cobro de pesos. 

Suewrio — U respuesta evasiva i las posiciones debe conside- 
rarse como' confesión, máxime si la verdad delhechu es corrobo- 
rada por la prueba testimonial * • ■■■* 



Don Antonio Cánepa, en tercería de dominio sobre unos mué 
bles embargados en la ejecución de D. Pedro E. Román, contra 
Doña Carmen Rossi de Cánepa. 

Sumario. — No probándose su exclusiva propiedad sobre la 
eosa embargada, debe rechazarse U tercería de dominio fundada 
•■ella 371 

causa rara 

D. Felipe Correa contra D. Claudio Manlerola, por nulidad de 
un contrato, sobre excepción de incompetencia. 

Sumario.— El logar donde seha hecho una cesión de acciones 
atribuye jurisdicción al Juez del mismo, para conocer en U de- 
manda de nulidad de dicha cesión; máxime si las acciones cedi- 
das se hallaban radicadas ante ese mismo Juez 374 

CAUSA LXXX 

Torrado y Molcro contra D. José Juis Amadeo, por indemnización 
de perjuicios y devolución de lanchas embargadas ; sobre compe- 
tencia. 

Sumario. — El Juez de Sección debe conocer de los reclamos 
contra un embargo trabado por la Aduana sobre unas lanchas que 
no se hallaban en poder de esta ■ - 377 

CAUSA LXXXI 



Don Guillermo Cranwell, contra D.Edmundo Cranwell, sobre 
oso indebido de marca de fabrica. 



mi JuntOA mcmul 



Sumario, — 1° La enseña para designar un establecimiento, es 
distinta de la marca de Fábrica. 

2" Es permitido usar en sus rótulos y aiisos una enseña, con- 
forme & la verdad de las cosas, y que tiene la distinción suficiente 
para evitar la confusión de un establecimiento con otro 381 



11 



La Sociedad fUnion Americanai contra D. Luis Anlola, por co- 
bro de pesos ; sobre competencia. 

Sumario. — Las causas de jurisdicción concurrente menores 
de 300 $f., corresponden en la Capital, al conocimiento de los 
Jueces de Paz. ,,.,«.......•««•*•» » • • • .♦••«••« • * 




CAUSA LXXX1I! 

Los herederos de D. Tomás Armstrong contra D. Marcelo Gron- 
dona, por cumplimiento de contrato ; sobre competencia. 

Sumario. — El eslrangero en pleito con un ciudadano no puede 
renunciar el fuero federal sino en caso de ser demandante 389 



CAUSA LXXXFV 



D» JoaefaLealde Barker contra D. Juan Sivori, sohre cobro 
de pesos. 

Sumario. — 1" La cuenta de negociaciones no observada den- 
tro del término legal, y concordante con los libros del actor 
y con ciertas afirmaciones del demandado, debe considerarse 
exacta. 

2* La imputación de pago, en defecto de toda manifestación, 
debe hacerse á la deuda mas onerosa.. 391 





CAÜSA LXXXV 



Don Joan Cariasen contri D. Andrés Aguirre, por cobro de 
i; sobre declaración de un testigo. 

i. — Declarado decaído el derecho de presentar un 



ttatigo, no puede lolierse & pedir su examen 397 



CAUSA LXXXVI 



5a 
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Don Nieasio D. Carbonell contra D. Sebastian Casare», sobre 
cobro ejecutivo de pesos. 

Svmrio. — Las escepcíones de pago y compensación opuesta» 
enjuicio ejecalwo, son admisibles a prueba, aunque en el escrito 
de oposición no se especifiquen los hechos en que se fundan. ... 399 

CAUSA LXXXVII 

Criminal contra Ricardo Hac-Cann, por homicidio de Daniel 
Colima, á bordo da la barca inglesa t Belle Aliaoce i, surta en ba- 
litea citeriores. 

Sumario. — \* Consistiendo la prueba del delito solo de la 
eonfeiion del procesado, esta debe apreciarse con la escusa con 
que viene calificada. 

«• El homicidio cometido eo eílado de furor, y A consecuencia 
de ofensas graves, es penado con tres años de presidio 401 

CAUSA IXXXVIH 



Dona Gabina G. de Vera conlra Don AbrahaulLopei, por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobre competencia. 
Sumario.— Las causas de fuero federal por la distinta vecindad 




da las partes, -^responden 4 U justicia federal aun siendo meno- 
res de 500 peso* fuertes, si su importancia «cede de la que per- 
tenece a los Jueces de Paz par la ley provincial. 



t. ».«•••• •■»•*•* 



CAUSA LXXXIX 

Sanio de Oro y O contra Falencia hijos y O, sobre pago por 
consignación. 

Sumario, i" U averia sufrida por las mercancías transporta- 
das debe hacerse constar por medio de peritos, y avisarse á sus 
dueños. 

2* £1 encargado de recibirlas no puede venderlas en «nía pri- 
vada, por ratón de averias, sin autorización de su dueño. 

3* Si asi h ha hecho, se baila en el deber de mdemmsarle el 
precio en que la mercancía pudo ser vendida en el lugar de su 



4' La equidad y el principio que nadie debe enriquecerse con 
lo «geno, exije que, constando la averia, se deduzca de la canti- 
dad de las mercancías la parte que el juez eslime justa según las 

circunstancias del caso. 

5» La consignación del precio en que la mercancía fué vendida 
privadamente, dadas las circunstancias anteriores, no es admi- 



410 



CAUSA XC 



0«n Walterio H. Cassels por la Compañía eléctrica de Bruscb 
contra D. Jorge W. Sherman por la Compañía • United Sutes 
electrie Hghl»; por infracción de la ley de patentes; sobre falla 
de personería. 

Sumario. — El mandato especial para ciertos actos no puede es- 
lenderse á oíros, aunque pudieran considerarse como consecuen- 
cia natural de los «presados en el poder.. . . 
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Pifia" 

CAUSA XCI 

> 

Don Luía A. Sctaapp, Capitán de la bares alemana « Albrecht >, 
Mitra D. Andrés Aguirre, por cobro de Heles. 

Sumario. — Cuando en un contrato de (letamento se espresa el 
tonelaje del buque, sin hacerse referencia á carga especial, se en- 
tiende qua el tonelaje se refiere á la carga que en tonelada de 
J240 libras inglesas, no mide mas de cuarenta piés cúbicos, como 
tal, carbón, hierro, etc *Í0 

CAUSA XCII 

El Fisco Nacional contra Lago*, Mac-Gregor y C«, sobre comiso. 
Sumario. — La manifestación intencional de la mercancía con 
clasificación que impone la mitad de los derechos a pagarse, 
es castigada con la pena de comiso • 

CAUSA XCIll 

D. Alfredo Arteaga, contra la Provincia de Córdoba, sobre cum- 
plimiento de un contrato de compra-venta. 

Sumario, — i" La venta hecha sin condiciones, ni plazo, debe 
ser cumplida, entregándose la cosa al comprador el dia que este 
lociija. 

«• Manifestando el vendedor no poder hacer la entrega, el com- 
prador tiene derecho para pedir la resolución de contrato, y el 
resarcimiento de los daños y perjuicios que son consecuencia in- 
mediata y necesaria de la falla de cumplimiento por parte del 
veadedor * 98 

CAUSA xerv 

mSi- ■ *■ 

Contienda de competencia negativa, entre el Juei del Crimen 
de Corrientes y el Federal de dicha Sección, en una causa criminal, 
por homicidio cometido en el territorio de Misiones. 




«•- • ' - 
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Sumario, — i* Federalizado el territorio de Misiones, la juris- 
dicción que sobre él ejercía ¡a Provincia de Corrientes pas6 ipso 
fado á la autoridad nacional. 

2 o Los delitos cometidos en dicho territorio, aun antes da la lej 
de su federalizacion corresponden ai conocimiento de la Justicia 
Nacional. 

3» No hallándose organ irada )a justicia de paz, á la que según 
la ley de 1874, sobre territorios nacionales, se atribuyó ta jurisdic- 
ción civil, comercial y criminal, el conocimiento ' 
pasar al Juez Federal de la Sección mas próxima. . 



...... 
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CAUSA XCV 



Doña Leticia Fcrreyra de Applehy contra Domingo Palencia é 
hijos, por cumplimiento de un contrato de locación; sobre falla de 
personería y detecto legal en la demanda. 

Sumario. — i° La facultad de administrar importa la de velar 
por la buena conservación y reparación de los bienes administra- 
dos, y la de demandar en juicio el pago de las deudas concernien- 
tes á los negocios administrados. 

2° El inquilino que ha contratado con una persona el arriendo 
de la casa no puede desconocerle la personería para demandarle 
el alquiler y la reparación de la misma, si no hay disposición espe- 
cial que se la quita. 

3» Interpuesta una demanda de esa clase, no hay razón para exi- 
jírque el actor manifieste la parte que le corresponde en la propie- 
dad de la casa...... 
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CACSA XCV1 



Don José Jorge Studdart contra la Compañía del Ferro-carril 
Central Argentino, por cobro de pc*os 
Sumario* — Prometida una recompensa por servicios de apren- 




ífV' 4hf coa U calidad de haberse comportado como bueno, sobrio J 

), y probad* cal» cora portación, se debe la recompensa W4 




■ 



Contienda de competencia entre el Juez del Crimen de la Capi- 
tal de U República y el del Crimen de la Capital de la Provincia de 
Boeno* Aires, para conocer en la causa sobre un duelo verificado 
« Si* José de Flores. 

Sumario, — 1° El lugar del delito es la Tu ente primera de la ju- 
risdicción en materia criminal. 

«• Cuando se trata de castigar el delito, ta provocación y los in- 
ddentes que pudieron prepararlo son accesorios que deben seguir 
li causa principal 

CAUSA XCVIII 



Don Juan Watts en tercería de dominio, sobre unas máquinas 
embargadas en la ejecur ion seguida por el Fisco, contra D. i- run- 
elseo Hoonger. 

9m*mio.-i* La venln no es bastante por sí sola para justifi- 
car en el comprador el dominio do la cosa vendida. 

f* Tratándose de bienes mueblases 
cioD real j la posesión de los mismos. 

» La prueba de presunciones es legal para decidir si un acto 
M simulado 6 fraudulento ■ * 6 " 



CAUSA XCIX 

Cayol y Wenman contra D. Walter S. Keyser, sobre nulidad de 

una patente de invención. 

Sumario. - 1* No tiene derecho de pedirla nulidad de una pa- 
teóle, el que no demuestra tener interés en el asunto. 




& Siendo la invención 
pedir la nulidad de La 



naaoMAL 
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CAUSA C 

Don Eslevan Ferreira contra Don José Cobos, sobre reivindica- 
ción de un terreno y edificación. 

Sumario. — 1* El que lia comprado una área de terreno y edi- 
fica Robre una área major, obra de mala fé. 

5" El dueño del terreno que ha víalo y no ka impedido el edifi- 
cio, obra también de mala fé. 

3» En el caso de mala fé por parte del dueño de la obra y del 
terreno, se deben aplicar las disposiciones relativas & la edificación 
de buena fé en terreno aReno. 

* Cuando, según estas disposiciones, el dueño del terreno no 
puede hacer suyo el edificio ¿> indemnizar al edificante, sin causarle 
gran perjuicio, debe este indemnizar á aquel el valor del terreno 
ocupado, con tos intereses legales det>de el dia déla compra 



- 
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CAUSA Cl 



Don Adolfo Heyes con Rubio y C» y D. José da Costa Giumaraes, 
sobre dominio de una finca embargada y simulación de venta. 

Sutiwrio. — \" El acreedor á quien perjudica un acto verificado 
por tu deudor, tiene el derecho de alegar y pedir su nulidad, 

2« Ni la escritura pública por medio de la queso ha otorgado el 
acto, ni su publicación en un diario autorizan la presunción de 
que ese acto es conocido de todos. 

3* La prueba de la simulación de un acto es la excepcional de 
la ley 13, título 16, libro 5, R, C, 

4» Debe declararse simulada la escritura de venta conlr* la cual 
ie reúnen los siguientes hechos : I o falsedad de la clausula relativa 
al pago del precio ; 2- venta hecha por quien el comprador sabia 



I 




n ra 
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FALLOS PE LA 



u ur sinó un condomino de la Tinca vendida ; 3f ser el otro con- 
domino esposa del comprador, y prohibida su venta á este ; 4 o ac- 
lof de dominio ejercidos por el vendedor después de la venia; 
b> Wude prueba déla tradicional comprador; 6 o constar en el 
testamento público del vendedor, hecho antes de la venta, sus 
deudas, y ser la finca sus únicos bienes ; 7 o ser el marido el com- 
prador de la hija del vendedor. 

5 o Todos estos hechos constituyen presunciunes graves, precisas 
j concordantes a demostrar la simulación de la venia con el objeto 
de hicer ineficaces las acciones del acreedor 473 



CAUSA CH 

El Doctor Don Marcelino Mezqui la contra la Municipalidad de la 
Capital, por cumplimiento de contrato; sobre diligencias proba- 
torias. 

Sumario. — Las diligencias de prueba, que no consistan en po- 
aiciones, deben pedirse con la anticipación necesaria para que sean 
admitidas y verificadas denlro del término probatorio 484 



CAUSA cm 



Don Juan A. Dennet contra D. Cristian Soinmer, sobre marca 

o puede constituir una 
• • • « 487 



I 

de fábrica 

Sumario. — La palabra i Vaselina » no puede constituir una 



de fábrica 



Manlelsy Pfeiffer contra M. Candela y C«, i 
de sentencia. 
Sumario- - Los términos fijados por la 



en sus 



595 
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fallos de apelación empiezan el día en que se notifica et aulo de 
< cúmplase i dictado por el Juei de Sección • •» ^ 



CAUSA CV 



Don Olano Oerneland contra Don Andrés Aguirre, por cobro 
de pesos ; sobra diligencias de prueba. 

Sumario. — Las diligencias de prueba deben pedirse dentro del 
término concedido para practicarlas 



CAUSA CV1 



Don Angel Gardella, pidiendo desembargo de unas lanchas em- 
bargadas en la ejecución de Puez y C\ contra Doti Bartolomé 
tiardella. 

Sumari o.— La simple petición de desembargo no es ana tercería. 496 



CAUSA CVH 



Don Antonio Lecoq contra Don Emilio O n rubia, por daños y per- 
juicios ; sobre competencia. 

Sumario, — La acción de daños y perjuicios que se reclaman 
como procedentes de un desalojo ordenado por un Juez ordinario, 
es incidente del juicio de desalojo, y corresponde a dicho Juez - - . 498 

CAUSA cvin 

Domingo Mendoza y hermano contra Don Domingo Funes, so- 
bre indemnización de daños y perjuicios. 

Sumario. — l n La enagenscion de vales municipales prometi- 
do* como precio de un mercado que hace el empresario á un ter- 
cero por una suma determinada, es una «enla. 




■J PtfiM* 

4- Bl vendedor tiene la obligación de sanearla cosa vendida, 
une note obligue i ello espreiamente. 
3- Lo mismo socede en el cedente de créditos respecto de la 
legitimidad de estos. 
4. Un crédito no es legitima cuando entraña un vicio que lo ha 

hecho anular. , . „ 

5* La (alta de citación de eviccion no exonera al vendedor 
«ando nada podía oponerte á la eviccion, v el mismo vendedor 
reconoció el vicio de los vales vendidos. 

«•U Indemnización que debe el certenle de los tales (siendo 
eitot la mitad de los recibidos por aquel), es la mitad de lo que 
obtuvo del firmante de ellos, deducido lo que el cesionario tiene 
ja recibido por parte de los mismos 

CAUSA CIX 

El Doctor Don Domingo del Campo contra Don Juan Sá Pereyra, 
por cobro de honorario» médicos. 

Sumario. -I o Probada la asistencia médica, deben mandarse 
pagar los honorarios, cuja cuenta no aparece con recibo en poder 



dal deudor. 

t> Un apercibimiento no motivado en 

CAUSA CX 



levantarse... 512 



Don Juan Cmtellier, contra José Sandrot j O. sobre uso inde- 
bido de nn invento. , . . 
itaMrio -U patL¡c¡pM¡o„ en «I M . del .n..olo, .Wen.d. 
,«cio» »■ m M», «sexeepci.» pítima conU» I. .ccon 








por trauL_ 

de defraudación por uso indebido del mismo 



CAUSA CXI 

mam J C*, contra Follón y C-, sobre falsificación de 
marca de fabrica. 



Sumario -i* El que usa de un* mm * n * irlad itA 
euacedldole por U oficina correspondiente, no " » 8 á 

de la ley, aunque su mar» paedi confundir* con oim 
anteriormente. • . j j rtB 

fr u MÚN que P»*"» P roduclr '» Mmej "" 

fusión que ella puede pr~' 
al criterio del Tribunal. 







CAUSA CXH 

Lanmau , Kemp, contra Don Miguel Puiggari, sobre falsifica- 
ción de marca de fabrica. falsificado 

5«murio. - f Al actor que acusa a otro de haber 
personalmente, ó cooperado a sabiendas á faldear una mar 
de Lírica correando ja prueba dejos hecho,- 

2» La «uta de arliculos con marca (ahincada somew 
dor 4 la pena de la ley cuando la hace con conocimiento de 

SÍfi rÜrnabiéndose probado lo primero, ni lo segundo, el de- 
mandado debe ser absnelto. 

40 Emtiendo presunciones de haberse puesto en 
ticulos, c n conocimiento de ser falsificados, el actor no debe ser 
i en las costas del juicio. 



, • * 



causa cxm 

D. Apolinario AcosU conlraD- José Mastai, 
sumario El Juez debe acepUr y resolver la cuestioné 
Sumario. d , a CO nlestaciuii a 

los términos en que ha quedado piaoieaoa pu 

tl demanda, discusión basla «ublecer la 

El dicho de una de las partes no twsia p» 



id* va contrato relación & terceros, sobre todo catado 
ja forro* «se rita está espresamente determinada. 
9» El aelario de un depositario judicial debe ser fijado por el Juei. 
M Al depositario judicial se le deben los gastos necesarios he- 
chos pan la guarda y conservación de la cosa depositada, 

5* £1 actor que por sus peticiones excesivas ha colocado al de- 
mandado en la necesidad de t iligar , debe pagar las costas del juicio» 
aunque obtenga parte de las sumas demandadas. , . 534 

CAUSA CXIV 



D. A. Delor j C* contra D. Pedro Cartiei . sobre falsiecacion 
de marca de fábrica. 

Sumario. — Para incurrir en las penas de la ley de Marcas de 
Fábrica y de Comercio, no es necesario que se copie con toda 
exactitud una marca agena, siendo bastante <|uc se la imite en sus 
rasgos principales 

CAUSA CXV 

Dawney y O contra la Sociedad Propietarios para ta Higiene, 
•obre infracción de la ley de patentes. 

Sumario. t" Son aulas las patentes de invención concedidas 

i máquinas ó aparatos cuyo sistema y aplicación sean conocidos y 
practicados en el país. 

t° No pueden patentarse los sistemas en general. 

3* Las modificaciones introducidas á aparatos patentados para 
gozar del privilegio requieren una patente adicional. 

4* No procede la condenación en costas en la sentencia revoca- 
toria de I* de primera instancia 

CAUSA CXVI 



El Fisco Nacional contra D. Ernesto Piaggio, sobre comiso, por 
exceso de den bultos mercaderías en el vapor Colombia. 



Sumário -i» La rcctiacKioD délos manifiestos, solo es acep- 
té, ciundo se hace dentro del pía» letal, 

candas do manifestadas. 

2» Puestas en lanchas las mercancías manifestadas, y parte de 
ellas en tierra, debe considerarse como concluida la descarga. ... 551 
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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo nombrando Conjueres de la Suprema Corte para el 

año 18S2. 

En Buenos Aires A siete dias del mes de Enero de mil ocho- 
cientos óchenla y dos, reunidos en su Sala de Acuerdos los 
Señores Ministros de la Suprema Corle de Justicia Nacional, 
Dr. Don José Domínguez. Dr. Don l ladislao Krias y Dr. Don 
Saturnino M. Lnspiur, con el objeto do nombrar conjueces 
para el año de I8«5 en euiuplimientn del articulo veinte v tres 
de la Ley de Procedimientos, acordaron nombrar ó los Seño- 
res Doctores: Don Miguel Esleves Sagui, Don Rufino de Eli— 
zalde, Don Víctor Martínez, Don lió ríos Tejedor, Don Excquiel 
pennra, Don Nitelas Avellaneda, Don Manuel Quintana. Don 
José M. Moreno, Don Eduardo Basavilbaso, Don Manuel Obar- 
rio, Don Antonio E. Malaver. Don Félix Sánchez, de Zelis, Don 
Honorio Marlel, Don Juan S. Fernandez., Don Ccferinn Araujo, 
Don Eduardo Carranza Vianuml, Don José María /.mirla, 
Don Juan Manuel Terrero, Don Anuncio Atcorla, Don Fran- 
cisco Alcobendas, Don Isaac I*. de Areco, Don Bonifacio Las- 
tra, Don Julián Balbin, Imn Vicente F, López y Don JoséM. 
Gutiérrez, Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando 
se publicase y se rejislrase en el libro correspondiente, fir- 
mando por ante mí. 



j. DOMINGUEZ. — LLAD1SLAO FRIAS. 
S. M. LASPll'R. 




Antonio Tarnassi 
Secretario, 



■ 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



ACUERDOS DE Lk SUPREMA. CORTE 



¿cuento nmbM*é Con/**** de /<« ./«=</";<'" * Sccc/tí " * 
Píscales ad lioc /Jara <?/ a /7o /8$3. 

RO Buenos Aires á los veinte y «dio días del mes de No- 
viembre ¿el «"> ™ l «"ociemos ochenta y dos; rennidoseo 

sal, de Acardos, lo, Soímres Presidentes y M.mstros de la 
Suprema Con- de Justicia Nacional, Doclorcs : ta Josc B. 
fio non José Domínguez, Don l Ind.slao r ñas Don 
Snmrninn M. Laspiur y Don Manuel D. I'iz-rm. con ,elob- 
leu» de formarla lista de Abogados que con arreglo a la lev 
le veinte v cuatro de Setiembre de mil «■líenlos se en a 
y ocho deben suplir en el ano .le INH3 a los Jueces Federa- 
Íes de Seecion, legalmente impedí * recusólos, y ejercer 
las fondones de Fiscales ad Aor, acordaron la formación de 

%Xirr'"inm!:no,»oresBon Juan José Montes de Ora. Don 
Juan Manuel Terrero, Don Garlos Zoavedra 
cente Snravia. Don W- M. Llosa, Pon José E. Dommgne ., 
Don líorbertO Quirnn G.sla. Don Angel Casares, Don José A. 
Terrv v l>. Emilio La marca. 

Pa*ra la Sección de Buenos Aires ¡ Doctores 0. José 0. Ma- 
chado, Don Hugo Bunge. Don Felipe |Vr«. Don Em. ,o ■ I*- 
bra , ít on Leandro Alem, Pon Tomás Sar.mento. Don Antomo 
Obligad... Don Intonio Bermejo. Don Julio Fonrougc y Don 

tn ^ra la 'sección de Santa Fe : Doctores Don Eugenio PéreE, 
Dnri Severo f.owlez, Don Pedro Rueda, Don Nicanor ,on- 
zalezdd Solar, Don (iunlberto Escalera Zuvirii. Don Pedro 
\ Sánchez v Don Mehton Undriguez. 

* Para la Sección de Enlre-Uios : Doctores Don Mañano Lena, 
Don Miguel J. Malarin, Don Misael Hernández, Don José V. 
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Dial nnn Ramón CnMrmn. Don Ciregorio F. de la Fuente, 
M<M M. Sola. Don Zavó JE. Hernández, ta Fraacisco S. 
Gircna, Don Fortunato Calderón. 

L. lo Seccon de Corriente: Doctores Don José M (.uas- 
Uv ¡«o, Don Juan Valencia.. Don Fermín E. Als.no. Don le- 
t |ro T. Sanrhrz, Don l^ln- V Fernoml.*. Don Angel M- Es- 
auer v Don Tomás J . Lunue. 

Tira 1, Sección de tórtola : ItoflM* ■>»" R ™ , «- 
J,„ DonNaíanael Morcillo. D«n Agustín lW.no. Don Mro- 
£¿ ¿.«tell.no*. Don Salustiano Torres, tal Julio Ito. n RU ez 
Don Santiago Gaceres. Don Néstor Escalante, Don José del 
Prado* Don Fernando Zavalia. 

•«ra la Sr.™n ,1, Santiago del F.stero: Doctores Don Ma- 
na,! Argañarás. Don Da.naso E ■•alacio*, ünn 
rol, Don Emanólo González Doran, Don Napolw» Tabead 
,,on Manuel Goros.iaga. Don Manuel .orne.. Don Bolín» 
lran,aín. Don Pablo Logónos y Don Federico 1W. 

P.„ |, Sección dé Tucum.0 : Doctores D. PruM^ro .ar 
, „„„ ,,„„, Pa,.,lln, Don Juan M. T,r,n o .Señando 
Viono, Don Napoleón Vera, Don Jos, An.omo Olmo . Don Pa 
lr ¡ c ¡„Zavalia. Don J.iMer J. Knas, Don Frailesco J. Garcu. y 

"liSS de Salta : Doctores .ton José Manuel Arias, 
Don Pablo Saravio, Do» Ahs.idcs López, Don Davnl l nburu. 
Don Indalecio Gómez, Don Juan de la G. Tamayo, Don Felipe 
Arias Don Abraban Ecbazú. Don Aniceto de la Torre y Don Do- 

m X"on de Jujuy: Doctores Don PMcido Bus.a- 
mante, Don Domingo Pérez. Don Joaquín Camilo^ 

Para la Sección de Ca.amorea : Doctores Don Míreos A. Fi- 
KUC roa Don Julio P. Acuña. Don Guillermo Leguizamon, 
[ion Secando Moles y Don Santiago Sania Uloma. 

Para U Sección de .a Hioja : Doctores Don Gu.llermo San 
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Román, lion poli/. Lima, [)nu Santiago Gardillo, hon Benja- 
mín [Cirros, Don Klnr^ntiim de la Colina, tíim Maximino de la 
Fuetllc y Ilnn Nicolás liun/ale/. 

Para la Secciun de, San Juan : hurlares Don Juan C. AL 
barracín, han Luis Efchegaráy, Don Mardoqueo J, Oírnos, Don 
Tnsiíin Iliva, Ihm Daniel P. Auhmie v Don Ignacio S. Flores. 

Para la Sección de Mendoza : Ductores Don Adolfo Calle, 
Don Manual llerineju, Don Osear RuiiiazÚ, hon Pedro Ser- 
pes, Don Podro \. (Miz, Don Ignacio Bombal, Don Juan C. 
Soria, Don Julián Barraquero, Don Hraiieison S. Vlhino v Don 
Juan C. Seni. 

Paro la Setírion (ío San Mtis: Doctores Ron Juan A. Bar- 
beilo, Don Marcial (ligera, Don Jurtriio S. Perc/, hmi Manuel 



Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando so regís* 
irasecn el librado Acuerdos, se publicase y se comunicase 
al Poder EjeeuiivO 3 á los Señores Jueces de Sección respec- 
tivamente. 

J. 11. GQROSTIAGA. — J. IiOMlSGCEZ. — 
LUAOISLAO FRIAS, — S. M. LASiHLR. — 
M. I). Pt/AltRO. 

AntOttio Ttirnnsst 
Secretario. 



Icwer<to noMbrandfi Jitrz de Feria 

En Buenos Aires, á treinta ele Noviembre de mil och ocien los 
óchenla y das, reunidos en la Sala de Acuerdos el Señor Pre- 
sídeme de la Suprema Corle de Justicia .Nacional Doctor Don 



y 

DE JT3ST1CU PACION AL 

José B, «nruliap. y los Señores Ministros Doctores Don José 
Domínguez, Don Oladíslao Frias, Don Saturnino M. Laaniur, 
v Don Manuel lt. ferro ron el objeto tle nombrar el Juez 
¡U- Feria ron arreglo al artículo cuarto del Reglamento para 
,1 orden interno de la Suprema »'.nrli\ acordaron nombrar al 
Seño* Doctor Don lladislao Frías, y que actuase ro.no herre- 
ro el Doctor Don Antonio Tarnnssi, ordenando se registrase 
en el libro correspondiente y que se publicase. 

j. n. GOROSTttCJk.— J« D0MING1EZ. — 
tL*DlSL.\OFHl\S. v m. l.XSWtR. - 
M. tí- PIZARUO. 



.V. Roja 

Seco-uno 




FiLWS DI I.» 

DE JUSTICIA NACIONAL 

CON LA MUCIOK DE SUS KESPECTIYAS CAUSAS 



D. Juan E. Saval contra los Señores fíelaúsiegui y O, por cobro 
ríe pesos. 1 adentc sobre pago de costas. 



Sumario. - Convenido que las costas se paguen en el órden 
causado, salvo aquellas hubieran sido objeto de una conde- 
nación especial, las que se causen en la fijación de estas últi- 
mas debe abonarlas la parte condenada. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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Caso. — El procurador S.ival demandó a los Señores Be- 
laústegui y C a por sus honorarios en una causa que había se- 
guido á nombre de otros y que había terminado por una tran- 
sacción queestableció que las costas y honorarios serían pagados 
en el órden causado, salvo los que hubieran sido materia de 
nna condenación especial respecto de los cuales los demandados 
reservaban los recursos legales. 

Regulado el honorario de Saval, el apoderado de los Señores 
Belaústegui pidió que se redujera el honorario a una suma 
equitativa. — Ki Juez citó á juicio verbal; el reclamante no 
asistió y se le dió por desistido. 

Hecha la liquidación de este incidente, el actuario cargó 
parte do los gastos que este había ocasionado al procurador 
Saval, que reclamó. 

Fallo del Juez «le üeeefon. 

Rueños Aires. Seliciirbre 29 d* 1881. 

Y vistos: considerando que según la transacción de foja 
ciento diez y ocho (autos principales), las partes convinieron en 
que las costas y honorarios serian pagados en el úrden causa- 
dos, salvo las que hubieran sido materia de condenación espe- 
cial, respecto de las cuales los demandados se reservaron el 
ejercicio de los recursos legales. Que este incidente ha sido 
originado á consecuencia y con motivo de uua condenación espe- 
cial y los demandados lian ejercitado los recursos legales opo- 
niéndose como lo han hecho al monto de los honorarios del abo- 
gado y procurador de la parte contraria. Que por consiguiente 
las costas causadas en el son á cargo de los demandados, tanto 
mas cuanto que fueron dados por desistidos de sus recursos 
según el auto de foja treinta y siete. 

Por estas razones fallo declarando que las costas son a cargo 
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a , c Tí(llílús t e ,nn 7 C\ debiendo el actuario en su 

renta y una. - Hágase saber y «pénganse los sellos y not.fl 
quese con el orijinal. f ^ ¡barracin 



r»|lo de I» «tipre 



Corte 



VWo S: por sus fomentos se afirma con costas c! auto 
apelado foja oincuentay cuatro; »tUf«b~ esta» y rc.pae.to. 
los sellos, devuélvase. 

i B . COROSTUOA.-J. DOMINGUU.- 
0. LECLlZAMON -tLAUlSUO FRIAS. 

— S, M. LASPlUR. 



II 



m Uafael lc«saU t contra Don Pedro Salaberry : sobre 
daños ii perjuicios. 

Sumario.- Fenecida una demanda ante lo. Tribunal», 
P raciales no puede entablarse do nuevo ante .a tueUo.a 
federal. . 



14 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Caso. — Don Rafael Icasuü demandó á Don Podro Sala- 
berry por ocho mil pesos fuertes, costos y costas, como indem- 
nización de daños j perjuicios. La indemnización la reclamaba 
fundándose en que á Salaberry le habia conferido poder para 
que jestiuuara ante el gobierno de Buenos Aires el reconoci- 
miento de sus derechos á un terreno de Cb Uncía en el Azul ; 
que Salaberry nada hizo, y presentándose ¿1 personalmente pi- 
dió la ubicación en la suerte 182; que Salaberry impidió que se 
hiciera tal ubicación poniendo tropiezos, y obtuvo la escritura- 
ción á sn favor, burlando sus derechos como primer denun- 
ciante. 

Sin contestar la demanda Salaberry opuso la excepción de 
cosa juzgada, diciendo que este asunto había sido ya materia 
de un juicio ante los Tribunales Provinciales. 

Traído ad effectum vtdendi el espediente á que se referia 
Salaberry, el juzgado pronunció el siguiente 

F«Ilo del Juez de Seeriou 

Buenos Aires, Setiembre 29 de 1881. 

Y vistos : estos autos en lo relativo á la excepción opuesta 
por el demandado y resultando de los autos traídos ad cffeclum 
vtdendi : 

j° Que los señores Salaberry é Irasati han sostenido un jui- 
cio ante el Juez de Provincia, por el cumplimiento de un con- 
trato según el cual el primero debia gestionar antp el (¡obierno 
de la Provincia el derecho del segundo á una suerte de estancia 
en el partido del Azul, recibiendo de este en compensación de 
bu trabajo y gastos una vez obtenido el resultado propuesto, 
el derecho á la mitad de la misma estancia ; 

2 o Que en dicho juicio siendo Salaberry el autor fundó la 
demanda en que Icasati, cuando ya estaban todas las diligen- 
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cias terminadas y pronta, á escriturarse la estancia se habia 
presentado ante el Gobierno tomando intervencbu personal- 
mente para burlar asi su derecho; 

3 o Que Icasati contestando la demanda pidió fuese ella re- 
chazada con costas» condenando al actor al pago de los perjui- 
cios que le había causado por falta de cumplimiento al citado 
contrato y por culpable proceder, a cuyo efecto entabló contra- 
demauda por los daños y perjuicios ; fundó el rechazo de la 
demanda en que el demandante ha hecho completo abandono 
de la jistioti de que se hizo cargo, dejando ct espediente para- 
lizado por anos enteros, habiéndole causado este proceder entre 
otros perjuicios la pérdida de Í00,000 8; 

4* Que sustanciado el juicio por sus trámites recayó la sen- 
tencia de foja 113, declarando nulo el contrato por ser el de 
iguala y pacto de cuota litis prohibido por la ley, y no hizo 
lugar en consecuencia á la demanda ni á la contrademand-a ; 

5 o Que de esta sentencia apeló Salaberry é Icasati, y ante la 
Cámara de común acuerdo desistieron del recurso conformán- 
dose con ella en todas sus partes. 
Y considerando: 

Que dados todos estos antecedentes resolta qoe el juicio de 
daños y perjuicios entablado ante este juzgado por Icasati 
fundado tal como está en los mismos hechos es el mismo que 
quedó terminado por la sentencia citada. 

Que la escritura de protesta acompañada á la demanda y que 
se presentan como base de ella se refieren á los mismos perjui- 
cios que han sido materia del juicio fenecido siendo por consi- 
guiente fundada la excepción opuesta. 

Por estas razones fallo declarando fundada la excepción de 
cosa juzgada opuesta por Don Pedro Salaberry siendo á cargo 
de Don Hafael Icasati las costas del juicio. Hágase saber, re- 
pónganse los se líos y notifíquese original. 

Andrés Ugarrisa. 
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Fftllo de I» Suprem» Corte 

Buenos Airea, Enero 98 Je 1882. 

Vistos: por sub fundamentos, y constando que la demanda 
interpuesta ante el juzgado de Secciun es la misma que entabló a 
foja diez y ocho del espediente agregado, y que terminó ante los 
Tribunales de la Provincia; se confirma, con coatas, la sen- 
tencia apelada de foja veinte y dos vuelta. Satisfecha! aquellas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

j. DOMINGUEZ. — O. LEGL1ZAMOJÍ. — 
ULAMSLAO FRIAS. — S. M- LASPllR- 



CAUSA III 



Don Julio Porta contra Don Antenor Pastorea, por cobro 

de ¡tesos. 

Sumario. — í a No son apelables para anta la Suprema 
Corte los autos dictados en causas cuyo valor no excede doscien- 
tos pesos fuertes. 

2 o No pueden lo* Tueces de Sección conceder recursos do 
apelación sobre puntos no apelados por las partes. 
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Cuso - En loa autos seguidos ante el Juez Federal de Ca- 
tamarca por Do, Julio Porta contra Don Antear Pastoriza por 
cobro de ciento sesenta y cinco peso, bolivianos, intereses y 
costas, Pastoriza fué condenado a 1 pngo conforme á la demanda. 

Ell escrito de apelación de Pastoriza fundado en que la 
deuda era do la Empresa de Pozos Artesianos de que había .sido 
.érente v de la cual había rendido cuentas y de que s> consiguió 
doscientas pesos boliviana M SO** por evitarse los perjuicios 
m le ocasionaría la suspensión de viaje decretado; se dictó 
el siguiente 



rallo ápl Juez de §ncfi*n 

C&uaarca, Setiembtt W de 1881. 

Vistos v considerando: t Que W el juicio ejecutado solo son 
apelables los autos declarados tales por la ley. entre los que no 
egresan el de que »• traía, á parte de baber versado la ejecu- 
ción sobre valores de menor cuantia (Artículo* 60, 200 y 300, 
lev sobre procedimientos,. 2' Que otro tanto piude decirse en 
lo" referente á ta órden .le arrai»o personal, pues aunque se le 
estimase como un tarto mai.dami.-nto do prisión por deudas, 
él se bailaría asimilo justificado como comprendido en los 
casos de excepción establecidos en la misma ley que los abolió, 
por el mero hecho de haber Pastoriza cstraido el dinero em- 
bargado & que se refiere el acta de foja* seis y siete, aun pres- 
cindiendo de la circunstancia de no haber sido recurndo en 
tiempo y forma [Art. *. inefeo * de la Ley de 36 de Jumo de 
1872 . '¿ J Que esto no obstante, como en el auto de la referen- 
cia se'resuelve también el punto sobre incompetencia de juris- 
dicción que en todo caso seria apelable. 

Por tanto, concédese en esta parte y en relación el recurso 
de apelación interpuesta por el precitado Don Antenor Pasto- 

- 

T. iV 
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riza del auto del catorce fte! corriente, á fojas veintidós vuelta y 
veintitrés de estos autos. En su virtud, remítanse estos a la 
Suprema Corte, previa citación y emplazamiento, designándose 
el término ile cuan-iilu días para l;i mejora fiel recurso. Déjese 
cópia autorizada de ta liquidación de foja diez y ocho, y demás 
antecedentes necesarios pura la mejora del embargo y continua- 
ción de la ejeeueion por el sal lo aun impago como estaba soli- 
citado y dispuesto en el acta de foja cuarenta y cinco. (Artícu- 
los 2015, 210, til 1. "212 y 225, ley .obre procedimientos). 

JtMf/uin tjuiroya. 



■ tillo tlr In H |»r fnw *'orlr 

Buenos Aires, Febrero 4 de 1882. 

Vistos; no siendo apelables loa autos dictados en causas 
cuyo valor no esceda de doscientos pesos fuertes, con arreglo 
al articulo cuarto de la ley sobre jurisdicción y competencia de 
los Tribunales Federales ; y no habiéndose interpuesto por las 
partos el recurso de apelación sobre el punto de jurisdicción 
respecto del cual el Juez n 7W0 declara concederlo ; devuél- 
vanse los autos previa reposición de sellos y pago de costas. 

■ 

J. DOMINGUEZ. — O. LENIZAMOS. — 
LLADISLAO FRIAS. — S. M. LASPlUR. 
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4 Al HA IV 



Don Juan 1. *%«er*(fo co/tfra V¿«ynW l'f<w". co/m> 



Siíot«í-iu. — 1" §\ mándalo entre comerciantes es siempre 
remunerable sin que pura .dlu .eu proeja e.-tipulaeiun espresa. 

2 1 ' La contradi- cion entre la afirmación improbada tlel de- 
mandan t.< do haber mediado estipulación verbal por cantidad 
determinada y la negación del demandado, se resuelve legal- 
mente en que no la hub». 

3 o En este caso se debe una remuneración equitativa ajuicio 

del Tribunal. 



Caso. — Kstá csplicado en el 



tullo del Juez de Werelnii 

Buenos Airo*. Julio 7 de 1881. 

Y vistos: estos autos iniciados por el Dr. Ü. Luis S, Rueda, 
en representación de U. Juan A. Figneredo, contra D. Miguel 
Vaccato por cobro de pesos, de quA resultan los antecedentes 
siguientes: 



- 
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Que el primero en su demanda espone que encargado con 
poder de Vaccaro, gestionó y formalizó para este un contrato 
con la Municipalidad do S.m Nicolás do los Arroyos, sobre em- 
pedrado de sus callea públicas cuyo trabajo dirijió: Que ver- 
balmente convino con Vaccaro que le daría (50,000 $) cin- 
cuenta mit pesos mjr en remuneración de sus servicios y que le 
entregó (10,000 ¿ I ti tes mit pesos m r á cuenta, agregando que 
merced á sus esfuerzos, trabajos ó iul'ucncia se consiguió 
que la es presada Municipalidad aceptara aquel contrato; Que 
Vaccaro responde que Figueredo no lia hecho otra cosa que 
recomendar á dos municipales el pronto despacho del asunto y 
firmar el contrato; que no es cierto que se hubiera obligado A 
pagarle (50,000 $) cincuenta mi i pem m e en remuneración de 
sus servicios: que le dio tliez mil pesos mje por gratificación y 
por todo pago. 

Siendo la cuestión de hechos, y confesándose por Vaccaü 
que encargó ¡i Figueredo la gestión del contrato que á su nom- 
bre lirmó, y siendo de derecho csplícito que el mandato entre 
comerciantes, es r enumerable, se recibió la causa á prueba, en 
cuyo período el demandante bo justificado con las cartas reco- 
nocidas de f. 20, 2 1 y y Con las declaraciones de f. i9 á 68, 
que lejos de ser tan insignificante su intervención en el negocio 
como lo use vera el demandado, ba sido importante y eficaz, 
pues pór las declaraciones recordadas se vé que ha dado muchos 
pasos, hecho planos, demostraciones y cálculos y ha empeñado 
su inÜueueia personal en favor del buen éxito, Oilfl ha puesto en 
juego sus relaciones en el mismo sentido y que todos estos 
esfuerzos han contribuido para persuadir á la mayoría de la 
Municipalidad de la bondad y conveniencia del contrato que 
firmó en consecuencia, lo cual reconoce el mismo demandado en 
sus citadas cartas. 

Por la declaración de Rufino Degreef á f. 50, contestando á 
la 3" pregunta del interrogatorio de f. 47, y por la carta del 
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mismo Vaccaro de f. 21 , se descubre que si Figueredo no corrió 
,1o lleno con la dirección del empedrado, alguna participación 
ha tenido, pues inauguré e! trabajo según dice Degreef y con- 
currió á allanar las dificultades ú observaciones que se hacían 
al empresario sobre el valor y clase de la piedra como lo revela 

la carta recordada. 

One llamado Vaccaro á confesión sobre si era verdad que e 

l n \ nnn r PitriiiTPilo llOr IOS (10,000 S) díti mil 

recibo otorgado por i-iguercuo poi \ » v«"i v 
I»*» m c que le entregó por medio de un giro contra Juan 
Bautista Caelanola, fué espedido ti Mmtú 4$ mayor cantntad, 
respoude que ignora, pero no niega. 

(¿ue si en el momento d- la confesión el demandado lo igno- 
raba efe- tivamente, lo fui fácil conocer la verdad poco después 
v era deber suyo inquirirlo y hacerlo conocer al Tribunal, para 
darle elementos de convkeion y desde que no lo ha hecho existe 
la presunción de ser verdadera la afirmación del demandante, 
pues á ser falsa Vaccaro lo habría probado con la sola exhibi- 
ción del recibo, lo que era d, su deber y era fácil como queda 
dicho. 

Derecho. — El mandato entre comerciantes es siempre remu- 
nerare sea que exista sea que no haya mediado estipulación al 
respecto, según se establece claramente por el artículo 310 del 
Código de Comercio. Erto importa decir que el mandatario no 
precisa estipular que será remunerado para tener derecho á 
remuneración por sus servicios, porque la ley le acuerda este 
derecho sin necesidad de estipularlo. 

Este principio sigue también en el derecho cunan, para los 
casos en que no se estima gratuito el servicio rendido, como lo 
persuaden el artículo 135 «De la locación* y en concordante 
artículo 3°, título «Del Mandato - , Código Civil. 

La contradicción entre la afirmación improbada del deman- 
dante de haber mediado estipulación verbal por '50,000 ») 
cincuenta mil pesos mjc y la negación del demandado, se re- 
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suelve legalmente hablando en que no hubo estipulación, lo que 
no priva al primero da su derecho de ser remunerado, porque 
como queda dicho, la ley le concede este derecho aun cuando no 
haya sido estipulado, y por otra parte no es concebible cine se 
diera 10,000 8 m/o ^u solo por suscribir un contrato en repre- 
sentación. 

Respecto del quantum de la remuneración el demandante 
alega que recibió (10,000) 5 ¿fes mit pesos m¡r. pero que los 
recibió espresando que era á cítenla tle mayor eantulad y el 
demandado espone f. 1 V 2 que se los dio en gratifico ion y por 
iodo pftffn. 

Aun sin tomar en cuenta la presunción que á este respecto 
existe á favor del demandante, la cuestión queda entonces 
reducida á saber cuál ea la equitativa remuneración que se le 
debe, ó en otros términos, si está sulicicuteraente remunerado 
con los (10,000 $) diez rail pesos m/ recibidos, ó os excesiva la 
de 50,000 § m/ c rara determinar la jint;:. 

A este respecto teniendo en cuenta la importancia del con- 
trato que estipuló por Yace aro, que no se ha negado los pasos 
dados y los esfuerzos hechos para conseguirlo, los cuates han 
sido importantes y eficaces como lo revela la prueba rendida» y 
teniendo en cuenta también que continuó prestando algunos 
servicios mas en la dirección de la obra del empedrado, como 
queda establecido; el Juzgado eu uso de la facultad que le con- 
liere el artículo 310 del Código de Comercio estima quo el 
demandado debe por complemento de remuneración al deman- 
dante la cantidad de (30,000 $) treinta mil posos m'c que le 
será abonado dentro de diez dias. Hágase saber original y 
repónganse los sellos, 

Isidoro Albarracm. 
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mito de ■> «uprriii*» € »rle 

Bueno» Aires, Febrero 1 d<¡ 1882. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja cien, y .satisfechas aquella, y repuestos 
los sellos, devuélvase. 

l f It, COROSHAGA. - J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGU1ZAM0N". — JILAUISLAÓ FRIAS. 



CALMA V 



El Fisco \acioml contra Don Uus Fiyari, por cobro 
ejecutivo de pesos. 



temario - i" Los informes oficiales espedidos por una re- 
partición ,1,1 Pod.r Kjeculiv, Nacional, liami fó en juicio 
contra él. 

V Si el ejecutado no prueba la cscepcion de pago 
por él, debe ser condenado en las costas del juicio. 



I 



Caso. — Se comprende leyendo el 
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Fallo del Jufz de ¡Hecelon 

Buenos Air<>í, Agoslo 23 de 1881. 

Y vistos: estos antos seguidos por el Fisco Nacional contra 
Don Luis Figari, por cobro de la suma de quinientos pesos fuer- 
tea por derecho de dos mil toneladas de piedra estraida de 
Martin García, á razón d<j veinticinco centavos fuertes la 
tonelada. 

Considerando : 

1* Que citado de remate el ejecutado, opuso la excepción de 
inhabilidad del título, fundándola en que haciendo uso de la 
concesión, habia estraido satamente mil toneladas ma* ñ 
menos ; 

2 o Que, admitida la excepción opuesta con audiencia íiscal, se 
recibió la causa á prueba por el término del encargado; 

3 o Que la única prueba producida ti solicitud del ejecutado 
es la que consta en la nota de foja 3% á cuyo pié existe un in- 
forme de la Comandancia Militar de la Isla .Martin García cons- 
tando que Figari ha cargado mil ciento cuarenta y seis tone- 
ladas de piedra; 

4° Que siendo oficial este informe el Juzgado debe conside- 
rarlo como fehaciente; 

5* Que respecto al pago que alega el ejecutado en el párrafo 
segundo de su escrito de foja 17 no se ha justificado que esc 

pago haya sido hecho. 

Por esto fallo: declarando que Don Luis Figari está solo 
obligado á pagar al Fisco Nacional, el importe correspondiente 
á las mil ciento cuarenta y seis toneladas de piedra estraida, 
que será liquidado por el actuario un la oportunidad debida y 
enyo pago, consentida esa liquidudion, deberá efectuar el ejecu- 
tado dentro de las veinticuatro horas siguientes. Y no habiendo 
justificado Figari pago alguno á pesar de lo que asegura en su 
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escrito de foja 17, se le impone el pago do toda, las costas. No- 
tifícese origiaal esta resolución y repónganse los sellos. 

Isidoro Mbarracin. 



rallo de I* Suprein» Cor** 

Buenos Aire», Febrero 9 de 1882. 

Vistos: por sus fundamentos, y no habiéndose producido 
prueba alguna sobre el hecho del pago alegado por e deman- 
dado, s« conenna con costas 1. senfne» de foja cuarenta y 
iOS, y satisfechas aquellas, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

j. ». COROSTIAGA. — J. DOMlSGUEZ. — 
U. LEGLJZAMOM. — ULAD1SIAO FRIAS.— 
S. M. LASPItR. 
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CAUSA VI 



Don Pió L'riburu contra Cánrpa ífnos,, sobre cumplimiento de 
un contrato é indemnización de perjuicios. 



Sumario.— i" Las circunstancias que importan un obstáculo 
insuperable al cumplimiento de varias obligaciones del mismo 
género, constituyen la excepción do fuerza mayor para el cum- 
plimiento do una sola. 

2 o Sobreviniendo los casos forluitos previstos en el contrato 
j de naturaleza tal que superen todos los esfuerzos empleados 
para dominarlos, el obligado queda exhouerado de cumplirlo. 

3" El demandad' i no puede cambiar en segunda instancia la 
acción deducida en la primera. 



Caso. — La sentencia de la Suprema Corte explica todos los 
antecedentes. 

Fallo del Juez de Sección 

Vistos : estos autos seguidos por Don Fio Uriburu, ciudada- 
no argentino, contra los Señores Cánepa hermanos, subditos 
italianos, de lo que resulta : 
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Que Don Tío l'riburn dñmamló á los Señores Cáncpa her- 
manos el cumplimiento del contrato de Toja ocho, así como la 
reparación do los daños y perjuicios cansados por la no entrega 
de la harina en las cantidades y en el tiempo fijados por dicho 
contrato, perjuicios que se detallan en las cuentas do foja diez 
y siete, foja ciento dos y foja ciento cuarenta y seis. 

Los demandados contestan negando los hechos en que se 
funda la demanda, y pidiendo se pronuncie la rescisión del 
contrato declarándolos en nmsemencia exhonerados de cum- 
plirlo en la parte que aun no lo estuviere, invocando para ello 
la disposición del artículo 5' del mismo contrato que dice: 
« Quedarán Canepa hermanos exhonerados de su obligación en 
« casos fortuitos, como suri ruptura de máquina ó incendio. » 

Recibida la causa á prueba, se ha producido la que instruye 
el certificado del actuario que corre de foja doscientos treinta 
y nueve a doscientos cuarenta. De esa prueba resulta : Que el 
demandante celcbtócou los demandados en quinn- de Míitzo del 
corriente año un contrato por el cual los segundos se «compro- 
„ prometían á entregar a Don Evaristo F. González, represen- 
t taute de Don Pió Uriburu la cantidad de novecientos quin- 
« tales de harina flor y cien quintales de semita en la forma 

* siguiente: doscientos veinte y cinco quintales de harina 

* y veinte y cinco de semita del primero al quince de Abril 
c entrante, r.l mes siguiente igual cant idad, y así sucesivamente 

* cada treinta dias basta llenar las cantidades arriba indí- 
« cadas >. 

Los demandados no entregaron al demandante, á cuenta de 
la primera partida, mas que treinta quintales de harina como 
consta de la cuenta que corre a foja ciento cuatro y del testimo- 
nio de la partida del libro de laja que corre á foja doscientos 
diez y siete vuelta. 

Consta también de la confesión de los demandados que corre 
de foja ciento treinta á foja ciento treinta y dos y de foja cien- 
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to cuarenta á foja ciento cuarenta y dos que no se han entrega- 
do las cantidades de harina en el tiempo fijado por el contrato, 
á causa de la rotara de la máquina del molino y de las crecien- 
tes del rio de donde sale la acequia para el servicio del esta- 
blecimiento. 

•Los hechos invocados por los demandados como casos fortui- 
tos ó de fuerza mayor que les han impedido cumplir sus con- 
tratos son puea las roturas de la máquina del molino y las 
crecientes estraordiuarias del rio de donde se surte la acequia 
que sirve dicho molino. 

De las declaraciones presentadas por los demandados consta 
que durante los meses de Abril, Mayo y Junio, el molino sufrió 
algunas descomposturas, especialmente una á mediados del se- 
gundo mes, la cual duró de diez á doce días por haberse descom- 
puesto la pieza llamado brazo de turbina (declaraciones de foja 
ciento veinte y una vuelta ¡í foja ciento veinte y dos vuelta, 
y foja ciento noventa y siete á ciento noventa y ocho vuelta), 
que durante los meses indicados el molino tuvo que suspender 
por algunas horas del dia sus trabajos á causa de la arena de 
que se llenaba la acequia que servia el molino. (Declaraciones 
de foja ciento diez y nueve á ciento veinte y una, foja ciento 
treinta y ocho vuelta, y fojas ciento cuarenta y dos A ciento 
cuarenta y cuatro vuelta). 

Considerando : Que la no entrega de la harina en las canti- 
dades y en el tiempo fijados por el contrato de foja ocho, es un 
hecho que esta fuera de toda duda porque, como se ha dicho 
antes, esta reconocido por los demandados y consta de las par- 
tidas de la cuenta de foja ciento cuatro y del testimonio que 
corre á foja doscientos diez y siete vuelta. 

La cuestión única que queda á resolver es pues si han exis- 
tido los casos fortuitos previstos por el artículo 5 o del contrato 
y si esos hechos ó acontecimientos son de tal naturaleza quo 
eihoneran & los demandados de la obligación impuesta por 
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dicho contrato. El caso fortuito según la ley es el que no ha 

podido ser evitado. 

La roturadlas piezas de un establecimiento mecánico, ai 
bien pueden preveerse, según el curso ordiuario de las coaai, 
no es posible editarla. 

De la prueba á que autes se ha hecho referencia resulta com- 
probado que, á mediados del mes de Mayo, el molino de los de- 
mandados suspendió sus trabajos durante diez ó doce días por 
haberse roto la pieza llamada brazo de la turbina.. 

Ninguna otra descompostura de consideración aparece haber 
tenido lugar durante los meses de Abril, Hayo y Junio. 

Puro aquella , leseo ni postura, si bien interrumpiólas opera- 
ciones del molino, no constituye por sí sola uu caso fortuito 
que pudiera exonerar ¿ los demandados del cumplimiento del 

contrato de foja ocho. 

El caso fortuito en efecto para que pueda exhonerar al deu- 
dor de cumplir con su obligación debe ser de naturaleza tal que 
haga imposible su cumplimiento. 

La descompostura de la pieza denominada brazo de la tur- 
bina durante diez ó doce días, así como la disminución del tra- 
bajo ordinario de la máquina no pudo poner á los demandados 
en la imposibilidad de cumplir su contrato: 

\» Porque, según consta do las partidas del libro borrador de 
la casa de Cánepa hermanos, el molino produjo duranto el mes 
de Mavo doscientos sesenta y cuatro quintales de harina flor, 
ciento diez y siete de segunda clase, setenta y tres de semita, y 
Mienta y nueve de afrecho, cantidad suficiente para la entrega 
que debía efectuarse el quince de Junio. 

c 2 n p or que la falta de entrega de las cantidades de harina esti- 
puladas en el contrato, comenzó desde el quince de Abril, sin 
que exista en autos prueba de ninguna descompostura de con- 
sideración ocurrido antes de aquella fecha. 
3' Porque las circunstancia de tener los demandadoa como 
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se alega, que cumplir otros contratos celebrados con los Seño- 
res López, Altéz, Altado, Parma y Ovejero, no puede en mane- 
ra alguna hacerse pesar sobre el demándame, siendo aquellos 
los únicos que al celebrarlos pudieran y debieron proveer sus 
consecuencias. 

Estas consider.ici.H5es tienen Unta mayor importancia, en lo 
que se refiere ó los daños y perjuicios que se detata é» la 
cuenta de foja diez y siete, cuanto que según consta del testi- 
monio sacado por el actuario del libro borrador do la casa de 
Cánepa hermanos, ol molino produjo durante el mes de Marzo 
la suma de (¡umkiUos cuarenta ij ocho quintales de harina llur, 
cincuenta y seis de segunda clase» ochenta y seis de semita y 
cíenlo do* de afrecho, cantidad cou que debieron contar para 
hacer frente á la entrega que debía efectuarse el quince de Abril. 

La razón invocada por los demandados para haber hecho en- 
tregar á los Señores López, Altéz y Ovejero, con preferencia al 
demandante, esto es la calidad privilegiad* de aquellos créditos 
es insubsistente, no solo porque tul privilegio no esta declarado 
por la lev, sino también porque no era llegado el caso de ha- 
cerlo valer siendo siempre el Juez y ñola parte á quien corres- 
pondería declararlo. 

De todo lo espucsto resulta qué los Señores Cánepa herma- 
nos están obligados á cumplir el contrato de foja ocho en la 
parte en que aun no lo estuviere y á indemnizar al acreedor los 
daños y perjuicios causados por la inejecución en el tiempo con- 
Tenido. 

í considerando, respecto de ios perjuicios que se reclaman 
en la cuenta de foja diez y siete, que no están justificadas las 
partidas, una, dos, tres, cuatro, cinco, seis, siete, ocho y nueve 
de la referida cuenta y que la cuenta do foja ciento cuarenta y 
seis es de fecha posterior al tiempo rejido por el contrato, y res- 
pecto del mayor valor por capital empleado en el mismo nego- 
cio, ademá* de no estar justificada esta partida es ilegal, pues 
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Hbro *• del Códi 6 o Civil, los daños i interés comprenden ol« 
,„, „uc han sido ocasionados por al deodor y no lo. q«e al 
acreedor haya podido sufrir en sus otros bi.net. 

Considerando por lo que respecta i la part.d» d,ez i tato 
cuenta de foja diez y siete, que da las declaraciones que cor en 
de foja ciento setenta j seis a ciento setenta , ocho vueita 
consta el precio de la harina en P,..,s fue a pr.nc.p . 
M „ y o el do veinte y ocho i ircínt. pesos bolmanos el q n al 
siendo constante nucía harina eon,prada era para ser le, a 
d üolivia. pudiendu si hnhicra sido entregada la pr.mer» partí 
da el qnince de Abril, haber obtenido aquel freno, no s.endo 
p„r consiguiente exajerado el de veinte y cinco pesos qne se ac- 
ial» en la cuenta de f-ja diez y siete. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con las tafee citadas. 

definitivamente juzgando fallo : 

une los Señores Cáuepa hermanos están ol>l. gado» 4 en- 
trecot i Don Pió Vriburu la cantidad de harina que resta para 
alcanzar al número de quintales de harina y aemita qne deter- 
mina el articulo primero del contrato de foja ocho. 
T ( U1 . deben abonar dl>on Pió Uriboru la diferene.a de pre- 
cio sobre ciento noventa y cinco quintales de harina i vemte y 
cinco pesos bolivianos cada quintal, deducidos los gastos de 
transporte, embalaje, comisión, etc. 

3- Qne deben también abonar la cantidad uno espresa el re- 
cibo de foja sesenta, el de foja ciento cincuenta y una, y la di- 
ferencia de precio abonada por la harina que espresa 1» cuento 
de foja ciento cuarenta y dos. 

Am no deben abonarse las demis parfdas de 1. en nt» 
de foja diez y siete, todo sin especial condenación e« costas. 

ITlo proveo, mando y firmo en Salta 4 primero de D.e.cm- 
„„ do mil ochocientos setenta y nueve. ^ ^ 
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— 

Fallo de I» Suprenm Coi-te 

Dueños Aires, Febrero 9 de 1882. 

Vistos: En quince de Marzo de mil ochocientos setenta y 
noeve t Don Pió Uriburu, argentino, celebro con loa señores 
Cánepa hermanos, estrungeros, un contrato por el cual éstos 
vendían al primero novecientos quintales harina tlor y cien de 
semita, debiendo hacer las entregas en la forma siguiente: dos- 
cientos veintic.'nco quintales de harina y veinticinco de semita 
del primero at quince de Abril, igual cantidad en el siguiente 
mes y así sucesivamente, cada treinta dias hasta enterar el nú- 
mero de quintales contratados. 

Por su parte el señor Uriburu debía Tecibir la harina en el 
Molino de los vendedores, pagándola al precio de siete pesos 
bolivianos (siete pesos bolivianos) de cuatrocientos gramos el 
quintal de harina, de tres y medio pesos (tres y medio pesas 
bolivianos) el de semita, y al plazo de cuarenta dias de recibida 
cada partida. La cláusula íinal del contrato establecía que : « Cá- 
nepa hermanos quedarán exonerados de su obligación en casos 
fortuitos como rotura de máquina 6 incendio, i (Documento fija 
ocho). 

Con fecha cuatro de Junio del mismo año, el señor Uriburu 
entabló demanda contra Cánepa hermanos, esponieudo que 
hasta esa fecha estos señores solo le habían entregado doscien- 
tos sesenta y dos quintales de harina y doce de semita, en vez 
de cuatrocientos cincuenta quintales de la primera clase y 
cincuenta de la segunda que debían entregarle. Que al faltar 
asi al contrato no era porque los señores Cánepa hermanos, ca- 
recieran del artículo, sinó porque habían creido mas prove- 
choso venderlo i otros por mayor precio; y concluía pidiendo, 
fundado en los artículos veintidós, ochenta y siete y siguien- 
tes del titulo De ta Compra-venia del Código Civil, se compe- 
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líese á los demandados á entregarle, en el término perentorio, 
los ciento ochenta v ocho quintales de harina y treinta y ocho 
de semita que le adeudaban, y se les condenase, también, á la 
indemnización de daños y perjuicios que le hubian causado, 
conforme á las cuentas que acompañaba (Escrito de foja diez y 

OfllO.) 

Los señores Cánepa hermanos contestaron, negando la «ac- 
titud de los hechos en que se fundaba la demanda; descono- 
cieron deber daños y perjuicios; y alegando por su parte la 
reserva contenida en el contrato para los casos fortuitos, ofre- 
cieron probar que estos habian sobrevenido, y en consecuencia 
estaban exonerados de continuar cumpliéndolo en la parte aun 
no ejecutada. 

Y considerando : 

Que está reconocido por los demandados tanto la existencia 
del contrato en que la demanda se basa, como el haber ellos 
faltado á su cumplimiento. 

Que la cuestión, por lo tanto, viene únicamente á reducirse á 
estos dos puntos: Vrimero ¿cuál es en concepto de los contra- 
tantes la verdadera inteligencia y alcance de la cláusula: « que- 
darán Cánepa hermanos exonerados de su obligación en casos 
fortuitos como rotura de máquinas ú incendio »? y segundo 
¿han sobrevenido accidentes de la clase de los previstos y cuya 
naturaleza haga imposible contiuuar ejecutando el contrato? 

Con relación al primer punto, los demandados han presen- 
tado los documentos que se rejistran á foja ciento cinco, ciento 
seis, ciento siete, ciento ocho y doscientos cuatro de los autos, 
y que demuestran que dichos señores tcnian contratos cele- 
brados con fecha anterior al del señor Uriburu con los señores 
Parma, López, Altéz. Eliceo y Jlicedo para entregarles harina 
de la que elaboraban eu su molino, á los mismos plazos, en los 
mismos términos y con idéntica cláusula de excepción. 

Se concibe, por consiguiente, que uu establecimiento de mo- 
t. xv 
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Uno qoe toma á su cargo tantos compromisos, necesita contar 
con toda la producción ordinaria que en cada mes es capaz de 
producir sin los posibles inconvenientes que la disminuyan ó 
perturben, y asi puede esplic&rse bien, que los demandados 
hayan querido garantirse contra estos accidentes estipulando 
la cláusula transcrita. Y esta inteligencia se corrobora mas, 
si se tiene presente que la ley esceptua de las obligaciones loa 
casos fortuitos y por los mismos no babia necesidad de estipu- 
lar espresamente esta excepción en el contrato, no cabiendo por 
otra parte ignorancia, del derecho; asi es que si no obstante 
dicha cláusula lia sido puesta, lo ha sido indudablemente en el 
sentido de exhon erarse los demandados de la obligación en 
caso de sobrevenir cualquier accid-mlc que sin culpa suya y a 
pesar de la debida diligencia viniese a dismiuuir la elaboración 
del molino basta el grado de imposibilitar el cumplimiento de 
todos los compromisos mntraidos. 

Pues en tales casos las circunstancias que importan uii obs- 
táculo insuperable al cumplimiento de varias obligaciones del 
mismo género, constituyen jurídicamente la excepción de fuerza 
mayor para el cumplimiento de una sola, máxime si las otras 
eran de fecha anterior. 

Fijada en virtud de esto.* antecedentes la verdadera inteli- 
gencia de la cláusula transcrita, se presenta naturalmente esta 
objeción. 

¿Xo ha habido temeridad y por consecuencia responsabilidad 
por parte de los demandadas en contraer vario» compromisos 
simultáneos que <'n deliiiitiva no lian pudido cumplir*.'? 

Para que esta objeción se hubiera hecho fundadamente 
seria preciso haber demostrado que la producción ordinaria del 
molino uo alcanzaba para icsponder ti todas lúa obligaciones 
contraídas ; ó que si alcanzaba se babia distraído del cumpli- 
miento de las obligaciones, sin sobrevenir los casos fortuitos 
exceptuados espresamente en los contratos. 
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El demandante ha guardado silencio respecto de lo primero, 

y sn silencio es muy significativo en favor de los demandados 
desde que los libros de éstos se han exhibido en juicio y además 
él ha sido consignatario anterior del molino para la venta de 
harinas, v es presumible que conociera bien su producción ordi- 
naria ,foja doscientos setenta de los autos). 

Sobre si ios demandados han distraído la producción del mo- 
Hdo de las obligaciones contraidas, hecho que el demandante 
acusaba en su escrito de demanda, diciendo qne era para ven- 
dería á otros por mny-r precio, no la ha justificado, m existe 
testigo alguno de los presentados por 61 que lo aürme. 

Entn> tanto, los demandados presentando sus libros a peti- 
ción del contrario han puesto de manifiesto si la elaboración 
ordinaria del molino alcanzaba ó nó al cumplimiento de laa 
obligaciones contraidas cuando no sobrevenían accidentes su- 
periores á sus facultades que la entorpecieran; han probado 
con eso que podían lícitamente vender á varios las harinas que 
el molino fuese elaborando cada mes; y han dejado también así 
mas acentuada la significación de la cláusula de exoneración 
del contrato para el caso de ocurrir tales accidentes. 

No puede tampoco d* otro modo realizarse la venta de cosas 
fortuitas, que la ley autoriza, como son los product* de un es- 
tablecimiento agrícola ó industrial. 

Entrando ahora á investigar si han sobrevenido los casos for- 
tuito, alegados per los demandados, se vó que estos se han he- 
cho consistir en roturas de las máquinas y en crecientes es- 
traordiuarias que impidieron funcionar al molino. 

Sobre roturas de piezas de la máquina entre otros son nota- 
bles los testimonios siguientes : El testigo Alte*, foja noventa 
y siete vuelta, siendo este uno de los que tienen contrato con 
¡os demandados, declara que le consta la ruptura de la máquina 
por haber visto la pieza descompuesta en lo del herrero \ ame y 
al wftot Canepá que le estaba exigiendo la pronta compostura. 
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El vecino del molino Don José Zorrilla, á foja cieuto diez y 
nueve vuelta, dice: que no puede determinar el número de ve- 
ces que ha estado descompuesta la máquina, pero que una de 
ellas duró mas de ocho días en que estuvo el molino sin moler, 
j que todo esto lo vió. 

El herrero Yarne, a foja ciento eintidos, declara que varias 
veces compuso piezas del molino de Cánepu, recordando espe- 
cialmente de una en el mes de Mayo cuya compostura duró ocho 
dias. Kepreguntado por id Jui'i si durante eMS composturas 
podía funcionar el molino, contestó que nú. 

El carpintero y herrero Miguel Surafino a foja dentó veinti- 
trés declara que cinco veres compro piezas del molino de Cá- 
nepa en los meses de Abril. Mayo y Junio. Que la segunda 
compostura duró tres días y dos noches, habiéndole dicho el 
que vino á llanmlo que baña tos días que el molino estaba 
parado. Que la primera compostura duró tres dias, la tercera 
un dia, y la cuarta y quinta medio dia cada una. Contestando á 
la repregunta del Juez, que el molino no funcionaba mientras 
se componían esas piezas. 

El herrero y maquinista ingU'¿ Thompson, á foja ciento vein- 
tiséis, dice: que dos veces compuso piezas del molino, durando 
las dos, seis dias y dos noches, siempre en les meses en cuestión. 
Contestando a la repregunta del Juez dijo que era imposible 
que el molino funcionase mientras se componían esas piezas. 
El vecino del molino Coronel Don Nicolás Arias dice á foja 
ciento treinta y ocho que no solo lo constan las repetidas rup- 
turas de la máquina en los uu-es de Abril, Mayo y Junio, pues 
que prestó varias veces dos rondanas para desarmarla y ar- 
marla, sino que estuvo sin funcionar durante esas descompos- 
turas. 

El ingenieroy mecánico Huin, á foja ciento noventa y cinco, 
declara que visto á mediados de Mayo para componer el molino 
fué y eucontró roto el eje de la turbina, cuya pieza no podía 
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componerse bien por ser de hierro fundido. Contestando 4 » 
tercera pregunta del interrogatorio de foja ciento ochenta vuelta 
responde: que estando rota esa pieza no podía funcionar abso- 
lutamente el molino, y que aun compuesta no andana con la 
regularidad que antes ni duna la m¡<ma cantidad d, harina, 
agregando que la compostura debió durar de diez á quince días. 

Se omiten por innecesarios los testimonios de foja doscientos 
□ na vuelta, doscientos dos vuelta, doscientos treinta y dos, 
doscientos treinta y cinco y otros que confirman las mismas 
aseveraciones. 

En cuanto á las crecientes estraordinarias el testigo \ alet, a 
foja ochenta, declara que se perdían do seis á ocho horas diarias 
en limpiar la acequia y el canal de la turbina de las arenas y 
basuras con que las crecientes los obstruían. 
Lo mismo dice el testigo Lope* á foja ciento doce. 
El testigo Zorrilla contestando á la tercera pregunta antes 
citada, dice que calcula que durante las veinticuatro horas del 
dia solo se molería ocho ó diez horas diarias, porque el no se 
llevaba la toma con las crecientes estraordinarias ocurridas en 
los meses en cuestión y por llenarse la turbina de arena y de 
Otras inmundicias que traia el agua. A la pregunta sesta res- 
ponde que le consta todo lo que se le pregunta por haberlo 
visto y facilitado peones para la compostura de la acequia. 

El Coronel Arias, á foja ciento treinta y ocho en los párrafos 
segundo y tercero do su infirme, dolara igualmente que el mo- 
lino paraba seis v ocho horas diarias en los meses indicados 
debido á las crecientes estraordinarias del rio los cuales obs- 
truían la turbina v el cajón de la acequia; que le consta igual- 
mente que repetidas veces se ha llevado el rio la boca toma, 
para cuyas composturas ha facilitado en distintas ocasiones 

hasta quince peon> 

Lo mismo declara el testigo Bruknoli á foju ciento ruarentay 
tres vuelta, omitiendo otros testimonios y detalles importantes. 
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En res limen, de la abundante prueba producida, resulta que 
en los meses de Abril, Mayo y Junio el molino dejó de funcio- 
nar cerca de un mes por roturas de diferentes piezas de la 
máquina, y que aun compuesta perdía de seis á ocho horas 
diarias por los perjuicios que te causaban las crecientes extraor- 
dinarias del rio. 

Que solo los rocinos Arias y Zorrilla fuera de otros han su- 
ministrado repetidas veces de veinte á treinta peones para la 
compostura y limpia de las acequias» trabajando en estas re- 
paraciones basta de noche. 

Resulta pues acreditado que han sobrevenido dos casos for- 
tuitos previstos en el contrato; y de naturaleza tal que han 
superado todas las diligencias y esfuerzos empleados para 
dominarlos, quedando por tonto el demandado cshonerado del 
cumplimiento de la obligación conforme á lo pactado y á lo 
dispuesto por la ley. 

Y considerando: 

Que no ha podido tampoco el demandante cambiar la acción, 
como lo ha hecho, en la apelación interpuesta ante la Corte, 
pues es improcedente en segunda instancia toda acción nueva 
que no ha sido propuesta y juzgada en la primera. 

Por todos estos fundamentos se revoca la sentencia apelada 
de foja trescientos cuarenta y cuatro, no haciéndose lugar á la 
nueva acción interpuesta en la apelación y con declaración de 
estar exhonerados los demandados del cumplimiento del con- 
trato en la parte aun no ejecutada. 

Satisfechas las costas de la instancia y repuestos los sellos 
devuélvanse. Notifiquese con el original. 

j. b. nonosmr.A. — j.i>omi>t.vez. — 
o. i.li.i i/.on. v i L.WUSLAU H'.IAS 
— s. H. LASPIUH. 
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CAUSA ¥11 



ta I*»»»»*» F*m.ri «Mr* m Feü, «.«.«.es P«. ,»r «*« 
«fe alfileres. - rnritfentt ™6re co»ii;*f«wi« . 



femar». - Demandando un estrangero a un 
un Juez de Provincia se entiende prnrogada la junsd.ccioa 

de este. 



Caso . - Se halla esplicado en el siguiente 



Fallo del J«er «I© 

Bikws Aires. Noviembre 2 de 1881. 

J L tal suceda OS necesario que baya demanda > « « » 
íTJwta » «no caso quedarla radicado .1 j»too J aeopt da 
: to'I ; fano no Riendo ~ «*• 4 '» *~ 
tad"" n el escrito d, fojo 21 J «™« >°* * 
,ado ; re P 6ug»»s« los sellos. ^ „ 6 „ rl ,„,„. 
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Fallo ile la Suprema Corte 

Buenos Airea. Febrero 11 Je 1882. 

Vistos: atenta la clara disposición del artículo doce inciso 
cuarto de la ley de catorce de Setiembre de mil ochucieotos 
sesenta y tres, sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Nacionales, se revoca el auto de foja veinte y seis vuelta, 
y satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuélvase. ' 

J. B. GOROSTUGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGLIZAMOX. — ULADISLAO FRÍAS- 
— S. M LASPIUR. 



CAUSA VIII 



Don Gerónimo Disso contra IK David tirttee, por cobro de pesos. 

Incidente sobre costas. 

Sumario. — No existiendo temeridad en la defensa, el de- 
mandado no debo ser condenado en costas. 



Caso. — Eu los autos seguidos por D. Gerónimo Bisso contra 
Don David Bruce por cobro de pesos se dictó el siguiente 
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d«-i Juez dt 

Buenos Aire». 7 de Noviembre de 1881 

Y vistos estos autos seguidos por el Dr. D. Luis S. Rueda, en 
representación del Capitán I). Gerónimo Bisso, contra D. Da- 
vid Bruce sobre cobro de pesos de los que resulta : I o Que por 
el escrito de foja A Blsso entabla demanda ordinaria contra 
Bruce cobrándole la cantidad de cuatrocientos diez pesos fuer- 
tes con sus intereses, alegando que D, Pedro L. Ramayo, Don 
Servando E. Gómez y otros lenta según él contrato que en 
cópia simple n acompaña a foja i\ la esplotacion del vapor 
«Estrella» en la navegación del Ri«» Paraná. 

2" Que D. Servando E. Gome?, en representación de sus con- 
socios celebró con Bruce el contrato que en cópia también se 
acompaña á foja 3. para suspender los viages del vapor « Es- 
trella», mediante una indemnización, de nueve mil pesos fuer- 
tes en mensualidades á repartirse de á setecientos cincuenta 
pesos fuertes, mientras Bruce no tuviera otros competidores en 
la carrera; que en virtud do ese contrato su acreencia basta la 
fecha como uno de los empresarios del «Estrella» había llegado 
á ser de la cantidad mencionada. 

S" Que corrido traslado de la demanda, la parte de Bruce, 
sin contestar al traslado á foja 22. iuterpuso la excepción dila- 
toria de falta de personería en el demandante, exíjiendo á la 
vez el cumplimiento por parte de éste de la ley de papel se- 
llado en los documentos ó contratos que se habían presentado, 
y sustanciado el incidente quedó definitivamente resuelto por 
auto confirmatorio de la Suprema Corte corriente a foja 55 
vuelta, no haciéndose lugar á las excepciones interpuestas. 

4« Que la parte de Bruce contestó á foja 69, negando los 
hechos alegados por el actor, sosteniendo que lo único que ha- 
bía habido era un convenio con Gomeü, por el cual le daba una 
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gratificación por el tiempo que faltaba para vencer el término 
por el cual babia arrendado el vapor «Estrella» y que concluido 
el convenio se inutilizaron los documentos. 

5» Que á foja 74 vuelta se recibió la causa á prueba para 
acreditar la efectividad del contrato que se decía celebrado «i. 
tre los arrendatarios del vapor «Estrella* j i). David Bruce. 

6" Que por parte del demandante so han producido las posi- 
ciones de foja 81 a foja 87 absueltas por Bruce y las declára- 
nos de foja 88 a foja 94. de los testigos D. Federico Crovther 
y D. Jorge Hermessey; y la de los testigos que declararon en 
la ciudad de San Nicolás de los Arroyos Señores D. Servando 
Gómez, F, Oaz, D. Juan A. Figueredo, Señores Bertucb y C« 
de esta ciudad, corriente de foja 98 á foja 125; las cartas reco- 
nocidas por Gómez de fojas 10^ 100 y 107; la compulsa de los 
libros de Bruce de foja 136 a foja 138, y por partí» del deman- 
dado las posiciones absueltas por Bisso de foja H7 a foja 150. 

Y considerando : I o Que en el presente espediente se hallan 
justificados los puntos y consideraciones aducidas en la senten- 
cia de la Suprema Corte en el espediente mandado traer atl efec- 
tum vidmdi seguido por D. Pedro L. Kamayo, y D. David 
Broce, por cobro de pesos, el primero en su escrito de foja 60 
á foja 70 contestando la demanda, el segundo por ser una con- 
secuencia lógica de esta declaración, el tercero porque se encuen- 
tra confirmado también en las posiciones absueltas por Bruce 
citadas ya de fojas 81 a 87, ct cuarto porque las compul- 
sas de los libros de Bruce de foja 130 á foja 138 es la misma 
que se hizo ó se encuentra en el espediente citado, quinta final- 
mente porque los testigos que declarar-n s.-n lo* misnun y sus 
declaraciones iguales, como consta de foja 88 á foja 100; lo 
que hace que haya identidad de casos y por tanto del fallo de la 
Suprema Corte resulta una jurisprudencia aplicable al caso 
ocurrente. 

2* Que á mas de esta consideración el demandado mismo Se- 



ta Bruce confies» en su escrito de fo Í» 30 i fo,» 51 . qu la 
7 ocio,, deducida por Kamayo no solo es exactamente ,g«.l. 
^ que os mas aL. el mismo caso, puesto que se fonda en 
mismos boches que Bisso y en el mismo 
« éste . v pot tanto con el mismo derecho, y que esta coufesm» 
ven ia « subsanar .a diferencia de detalles « de prueba que pn- 
, " Iñ establecer diversidad do casos, debiendo tenerse en 
cuenta que esta confesión ha sido prestada oon conomm.ent. del 
juicio segoido por Kamayo contra Bruce. 
J Por eL fundamentos y consideraciones adumdos U 1. e- 
Cavando que David Bruce es deudor al demandante de la c,n- 
d d de ¡í ilO (cuatrocientos diez pesos fuertes) con sus ,o - 
Ü Impendientes desde o, di. de la demanda y une ebe i 
MtffeM en el tOrmino de diez dia» contados desde la fecha de 
" notificación se hura origina., con costas » la parte de- 
maudada. Kepónganse los sellos. 

Isidoro .1 ¡iarrawt. 



rallo d* «» ■•»■»■■ C "**" 

Buenos Aires. Febrero U de 188S. 

Vistos; no existiendo 4 juicio de esta Corte temeridad en la 
defensa sostenida por la parte de Brnce. se revoca la sentenc.a 
anclada de foja doscientos cincuenta y una en 1. parto en que 
condena i aqudla en las costas del juicio. - Satisfechas la. de 
esta instancia y repuestos lo. aellos. devuélvase. 



j. DOMINGUEZ. — O. «CUtlAMOH. — 
I-LADISLAO FRIAS. — S. «- LASFIUR. 
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CAUSA IX 



Don Federico Galvan y C* con D. Félix M. firizucla, sobre 
cumplimiento de un contrato. 

Sitmario, — Teniendo un contrato por objeto actos que donen 
ejecutarse en un lugar determinado y en el cunl debe consti- 
tuirse un tribunal arbitral que conozca en las diferencias qoe 
puedan ocurrir» el Juez de ese lugar es vi competente para co- 
nocer en la formación del arbitraje aun cuando se hubiese esti- 
pulado que el arbitro tercero seria nombrado por el Juez del 
lugar en que se celebró el contrato. 



Caso.— Está esplicado en el siguiente 

Fallí» del Juez de Sección! 

Buenos Aires, Noviembre 9 de 1881. 

Y listos ; considerando: i" Que el contrato de foja 1* en 
que se fundaba la acción deducida, tiene por objeto actos que 
deben ejecutarse en la Provincia de la Rioja, y en el cual se 
estipuló que en caso de diferencias entre los sócios serdn estas 
sometidas á la decisión de jueces arbitros que constituirán Tri- 
bunal para la tramitación y fallo en Chilecito (jurisdicción de 
la Rioja) siendo conferida al Juez territorial donde se haga la 
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negociación, la facultad de nombrar el tercero en caso de no 

avenirse entre sí. 

2- Que el Juzgado considera incuestionable que entre aquella 
autoridad es donde debe ventilarse esta cuestión, debiéndo te- 
ner« presente la regla de derecho de que los cont ratos escritos 
son ley obligatoria para todos aquellos que en él se obligaron, 
y habiéndose elejido para cumplimiento del que motiva este 
litigio un lugar determinado, es allí donde debe ocurrir el 
actor á deducir las acciones a que se considere con derecho 

3- Que aun cuando en la clausula 19' del contrato se deter- 
mina que el Juez que nombre el arbitro tercero en su caso, 
^rá el de la localidad de la negociación, debe entenderse 
por el Juez del par..ge «lond« se deba cumplir el contrato y 
noel lugar donde se otorgó ó se hizo la habilitación, de con- 
formidad con las precedentes observaciones. 

Por estos fundamentos resuelvo declarando a este Juzgado 
incompetente para entender en esta causa y mandando en so 
consecuencia que el actor ocurra donde corresponda, sin espe- 
cial condenación en costas. Hágase saber original y repóngase 
el sfllu, 

Isidoro ilbarracm. 



tallo de I» Supr«mii Corte 

Buenos Aire». Febrero 25 de 1682. 

Vistos; por los fundamentos del auto apelado de foja cua- 
renta vuelta, se confirma con costas, y satisfechas estas y re- 
puestos los sellos, devuélvase. 

j. B. GORQSTUGA. — J- DOMINGUEZ.— 
ü. LEGUZAMOX.-ULADISUO FRUS. - 
S. M. LASPUiR. 
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CAIMA X 



El Dr. D. íiamon Calderón en queja de procedimientos 
del Juez de Sección de Bit re- f líos 



Sumario. — So puede ser atendida una petición ante la Su- 
prema Corte, que no importe un recurso de apelación ni sea un 
caso de la jurisdicción originaria de ella. 



Caso. — El Dr. D. Ramón Calderón se dirijiú á la Suprema 
Corte desdo el Paraná, con fecba 20 de Enero de 1882 espo- 
niendo, que se habia presentado al Juez de Sección de Entre- 
Rios poniendo en su conocimiento que el Juez del Crimen de 
esa ciudad lo babia citado á prestar confesión en una causa cri- 
minal iniciada contra ¿i por el (i efe Político, por publicaciones 
que se decían calumniosas; qu<* íl como Diputado Nacional no 
podia estar á la disposición de ningún Juez del Crimen basta 
que la Cámara no levantase sus inmunidades, que importando 
un ataque al decoro y al respeto debido á los miembros del Con- 
greso, el proceder del Juez del Crimen, lo denunciaba para que 
seje impusiese la multa establecida por el artículo 37 déla ley 
penal de 14 de Setiembre de i 863. 

Que no habiendo hecho lugar al reclamo el Juez de Sección 
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y no debiendo el eiponente apelar por no tratarse de ofensas 
personales sino de desacato, ponía en conocimiento de la Su- 
prema Corte los procedimientos del Inferior para que le orde- 
nase proceder como lo manda la ley. 



DICTAMEN DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Cortv : 

Buenos Aires. Febrero 1 de 1882. 

No es fácil alcanzar el objeto que el Diputado Calderón se 
propone al dirijirse á V. E. ; y menos todavía con qué título 
ocurra a su jurisdicción originaria. 

El 8t. Diputado di visiblemente á sus inmunidades un al- 
cance que en muñera alguna tienen. 

« No puedo, ni debo, dice, interponer apelariou ; pero sí estoy 
« obligado por los privilegios agredidos de la Cámara á que 
* pertenezco & poner en conocimiento de esta Corte los proce- 
, dimientos del Juez de Sección, para que V. K. ordene al in- 
« ferior proceda como lo manda la ley. * 

Se creería que el Sr. Diputado entiendo que uo 1c- es permi- 
tido descender á defender ante los Tribunales sus inmunidades, 
cuja guarda debe dejar á otros. 

No es esto conciliable con los deberes que debe cada uno a 
su posición ni es la doctrina que ha establecido Y. E. en ul caso 
del Sr. Senador Gruño, acusado de fomentar resistencias á la 
autoridad Nacional. (Serie í\ Tomo 1, Página 22$). 

« Las prerogativas acordadas á los miembros del Congreso, 
son limitadas á dos » decía el Sr. Procurador General Dr. Tico 
pn aquella oportunidad . 

«Ninguno de ellos puede ser acosado, interrogado judicial- 
mente, ni molestado por las opiniones que emita desempeñando 
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su mandato de Legislador; y ningún Sonador ó Diputado puede 
ser arrestado, eicepto el caso de ser sorprendido infraganti. 

c Fuera de estos privilegios, L¿ señores Diputados tienen los 
mismos derechos y obligaciones que cualquier otro ciudadano, 
eBtán sometidos á las leyes del país, y a la jurisdicción de los 
Tribunales». 

El Juzgado local del Paraná lia estado, pues, habilitado para 
formar sumario al Diputado Cuidaron. Lo único que no pu- 
dría haber hecho es reducirlo á prisión, sin que hubiese prece- 
dido el allanamiento del Fuero. 

Pero todo esto mismo por exacto que sea, es fuera de lugar. 
Basta observar que V. E. no tiene jurisdicción originaría, sitió 
en los muy limitados casos que la Coustituci-m claramente de- 
termina, y que este asunto no viene por viade apelación. Basta 
esta consideración para que V. E. no pu»da tomarlo en conside- 
ración. 

Eduardo Costa. 

Fallo de la Suprema Corte 

Bueno» Aires, Febrero 25 de 1882 

No importando lo petición del Dr. D. llamón Calderón un re- 
curso de apelación, ni siendo el caso de la jurisdicción origina- 
ria de esta Suprema Corte, de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el Señor Procurador General en la vista que precede, no ha 
lugar, y archívese. 

j. B. GOUOST1AGA. - i. DOML1GLE2. — 
O- LEGUIZAMON. — U LADISLAO FRIAS. 
— 8. V. LASP1LR. 
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CAUSA XI 



Don Jorge Temperisy i hijo) contra GettingyC*, por indemniza- 
ción de daños y perjuicios; sobre diligencias probatorias. 

Sumario*— i* La prneba debe recaer sobre hechos determina- 
dos, y uo convertirse eu investigaciones generales é indetermi- 
nadas. 

2 o El gerente de un Raneo particular no es de los testigos 
que pueden deeLrar por medio de oíicio. 

3 o Todos los testigos, sin distinción, tienen que ser presen- 
tados, por lo menos, antes de los últimos tres días del térmi- 
no probatorio. 

4° Si en la falta de examen no ha habido culpa de la parte, 
puede señalarse olro di.i, aunque sea fuera del termino. 

5 o No procede la condenación en las costas de un recurso, 
cuando se modifica el auto recurrido. 



Caso, — D. Jrrge Temperie?, hijo, siguió contra Getttrtg y 
C\ juicio sob;e reivindicación de unos cueros, en el que Uet- 
ting y C* f turón condenados a devolver los cueros, y i la in- 
demniza!, ion de daños y perjuicios. 

En el juicio de liquidación de los danos y perjuicios, 8e abrió 

T. XV * 
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la causa á prueba, concluyendo el término probatorio el 5 de 
Setiembre de 1881. 

Temperie/ presentó el 31 de Agosto cinco testigos señalán- 
dose para su eximen el 17 d¿ Setiembre. 

El día señalado no asistió el Juez y no pudieron ser exami- 
nados los testigos que habían comparecido, que fueron tíos, los 
Señorea Cernadas y Serrano. 

Temperley pidió se lijara otro dia para el examen do todos 
sus testigos, y el Juez fijó los dias 58 y 29 de Setiembre. 

Getting pidió revocación y apeló de esta procedencia, ale- 
gando que solo dos testigos de Temperie)' hablan comparecido, 
y estos debieron ser traídos al dia siguiente sin petición de 
otro señalamiento de dia, y que no podía admitirse U decla- 
ración de los otros por liabersc pasado el término. 

Getting en 3 de Setiembre solicitó que se pidiera informe á 
los Jueces de Comercio de la Capitel sobre los pleitos que te- 
nía Temperley aute ellos, que se pidiera informe al Banco 
Carabassa sobre lo que adeudaba Temperley y en qué fecha, 
y se mandara examinar en Brandzen al testigo D. Pedro Hita, 
y en Zarate al testigo D. Carlos Eckell, 

El Juez no hizo lugar á estas diligencias, y Getting pidió 
revocatoria y apeló in subsidium de la providencia. 

Fallo del «eeetonal 

Buenos Aires, Octubre 35 de 1881. 

Vistos en el recurso de revocatoria y apelación en subsidio 
de f. 209 de una parte del auto de f. 193 vuelta 
Y considerando: 

I o Que no es admisible que pueda dirijirse a otro Juez el 
exhorto de carácter general para que investigue ó haga investigar 
todos los pleitos que pueden existir contra una persona, sus 
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causas, su cuantía, fechas y estados ; no solo porque este acto 
importaría una inquisición qnc no éstán obligados ni tienen 
derecho de hacer los Jueces. Binó porque la prueba debe ser 
sobre hechos determinados y concretos que deben alegarse y 
producirse por el que la ofrece; y admitir esas instigación* 
generales é indeterminadas seria venir contra estos principios. 

2- Que no estando comprendido el gerente de un Banco, 
como el de Carabao en este caso, entre los que por privilegio 
pueden declarar por informe, resultarla que tendría que ha- 
cerlo presentándose ante el Juzgado como un testigo c.mun, 

lo que no se pidió. 

30 Que se pidió la declaración de los testigos Hita y Eckell 
solo, dos diasantes do vencer el término probatorio, y contra 
lo ,-rescrito en el artículo 120 de la Ley de Procedimientos, que 
Bit, que se haga tres días antes, con el objeto de facilitará 
las partes que puedan conocer y tachar á los testigos en opor- 
tunidad segur, jurisprudencia establecida por los Tribunales 
Nacionales, entre otros, el fallo de la Suprema Corte, contenido 
en el tumo 3 o de la segunda serie de su, tallos, en la [>aj>» a iO, 
y que puede deducirse que el niazo destinado para recibir la 
declaraaon al testigo cuando se produce fuera del Municipio 
no P u,de alterar el término de su presentación destinado ó 

% Que en cuanto se deja sin efecto el auto que se mandó 
examinar últimamente los testigos ofrecidos por Tempcrley 4 
f 119 resultando quede esos testig s comparecieron en el 
señalado para su dclaraciou los Seño: es Cernadas y Serrano, 
como consta del cerdeado de f. 191 y q»« por consígnente 
no es imputable á la parte que los presentó* sinú A la inasis- 
tencia del Juez el que no hubieran prestado sus declaraciones; 
110 es admisible oposición a que estos declaren. 

Por estas consideraciones fallo no haciendo lugar a It revo- 
cación s dicitada y á que se refieren los considerados I a , 2' y 3" 




con costas á la parte de Getting, concediéndole la apelación en 
relación, y en cuanto al coarto considerando se modifica el auto 
reclamado dejándolo limitado al exátnen de dos testigos que 
comparecieron, sin costas en este punto. Xoüüquese original y 
repóngase los sellos. 

Isidoro Albarracin. 

En % de Setiembre, Temperlcy presenta unos testigo*, y el 
Juez señaló dia para su examen. 
Oetting pidió revocación y apeló de auto. 

Fallo del Juez Seccional 

Buenos Aires, Octubre 2o de l&Sl. 

Vistos estos autos de que resulta que a foja 180 se ha dedu- 
cido el recurso de revocatoria y apelación del auto de f. 133 
vuelta que admite los testigos ofrecidos por Temperley, á f . 1 33, 
fundándose el recurrente Getting en que estaban ofrecidos 
fuera de tiempo. 

Y considerando: que ani'ias partes están conformes en que el 
término probatorio vencía cu cinco de Setiembre, y que los tes- 
tigos fueron ofrecidos el dos del mismo y resulta por tanto 
evidenciado que se ofrecieron el vigésimo séptimo dia del tér- 
mino de prueba, y entonces que faltaba tres mas para vencerse 
fuera de aquel en que se ofrecieron. 

Por estas consideraciones fallo no haciendo lagar á la re- 
vocatoria solicitada n't á la apelación por no traer gravamen 
irreparable con costas. 

Notifiquen original y repóngase los sellos. 



Isidoro Albarracin. 



■ 
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Gettine y O apelaron del primer fallo en lo relativo I li ad- 
misión de los testigos Cernadas y Serrano ; y ocurrieron en 
queja directa por el segundo. 

Fallo tle 1» Supremo Corto 



Vistos; por sos fundamento, se confirman, con costas, los 
untos apelados de fojas doscientos cuarenta y ocho y dos- 
cientos cuarenta y nueve, menos en la parte en que este último 
condena en costas á los Señorea Gctting y CmapftMa por ha- 
berse modificado por el mismo el auto reclamado de foja ciento 
noventa y tres vuelta. Satisfechas las costas y «apuestos los 
sellos, devuélvase. 

j. ft. r.UllOSTlAGA. - J- DOMINGUEZ. — 
— L' LADISLAO FRIAS, — Ó. H. LASPIlB- 



4 Al S i XII 



Los Señorea Cuffini y Abma contra f>. Pedro Huso, Gerente 
del Vapor */rtí>, por cobro de pesos.- Incidente sobre per- 



sonería. 



Sumario. — No negándose por el demandado que los deman- 
dantes sean las mismas persona* que constituyen la razón so- 
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cíal con la cual contrató, la excepción dilatoria de falta de per- 
sonería por no acompañarse la escritura de Sociedad debe ser 
rechazada. 



Caso. — La razón social Cuflíni y Al si na con el conocimiento 
de una carga de harina que le había venido «-o asignad a de Sai» ta 
Vé en el vapor ílrisi demindó al Gerente de este D. Pedro 
Risso, por haberle sido entregada averiado la carga. 

Risso, sin contestar la demanda opuso la excepción de falta 
de personería en los actores por no haber presentado ni el tes- 
timonio de la escritura, ni el de la inscripción en el registro de 
comercio. 

Fallo del Jum «I© Sección 

B abrios Air«, Noviembre 22 de 1681. 

Vistos y considerando: I o Que en el procedimiento Federal 
no se admiten mas excepciones contra la contestación de la de- 
manda que las dilatorias especificadas en el artículo 73 de la 
ley de Procedimientos. 

^ Que aunque en el citado artículo se contiene la falta de 
.personalidad en el demandante ó en su apoderado, este efecto 
'se limita esdusivarnentc á la falta n> habilidad jurídica ó á los 
defectos do forma del título que los acredite tales; pero de nin- 
guna manera puede compremier á los que se presentan por sí, 
ya sea en calidad de gerentes, ó socios con facultad de usar in- 
distintamente de la firma social, pues entonces no se trata 
déla capacidad jurídica sino de una condición 6 requisito que 
puede hacerse valer para desconocer sus atribuciones ó facul- 
tades, pero no su personalidad; lo oue haría de esta defensa 
una excepción perentoria y no dilatoria, única que autoriza la ley 
^ procedimientos. 
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3- Que en la exposición deducida en forma de excepción, no 

se 3 J !I Jue iL Señes Cufnni y Alsina, tenga. eU, y 

e^rd io de' a ürma social («.no ellos lo aseguran) sin6 que 

l í u Asentado el instrumento público debidamente regis- 
no han presentauo ud de u3ar 

tradoque los acredite ^¡^¡¿^ una negación 
de esa firma, lo que no importa p « consi - ul1 . 
^soluta sin6 una evasiva que autoriza al Jugado á estimar 
aosoiuia ri .,Bá» ñor los demandantes es 

como confesión que el hecho asi verado por 10 
c erto ,s decir que tienen derecho al «so de esa firma, > 
cierto uto l perdimientos practicados 

, , - , n „ Pft*taa álü excepción interpuesta 

teste á la demanda. 
Higa* saber original y repasase los sellos. 

Isidoro Albarracin. 

F«lIo de 1» Suprema lorie 

Dueños Aire», Marzo 4 de 1882 

Vistos- estando el conocimiento de fojas una y dos A nombre 
de Xu M y Alsina, y no negando, por el demando que os 

mandantes sean las mismas personas ^¡^£2 
, on SOfi a 8e confirma con costas el noto apelado de fo;, o henta 
SatUfechas aellas y repuestos los sellos, devisase. 

j. u. onnosTi.vr.x. - J. noMiscm- — 

O. LECtlIAMOS. - C LADISLAO FIUAÍ- 
— S. M LASPIUI». 
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CAUSA XIII 



D. Eusebia Yidela contra D. Andrés Alvares y su esposa, por 
cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario. — í* Las cláusulas equivocas ó ambiguas de loa 
contratos deben interpretarse por el contesto general de estos. 

2» Los hechos de los contratantes subsiguientes al contrato, 
qoe tengan relación con este, constituyen la mejor explicación 
do la intención de bis parte* al tk-nipo áv. aquel. 



Caso, — Se halla suficientemente esplicado en el 

Fallo ael Jutst <Ie Srecloo 

Mendoza, Setiembre 38 Je 1881. 

Vistos estos autos ejecutivos seguidos por D. Ensebio Vidola 
contra D. Andrés Alvares y su e*\v*.\ l>" Elisa Kaez de Almez 
por cobro de ocho mil pesos fuertes oro y sus intereses al uno 
y cuarto por ciento mensual. 

Resulta de su exámen: 

I o Que el ejecutante funda su acción en la escritura hipóte- 
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caria de t % de la cual aparece que con fecha once de Octubre 
de 1877 recibieron lo* ejecutados del demudante la suma de 
diez mil quinientos pesos bolivianos plata corriente, y se obli- 
garon solidariamente A devolverle por ellos al fin de dos anos 
ocho mil pesos fuertes ero ó su equivalente en otras monedas 
de lev al cambio corriente en el lugar y dia del pago, con mas 
sus Intereses al tipo referido del uno y cuarto por ciento 

mensual. é . If . . 

f< Que los demandados para enervar la faerza ejecuhva del 
predico doc umento han opuesto en su contra la exeepc.on de 
falsedad, alegando sin determinar circunstancia alguna á su 
respecto, que por su contesto se les bace aparecer deudores de 
ocbo mil pesos fuertes oro y sus intereses, y que tal obligación 
es supuesta y falsa, estando dispuestos i comprobarlo por es- 
evitara firmada por el pTopio ejecutante. 

3- Que abierta á prueba la causa subre la excepción alegada 
después de la contestación de la existencia de la taludad por 
el ejecutante, se h;i justificado : 

Pñmm - Que la constitución de la obligación hipotecaria 
en que se basa la ejecución fué precedida del contrato privado 
corriente á L 74, wteudido en dos ejemplares en la ciudad de 
San Juan, residencia del ejecutante, con fecha A de Octubre 
de 1877 v comprensivo de tres diversos artículos, de los cuales 
el primero dice que Yideia se compromete á entregar á Alvares 
la suma de IOJ500 pesos bolivianos, plata sellada corriente en 
Mendoza, que debe darle > préstamo por el término de dos 
años y con un interés de uno y cuarto por ciento mensual ; el 
segundo, que Alvarez acepta lo estipulado en el artículo ante- 
rior, y se obliga por su parte A devolver á Vidria 8.000 peso, 
fuertes su equivalente en otras monedas de curso legal al 
cambio del dia en San Juan, hipotecando á su segundad una 
finca de propiedad de él y de su esposa; y el tercero, que la 
entre-a del dinero seria hecha i Alvarex por medio de un giro 
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contra el Banco González y C\ de esta ciudad, qae seria abo- 
nado tan luego de firmada la escritura pública de crédito ó 
hipoteca. 

Segundo. — Que Vi déla hizo el giro relacionado, sin otra 
esplícacion en cuanto ¡i la clase de moneda en que d.-bia ser 
pagado que la de boliviano corriente en Mendoza. 

Tercero.— Finalmente, que este giro fué abonado oportuna- 
mente a Alvarez sin objeción alguna de su parte en la moneda 
de plata corriente en esta ciudad, ó sea cu quintos Hálenos á 
razón de cuatro por cada peso. 

4"* Resulta asimismo que llamado el ejecutante á absolver 
posiciones ha manifestado á f, i 23 que la fijación de la suma 
delpréstumo se, hizo calculando (fe acuerdo con el demandado 
por cada cien pesos faenes, ciento treinta y uno y cuarto pesos 
bolivianos corrientes en Mendoza. 

5 6 Resulta, finalmente, que vencido el término probatorio y 
cerrada toda discusión en la causa, hallándose los autos en 
estado de solvencia, los cj. cu ta dos han comparecido haciendo 
«otar diversas modificaciones y alteraciones materiales en el 
borrador de f. 132, presentado por el ejecutante y afirmando 
simultáneamente que en la cantidad de lo- ocho mil fuertes de 
que habla el documento de la deuda, están comprendidos los 
intereses del capital de diez mil quinientos recibido por ellos, 
sosteniendo el hecho cotí la diferencia de cambio que dicen ha- 
ber existido de 817 4 por ciento entre la moneda boliviano cor- 
riente en Mendoza y la corriente en San Juan. 

Y considerando i 

i* Que en la indeterminación en que ha sido deducida y sos- 
tenida su escopetan por los ejecutados, no habiendo precisado 
detalles ni circunstancia alguna respecto de la falsedad alegada, 
no existe otro antecedente para joagW acerca del verdadero 
motivo de su oposición que el de haberse consignado eu el 
contrato de f, 2 que la devolución del préstamo se baria 
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abonando loa ejecotados ooho mil posos inertes y sus interese. 
corr.-sponaien.es al tipo estipulado y no contenerse «na ^ re- 
ferencia igualmente esplicit. 4 estos últimos en el de . 71. 

* Que úl hecho no funda sin «.nbargo ni 
mente la excepción alegada, porr.no prescindiendo de la fn a de 
an.eccden.e,. explicación y pruebas uecesar.as 4 su , mpeeto 
el examen de los autos demuestra que no ex.sto entre oque- 
líos documentos divergencia alguna según se roniprucba en as 
siaiiientes observaciones : 

- Primera _ Que los ocho rail pesos á que hace referencia 
u „o y .tro de los contratos aludido, y con que los ejecutados 
rece pretenden solventar e, todo de la deuda, -responden 
exactamente solo al capital do aquella, 6 sea 4 la «ta m 1 qn, 

tato, pcos boliviano, rccibMos por Airare,, al Upo del enra- 
bio B] Jo P«r o! demandante, sin que lo, ejecutados fije» otro 

en cuntr.iposicio... , 

S, ff J..-Q..en el propio contrato de f 74 en qn o 
ejecutados apoyan sus p-eten-iones ra,l dctin.das. «e es i «I» 
¿, se , W MÍ el interés del unoyeuarto por c.entomewal 
Ibre ,'cVul recibido, y que *ta tí-* sena centrad to- 
ria c,n U que fija» c. monto tota, de la deuda en raeno, d 
l0 importase esc capital y sus intereses u en una suma 
correspondiente al capital solamente. 

Tercera. - Que es regla de derecho qne las clausulas equi- 
voca, i ambiguas de los contratos deben interpretarse por c 
contesto general de e. tos y que en cuso do duda a, ol re e 
alcance d. la consignada en el articulo * del contra o de f. 7 » 
,„ r ,Ucion á la suma d pagarse por los ejecutados, deber... do- 
cidirscen el sentido qne le dde. articulo I- del mismo contrato 
„„o por dicho articulo 2' Alrarea manifiesta aceptar. 

cLrl.i. - Que el tesligo don Mipe Correas presentado por 
los ejecutados 4 f. 80 y q»o intervino como apoderado del eje- 
cutante en la «tensión de la escritor» de f. 2 raan.fiest. qn. 



60 FALLOS DE LA 

Alfares, como Yidcla, le espresaron que habían arreglado con- 
rencionalmente el tipo del cambio á treinta y uno y cuarto por 
ciento y que los ocho mil pesos fuertes, asi espresados en el 
contrato respondían solo al plazo del capital. 

Quinta. — Que no se ha demostrado en manera alguna por 
los ejecutados que la escrituración de la deuda en los térmi- 
nos en que aparece consignada en el instrumento público de 
f. 2. haya sido llevado á cabo por sorpresa ó de otro modo in- 
conscientemente en su perjuicio y que por consiguiente debe 
entenderse dicho instrumento como la verdadera y gemí ¡na 
manifestación de 'a intención de las partes al celebrarse el 
de f. 74. según la regla de interpretación de que los hecho* de 
los contrayentes subsiguiónos al contrato, que tengan Telacion 
con loque se discuta, constituyen la mejor aplicación déla 
intención do las partes al tiempo de aquel ; y 

Sexta. — Finalmente, que la afirmación de los ejecutados 
contenida en escrito de f. 201, de hallarse comprendidos en 
los ocho mil pesos fuerte* de que habla el documento de la 
deuda los intereses de la cantidad recibida por ellos, fundán- 
dose para sostenerlo en el cambio de 31 '/« por ciento que di- 
cen eiistir entre la moneda corriente en San Juan y la corrien- 
te en Mendoza, carece de base y es por lo mismo inadmisible A 
los efectos por lo menos de esto juicio 1° : porque no se ha de- 
mostrado ni ¡llegado siquiera la existencia de una estipulación 
que haya fijado entre los contratantes tal tipo de cnmbiu; 
2 T porque no se ha justificado tampoco satisfactoriamente, no 
obstante ser la prueba de cargo da los demandados, que tal 
cambio fuem al menos el cambio corriente en el lugar del 
contrato, habida consideración á que solo un testigo íl). Mel- 
chor Videla f. 91 vuelta' depone en tal sentido afirmando que 
la chirola vale renl y medio bolivianos y a que los propios eje- 
cutados en el interrogatorio de f. t)l , y un otro de sus testigos 
(D. Agustín L. Baca , le asignan mayor valor, atí miando que 
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cad. cinco Júrelas forman un peso, lo que da el cambio de 
veinte y cinco y no de treinta y uno y cuarto por ciento qne en 
el escrito enunciado se espresa ; 3" porque los ejecutados no 
Lan determinado ni justificado la relación convencional o cor- 
rlente d,l cambio entre el fuerte y el boliviano comente en 
San Juan 6 sea que los diez mil cuatro cientos pesos lolivi.no. 
que al tipo no probado, de treinta y uno y cuarto por ciento 
que afirman los ejecutado, existir entre el faolki.uo y la chi- 
rota, dorian con sus intereses los ocho mil pero. d«l Wtt* 
correspondan justamente á ios ocho m.l pesos oro del contra o; 
30 Que todas estas circunstancias demuestran que la suma de los 
ocho mil pesos fuertes á que los estipulante, se refieren en el 
artícelo 2" del contrato de f. 74, debe entenderse se consignara 
solo en relación al capital á devolverse por los ejecutados, con 
la mira únicamente de fijar la especie ó clase de moneda rara 
el pago, y sin el proposito absolutamente de escluir de este e> 
val.r de los intcre.es estipulados ; 4' Q..e la oposición asi de 
los ejecutados resulta infundada y ta excepción en que se fun- 
dan del todo improbada. 

Por estos fundamento,, y de conformidad al artículo 2-7 de 
la Ley Nocional de Procedimientos : declaro no haber lugar con 
CM tes a lo excepción deducida y que en consecuencia debe lie- 
varse adelante la ejecución iniciada por los ocho mil pesos 
fuerte oro y sus intereses del d^eu mentó de f. S. Notifiquese 
con el original y repóngase el papel. 

C. de ta Torre. 
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Buenos Aires, Marzo 7 de 1883. 

Vistos : se confirma, por sus fundamentos, y con costas, el 
antu apelado de foja doscientos doce. Satisfechas aquellas, j 
repuestos los sellos, devuélvase. 

I, B. COROSTIAGA- — J. DOMNCCEZ. — 
O. LEClIZAttOX.— UUUISLAO FlUAS" 

— S- M, usptun. 



CACSA XIV 



Las provincias de Buenos Aires, Cardaba y Santa Fé, sobre 

limites 



Folio 4> I» Suprema forte romo órbitro 
nrbitrador en lo eueoltsn 

Dueños Aires. 18 uY Mario d.; 18S2. 

Suprema Corte de JuUiuui, constituida en Tribunul arbi- 
tra! por las provincias dií Bueacs Aires, Córdoba y Santa i'é, á 




■ 



fio de decidí, U. cuestione, «*. ««» «2í£!rÍ2 



mitea respectivos con arrcg.u r „v.„i. y 

• ,i„ Mina de mil ochocientos oeMBI» y 
comisionados en coto do Marzo .le mu 

,„„ y formalmente ratificado por sos L ^' sU "™ mT.cor d.ii 

bas. que han tenido por conveniente presentar. 

b tf articulo «étimo del compromiso arb.tral han s.do . nd, 
cato í te ámeme lo, iimi.es pretendidos por cada una de las 
a s V ,o es «.«sari, recordar ios antee, denles ,«e es s - 
: ,„,o de p.rtida. para formar cumplida nica de a ue - 
S v poder arreciar los fundamentos y pruebas en q« « 

^L.eiuí.0 de Cdttota roí « «* <lc 

¡n c ent . v tres por Una de Cabrera, 

quinientos orto*» } «« i p«A, Ooberudot y 

nombrado d.,s «S'« antes por el 1 1.' !«"" • 
Ca,.i.aa Genera. * lo. Provincias de T... nn,,a. X» « ^ 
« tas v las O***. V.H..S y Ln, .res, que en a fe ha goh.r 
Lion estaban entonces poblados y nao se poblaren deniro d, 
los cuatro primeros años siguientes. 

F.„ el indumento de 1» fuo.la. ion. no so t.jaron o nmnus 
do la iuris.li.eion .le la nueva ciudad, Pero en Se! :» We del 
m J, aüo. e, fundador se trasladé á ta margen ,1 P. « ». con 
el objeto de elegir un puerto y ***** •» 
b„t„ declaró que a,uel punto seria e puerto Jj***J* 
Córdoba -í procediendo luego 4 scf.abr los term.no, do al 
b ad po/aquaia pane, lo d« desde dicho pueri» as 
ta misma ciudad do Córdoba, calculando ,« 

,.„.,,. ,. ,„..!,, v. inte I. guas «« ahajo y veinte les a, r.o 
leguas , J <U uo o ¡ , cgliaJ . 

arriba, que por atto posterior aunie.no.iMi" . " 

Vu ,to * ta ciudad de Córdoba don Gerónimo Lu.s de í - 
brera. en veinte y nueve do Octubre do! mismo .no mal ,«.- 
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nientos setenta y tres, señaló poT término de dicha ciudad poi 
la parte del Sur cincuenta leguas de largo, corrieudo casi Norte 
Sur como corre la sierra de los Comechingones. Y en nuevo de 
Diciembre siguiente señaló por el Norte, hácia la ciudad do 
Santiago del Estero, hasta el pueblo de Isacat y basta el de 
Quilloamira, calculando la distancia en treinta y seis leguas 
poco mas ó menos, 

t finalmente, en el mismo acto señaló per la parte del po- 
niente, cincuenta leguas desde la misma ciudad de Córdoba 
hácia Chile. 

La fundación de Santa-Fc tuvo lugar en el mismo año de 
mil quinientos setenta y tres, el dia quinca de Noviembre, en el 
paraje denominado Cayastá, de donde fué posteriormente tras- 
ladada al sitio en que hoy se encuentra. — Su fundador, don 
j uaQ de Oaray, obraba en aquel acto en nombre del Rey de Ks- 
paiia, del Adelantado don Juin Uriiz de Zarate y en virtud de 
poderes del Teniente de Gobernador don Martin Suarez de To- 
ledo, residente en la Asunción, y señaló por jurisdicción de la 
nueva ciudad por la partí del camino del Paraguay hasta el 
Cabo de los anegadizos chicos; por el Rio abajo, camino de 
Buenos AíreL-, veinte y cinco leguas mas abajo de S.mcti S|u'ri- 
tus, hácia la parte de Tucuman cincuenta leguas á la tierra 
adentro, desde las barrancas del Rio ; y del otro lado del Pa- 
raná, otros cincuenta leguas. 



La cindad de Buenos Aires fué fundada en once de Junin do 
mil quinientos ochenta por el mi>iuo «Ion Jua i de Caray, á la 
sazón Teniente de Gobernador y Cantan General en tojas es- 
tas provincias del Rio de la Plata, por nombramiento del Ade- 
lantado don Juan de Torres de Vera y Aragón, sucesor de don 
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Joan Oitiz de Zárate, en virtud de cláusula testamentaria. Ea~ 
presa el fundador en la acta correspondiente, que piocedía en 
virtud de lo capitulado por Zárate con el Rey ; y no contiene di- 
cho instrumento designación especial de términos, ni aparece 
otro ningún documentu posterior que los designe. 

EBtas sencillas indicaciones ponen de manifiesto que los tér- 
minos de Córdoba y Santa-Vé son incompatibles porque se so- 
breponen y confunden. 

Era natural que esto ocasionase divergencias y oposición en- 
tre las dos ciudades y sus fundadores, y así sucedió en efecto. -- 
Don Gerónimo Luis de Cabrera requirió á don Juan de Garay 
pura que no llevase á cabo su proyecto de nueva fundación ; 
pero daray alejjó mejores derechos y mejores títulos, y la ciu- 
dad de Santa-Ké quedó funda-la con los términos y jurisdic- 
ción antes espresados; siendo luego llevada la cuestión por las 
dos ciudades, ante la Audiencia de Charcas. 

Mal definidos ó absolutamente indeterminados sobre el ter- 
reno los términos designados en el papel : comprendiendo es- 
tensiones inmensas de territorios dominados en gran parte por 
lo» indígenas ó espuestos a sus depredaciones ; y con una po- 
blación escasísima en número, los conlines de las nuevas ciuda- 
des ó corregimientos se confundían, y apenas era bien conocido 
lo que estaba materialmente ocupado. 

Era preciso que algún hecho extraordinario viniera A escitar 
los ánimos para que se despertase el celo de cada parte por sus 
derechos territoriales. — Entouces se discutían esos derechos, 
se proyectaban arreglos y aun se promovían juicio i de des- 
linde; como sucedió á principios del siglo pasado con motivo 
del ruidoso episodio de las matanzas de haciendas alzadas, cono- 
cido en ese tiempo con el nombre de las vaquerías; cuestión 
que fué sometida por las mismas provincias que hoy litigan á la 
decisión del Juez Mutiloa, comisionado al efecto por el Rey sin 
que se llegara ú pronunciar sentencia. 

T. XV & 
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En este estado quedaron las cosas al terminar la época colo- 
nial y habiéndose dado solución definitiva y permanente solo á 
on punto de la cuestión entre Buenos Aires y Santa-Fé, por 
convenio de mil setecientos veinte y uno, quedando fijado el 
Arroyo del Medio como límite entre ambas provincias. 

Y así han continuado después de la Independencia, y conti- 
núan basta el presente, ,in quo hayan dado resultado alguno 
las tentativas de arreglo entre Córdoba y Santa-Fé, dando lu- 
gar esa situación incierta á que hv cuestión se complique con el 
transcurso del tiempo, por los actos de las mismas partes inte- 
resadas. 

Ahora que por el compromiso celebrado, vienen á buscar una 
solución definitiva por m-dio del fallo arbitral de la Curte, las 
pretensiones encontradas de cada Provincia, indicadas ya á 
grandes rasgos en aquel instrumento, como se dijo al principio, 

son las siguientes; 

Córdoba, en oposición ¿ Santa-Fé. pretende que su límite 
con esta última Provincia es la linca casi Norte Sur que une 
la Guardia de la Esquina con Uelincuó, y al Norte y Sur de es- 
tos dos puntos, los respectivos meridianos, que muy poco dis- 
crepan entre si, ó en otros termino* : Una línea quebrada, 
formada por el meridiano que corre al Norte déla Esquina, por 
la que liga este punto con Melincué por el meridiano que se es- 
tiende al Sur de este último (páginas XCVII y CXV memuna 
de Córdoba). 

Santa-Fé sostiene que esa misma línea divisoria con Cór- 
doda ó sea la de su contrafren te, es la que le dá su titulo de fun- 
dación; v que esta pasa »1 »e.<te de los pueblos de A «Ha María 
y Villa Nueva, dejando las del Rosario y Santa Rosa un poco al 
Poniente y el fortín de los Morteros al Oriente, llegando á al- 
canzar la orilla de! Salado, arriba del fortín Tostado (pa- 
ginas 060 ¿ 682). 
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En oposición á Buenos Aires, la misma provincia de Santa- 
Fe pretende que la línea divisoria entre ambas eü el Arroyo del 
Medio, en todo su curso basta la laguna de Cardoso; en segui- 
da, una recta hasta el fortinlMercedcs y el Chañar, y desde allí 
otra enfilada al Sud Oeste, hasta tocar el territorio nacional. 

Buenos Aires, por su parto, conforme en que el arroyo del 
Medio es el límite hasta la laguna de Cardoso, sostiene que la 
línea divisoria desde allí es una recta que, pasando por Melin- 
cué, llega al Meridiano quinto de la dudad de Buenos Aires. 

Córdoba cu fin, sostiene con relación a Buenos Aires, que en- 
tre el Meridiano do Melineue y el quinto de Buenos Aires, el 
territorio que le corresponde es indefinido dejando á la discre- 
ción del tribunal arbitrar una di-marcación equitativa, no de- 
biendo a su juicio el límite que se le asigne ser mas septentrio- 
nal que el paralelo treinta y cinco de latitud. 

Bueno* Aires, consintiendo que Córdoba llegue por el Sud 
basta tocar el territorio nacional, pretende que su límite con 
Córdoba, así como con Santa-Ké, es la línea antes indicada, en- 
tre la laguna de Cardoso, Melincué y el Meridiano quinto, si- 
guiendo éste luego al Sud hasta el territorio nacional. 

Tales son las pretensiones que constituyen la cuestión com- 
prometida y sobre las cuales tiene que pronunciar su fallo este 

Tribunal Arbitral. 

Pero como la Córte, según lo establecido en el articulo 
cuarto del compromiso, debe proceder como arbitro de derecho 
ó como arbitro arbitrador; lo primero cu la resalucion de aque- 
llos puntos que resultaren establecidos por cédulas, títulos y 
documentos fehacientes ó por cualquier otra prueba igualmente 
clara y coneluyente; lo secundo, en caso de oscuridad ó dcii- 
rienrm de dichos titules y justificativos - es indispensable 
que empiece por determinar el carácter que asume, haciendo en 
cuanto baste á este efecto un estudio sumario y general de los 
documentos y pruebas producidas. 
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El representante de la Provincia de Santa-Fé considera eon- 
cluyente su prueba, especialmente las capitulaciones de Zárate, 
la carta de fundación de aquella ciudad y la ley del Congreso de 
mil ochocientos setenta y ocho — que vino en su opinión ú reco- 
nocer y dar nueva fuerza á los límites marcados por el funda- 
dor. Y apoyándose en la fuena legal de esos documentos, pide 
que la Córte resuelva el caso como árbitro jurts. 

Esos documentos son sin duda de mucha importancia en la 
cuestión, como lo son otros de los presentados por las partes; y 
serian tal Tez de una fuerza decisiva, ai solo se tratara de juzgar 
del valor de unos títulos con relación á otros. 

Pero es preciso examinar si puede decirse otro tantu cuando 
el caso se presenta oscurecido por el transcurso del tiempo, y 
complicado por circunstancias y hechos contradictorios de las 
mismas Provincias interesadas, 6 de las autoridades de que en 
otro tiempo dependieron. 

Las capitulaciones de Zarate, a>í como la de los anteriores 
Adelantados, o que en ellas se hace referencia; es decir, las de 
don Pedro de Mendoza y de Alvar Nuñez Cabeza de Vaca, justi- 
fican los poderes y autoridad con que don Juan de (taray proce- 
día; y la acta de fundación muestra los términos que quiso se- 
ñalar a la nueva ciudad que fundaba. 

Aparece es verdad otro documento de la misma Provincia de 
Santa-Fé, cuya autenticidad no se cuestiona y que contradice 
t¡n mucha parte la acta de fundación. Ks el señalamiento de lí- 
mites qtie quince años después, en mil quinientos ochenta y 
ocho hizo el Adelantado Juan Torres de Vera y Aragón ; y ¿ es- 
tar a cuyas enunciaciones i ¡aray no h:ibria señalado términos 
en un documento solemne sirtó salo de palabra ; y estos que el 
nuevo documento entiende confirmar, no serian los mismos que 
los de la acta primitiva, al menos por la parte de Córdoba. 

No es necesario para el objeto que por el momento tiene en 
vista el Tribunal, cuiitir;ir estos documentos y apreciar su me- 
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rito relativo Tero admitiendo como fundadas las congeturas y 
espiraciones del representante de Santa-Fe, y la conclusión i 
oue él llega de que debe estarse á la primitiva carta de Ga- 
rar. y do que en presencia de ella os nul . el valor de la de 
mil quinientos ochenta y ocho; admitiendo esto ¿bastarían 
es0 s documentos para resolver ou dereelte la cuestión é inte- 
grar á Santa-Fé el territorio que pretendo? 

Va se ba notado que, sognn los respectivos señalamientos 
originarios do términos, los territorios do Santa-Fé y de Cór- 
doba se sobreponen de tal modo que, á estar á los títulos de la 
primera, la Provincia de Córdoba desaparecería en su parte 
oriental, casi basta las puertas de su eapiul; y » estar a los 
títulos de esta, Sauta-Fé desaparecerla casi cu su totalidad. 

Ante semejante rosultado ¿puedo pretenderse que la cues- 
tión es meramente do títulos y que puede y debe ser fallada 
con arreglo á estricto derecho? 

Reconociendo Sauta-Fé que Córdoba ha estado y esta actual- 
anteen posesión do una gran parte del territorio que pre- 
tende pertenecerá y reconociendo al mismo tiempo dicha Pro- 
vincia que ella no pudo poblar esas tierras, ni las ocupó, ni las 
tuvo nunca * (acto bajo su jurisdicción ¿puedo pedir después 
de trescientos anos de otorgado el titulo, que se le entreguen 
por via de reintegración, desposeyendo al que las «¡upé y po- 
bló, sea en parte ó en todo, fundándose también en un titulo? 

Indudablemente no es posible, Mino no lo seria tampoco in- 
tegrar á Córdoba todo su título de mil quinientos setenta y 
tres declarándola con derecho á cuarenta y cinco leguas del li- 
toral del Paraná, v suprimiendo en consecuencia d Santa-Fé ¡ 
aún cuando considerada jurídicamente la fundación de Cabrera 
fuese en su origen superior a la de Garay. 

1 a ley de mil ochocientos setenta y ocho ninguna influencia 
puede tener á este respecto. Su objeto no fué lijar los limites do 
L Provincias entre SÍ t.t decidir las cuestiones que tenían 
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pendientes á este respecto. Su objeto fué declarar cuáles oran 
loa territorios que debían considerarse nacionales, fijando los 
límites do ellos. Fue" solo por infidencia que habló de las tierras 
circunvecinas que dejaba fuera do sus límites, adjudicándolas á 
las Provincias colindantes. Pero al hacerlo no designó cuales 
eran las tierras que adjudicaba, ni en que" proporción las desti- 
naba A cada Provincia. Y si Santa-Fe*, solo por haber sido 
nombrada entre las Provincias limítrofes» se ha creído autori- 
zada para contarse irrevocablemente como una de ollas, y para 
trazar líneas qiiü demarquen su parte, fundada solamente en 
razones de equidad y conveniencia, y no en título alguno que se 
les acuerde, esta es la mejor prueba de que la cuestión no es 
puramente d- estricto derecho, ni de simple confrontación de 
títulos. 

Si á esta conclusión so llega forzosamente en vista de los do- 
cumentos que el representante de Santa-Fe considera funda- 
mentales y decisivos, el reato de su prueba destinada á robus- 
tecerlas y a desvirtuar la prueba contraria, no basta para 
imprimir á la cuestión otro carácter. 

informes de Cabildos y Gobernadores declaraciones de tes- 
tigos en espedientes antiguos, opiniones de autores, todo eso 
puede concurrir dicazmente á aclarar algunos puntos, A com- 
probar hechos aislados de ocupación ó actos de jnrisdiccíon 
ejercidos alguna reí sobre una ú otra parte de los territorios 
disputados; pero de ninguna manera servir de fundamento á 
un Tribunal de derecho, para determinar la triza completa de 
una línea divisoria entre las dos Provincias. 

Hay, sin embargo, entre esas pruebas una que merece es- 
pecial atención; y es el Juicio seguido ante la audiencia de 
Charcas con motivo de las pretcnsiones contradictorias de las 
ciudades de Córdoba y Santa-Fe" y sus respectivos fundadores. 

Esa cuestión fué llevada indudablemente ante aquel Tribu- 
nal, y no obstante las dudas suscitadas por Córdoba, no sin 
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fundamento, hasta cierto punto, parece lo mas verosímil que 
fué decidida á favor de Santa-Fé. 

Perú la sentencia, si es que se pronunció, es absolutamente 
descono, ida , y no se sabe por consiguiente en qué términos ué 
declarada la validez de la fundación de Uaruy, en que «te.» o» 
Inicia Córdoba y con qué rumbos, circunstancia esto ultima que 
tampoco espresa claramente la carta primitiva. 

Entre tanto, es un hecho que desde aquel tiempo ( órdohl ha 
ejercido jurisdicción permanentemente mucho mas al Este de 
S linea pretendida por Santa-Fe, mientras esta ultima 1 rovm- 
cia no ha llegado en ningún tiempo basta esa misma hnea m 
ha hecho oposición conocida, al menos, hasta cierta altnra, á la 

posesión de Córdoba. 

Y entre tanto, además, la determinación de los rumbos seria 
de toda necesidad para decidir en derecho la cuestión 

Basta ver en el mapa las lineas pretendidas por Santa- Fe ,u 
su estremo Sud sobre la base de que deben ser trazadas a me- 
dios rumbos para comprender la importancia de ese dato. \ sin 
embarco, *f representante de la dicha Provincia solo se apoya 
e „ la Ltómbre observada tanto en Buenos Aires como en tea- 
ta-Fé nara la división de las propiedades particulares, regla 
,ue nunca ha regido, ni ha podido seguirse para la limitación 
ceneral de las provincias. 

Hasta aquí se ha considerado ■ ste punto con relacen princi- 
palmente & las pretensiones y pruebas de Bttffifc-tt porque « 
esta Provincia la que ha inculcado en que la Cóvte proceda 
como arbitro de derecho: Córdoba y Buenos Aires no han for- 
mulado igual petición, aunque han combatido las pretensiones 
de Santa-Fe Y sostenían las suyas propias en el terreno legal. 
De todos modos, fácil es echar de ver que el caso es el mismo 
con relación a todas. Córdoba sostiene que su carta de funda- 
ción es superior en derecho á la de Santa-FÍ; pero deteniéndose 
ante el hecho de la existencia de esta última Provincia y su 
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ocupación y jurisdicción secutar sobre la márgen del Paraná y 
sobre una zona mas ó menL.s estensa hácia el Oeste, no pide la 
integración de su título primitivo, sino en cuanto á ello no 
obsíe un estado de posesión reconocido y legitimado por las en- 
tidades cotitiyanies o por las autoridades superiores del Go- 
bierno colonial; es decir, hasta una línea no fundada en docu- 
mentos, y que solo puede ser trazada equitativamente. Y en 
cnanto al límite meridional entre el meridiano de Mclincue* y el 
quiuto de Buenos Airen, sosteniendo que por esa parte su ter- 
ritorio es indefinido, deja expresamente a! arbitrio del Tribu- 
nal hacer una demarcación equitativa. 

Buenos Aires á su vez, apoyándose en las capitulaciones de 
Zarate y de sus predecesores que no dan límites bien definidos, 
rechaza las pretensiones de Córdoba y de Sanla-Fó como infun- 
dadas en derecho y como exageradas en equidad, y renunciando 
en favor de Córdoba una pirtc de lo que cree corresponderá, 
para facilitar una solución equitativa, termina protestando 
solemnemente acatar la resolución arbitral, sea en derecho ó en 
equidad. 

Resulta pues, que la necesidad de que la resolución se funde 
en consideraciones de equidad mas hien que de derecho estricto, 
necesidad impuesta por la naturaleza de la cuestión en su estado 
actual, por la confusión y oscuridad producidas por el trascnTso 
del tiempo y por los hechos contradictorios de las provincias 
compronütciües. de sus gobiernos particulares ó de las gober- 
naciones á que antes pertenecieron y por ta insuficiencia de las 
pruebas producidas para determinar con precisión los territo- 
rio* que legítimamente corresponden á cada una de ellas, está 
además apoyada en el consentimiento ó aquiescencia de dos de 
las mismas provincias. 

Y aún el mismo representante de S¡wta-F. ; , a pesar de sus 
terminantes conclusiones en sentido contrario, parece que á 
cada paso siente la inllueneia do U misma necesidad. 
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Así en su primera memoria, interpretando las mira, del Con- 
deso al dictar la ley de mil ochocientos setenta y ocho, miras 
políticas según él, de orden nacional, de forma de Gobierno, et- 
■<¡tera \pn'"a: «Tuda* e<t » consideraciones deben tenerse pre- 
sente*, porque estas no son cuestiones entre particulares ¡ no se 
balLn regidas por el derecho que rige los actos y obligaciones 
privadas. Creo que es impropio dar á esta cuestión el carácter 
v el sello do un litigio entre particulares.» 

Citando en otra parte y haciendo suyas las opiniones de dos 
escritores argentinos que Si han ocupado de esta cuestión de 
Hmites. dice: «tensamos romo un distinguido antecesor del 
señor comisionado (de Buenos Aires), cuando decía que la 1 ro- 
T incia de Buenos Aires no d.*e diputar terreno á su hermana 
U Provincia de Santa-Fe, á la que por el contrario debe ceder 
cuanto 1c sea posible, para que dilate su territorio por esa 
parte, concurriendo con nosotros á la conquista y población del 
desierto. Pero es mejor y de reciproca conveniencia determinar 
un buen límite que teniendo la sanción del tiempo, se deduzca 
de la naturaleza misma del terreno*. Y luego: «Uta es una 
cuestión que debe arreglarse tratándose de noble a nobleza 
dignificar á las partes; y no de exigente á exigente, haciéndo- 
las descender al nivel de los tratantes vulgares». 

Y ocupándose de los límites en sí mismos, olvida á veces los 
de la acta de fundación y dice por ejemplo : < Una vez invadida 
por Córdoba la divisoria Pozo licitando, Fraile Muerto, se pro- 
ejo cierto modus rwentti entre ambas Provincias, reconocién- 
dose mutuamente el Arroyo de las Tortugas y la Cañada de 
^ m Antonio roma término de tas respectivas jurisdicciones* . 

« La controversia recomieran desde las puntas de la referida 
Cañada ó sea desde el Quebracho Herrado, porque no exis- 
tiendo de allí al Norte poblaciones algunas, ni modernas ni 
de la época colonial, con excepción de dos ó tres cantones mi- 
litares, los pocos antecedentes conservados desde los tiempos 
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' de 1» conquista pierden tu valor en gran parte por ignorarse 
Iob parajes correspondientes á I* antigua nomenclatura». 

Y en seguida, después de establecer que á fines del siglo 
paaado el dominio de Córdoba alcanzaba solo basta el Tío, 
continúa : « De suerte que sera lo mas acertado, el determinar 
el límite interprovincial en «tas alturas por una recta trazada 
desde el Quebracho Herrado hasta el Pantano Grande, ó sea la 
Laguna de los Porongos, á donde se encuentran los términos 
de las tres Provincias. Pero Córdoba ocupó mas tarde el Can- 
tón de los Morteros, alcanzando la izquierda de la frontera 
Korte de Santa-Fe hasta ,1 fortín de los Tacurales, en cuya 
posesión ba permanecido hasta el avance de esta frontera hacia 
el Norte ; y parece por consiguiente equitativo que se respeten 
tas Provincias mutuamente en ta posesión de estos puntos », 

Todo esto seria inesplicable y sin objeto, hablando ante jue- 
ces de derecho y versando la cuestión simplemente sobre los 
límites primitivos de la fundación. 

La Córte, en virtud de todo lo que precede declara que no 
hay mérito suficiente para proceder y fallar la cuestión con 
.«reglo á estricto derecho; y que en virtud de las facultades que 
le acuerda el compromiso debe asumir y asume el carácter de 

árbi ro arbitrador. 

y considerando en tal carácter, Primero: Que, sobreponién- 
dose como queda notado, los términos primitivos de Córdoba y 
de Santa-Fe, los límites actuales deben determinarse por la 
posesión permanente, lí largo tiempo, y consentida 6 no con- 
tradicha por las partes interesadas. 

Segundo ; Que es un hecho bien establecido que la Cañada de 
San Antonio y el Arroyo de las Tortugas hasta m confluencia 
con el Rio Tercero han separado las dos provincia mencio- 
nadas, destle largo tiempo atrás basta el presente. 

Tercero - Que la existencia de esta línea de separación ha 
sido reconocida por el representante de la Provincia de Santa- 
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M en neo de lo, párrafo* tata trascritos. Aparco igualmente 
reconocido por los oo.dsioo.dos Do» Domingo Crespo , D. Lr- 
taño «J* •» los dorares d, «II 
(m . Es el limito ajustado en rail ochocientos sesenta j se. .por 
ta comisionad,,» de ambas provincias, Fng».ta.«.^» 
f Garefa. Convenio qne, aún eaando no fue rateado por el 
Gobierno de Córdoba, sns objeciones se referían á otros pnnta 
v no ' ta Cañada de San Antonio, ni al Arroyo de la, Tortugas. 
L oran aceptados. Lo han reconocido espresa y d.roctamente 
,» dos golnerno,. el de Santa-Fé en su contesta ,on i as oh 
MWM de Córdoba, en veinte y nneve de Mar™ de m 
"Lientos S eso„tay B .e.o ; y el de Córdoba ,, mforme 
a. M .™ Nacional. f«hu once de Junio de «1 ochoc. «tos 
sesenta v nneve. Es parte de la linea proyectada por el l O - 
hierno Nacional en mil ochocientos sesenta y nueve y de la 
pT< ,p„es.a por el Senador de Santa*. Do» Mcas.o Urono en 
provecto presentado .1 mismo año, mil ochocientos sesenta y 
"nueve, en la Cámara á ,ue pertenecía. Es cu Un, y * *, 
el H«iM <ic I» Constitución de la misma provncta de sa"ta-le. 

Cuarto: <*.e puede decirse por I» tanto n«e * 
Tortugas v la Cañada do San Antoni,,, como centro ,le la l.nea 
IWtari. 'entre CMUta y cuentan con el apoyo d« 

sus propios gobierno, y do personas hi,,„ 
ambas provine; habiendo solo divergeca de tmpor ,. 
jesde el ttnebracho Horra,.-., al Norte y del Uto torero .1 Su 

Quinto ■ Considerando ,ue en la primera de estas seecones 
ta habido dos lineas Jo oposición, una convenida por los com,- 
' Los de mii ochocientos sesenta y seis, cuyo turado so 
, siguiente: partiendo de la Citó, de San An.nn.o en re 

el íiguien i , rn( . h ¡.„ lr ¡ a á un punto distante dos 

(j.iehracho Herrado y l¿ucbracnil,>, iría a un i 
Teguas al Este do los Morteros y desde este pun o o ra qu, 
tooando el limite do los Altos fuese bastad centro de la Laguna 
de loo Porongos, donde » tocan, decía el convento, lo. t.rr.lc- 
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rios de Santa-Fe, Córdoba y Santiago ; otra propuesta por el 
Gobierno de Córdoba en sustitución, la cual, partiendo del 
mismo punto que la anterior, iria basta dos leguas al Este de 
los Tac urales, por ser este un punto ocupado por dicha Provin- 
cia y de allí seguiría hasta el rio Salado. 

Sexto; Que esta pretensión de Córdoba, es enteramente des- 
autorizada. La ocupación de tos Tacuralos, á mas de estar este 
punto fuera de los límites primitivos de dicha Provincia, en so 
mayor estension y dentro de la de Santa-Ve, es de época re- 
ciente, y no reúne las condiciones necesarias para conferir 
derecho, ni en justicia, ni en equidad; siendo por lo tanto 
preferible la línea trazada por la CaQUSton y aceptada por 
Santa-Fé. 

Séptimo: Que en bisección restante del límite, es decir, del 
Rio Tercero al Sud, han sido propuestas diversas lineas en épocas 
distintas» en los proyectos y convenios i que antes se ha hecho 
referencia, y todas han partido do la Cañada de las Mojarras, ó 
de la de Jaime, con rumbo al Sud, hasta encontrar la línea 
Sudoeste del Arroyo del Medio; que es la misma línea lijada 
también por la Constitución de la Provincia de Santa- Fe. 

Octavo : Que. con estos antecedentes, seria fácil establecer el 
límite que en justicia correspondería, si la ley del Congreso do 
mil ochocientos setenta y ocbo, no hubiera producido en la 
situación anterior de las cosas una modificación que no puedo 
dejarse de tener en cuenta. 

Noveno: Que después de designar los territorios nacionales 
y sus limiten, esa ley adjudica A la Provincia de Buenos Aires, 
Sanla-Fé, Córdoba, San Luis y Mendoza, Vos territorios que 
quedan entre bis nacionales deslindados y los de- eada una de 
dichas Provincias. No determina cuales son esos territorios, 
ni cómo y en qué proporción han de ser distribuidos; pero á 
cada Provincia de las nominadas W da derecho á una parte, 
y la distribución debe hacerse equitativamente, consultaudo en 
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lo posible la regularidad de los límites y compensando á cada 
parte en un punto lo que no se le puede dar en otro. 

Décimo: Que habiendo procedido las Provincias eu litigio á 
ocupar y aún á euagenar sin prévio deslinde lo que juzgaban 
corresponderás ha resultado la confusión actual, no solo del 
límite entre Santa-Fe y Córdoba, en la parte últimamente con- 
siderada, sinú también de los límites siempre indeterminados y 
eoufusos de Córdoba y Santa-Fe con Buenos Aires. 

Undécimo; Que las pretensiones deducidas á este respecto 
son inadmisibles y que con las líneas siguientes se consulta á 
juicio de la Cérte todos los derechos y conveniencias razona- 
bles, á saber : Una recta desdo el centro de la Laguna de lar- 
doso pasando por el eentro do la l aguna do Chañar, hasta el 
paralelo treinta y cuatro y veinte y tus minutos de latitud. Kl 
paralelo de esto punto hasta el meridiano quinto de Buenos 
Aires; y ,-ste meridiano hasta el límite de los territorios na- 
cionales. K>tas líneas para marear los limites de la Provincia 
de liuenos Aires ron los de Córdoba y Santa-Fe. ^ para los de 
estas dos Provincias eni sí. otra recta que, partiendo de las 
cabeceras del Arroyo de las M- jarras, raya ;i cortar la línea di- 
visoria con Bueno» Aires, medio grado áutes del meridiano 
quinto. 

La Córte, en consecuencia, teniendo presente el mérito de 
los autos, las opiniones sobre la materia de escritores argenti- 
nos bien caracterizados; inspirándose en los intereses perma- 
nentes y bien entendidos de las Provincias disidentes y de la 
Nación, y en la necesidad de alejar motivos de discordia y peli- 
gros de perturbaciones que ya han amenazado producirse con 
ocasioi. de esta cuestión; falla declarando: 

Primero: Que son límites entre la Provincia de Buenos 
Aires con las de Santa-Fe" y Córdoba, el Arroyo del Medio en 
todo su curso, hasta el centro de la Laguna de Cardoso. Una 
línea recta desde la Laguna de Cardos pasando por el centrt 
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de la Laguna deí Chañar y que termine en el paralelo treinta y 
cuatro y veinte y tres minutos de latitud; eBtc mismo paralelo 
hasta el meridiano quinto di- Buenos Aires, y este meridiano 
hasta encontrar el limite de Jos territorios nacionales. 

Segundo: Que. son límites de las Provincias de Córdoba y 
Santa-Fe" entro sí. Cna línea recta que partiendo de la cabe- 
cera del Arroyo de las Mojarras, corte el paralelo de treinta y 
cuatro grados, veinte y tros minutos, divisorio con Buetms 
Aires, medio grado fintea del meridiano quinto de esta ciudad; 
desde las cabeceras del Arroyo de las Mojarras, siguiendo su 
curso hasta la confluencia con el Rio Tercero; este rio hasta la 
embocadura del Arroyo de las Tortugas; el Arroyo de las Tor- 
tugas y l.i Cañada di- San Antonio; y desdi- el «entro de esta 
Cañada entre el Quebracho Herrado y el Quebraenit», un i 
línea recta hacia el Norte hasta un punto distante dos leguas 
al Este del Fuerte do los Morteros ; y en seguida otra linca que 
tocando el limite d<- los Altos vaya á terminar en el centro de 
la Laguna de los Porongos. 

Y teniendo presente que en esta última parte do la línea está 
interesada la Provincia de Santiago del Kstero que 110 lia sido 
parte en este juicio, se declara también que lo resuulto sobre 
este punto es sin perjuicio de los derechos de dicha Provincia 
de Santiago y sin perjuicio así misino de lo que el Congreso 
pueda determinar Con relación ii los territorios nacionales. 

Autorícese esta sentencia por Secretaría y notifíquese con 
el original, habilitándose las horas necesaria... 

J R. <,OllOSTIV..A — J. DOMINGUEZ.— 
O. L&UHMMOK. — l'LAUÍSLAU RUAS. 
— S. M. I.AS1ULII. 



A, Itimatsi. — t y. /tojo. 
Secretario» do la Corte. 



CAUSA XV 



/>. Adolfo K. Carranza contra la Provincia de la Moja, por 
devolución de lo payado por un impuesto ^re per- 

sonería. 



Sumario. — No acreditándose la personería del demandante, 
no puede hacerse lugar á la demand*. 



Caso. — I). Adolfo K. Carranza demandó ú la Provincia de 
la Rioja para que le devolviera diez y seis pesos sesenta cen- 
tavos fuertes que la labia cobrado á su capataz 1). Anfiloquio 
tOba, en virtud de un impuesto ilegal denominado de pasto de 
uso común. 

K l apoderado do la Rioja opuso la excepción do falta do 
personería del demandante para exijir lo que se le ba co- 
brado á pues no lia pro>ent;ulo p..drr dr .'1, ni ha justi- 
ficado que Lobo sea su capataz. 

Carranza insistió en que Lobo era su capataz, que no había 
podido comprobar por no haberlo llegado á tiempo tos docu- 
mentos quo liabia solicitado. 
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Fallo d« 1» Suprem. C«rt« 

Buenos Atrei, Mano 30 de 1882, 

Vistos; no habiéndose acreditado por el demandante su 
personería en esta causa, no há lugar, con costas a la de- 
manda interpuesta; y satisfechas aquellas, r repuestos los 
sellos archívese. 

j. ti. COROST1ACA. — 1. DOMIKCIF — 
LLADISLAÜ I'MIAS. — S- I.A»1»1.R. 



CAUSA XVI 



Hivolta, Curboni y l , reclamando Je una resolución 

de Aiwna 

Sumario.— i" has mercaderías que» constando en el mani- 
fiesto del buque, permanezcan a burdo á la salida de este, pa- 
garán derechos como si se introdujeran ú plftia. 

2» La Aduana no es responsable pr la pérdida en los al- 
macenes fiscales de mercaderías pedidas a despajo directo, 
ni el introductor puede ser penado si no se prueba que dicha 
pérdida provenga de contrabando. 




Caso. — En un sumario levantado por la Adnana para esta- 
llecer loa ricemos 6 faltas de comprobación en despachos de 
i.i casa Rivolta, Carboni y correspondientes á las barcas 
-Faucred» y fRebecca» y al buque «l'ettersi se pronunció 
lu siguiente: 

RESOLlT.lf» l>tl, AliMlMSrlUÜOU 

lítt'Mios Vires. Mno :JI le lKH() 

Examinando este sumario y resultando Mi íl comprobado: 
1" que las t7<\">(>) te mil i iu n.-uta y seis tejas canaleta 
para techo, venidas en la Urca Noruega * l'aucred » no han 
>idij despachadas ni existen en depósito, tlsJ como las 2313) 
dos mil trcscíeBtosJtti^-wííSdas en la Barca Alemana < Re* 
beceai ; 2" que para la primera de estas no se ba becho giro 
alguno como lo aseveran los señores Rivolta, Larboni y y 
en cuanto a la segunda partida, si bien fué girada por el Res- 
guardo bajo la responsabilidad de aquellos señores, segUU el 
documento de f. 13, no consta haber sido desembarcada; 3 o que 
según Jo informado por esta Contaduría, en los demás despa- 
chos por tejas de los expresados buques, se ha abordado ya la 
rebaja por rotura, determinada por la ley ; i" que por esta ru- 
zou no es atendible lo alegado por los señores Rivolta, C«boui 
T G* que las tejas que motivan este sumario quedaron rotas 6 
bordo, y lejos de ser un justificativo es por el contrario la mejor 
prueba de la infracción, desde que estaba ya hecha la rebaja 
por rotura y en ningún caso podía ser arrojada al agua aquella 
cantidad de tejas, por upom-rse á ello los Reglamentos del 
Puerto, á mas de la falta de documentación para la Aduana; 
5 tf que en cuanto al cargo por dos bultos de mercancías del bu- 
que «II. C. Pettorsi resulta que fueron ellos pedidos y girados í 
despacho dim-to, igiist.ndo haber subí desembarcado sin ba- 
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terse efectuada aquel despacho, ni el pago de los derechos cor- 
respondientes! 6 U que con arreglo al artículo 194 de las Orde- 
nanzas, aun en el supuesto de estmío de estas mercaderías, no 
seria responsable la Aduana por ellas, quedando subsistente 
la obligación de los señores Rívolta, Carboui y L le chancelar 
el manifiesto del buque y de responder por los despachos di- 
rectos que tienen solicitados. 

Por estos fundamentos, resuelvo: de conformidad á los artí- 
culos iC¿5 y 1020 de las Ordenanzas de Aduana, declarar en 
comiso las mercancías á que se refiere el presente sumario; 
hágase saber y fecho paso á Contaduría para su liquidación, 
cobro y adjudicación á favor del oficial !' señor MorancheL 

Amadeo 



Buenos Aires, Noviembre 25 .le 1881 

tutos; vistos: por lo espuesto por el Procurador Fiscal en su 
precedente vista, se revoca la resoW..-w,i recurrida de foja 
catorce vuelta, en cuanto se refiere á las tejas, declarándose 
que deben abonarse los derechos correspondientes, y se con- 
tinua en U parte que comisa los dos bultos. Satisfechas las 
costas y repuestos los sellos, devuélvanse los autos con oficio. 

Andrá t'tjarriza. 

VISTA DEL USO* PROCURADOR GENERAL 



Suprema Córie : 

El hecho de to*bet quedado & bardo ciertas porciimot da la 
cantidad de tujas maiiif< bailas, está aceptada por lodos, la dh- 
pgsleton (le lu Orden*WM aplteablé en tal oasu, «* la del artí- 
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culo 924; J ea presencia de una disposición espite» no puede 
ocurrirse i la facultad genérica de los articolos 1025 y 1026 
que solo se refieren á los casos uo espu meados y que no ten- 
gan una penalidad determinada. 

Encuentro, asi, arralada la amencia del Juzgado de Sec- 
ción en esta parte. 

Pienso que debe áer leformada i-n la segunda, <" cuanto a lo* 

bultos perdidos. 

(Consta de la planilla de C. 7 que los 50 boitos por « Pettera » 
fueron recibidos en los depósitos fiscales. 

Cuatro que luego se reducen á dos de satos Sfi bultos, desa- 
parecen, sin que nadie sepa como. 

La conclusión a que arriban el Sr. Administrador y el Sr. 
Juez, en vista de esta disposición, me parece por demás violenta. 

Lus bultos en cuestión no pueden haber salido de los depósi- 
tos fiscales sin el conocimiento de los empleados encargados de 
su guarda. Si no lian salido deben existir en los depósitos á no 
ser que hubiesen sido robados. 

En uno ú otro caso, no es justo responsabilizar á los dueños 
de los bultos, estragados por la falta de otros y no es ya poco 
que uo tengan derecho á reclamar su valor eu virtud de la pre- 
visora disposición del articulo 10 i. 

Puréceme por lo espuesto que uo puede condenarse á otra 
cosa á los señores Hivolta, Carbono y C que al pago de de- 
recho* sobre las tejas que quedaron A bordo. 

Al terminar cúmpleme hacer presente, que con arreglo a lo 
dispuesto por el articulo 1034 de las Ordenanzas, el Sr. Admi- 
nistrador no ha debido conocer en primera instancia por haber 
pasado desapercibidas si tiempo del despacho lus infracciones 
Í los Reglamentos do Aduana, y haber salido las mercaderías 
de su jurudicciun. Ha debido remitir los antecedentes al Juz- 
gado de ¡Sección, Kl resultad» hubiera sido siempre el mismo. 

Mu finío Votta 
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Fallo d« I» Muprrmi» Corte 

Vistos; no resultundo probado que la pérdida de- los do* bul- 
tos de mercaderías pedidas á despacha directo, provenga de 
contrabando; y no siendo en este casn. responsable la Aduana 
por dicha pérdida, según lo dispuesto por el artículo ciento no- 
venta y cuatro de las Ordenanzas; se revoca, de acuerdo con lo 
espuesto y pedida por A señor Procurador General, la sentencia 
de foja ciento treinta en la parte que declara caídos en comiso 
los dos bultos de mercaderías perdidos. Devuélvase en conse- 
cuencia los autos, previo pago de costas y reposición de sellos. 

J. Ii. (JOHOSTUGA. — J. DOllfHGÜEZ. — 
i'. LM.UZ\MOX. - I LADISLAO fRIAS, 
S. M- I.ASI'll II. 



(USA XVII 



El Ftíco Nacional contra tttroKa, Carhnni y C\ iobre 
(xmtrav&mon á tus íinlmanzas di- Ulutinn 



Sumario — Sotó time lugai '.i conmutación *i<- ponn de qtM 

ImbU Oí .ir íi- ni» HHO do las ilhleiMuzm. mimlu *« adviwrtc el 
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error antes de haberlo encontrado la Aduana y antes de que 
haya tenido tugar un principio de. verificación. 



1'asn.— Se halla aplicado m ta 

RESOLLCIOS DEL ADMINISTRADOS 

Bu<Mi<u Aires. Julio ÍH it 

Kesullando. — 1" Que los señores Rivolta, Carboni y C' pre- 
sentaron la factura despulí ijá« el Vista le puso en el parcial la 
nota de Ikijar y en su eottSejCttencia que no ha sido espontánea 
la presentación de la factura pues no habría sido presentada 
indudablemente si el Vista hubiese despachado h>s artículos 
apresados en el parcial. —2' tjue el Vista Sr. Frías ha notado 
el exceso de que dió cuenta por la factura que le presentaron los 
despachantes sin haber tarificado el peso. Considerando que la 
nota de liajar puesta en el parcial de despacito es un principio 
de rerificacion por ser una orden para que se pueda verificar el 
peso y en consecuencia coa aneólo al artículo IWt de las Orde- 
nanzas de Aduana, los señores Rivolt», «arbuni y C no tienen 
derecho a la conmutación de la pena establecida por el artículo 
H8Ü de las mismas Ordenanzas. IV lauto, usando de hi facul- 
tad acordada pnr el artículo lOiiÜy procediendo con equidad se 
conmuta tu pena do combo por una pena de Igual A la mitad del 
exceso. Hágase saber y lecho pase á Contaduría para su liqui- 
dación, cobro y adjudicación a favor del \ isla Sr. Frua previa 

reposición de lo* sellos pu r ..tía i 

Ama (leo, 

/ 
1 



8fi 
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Fftllo del Jurt de *e««ion 

Buenos Aires, Noviembre áO Je 1881. 

Auto, y vistos, por sus fundamentos se confirma la resolución 
de foja 4, satisfechas las costas y repuestos los sellos devuél- 
vanse los autos con oficio, parriza. 

VISTA DLL SESOR PftOCUÍUDOU GENE» AL 

Suprema Córte : 

La diferencia entre lo manifestado y la rautidad que resulta 
en la verificación, está reconocida y aceptada por los mismas 
stores Kivolta, Carboni y O. La aplicación de la pena que 
establece el artículo 030 de lu Ordenanzas era entona de 
estricto rigor, procedieran ó no de buena fe dichos señores, pues 
eabien sabido que la lejislacion de Aduana solo atiende a los 
hechos y no á las intenciones. 

La resolución que reduce la pena á la mitad en tirtud de las 
facultades discrecionales que las mismas Ordenabas acuerdan 
a los Administradores de Aduana, no puede ser por consiguiente 
mas liberal y equitativa. 

Loe recurrentes invocan en su favor la disposición del arti- 
culo 080. <Vro es indudable que v\ no los ampara. 

Ll exhibición de la factura vino después de la disposición del 
Vista que podia conducir a descubrir el excoso. Esta circuns- 
tancia quita A U raottfieMU» del error, sin que ello importa la 
«hibicion de b factura, |.i que es dudoso, el carácter de » P on- 
Uunda.l m-h^-n^Me^uc, el artículo OHl para reducir la 
pena A la imposición (te .toldes derecho*, eeffiin ellos pretenden. 
Kitoy, p»r lu juicio, por la conlirmaeioñ da Le «entone* 

Muartfa Vutia. 
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ttrcmn Corte 



Buonos Aire». Abril 15 de 1882. 

, in v nedido nnr el señor Vrncurador 
Vistos: por lo espuesto ^ da dp ^ 

General, se confirma con costas , cuten J 
d .cc ¡ y satisfechas estas y repuestos los sellos, devm 

j. lM>«nGlE/.. - o. ixcummow.- 
s. M. LASIHVR- 



(USA XVIII 



n lutm Lama*"* ™ ira " m *° Mrw " ''"T™' 
lis ^uic^- incidente^ véneta 



asorda,,, ^.eio, provees do 

Ll ae autoridad cometidos por uu Juez de l'« de 1 ro«n 
abusos di aut.n sua dc iuTÍÍ diccioo nacional por razón 

cío, siempre a»c *1 i'»»» SL ' l,lL ],inb 
do las per non a*. 



( V|J0 . - Se baila explicado en el 




Wmiim «el j m d « Sm»** 



Buenos Airea, Fehrero 11 de 188S 

T vistos estos autos, en lo relativo al incidente promovido 
por la parte Maraña Campora, deduciendo la excepción de in- 
competencia del Juzgado para conocer en esta causa, y consi- 
derando: V Que la demanda de foja dos se limita á deducir 
I» acción civil para obtener la indemnización de daños causa- 
dos por el delito, prescindiendo absolutamente de la acción 
penal; 2" Que por los artículos treinta y uno y siguientes, título 
«tavo t capítulo 4« libro 2°, sección 2% Código Civil, se dá A 
la acción civil una natnraleza distinta ¿ independiante de la 
criminal, cuando ellas se ejercitan ante jurisdicciones diferen- 
te», de tal manera que en este caso no existe entre ambas 
acciones la relación de accesorio y principal; 3" Qoe respecto á 
1. acción civil, se rije, en cuanto á la competencia nacional, 
por disposiciones que le son propias, las que se encuentran 
espresadas en la ley de jurisdicción y competencia; 4* Que las 
resoluciones de la Suprema Corte que cita el demandado en 
favor de la incompetencia, lijos de favorecer sus propósitos lo 
contrarían, pues en todas ellas se habla expresamente de la 
acción criminal y en los fundamentos aceptados por la Corte 
en la que se registra en el tomo 4" página 352 do los Fallos, se 
consigna espresamente : «Porque el inciso 2 o del artículo 2° 
habla de acciones puramente civiles y al presente se trata de 
una acción criminal», y 5 o Que en el ca*o presente tratándose de 
ana acción civil y estando justificada la diferente nacionalidad 
de tas partes, el artículo 2* inciso 2 o de la citada ley de juris- 
dicción y competencia es aplicable y decisiva para fundar la 
jurisdicción nacional. Por estas razones : fallo no haciendo 
lugar á la excepción deducida por el demandado, quien en su 
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contestar derechamente la demanda den- 

; repóngase los sellos, 

Andrés l'garrizn. 



DICTAMEN DEL SESOR PROCUKADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

Pienso que la justkia federal carece de jurisdicción en este 
caso. 

El hecho que dá origen á la demanda es el proceder, que se 
dice abusivo, de) Juez de Paz de San Fernando. D. Juan La- 
vaggictto fué reducido a prisión mientras se instruía el sumario 
de un homicidio perpetrado en su casa de negocio ; y pide por 
ello indemnización de daños y perjuicios contra el Juez de Paz 
que ordenó la prisión. 

Que la justicia federal no es competente para conocer los 
abusos que cometan las autoridades locales en el ejercicio de 
las atribuciones que la Constitución lea ha reservado para au 
régimen interno» es doctrina inconcusa, que esta Córte ha esta- 
blecido en numerosas ocasiones. 

Los Tribunales de la Nación son, pues, incompetentes para 
traer á juicio loa procedimientos del Juez de Paz de San Fer- 
nando.— No es su misión resolver si este funcionario ultrapaso" 
ó nÓ sus atribuciones al reducir á prisión al demandante. 

Ahora bien: la indemnización de perjuicios, es una conse- 
cuencia forzosa de la manera como la conducta del Juez de Paz 
sea 

Como por otra parte, es un principio bien conocido de dere- 
cho que lo accesorio debe seguir y subordinarse á lo principal, 
lógicamente se deduce que los Jaeces que tengan jurisdicción 
para conocer de la inocencia ó culpabilidad del procedimiento 



ét aquel Juez de Pax, deben tenerla también para conocer del 
punto relativo á la indemnización. 

Dice el Sr. Juez de Sección qne el títnlo 8, capitulo 4, libro % 
sección 4 1 , del Código Civil confiere á la acción civil, por in- 
demnización de daños causados por el delito t una naturaleza 
distinta é independiente de la criminal cuando ella se ejercita 
ante jurisdicciones diferentes, de tal manera que en este caso no 
existe entre ambas acciones ta relación de accesoria ó principal. 

Es esto cierto» £1 Sr. Juez olvida, empero, qne el Código 
Civil solo se refiere i la jurisdicción común, civil y criminal, 
únicas sobre que lejisla, y no & la jurisdicción federal, juris- 
dicción de excepción, regida única y exclusivamente por leyes 
especiales del Congreso. 

La cuestión de indemnización podría traerse á la justicia 
Civil de la localidad, con absoluta independencia de la acción 
criminal, pero no á la justicia federal, que no puede traer á 
juicio directa ni indirectamente los procedimientos de la auto- 
ridades de las Provincias, sinó en cuanto se relacionen con los 
derechos é intereses de la Nación. 

Pido, por lo espuesto, se sirva V. E. revocar la 

Eduardo Costa. 



Bueno» Aires. Abril 18 de 1883. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja veinte y cinco vuelta. — Satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. GOKOSTIAGA. — I. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUIZAMOrf.— L LADISLAO FRIAS. 
8. H. LASP1UR. 




D. Rosario Olguin, con fí, Doroteo Olmos, por rendición de 
cuentas ; Incidente sobre competencia 

Sumario. — Las acciones provenientes de nn contrato que 
debe ejecutarse en diversas Provincias de la República y tal vea 
nna parte en el exterior, y en el coal no haya estipulación sobre 
domicilio especial para el caso de sur j ir cuestiones entre los 
interesados, ni Tenuncia del domicilio ordinario, deben dedo- 
cirse en el del demandado si este no se encuentra en el momento 
de la demanda en el lugar donde se celebró. 



Caso, — Están esplicados los antecedentes en el 

San LoU, Octubre 3* da 1881. 

¿utos y vistos: en el recurso interpuesto por D. Rosario 
Olguin, alegando competencia de esta jurisdicción para conocer 
de la demanda que le ha promovido D. Doroteo Olmoa, en su 
carácter de Administrador y liquidador de la testamentad* del 
finado D. Gaspar Bravo ante el Juzgado Nacional de la Provin- 
cia de Córdoba, y en virtud de la que se na exhortado al da asta 



Saoeioii par* que se le no tiuque la citación y emplazamiento 
ordenado»; y considerando: 

1* Que de las copias remitidas por el Sr. Juez exhortante apa- 
rece que la demanda interpuesta ante él contra Olguin por el 
representante de la testamentaria de Bravo, versa sobre rendí* 
cion de cuentas de la sociedad formada por aquel con lus seño- 
res Bravo 7 Lascano en la cindad de Córdoba* bajo las bases que 
establece el contrato privado de fecha Í5 de Setiembre de 1877. 

Í° Que ai bien es un principio de derecho que el actor debe 
seguir el fuero del reo, tratándose del ejercicio de una acción 
persona), también lo es que el Juez competente para conocer de 
la gestión sobre cumplimiento de un contrato, lo es el del lugar 
•lejido para su ejecución y no el del domicilio del demandado ; 
cuya doctrina es perfectamente conforme con el espíritu de la 
ley 33, título 2", partida 3' y lo tiene ademas establecido la 
Suprema Corte en diversos fallos, y especialmente en los XLVI1 
y LXXXIII que se rejistran al folio 102 y 280 del tomo 9\ SM\ 
3° Que aunque en dicho contrato no se determina de una 
manera categórica cual sea el lugar elejído para su cumpli- 
miento, j si bien es verdad que se ha dejado á voluntad de 
Olgain el derecho de negociar las haciendas compradas en el 
ponto que á este plazca, no es racional suponer que los contra- 
tantes hayan querido, por este solo hecho sujetarse ó aceptar 
un domicilio iniciado para dirimir cualquiera cuestión que pu- 
diera suscitarse sobre su cumplimiento ; tanto mas tratándose 
como en el presente caso de la rendición de cuentas precedentes 
del mismo, a laque debe considerarse obligado Olguin según hi 
naturaleza de aquel, en el lugar en que él fué formado. 

Por estos fundamentos y otros que se omiten y no obstante 
lo «apuesto por el Sr. Fiscal ad hoc, fallo declarando no ser de 
competencia de este Juzgado el conocimiento de la presente 
muí, debiendo el recurrente comparecer á la citación orde- 
nada por el Sr. Juez exhortante en el término fijado. 



DE 




Hágase saber con el original y en oportunidad devuélvale 
con la nota de estilo, como está mandado, reponiéndose loa 
sellos. 

Juan del Campillo. 



DICTÁMM DEL SE^OR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 

Encuentro equivocado el fundamento en que el Sr. Jue* do 
San Luis se apoya para declararse incompetente. 

El lugar donde un contrato habido celebrado, no basta por aí 
¿olo para derogar el principio general de que el actor debo 
seguir el fuero del reo. Así lo ha declarado V. E. en la causa 

1 Necesítase ademas que en el espresado lugar se encuentren 
los contratantes, ó que espresamente conste que lo hubiesen 

Ninguna de estas consideraciones puede invocar en el pre- 
sente caso. 

El demandado reside en la Provincia de San Luis y es natu* 
ral presumir que en ella tiene sus bienes. El Sr. Juez admite 
que en el contrato no se determina de una manera categórica 
cual sea el lugar elejido para su cumplimiento. 

Basta esta circunstancia para que prevalezca el principio 
general que no puede derogarse, por la suposición gratuita de 
que no es racional suponer que los contratantes hayan querido 
aceptar un domicilio incierto, 

Pero hay todavía mas. 

Los bueyes, objeto del contrato, debian ser llevados á !a Pro- 
vincia de San Luís y es natural suponer que allí debieran ser 
vendidos. Por lo menos, es mas probable que lo fueran en Men- 
doza ó en San -luán que en Córdoba. La presunción lójica ei 
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entonces qne el lagar del cumplimiento del contrato era San 
Luía J no Córdoba. 

Ei» por lo espuesto, mi opinión que debe V. E. revocar la 
sentencia apalada, declarando competente al Sr. Juez de San 
Luis. 

Eduardo Costa. 



Buenos Aires, Abril 18 de 1882, 

Vistos : y considerando : Que el coutrato que motiva la pre- 
sente cansa, en caso de haberse ejecutado, debe haber sido, 
según ati tenor, en diversas Provincias de la República, y tal 
tw, una parte, en el exterior ; 

Que el mismo no contiene estipulación alguna sobre la elec- 
ción de domicilio especial para el caso de que surjicren cues- 
tiones entre los interesados, ni de ninguna de sus cláusulas 
puede deducirse que el demandado hubiese renunciado su domi- 
cilio ordinario ; 

T que, dados estos antecedentes, y no habiéndose encontrado 
el demandado en la ciudad de Córdoba, donde se celebro el 
coutrato, al intentarse contia él la acción deducida, tiene plena 
aplicación la prescripción legal, de que el actor debe seguir el 
fuero del reo ; 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo espuesto y pedido 
por el señor Procurador General, revócase el auto apelado de 
fojas trece á quince, y se declara que es competente para enten- 
der en esta causa el Juzgado de Sección de San Luis. Satisfechas 
las costas de la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. COROSTUCA. — J. DOMINGLEZ. — 
O. LEGUIZAMOH. — ULAU13LAO FRIAS- 
— S. M. LASPIUR. 
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U. Santiago Cáncpa con las Mensagerias Fluviales, sobre 
choque. Incidente sobre competencia. 



Sutnario. — V El conocimiento de las cansas sobre choques 
6 abordajes acaecidos en los tíos 6 costas de la Provincia de 
Buenos Aires, corresponde al Juez Federal de dicha Provincia. 

2° La ley de Diciembre de 1881 que organizó los Tribunales 
de la Capital de la República, no es limitativa de la jurisdicción 
de los Juzgados Federales de Provincia, y solo separa del de la 
de Buenos Aires, el municipio do la Capital y la parte del rio 
mas próximo á él. 

Caso. — En loa autos seguidos ante el Juez de Sección de 
Buenos Aires por D. Santiago Canepa propietario del pailebot 
* Jóven Alejandro > contra el vapor * Pingo » sobre choque y 
abordaje en la vuelta de San Antonio, rio Paraná, el Juez 
pronunció sentencia el 6 de Diciembre de 1881 . 

En el mismo dia la sentencia fué notificada al apoderado de 
Cánepa, y en 7 de Enero de 1882 al apoderado del propietario 
del vapor c Pingo », por el Sr. Guabello, Secretario del Juez de 
la Sección de Buenos Aires Dr. Albarraciu. 

En Enero 10 de 1882 el procurador Nuñez por D. Saturnino 
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Ribea dueño de las Mensagerfas Fluviales» á que pertenece el 
€ Pingo», espuso ante el mismo Juez Dr. Albarracin que: el 
escribano que actuaba en ta causa lo había obligado á notifi- 
carse de la sentencia bajo la intimación de que si no firmaba 
pondría nota de que se había efectuado la notificación, no obs- 
tante que el capónente le había manifestado que la jurisdicción 
del Juzgado babia cesado para conocer en el espediente, como 
él de ser Escribano Secretario, según la ley sobre organización 
de los Tribunales de la Capital ; que el asunto estaba compren- 
dido en el inciso 7 o del artículo de la citada ley; que el 
choque se produjo mas acá del Baradero, en aguas nacionales, á 
corta distancia de esta Capital ; que ademas el juicio se arraigó 
en esta Ciudad, porque en ella tenía y tienen sus domicilios 
comerciales, el demandado y demandante. 

Que es fuera de duda que es competente el Juez Federal de 
la Capital y que á él debe hacérsele entrega del espediente en el 
estado en que lo eucontró á la promulgación de la ley ya invo- 
cada, como lo prescribe ésta en su artículo 309. 

Que si hay que hacer alguna notificación de sentencia pro- 
nunciada antes de promulgarse la ley, ella debe ser efectuada 
por órden del Juez Federal de la Capital é interviniendo alguno 
de sus Secretarios. 

Pide que se tenga por no hecha la notificación, que es ilegal 
y nula, y subsidiariamente interpone los recursos de nulidad y 
apelación. 



Falto del Juez de fteeeion 

Unenos Aires, StíUeoibre I* de 1881. 

Vistos: en el incidente sobre declaratoria de nulidad de la 
notificación hecha de la sentencia definitiva á la parte de las 
Mensajerías Fíuvialfis. y considerando : 1 J Que la nulidad alc- 
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gada se funda en la falta de carácter del Secretario Guabello, 
y esta falta de carácter en la falta de jurisdicción del Juca de 
quien es Secretario y queda así resumida la cuestión á inves- 
tigar si este Juzgado tiene jurisdicción y competencia en el 
caso ocurrente. 

2> Que esta jurisdicción y competencia, tratándose de he- 
chos relativos á la navegación, como los choques ó abordajes, 
se determina por la que rije cu el lugar del siniestro, sin con- 
sideración á las personas ; y coin > se vé y se halla confesado, el 
caso ocurrente tuvo lugar en el Paraná, en las costas que cor- 
responden A la jurisdicción del Juez Seccional de la Provincia 
de Buenos Aires. 

3 o Que por la ley de Diciembre del ano ai . ñor, en que se 
segregó de la Sección Judicial de iíueaos Aires el territorio 
del municipio de su Capital, no se pretendió cercenar ni de 
facto se cercenaron las atribuciones de los Jueces de esa Sec- 
ción, ni dársele menos 6 especiales al Juez Federal de la Ca- 
pital y las especificaciones que de ellas se vé en el Título VI 
de esa ley, no son mas que enunciativas de las que se com- 
prenden en la ley de creación de 1863 de los Juzgados Naciona- 
les, para hacer las limitaciones que hacía imperiosa la organi- 
zación política de la Capital. m 

4* Que ya antes de la creación del Juzgado Federal de la Ca- 
pital, la ley de jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales contenía en el inciso 8 o del artículo 2 o la disposición 
que se alega como privativa del Juez Federal de la Capital en 
el inciso 7 o artículo 104 de la ley de Organización de los Tribu- 
nales de Justicia de la Capital; y ademas de que ese artículo 
ba sido interpretado como debia serlo, que eran los puertos, 
rios, mares que no quedaban confundidos en las Secciones Judi- 
ciales, como las del Chaco y Pangonia, por la limitación misma 
contenida en el inciso V invocado, se viene en conocimiento 
que no es una ampliación sinó una limitación puesta a la 
r. xv 



. * 
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jurisdicción del Juez de la Capital ; y que la distancia at lagar 
donde se tta producido el hecho que autoriza el juicio, se ha de 
tomar no desde el asiento del Juez como se pretende, sinó 
desde los límites de las circunscripciones ó" Secciones Judi- 
ciales. 

For estas consideraciones, fallo, no haciendo lugar á la 
declaratoria de nulidad solicitada con costas. Y no podiendo 
apelarse sin agravio actual ú inminente, como sucede en 
este caso, en que antes de pronunciamiento alguno del Juez se 
deduce la apelación en subsidio, no ha lugar al recurso en esa 
forma deducido. — Repónganse los sellos y hágase saber ori- 
ginal. • 

Isidoro Albarracin. 



VISTA DEL SeSOlt PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 

Encuentro perfectamente fundada la sentencia del Juez de 
Sección que sostiene su competencia en esta causa. 

El siniestro que ha dado origen á este voluminoso espediente 
turo lugar en Setiembre de 1880, en el rio Paraná de las Pal- 
mas algunas leguas mas arriba de Zarate. 

No es necesario decir que su conocimiento correspondía por 
razón de la materia» clara y decididamente al Juzgado Federal 
de la Provincia de Buenos Aires. 

Aiite él fué llevado, en efecto, y ante él ha seguido sin con- 
tradicción alguna hasta que se dictó la ley organizando los 
Tribunales de la Capital. 

Se pretende ahora que esta cansa debe pasar al Juez Federal 
oreado para la Capital por la ley citada. 

Que las causas que correspondiesen A la jurisdicción de la 
Capital pasasen :il Juez Federal creado para ella, se comprende 




sin dificultad. No se comprendería empero, que cansas qne per- 
tenecen á la jurisdicción del Juzgado de Provincia j radicada* 
en él pasaran al nuevo Juzgado. Al menos uo se concibe cambio 
tan radical, por meras inducciones y sin una disposición clara 
y esplícita de la ley. p 

Se dice que el inciso 7° del artículo 7 n de ln ley de Diciembre 
de 1881, atribuye al Juzgado de la Capital, el conocimiento de 
las causas por choques y averias de buques en tos puertos, rtoi 
y mares en que ta República tenga jurisdicción, ti atuvieren 
mas inmediatas á ta Capital. 

Se agrega que el lugar de! siniestro, poco mas allá de Zárate 
esta mas cerca de la Capital que del Juzgado de la Provincia, y 
que por consiguiente cae bajo la disposición del inciso ci- 
tado. 

En primer lngar no es eiacto que Zarate esté mas cerca del 
Juzgado de la Capital que del Juzgado de la Provincia, pues 
uno y otro Juzgado, funcionan en esta Ciudad, no habiendo 
decidido todavía el lugar donde se establecerá la Capital de la 
Provincia, 

Es esto tan claro y tan notorio que creo escusado entrar en 
mas estensas consideraciones para demostrar que no es admisi- 
ble la interpretación que dá á la ley en cuestión el represen- 
tante de las Meusagerías Fluviales. 

La Ley de Diciembre no puedo entenderse en el sentido de 
que si la Capital de la Provincia se llevara á la Ensenada, por 
ejemplo y fuera allí el Juzgado Federal de la Provincia como 
es natural; todos los choques» averias, etc., que tuvieran lugar 
al Norte de esta Ciudad, habrían de caer bajo la jurisdicción 
del Jnzgado Federal de la Capital, por la sola razón de la pro- 
ximidad. 

Oportunamente ae ha observado que la ley de Diciembre 
citada no es limitativa de la jurisdicción de los Juzgados Fede- 
rales de Provincia. Unicamente se ha separado de la juriadio- 
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eion del Juagado Federal de la Provincia, el municipio de la 
Capital y la parte del rio mas próxima a él. 

Aún los crímenes cometidos en alta mar solo caen bajo la 
jurisdicción del Juez Federal de la Capital cuando el baque 
arribase directamente á los puertos de la misma. 

Estoy por todo esto, por la confirmación de la sentencia 
recurrida. 

Eduardo Costa. 



Falto 



Buenos Aire», Ab-.l 20 de 1882 

Vistos; por SQ3 fundamentos, y de conformidad con lo 
espuesto y pedido por el señor Procurador General en su vista 
precedente, se confirma con costas el auto apelado de foja cua- 
trocientos ochenta y seis vuelta. Satisfechas las de la instancia 
y repnestoa los sellos devuélvanse. 



J. B. GORQSTUGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O, LEGUUAWOH. — U LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASPIUR. 



- ■ 



CAUSA 



El Fisco Nacional contra Etorza y C\ />or infracción á las 
Ordenanzas de Aduana. Incidente sobre rescisión. 



Sumario. -V Sí el que ha de ser citada se hallase ausente 
del lugar del juicio, pero dentro de la jurisdicción del juzgado, 
la citación debe de hacerse por medio de órden de Juez 6 Auto- 
ridad del lugar de su residencia. 

f Va administrador de Aduana no reviste ni ano ni otro 
carácter y por tanto es nula la citación hecha por él. 

T Siendo nula la cédula de emplazamiento, el demandado no 
«uede ser declarado en rebeldía. 



Caso. — El Procurador Fiscal de la sección de Entre-Rios 
inició un juicio contra Elorza y O por infracciones á las Orde- 
nanzas de Aduana y la citación al demandado se mandó hacer 
por el Administrador de laAduana de la Concepción del Uru- 
guay- 

Florza y C* se negaron á recibir la citación y dijeron que no 
se dañan 'por notificados mientras las diligencias no se hicie- 
sa por el conducto legeU 




A petición fiscal, el juieio se continuó ea rebeldía de los de- 
mandados hasta citarse sentencia de la cual estos interpusieron 
recurso de rescisión, el que les fué negado, por lo qne recurrie- 
ron de hecho ante la Suprema Corte. 



Buenos Aires, Abril SO de 1882, 

a> 

Vistos, y considerando : Que la citación d C. Elorza j compa- 
ñía del comercio del Uruguay, para que compareciesen al Paraná 
i contestar la demanda contra ellos interpuesta por el procu- 
rador fiscal, fué practicado por el Administrador de la Aduana, 
en virtud de la orden que al efecto le dirijiú el Juzgad* ■ de Sec- 
ción. 

Qne dichos Elorza y compañía manifestaron en el acto de la 
citación, qne no se daban por notificados mientras la diligencia 
no se hiciese por el conduelo legal ; 

Que segon el artículo sesenta y seis de la Ley de Procedimien- 
tos, « si el que ha de ser citado se hallase ausento del lugar del 
juicio, perodeutro de la jurisdicción del juzgado, la citación 
debe hacerse por medio de urden al Juez é Autoridad del lu- 
gar de su residencia * ; 

Que en la Concepción del Uurugiiuy existen Jueces ó auto- 
ridades locales, y el Administrador de ta Aduana no inviste ni 
uno ni otro carácter ; 

Y, por último, que con arreglo al artículo setenta y uno de la 
misma ley, toda notificación hecha en contravención i loque 
ella prescribe, anulará lo que se obra después, y conforme al 
artículo ciento ochenta y siete, no se declarará la rebeldía del 
demandado y se mandará emplazar de nuevo en el caso de que 
hubiese sido nula la cédula de emplazamiento ; 

Por estos fundamentos, se hace lugar al recurso de rescisión 
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interpuesto por dichos Elo«a y compañía y Ü repone la cansa al 
estado de demanda. Satisfechas las costas y repuestos los sellos, 
deYuelranselos autos. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. UOHIHGUEI. — 
O. LEGUIZAIIOK. — «LADISLAO FlllAS. — 
S- M. LASPlim. 



« ACSA XXII 




Sumario.— No procede la acción de despojo cuando el qoe 
se dice despojante ha entrado en posesión del inmueble pacífi- 
camente á titulo de compra pública y ha poseído por mas de 
un ft (i • ■ 

Ca$o. — El caso está esplicado en el 

MI* *él Swm «e Éü*M 

Rosario. Enero 19 fe 1H82, 

Vistos; resulta lo siguiente: Salvador Clares, en represen- 
tación de Don Lino Luna, demanda á Don Nicolás Gbiglioue 
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ejercitando acción posesoria de despojo por la tía ordinaria, 
invocando loa artículos 43, 27 y 31, título 3°, libro 3". Código 
Civil. Al efecto espone : 

Que según la escritora pública que acompaña, su poderdante 
es propietario de un tórrese situado en la calle de «Libertad», 
de esta ciudad, cuyas dimensiones y linderos se espresan en él. 

Que durante los años que los antecesores de Luna y en el 
tiempo que este lo ha poseído, jamás se ha presentado nadie, 
pretendiendo tener derecho en él, ni menos á ejercer actos de 
propiedad que pudieran importar un despojo de la posesión 
tranquila que han tenido. 

Que sin embargo Ghiglione se ha permitido, sin el conoci- 
miento de su propietario y por su propia autoridad, ejercer 
actos de turbación, como es la construcción de una obra que 
levanta en gran parte del terreno. Y que es por esto que entabla 
formal demanda de despojo contra don Nicolás Ghiglione, so- 
licitando se le condene á restituir el inmueble con sus acce- 
sorios, etc. 

El demandad o pide el rechazo de la demanda con especial con- 
denación de costos y costas, por ser temeraria, y que se decla- 
re ser el único y esclusivo propietario del terreno cuestionado* 

Para así pedirlo, se funda en documento que en f . 10 útiles 
acompaña como comprobantes de la propiedad y larga pose- 
sión de ana causantes y de la suya propia. Y ademas espone : 

Que ninguna de las afirmaciones contenidas en la demanda 
es exacta, rechazándolas á todas. Que sn posesión y la propie- 
dad parten desde tiempo inmemorial, y que los solos títulos 
que acompaña so remontan a) año mil ocho cientos treinta y 
cinco. Que el terreno en cuestión fué adquirido por su causante 
inmediato en remate publico, habiendo adquiridolo por compra 
hecba posteriormente al mismo que lo fué Don Estevan Gon- 
zález, en cuya posesión de mucho mas de un ano se halla 
quieta y pacíficamente. 
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T considerando : 

1° Que por el mismo artículo 23 que invoca el demandante, 
para que pudiera ser eficaz la acción de despojo que intenta, ha- 
bría sido menester que hubiese acreditado haber sido despojado 
del inmueble en cuya posesión estuviese aun cuando el legitimo 
dueño fuese el despojante ; lo que de manera alguna ha acredi- 
ditado, bastando por consiguiente esta sola circunstancia para 
desestimar su demanda. 

2" Que por el artículo 25 de los mismos, título 3", libro 3", no 
compitiendo la acción de despojo al poseedor de inmuebles que 
perdiera la posesión de ellos, por otros medios que no sean el 
despojo, mal ha podido entablarse tal acción no habiendo el de- 
mandado entrado con esa violencia en la posesión de la cosa, 
sinó por el contrario á titulo de compra pública, legal y pacífi- 
ca con ciencia y conciencia del demandante ; compra hecha al 
tradente del fundo y anterior comprador en público y anuncia- 
do remate ; habiendo ademas el adérente trabajado en él sa 
casa según la linea que le trazara el Ingeniero Municipal, como 
todo ello lo ha probado de la manera mas conclusiva con docu- 
mentos y testimonios, lo que patentiza que es el el que ha estado 
en posesión legítima y de buena fé de la cosa al tiempo de la 
demanda (arts. 1> 5, 6, 7, 12 y i 5, Lib. 3% Tit. 2% Cód. Civil). 

3* Que además de haber adquirido esa posesión el demanda- 
do de la manera mas legal, por la tradición y aprehensión de la 
cosa y por el ejercicio de actos de señor y poseedor, como cul- 
tivo, edificación y ocupación y aun cuando al demandante hubie- 
ra estado en la posesión anterior del inmueble y hubiera sido 
despojado, la habría perdido irremisiblemente porque según 
derecho (art, 106), se pierde también la posesión cuando se de- 
ja que alguno la usurpe, uniré en ella y goce de ella durante 
un año, sin que el autuior posedor haga durante ese tiempo» 
acto alguno de posesión, Ó haya turbado la del que la usurpó ; 
habiendo solo el demandado y no el demandante comprobado 



«sor estrenaos que le favorecen ; y pues que no pudiendo ade- 
mas concurrir por derecho dos posesiones iguales y de la misma 
naturaleza sobre la misma cosa, es solo Ghiglione el legitimo 
poseedor de la litigada (arts, 23, 24, 27, 29 y 34, Tit. y Lib. ci- 
tados). 

4° Que sobre tantas pruebas testimoniales producidas por el 
mismo demandado, corroboran fuertemente la verdad estable- 
cida en el considerando anterior los tres boletos de pago de 
contribución directa que ha satisfecho como propietario y po- 
seedor de ese terreno, corrientes á f . 58, 50 y 60 por los años 
1878, 1880 y 1881 ; fortificando antes que destruir su mérito, 
el informe de la misma oficina que los otorgó recabado por el 
demandante, que corre á f . 53 vuelta, pues que este justifica 
que si abonó contribución fné por un terreno ubicado en la 
manzana n° 248 ; siendo los abonos hechos por Ghiglione por 
el terreno que ocupa en la manzana 249, como se ré por los 
citados boletos ; no habiéndose acreditado ni intentado acre- 
ditar que ellos se refieran á otra propiedad que tenga fuera de 
la cuestionada. 

Por estos fundamentos de que resulta temeraria la demanda, 
ya por la acción deducida, ya por la injusticia que la acom- 
paña en su fondo, y omitiéndose otras consideraciones innece- 
sarias en razón de la naturaleza de la acción intentada, no ha 
lugar á ella con especial condenación en costas ; declarándose á 
Don Nicolás Ghiglione único y legítimo poseedor del terreno 
sobre que versa. Devuélvanse los acompañados dejando cons- 
tancia. Repónganse los sellos, y notifíqnese original. 



Fenelon Zuviria. 



MU de 1» Cmrim SaprcM» 

Bueno» Airei, Abril 32 de 1883. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento cinco ; satisfechas estas y repuestos loi 
sellos, devuélvanse. 

J. B. GOROST1AGA- — J. DOHUIGUEZ. — 
O. LEGUZAMON. — ULADISLAO FRIAS. 
— 8. M. LASPIUR. 



CAVIA XXIII 



D. Diego Finigan, con i>. Andrés Ayuirre, sobre ejecución 
de sentencia; incidente sobre embargo y liquidación de 
crédito. 



Sumario. — Teniendo el acreedor derecho para embargar 
créditos que su deudor tenga contra un tercero, lo tiene tam- 
bién para exijir que se liquiden. 



Cok». — En un juicio seguido por D. Diego Finigan contra 
D. Andrés Aguirre, por cobro de fletes, Aguirre fué condenado 
y liquidado el crédito, resoltó ser de 4192.75 $f. oro. 

Iniciada ejecución contra Aguirre, se mando embargar un 
crédito, qne éste tenia contra Rirolta, Carboni y O. 

Hecha la notificación i Rivolta, Carboni y C\ estos e «pusie- 
ron qne adeudaban el flete del • W i non a >, pero que á su vez 
Aguirre lee adeodaba los adelantos de dinero que le habían 
hecho para el movimiento de maderas, y contra el mismo flete, 
no pudiendo decir si son ó no acreedores hasta que se haga la 
liquidación de cuentas, en cuyo caso siendo deudores reten* 
dráa como se les ordena. 

Librado el mandamiento de embargo contra Aguirre, este 
manifestó que no tenía mas bienes que dar á embargo que los 
ya ofrecidos. 

£1 procurador de Finigan manifestó que atento lo dicho por 
BÍTolta, Carboni y C\ y considerando lo espnesto por Aguirre, 
solicitaba que ae les ordenara que dentro de tercero día presen- 
tan una liquidación detallada de su cuenta corrieute con Aguirre. 

El juzgado proveyó como se pedia, y Rirolta, Carboni y C 1 
dijeron : 1* Que no son parte en este juicio y que por lo tanto 
no puede ordenárseles que presenten las cuentas que tengan con 
Aguirre ; 2° que las cuentas que se le« manda presentar están en 
la causa que seguían contra el Capitán Finigan por daños y 
perjuicios. 

Piden que el Juzgado declare que no están obligados á ex- 
hibir documento alguno. 

MI* M Jmi de tonina 

Buenoi Airea, Noviembre 4 de IBSü. 
Vistos y considerando : 1° Que por el escrito de foja 44 han 



sido presentados á embargo los fletes del i Winona » existentes 
en poder de los señores Rivolta, Carboní y C*. 

3" Que por la diligencia de f. AB vuelta, dichos señores reco- 
nocen existir en su poder los referidos fletes con la única limi- 
tación de no estar liquidados. 

3 U Que teniendo el demandante derecho á esos fletes, lo 
tiene igualmente para pedir que se liquiden, con lo que no se 
perjudica á los señores Rivoita, (,'arboni y O, no tratándose de 
bienes propios de ellos sino ágenos, y que además el haber sido 
presentado anteriormente la cuenta ú ¿1 estar afectos á otras 
responsabilidades, desde que nada se juzga sobre su destino, 
no sod razones atendibles. 

Por estas consideraciones, fallo mandando llevar adelante el 
auto de f- 55 vuelta, no haciendo lugar á la reposición solici- 
tada & f . 84. 

Isnhro Alharmcm. 

r«ll« «le la ftupr«M»a turif 

Hai'iio* Aire». Abril Ti tle JOtt*. 

Vistos, por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ochenta y uueve vuelta. Satisfechas las 
de la instancia y repuestos los ¿ellos devuélvanse. 

j. ÜOMIKGUEZ. — O. LfiGÜUUlOn. — 
8. H. LASP1UH. 



8 




«AU»A 



HIT 



El Banco Nacional contra Don Lázaro Lateo , por cobro de pesot 

sobre transacción. 

• 

Sumario. — Siempre que el deudor de varios trance con 
uno de sos acreedores, transfiriéndole la propiedad de sus bie- 
nes , la transacción debe aprobarse si o perjuicio de tercero y 
del mejor derecho de otro. 



Caso. — El Banco Nacional ejecutaba á Don Lázaro Larco, 
•1 cual era deudor, entre otros, del Banco de la Provincia de 
Buenos Aires. E otando el juicio en grado de apelación* el 
Banco Nacional j Larco hicieron una transacción por la que 
el primero transferia al segundo la propiedad de unas acciones. 

Presentada la tran^-ccian. y manifestándose por Laico que 
debia á otros, y al Banco de la Provincia de Buenos Aires una 
suma de importancia, se dictó el siguiente 



Buenos Aires, Abril 7 de 1881. 

Se aprueba la transacción celebrada entre el ejecutante y el 
ejecutado, sin perjuicio de tercero, y especialmente del mejor 



Falta d« ta 
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I 

derecho que pueda tener el Banco de la Provincia, en virtud 
del embargo trabado sobre las acciones del Banco Nacional 
á que se refiero dicha transacción. Hágase saber por oficio al 
Juez de Comercio á los efectos quo haya lugar y devuélvanse 
prévio pago de costas y reposición de sellos. 

J. R. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O- LEGM2AMON. — ULADISLAO FRIAS. 
— fi. M. LASPIL'R. 



C AUSA XXV 



liivolta, Carboni y €* contra ffon Santiago F migan, capitán del 
buque *\Ytwrta»; sobre entrega 



Sumario. — i° En el caso de fletamento y subñetamento de un 
buque, los derechos y obligaciones del cargador se rijen por 
el contrato de subtietamento, 

2 o El fletante no puede oponerse á la entrega de la carga si 
no tiene mandato espreso ó tácito del subfletante. 

3* El artículo 1211 del Código de Comercio se refiere al fle- 
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tante y fletador, y estos solamente tienen el derecho de acep- 
tar ó no los documentos que se acompañen á la demanda. 

4 o La3 indemnizaciones de daüos é intereses comprenden 
solo los perjuicios que se justifique ser consecuencia ¡unied Li- 
ta y necesaria del hecho que los ha causado. 



Caso. — Los Srcs, Rivoltn, Carboni y C* tenían á bordo del 
buque *\Vinona«, capitán Finigan, un cargamento de madera 
que el capitán se tiegtba á entregar por dificultades ¡sobreíe- 
nidas entre él y el fletador Don Andrés Aguirre. 

Dichos Sres. iíivolta, Carboni y <> protestaron por ios daños 
y perjuicios de la demora, y pidieron la entrega bajo la lianza 
de los Sres. de Albcrti hermanos. 

El capitán Finigan se opuso a la entrega alegando que el 
conocimiento endosado que presentaban lo^ actores no era á la 
úrden, y sin el conocimiento legal no era admisible acción al- 
guna entre el cardador y el capitán. ( Art. iStll Cúd. de Com.) 

Rivolta, Carboni y C" contestaron que el buque «Winona» 
fué fletado por Finigan al Sr. Aguirre, y este se lo subfletú; 
que el sobrecargo no Libra do por Aguirre le-; habia firmado re- 
cibo déla carga ; que Aguirre estaba conformo en que seles 
entregara, que no les ob'.iga el arriendo del capitán á Aguirre 
sino el subarriendo de este á ellos ¡ que para exigir la des- 
carga no es necesario presentar los n modín lento-, bastando la 
presentación del contrato» artículo 1 185 Código de Comercio; 
y pidieron que el capitán arraigase el juicio por no tener domi- 
cilio en el pais. 

Se intimó el arraigo, liivolta, Carboni y C" presentaron la 
fianza ofrecida, oblaron el flete que se decian adeudar, y pi- 
dieron la entrega de la carga. El Juez la ordenó. 

El capitán Finigan apeló ; y ante la Suprema Corte convi- 
nieron entre otras cosas: 1° en que tos Srcs. Kivolta, Carboni 
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y C* garantizarían al capitán contra cualquier reclamo sobre 
propiedad de la carga, y respecto de la que pudiesen ellos deber 
por flete á m;is do la suma oblada ; 2 o en que el capitán entre- 
garía la car-a; 3" en que habiéndose vendido el .Winona», se 
depositaría de su precio la suma de 4000 pesos oro, cuya suma 
con la dii Üete depositado y debido responderla de los daños 
que reclamaban los señores KivoUa, Carboni y O. 

Vueltos los autos al Juzgado de Sección para resolver, se 
dicto el siguiente 

1 «lio drl Juei de Sección 

Buenos Aires, 29 Je Abril de 1881. 

Vistos estos autus seguidos por los señores Rivolta, Carboni 
y C* contra el capitán del buque « Winona» 

Y considerando : r Que según los boletos de fs. 20 y 21, se 
ha establecido que ha habido un contrato de flVtainento entre 
el capitán del .Winona» y Üon Andrés Aguirre, y otro de 
subtletainento entre este último y Hivolta, Carboni y C 1 para 
el trasporte de las mercaderías en el viaje á que se refiere la 
cuestión, y por consiguiente y de conformidad a lo resuelto 
por la Suprema Corte en la causa del .Washington! entre el 
capitán de este vapor y los sitblletantes, los derechos del capi- 
tán deben limitarse álos que tiene un locador con respecto á 
los su bloent arios, y p»r tanto, en el caso presente el capitán 
del «Wimmas solo puede oponerse A la entrega de la carga en 
virtud de mandato espreso r tfeito del fletador del buque Don 

Andrés Aguirre. 

2 n Que no solo no ha habido ese mandato, sinó que los Seño- 
res KivoUa, Carboni y C\ al padir la descarga contaban con el 
consentimiento de Don Andrés Aguirre, lo que no ha sido contra- 
dicho por el demandado, y por tanto debe tenerse por confuso 



ta Mil parte ; con tanto mas razón cnanto que, en la cania se- 
guida por el mismo capitán contra Don Andrés Aguirre en es- 
te mismo Juzgad o, consta que Aguirre exije del capitán el 
desembarco de la carga. 

3° Que en cuanto a la propiedad de la carga, desde que 
Aguirre (verdadero fletador) la reconoce como de los señores 
Bivolta, Carboni y C' y los cargadores Don Cándido Vacas y 
C* álos consignatarios de Alberti Hermanos, corrobórase con su 
ad quiescencia eo juicio, se halla plenamente establecido, pues 
á no ser así el capitán del «Winonn» ha debido negar ó desfir- 
tnar estas afirmaciones hechas por los señores Rivolta, Carboni 
y C*, que se hallaban ademas confirmadas por los documentos 
presentados y no redargüidos. 

4* Que no puede alegarse que la demanda no ha podido ser 
recibida sin la presentación de documento* en forma desde 
que el privilegio de no ser demandado sin usos documentos 
corresponde esolusivamente al fletante y fletador, que, en el 
caso del primer considerando, son únicamente el Señor Aguirre 
y Rivolta, Carboni y y á ellos solamen fe competo el ejercicio 
del derecho de aceptar ú no aceptar el endoso del conocimiento ; 
y de autos consta que el Señor Aguirre no ha puesto objeción 
alguna al endoso hecho por los Señores de Alberti Hermanos 
del conocimiento de f. % 

Por estas consideraciones ; fallo, que el capitán de la barca 
cWinona» no turo derecho para oponerse á la descarga y en- 
trega del cargamento que traja á su bordo, cuya descarga soli- 
citaron los Señores Rivolta, Carboni y C 1 , y en su consecuencia 
y de conformidad á la transacción celebrada ante la Suprema 
Corte á foja 73 vuelta, condeno al Capitán al pago de los daños 
j perjuicios procedentes de sn ilejítima resistencia á entregar 
la carga, y al pago de las costas. Hágase saber con el original 
y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 



rail* !• ******** CTf 



Bueno* Aires, Abril 27 de 1882. 

Vistos ! por sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento veinte y cinco, debiendo la in- 
demnización de daños é intereses, comprender solamente con- 
forme a la ley, los qoe se justifiquen baber sido consecuencia 
inmediata y necesaria de la resistencia puesta por el Capitán del 
buque tWinona» ála entrega de las mercaderías, ó del retardo 
en la ejecución de sus obligaciones. Devuélvanse en consecuen- 
cia los autos, previa reposiáon de Bellos y satisfacción de cos- 
tas. 

j. B. GOROSTUGA. — J- DOMrlGtJEZ. — 
O, .EGUIIAIIO!*. — «LADISLAO FRIAS. 
— S. H. LASP1UR. 



I 
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CAUSA IXTI 



Enrique Memehe é hijo contra D> Josefina Parody de Cuartino. 
por cobro de pesos; sobre excepción dilatoria. 



Sumario. — Los demandados no pueden oponer excepción di- 
latoria por no diríjirse la demanda contra todos los qoe creen 
interesados en el asunto que la motiva. 



Caso. — D. Enrique Jleincke (■ hijo, demandó á D* Josefina 
Parody de Cuartino j su hijo ü. Manuel Cuartino, por un saldo 
proveniente del velamen de la goleta «Florentina.» 

Corrido traslado, D. Emeterio Cabo por D* Josefa Parody 
de Cuartino y l>. Gerónimo Magnasco, tutor de los menores 
Cnartino, sin contestar la demanda opusieron la excepción di- 
latoria de defecto legal en el modo de proponerla, diciendo que 
debía entregársele las cópias, y declarar previamente los de- 
mandantes si renunciaban a la parte que correspondía á los 
menores encaso de ser admitida la demanda, que solo se dedu- 
cía contra D a Josefina cuando también eran dueños de la goleta 
los menores. 

Contestando la excepción de los actores, dijeron que la de- 
manda la habían dirijido contra quienes les habían encargado 



el velamen y antes lea hablan e tregado cantidades á cuenta; 
que las copias laa habían entregó y los demandados se ha- 
bían negado á recibirlas, por lo que no estaban obligados á pre- 
sentarlas nuevamente; y que la excepción debia ser rechazada. 



r*tt# M 



Buenos Aires, Febrero 38 de 1881. 



Vistos y de conformidad con el escrito de f. 15» no ha logar 
á las escepciones opuestas, y contéstese derechamente á la de~ 
manda. Repóngase el sello. 

Isidoro Álbarracin. 



FfeH* é> la 



Buenos Aires, Abril 4» de 1881 



Vistos: por sus fundamentos, se couBrma con costas el auto 
apelado de foja diez y nuuve. Satisfechas las de la intancia, y 
respaestos los sellos, devuélvase. 

j. It. GOHOSTUGA. — 1. DOMINGUEZ . — 
U. LECUKAMOH. — l LADISLAO FRIAS. — 
S. H LA8PIUR, 



CAUSA XXVII 



Don Francisco Arias, cesionario de los Sres. M. Ponce y C\ 
contra los Sres. Buggan // n0 ', sobre cobro de pesos. 



Sumario. — I o Kn los contratos bilaterales una de las partes 
ao puede demandar su cumplimiento, ni en su defecto daños 
7 perjuicios, si no prueba haberla ella cumplido ú ofrezca 
cumplirlo, 6 que su obligación sea á plazo. 

4* Uno de los obligados no incurro en mora, y por conse- 
cuencia en pena, si el otro no cumple ó se allana á cumplir la 
obligación que le es respectiva, máxime cuando por los hechos 
posteriores de las partes resulta extinguida la obligación primi- 
tiva en que se estipula la pena. 

Cato. — Se halla suficientemente esplicado en tos siguientes 
fallos: 

rail* «M Sw»m *m IsmÍm 

Buenos Airei, Setiembre 1S de 1681. 

T ristoi: DonlM. Ponce j C á f. 118 interpone demanda 
«entra los Sres. Vuggan H B ", por daños y perjuicios que es- 



tima en 27,393 fuertes oto con mas los intereses y costas según 
se eBpresa en el eihordio de esa demanda de f. «18 ojie fué pie- 
gentada en 27 de Noviembre de 1877. A f . i coire otro escrito 
presentado diez meses después en 11 de Setiembre de 1878 en 
el cual cobran como estadías una multa de treinta pesos fuertes 
ojo por cada dia de demora en la entrega de la carne, según el 
artículo 3 o del contrato inserto en el escrito de f. 118 y que 
M. Ponce y C" en dicho escrito de f. i, que lo presento en la 
demanda anterior á esta, sobre cobro de pesos que es lo que 
constituye la demanda de f. 118, cobrando 27,393 fuertes por 
los perjuicios, escrito que presentan para que corra agregado a 
esa demanda de f. i 18 como testualmente lo dice en el párrafo 
final del escrito de f. 1, posterior en diez meses á esa demanda 
de f, 118 á que se debía agregar. De esta manera resulta evi- 
dentemcnte que el escrito de f, 1 no fué mas que tina amplifica- 
ción de la demanda de f. 118, aunque no se sirve de esos térmi- 
nos, como se deduce de la sentencia de la Suprema Corte, pu- 
blicada en la pág. 275, tomo 6, serie 2* de sus Fallos, en que se 
declara que el nombre qne se dé á las acciones, do cambia ni 
puede cambiar su verdadera naturaleza. Sin embargo, se vé 
que en la provincia donde este juicio principió, no se agrego 
m escrito de f. 1 á la demanda de f. 118 como se pidió en 
aquel y al contrario formaron espediente separado, dando asi 
lugar a confusiones y dificultades. 

El escrito de f . 1 pudo presentarse como amplificación que 
es de la demanda por el mismo negocio y contrato y contra 1* 
misma persona, pues la demanda principal de t 118, no se 
habla contestado en Setiembre de 1878 cuando Be presentó y H 
pidió se agregara el dicbo escrito de M t como Be vé á su final, 
sino" qne se vino á contestar cerca de los dos afios después de 
la presentación del de f . I como se constata por el caigo da 
f. 238 v. A f. 21. Ponce y O cambian el nombre de la amplia- 
ción de demanda de 1 1 que decia por estadios y declaran que 



lo que cobran es la multa por la demora conforme al contrato 
i raxon de 30 pesos fuertes diarios. 

Llegados loa autos al Juzgado Federal, en dos espedientes 
separados, el uno conteniendo ta demanda de f. 118 y el otro 
1? mera ampliación de f . 1 como vá espücado, resultó que los 
demandados Duggan H no " contestaron primero el escrito pre- 
sentado en Setiembre de 1878 (el de f. i) que la demanda 
principal de f. 118 presentada en Noviembre de 1877 y por eso 
cambiándose las cosas, opuso á la demanda de f. 118 la excep- 
ción dilatoria de litis-pendencia, consistente en el escrito de 
f. 1 cuando no solo es posterior este último en cerca de diez 
meses, sino que está presentado para agregarse á aquel de 
f. 118 como se espresa en el último párrafo del de f. i. El Juz- 
gado sin comprender todavía bien que el escrito de f. 1 no era 
mas que una mera ampliación de la demanda principal de 
f. 118, porque do se había hecho el detenido estudio de los 
autos, y porque los abogados de las pactes concurrían á esa 
confusión cayendo también en ella; y no se había hecho por 
tanto, la claridad del caso, resolvió á f. 234, que se acumula- 
ran ambos espedientes para correr juntos y como una sola de- 
manda, pero aún en esta acumulación, siguiendo el estado con- 
fuso qne babia precedido, juntando los dos espedientes por la 
dieba acumulación ordenada, se puso como primero el que es 
último ó posterior y como segundo el que es primero, y que es 
en realidad la demanda, y el otro la mera ampliación, como se 
puede ver de sus fecbas de presentación respectiva del de 
f. 118 y de el de f . 1 y en este su párrafo final. 

La demanda principal del de f. 118 se funda en que estando 
los demandados obligados por el contrato á entregar la canie 
en todo el mes de Marzo de 1877 no vino á cumplirse sinó hasta 
el 19 de Setiembre de 1877 en que por esta causa tuvieron los 
demandantes que sufrir perjuicios consistentes en las fuertes 
■ornas por estadías i los buques que enviaron á cargar, y que 
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fueron demorados varios meses para cargar; en que por esas 
causas tuvieron que aceptar la rescisión de un contrato de 
venta de carne que les destrnyó la utilidad que ya teman 
conseguida; en que se desmejoró la carne por esa larga demora 
en estar cargando, lo que le produjo bajas en el artículo en el 
mercado estranjero ; en que habiendo sido el contrato sobre 
mas ó menos por 20,000 quintales de carne eiistente en el es- 
tablecimiento de saladero, lo que quería decir que debían 
preparar v elaborar para entregar y que siendo así el contrato 
sobre esa* suma de quintales mas ó menas, los demandantes 
tenian el derecho á que se les entregara el 20 % mas de 
los 20,000 quintales si había como hubo mas que esa suma y 
que en lugar de entregárselos en la misma época en que esta- 
ban encargándolos los demandantes Ponce y C\ los demanda- 
dos Duggan H n " la Tendieron á un señor Ochoa con una ga- 
□ancia de siete reales fuertes oro el quintal y que ese 90% 
mas de los 20,000 quintales por haberse pactado mas ó nwm 
era la tolerancia de costumbre en todas las rentas como estaa 
y ellos demandaban como suyos siete reales fuertes oro por 
cada quintal que faltó i el entero de los 20,000 quíntales, mu 
el 20 % de la carne que sobraba y eiistia al último tiempo da 
la entrega, siendo esa suma de quintales que retuvieron los 
demandados ó de que usaron, de 4,275 quintales. La amplia- 
ción de la demanda de f . \ j a f. 27 cambiando su nombre de 
estadías por la mulla del contrato, está fundada únicamente 
en la demora de haber entregado la carne. Los demandados 
contestaron la demanda principal á f. 232 y la ampliación á 
f ne j juntas ambas repuestas, como deben tratarse por ser 
la misma cosa y por lo que rá dicho, resultará: que los deman- 
dados dedujeron las excepciones de cosa juzgada en lo* autos 
de Duggan H*<" contra Ponce y O en el Juzgado de Comercio 
de la Provincia; falsedad de los hechos alegados por la do- 
manda y que de la demora eran responsables los demandantes. 



Antes de contestarse la demanda M. Ponce y C* transfirió sus 
derechoi y acciones en estos autos á D. Francisco Arias, 
qniin los ha sustituido como actor. 
T considerando: 

Primero ¡ Que la ampliación de demanda ó escrito de f. 1 
está virtnalmente comprendido en la demanda de f. i 18 por 
cuanto allí se cobran los daños y perjuicios y estos son los 
mismos de que se hace referencia en el escrito de f. 1 que es 
la multa pactada de 30 pesos fuertes diarios, artículo 288, Có- 
digo de Comercio» y artículo 4°, título «De las obligaciones con 
cláusula penal » Código Civil» y aunque de la prueba resulta 
padecido por los demandantes un daño mucho mayor, pues solo 
en estadías al «Timoteo» pagaron esa misma suma diaria, sin 
embargo están obligados á conformarse con el pago de la 
multa como única indemnización de los perjuicios. 

Segundo : Que la excepción de cosa juzgada que opusieron 
los demandados Duggan H n " y que debieron probar, ni siquiera 
intentaron entrar en esta prueba, y sin embargo, por la prueba 
de loa demandantes Tes alta que á ciencia cierta alegaron aque- 
llos una excepción qne no existia, pues en el juicio que se 
alega haberse producido esa cosa juzgada resulta, que espresa- 
mente se declaró qne no se pront taba fallo en opinión alguna 
sobre estos perjuicios y prestaciones que aquí se demandan, 
por no haber sido materia de demanda ni de reconvención, lo 
que se vé en las sentencias de f. 200 y 229 de los autos del 
Juagado de Comercio de la Provincia, traidos á la vista, y como 
prueba á petición de los demandantes; y desde entonces los 
demandados procedieron de mala fé alegando una excepción 
á ciencia cierta y pleno conocimiento que no ex istia, puesto que 
fueron parte en aquellos antos y ellos mismos pretendieron 
que no se pronuncíase fallo sobre esos puntos. 

Tercero: Que en cnanto á la mora que se alega hizo incurrir 
á loa demandados en la obligación de pagar la multa, están 
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conforme unos y otros en que realmente se produjo, y como It 
ley (art. 290 del Código de Comercio j art. 3° , tit. «De las obli- 
guiones con clausula penal», Código Cítü) estatuye que aunque 
tenga justa razón el contratista para haber dejado de entregar 
en el tiempo convenido ; y como una de las tantas razones podía 
ser la de no presentarse el acreedor á recibir, el deber del 
entregador subordinado á una clánsula penal, era el pago por 
consignación si se tratara de dinero y tratándose de cosas, la 
protesta en forma y hacerla notificar al acreedor que no se 
presentaba á recibir; nada de esto se alega ni menos se prueba 
haberse hecho por los demandados, para evitar la responsabili- 
dad que la ley les impone, aunque sea por justa cama que 
se produjera la mora. 

Cuarto ; La prueba rendida por los demandados debió versar 
sobre que los demandantes rehusaron presentarse a recibir den- 
tro del tiempo convenido, y no de que ellos tuvieran pronto el 
artículo vendido ; sin embargo aún en este punto resulta nula 
su prueba, pues si bien los tres testigos que declaran de f. 906 
& 310 afirman que el 15 de Marzo de 1877 habla en el saladero 
mas de 20,000 quintales prontos á cargarse en los buques y 
para entregar, afirmando así que faabia mas de 20,000 quintales 
de carne preparada, esta afirmación parece ser una falsedad 
manifiesta, pues los mismos demandados Duggau H»" que 
saben mas que otra persona en sus propios negocios, declaran 
bajo su firma que en 15 de Mano tendrían preparador dies mil 
quintales y que los otros diez mil quintales los prepararían 
recien hasta el 5 del mes de Abril como se vé de su carta aviso 
corriente en copia á f. 321 y traída á petición de los mismos 
señores Duggan H"\ y por consiguiente inhábiles para el esto» 
y solo quedó uno sin tener ese inconveniente para apreciar tn 
dicho, pero de todos modos ellos son desmentidos por sus mis- 
mos patrones en la carta aviso en copia á f. 311. 
Quinto: Que no aparece ninguna prueba de los señores 



Duggan H"°" qae baga constar que los demandantes hubie- 
sen «ido omisos en mandar recibir la carne; y al contrario, 
de autos aparece que el aviso de los Brea. Daggan de f. 321 
no fué cumplido en manera alguua y que sufrieron positivos 
perjuicios al recibir carne, pagando fuertes sumas en estadía 
porque tes demoraban meses sin entregarles sus cargamentos y 
así aparece el resarcimiento de daños ¿ uno de los buques como 
M Té de la protesta de f. 293 y escritura pública de 205; y esto 
mismo pone en evidencia que no babia carne preparada para 
cargar* pues de otra manera jamas pudieron producirse esos 
ducumentos de f. 293 y f. 295 y pagos de estadías á razón de 
30 pesos fuertes diarios, como aparece les pagó Ponce. 

Sexto: Que el demandante, sin embargo de no bacer falta su 
prueba por lo establecido en ios considerando primero y ter- 
cero han justificado plenamente la culpabilidad délos demanda- 
dos en la mora de haber entregado la carne; y han probado 
también una suma de perjuicios recibidos por esa causa, mu- 
chísimos mayores que lo que puede indemnizar la multa de 30 
pesos oro diarios ; pero como so consigna el primer conside- 
rando, esto no se puede tomar en cuenta, pues deben los de- 
mandantes conformarse con esa sola indemnización de los 30 
pesos fuertes diarios estipulados como pena, >*o obstante esa 
prueba concurre & fortalecer la suma razón del demandante 
en estos autos y la irregular conducta de los demandados. 

Séptimo : Que en cuanto á la partida de carne no entregada ; 
y que los señores Duggan H no> vendieron en parte á un señor 
Ocho» con 7 pesos oro de utilidad sobre el precio del contrato 
con Ponce y O, y en cnanto á que Duggan debió entregar A 
Ponce y O un 20% mas, pues que había carne para ello, que 
debió entregar 24,000 quintales por ser la costumbre de que en 
los ventas de cosas por cantidades al mas ó tnenos están cumpli- 
das hasta con 20 '% si no hay mas, y si hay mas el comprador 
tiene el derecho de que se le entregue un 90 % mas, las partea 
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aparecen conformes, pues los demandados no entrad icen nin- 
guna de estas afirmaciones en su contestación á la demanda 
¿ f. 235 y el Juzgado las da por aceptadas de conformidad al 
artículo 86 Ley Nacional de Procedimientos, y con tanta mayor 
razón cuanto que lejos de contradecirlo Duggan H"' lo confie- 
san contestando a tas 7* y 8" posición del pliego de f. 272, y 
sus respuestas á las posiciones 13, 21. 2 ' del pliego de f. ISO 
del espediente traído como prueba de los Juzgados de Provin- 
cía. Así es que quedó constatado que pudíendo entregar 24,000 
quintales & que tenian derecho los demandantes, les entregaron 
solo i 9,725 quintales y que de la carne que no entregaron en la 
misma época y para cargarse en los mismos buques, Tendieron 
Duggan H*"' á un señor Ochoa con 7 pesos uro de utilidad sobre 
el precio del contrato. 

Lo único que los demandadas han sostenido en este punto, 
es que no responden de esa falta. 

Octavo: Lo contenido en el anterior considerando, no es uo 
( perjuicio proveniente de la mora, único que debe cubrir la multa 
convenida, sino una cantidad de carne retenida en que sacaron 
Duggan H D0> mayor provecho, quitándole así á los demandantes 
Ponce y C a , lo que es cosa muy diversa de la mora, por lo que 
los señores Duggan por lo menos están obligados á devolver i loa 
demandantes Ponce y C 1 en la cantidad concurrente á los 4275 
quintales; que á 7 pesos fuertes oro cada uno de provecho hacen 
la suma de 3740 pesos fuerte* 82 centavos fuertes oro. 

Noveno: Que aún cuando en la jurisprudencia, en ios caaos 
de venta sobre tal cantidad mas ó menos , debe resolverse que 
tanto el vendedor cuando tiene de menos como el comprador 
cuando hay mas, deben sujetarse á la tolerancia de costumbre 
en estos casos como entre otros lo dice; «Pardessas » en su 
obra cDroit Comercial», en el tomo 1° al número 285, en el 
presente caso no ha sido necesario la prueba de cual es la tole- 
rancia en el mas y en el menos, desde que no se ha contradicho 

T. XV 
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que no fuer» la costumbre del país el 20 % que invoca el de- 
mandante» ni que no alcanzase de la carne dé que dispusieron A 
cubrir ese 20 % quedando así ambas cosas aceptadas como ja 
se establece en el séptimo considerando. 

Fot estas consideraciones fallo declarando, como declaro, 
que los señores Duggan H**" eBtán obligados á pagarles cinco 
mil ciento sesenta pesos oro de la cláusula penal del con- 
trato ó multa diaria que se demanda como indemnización de 
los perjuicios provenientes de la mora, y tres mil setecientos 
cuarenta pesos ochenta y dos centavos fuertes oro del lucro 
cesante de la carne que dejaron de entregar, y de que dispusie- 
ron como queda esplicado, en todo ocho mil novecientos diez 
pesos ochenta y dos centavos fuertes oro, sus intereses á estilo 
de comercio, desde la fecha de la demanda de f. Ü8, todo con 
cestas á los demandados Duggan H n0 V 

Notifíquese original y jepónganse los sellos. 



Fallí» ém I» Auprera* Cfert* 

Buenos Airei, Abril 29 de 1882. 

Vistos y resultando: Que en diez y seis £b Febrero de mil 
ochocientos setenta y fíete los señores Miguel Duggan herma- 
nos vendieron á XI. Fonce y Compañía veinte mil quintales 
mas ó menos carne tasajo, del Saladero de Urretegoyti en San 
Nicolás, al pTecio de treinta y ocho reales oro por quintal, obli- 
gándose á completar la entrega hasta el treinta y uno de Marzo 
próximo, y a" pagar treinta pesos oro sellado por cada día de 
demora; y quedando por su parte comprometidos los compra- 
dore* á mandar los buques cuando los vendedores los pidiesen, 
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debiendo salir de Buenos Aires ó de Montevideo, diez días des- 
pués de recibido el aviso (contrato de foja ciento diez y ocho); 

Que la presente demanda versa sobre indemnización de daños 
y perjuicios y pago de multas, que los señorea Ponce y Compa- 
ñía ó su actual cecionario don Francisco Arias, reclaman de 
Duggan hermanos por haber faltado al cumplimiento del con- 
trato antes mencionado (escritos de fojas ciento diez y ocho 
y una); 

Que á foja trescientos veinte y una vuelta de los autos, 
figura una carta que los demandados, conforme i lo estable- 
cido en el contrato, dirijen á los demandantes con fecha pri- 
mero de Marzo y que aparece recibida en el mismo dia. previ- 
niéndolos que para el quince del mismo mes estariau prontos 
á embarque diez mil quintales de carne, y los otros diez mil 
quintales para el cinco de Abril siguiente, pidiéndoles manda- 
sen los buques necesarios y sirviéndoles ese de suficiente aviso; 

Que i foja trescientos trece vuelta consta igualmente, que 
recibido ese aviso los demandantes solo mandaron dos buques 
en todo el mes de ¿larzo hasta el cinco de Abril, uno que llegó 
al saladero y abrió registro el quince de Marzo, teniendo de 
porte tres mil ochocientos á cuatro mil quintales según el 
contrato de fletnmento de foja doscientos ochenta y siete, y 
el otro de noventa y dos toneladas de porte según el respectivo 
contrato de fletamento de fuja doscientos ochenta y nueve, y 
que llegó y abrió registro para cargar el veinte y seis de 
Marzo, según el certificado de la Aduana de San Nicolás á foja 
trescientos trece ya citado ; 

Y considerando: Que es una regla de derecho, que en los con-- 
tratos bilaterales una de las partes no podrá demandar su 
cumplimiento, ni en su defecto daños y perjuicios, si no pro- 
base haberla ella cumplido, ú ofreciese cumplirlo, ó que su 
obligación fuese á plazo. Artículo sesenta y cinco, capítulo seis 
•Del efecto de los contratos» Código Civil, y artículo ciento 
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noventa y uno, capitulo uno « De loa contratos y obligacio- 
nes en general» del Código do Comercio.) 

Que los demandantes no han probado como era su deber, 
haber cumplido por su parte el contrato» y por el contrario 
consta de autos, como queda visto, que no lo cumplieron, pues 
debiendo tener oportunamente en el puerto del Saladero el nú- 
mero necesario de buques par* recibir los veinte mil quintales 
de carne» prontos á embarque según la carta de primero de 
Marzo, solo tuvieron en todo el tiempo señalado do* buques con 
capacidad apenas para cinco mil ochocientos quintales. 

Que resultando así manifiesto que los demandantes no pudie- 
ron presentarle dentro del término á recibir la carne por no 
tener buques en que efectuarlo, mal pueden acusar á los de- 
mandados de haber incurrido en mora ú faltado al cumpli- 
miento del contrato, pues aunque así hubiere sucedido, la falta 
de los demandantes habría subsanado aquella en que ti su vez 
hubiesen podido incurrir los demandados, conforme al artículo 
doscientos ochenta y nueve del Código de Comercio, y al die2 
y seis del Título iDe la naturaleza y origen de las obligacio- 
nes» del Código Civil, que dispone que el uno de los obligados 
no incurre en mora y por consecuencia en pena si el otro no 
cumple 6 se allana a cumplir la obligación que le es respectiva. 

Que, por otra parte, no es exacto en términos absolutos, 
como se pretende, que en las obligaciones con cláusula penal 
deba siempre pagarse la pena cualquiera que sea la causa que 
impida el cumplimiento de la obligación (artículo doscientos 
noventa del Código de Comercio), pues la excepción existe 
cuando es el mismo acreedor quien impide el cumplimiento. 
Begun los fundamentos legales anteriormente espuestos, y por- 
que ademas, lo contrarío importaría colocar al acreedor en 
aptitud de ganar la multa en la generalidad de los casos, 
haciendo que no se cumpliera la obligación principal, lo que 
seria evidentemente injusto é inmoral. 



Que por último, aunque después de Feucido el término del 
contrato los demandantes continuaron enviando buques al 
saladero á recibir carne en veinte y tres de Abril, cinco y 
nueve de Junio y trece de Agosto, | los demanda-Ios entregán- 
dola, resulta que estas entregas se hicieron con sujeción ú lai 
condiciones del contrato, y sin protesta de los compradores, lo 
que demuestra qne para los Tendedores estaba estiuguida la 
obligación primitiva y que no aceptaban la prorogacíon de 
hecho de sus términos, único caso en que podtia considerarse 
subsistente por consentimiento de partes. 

Que por ta misma razón, es inadmisible el reclamo de un 
veinte por ciento mas sobre ios veinte mil quintales de carne 
del contrato, pues el mas ó menos de los veinte mil quintales se 
refería á la carne existente en el saladero en la fecha del con- 
trato, y cuando mas á la de su cumplimiento, y no a otra fecha 
que no pudo tenerse en vista, como la del mes de Setiembre un 
que se hizo la última entrega voluntaria de carnes por los ven- 
dedores. 

Por estos fundamentos sé revoca la sentencia apelada de 
foja trescientos noventa y siete, declarándose ab suelto de la 
- demanda á los señores Duggan hermanos; satisfechas las cos- 
tas de la instancia y repuesto los sellos, devuélvanse los autos. 
N-tifíquese con el original, 

j. B. COnOSTtACA. — O. LEGl'IZAMOH.— » 
["LADISLAO FMAS. - s. ». LAsriun. 



CAIT0A XXVIII 



Doña Carmela Vacearo de Ponturo mitra eí Agente del vapor 
*ttab*burg* por cobro de peto* * iobre falta de personalidad. 

Sumario. — La excepción de falta de personalidad debe sus- 
tanciarse j resolverse conforme prescribe la ley de procedi- 
mientos en el título X. 



Caso.— El agente del «por «Hababurg», Sr. Von Emster, fué 
demandado por cobro de pesos por D* Carmela Vacoaro, como 
viada de D. Francisco Pootura maerto i bordo i cansa de un 
choque. 

Opuso la excepción de falta de personalidad, y se confirió 
trillado. 

LaaetOTa, sin evacuar el traslado, pidió se le admitiera una 
información. 
El Juzgado accedió ; Von Emster se opuso. 



Bueno* Airei, 4 de Noviembre ds 1881 

Tistoa y considerando : i° Que Doña Carmela Vaccaro de 
Ponturo ha ofrecido rendir información sumaria para com- 



probar el estado civil de ella y de sns hijos, por no tener en 
in poder las partidas respectivas en que se acredita ei naci- 
miento de ellos. 

2 o Que según et artículo 21 del título *J)e\ matrimonio» del 
Código Civil* el estado civil se comprueba á falta de las par- 
tidas respectivas por los otros medios comunes de prueba, uno 
de los cuales es el de testi¿os, que es el de que se ha hecho 
uso por la Señora Yaccaro de Ponturo. 

Por estas considera .iones, se declara que debe recibirse la 
información ofrecida por la Señora Vaccaro de Pont uro, con 
costas en que se condena al opositor, señalándose la audiencia 
del Miércoles próximo á las tres de la tarde para el examen de 
los testigos que se ofrecen. Kepóoganse Iob sellos y notifíquese 
original. 

Isidoro Albarraan. 

Von Emster apeló. La Suprema Corte paso los autos en vista 
al Ministerio de pubres é incapaces, que opinó deberse revocar 
el auto apelado por no ser el procedimiento seguido por el 
Juez a quo el que establece la ley de procedimiento en el títu- 
lo X. 

MI* d* 1* Suprm» C«rt* 

Bueno» Airei, Sayo í de 188Í 

Vistos: de conformidad con lo espuesto por el Ministerio 
de incapaces, se revoca el anto apelado, y devnélvanse paTaque 
el Juei de Sección substancie y determine con arreglo á dere- 
cho el artículo promovido por el demandado. Satisfáganse las 
costas y repónganse los sellos. 

J. DOMITIGUHZ. — O. LECUIZAMON. — 
U LADISLAO FRIAS.— S. M- LASPIUR. 
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Don Remijio Itígal contra Don Antonio Santa- Mana, sobre 
cumplimiento de un contrato 



Sumario. — 1* in hi contratos comerciales la condición 
de que las mercafkWjs serán redbidas á satisfacción del com- 
prador, solo dá derecho ni vendedor, cuando til comprador las 
rechaia, para hacerlas reconocer por peritos á fin de establecer 
que eran de recibo. 

2 o No estando el comprador obligado por contención á reci- 
bir las mercaderías deterioradas sin rebaja de precio, esta en 
■u derecho para pedir la entrega de ellas, de conformidad con 
el contrato 6 la rescisión del mismo en esta parte con las in- 
demnizaciones correspondientes. 

3 o No siendo posible la entrega debe declararse la recision 
del contrato, siendo á cargo del vendedor los daños é intereses. 

4° Incurriendo en mora el comprador pura el recibo de las 
mercaderías, el único derecho del vendedor es el de solicitar el 
depósito judicial ó la venta en remate público, debiendo pesar 
los gastos sobre el comprador. 



Cato. — Se baila esplicado en el 



DE JUSTICIA KACLOIUL 



i 33 



Falle ««1 Ju«i 4« Sección 

/ 

Rueños Aires. Setiembre 10 de 1880. 

Vistos estos autos seguido pnr Don Remigio Rigal, contra 
Don Antonio Santa Maria y resultando: 

r Que en 17 de Julio de 1878 se presentó Don Manuel Na- 
veira, en representación de Don Remigio Rigal, manifestando 
que su poderdante habiendo celebrado con Don Antonio Santa 
Maria un contrato de compr.i -venta en virtud del cual este (e 
comprometió i entregar á aquel de su saladero «Nuevo Pay- 
sandú» 10.000 quintales de carne tasajo aparente para la Ha- 
bana, de buena calidad, bien beneficiada, en buena sazón y 
f-stado de embarque, librea de carcomas y de toda clase de 
averias al precio de treinta y nueve reales fuertes oro sel la-i o 
por quintal de 100 libras castellanas, puesto al costado del 
buque, libre para el comprador de todo gasto incluso derechos 
de esportacion y lanchage, obligándose el vendedor a efectuar 
la entrega completa 6 total da la carga en su saladero «Nuevo 
Paysandú» dentro del término de cincuenta y cinco dias á con- 
tar desde aquel en que el comprador tuviera el buque listo 
para la carga en el fondeadero del predieho saladero; que el 
Señor Santa Maria, una vez cargados cinco mil quintales en el 
bergantín «Sourrise», y dos mil quintales y pico en el «Hugo», 
había pretendido entregarle carnes picadas, y por consiguiente 
fuera de las condiciones del contrato que establecía que el artí- 
culo sería de buena calidad, buena sazón y en estado de em- 
barque, etc., cuya circunstancia le había obligado a suspender 
el recibo, con el fin de demandar al vendedor vencido el tér- 
mino convenido, como Jo hacia, para que con arreglo al artículo 
534 del Código de Comercio que le obligaba á cumplir el con- 
trato dentro del término de diez días, con indemnizaciones de 
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daños y perjuicios, bajo apercibimiento que do no hacerlo que- 
darla rescindido el espresado contrato, también con indemni- 
ncion de daños y perjuicios. 

* Que en el escrito de f. 21, el Señor Naveira hizo presente 
que en la demanda había omitido la circunstancia de manifes- 
tar qoe su comitente había convenido verbalmente con el ven- 
dedor en cargar cinco mil quintales en el bergantín «Sonrrise» 
7 los otros cinco mil en el «Gratitud», debiendo encontrarse 
este en el saladero del 40 al 30 de junio, y quedar listos para 
zarpar antes del ib de Julio, cuya circunstancíala manifestaba 
como una ampliación de la demanda, que aún no habia sido 
constes tada. 

3° Que el demandado desconoció los hechos enunciados en la 
demanda, aceptando sin embargo la existencia del contrato, en 
el cual dice, figura una clausula de la cual no se hacia mención 
alfana en la demanda, y por ella el Señor Riga! se comprometió 
á despachar el buque que debía cargar los 10,000 quintales de 
carneantes del diez de Mayo de 1878. cuya violación por parte 
de Riga), quería cohonestarse con la exposición del escrito de 
f , SI ; cláusula por la cual Don Remigio Rigal se comprometía 
4 despachar de este puerto el buque que debía recibir el carga- 
mento del «Nuevo Faysandúi antes del cinco de Mayo de 1878. 
Agrega el demandado que Rigal era quien no habia cumplido sns 
compromisos, pues en vez de despachar el bnque para ia carga 
antes del 6 de Mayo con destino á Faysandú lo habia despacha- 
chado con destino á Gualeguaychú, dando logar esta circuns- 
tancia á una demora indebida en el recibo de las carnes que 
altaban ya todas listas ; que el convenio verbal del que se hace 
referencia por el mandatario Naveira no había existido, y que 
lo único que existía al respecto era que asediado Santa María 
por Rigal para que le consintiese cargar la carne de Gualeguay- 
chú antes de cargar en el saladero, le habia contestado que á el 
lo que le importaba era entregar las carnes una vez que estu- 
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riesen listas» hubiera ó no buque para cargarlas. Agrega aií 
mismo que no habiendo cumplido Bigal por su parte el contrato 
no podía de ninguna manera deducir la demanda que había 
formulado, pues tratándose de un contrato bilateral, que im- 
ponía obligaciones recíprocas á cada uno de loa contratantes, 
uno de elloa no podía exigir al otro su cumplimiento siu haber 
cumplido él por su parte las que le estaban impuestas, que 
ademas las carnes que habían sido rechazadas por el «Hugo»» 
lo habían sido injustamente, pues se hallaban en las condi- 
ciones del contrato ; y que por último aun que no hubieran 
estado en esas condiciones, no habría tenido obligación de en- 
tregar otras, porque el deterioro había provenido de la falta 
de cumplimiento al contrato por parte de Rigal, que según se 
ha dicho no habia tenido el buque para el embarque en tiempo 
oportuno, siendo entonces de aplicarse las disposiciones dtíl 
artículo 246 del Código de Comercio así como también la de los 
artículos 534 y 993. 

4* Que contestada en estos términos la demanda se recibió 
la causa á piueba por el auto de f, 64, en el que se determina- 
ron sobre qué debía Tersar la testimonial produciéndose por 
las partes las que corren agregadas de fs. 95 a 241 , de que se 
hace mérito en los alegatos de fs. ¿42 y 282. 

Y considerando ; 1° Que el becho de haber pretendido el 
vendedor entregar á Bigal después de cargados 2500 quintales 
y pico de carne con el bergantín iHugo», carnes que no se en- 
contraban en las condiciones del contrato* esto es, bien bene- 
ficiadas, en buena sazón y estado de embarque, libres de carco- 
mas y de todas clases de averías, como está perfectamente 
acreditado en autos con la carta corriente á f. 146 cuya au- 
tenoidad ha sido establecida por el reconocimiento hecho a f. 151 
por ol representante de Santa María, así como también por el 
informe del calígrafo don Clodomiro Gallardo agregado a 
f. 186, no deja duda alguna á esto, pues de dicha carta se 
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desprende claramente que !n« raines qne se querían entregar 
á Rigal estaban pifadas proponiendo SsnU María una rebaja 
en el precio, ¡¿iendo de notarse que este reconocimiento, como lo 
observa el comprador en su alegato, se refiere no solo á la pila 
qne habría quedado lista cuando terminó el cargamento del 
fSourrise*, respecto de la cual Santa alaria no admitía rebaja 
alguna en el precio, sinó también a las demás carnes que de- 
seaba cargar en el «Hugo». Ademas existe á este respecto la 
carta de f. 120 y la declaración del testigo Don Diego J. David- 
son, f. 164, el cual manifiesta que el señor Santa Muría des- 
pués de cargados 2500 qq. y pico en el bergantín «Hugo» pre- 
tendió que se le recibieran cuines que no estaban en las con- 
dicione» del contrato, cuya declaración reviste tanta mas im- 
portancia cuanto que en la cláusula segunda del contrato se 
establece que la carne sería recibida á estilo de plazo por el 
reconocedor del comprador sulicietitementc seca ú satisfacción 
de aquel ; no hallándose por otra parte justificada la tacha 
formulada por el demandado relativamente áesti; testigo. Eiis- 
te asimismo la declaración de Don Luis de ¿naya f. 237 que 
confirma la del reconocedor Davidson en cuanto á la pila que 
se le mostró en el saladero de Santa María al ser llamado por 
él para examinar las carnes, siendo de n utar que este testigo 
manifiesta que los otros dos reconocedores que le acompañaron 
en el eiámen de las carnes, Humados también por el vendedor 
participaron también de la misma opinión. 

2 o Que las declaraciones prestadas sobre este punto por los 
testigos de Santa María if. 195 y á223 y tendentes a demos- 
trar que las carnes se hallaban en las condiciones estipuladas 
en el contrato, habiéndose recibido al mismo precio por otros 
compradores no deben tomarse en consideración, porque además 
de hallarse en oposición con el reconocimiento hecho por aquel 
en la carta de fs. HO y 120 de que se hizo referencia en el an- 
terior considerando, tales declaraciones se oponen á la depo- 
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sicion de Don Lorenzo Martínez f . 205, quien al contestar & la 
seita pregunta, dectara: que solo parte de lasque había recha- 
zado el «Hugo» fueron recibidas por él en el «Francisco Aba- 
IH», observando por otra parte que el precio contenido por la 
carne embarcada en este era de treinta y ocho reales fuertes, y 
por tanto no era el mismo que el señalado en el contrato con 
Bigal. como resulta de la carta de f . 110. Estos testigos ade- 
más se contradicen en su mayor parte al prestar sus declaracio- 
nes respecto de otros hechos y las confesiones que contienen 
las cartas del demandado, como sucede relativamente á la ¿poca 
en que estuvieron listas las carnes para el embarque, y á la 
cantidad que quedó después del cargamento del «Sourrise». 

3» Que el cargo por falta de cumplimiento á la clausula 5» 
del contrato por parte de Rigal convenido por el demandado al 
aOrmar que el actor en vez de despachar el buque que debía car- 
gar la carne en el saladero .Nuevo Paysandú. antes del 5 de 
Mayo de 1878, lo despachó con destino á Gualeguaychú, lejos 
de estar comprobado resulta en un todo inexacta ; pues en el 
informe certificado de foja 181, consta que el «Sourrise» fué 
despachado en lastre para Paysandú y salió el día 29 de Abril 
para dicho destino. 

4* Que si bien el «Sourrise» después de haber sido despa- 
chado con destino al saladero de Santa Maria cargó 5000 quin- 
tales de carne en Gualeguaychú, esta circunstancia no impor- 
taba por parte de Rigal una violación del contrato, desde que 
el demandado consintió en que quedase sin efecto la cláusula 
quinta, permitiendo que el buque que habia salido para Pay- 
iandú en cumplimiento de la referida cláusula, cargara primero 
las carnes en Gualeguaychú : consentimiento que resulta cla- 
ramente de la carta de f . 139, en la que Santa María reconoce 
que conrino con Rigal en que el «Sourrise» recibiese parte del 
cargamente en el saladero de Gualeguaychú antes de recibir la 
carne del saladero «Nuevo Paysandú», cuyo reconocimiento 
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» haya corroborado por lo que es presan las cartas de f. Mi 
y US, en la primera de las cuales Santa María admite la posi- 
bilidad de que el «Sourrise» cargase en Gaaleguaychú sin pro- 
testa alguna de su parte, y en la segunda pide á Rigal que 
ordene á su reconocedor que reciba en el saladero las carnes 
que clasifica de listas, todo arreglado al contrato y á h tjuese 
comprometió verba tmente, cuando dispuso que el t Sourrise* 
cargase primero en Gualeguaychú, cuyas cartas no dejan duda 
alguna de que medió entre Rigal y Santa Marta un convenio 
verbal á virtud del cual el tSourrise» que zarpó de este puerto 
para Paysandu deat uerdo con lo estipulada en el contrato, re- 
cibiera primero carga en Gink'guaycbú, quedando sin efecto 
ta obligación impuesta al comprador de tener el buque dispues- 
to para la carga enlosdias immediatos siguientes á la celebra- 
ción del contrato. 

5 o Que si el convenio verbal celebrado entre el comprador y 
el vendedor al dejar sin efecto la cláusula quinta del contrato 
impuso á Rigal la obligación de recibir la carne una vez que 
estuviese lista como lo sostiene el demandado, aquel no estuvo 
en el deber de recibir parcialmente el cargamento, desde que 
con arreglo al artículo 537 del Código de Comercio «el compra- 
dor que haya comprado por junto una cantidad determinada de 
efectos, sin hacer distinción de partes ó totes, sin designación 
de épocas distintas para la entrega, no puede ser obligado á 
recibir una porción bajo promesa de entregarse posteriormente 
lo restante* lo coal escluirá toda culpabilidad por parte de Ri- 
gal al no recibir la justa qno quedo lista después de terminado 
el cargamento de la eSourrise », desde que como lo reconoce el 
fendedor en su carta, no estala en esa época listo todo el car- 
gamento. 

6* Que en consecuencia y reasumiendo los considerandos 
anteriores, se lia comprobado la falta de cumplimiento al con- 
trato por parte de Santa Mariu a) pretender la entrega de car- 
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ues, que no se hallaban en las condiciones estipuladas sin 
que pueda decirse lo mismo respecto de la falta imputada por 
el actor al demandado. 

7 o Que la resistencia de Santa Mana á entregar carnea que 
estuviesen en las condiciones del contrato, pretendiendo por el 
contrario que se recibii-ran carnes picadas, no quedaría justi- 
ficada aun cuando Rigal hubiera faltado á sus compromisos y 
retardado el recibo de las carnes, desde que con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 535 del Código de Comercio, el único 
derecho que compete al vendedor, en el caso de demorar el 
comprador el recibo de los efectos vendidos, eaelde solicitar el 
depósito judicial de esos efectos ú la venta en remate público, 
debiendo pesar los gastos sobre el comprador. 

8 o Que el inciso 2 a del artículo 534 del mismo Código citado 
por el demandado para eludir la responsabilidad en que ha in- 
currido, no sería tampoco de invocarse en el presente caso, por 
cuanto el se refiere á aquel en que la pérdida ó el deterioro 
procedan de accidentes imprevistos, sin culpa del vendedor, y 
no á aquel en que provenga de culpa del comprador, en cuyo 
caso si la culpa consistiera en la demora en el recibo de tos 
efectos comprados, los derechos del vendedor no serian otros 
*inó los determinados por el artículo 525 del mismo C6digo, j 
cuya disposición queda esplkada en el anterior considerando; no 
habiendo por otra parte justificado Santa María que el dete- 
rioro hubiese provenido de accidentes imprevistos* 

9* Que asimismo no seria de aplicarse la disposición del ar- 
tículo 993, que también cita al demandado en razón de que 
dicho artículo además de referirse al caso de que la «cota 
cierta y determinada, objeto de la obligación perece, sale del 
comercio, ó se pierde, ó cuando se hace imposible la ejecución 
del hecho prometido sin culpa del deudor, y antes que hubiere 
incurrido en mora, la obligación se estingue*, cbbo que no seria 
el actual, no podría nunca, hallándose como se halla en el título 
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«De las obligaciones en general», revocar la disposición del ar- 
tículo 535 ya citado, que se encuentra en el título especial de 
la «Compraventa» y que determina claramente los derechos 
del Tendedor, cuando el «oraprador demora el tccído de los 
efectos, objeto del ; o n trato. 

Por estos fundamentos y concordantes del alegato de f. 242, 
fallo declarando que don Antonio Santa Maria debe entregar á 
don Remigio Riga! dentro del término de diez dias la carne que 
falta para completar el ntimero de quintales que espresa el con- 
trato, y en las condiciones estipuladas en él, debiendo indem- 
nizarle también los daños y perjuicios, que se le hayan ocasio- 
nado; bajo apercibimiento de que si así no lo hiciere se tendrá 
por rescindido el referido c nitrato, debiendo en este caso in- 
demnizarse al señor Rigal también los daños y perjuicios sufri- 
dos; todo con especial condenación en costas á la p.irie de Santa 
liaría; Repónganse los sello* y notifíquese con el original. 

Isidoro Álbarracm 



Ful!* de I» luprem» Corte 

Jluenos Aires. Mayo 3 di 1885 

Vistos: por sus fundamentos, t considerando además: Pri- 
mero Que conteniendo el contrato de foja cincuenta y cinco la 
condición espresa de que la carne seria recibida á satisfacción 
del reconocedor del comprador, su rechazo á pretexto de dete- 
rioro, solo daba derecho al vendedor (artículo quinientos vein- 
tiuno, Código de Comercio) para hacer reconocer la carne por 
peritos y establecer que era de recibo, según contrato; Segundo 
Que el vendedor, en lugar de usar de este recurso Ó de pon-r 
al menos en duda el deterioro de la carne, lo reconoció espre- 
«amente por sus cartas de fojas ciento veinte 1 y ciento cuarenta 
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y seis, limitándose sin hacer protesta ni reserva alguna, i pro- 
poner al comprador que se la recibiese con rebaja de precio a 
juicio de peritos; Terceto Que no teniendo el comprador obli- 
gación de recibir la carne deteriorada, ni aun con rebaja de 
precio (artículo quinientos cuarenta y dos, inciso primero, Có- 
digo de Comercio) na estado en su derecho para demandar la 
entrega según contrato del completo dol cargamento, ó en 3U 
defecto, la rescisión del contrato en esa parte con las indemni- 
zaciones consiguientes (artículos quinientos veintiuno y qui- 
nientos treinta y cuatro, Código de Comercio). 

Por tanto, se confirma, con costas, la sentencia apelada de 
foja trescientos una, con declaración de que, no siendo posible 
hacer la entrega del completo del cargamento en el término 
fijado por el inferior y actualmente en las condiciones del con- 
trato, éste debe tenerse por rescindido en esa parte, siendo á 
cargo del vendedor los <luños ó intereses que fuesen la conse- 
cuencia inmediata y directa de su falta de cumplimiento á lo 
convenido. Satisfechas las rostas de la mstaucia y repuestos 
los aellos devuélvanse los autos. 



J. n. OOItOSTlAGA. —0. LEGl'tZAUON. 
f LADISLAO FRIAS. — S. M, LASPIUR. 
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CAUSA XXX 



Don José Ferro contra O. Domingo Garbtno por cobro de pesos 

sobre tasa de inlerés. 



Sumario. — Los intereses mor&torios deben pagarse según 
la tasa del cobrado por oí B<inco Nacional desde su instalación, 
y del cobrado por los Bancos Públicos antes de ella, en Ja loca- 
lidad en que deben abonarse. 



Caso. — En el juicio seguido por D, José Ferro contra Don 
Domingo Garbino, en que este fué condenado ai pago de 7301 
pesos 50 es. fuertes, con los intereses desde ii de Marzo de 
1879, se snsoitú ante el Juez de Sección del Paraná, donde de- 
bía hacerse el pago, una cuestión sobre la tasa en que debia 
practicarse la liquidación de intereses. 



Paraná. Marzo S9 de 1882. 

Vistos los reclamos hechos en cuanto á la taza del interés á 
que debe estarce para practicar la liquidación ordenada por 
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auto de fecha nueve, foja 020. proceda el actuario á formarla 
sobre la base del interés, determinado por el certificado dado 
por el Gerente del Banco Nacional di esta localidad, desde la 
fecha de su instalación: tomando así mismo por base para los 
intereses corridos desde la fecha de la demanda (que determina 
li Corte Suprema por su i-solucioa de fecha 29 Je Noviembre 
foja 534) hasta el I o de Setiembre del 79 los intereses que co- 
braba el Banco del Litoral de esta localidad, según el certifi- 
cado corriente á foja 03ü. — Repóngase el sello. 

¿arco. 



Fallo de I» *uprcm* Corte 

Dignos Aires. Mayo G Je 1882 

Vistos; por sus fundamentos, j atento lo dispuesto por el 
artículo setecientos trece d*-l Código de Comercio, se confirma 
con costas el auto apelado de foja seiscientos cuarenta y dos 
vuelta. Satisfechas las de la instancia y repuestos los sellos, 
deruélvanse. 

t D. GOnOSTIASA. — J. DOMÍNGUEI.— 
ULADISLAO FRIAS. - — S. II. LASPIUB. 
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CAUSA XXXI 



D. Juan R. Lascano, contra D. Luis M. Arzac y su esposa, 
sobre indemnización de danos \j per juicos 



Sumario. — i» Siempre que un Juez Nacional dirija un dea- 
pacho pTecatorio á un Juez Provincial, sea para hacer citacio- 
nes ó notificaciones, ú recibir testimonio, ó practicar otros ac- 
tos judiciales debe ser cumplido el encargo. 

2°. Es justa U fianza mandada otorgar para responder i 
loa danos y perjuicios que pudieran originarse con la inhibi- 
ción decretada bajo la responsabilidad del solicitante. 



Caso. — D. Juan R. L iscano, demandó a los esposos D. Luis 
M. Arzac y D* Rusa ü. de Arzac, por f.ilta de cumplimiento de 
un contrato de e<>m;>ra-veuta de dos quintas en el municipio del 
Rosario. 

Durante el término de prueba los demamla-foi y et deman- 
dante pidit-ron que se librare oficio at Juez Provincial en el 
Rosario, los primeros sol i. .'Laúd o un espediente y el segundo 
testimonios. 

Librados los oficios por el Juez de Sección ad hoc ai de la 
Provincia Dr. L>. Emiliano (Jar ia, contestó que cumpliendo 
con las leyes vigentes en la Provincia no era permitido remitir 
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li s autos originales ni tampoco las rópias solicitada?» que los 
interésalos debían solicitar ante Cl las cóti.is n»e le* fueran 
necesarias que Ies seria.i dada* ea debida ¡orina > wu menos- 
cabo de los deíecbí*9 fiscales. 

La parte da Laseuno pidió reiienici n del oficio, y que se de- 
clarase suspendido ei término probatorio. 

ALTO DEL JLEZ DE SECCION 

Rosario, 2U de Abril de 1S80 

Vista la nota del Señor Juez Letrado de Primera Instan- 
cia en lo rivU de esta ciudad de 17 del corriente, con lo alegado 
por el interesado en el escrito de foja 2 ti. 

Y considerando: I o Que tantu las leyes nacionales como de 
la Provincia están conformes en prescribir á l--» Jueces el debeT 
de prestarse mutuos auxilios para la prosecución de ís causas 
que tramitan, toda Tez que se requieran diligencias judiciales 
como los testimonios que se han pedido por la parte de don 
Juan R. Lascano; 2 U Que la ley nacional de 14 de Setiembre 
de 1ÍÍ63 es terminante al respecto en su artículo 13; 3" Que lo» 
jueces pueden dictar aquellas providencias que estimen conve- 
nientes á objeto de evitar el que con motivo de esas diligencias 
sufran menoscabo los derechos bscales, sin que por esto deje 
de cumplirse el encargo, siempre que venga en la forma preca- 
toria ordenada por la ley, como el oficio que el proveyente diri- 
jio al Señor Juez titular al efecto. Por tanto: reitérese nota al 
Señor Juez requerido por conducto del señor Juez de Sección 
á los fines indicados con trascripción de este auto y cópia del 
escrito de D. Juan R. Lascano ; al otrosí del escrito del mismo, 
pídase por separado si hubiera uiént > para ello ¡>:gun el re- 
sultado que se obtenga del presente despacho. 



Mcasio Marín. 



La parte de Arzae solicitó los testimonios ante el Jnei Pro- 
vincial y los acompañó. 

El Juez Provincial insistió en su negativa, y la poTte de 
Lascano insistió también pidiendo la suspensión del término 
probatorio, 

El Juez de Sección no suspendió el término probatorio, y 
dispuso que podia ventilarse en otro estado del juicio la nega- 
tiva del Juez Provincial. 

La parte de Lascano pidió que se dirijiese el Juez de Sección 
á la Suprema Corte» llevándolo á su conocimiento que el Dr. 
García no podia ser Juez en esos autos por haber sido abogado 
do Arzac, á fin de que ella fe dirijiese á la Cámara de Justicia 
de la Provincia para que el Dr. Uarcía pasara los autos a* quien 
debia suplirlo. 

La parte de Arzac se opuso, y el Juez de Sección dictó el 
siguiente auto : 

Fallo del Jnn de fleerion 

ftowrio, Julio 17 de 1880 

Vistos y Considerando: 1* Que si bien el término de prueba 
no puede abrirse después de vencido, como lo prescribe el artí- 
culo 1 01 título 12 de la ley nacional de 14 de Setiembre do 
1863, ta solicitud de IJ, Juan R. Lascano resuelta por el auto 
de foja 2ÍM vuelta, no importa la rehabilitación del término 
de prueba en la generalidad de los medios probatorios de que 
puede usarse mediante este trámite, sitió tan solo para que se 
agreguen y tengan presente en la sentencia definitiva los testi- 
monios y espedientes que se pidieran en oportunidad al Juez 
di; primera Instancia en lo Civil de esta ciudad; 2' Que la 
prueba de documentos es aceptable en cualquier estado del jui- 
cio antes del fallo definitivo; 3* Que el Juez puede también 




para mejor proveer llamar á la vista aquellos dooumentos A 
ordenar las diligencias probatorias ;que sean conducentes al 
descubrimiento de la verdad; artículos 16 inciso primero, título 
primero y 102 inciso tercero titulo 12 de la citada ley nacional; 
4 o Que el Juez Letrado de Provincia» con mengua de la autori- 
dad que inviste el proveyeute, ba recusado sin derecho los do- 
cumentos que se le pidieron en la forma precatoria de cos- 
tumbre, con pret-ísto de que las partes podían ocurrir & él en 
demanda de dichos documentos, sin tener presente que el Juez 
Nacional estaba autorizado pura pedirlos según el artículo 13 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Federales; 5 o Que no es justo que por tai negativa quede una 
de las partes absolutamente indefensa, tanto mas cuanto que 
no ba ocurrido á otra prueba para justificar su causa; 6 1 Que 
para obtener los espresados documentos, la parte de Lascano 
no ha tenido necesidad de hacer un artículo previo, improce- 
dente en el caso, sinó insistir simplemente en el requirimento 
de ellos ateniéndose i los términos d«l auto homologado de 29 
de Mayo, foja 294 vuelta, en que se reservó la continuación de 
este incidente para otro estado del juicio, puesto que habia 
derecho pira solicitarlos, aunque el término de prueba estu- 
viese vencido ya; 7' Que tratándose sobre puntos de jurisdic- 
ción, los defensores de las partes están en el deber de sostener 
las atribuciones del Juez, en vez de hacer prescindencia de sus 
derechos dejándolo solo 6 burlado en la contienda por ellos 
comprometida, por encontrar mas cómodo ft fácil conseguir de 
otra manera lo que se pide, aunque sea con desdoro de la auto- 
ridad legítima, como ha sucedido con el patrocinante de los es- 
posos Anac. En consecuencia dé.se cuenta á la Suprema Corte 
de Justicia Nacional de la negativa del Juez de Provincia i 
remitir ad effectum videndi, los autos y testimonios que se le 
han pedido por notas repetidas, con cópia de esta resolución y 
demás piezas relativas desde el escrito de foja 248, á fin de que 
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» sirva, si lo estima de justicia, dirijírse á la Exma. Cámara 
de esta Provincia defecto de que se ordénela remisión de los do- 
cumentos aludidos; suspendiéndose entre tanto el alegato de 
bien probado por parte de D. Juan R. Lascano. 

Mcasio Marín. 

En los mismos autos la parte de Arzac espuso, que según 
escritura corriente en autos habían hipotecado un terreno á 
favor del Banco Argentino ; que ese terreno después de una 
ejecución había sido vendido, apareciendo como comprador D. 
C. Calixto González; que este había declarado que no era el 
comprador, ni había pagado el precio, y sin embargo estaba 
en posesión del terreno; pidió y obtuvo que, bajo su responsa- 
bilidad, se prohibiese a González de hacer transferencia da él. 

El Dr. D. Pedro Rueda, diciéndose dueño del terreno, dijo 
que debia levantarse el embargo, ó que si quería Arzac man- 
tenerlo lo hiciera cumpliendo con el articulo 338 del Código de 
Procedimientos de la Provincia supletorio de la ley nacional. 

rallo del Jun de Seetloti 

Rosario, Julio 17 de lí*0. 

A los fines del auto fecha Í0 de Mayo del corriente año á 
foja 289, la parte de los esposos Arzac otorgue la fianza or- 
denada por el artículo 338, título 17, libro primero del Código 
de Procedimientos, en el término de seis dias; debiendo quedar 
sin efecto ipso fado la prohibición de enagenar á que se refiere 
dicho auto de Mayo en el caso de no cumplirse este mandato. 



.Vj casio Marín. 
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VISTA DEL PROCURADOR G ES ERAL 



Suprema Corte: 

La Sentencia del señor Jaez ad hoc es perfectamente arre- 
glada y debe V. E. continuarla. 

Las disposiciones que el señor Juez recuerda en su apoyo no 
pueden ser mas esplícitas, ni mas directamente aplicables al 

caso. i 

En tiempo oportuno fué pedida al señor Juez de Frov.ncia la 
remisión de las actuaciones mandadas traer ahora ad effectnm 
videmli, v el señor Juez debió remitirlas. Aun sin esta circuns- 
tancia, es bien sabido que el señor Juez de Sección está siem- 
pre y en cualquier estado de la causa en su perfecto derecho 
para pedir de oficio y mota propia aquella, diligencias que crea 
conduceotes al mejor esclarecimiento de los hechos. 

Eduardo Costa. 



filo de I» ftuprem» C orte 

Buenos Aire», Majo 11 de 1882 

Vistos: por los fundamentos del auto de foja doscientos 
setenta vuelta, se conf.rma con costas el de foja trescientos 
diez y siete, debiendo el Juez de Sección dirijirse nuevamente 
al Juez de Provincia con inserción de esta resolución, y al 
Superior Tribunal de la misma eu caso de considerarlo necesa- 
rio, y en cuanto al auto de foja trescientos veinte y cuatro 
vuelta, se confirma igualmente con costas por ser justa la 
fianza mandada otorgar, para responder á los daños j perjuicio! 
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que pudieran originarse ron la inhibición pedida por el ape- 
lante bajo su responsabilidad; satisfechas las costas de la ins- 
tancia y repuestos los selloa devuélvanse. 

i. DOMINGUEZ. — O. LEGUlZAHOH. — 
S. H, LASPlUn. 



CAUSA XXXII 



El Banco Nacional contra D. Félix Sagasta. por cobro de pesos ; 
incidente con el escribano de hipotecas sobre cobro de dere- 
chos por anotaciones en el Hegistro. 



Sumario. — En las causas de menor cuantía no procede el 
recurso de apelación para ante la Suprema Corte. 

Caso. — El Banco Nacional ejecutando á D. Félix Sagasta 
por cobro de pesos, obtuvo se anotara en el Registro de Hipo- 
tecas una inhibición. 

El Escribano de Hipotecas cobró por sus derechos la suma 
de 2 pesos 50 centavos fuertes. 



DE JUSTICIA EUWOHAL 1™ 

El Procurador del Banco, alegando que según ta ley de orga- 
nización de los Tribunales de la Capital, artículo 284, incisos 3 
x\i, debió cobrarse solo la suma de \ peso 25 cen Utos, pidióla 
devolución del exceso. 

El Juez de Sección Dr. Tcdin mandó devolver el exceso. 

El Escribano de Hipotecas 1). José Fernandez, alegando que 
por los incisos i, 3,4 y 7 del artículo 284 había podido cobrar 3 
pesos 75 centavos fuertes, pidió revocatoria y apeló in subsi- 
dium. 

Fallo del Juw de Seeelon 

Buenos Airea, Abril 14 de 1882. 

Autos y vistos: Considerando : I o Que lo que se ha ordenado 
por resolución de fecha diez de Marzo próximo pasado (f. 17) es 
que el Escribano encargado de la Oficina de Hipotecas de la 
Capital tome razón de la inhibición decretada á f. 7 vuelta 
contra D. Félix Sagas ta; 2 Que el Escribano de Hipotecas 
debe limitarse á cumplir dicha órden en la forma prescripta 
en la ley orgánica, de manera que no hay eximen ni nota de 
presentación de título, lo que demuestra que el emolumento á 
que se reüere el inciso t° del artículo 284 de la ley citada no se 
halla comprendido en este caso; 3» Que la doble comunicación 
a que se reüere el artículo 270, no implica una doble anotación, 
sinó únicamente, que en uno de los ejemplares del mandamiento 
debe el Escribano anotador hacer saber al Juez que ha cum- 
plido su mandato, cuya anotación no tiene fijada en el arancel 
retribución alguna, ni la ha tenido bajo el régimen provincial; 
4 o Que aún en el caso de considerársele doble anotación no hay 
en realidad sinó una sola inscripción, cualquiera que sea el nú. 
mero de asientos a que haya lugar según la ley; y ei á cada 
inscripción que el inciso tercero asigna un peso fuerte por de- 
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reclios; 5* Qne Ja única corre cion á une hay logar en In resolu- 
ción recurrida, es en cuanto se ha omitido la partida de veinte 
j cinco centavos fuertes, á que se refiere el inciso cuarto, de 
manera que en Tez de un peso cincuenta centavos fuertes, 
tiene derecho á cobrar un peso setenta y cinco centavos. 

Por estos y con la salvedad consignada en el último conside- 
rando, no ha lugar á la revocatoria que se pide y se concede en 
relación el recurso que se interpone para ante la Suprema 
Córte, á donde se elevarán loa autos como corresponde. 

Notifíquese con el original. 

Virgilio H. Tedin. 

El Juez de Sección modificó el auto anterior, estableciendo 
que el Escribano de Hipoteci debía cobrar 25 centavos mas, 
según el inciso 4° del artículo 284, que no se había tenido en 
cuenta, y concedió la apelación. 

Falla de 1* Suprema Corle 

Buenos Aires, Mano 11 de 1883. 

Siendo improcedente el recurso de apelación interpuesto 
para ante esta Corte, por ser la causa de menor cuantía, de- 
vuélvanse los autos al Juzgado de su procedencia, prévio pago 
de costas y reposición de sellos por el apelante. 

ti D. GOrtOSTlAGA. — í. DOMISGtEZ. — 
O. LEGUIZAHOft . — ULAD1SLAO FRIAS. 
S U. LASPlL'n. 



CAUSA IIXHI 



0. /renco Limo contra D. David Bruce; por cobro de pesos 



Sumario, — I o En las causas de menor cuantía no puede 
apilarse para ante la Suprema Corte. 

2 o No es nula la sentencia que no se ha notificado á una de 
las partes, dentro del término legal, por haber sido feriados lo» 
dias siguientes al de su fecha y habeT cesado la jurisdicción del 
juez que la dictó. 



Caso. -En Diciembre 6 de 1881 el Juez de Sección de Bue- 
nos Aires, Dr. Albarracin, dictó sentencia definitiva eu la de- 
manda de D. Ireneo Lima, depositario de los vapores «Provee- 
dor» y * Capitán » contra D, David Bruce, por cuatro mil 
non-cientos veinte pesos m/ c provenientes de gastos, 

El auto fué notificado a Urna el mismo dia, y á Bruce en 13 

de Abril de Í88:!. 

El apoderada de Bruce interpuso los recursos de apelación y 
nulidad, fundándose este en que la ley de procedimientos fija 
uu término para notificar las providencias judiciales, y que ti 
bien la sentencia aparecía dictada el último dia que el juei 



Vi.'- ' " ' ■ " " " 



ejercía su jarisdiceton debia reputarse como dictada cuando le 
fué notificada. 



Falto de to Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 16 de 1882 

Vistos: en cuanto al recurso de apelación, siendo la causa de 
menor cuantía, no ha lugar; y en cuanto al recurso de nulidad, 
considerando que la notificación del auto apelado no se hizo en 
el término que señala la lev por el feriado del mes de Diciem- 
bre y por haber cesado la jurisdicción del Juez que dictó dicho 
auto, se declara también inadmisible. Pevut'lvause en conse- 
cuencia los autos, previo pago de costas y reposición de sellos 
por el apelante. 

J. B. COnOSTUCA. — J, DOMINGUEZ. — 
O. LECUIZASJON. — 1' LADISLAO FMAS. 
». H. LASP1LH. 



El Dr. D. liafael Valiente !\oailles con W Antonia Giménez; 
•sobre cobro de honorarios. 



Su mi no. — Debe regularse el honorario del abogado, con 
cuya cuenta no está conforme la parte, sin que la perjudique 
el convenio hecho sobre ella con el apoderado á quien le re- 
voca el poder. 



Caso.-El Dr. Valiente Noailles defendió en un juicio de 
tercería a D* Antonia Giménez, representada por D. Alannel 
Cirés. 

Concluida la tercería, espuso que había convenido con Cirés 
en que se le abonara por honorarios ta suma de 1200 $ fuertes, 
y pidió manifestara Cirés si era cierto. 

Este manifestó que era cierto, y el Dr. Valiente Noailles 
pidió mandamiento contra la señora Giménez por esa suma. 

Se presentó esta, diciendo que Cirés se habia confabulado 
con el abogado respecto de la suma de honorarios que no cor- 
respondían al trabajo hecho, ni á su mala dirección, y pidió, 
que revocándose el poder de Ciréa, se regularan los honorarios, 
atenta su disconformidad. 




Hágase saber á Círés la revocación del poder, y atenta la dis- 
conformidad manifestada con la cuenta presentada por el Doc- 
tor Valiente Noailles, regúleuse loa honorarios de este por el 



Dr. Faustino J. Jorge, previa su aceptación que se comete. 

Tedin. 

rmtím •> I» Suprema Corte 

Bueno* Aires. Mayo ÍO de 1882. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas e) auto 
apelado de foja noventa y seis vuelta. Satisfechas las dv la ins- 
tancia j repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. COROSTIACA. — I. DOMINGUEZ. — 
O. LECl' IZAMOS. —L LADISLAO FAIAS. 



i 
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/,oj «rtorei ¿torf*- y C apelando de una resolución de 

Aduana. 



Sumario. — >"»■ mejoráudu** el recursu dtutro vi térmiiw 
debe declararse este desierto. 

Fallo de I* Suprema € ort« 

Htn'íM.s Aires. Mayo i\> de 188á 

l*or lo que resulta del | recedente eerüíicado y á mérito de lo 
dispuesto por el artieiiU veinti' y cuatro de la ley de Procedi- 
mientos, declárase desierto el recurso d»* apelación ; devuél- 
vanse en consecuencia l«s auto . ]>r>'v¡*> p.»i:" % ''" enslas y re- 
posición de sellos por el apelante. 

J. Ü. (¿OllOSTlAttA. — i, ÜÜMISCLE2.— 
U. LECL'JZAMI». — L LADISLAO IK1A9 
— 5. M. LASI'lLIt. 



E¡ Procurador fiscal contra D. Adolfo P. Carranza, por inju- 
rias al fie fe de la Estafeta del Distrito de Pileiao. 



Sumario. - Insistiendo el Procurador Üeueral de una ape- 
lación interpuesta por el Procurador Fiscal, deben devolverse 
lo» autos. 

Fhllo íp I* Suprfin» Cor** 

Bueno» Airet. «ayo 23 de 1682 

Vistos; á mérito del desistimiento de la apelación que hace 
el señor Procurador GeneTal en sn precedente vista, devuél- 
vanse los autos al Juzgado de su procedencia, previo pago de 
costas y reposición de sellos. 

j. B. GO ROSTIA C A. — i. DOMINGUEZ. — 
O. LEGl'IZAMOS. — LLAD1SLAO FRUS. 
~ S. U. LA5P1LR. 



! - 

M JCSTICU NACIONAL 



•AUNA \XWI1 



Don Hay mundo J. Reguera, contra Ihn David lávela, 
sobre reivindicación de hacienda vacuna 



Sumario. — Los actos de las partea posteriores á la celebra- 
ción de un convenio, debt-n servir para interpretar el alcance y 
contenido del mismo. 



Cojo — Se halla esplirado en el 

rallo «leí Juet de Keeelon 

P»r.tnA, Ntiwtímhiv 11 <le 18* i 

Vistos: (jue por el ese rito te-timuniad» de U 10, cuyo origi- 
nal cerré en el espediente que jira por cuerda separada» Don 
Raymuudo Reguera y I). Toribio Jara, vecinos de la Provincia 
de Corrientes, representados por 1). Santos Domínguez, inter- 
ponen demanda sobre reivindicación de haciendas vacunas de 
sus respectivas propiedades, que dicen habérseles sustraído de 
sus establecimientos de campo en aquella Provincia, señaladas 
con las marcas que diseñan en los documento* acompañados al 
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escrito y que aseguran existir en poder de los vecinos de esta 
Provincia de Entre Ríos, que por sus nombres particulares men- 
cionan, demandando á cada uno de ellos la correspondiente devo- 
lución del número respectiva que de tales ganados retienen. Que 
entre dichos individuos, se reclanu. particularmente de 1>. David 
Tabela la e-itrega de ochocientas cabezas de ganado vacuno de 
pertenencia de.Jara, y cuatrocientas y mas de la de Reguera, ea- 
plicáudose que del número de mil cuatrocientas ochenta y siete 
cabezas que están en poder de Tabela, según las guías con que 
fueron introducidas á esta Provincia, ya Tabela habia abonado 
i Reguera mil setenta y siete cabezas por un arreglo hecho entre 
ellos en liuenus Aires sobre ese numero de animales, por ser el 
que resulto existir en poder de Tabela cuando este le dió rodeo 
de ellos á Uegj'Ti, »'n el tiempo que andaba en ioniza y pro- 
curación de sus ganados. 

Entablada así la demanda por el escrito citado del que se 
deja concretada la parte que se refiere á Tabela, fué aceptada 
en la forma interpuesta poi auto que, corre igualmente testimo- 
niado á f. 12 con citación y emplazamieuto de ios demandados 
para contestarla y mandándose el secuestro provisorio igual- 
mente pedido de los ganados en caso de no darse por los res- 
pectivos poseedores de ellos la lianza correspondiente á su con- 
servación. 

A mérito de esto, antes de contestarse á la demanda, fué 
dada por Tabela la íiauz i esijida, Telegrama de f. 18. Sin em- 
bargo por el escrito de f. 14, los demandantes volvieron á pedir 
el secuestro y recuento de todos los ganados que con sus marcas 
apareciesen en poder de dicho Tabela; y se proveyó á lo solici- 
tado por auto de f. 14 v. 

Poco tiempo después, el mismo apoderado Domínguez repre- 
sentante de los demandantes, se presentó esponiendo por el 
escrito de f. 16 que su instituyente Jara se habia arreglado con 
Tabela y que se diese por terminada la acción en lo que á dicho 
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Jara correspondía, lo que de conformidad fué proveído, auto de 
M6v. 

Viene á continuación el escrito de f. 21 p<>r el que ü. Manuel 
M. de Fon tes se presenta por paite con poder legul conferido por 
el demandado Ta b vía y se le provee de conformidad, f. 21 v. 

Constituido así dicho señor Imites coi: legal personería, pre- 
senta. « pero sin contestar á la dimanda en lo principal », el es- 
crito de f. U esponiendo los inconvenientes y perjui. ios que 
se le seguían á so representado por mi poder disponer pn el 
secuestro ordenado de La haciendas que él iTabehi; les había 
comprado á ios señores Higuera y Jara a dio estos ni.suios te- 
nían declarado; y que por tanto se excluyesen esas haciendas 
del secuestro, permitiéndose- disponer de ellas; en lo que fué 
atendido por providenciado f. 26 v. Do e.4a previdencia pidió 
rsplicat-i'-nes vi apodnado Domínguez por el berilo do f. 20, J 
se dictó el auto de f . 2Í) v. 

Presentóse oirá vez el representante de Tabula, volviendo á 
demandar que no se pongan inconvenientes por las autoridades 
locales en el despatho é íntroduct iou á las saladero- ó plazas 
deabasio alas haciendas vendidas por Tabela e.m las marcas 
de Keguera, y se proveyó, )>• que consta del auto de f, 31, lo 
cual diü mérito al eaeiito de f. 32 presentado por Domínguez y 
providenciado á f. 33 v. 

Estos non los precedentes que se registran antes de la con- 
testación á la demanda que corn- de f . 8 á escrito de f. 42 espo- 
méndose por el demandado. 

Que i Kegmra no le asiste ni razón ni justicia paia haceT 
reclamo alguno con repecto á esos ganados, por haber tranzado 
sobre los que él (Tabela) había comprado á D. tiregorio Vila y 
D. José Vidal que no eran c«mo lo revela la carta ÜTmada por 
Keguera adjunta á f.38, que por dicha carta aparece verificada 
una transacción que puso término á todo reclamo de los gana- 
dos por Ijs que Tab.la le había entregado a Reguera, la suma 
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de cinco mil trescientos ochenta y cinco pesos fuertes oro, es 
decir, por todo el numero de ganados correspondientes & las 
golas, de los que Vila y Vidal le había Tendido á Tabela y daban 
lt suma de mil cuatrocientas oc/aenta y siete cate zas como Re- 
guera lo conocia por esas mismas guías. Que no negándose esto 
por Reguera, ni asegurándose que él (Tabela) hubiese com- 
prado ganado de otras personas, con marcas de Reguera, no era 
natural ni lójico suponer atentos los términos de la citada 
carta, que la transacción hecha se hubiese limitado 6 reducido 
á la compra de solo mil setenta y siete cabezas del enunciado 
ganado, pagándolo al precio de cinco pesos fuertes oro por ca- 
beza, porque esto perjudicaba inmensamente á Tabela después 
de los gastos comprendidos en la compra hecha á Vila y Vidal. 
Que una compra ó arreglo semejante nolo hubiera hecho porque 
siempre era quedar sujeto a reclamos ó pleitos que fué lo que se 
trató de evitar. 

Tal es en compendio lo que contiene el escrito de contesta- 
ción i la demanda, agregándose que por parte de Jara ya no 
habla motivo de cuestión. 

Recibida la causa á prueba, auto de f. . , ( en el t/rmino se- 
ñalado y que fué prorogado por todo el de la ley, se pidió el re- 
conocimiento de la carta de f. 38 y se practicó por diligencias 
de f. 550. Se solicitó por Reguera que Tabela presentase el do- 
cumento de lo resuelto por los árbitros en Buenos Aires y se 
expuso á f. 282 no tener otro que la carta que se había ad- 
juntado á la contestación de la demanda. Exijióse también que 
loo señores que habian intervenido en lo arreglado en Buenos 
Aires, declararan por el tenor del interrogatorio presentado, y 
fué evacuada la diligencia de f . 307 á 309. 

Etto es lo que durante la prueba aparece producido en el es- 
pediente en las fojas citadas; todo lo demás en su mayor parte 
de f. 163 á f. 275 ha Tersado sobre actuaciones y dilijeocias 
practicadas con referencia al rodeo y recuento de los ganados. 



suspendido 6 retardado, ora por las alegaciones interpuestas 
ante los Jueces comisionados, protestándose hasta el mandato 
de este Juzgado y dando fianza del número de ganado recla- 
mado antes que permitir el rodeo ó recuento, actuaciones de 
f. 64 á 69, ora por no poderse cumplir lo mandado sobre dicho 
rodeo ó recuento por enfermedad de los ganados como se de- 
muestra de f. 272 á f. 273 y ora en fin, por escusacíon de ios 
jueces comisio nados como -e ve ¡i f. 316 y f. 354. 

De manera que cuando se venció el terniiuo señalado á la 
prueba, aun no se habia practicado el recuento. 

Demostrado esto, cuando los autos fueron traídos al despacho 
con la constancia anotada por el actuario, de hallarse vencido 
el término, y de la prueba que por una y otr.i parte se hallaba 
producida, se dictó en dase de para mejor proveer el auto de 
f. 344 por el que se dispuso que se practicara el un uento de los 
ganados y que se presentaran las partes á prestar declaraciones 
que el Juzgado creia necesaria* al esclarecimiento de la cuestión." 

En su conformidad se recibió ú Reguera la declaración que 
corre á f . 360 y se practicó el recuento ordenado, del modo que 
aparece á f. 375 por haberse así dispuesto con motivo del falle- 
cimiento de Tabclacn esas circunstancias, f. 387. 

Hiendo este el contenido de los autos que compendiosamente 
se relata para el mejor escla.ee i miento de bis fundamentos en 
que debe basarse la resolución del caso en cuestión, y en vista 
también de lo alegado por las partes en los escritos de f. 319 i 
f. 343 y de f. 344 áf. 356, 

Considerando : 

¡'rimero. — Que en la puente demanda interpuesta contra 
ü. David Tabela, como se ha dicho sobre reivindicación de ha- 
cienda vacuna, se le exijo por el demandante D, Kaymundo 
Reguera de cuatrocientas y mas cabezas que asegura este estar 
en poder de aquel, además de las mil setenta y siete que lo fue- 
ron satisfechas por Tabela en Buenos Aires 
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todos á loa mil cuatrocientos ochenta y siete de que versan la* 
guias presentadas á f. 31 i y 312 del ganado que dice Tabela 
haberle sido Tendido de marcas de Reguera, por loa sujetos Vil» 
j Vidal. 

Segundo. — Que de tales guías fué conocedor Reguera cuando 
se apersonó ante Tabela, para que le diese rodeo de los ganados 
j 6e hicise recuento de ellos y que reconociéndole derecho A 
Reguera como no se ha contradicho se hizo el rodeo y recuento, 
dando por resultado nn haberse encontrado sinú el número de 
mil setenta y siete cabezas. 

Tercero. — Que con este motivo convenidos en arreglarse, 
como tampoco se contradice, determinaron Reguera y Tabela ir 
4 Buenos Aires para hacerlo allí, y que puestos en ese punto 
buscaron la mediación ó arbitraje de los señores Prdro Frías 
por parte de Tabela y el Dr. D. José M. Uuastavino por )a d<> 
Reguera. 

Cuarto. — Que de este arreglo resultó según lo que espone 
Reguera que se le pagase el importe de las mil setenta y siete 
cabezas encontradas en el rodeo de que se ha hecho mérito, á 
razón de cinco pesos fuertes oro por cabeza; y recibió de Tabela 
como completo pago de ese número de animales, cinco mil tres- 
cientos ochenta y nuco pesos fuertes oro, que es la cantidad de 
la Buma que aparece de la carta de f. 38. 

Quinto. — Que de lo declarado á f. 307 y f. 309 por los seño- 
res que intervinieron en el arreglo, resulta que Tabela, según 
dice dicho señor Frias recordar, le parece quejfué condenado á 
pagar seis patacones por cab< za, de una cantidad ó número de 
ganados que no recuerda tampoco ; que de esto se dió docu- 
mento de chancelación por Reguera á Tabela. Y de lo decla- 
rado por el Dr. Guastavino consta, que no hubo arbitraje, que 
se procedió verbalmente y por interposición amigable, convi- 
niéndose en que Tabela pagase á Reguera mil ochenta y siete 
cabezas de ganado, que era el número que se decía haberse 
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encontrado en su poder á razón de cinco pesos fuertes oro por 
cabeza, debiendo dar Reguera recibo ó constancia de la suma 
correspondiente a su importe. 

.S'exío: Que estas declaraciones, aunque disconforme* en el 
relato no to son en el hecho, de que hubo arreglo de precio por 
cabeza y también por cantidad ó número determinado de, ani- 
males, que por lo visto no puede ser otro que el de mil setenta 
y siete cabezas que es el que resulta pagado con la suma de 
cinco mil trescientos ochenta y cinco pesos fuertes oro, que 
comprueba la misma enunciada carta de foja 38 presentada por 
Tabela, 

Sétimo: Que el hecho ademas, de qu« Reguera hubiese ve- 
nido á entablar demandada reivindicación y de cuatrocientas 
y mas cabezas de ganado vacuno contra Tabela, al mes y días 
del arreglo hecho en Buenos Aires fecha de ia carta de foja. , . 
v fecha de la di-manda fnjas... y ... esp'icando y esponiendn 
en el escrito con que la interpone, el pago de las mil setenta 
y siete cabezas; y pidiendo que se ordenara bajo su responsa- 
bilidad el secuestro de loa ganados con sus mareas y se man- 
dase también que se le diese rodeo y recuento de todo el que 
por las guías de fojas 31 1 y 312 hahia sido introducido i esta 
Provincia igualmente con sus marcas, como Tabela no lo ne- 
gaba, asegurando que esos ganados los hahia comprado á los 
señores Vi la y Vidal; este hecho se repite, viene a constituir 
un acto posterior al de la transacción que se alega y que es de 
aquellos que jurídicamente pueden servir de base para inter- 
pretar cualquier clase de documento que se presente con titulo 
de transacción como sucede en el caso actual, puesto que del 
procedimiento de Reguera no resulta ni se descubre que haya 
reclamado, de un daíio causado por el arreglo ó llámesele tran- 
sacción, que tuvo lugar entre él y Tabela, sinó únicamente del 
daño que se le tenia causado por la usurpación que se le había 
hecho de los ganados de su propiedad, piiiundo la reivindica- 
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cion de las cuatrocientas y mas cabeza* que ademas de las mil 
setenta y siete que tenia pagadas Tabela, sabia que estaban en 
poder de este como correspondientes á las introducidas por las 
guías citadas para cuyo efecto eligía también que se le diese 
rodeo y recuento de tales haciendas. 

Octavo: Que en contraposición á esto, los actos posteriores 
de parte de Tabela, protestando y resistiendo al recuento y ro- 
deo de estos ganados como aparece de autos, fojas citadas, no 
acreditan interés de precaber un daño en una propiedad que le 
estuviese reconocida, puesto que se le cuestionaba sobre ella; 
no debiendo por esto mismo en el caso de tener conciencia de 
su derecho, negarse ni protestar sobre dicho rodeo y recuento, 
ni detenerse en darlo, desde que de ese hecho vendría precisa- 
mente á resultar la verdad en cuanto al número de ganados sin 
que eso perjudicase á la excepción alegada de transacción hecha. 

Noveno: Que siendo como queda referido esos actos que ocur- 
rieron con posterioridad inmediata, al arreglo ó llámese tran- 
sacción, de que se hace mérito, por la una y la otra de las partes, 
pero sin conformarse en el sentido ó en el alcance de lo com- 
prendido en el asunto sobre el cual recayó la transacción; ellos 
por tal cansa y para dar el sentido propio que corresponda á lo 
convenido, importa hacer la consideración de lo ocurrido por los 
actos que quedan indicados y que deben por todo eso tenerse 
presentes para la interpretación que justa y legalmente corres- 
ponde; siguiendo el medio que al respecto de la interpretación 
de los contratos, se halla determinado por jurisprudencia que 
tiene hecha la Suprema Corte. (Fallos, Sección 2\ Tomo 6*. pá- 
gina 232, id., id,, 242). 

Décimo: Que esto no obstante, aun con prescindencia de lo 
que demuestran los actos enunciados, la referida carta de foja 




38, no puede ser considerada con sus mismos literales térmi- 
nos, como un documento que acredite una transacción con el 
alcance y estension que se ha alegado por el demandado: V Por- 
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que como se vé por las palabras testuales con que principia 

(diciéndose) «en virtud de la transacción verificada por Vd., » 
estas palabraB son de referencia á un contrato ajustado, coa- 
trato que no se presenta en otra forma, como parece que debía 
haberse 1: cho; y que ademas si se debe estar á lo declarado por 
los señores Frías y Guastavino, nada se hizo por escrito» sinó 
que todo procedió por un arreglo amistoso y verbal ; y 2 o Poi- 
que ti'tlo lo demás contenido "ti la carta con la-: palabras 
siguientes: «en el reclamo que le bice de haciendas com- 
pradas por Vd., á D, Gregorio Vita y a D. José Vidal que han 
resultado ser de mi propiedad, no tengo inconveniente en ga- 
rantirle, que esas haciendas son mal vendidas por Vilay Vidal 
y si estos pudiesen probar lo contrario, inmediatamente me 
obligo en cualquier tiempo á devolver á Vd. la misma cantidad 
qne Vd. me entrega de cinco mil trescientos ochenta y cinco 
pesos fuertes oro, etc., etc». De todo este contenido no puede 
colegirse por palabra alguna, otra cosa que el recibo ó constan- 
cia dado por Reguera de esa suma, responsabilizándose por ella 
en el caso de qne Vila y Vidal acreditaran que habían vendido 
debidamente á Tabela los ganados que resultaron ser de Ho- 
guera por sus marcas; pues todo esto clara y muy propiamente 
significa, que solo puede ser referente al ganado que Reguera 
encontró en poder de Tabela, cuando este le dio rodeo y se hizo 
el recuento, encontrándose solamente el número de mil setenta 
y siete cabezas ganado vacuno. 

Once: Que en corroboración de todas las consideraciones es- 
puestas que no pueden dejar de tenerse en vista en la presenta 
cuestión, ha venido i presentarse en autos « la prueba del re- 
cuento hecho de los ganados mandada practicar por auto da 
foja 349, resultando demostrado de la diligencia de foja 339 
vuelta, que los ganados encontrados en el establecimiento de 
Tabela, á cargo del capataz por haberse procedido á la diligen- 
cia después ded fallecimiento de Tabela, en mér ito de orden de 
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foja 378, ha dado el numera existente de mil doscientas veinte 
y dos cabezas: con mas dos cueros que deben reputarse por 
cabeza: de manera que deduciéndose de este número las mil 
setenta y siete Tendidas por Reguera á Tabelo multa un ex* 
ceso de ciento cuarenta y siete cabezas, que unidas á las cua- 
trocientas treinta y seis del ganado de mana de Reguera, 
\endidas por Tabeli según la guía du fojas 94 y 95 para el con- 
suma que en ella se espresa, viene por esto á conocerse que ba 
sido detenido indebidamente por Tabela en su establecimiento 
de campo, el número de quinientos ochenta y tres animales Ta- 
can os, de marca y propiedad de Reguera. 

Doce: Que por lo tanto quedando según todo lo espuesto 
justificada la acción de reivindicación interpuesta por Reguera 
contra D, David Tabela, aún cuando este haya fallecido, la ac- 
ción no puede suspenderse ni interrumpirse por ser una acción 
real que nace del derecho de propiedad y puede, por lo mismo 
interponerse demandándose la entrega de la cosa sustraída ó per- 
dida, contra cualquiera que indebidamente la retenga, según lo 
que al respecto se halla prescrito en d Cap. \ \ Tít. ',). Ser. 3», 
Libro 2 o del Código Ciril. 

Trece: Que por otra parte el falecíni tentó del demandado 
Tabela ha venido á ocurrir cuando este asunto se hallaba en la 
estación de haberse ya pedido autos para sentencia, y que esta 
solo fué retardada por la providencia que para mejor proveer 
se dictó á foja. . . que por lo mismo tampoco lia podido cesar 
el poder otorgado á Ü. Manuel M. de Fonles para continuar en 
su función de mandatario hasta la terminación del asunto (Ar- 
ticulo 101, Tít. *Del Mandato», Código Civil), y por la facul- 
tad que aparece habérsele dado en el poder de foja 20. 

Portales fundamentos, delinitivamente juzgando declaro: que 
D. Ray mundo J. Reguera ha justificado cumplidamente la ac- 
ción de reivindicación interpuesta contra D. David Tabela y que 
le pertenecen por lo mismo, las quinientas ochenta y tres ca- 
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bezas de animales vacunos que han sido retenida* con su marca 

en el establecimiento de campo del finado Tabela, compren- 
diere en el número de las quinientas ochenta y tres cabezas, 
el de las que aparecen por las guías citadas de foja. . . qne fue- 
ron tendidas por Tabela para los saladeros, debiendo por lo 
tanto entregar dichas quinientas ochenta y tres cabezas, de loa 
ganados ententes con marca de Reguera actualmente cu el 
enunciado establecimiento; cuya entrega se hará por el encar- 
gado que corre á cargo de él: quedando asi mismo los intereses 
ó bienes correspondientes al Añado Tabela comprometidos i la 
satisfacción de las costas causadas eo todo el presente juicio. 
Hágase saber y repónganse l<« Bellos y timbres que faltaren. 

Antonio Zarco 



Falla dr I» fluprew» * orto 

Bueno» Airet, Mayo 23 Je 1881 

Vistos: Por stis fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de foja trescientos noventa y siete; satisfe- 
chas las de la infancia y repuestos los sellos, devuélvanse loa 
autos. 



j B. r.OROSTUGA. — í. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FilUS. S. M- LASPIUR . 
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IAUNA XXXVIII 



La Empresa de las Hensaijerías Fluviales contra D. Juan 
Q'Connor: sobre nulidad <t*> un laudo arbitral. 



Sumario. — i° I-a persona capaz do puede pedir ni alegar la 
nulidad del acto fundándose en la incapacidad de la otra parte. 

2 o Los buques; estrapjeros que producen choque ó abordaje 
en las aguas de jurisdicción argentina tienen forzosamente 
como representantes legales a los capitanes, ó a loa agentes 
de los respectivo buques en su caso. 

3' No considerándose temerarios los recursos interpuesto» 
no debe baber condenación en costas. 



Cojo.— D. Apolinario Henitez, por 1>. Juan O Connor, espuso 
ante el Juzgado que el queche fSulis», de su representado, ha- 
bía sido echado á pique por el vapor «Júpiter» de la empresa 
de las Mensagerías Fluviales, cuyo agente era D. Pedro Risao, 
y pidió que se citara á un juicio verbal para nombrar arbitros. 

Nombrados los arbitros, liisso dio poder al procurador Fru- 
goni. 

Dictado el laudo, Risso apeló, > ensatándose cuestión sobre 
si había habido ó no deserción del recurro el procurador Fru- 
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goni IteTÓ el asunto ante la Suprema Corte, que resolvió que 
no habia habido deserción. 
Lo demás está esptícado en el 



Bueno» Aire», 50 de Octubre do 1881 

Vistos estos autos resulta : Que á foja 298 la parte de las 
Mensagerías Fluviales, representada por su agente D. Pedro 
Kisso, interpuso los recursos de apelación y nulidad contri el 
Liúdo arbitral de foja 288 á foja 296, limitándose A decir en 
el escrito referido de foja 208 que el laudo adolecía de algu- 
nas nulidades, 

Que estos recurs, ti los mejoró el mismo D. Pedro Kisso en 
su calidad de agente, pues los mejoró el procurador Frugoni 
que figuró en los autos con poder que le otorgó Kisso en sn 
dicho carácter y con este poder sostuvo recurso ante la Suprema 
Corte «obre que no se había producido su deserción, y con ¿l 
como agente se entendieron los autos basta foja 321 

Que á foja 32i se presentó D. Julio Xuñez con un poder 
sustituido por P. Pedro Risso y dado i este por el dueño del 
buque «Júpiter» con fecha anterior á las sentencias que moti- 
varon los recursos y se presentó á fundarlos. 

Que en dicho escrito de foja 324 Nuñez declaró que no es- 
presaba agravios de la sentencia, manteniendo y fundando so- 
lamente el recurso de nulidad. 

Que la nulidad hace consistir, primero, en falta de poder en 
su contra parte, diciendo que el rt'presentaote de O'Connor no 
tuvo facultad para someter el juicio á árbitros; y segundo, en 
que el agente D. Pedro Risso no tuvo poder de la empresa 
Mens;igerías Fluviales, para haber creado ó firmado el juicio 
arbitral, como representante del vapor «Júpiter» ó someter la 
cuestión á Arbitros ; y que ni aun tuvo poder para representar 
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en juicio; siendo estos dos, los únicos fundamentos de la es- 
preaion de agravios de fojas 324 á 331. 

Corrido traslado, la parte de O' Con ñor cimiento" negando los 
dichos fundamentos porque no pudín alegar incapacidad en la 
parte contraria para fundar ninguna nulidad; pues U'Connor, 
único que podía observar esto, estaba muy conforme con lo he- 
cho por su representante; y por cuanto no eran las partes 
quienes crearon 6 constituyeron ei arbitraje, ó quienes some- 
tieron á arbitros la cuestión del ib oque ó abordaje sí nú que 
era un juicio creado por Ja ley; que era un arbitraje forzoso, 
en que no tenían mas misión los representantes de ios buques 
ainó la meramente pasiva de nombrar tos arbitros, misión que 
aunque se hubiesen negado á ejecutarla la hubiese entonces 
ejercido el mismo Juez de oficio, fundándose en el articulo 
1496 del Código de Comercio, y que al Juez le bastaba para e*e 
acto que hubieran representantes de los buques del choque, 
cuyos representantes según el Derecho Mercantil, lo son los 
agentes, los consignatarios, los capitanes, armadores etc., y 
que tanto mas era esto así, cnanto que se trataba de una em- 
presa residente en el extranjero y que aquí trabajaban sus bu- 
ques, teniendo para representarlos el re spectivo consignatario 
6 agente que se reconoce por todos lo era I>. Pedro Ki.so, y así 
lo afirma el mismo apoderado Nuñez hablando en representa- 
ción del dueño de la empresa, á virtud del poder de Kisso, que 
este le sustituyó para proseguir el presente recurso. 

Agrega la parte de O't'oniior que el que los representantes 
de los buques que se chocar n, dijeran en el acta de foja 13 
que ellos creaban este arbitraje, en nada podía modificar la 
realidad del caso, puesto que el arbitraje jamás dependió de su 
Toluntad que se crease ó nú, sino que lo creó ó estableció la ley; 
pues era arbitraje forzoso, no viniendo á ser dichas palabras 
en el acta de foja 13 sinó una ociosa redundancia sin el menor 
significativo, conforme a la letra del Código de Comercio. 



La parte de O'Connor alego también que desde que el apode- 
rado Xuñei como sustituto del mismo Risso diré que las Mea- 
saperías Fluviales no estuvieron representada.* en el juicio á 
ningún respecto, resultaría que uo fueron parte en la causa y 
entonces no pueden alegar derecho á pedir rescisión ni nulidad 
de sentencias que sostiene se dieron en juicio u ti que uo fueron 
partes ó no estuvieron representadas. 

Que el mismo O'í'onuor en su contestación de foja 341 y 
por medio de otrosí manifestó : que habiendo expresamente 
declarado las Mensajerías Fluviales en su espresion de agra- 
vios, que uo sostenían la apelación y que uianteuian solamente 
el recurso de nulidad, pedia se declarase desierto $ abandonado 
el recurso apelatorio contra las sentencia* del juicio arbitral, 
dejándose y tramitándose como único recurso existente el de 
nulidad, á lo que el .Juzgado accedió en su auto de foja 354 i. 
proveyendo al otrosí. 

Y considerando: I" Que en cuanto á la nulidad fundada en 
ii. capacidad de ln parte contraria, ó falta de poder en el repre- 
sentante de U'Connor, es inadmisible por derecho, articulo 13 
titulo «De la nulidad de los actos jurídicos», Código Civil. 

á" Que la sentencia debe ser con sujeción á la demanda» y 
la de segunda instancia limitada á los recursos que se hubiesen 
interpuesto, 

3" Que el recurso que motiva ol í instancia e* el interpuesto 
á fi'ja 298 por el agente U. Pedro Hisso, en su calidad de 
agente, donde espresa que im revoca el poder que cunto a^eute 
le tenia conferido al procurador Fru goui, habiendo isie último 
continuado el recurso y en cnanto á mejorarlo y sostener ante 
la Suprema Corte que no se halüa producido Ja deserción; así 
que él sen >r Bisiti en su calidad de agente interpuso el recurso 
en tela de juicio y lo continuó hasta foja por medio de su 
apoderado Frugoui. 

4* Que en el recurso de foja 298 no «e coniiene ni puede 
r. ai ti 
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contenerse acción de nulidad de todo el juicio arbitral por falta 
de personería en Risso, pues el testo del escrito de foja 498 es 
•Bcluyente de semejante causa de nulidad, desde que £1 es á 
nombre de Risso, firmado y presentado por él como agente y 
ningún mayor puede negarse personería & sí mismo, paTa im- 
pugnar sus propia actos ya producidos, con el propósito de 
anularlos; y además, que según la letra de ese escrito de foja 
298 solo se alega nulidad del laudo, especial y determinada- 
mente, y no del juicio entero, desde su base, como so Tiene i 
pretender en la espresion de agravios. De. londe resulta que 
podria admitirse cualquiera nulidad como interpuesta eu el re- 
curso en tela de juicio foja 298 menos la fundada por falta de 
personería en Hisso f puesto que él en su carácter de agente 
es el dueño y autor esclu^ivo del recurso. 

5» Que no cabe eu Jo racional que l>. Saturnino llibes venga 
¿ los seis ó siete meses de introducido el recurso de foja 498 
A seguirlo y fundarlo como suyo, alegando no haber tenido su 
poder, aquel mismo que lo puso, ó el autor misino del recurso 
se apropia para negar representación al que lo interpuso; y 
giu t/ibargo pretende seguirlo corno suyo propio, aceptando así 
que el qu lo introdujo (el agente Risso) era su representante 
legal; pues de 'tro modo no pudia sostenerlo como suyo, ni me~ 
nos continuarlo. 

6 o Que aun en e! inpejto que todo lo hecliu desde el acta de 
foja 13 por RUso en su calidad de agente, representante de 
uno de los buques del choque, no valí* ra por no haber exhibido 
poder judicial, siendo evidente que el poder que hoy presenta 
bu sustituto Sunca se otorgó á Risso con mucho tiempo antes 
de la sentencia arbitral y aun antes de las últimas actuaciones 
que le precedieron, y sin embargo de así caracterizado doble- 
mente con ese poder, nada dijo llitu que siguió interviniendo 
hasta que se produjo el laudo, esto importó jna ratificación 
implícita pero manifiesta de todu lo uHnado en los autos, no 
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haciendo falta para haberse producido esta ratificación la ma- 
terialidad de la exhibición del nuevo poder, pues era ya dobla* 
meóte carai'teriaado, y sin embargo de todo lo aceptó conti- 
uuando su intervención hasta que se ptodujo el fallo y aún 
hasta siete meses después con su solo carácter de agente, cosa 
que al hacerlo el apoderado judicial, importaba aceptar la plena 
representación del agente, aiu necesidad db otros títulos. 

7 o Que el juicio arbitral versó sobre un abordaje ó choque 
entre el vapor «Júpiter» y queche «Solis» (buque de vela). 

8 U Que eu este caso debia haberse juicio para resolver cuál 
buque tuvo la culpa y el cuánto del valor de las averías ó danos 
que debia reembolsar v\ buque que resultase culpable. 

9* Que en este caso la ley establece arbitraje íorsozo. uu 
teniendo mas que hacer las partes, ó los representantes de ios 
respectivos buques. siuÓ el nombrar las personas que deben 
formar al Tribunal du arbitros que la ley tiene creado para 
«tos casos (arts. 1427 y 1496. Código de Comercio,. 

10. Que los buques estrangeros que producen choques ó abor- 
dajes en las aguas de jurisdicción Argentina tienen forzosamen- 
te como representantes legales & loa capitanes y á loa agentes de 
lo* respectivos buques en su cuso; y así está establecido por la 
ley y la jurisdicción patria en todos los casos análogos. 

11. Que li se aceptara que el agente del vapor que produjo 
el choque no era representante para el cas*, importaria obligar 
á la marina del país á ir al extranjero á buscar y demandar al 
dueño del buque; pues no es procedente demaudar aquí á una 
persona domiciliada en el estranjero y poT eso paru cortar tan 
manifiestas incompatibilidades reconoce á los buques como 
personas ó entidades que representan sus capitanes, ó en su 
caso los agentes del buque en nuestros puertos, siendo perfecta 
ta personería que estos hagan en lo relativo á dichos buques 
por loa caaos quo ocurran con el comercio marítimo, siniestros, 
choques, etc. 
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14. Que do fué necesario que D, Pedro Risso tuviera poder 
especial para haberse producido la existencia de este arbitraje, 
puea que no debe en dicha existe a cía á la voluntad de las par- 
tea» ainó al ministerio de la ley, que es quien lo creó en calidad 
de forzoso sin que altere este hecho el 
el acta de t 13 que cometieran el negocio á 
están de mas desde que la ley se cumplía ul formar este juicio, 
y debe considerarse que los representantes de los buques no 
ejercieron sino la misión pasiva y forzosa de nombrar las perso- 
nal que debían componer el Tribunal arbitral. 

Por esta» consideraciones fallo declarando improcedente el 
recurso de nulidad introducido por ¡aparte del vapor «Júpiter- 
representado por su agente D. Pedro Risso, con especial conde- 
nación en costas á la parte de este buque, la empresa ríe Men- 
sajerías Fluviales. Kotífíquese origina* y repónganse los sellos. 

Isidoro Atbarrarin. 
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Bueno» Aires. Maya 30 Je 1883 

Vistos; por sus fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada de foja trescientas sesenta y nueve, con excepción de la 
condenación en costas que contiene, la que se deja sin efecto 
por no considerarse temerarios loa recursos interpuestos, Y no- 
tándose que el Secretario Doctor Don Nemesio Rojo se halla 
impedido en esta causa, comisionase para autorizar las últimas 
diligencias de tramiUcíon al Ugier Don Pedro Uache. Satisfe- 
chas en consecuencia las costas de esta instancia y repuestos 
los Sillos, devuélvanse. 

J. ti. ÜOROSTUGA.-O, LECttZABOH.— 
LUUISLIU FRIAS. S. M LAHflUft. 



CAUSA IIIII 



fí* Frannsca S. de Sanehet contra th Honorato Galano, 
sobre revocación de una venta. 



Sumario. — 1*La prueba de que un bien raiz ha aido com- 
prado para la mujer y con su dinero debe resultar de la 
misma escritum de compra. 

2" La mujer por su dote es acreedora del marido, y como 
tal puede pedir la revocación de las enagenaciones hechas en 
fraude de sus derechos. 

3 o La declaratoria de pobreza pedida por el marido con 
motivo del juicio de divorcio y separación de bienes antes de la 
enajenación, demuestra u.ue esta ha sido en fraude de lo* 
derechos de la mujer. 

4" Ki conocimiento de dicha declaratoria por parte del com- 
prador, y el pago del precio hecho con la chancelación de no 
crédito de mucho menos valor, demuestra su complicidad en 
el fraude. 

5 a Revocado el acto cousistente en una dación in solutum 
reme el crédito con sus accesorios. 



Caso. — Re comprende leyendo el 



Min Juan. Octubre 4 d* 1880 



Vistos: entre 1>* Francisca S. de Sánchez y D. Honorato 
Galasso» reclamando la primera una acción á la mitad de un 
molino y terreno adyacente rendido ó d;ida en pago jior su 
«■poso Ü. Juan José Sánchez, en fraude de sus derechos é 
favor del segundo, con lo alegado por las partes, teniendo 
en vista les constancias de autos, y considerando: 

I o Que la demanda de !>• Francisca de Sánchez, según el 
sentido espllcito del contesto, y final del escrito de demanda 
á foja 13 de los autos, consiste en pedir la nulidad, rescisión, 
revocación del acto jurídico de venta, ó dación en pago ht*chn 
por su marido D. Juan José Sánchez, á favor del deman- 
dado Galasso, de la acción de la mitad del molino, viña, 
huerta, bodega y terrenos adyacentes, ubicado» en el Departa- 
mento de Desamparados, fundándose para ello : en que dicha 
acción del moliuo fué adquirida por compra con dinero de la 
actora pertenecientes á sos bienes dótales, por su esposo, 
dorante la sociedad conyugal. 

4* Porque aun suponiendo que la adquisición se hubiese 
hecho por la misma sociedad conyugal, el acto de ta venta 
6 dación en pago consumado por su esposo á favor de Oalasso, 
se ha celebrado en fraude del crédito personal que tiene con- 
tra aquel por los bienes dótales que recibió después de sti 
matrimonio. 

3° Que la contestación del demandado, en su escrito de f. 75 
y f. 78, le contrae i í 9 A deducir excepción de oscuridad en los 
términos de la demanda, por cuanto en ella no se espresa cate- 
góricamente, si ae deduce acción de reivindicación del fondo 
vendido, á que parece limitarse la licencia judicial obtenida 
para parecer en juicio (auto en copia de f. 48). ó si reclama la 
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nulidad ó rescisión dri acto de su marido como fraudulento; 
y á negar los hechos fundamentales de la demanda, es decir, 
que es falso que la adquisición por compra de la mitad del 
molino viña y bodega, objeto de la cuestión, constante de la 
escritura pública, corriente en eópia i I. 68. la hubiese hecho 
l> Juan José Sanche*, con dinero de su esposa D' francisca, 
si.ndo igualmente falso que al tiempo de celebrar la renta con 
Oalasso, estufera en estado de insolvencia, para suponer 
fraude de su parte, y mucbo menos del comprador con los inte- 
reses do su consorte. 

4- Que por lo que respecta á la eicepcion de oscuridad en li 
demanda, si bien es cierto que en el cuerpo del escrito > 
demanda y en la automación judicial de f. 48, se m...» 
apresamente la acción reivindicatoría, en el mismo escrito de 
demanda se manifiesta con claridad la acción de revocación de 
acto, jurídico, fraudulentos contra terceros, lo que no importa 
colindad sino simple acumulación de acciones, permitida por 
derecho, cuando como sucede en este caso, ellas concurren i 
n « solo fin, no teniendo por lo tanto la condición de accione. 

perjudiciales entre sí. 

0» Que en cuanto al fondo de la cuestión, conviene para es- 
tablear con claridad el derecho de las partes, consignar 
todos los lucho, que constan de autos en el orden siguiente : 
I- que desde Agosto del año próximo pasado, los esposos San- 
che* viven separados de b^cho, en virtud de pleito de divorcio 
promovido por la señora DP Francisca, el cual se encuentra 
actualmente pendiente y en tramitación, habiéndose ausentado 
el Sr Sanche* de la Provincia antea de Junio del comente 
año con ánimo de no volver, auto en copia de f. 48, dih- 
iencias en copia de f. 84 vuelta y f. 85, é informe á f. 88 t.j 
r que en Agosto del mismo año, mil ochocientos setenta y 
nueve, el Sr. Sanche* pidió y obtuvo del Superior Tribu- 
al de Justicia, declaratoria do pobreza para litigar con su 
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esposa sobre separación de bienes (dilíjencias de f. 84 *.); 
3" que la acción del molino, materia de este juicio, fué com- 
prada durante el matrimonio de los esposos Sánchez, por el 
marido en Abril del año de mil ochocientos setenta y uno, 
á bus sobrinas D' Juana y D* Carmen Sánchez Albarracin por 
precio de dos mil pesos bolivianos y el terreno adyacente en 
Mayo de mil ochocientos setenta y cinco á !>• Mercedes lluiz 
Buarez de Sánchez en trescientos treinta tj (res ¡tesos holieinnos 
(escritura pública de f. m y privada de f. 70 ; 4" que en Abril 
del año próximo pasadn, 1>. -Juan J. Sánchez otorgó escritura 
de obligación ú favor de I). Honorato (Jalasso por la suma de 
trescientos pesos fuertes que le prestó al interés del uno por 
ciento mensual, hipotecando en garantía la acción recordada del 
Molino, terreno adyacente, viña y bodega y una huerta de 
árboles, por et plazo de un año, pero hubiciido transcurrido 
solo seis meses ó sea el 21 Je Octubre del mismo año, el 
mismo Juan .1. Saurhcz, otorga escritura de venta y dación en 
pago del crédito hipotecario no vencido de todos los bienes 
constituidos en hipoteca á favor del acreedor Gala sao, hacién- 
dose la estimad. m de aquellas, como precio justo, el valor 
del crédito cen los intereses devengados, ó sea la cantidad d* 
trescientos veinte pesos fuertes meta ticos como capital é intere- 
ses devengados («scrHora pública corriente á f. 72); 5 o que la 
huerta de árboles contigua al molino incluida en la venta i 
Galano, no obstante espresar^c por Sánchez en la misma escri- 
tura, y por Galasso en la con les! ación a la demanda, >qt de 
propiedad del primero, por adjudicación en pago del honorario 
del Albareazgo, y existir los antecedentes en los archivos 
públicos, no han sido presentados estos antecedentes á pesar 
del requerí miento del Juzgado (auto fecha 20 de Agosto cor- 
éente á f. 81). 

6' Que aplicando el derecho á los Lecho* anteriores que 
constan de las diferente; piezas del proceso, debe rechazarse el 



DE JUSTICIA lUOOlUL «1 

primer fundamento de la demanda, considerándose la actora 
propietaria exclusiva de los bienes vendidos á Gatasso por el 
mundo, en virtud de haberse adquirido en compra con su 
dinero propio, ofreciendo la prueba de este hecho, pues el arti- 
culo 30, título $\ Sección 3% Ubro2°, Código Civil, único apli- 
cable al caso, no permite otra prueba de la compra para la 
mujer y con su dinero, que el coutenido de la misma escritura, 
donde deben espre*arse estas circunstancias. 

7° Que para establecer el derecho cou respecto al segundo 
fundamento de la demanda, sobre la enagenarion hecha por el 
marido de bienes del matrimonio, en fraude de los derechos 
dótales de la mnjer, debe tenerse en cuenta: 1* que consta de 
los documentos y otros títulos presentados por la actora con el 
escrito de demanda, que llevó al matrimonio bienes dótales 
consistentes en bienes raices, muebles y sumas de dinero, pro- 
cedentes He herencias, legado y donación de sus padres y her- 
manos ; 2» que la mujer con relación á los bienes estimados ó 
en valores que introduce al matrimonio es acreedora personal 
del marido y tiene derecho como cualquier otro acreedor i 
pedir la revocación de los actos del marido en fraude de sus 
derechos, artículos 43, U y «1, Título 2', Sección 3% Libro 2% 
Código Civil ; 3** que para pedir revocación de actos fraudulen- 
tos contra terceros adquirentes, se requiere que haya habido 
mala fc\ ó complicidad entre el vendedor y comprador de la 
cosa para defraudar al acreedor (art. 25, tít. 2 o , Se<\ 2\ 
Lib. 2 o . Código Civil). 

8'' Que aplicando al presenta caso los hechos antea recorda- 
dos y el derecho establecido en el anterior considerando el 
acto de tnagenacion que contiene la escritura pública de f. 72 
es manifiestamente fraudulenta contra los derechos de la 
actora, mediante complicidad entre vendedor y comprador: 
i" porque la declaratoria de pobreza de! tendedor anterior al 
acto, y coa motivo de un juicio de divorcio, 6 separación de 
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feieaee con «o esposa, también anterior prueba á toda luí 
pecio del marido su propósito fraudulento ; (art. 46 tít. 2 o , 
Sección *•» Lib. *\ y 88, tít. 2 o Sección 3% Lio. ft°. Código 
GÍTil)¡ # porque el adqnirente Galasao en su escrito de defensa 
se ha limitado á negar la eficacion jurídica de la declaratoria 
de pobreza del Tendedor por so estado de insolvencia, asin- 
tiendo implícitamente en el conocimiento que debió tener de 
ella al tiempo del contrato, no siendo admisible so argumento 
de subordinar el estado de insolvencia al de falencia, pues el 
inciso I o del articulo 19 título «De los actos jurídicos» que 
invoca, no tiene el sentido que le atribuye la defensa, teniendo 
por único objeto establecer una presunción juris de insolvencia, 
i falta de otras pruebas entre las cuales la mas completa es 
sin duda la declaración de Juez competente de que una per- 
sona carece absolutamente de toda clase de bienes, solicitada 
por la misma; 3 o porque el acto de la enagenacion, que reclama, 
cancelando un crédito hipotecario, seis meses antes de su venci- 
miento, con valores que representan mas del quintuplo de la 
cantidad adeudada, ausentándose en seguida del país el marido 
tendedor, son circunstancias y actos tan irregulares que no 
tienen otra esplicacion para el sentido común que el propósito 
deliberado de parte de ambos contratantes de defraudar los 
derechos de la actora ; 4° porque el adqnirente Galaaso no ha 
podido ignorar el valoT que representaban las propiedades 
adquiridas* pues en la misma escritura de f. 72, declara estar 
conforme y aceptar los títulos de las mismas. 

9" Que ordenada la revocación de la venta ó dación en pago, 
conforme á loa considerandos anteriores, y en posesión de los 
bienes la sociedad conyugal de los esposos Sánchez, queda 
■ubsietente el crédito anterior del comprador Galasso a cargo 
de la misma sociedad, para ser pagado, seis meses despnes de 
ejecutoriada esta sentencia, con la misma garantía y los inte- 
en el préstamo, sin cargo alguno recíproco 
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respecto de frutos é intereses desde L fecha del contrato da 

f ° Po?e,tas consideraciones y otras que se omiten : fallo M ni- 
ticamente juzgando y declaro inencai y sin valor alguno lega 
el contrato de compraventa y dación en pago que con tiene el 
instrumento de f. 7* debiendo ponerse en poses.oo de los bie- 
nes de su referencia a la a,tora en ausencia de su esposo, sm 
perjnicio de obtener de quien corresponda, la autonzaciou e - 
pectiva para la administración de los raism09 ';°; forme fo ^ 
L quedando subsistente el crédito del demandado, conforme 
»1 octavo y último consi lerando, con costas. Hágase saber 
pudiendo el actuario notificar esta sentencia fuera de ta oficna 
y repónganse los sellos. 

Katanael Morcillo. 



Ruenoi Airei, Junio 1* de L8», 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas la seo- 
tencia apelada de foja ciento una vuelta, satisfechas laa de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

i. B- GOROSTIACA. — J- DOMISCBEI.— 
O. LECUUAMOH. — «LADISLAO rUlA»-— 
S. M. LASPIÜB. 




Don Justo Helio, en tercería de dominio, contra la ejecueion te- 
guida por D. Cecilio Funes con Cárlos Galtiardi y O; por 
cobro de pesoi. 

Sumario. — i 9 La obligación firmada por una razón social, 
©bliga á todos los socios solidariamente cuando la sociedad es 
colectiva. 

f No importa que eu la firma se haya incluido un nombre 
que no era el usual de la razón social, desde que ese nombra 
«• de ano de los socios, no se ha producido la escritura de so- 
ciedad que precise otro nombre de la misma, y la deuda Tesulte, 
6 » presuma contraída por los negocios de la sociedad. 

& El eocio responsable uo tiene derecho para deducir terce- 
ría j escluir de la ejecución los bienes de su propiedad que se 
han embargado para el pago de la deuda social. 



Como. — Se halla esplicado en el 



Vilta la tercería, deducida por D, 
eüio Funes, resulta lo 



Rosario, 26 de 1880. 
Justo Mello contra D. 



Dicho Funes coa el pagaré corriente de f. 1" de loa antot 
ejecutivos de que parte esta tercería, valor de cuatrocientos 
cincuenta pesos ochenta jr cinco centavos bolivianos, protestado 
ante la Municipalidad, entabló ejecución contra Cárlos Ga- 
Uiardi y C- que lo suscribieron, en Arroyo Seco Sud, con fecha f * 

de Enero de 1880. 

Citado Galliardi á reconocer el documento, lo reconoció en 
forma y se dictó el auto de solvendo. Mas luego él mismo ae 
presenta esponiendo, que hacia algun tiempo había rendido 
todos sus intereses en hv sociedad á D. Justo Mello, que hasta 
entonces fué su socio capitalista, quedando así él esclusiva- 
mente dueño de todos lo* intereses sociales ; como lo compro- 
baba por el documento firmado por ambos que adjuntaba, el 
cual corre a f. 16 de dichos autos ejecutivos, concebido en es- 
tos térnrnos : 

• Los que suscriben, declaran que la casa de comercio que 
« tenían en el distrito Arroyo Seco Sud, queda de propiedad 
* esclusiTa de Justo Mello, habiendo disuelto amigablemente 
« la sociedad que entre ellos existía, en esta fecha: Rosario, 
« Febrero 24 de 1880». Y por tanto pedia se entendiese con 
é\ la ejecución, pues Mello habia quedado con el activo y pa- 
sivo, siendo el único responsable del crédituque se cobra & los 

espresados socios. 

A solicitud dd ejecutante Funes, se notificó el auto de sol- 
iendo & Mello, quien á f. 12 se presentó diciendo : que jamas 
ha sido socio de la sociedad deudora t Cárlos Galliardi y O » J 
pedíase dejase sin efecto la notificación. Que solo habilitó á 
Galliardi como dependiente, asignándole por su trabajo el 
eíncuenía por ciento de las utilidades liquidas que resultaran; 
lin que fuera formada esa habilitación bajo forma social al- 
guna, ni contrato social de ninguna clase. Que Galliardi jamas 
fué autorizado por él para contraer deuda alguna, siendo por 
tauto solo él responsable de la que personalmente ó bajo otro 
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.ombre hubiese contraído. Que á principio! do Enero por ha- 
llarse preso dicho Galliardi, resolvió cenar en la habilitación, 
quedando solo Mello al frente del negocio. 

No habiéndole hecbo lugar á esta solicitud por inoportuna, 
y no cumplido por Mello el decreto de solvento, se ordenó j 
procedió 4 trabar embargo en las mercaderías de la casa de ne- 
gocio por la cantidad cobrada, sus intereses y costas según lo 
instruye la nota del comisario departamental, corriente á f. 2B. 

Con este motivo, Mello interpone tercería de dominio sobre 
dichos bienes, por ser, dice, en la actualidad, de su esclusiva 
propiedad ; pidiendo se declare asi y se levante el embargo. 

Alega: que jamas íormó parte de la sociedad «CárloeGa- 
lliardi y C». Que solo habilitó a este como dependiente, por- 
que le sirviese en su casa de negocio, de su propiedad esclusiva. 
que gira y ha girado, unas veces bajo su solo nombre y otras 
bajo «Justo Mello y C\ » habiendo asignado á Galliardi el 
cincuenta por ciento de las utilidades líquidas, según todo 
consta, dice, de los documentos obrantes en la Gefatura Polí- 
tica dé esta ciudad. Que en el mes de Febrero de este año, cou 
motivo de haber estado preso GalUardi, el esponente Mello 
acompañado del Comisario, levantó inventario de las existencias 
de la casa, á fin de conocer las utilidades que hubiere, habiendo 
pagado á aquel lo que por su trabajo convinieron, con lo que 
cesó la habilitación, quedando el mismo fuera del negocio; 
habiendo firmado ambos el documento de f. tt de los autos 
ejecutivos. 

Que la obligación presentada por el ejecutante, dice, debo y 
pagaré como refiriéndose á Cárlos Galliardi y que ademas pa- 
rece haber estado solo firmada por éste, é juzgar por la rúbrica 
que nace de la palabra « Galliardi » y no de la palabra « Com- 
pañía». * , , _ f 

Corrido traslado al ejecutante y ejecutado, el primero re- 
chaaa absolutamente las aseveraciones del tercerista, pues no 



las jwtífi» en mngon sentido como era de ta deber hacerlo 
con la demanda. Que el pagaré que funda su ejecución, ha «do 
firmado cuando Galliardi y Mello eran socios y por consi- 
guiente solidariamente responsables por las obligaciones que 
bajo la firma social contrajera cualquiera de ellos segnn lo 
establece terminantemente el Código de Comercio en su arti- 
culo 455, inciso !°, libro I o - 

Que en una sociedad colectiva como la de que se trata, no 
era ademas permitido á tos socios ni siquiera estipular en el 
contrato social que no quedarán solidariamente responsables 
ú obligados, según el articulo 456. Que no puede pretenderse 
desvirtuar su derecho con el documento que se dice, corre en 
la Gefatura Política, por el cual se acuerda a Galliardi una 
parte de las ganancias, documento que no se ha presentado ni 
se ha justificado su eiistencia en la estación oportuna; pues 
lejos de ello, Mello ha asegurado posteriormente que ningún 
convenio por escrito ha tenido con Galliardi. Que mejor hu- 
biera sido que el tercerista probase con el contrato social de 
fecha anterior al pagaré, la sociedad de Justo Mello y C* para 
demostrarle que aún así el ejecutado ha continuado siendo su 
socio, 

Como Galliardi no contestase el traslada, en su rebeldía, la 
causa fué abierta á prueba, la que se produjo por ambas 
partes, Y según su mérito. 

Considerando: 

Primero: Que Mello ni con su demanda como era su deber, 
ni durante el término probatorio, ha presentado el contrato de 
U sociedad que bajo su misma firma dice que tuvieron con 
Galliardi en el documento de disolución de la misma, antea 
transcrito, de fecha 24 de Febrero de 1880; esponiendo des- 
pués contradictoriamente consigo mismo, que jamas ha stdo 
socio de la sociedad Cártos Galliardi y C* y que soto habilitó á 
tiattiardi como dependiente, asi?» 
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4e U» utilidades liquidas del negocio por su trabajo, sin que 
futra firmada esa habilitación bajo forma social altjuna;\a 
que importa una palmaria contradicción, tanto mus si se 
atiende al aviso público, que dieron á la prensa bajo L* firma 
de ambo» en esa misma fecha y que dice textualmente: *r 
pueblo. Loa que suscriben, declaran que la esa 
que tenían en el distrito Arroyo 
•■elusiva de Justo Mello, babie 
ta sociedad que entre ellos eiistía, en esta fecha: Justo Mello. 
Cárlos Galliardu Rosario, Obrero 24 de 1880. Todo lo que 
prueba que entre ambos existió la sociedad que niega el ter- 
cerista. 

Segundo: Que aún dado el caso que este alega, de que =>olo 
existió entre ellos un convenio de habilitación á GalliardL en 
calidad de dependiente, al cincuenta por ciento de utilidades, 
no es posible suponer que tal pacto entre personas estrañas, 
con una participación tan considerable por mitad do ganan- 
cias, como se acostumbra entre verdaderos socios y en comer- 
cio de atendible importancia, como el que ban tenido, no se 
hubiera escriturado al menos privadamente, como es de prác- 
tica, aún entre personas ligadas por íntimos vínculos de pa- 
rentesco y amistad: circunstancia notable que unida á los 
dos documentos transcritos y firmados por Mello, viene á 
comprobar aún mas que existió el contrato social escriturado 
qne este niega, y que no ha presentado ni aún para justificar 
el convenio de simple habilitación. 

Tercero: Que para fortificar todavía esta creencia cot*eh eu 
autos otras pruebas concurrentes, á saber: 

1» El fehaciente informe de la Receptoría de Hacienda de 
esta ciudad por el que consta que en este año se espidió la 
patente de la casa de negocio en cuestión, á la razón social 
« Cirios Galliardi y C" r, (f. 25 v. y f. 51 v.); 

2» La confesión de Mello á la tercera posición de f. 3«, eu 




que afgnra qae ni hacer poner £1 mismo en algunas cnentaa, 
• Joito Mello y C\» se recría como mas agregado al azól- 
vente, á D. Juan Kasar*; no habiendo intentado probar con 
contrato social, ni do ninguno manera, que hubiese tenídü so- 
ciedad con este, ni con otra perdona que no fuese Galliardi; 
romo le convenía hacerlo; resultando de ello que la palabra 
«Compañía > que él hacia poner, no podia referirse d otro que 
á Galliardi; 

3* El que al propio tiempo, en la misma posición, se contra- 
dice al decir que era Galtiardi el único que hacia poner «y 
Compañía» en tas cuentas y no él absolverte; contradic- 
ción tanto mas notable, cuanto que él mismo ha sostenido 
como antes se ha relacionado, que sn casa giraba ra bajo la 
razón de * Justo Mello,, ya « Justo Mello y O»! lo que prueba 
como otras muchas constancias de autos, que no era ignorante 
ni ageno á la agregación de esa palabra t Compañía - que im- 
puta solo a Calliardi; que ademas baria compras, ventas, co- 
bros y pagos con esa razón. (Declaraciones de f. 50, 56, 58 y 59); 

4» La declaración del Dr. León de f. 04 que fué quien arre- 
gló la liquidación social entre Mello y Galliardi, en el cual 
espresaque le constaba que D, Domingo Filiberti tenia Armado 
un vale por treinta y tantos mil pesos moneda corriente de 
Buenos Aires á favor de Carlos Galliardi y C\ el cual estaba 
en poder de Mello, y cuyo <-obro lo hizo éste como se lo dijeron, 
tanto 61 como Galliardi; constándole también, que ambos tenían 
sociedad en esa casa de comercio, purquo él mismo tuvo ocasión 
de arreglarlos estando Galliardi al frente de la casa de que era 
socio con Mello; sin saber el interés que cada uno tuviese en la 
sociedad, pues aquel le decía ser socio capitalina y éste que 
Galliardi era solo socio industrial, por la mitad de las ganan- 
cias; no pudiendo en consecuencia saber cuál de ellos decía la 

del comisario Ü. L. Aguirre de f. 68 v. en el 

13 
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que espresa que es efectivamente cierto que cuando fueron á 
embargar en la casa de negocio á cargo de D. Justo Mello, el 
dependiente de él D. Antouio Pialy, habiendo los concurrentei 
notado la falta de algunas fojas de un libro, espresó que Mello 
las habla roto pata que no constase sociedad con nadie; que 
esto pasó en presencia del Señor Funes (el ejecutante), de 
D. Francisco Paz. D. Bartolo Chinassi y D. Manuel Campos ; 
habiendo confirmado este hecho el mismo Chinaasi en la decla- 
ración de f. 33, aunque ha sido tachado y no se pueda por esta 
razón dar importancia a su declaración ; siendo sí de notar que 
dicho Mello para desmentir ese hecho que he negado en sus 
peticiones, como para comprobar su falta de sociedad con Ga- 
Uiardi, no haya presentado libro alguno de su casa de comercio. 

Cuarto: Que Mello, teniendo el rol de demandante en la 
tercería y por tanto correspondiéndole la prueba, no ha ofre- 
cido ninguna que pueda destruir las mencionadas concluyen- 
tes, presentadas por la p:irte del demandado en ella y ejecu- 
tante Funes, que comprueba la sociedad con Galliardi ; al grado 
tal que vencido aquel por esa prueba, se ha visto obligado á 
confesarla categóricamente en su alegato de bien prohado, á 
f. 79 en estos términos: «Es incuestionable que entre Justo 
Mello y Cárlos Galliardi ha existido uno sociedad, bien sea de 
capital ó industria ó colectiva, la cual ha girado bajo el nombre 
de Justo Mello y del de Justo Me'.lo y O como se halla plena- 
mente demostrado en autos. Es incuestionable también que 
D. Justo Mello J D. Cirios Galliardi son solidariamente res- 
ponsables de las operaciones que se hayan hecho a nombre y 
por cuenta de la sociedad, bajo la firma de Justo Mello ó Junto 
Mello y C*, artículo 454 del Código de Comercio». 

Quinto: Qne aún colocada la cuestión en esta hipótesis y 
dado la irregularidad con que ambos socios usaban de la firma 
■ocial, ya bajo las denominaciones de « Cárlos Galliardi y C' t * 
ya t Justo Mello* y «Justo Mello y C", * ni habiendo sido 
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acreditado por el tercerista que hubiese otra sociedad ni otroi 
tocios que ambos individuos, serian siempre ellos solidaria- 
mente responsables de las obligaciones que sobre cualquiera de 
esas de Dominaciones pesasen, según el mismo artículo del Có- 
digo de Comercio. Y pues si Mello, disuelta la sociedad, quedó 
dueño esclusivo de la casa con el activo y pasivo, no hay raioa 



siendo en tal caso, en ningún sentido justo ni razonable, que 
terceros inculpables de esa irregularidad en el uso alternativo 
de las distintas denominaciones que daban á la sociedad, so- 
porten Ub consecuencias que de ello pudieran originarse; pues 
si esa impropiedad es un hecho ilícito, debe responsabilizar 
«elusivamente á sus autores, no ál'unesque solo entregó" su 
dinero; el que indudablemente fué & la masa social, á juzgar 
por las diversas renovaciones del documento que se cobra y por 
la carta de Galliardi que el mismo Funes acompaña, corriente 
á fojas.., de fecha de Agosto de 1879, muy anterior á esta cues- 
tión, carta cuya autenticidad y verdad de bu contenido, no se ha 
negado, y de que se deduce que ese dinero se empleo en abo- 
nar créditos comerciales á la casa que espresa. 

Sexto; Que la suposición aventurada que hace Mello, de que 
el pagaré que se cobra fué firmado solo por Carlos Galliardi, 
agregándole después • y €** sin otro fundamento que la rú- 
brica principia donde concluye su apellido, es de todo punto 
avanzada y de ningún momento, porque asf acostumbraba 
siempre rubricar, CáTlos Galliardi y C\ como se comprueba 
por sus diferentes firmas corrientes en autos de fecha anterior 
á la demanda: no siendo lícito imputar actos de tal naturaleaa 






i] 



ÍMpíimo: Que asentados loa hechos precedentes es de todo 
ponto cierto según derecho, que el convenio de negocio que 
«istid entre Oalliardi y Mello, constituye una ver Udera com- 
pañía 6 sociedad; pues según el artículo 387. Código de Co- 
mercio, a,í se llama el por el cual dos ó mas perdonas se unen, 
poniendo en común sus bienes 4 industria* ó alguna de estas 
Las con ánimo de partir el lucro qoe pueda resultar - contrato 
nue se ha probado plenamente ya por la última confín de 
¿ello, como antes por alguno* de los medios probatorios repu- 
tad» legales por los artículos 192 y *0O y tanto mas ... como 
lo dice él mismo, no hubiesen celebré ú contrato esenturado, 
artículo 3<H; debiéndolo* haber redaciado por escrito según 
el 303 desde que existió la campa ni u en que «ufa sompu» 
en la sociedad alguna parte de capital, ya consisti.se en mero, 
en eVcto< o.i créditos ó en industria ó trabajé articulo 380. 
Ademas de' que, si tal prueba de la existencia del contrato so- 
clal no se hubiese rendido, debió presumirse- su existencia, se- 
gún el artículo 401. puesto que ambos ejercitaron actos propios 
de sociedad, neniaron promiscua y comunmente. «*'J™*™> 
adquirieron y pagaron en común: y lo que es mas. declarándose 
d Lo de ellos socio, el otro, Mello, no solo no lo contradijo de 
u „ modo público, sinó que públicamente por la prensa, se 
llamó socio de Galliardi, en el aviso ántcs mencionado 

Octavo: Que en tal concepto, y no habiéndose ji.itilicr.do por 
el tercerista que la sociedad que turo con Galliardi fué de «in- 
ste capital i industria y aún ruando esto hubiera sido así. como 
lo pretende Mello, luyendo existido una firma social llA*e.e 
, Justo Jlello «Justo Mello y ? ■ ó k Carlos Galliardi y O », 
siendo ambos los asociados, le son aplicables las reglas del ca- 
pítulo «De las so-iedades colectivas», artículo 437; y poea 
que además, si Galliardi hubiera sido solo sócio industrial, no 
habría podido contratar a nombre de la sociedad como se ta 
T i<to lo ba hecho con conocimiento y asentimiento de Mello, 



de romcu mcmw. 

en compras, ™nt.. y doe.rn.nto. cobrado, por 
poco el ,6c¡o ¡oduatrñ.1 estaria obligado 4 resp onde £M 0. 
L propio, ó loa acreedores de la soc erfnn ,<« 
debiéndoselo pesar so S créditos sobre los b.ene, socale, q«. 
Redaron á cargo do Mello. 

JYowho: Que en consecuencia, la >o. iMío que " 

««MI . Mello eo„,o ja «a.. >• .™»- *» » *^ 
claquearse de ««««(«a coíecl.ia a pesar de las . ■ 
r „„ bao girado, según la delinicio» que de ella dd e C6- 
uic o de Comercio en su articulo 43» 1"« asi llama á la ,«e for- 
JL Jo» ú «ni ono se por. «».,m..r «■« común 

tojo una firma sucii'l : -ulule cu todo caso, eomo so ba d, b . 
¡ icable ' bs reglas de esto .énero do ««.acs-mea de - 

,1 articulo «7. En cuja virtud según el «tí alo 4ol . todo 
. ,os ,«e forn.au la sociedad de counrcio colectiva, sean d no 
. administradores del caudal social, coatraen obl.gac.on oh- 
. daría act.va y pas.vao.entc á los resultados de las opacónos 
. que se togw á oombre de la soeiedad bajo la lirma que ost. 
. ¿ng. adoptada, por persona automa.l» para las got.ones y 
l administración de sus negocios .. Ks.ando ademas después 
por el 455 . que la razón social equivale plenamente é a u.a 
! de oda uno de los socios ¡ y por lo m.siuo que los obliga * 
. todos como si todos bebieran efectivamente 
. pudiend,, ni aún estipnlar entre si que no qnedardn .Ol.d.- 
< mente obligados », articulo 456. 
Porotos fundamentos: no ba lugar á la tercería dedued. 

por D. Justo Mello, con cestas. 
Kotiiiquese original y repónganse los sellos. 

Feneion ZupiWo. 



Buenoi Aire», Jonio L" de 18S*. 

* 

Vistos; pot sus fundamentos ae confirma con costas la sen- 
apelada de foja noventa y tres; satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

J. B. COÍIOST1AGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LtCDIZAMOH. — ^LADISLAO FRIAS, 
S, n. LASPIUH. 



CAERA ILI 



D, Francisco Moreno contra el Banco Argentino del Rotaría, 
por cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario. — El conocimiento de los asuntos pertenecientes 
I nn Concurso, cone^onde d los Tribunales de Provincia. 



Caso. — Hallándose en apelación el 
por D. Francisco Moreno contra el Banco 
declarado en quiebra. 
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Dueños Aire». Junio 3 de 188Í 

WW^SnSS^ «.íc^o doce, ¡neleo 
e„ «.«¡ebra, y atento lo d P» « compet e n cia de los Tti- 

iT t LoLs m t - <uo„o L los auto, i ,o. 
*\ Juez de Sección. 

j.D.C0R0STl A CA.-J.I»0MIÍ(GUE2.- 
0. LEGL'IIAHOS. — U LADISLAO TÍIIA8. 
_8, H. LASPItW- 



«S ^r^ÍS -So Uieo « *JS 
por IM «ñorei Bodger* y Comp. 



CAUSA SIJI 



D. Ramón Sariá contra D. Tomás S. G, Armstrong. 
sobre cobro de pesos 



Sumario.— I o Eltenedor de unas letras por pesos fuertes ó 
111 equivalente en oro sellado á razón de 39 pesos moneda cor- 
riente, á bu elección, firmadas después de la ley de inconver- 
lion de 1876, no puede eiitfir el pngo en moneda de plata. 

2? Puede solo exigirlo en pesos fuertes de curso legal, ó en 
oto sellado al cambio en moneda corriente que en ellas se fija. 



Caso.— En 1877 D. Tomás S. G. Arrastran g firmó dos letras, 
Ttlor de 17500 pesos fuertes, ó su equivalente en oro sellado á 
razón de 29 pesos moneda corriente por pesos fuertes, á eljc- 

cion del tenedor. 

El tenedor da ellas D. Ramón Sarda pretendiendo que el 
pago debía hacerse en plata sellada, demandó & Armstrong, 
quien pagó en billetes metálicos la suma de í 0700 pesos, con- 
vinendo en que rebajados i2ü7 pesos fuertes adeudados poT 
fastos, resolviera el juzgado lo que debía pagarse i Sardo. 



DE JUSTICIA. RACIONAL P* 



Bueno» Aíret. Diciembre 6 de 1681. 

Vistos y considerando: i° Que la obligación que se contiene 
en las letras de fojas 1 y 2 es de pagar en pesos fuertes ó en pi- 
tos oro i elección del acreedor, y este al deducir la demanda 
optó por la primera especie de moneda; 2" Que estando la obli- 
gación bajo el imperio de la Ley de Moneda de 1876, se ha de- 
clarado poi la Suprema Corte en casos análogos, el de Sívori 
contra Molina, por pesos fuertes debia entenderse el fuerte me- 
tálico en contra posición al peso fuerte oro ; y por consiguiente 
la elección del acreedor en este caso importa el derecho de 
ger pagado en dichos pesos fuertes metálicos, consagrando así 
la diferencia que el comercio puede hacer sobre el valor relativo 
de los dos metales con que se funden las monedas, lo que es- 
plica al mismo tiempo la opción que se diera al acreedor entre 
fuertes metálicos y fuertes oro; 3 o Que según la transacción 
de foja 97, el acreedor Tecibió, rebajando los mil doscientos 
sesenta y siete fuertes billetes por gastos, diez y ocho mil cua- 
trocientos treinta y tres pesos fuertes billetes por capital é inte- 
reses hasta esa fecha; 4 o Que habiendo elegido el acreedor h 
le pague en fuertes metálicos, debe hacerse la operación res- 
pecto á cuantos fuertes metálicos importaban los dichos 18,433 
pesos fuertes billetes el dia que los recibió, según el cambio en 
ese dia del papel al peso fuerte metálico. Fallo que el deudor 
D Tomás S, G. Armstrong está obligado i pagar á bu acreedor 
la diferencia que exista entre los dichos 48,433 peaos fuertes bi- 
lletes y la misma suma en pesos fuertes plata, según el cambie 
de trece de Junio de 1878, en que tuw lugar la entrega como 
•e re del escrito de foja 98. con los intereses, por cuanto esi 



rife del «nttmo iittnwd* creyendo el deudor 
nieto 7 el acreedor sostenía que era mas de esa sume. 
Notifícese original y repóngase loe selloa. 

Isidoro ilbarraein. 



Bueno» Aire*, Junio 10 de 18S2 

Vistos y considerando: 

Primero. - Que las letras de camino deben pagarse en las 
monedas que ellas espresan; 

Segundo. ~ Que la moneda que determinan las letras de fo- 
jas una y dos es « pesos fuertes 6 sn equivalente en oro sellado 
* razón de ventinueve pesos moneda corriente por peso fuerte, 
i elección del tenedor de la letra» i 

Tercero - Que debe entenderse que dichos pesos inertes 
son de cnrso legal, porqne la obligación fué contraída después 
de 1» iuconvertibidad de los billetes del Baoco de la Provincia 
de Bnenos Aires, porque no se na espresado que son en moneda 
metálica, y sobre todo, porque no tendría sentido la alteración 
„ne contiene la segunda parte de dichas letras, de poder ser 
pagadas en oro sellado á razón de ventinueve pesos moneda 
corriente por cada peso fuerte; 

Cuarto - Que por consiguiente, el ejecutante Don Ramón 
Sarda no ha podido exigir el pago de las letras en moneda de 
plata, einó en pesos fuertes de curso legal, 6 en oro sellado al 
«mbio en moneda corriente que en ellas se fija. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento dtei y ocho; y satisfechas las costas de la instancia y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. 1, GOHOSTUCA. — J. D0WKG1IK. — 
— CLADlftLAO «HAS. — »• * LASPIU*. 



caí ha *i*m 



Provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fé, en ta 
cuestión de límites, sobre recusación y nuhdad. 



Sumario. -i* La cuestión de limite, sometida A la So 
prema Corte por las Provincias de Buenos Aires, Córdoba y 
Santa Fé, fné sometida i la decisión arbitral de ella en su 
calidad de Corte Suprema. 

W No es causa legal de recusación contra los miembros de 
la Suprema Corte .1 hecho de haber dado opinión pronunciando 
sentencia. 

3. Corresponde A la Corte conocer del recurso de revisión. 
4» De los fallos de la Corte no hay mas que el recurso de 

revisión. , . 

5* Un compromiso entre Kstados Federales participa de a 
naturales del arbitramiento internacional, y es regla general- 
mente admitida que de esta no hay recurso de ningún género. 

Como - Dictado por la Suprema Corte el fallo arbitral sobre 
la cuestión de límites sometida A su resolución por las Pronn- 
cias da Buenos Aires. Córdoba y Sauta Fé, el representante de 
la Provincia de Santa Fé dedujo el recurso de nulidad contra 
el fallo y en otros! recusó i los miembros de la Suprema Corte 
que lo habían firmado, por haber manifestado opinión. 



Bueno* Aire», lunío 13 de 188*. 

Considerando, en cuento ala recusación 6 escusacion pedida 
por el «presentante de I» Provincia de Córdoba, en el otrosí 
de sn precedente escrito. 

Q„e la cuestión de límites, objeto del fallo recorrido, fue 
«metida á la decisión arbitral de esta Suprema Corte, cu su 
calidad de tal Corte; y no de los ministro, que la componen, 
cutos nombres ni se mencionan en el compromiso. 

Qoe de los términos del auto en que la Corte accedió á cons- 
tituirse en Tribunal arbitral y de los motivos en él espresados, 
«salta claramente que aceptó en aquel carácter y tolo por 
acrecer el compromiso en el sentido indicado. 

Que los ministros de la Corte solo pueden ser recusados ó 
considerarse impedidos por las causas especificadas en la ley ; 
t ninguna de ellas se hace valer en este caso. 

Qpe el hecho de haber dado su opinión pronunciando sen- 
tencia, no es causa legal ni de recusación ni de impedimento. 

Que no habiendo Tribunal Superior a la Corte, es a ella 
mUma con sus mismos Jueces, á quien correspondería conocer 
de cualquier recurso á que hubiere lugar, como sucedía en la 
práctica antigua con el de súplica, y como actualmente sucede 

con el de revisión. . ¿¿ . 

No ha lugar por estas consideraciones á lo solicitado en el 

mencionado otrosí. j«i„*f-ui*d« 
Y considerando, en cuanto á lo pnodpal.que de los fallos d 
la Corte Suprema no hay mas recurso que el de revisión en los 
«sos y con las limitaciones que la ley establece; siendo esto 
perfectamente conocido por las partes al constituirla en Tri- 

^Si "b compromiso entre Provincias 6 Estados Federales, 
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atento el carácter de las partea compromilentes participa en 
alto grado de la naturaleza del arbitramiento internación» ; 
y es regla generalmente admitida respecto de estos, que de la 
resolución de los árbitros no hay recurso de ningún género, 
eiijiendo el decoro y la fé pública empeñada que las partes se 
sometan 4 ella, aun cuando alguna se sienta perjudicada en su 

interés 6 en su derecho. 

Que es de toda evidencia, por otra parte, que al pronunciar 
su Tillo arbitral, la Corte se ha mantenido estrictamente dentro 
de los limite, del compromiso, fallando dentro de su termino, 
v únicamente sobre las cosas y cuestiones comprometidas, 
Siendo por lo tanto, clara y notoriamente inexacta la causa de 
nulidad que se alega. Basta lijar ligeramente la atención en la» 
designaciones que en el compromiso se hacen de los territorios 
cuestionados, y comparar las líneas que allí se indican con as 
que la sentencia adjudica á cada Provincia, para notar que esta, 
últimas se hallan toda* comprendidas en las P"»«"- 

Que con igual evidencia resulta que la Provincia de Córdoba 
no solo conserva todo el territorio que le acordaban sus pnmi- 
tivos títulos de fundación, escepto una parte del abajamiento 
hacia el Paraná, sino que consolida el dominio de una gran 
parte de dicho alojamiento, disputada por Santa Fé, y obtiene 
ademas en pleno dominio y propiedad Areas considerables de 
tierras al Sur y al Norte de dicho atonjarntentoi tierras qne 
nunca hicieron parte de sus títulos escritos, aunque las ocu P 6 y 
ejerció eu ella jurisdicción ; y que por el contrario, estuvieron 
originariamente comprendidas en los límites señalados a Santa 
Fé por su fundador D. Juan de üaray ; y que mientras esto es 
así la parte á que se refieren los recursos interpuestos solo ei una 
fracción relativamente diminuta de los territorios disputado», 
é insuficiente por lo mismo, aun bajo el imperio de la antigua 
jurisprudencia, para que el recurso de reducción ' 
dente. 
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Qne por último, todu lo alegado por el representante de la 
Provincia de Córdoba en apoyo de lo» recursos deducidos se ha 
hecho «lee durante el juicio arbitral, y se ha tomado en séna y 
detenida consideración pof el Tribunal al acordar su roso- 
laclon. 

Por estas consideraciones se dolara no haber lugar tampoco 
4 los referidos recursos y archívese, 

i. ii. COROSTIACA.— J. DOMIHCÜEI. — 
ü. LECUIIAÜON, — ULAD1SLAO FRIAS.— 

s. h laspiur (en disidencia). 



VOTO fiH DISIDENCIA DEL DOCTOR LASPIUR 

La, cuestiones principales que surgen de los recursos de ape- 
lación, nulidad y revisión interpuestos por el representante de 
la Provincia de Córdoba del laudo pronunciado en la cuestión 
de limites entre dicha Provincia y las de Buenos Aires y Santa 
Fé pueden reducirse á las siguientes : 

Primero. Si el Tribunal arbitral que ha conocido y tallad, 
eu este asunto lo ha constituido esta Córte en su carácter cons- 
titucional de Córte Suprema de Justicia de la Nación, Ó solo los 
miembros de ella, por cuya razón y por una generalidad de es- 
presión se ha usado de la frase Corte Suprema; 

Seotmdo Si las Provincias compromitentes han podido in- 
terponer estos recursos, considerándolos implícitamente reser- 
vados en el acto del compromiso, Ó si mas propiamente debe 
este considerarse como un arbitraje internacional, que conoce 
de recursos judiciales ; 

.Tercero. En caso de ser procedentes los recursos interpues- 
tos, ai ellos lo han sido en tiempo ; y ^ . 

Cuarto. Finalmeute: si la esposicion^eontenida en el oírwt 

• 
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del escrito del representante do Córdoba, pidiendo que se inte- 
E re el Tribunal insaculando á la suerte el número de conjaeces 
necesario, en el caso de que los Jlinistros de esta Corte se 
sientan impedidos para conocer como tribunal de derecho del 
laudo arbitral pronunciado por ellos mismos, importa una ver- 
dadera recusación, y en caso afirmativo, si ella podi oin er- 
poncrse en el estado actual de la causa. 

Aunque esta última cuestión es de prévio pronunciamiento y 
por lo mismo debería ocupar el primer lugar, sin embargo el 
órden de mis ideas me induce ¿ darle esta colocación. 



Respecto de la primera cuestión, es obvio decir que la Cólto 
Suprema de Justicia creada por la Constitución, no tiene m» 
jurisdicción ni atribuciones que las que espesamente ella le ha 
conferido. Esta jurisdicción es, pues, de excepción como tantai 
veces la misma Córte lo ba declarado, y no na podido por lo 
tanto, asumir en su carácter constitucional una jurisdicción vo- 
luntaria dada por las partes. 6 lo que es lo mismo, el tribunal 
arbitral. 

Ni aún con arreglo á las leyes españolas sobre arbitraje* 
que permitían i los oidores de las audiencias admitirlos eu 
ciertos casos, ha podido la Córte en su carácter de tal, admitir 
el deque se trata. La ley ochenta y uno, título diez y seis, li- 
bro segundo. Kecopilacion de Indias, prohibía & los Oidores re- 
cibir arbitramientos de las causas que pudieran ocurrir á sa» 
audiencias; * salvo si comenzado el pleito se comprometiese en 
todOí los susodichos ». 

No ha sido pues, no ha podido ser la Corte Suprema de b 
Nación la que ha constituido el tribunal arbitral. La Córte 
Suprema solo es tal cuando ejerce la jurisdicción dada por b 
Constitución y con arreglo i las leyes dictadas bajo su imperio. 




«M r u lo* k u «ruma com 

— 

Han ildo todos los Tócales de la Córte los qne sí lian que- 
rido nombrar, y únicamente se han nombrado arbitros bus- 
cando la mayor respetabilidad y autoridad moral en el tribunal 
arbitral. 

No solo así debo entenderse porque no puede admitirse que 
Jas Provincias compromitentes hayan querido constituir un ar- 
bitraje ineficu* y nulo, sino porque de los términos del com- 
promiso aparece claramente que esa ha sido su intención. 

En efecto, el acta del compromiso al mismo tiempo qne cons- 
tituye principalmente un arbitraje de derecho, marea 4 loa 
arbitros el procedimiento que deben seguir y hasta para el caso 
eventual de incapacidad ó impedimento de alguno de los vocales, 
provee por sí a su reemplazo con personas de su eselusiva elec- 
ción, y que no podrian ser miembros de esta Córte, según la 
Constitución y la ley de su integración. 

Agrega, que los vocales del tribunal arbitral no podran ser 
recusados sinó por algnnus de las causas y con las restricciones 
establecidas en tas leyes vigentes respecto de arbitros de de- 
recho. 

¿ Habria la Córte, bí hubiese practicado como tal en este ar- 
Mtraje.podido aceptar todas estas restricciones y reglas ; pres- 
cindiendo de la ley nacional de procedimientos que como ley de 
6rden público es de inexcusable aplicación? 

Algo mas : « Im honorarios del tribunal arbitral serán pa- 
gados á prorata por las tres Provincias contratantes», dice e) 
artículo noveno del compromiso arbitral. 

I Puede la Córte como tal, recibir mas compensación que la 
fijada por la ley de acuerdo con lo prescrito por la Constitución? 
¿Y han podido ignorar esto los ilustrados representantes de 
las Provincias compromitentes ? ¿ Han podido ignorar á su V© 
tres de las Provincias mas importantes de la República, que 
han ratificado el compromiso por el órgano de sus Legislaturas? 

¿O ha querido simplemente consignarse una inmoralidad, o 




hacerse una ofensa gratuita á esta Suprema Córte, en el acto 

del compromiso? 
Todo esto es inadmisible porque ni siquiera puede conce- 

Esto es, pues, lo que se llama un argumento ad ahmrdum, 
que yo empleo únicamente para hacer resaltar con toda la 
fuerza de mi convicción, que no ha sido ni pudo ser la intención 
de las Provincias competentes constituir a esta Corte Su- 
prema ainó á los vocales que la componen, tribunal «Mtl 
por consecuencia, que la voz usada en el compromiso de Corte 
Suprema, ha sidu una generalización de espresion con que se 
han querido designar todos los mi.ii.tros que la componen, 

Fs una máxima general en materia de interpretación, que, 
« no debe estarse al rigor de los términos cuando estos en su 
sentido literal conduzcan á un absurdo, 6 á hacer ilusoria la ley 
o la convención ». (Vattel. libro 20, capitulo 17) - Bello, capí- 
tulo 10 (Interpretación de los tratados, leyes y documentos). 

La ley sesenta y siete del Dijesto Romano. De divertís re- 
gulisjuris, decía : Quoties Ídem sermo ditas setentias ewprtmit, 
potisimun accipitur, qun rei gerendee aptiar. 

En cuanto á la capacidad constitucional de los m.^ros ¿« 
esta Corte para haber aceptado el arbitraje, está fuera de dis- 
cusion. 

Solo la Constitución, las leyes dictadas de conformidad con 
ella y los tratados con las naciones extranjeras, forman el 
derecho público argentino, en contraposición al réjimen coló- 
nial • y solo la Constitución y las leyes en conformidad con ella 
pueden establecer las incompatibilidades 6 inhabilitaciones 
de los empleados y funcionarios de la administración del go- 
bierno organizado por la misma Constitución . 

Ninguna de estas leyes prohibe á los miembros de esta Corte 
aceptar arbitrajes como el de que se trata. 

Las leyes españolas que son las únicas que tratan de arbitra- 

T. XV 
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mientos, solo prohibían como se ha visto, a los oidores acep* 
tarlos en las cansas que pudieran venir a su jurisdicción, y 
aun en esos mismos casos, lo permitían cuando el pleito se 
comprometía en todos los susodichos. 

Demostrado, pues, que la intención de los compromitentes 
ha sido nombrar arbitros á todoü los miembros de esta Corte, 
sin necesidad de designarlos por sus nombres propios, el tri- 
buual arbitral por su parte no lia podido entender ni darle otro 
sentido al compromiso; pues es otra regla dtj interpretación, 
que « cuando se ve claramente cual es el sentido de la intención 
de los contratantes» no es lícito daT á sus expresiones otro ^ 
tinto ». (Bullo, capítulo 10 ya citólo). 



r*. 



En cuanto á la secunda cuestión, admitiendo que el presente 
debiera considerarse como una especie de arbitraje interna- 
cional, el recurso de nuliJad, que es uno de los interpuestos, 
es admisible aun tratándose de arbitrajes internacionales según 
reglas unánimemente recibidas 6 inconcusas (HcfTter, párrafo 
ciento nueve, Derecho internacional europeo ; y con él todos 

los publicistas). 

De manera que aun en la hipótesis de que este debiera con- 
siderarse como un arbitraje internacional, siempre seria pro- 
cedente y bien interpuesto ante esta Corte Suprema, el recurso 
de nulidad interpuesto no solo purque ella tiene declarado que 
el tribunal á quieu compete conocer de los recursos de un 
laudo arbitral es aquel á quien correspondería haber conocido 
del asunto principal si no hubiese sido sometido a arbitraje, 
sinó porque esto sería confurme á la naturaleza del sistema de 
gobierno federal que rije á las Provincias compromitentes. 

Pero en la cuestión presente no se trata de un arbitraje entre 
naciones independientes y soberanas, sinó do Provincias de un 
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mismo Estado 4 lo» que lo Constitución General someto en o», 
«ostiones como en todas sas relaciones de derecho, i la jorm- 
dicción de esta Suprema Corte de Justicia Federal ,ne tiene» 
ademas, nna legislación positiva y propm sobre la maten» T 
q „. por consiguiente en manera alguna debe »*«»»<*™"» 
Ll„ arbitraje int.rnacnal.sino como nn arbitraje común, 
de derecho interno, y Tejido por lo Unto, por sus propias ley s. 

Ahora bien: autorizando las leyes sobre arb.lrajes los recur- 
sos interpuestos, especialmente el de nulidad, cnando espresa- 
rueute no se han renunciado (leyes veinte y 
tes. titulo cuarto. Partida tercera, y ley cuarta titulo diez y 
siete, libro segundo. Novísima Recopilación); no apareced» 
del contesto del compromiso ,ue so haya tenido el proposito do 
renunciarlo, y siendo manifiesto que «.presamente no so ha 
renunciado, claro es entones que han podido interponerse 
como se han interpuesto. Es un. regla general de derecho, que 
„„ puede suponerse una renuncia Implícita de derech.» que 
uso constante y general solo se renuncian espresamente. 
8C El'recurso de nulidad sobro todo, fundado en la pretensión 
de que los árbitros han salido do los limites del comprónos* en 
los puntos que se señalan, no puede suponerse implícitamente 
renunciado en contra de las estilaciones espitólas del com- 

■ caso estas serian completamente nega- 



lorias. 



A este propósito se ha alegado que el compromiso arbitral 
dispone que ¡ * Comunicado a los respectivos Gobiernos el fallo 
arbitral, estos lo mandarín ejecutar en todas sus partes, » J 
que tal disposición importo la renuncia de recursos. 

Pero después de lo que queda antes espuesto eíta objeción 
carece de importancia. 

Por regla general, los actos do compromiso contienen una 
disposición semejante, porqno suponen que el fallo debe esta, 
ajustado á las facultad, s y reglas do procedimientos fijado, i 
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loa ártitros, pero esto no eacluye los recursos legales cuando 

gncede lo contrario. 

Hasta en el reglamento para el procedimiento arbitral sancio- 
nado por el instituto de Derecho Internacional en la sesión de 
1875 en Ginebra, se encuentra en uno de ans artículos una dis- 
posición semejante, pero en seguida viene el artículo treinta y 
dos que dice: 

«La sentencia arbitral debidamente pronunciada puede ser 

atacada de nulidad: 

«Primero. Si el compromiso no ha sido concluido valida- 

mente etc 

• Sesto. Si el Tribunal arbitral ha excedido los límites de la 
competencia que le daba el compromiso ; > 

* Sétimo. Si el Tribunal arbitral ha acordado por su decisión 
a la paTte adversa mas de lo que ella pedia ; * 

Y siguen otras muchas causas de nulidad. 
Así es que, aun persistiendo en considerar el presente como 
una especie de arbitraje internacional, del punto de vista de la 
equidad v de la razón natural no puede negarse el derecho de 
promover un nuevo examen y la revisión de una sentencia 
arbitral, que se afirma haber .ido dictada en contraveneno 
de las estipulaciones del compromiso mismo del que los arbitros 
derivan su jurisdicción. 

Entre Estados independientes que no se hallan semetidos a 
una jurisdicción común, cada uno de los comprometes está 
facultado para apreciar según su solo criterio, si ha habido ó 
no exceso en el ejercicio del mandato conferido á los arbitros y 
si hay fundamento bastante para resistir el cumplimiento del 
laudo arbitral. 

Pero las Provincias compromitentes son. por el contrario, 
entidades que se encuentran sometidas por la Constitución en 
«us relaciones jurídicas á la jurisdicción de esta Suprema 
Corte de Justicia, y en este caso ni siquiera existe el gtave y 
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p.,p.Me inconveniente de que se» el mismo interesado quien 
resuelva eue propios derechos, faltando ,«Ué «las esLpu Uoio- 
: compromiso solemne ,o co.orido de que bao e.do e*- 
oedidas por los arbitro, los facultadas y clínsul.sdel nnsmo; y 
e porLiguionte de equidad doblemente man.hest» M.«- 
ST« que se acuerdan todos los recursos que no se ha.lau 
claramente denegados por la ley. 

É. cuanto á la tercer» cuestión, no cabe duda que lo* recur- 
sos "e ha» presentado en tiempo. Consta de lo, autos que se 
han honesto dentro de los ocho dias de notificado el laudo 
e-erdod que .a .oy nacional de Wf»**^** 
el de cinco dias para interponer los recursos de apelación uu 
d, pero esta ley solo es aplicable i los juicios de que ella se 
ZSm no i los «bitrales que no ha tenido en vsta u,u - 
Ualy y cuyos términos, recursos y reglas de proced.uneuto. 
estiu sometidas a las leyes españolas declaradas "gentes y su- 
pletoria. por el articulo trescientos setenta y cuatro de la ley 

nacional de P"°f rocuenU que las miim > 
Lo que so confirma aun mas, si se reiueru» i 

leyes españolas ,ne establecieron nuevas reglas y tcrm.no» para 
Trecursos de las sentencias de los jueces ordtuar.os, no se 
consideraron aplicables ó lo, laudos ^^^^ 
rijiéndose p r las leyes preenstcntes que a a a 

T.Tal al término dentro del cnal se ejercita el recurso 
de nulidad en mi concepto el único admisib.e de los .nterpucs- 
„Ve el de die» dias. Las leyes de las partidas, que son las 
qut rijen el «so, diapone», que si las partes callasen y no con- 
tradijesen la sentencia, desde que fué dad. hasta d.c* d,as, 
esta in obligada, i guardarla, y q»e debe caler tal senteuca 
El único recurso qne contra la sentencia de los arbitros,*™ 
concedían las leyes de 1.» Partidas, era el de nul.dad; de con- 
siente el término de los die* dias ,ne estas leyes señalan i 



partes par» contradecir la sentencia es el término determi- 
nado por ellas, para interponer el recurso de nulidad. «La ley 
Recopilada solo se refiere á la sentencia de los jueces ordina- 
rios, por cuya razón no puede considerarse derogatoria de las 
partidas en esta parte. 

«Las disposiciones «speciales referentes al juicio arbitral y 
ins trámites no deben suponerse derogados por las leyes que 
reglan el procedimiento de los juicios ordinarios si espresa- 
mente no se determinan». (Enciclopedia española de Derecho 
j Administración, tomo tercero, verbo , i rhit ros, párrafo segundo, 
Recursos estraordhmrios). 



Sobre la cuarta y última cuestión, muy pocas palabras tengo 
que decir. Indudablemente ella envuelve una verdadera recusa- 
ción techa en términos indirectos y disfrazados j pero que debo 
ter desechada W limine, tanto porque no viene fundada en mn- 
guna de las causas que la ley determina como únicas admisibles 
para la recusación de los miembros de esta CÓtte, cuanto por- 
que no puede recusarse a los vocales de un Tribunal de revisión 
que ha fallado una causa por consentimiento de partes, por la 
singular razón de haber emitido ya opinión como Tribunal. 



Por todas estas consideraciones, mi opinión es ; que recha- 
sada la recusación por las anteriores razones, la Suprema Corte 
debe declarar admisible el recurso de nulidad interpuesto, y 
sustanciarlo en la forma prescrita por la ley. 

Sin observar las formas del procedimiento que son la salva- 
guardia del derecho, no es posible pronunciarse sobre si ea, ó 
no\ fundada la nnlidad alegada, que es el fondo del resurso, 
aunque se considere el presente nu caso de Tevision, dispo- 



niendo loa artículos doscientos cuarenta y tres y doscientos 
cuarenta y se» de la ley nacional de Procedimientos que los 
recursos de revisión deben interponerse dentro del término de 
ocho días como se ha interpuesto el presente, y sustancie 
como en las apelaciones libremente concedidas, vendría el pro* 
cedimiento á ser el mismo que sostengo que debe ser observado. 
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D. Yiclor navajas contra IK Antonio Gallina, por desembargo 
de m campo sobre competencia. 



Sumario. — La Justicia Federal no es competente rara co- 
nocer sobre el levantamiento de un embargo trabado por la 
justicia local en causa criminal ordinaria. 



Caso. — Se comprende leyéndose el 
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rail» «el Sw* •wf ,M 

Corriente», Mario 30 de 188L 

Y fistos : Resu'-ta de estos autos que D. Victor Navajas en- 
tabló formal demanda contra el actual Gobernador de esta Pro* 
vincia, D. Antonio B. Galano, para que se levantase el embargo 
preventivo de su establecimiento de campo, denominado * Vuelta 
del Ombú • ordenado por el Juez de Paz de Santo Tomó á soli- 
citud de D. Simón Derqui, apoderado de Gallino; corrido el 
traslado de la demanda este se presenta por medio de bu apo- 
derado D. José Bossano oponiendo excepción de incompetencia 
de este Juzgado fundado: i° En que Navajas faa perdido la 
ciudadanía oriental por haber ejercido en esta República el 
empleo de Receptor de Rentas Nacionales, y 2* Porque la causa 
que motivó el embargo, es por so naturalezi de competencia de 
loi Tribunales Provinciales, por cuanto su apoderado gestio- 
naba ante el Juez de i* Instancia de Paso de los Libres, en 
cuya jurisdicción está domiciliado Navajas, el castigo de delito» 
cometidos por este contra la propiedad de aquel; corrido tras- 
lado de la excepción, Navajas insiste en sostener la competen- 
cía de este Juzgado, tanto por la calidad de las personas como 
por la naturaleza de la causa, y en un otrosí, pide se libre 
oficio al Juez de i* Instancia de Libres para que se abstenga 
de entender en la causa que la parte contraria asevera haber 
entablado ante él, porque aunque no tiene conocimiento de esa 
demanda, cree que ratificaría lo hecho por el Juez de Paz de 
Santo Tomé. 
V considerando : 

Primera: Que la primera excepción, de haber perdido Navajas 
la ciudadanía oriental por haber ejercido en esta República un 
empleo público, sin consentimiento de su Gobierno, no tiene 
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f nudamente alguno puesto qne aún dado el caso de ser todo 
esto electo, no habría dejado de ser ciudadano oriental y en- 
trevero en esta República, desde que no ha manifestado su 
noluntad de ser argentino en la forma prescrita por la ley, 
pues la ciudadanía argentina no se adquiere por el solo hecho 
de la residencia ó de ejercer el estranjero algún empleo pú- 
blico, sinó que es necesario que quiera hacerse ciudadano ar- 
gentino, según lo prescribe el artículo 5", inciso \\ de la ley 
de Ciudadanía, y según el artículo 2\ inciso 2\ de la ley de 
Competencia, corresponde & la Justicia Nacional los pleitos 
civiles en que sean partes un ciudadano argentino y un extran- 
jero ■ 2° Considerando con relación á la segunda excepción, 
que entablada la demanda pidiendo el desembargo del estable- 
cimiento del demandante, verificado por el Juez de Par de 
Santo Tomé y afirmando el demandado al deducirla, qne el 
embargo ha sido ratificado por el Juez de 1' Instancia de Li- 
bres, ante quien ha entablado acción criminal contra el deman- 
dante fué necesario averiguar los nuevos hechos deducidos en 
el juicio, y por este motivo al llamarse los autos se pidió, par* 
mejor proveer, informe á dicho Juez sobre loa puntos que en 
el auto se espresan t pues que en su verdad 6 falsedad podía 
hacerla resolución que correspondiese dictarse; 3 o Que resul- 
tando del informe del Juez de i» Instancia de Libres que don 
José A, Paiba en representación de Gallino, ha entablado con- 
tra Navajas demanda criminal por haber este dispuesto de sus 
haciendas y qne eu mérito de la información producida, ha ra- 
tificado el embargo trabado por el Juez de Paz de Santo Tomó en 
el establecimiento «Vuelta del Ombú., de propiedad de Navajas, 
este Juzgado no es competente para conocer de la demanda de 
desembargo entablada por este, pues por el artículo 2" de la 
ley de Competencia, la Justicia Nacional solo conoce de las 
causas civiles entre un estranjero y un ciudadano argentino, y 
el embargo en este caso es una medida diotada en el juicio en- 



minaly un incidente del mi<mo, y por el artículo 3 o se señalan 
lot crímenes especiales de que deben conocer los Jueces de 
Sección, y no es esta clase el que motiva la demanda criminal 
entablada por Paiba como apoderado de C.allino ¡ 4° Que lo 
que ha espuesto Navajas en apoyo de la jurisdicción de este 
Juzgado, á saber: que el Juez de \' Instancia di* Libres ba sido 
nombrado incoustitucionalmente por ser lego y no reunir las 
cualidades que la Constitución exije para ser Juez, que no 
puede entablarse contra él demanda criminal porque aún dado 
el caso que hubiera hurtado las haciendas de Gallíno, el delito 
estaría prescrito, que el procedimiento empleado es no solo in- 
justo sinó inicuo, son excepciones y defensas de que deben 
conocer los Tribunales Provinciales, pues siendo estos comple- 
tamente independientes de los Nacionales, los errores é injusti- 
cias que cometen deben ser correjidos por los mismos y no por 
aquellos que no revisten el carácter de Tribunales de apelación, 
como está decidido por la Corte Suprema en numerosos casos 
prácticos análogos al presente ; 5* Que la demanda ó querella 
criminal entablada contra D. Víctor Navajus puede ser sin 
fundamento, porque no haya cometido el delito de que se le 
acusa, ó porque esté prescrito y puede sbt del mismo modoabu- 
aivo é injusto el procedimiento del Juez que ha ratificado el 
embargo preventivo ejecutado por el Juez de Paz de Santo 
Tomé, ya porque no haya mérito legal para ordenarlo ó por 
otro motivo cualquiera, peTO no puede ponerse en duda que el 
Juez de i' Instancia de Libres sea competente para conocer de 
un delito coman, que se dice cometido dentro de su jurisdicción 
y también para librar embargo de los bienes del acusado, 
cuando lo juzgase arreglado á derecho, sin que pueda impe- 
dírselo un Juez que ejerce una jurisdicción de escepcion y 
completamente independiente de la originaria que corresponde 
á los Tribunales Provinciales, pues de lo contrario se destrui- 
ría la independencia que la Constitución Nacional ha estable- 
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cído en la Jurisdicción Nacional y Provincial, prescribiendo en 
los sitíenlos 104 y 105, que las Provincias conservan todo el 
poder no delegado» se dan sos propias instituciones locales y 
se rijen por ellas nombrando sus gobernadores, sus legislatu- 
ras y demás funcionarios sin intervención delpobierno General 
y la justia nacional seria superior á la provincial, pndiendo re- 
Teer y anular los procedimientos de esta en los asuntos de an 
competencia, lo que evidentemente es repugnante al sistema 
que nosTije. Por estos fundamentos se declara que este Juz- 
gado es incompetente para entender en la demanda entablada 
por D. Victor Navajas contra D. Antonio B. Gallino, actual 
Gobernador de esta Provino», para que se levante el embargo 
de su establecimiento denominado « Vuelta del Omba», tra- 
bado por el Juez de Paz de Santo Tomé y ratificado por el Juez 
de í* Instancia de Libres, por será su juicio procedente en la 
causa criminal ante él iniciado contra Navajas, sin especial 
condenación en costas, por cuanto este no ha tenido conoci- 
miento al entablarla de que hubiese demanda ante dicho Juez, 
ni mucho menos que hubiese ratificado el embargo. Hágase sa- 
ber y repóugase. 

Carlos luna. 

* 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire», Octubre 25 de IfiSi 

Supremo Córte: 

La posición desventajosa de D. Victor Navajas en esta cauta 
es i todas luces manifiesta. 

La elevada posición del demandante, la dependencia natural 
entre la autoridad que nombra y remueve a discreción y el que 
recibe el nombramiento, dependencia de que es de temerte no 
todos puedan emanciparse ¡ la excitación que deja en pos de si 



toda locha política ipMÍoua>U; todo, todo conspira á alejar en 
este caso las garantías de imparcialidad, que en la aspiración 
mu legitima de loa que debaten sus diferencias ante la justicia. 

Se comprende, así, sin dificultad que Navajas haga todo es- 
fuerzo por traer el conocimiento de la cuestión que le ha pro- 
morido el señor Gallino & la Justicia Federal. 

Se comprende también con igual facilidad, que el señor Go- 
bernador de Corrientes honraría su posición y abonaría su 
misma causa aceptando la discusión en un terreno natural, y 

con armas iguales. 

En loa antecedentes que han venido á V. E., se trata sim- 
plemente de on mero incidente, de un embargo preventivo, que 
Navajas, dice, haber precedido á una demanda civil ; y Gallino 
i ana causa criminal, y no hay elementos bastantes para for- 
mar un jaicio eiacto acerca de la cuestión de competencia so- 
metida á la decisión de esta Córte. 

Dice Navajas que la demanda es civil, por indemnización de 
daños y perjuicios, y aduce para probarlo diversas considera- 
ciones tendentes a demostar que tal fué la intención del apo- 
derado de Gallino al pedir el embargo. 

Es esto, empero, coeation mas de hecho que de derecho. Si 
Navajas ha sido demandado civilmente, ha debido ser notifi- 
cado. Entónces con doble razón debió deducir el recurso de 
incompetencia, y los antoB hubieran venido á V. E. Que la 
intención del apoderado de Gallino al pedir el embargo fuera 
notoriamente deducir una acción civil, no es, sin embargo.razon 
bastante a determinar la jurisdicción, que solo ae radica por 
U contestación A la demanda. 

El apoderado de Gallino dice a su vez, que la causa que ha 
iniciado contra Navajas es una causa criminal, y que el em- 
bargo preventivo ha sido ratificado por el Juez que la instruye. 

Asi apaiece. en efecto, de la contestación que dá el Juez del 
Paao de los Libres, informe que le pidió el Juzgado á foja 42. 



HT 



Um c«o,laceus.<»rre,pond 9 notomm.nte í 1» J. to» 
tod. i «o ser q.e el delito q«. se •«»>« * N»«J»., 
,„oñ especial, cyera bajo la jurisdice.on de lo. taW. 
Merales. lo q.e no b.y en estos .acédente, dato, safi..eote. 

? T estotro por tanto mérito bastante para el recurso de- 
ducido, que, podra no obstante resultar jujeado en adelanta 
en pre encía de lo» términos de la demanda. « I" 8 bob '* » 
tfo "edoclda. 6 de la naturaleza del delito ,ue di origen a U 
Lea criminal, si. en realidad, fuera tal la que ee s.gue .1 re- 

cnrre,,te - Etardo Costa. 



Bunei Airea, Junio 13 de 188S. 



Vistos: por lo que resulta de los .utos rem.t.dos 
Mi por el Juez de primer, instancia de Paso de osU- 
bres de coaformidad con lo espueato y pedid, por el señor Prc- 
c ador Oe.er.1 en so nota de foja noventa y «* y P * » 
oódameatos se confirma con costas el auto apel.de de j £ 
setenta , cinc. Satisfecha las de 1. ¡estañe.» y repuesto, lo. 
sellos. devuélvanse jnnto con lo traído p.r. mejor proveer. 

J. B. COR08TIAGA. — I- DOmtIGllIX. — 
O. LEGUUAHOS. — VILADIMJO FRl.fi. 

— s. a. usnufi. 



CAUDA XLV 



D, Santiago Oliveira contra Ilammer y Peltser, sobre 
devolución dp un payaré. 



Sumario. — i° Puede pedirse la devolución de un pagaré 
firmado por error y falsa causa. 

9? Se verifica el error y falsa causa cuantío el firmante lia 
otorgado el pagaré en sustitución de otros en la falsa creencia 
de que era su legítimo teuedor él que se les presentaba. 



Cuso. — Se esplica por el 

Bulto del Jim* 9«eetoMl 

Baeoos Aires, 18 de Octubre de 1881. 

Y vistos estos, seguidos por D. Santiago D, Oliveira, contra 
Hamxner y Peltzer t por devolución de un pagaré de que resulta : 

1° Que el representado por D. Enrique Molina Sánchez y 
acompañando la carta y pagarés que corren de f . 2 a & 4, deduce 
demanda ordinaria contra los señores Hammer y Peltzer, para 
que devuelvan el pagaré que a la orden de ellos le suscribió en 
17 de Noviembre de 1879, por doscientos mil pesos moneda 



corriente ■($ 300,000 m le ) pagaderos A lew cinco mese», en vu- 
tnd de representar una obligación nula, y para el case que lo 
hubiesen descontado fueran condenados 4 pagar su importe y 1 
mas los gastos que ocasionare y los costos de este juicio 

2° Que como fundamento de la acción se deduce que D* Ro- 
berto Peltzer se presento á D. Santiago Olíveira haciéndole 
creer que era tenedor legítimo de dos pagarés suscritos por D. 
Antonio Olíveira, el primero por ciento J*£ 
moneda corriente (8 120.000 m¡J fechado en 20 de Abril de 
1879 y el segundo por ciento cincuenta mil pesos moneda cor- 
riente (| 150,000 m/ c ) fechado en 25 de Junio de 1879, y paga- 
deros ambos á los 90 dias de sus fechas : que ambos pagarés 
llevaban al dorso las firmas falsas de D. Santiago Olíveira, 
y la verdadera de Portalis fréres y de D. A. Borran ¡ que en 1» 
creencia de que Peltzer fuese tenedor legítimo de 
cribió otro por doscientos mil pesos moneda corriente (SW 
á la orden de Hammer y Peltzer, de cuya firma es búcio D. 
Roberto Peltzer : que ambos pagarés los descontaron los seño- 
res Portalis freres y A. Barran en el Banco de Carabassa donde 
fueron pagados á su Tencimiento : que posteriormente supo que 
los pagaré, los obtuvo D. Roberto Peltzer de su hermano León, 
y este se los dió como un arma para que obtuviese de Olivara 
un pagaré, y se hiciera de esta manera pago de sumas que dice 
D Roberto Peltzer entrego su socio Hammer á D. León Pelt- 
zer. protestando que esas sumas entregadas León Peltzer 
éste las había dado á D, Antonio Olíveira; y que de estos 
hechos resulta que la ncreencia de Hammer y Peltzar si existía 
era solo contra D. León Peltzer. y no podia llamarse tenedor 
legítimo de los pagarés. 

30 Que corrido traslado. lo< demandados contestaron a r. 3» 
acompañando las cartas que corren de f . 17 á f . 20, pidiendo 
que se rechazara la demanda con especial condenación en coatas. 
4* Que como fundamento de esa contestación, alegaron loa 



que ti 17 de Noviembre, se presentó D. Santiago 

D. Oliveira en «1 domicilio de D. Roberto Peltaer, y con motivo 
d« irle i pedir dinero á au hijo Antonio Oliveira le manifestó 
Peltzer, que seria difícil que se le entregase, pues en ese dia 
vencía un pagaré de ciento sesenta mil pesoB moneda corriente 
{§ 160,000 rafe) que Olivera debia conocer porque llevaba su 
firma y que había sido endosado por él : que el señor Oliveira 
manifestó no conocer la existencia de ese pagaré, agregando 
que si llevaba su firma era falsa, que en eae momento le pre- 
sentó dos pagarés, uno por 450 t OOO $ m/ c y otro por 160,000 f 
mfe, preguntándole si eran también falsas las firmas que de 
Oliveira se encontraban en ellos, contestando Oliveira que sí, 
eran falsos: que propuesto por Peltzer en ese mismo día una 
conferenoia á OliTeira con el abogado de la caBa Hammer y 
PelUer, turo lugar esa, asistiendo los señores D. Santiago 
OliTeira, D. Roberto PelUer, D. León PelUer, D. A. Barran y 
I). Antonio de Oliveira: que Antonio Oliveira eomenzú por 
negar qne las firmas fuesen falsas, concluyendo por reconocer 
que había falsificado la firma de D. Santiago Oliveira: que O. 
Santiago Oliveira, á instancias de D. Antonio Oliveira accedió 
al pedido que le hacían D.Roberto Peltzer y D. A. Barran, de 
firmar pagaré en contra de los falsos, recibiendo Barran un 
nuevo pagaré a tres meses y D. Roberto Peltaer otro a los cinco 
meses de la fecha: que aunque la firma de D. León Peltzer nq 
aparece en ios pagarés, no seria estraño que él los hubiera 
retirado medíante su abono, y así ae deduce del hecho de tener- 
los en su poder: que D. León Peltzei había recibido dinero de 
la casa de Hammei y Peltzer, y que habiendo servido ese dinero 
para hacer adelantos á D. Antonio Oliveira, D. León Peltzer en- 
tregó los títulos de crédito que tenia contra éBte : que los docn- 
mentOB que poseía D. Roberto Peltzer le fueron compradoa por 
D. Santiago Oliveira mediante él pagaré de 200,000 1 m/ c Biendo 
válida esa compra. 



5* Que corrido traslado de los documentos acompañados á la 
contestación, Oliveira niega la pertenencia de esos documentos 
sin reconocer sn autenticidad. 

6° Que por el auto de t, *9 se recibió la causa ú prueba, sobre 
los puntos que en él se indica. 

7* Que la prueba rendida por el demandante consiste: 

t» En la carta de f. 71 p traducida á f . 76. 

2 o Los documentos de f. 80 á f. 85. 

3 o Las posiciones de f. 88 á f . 88. 

4° En la carta de f. 96 tradneida á f . 97,y 5* en la declaración 
de los testigos de f. IlOáf. 114. 

8 o Que la prueba del demandado consiste en las posiciones 
de f. 61 á f. 62. 

Y considerando: 1" Que los pagarés de J^3 y f. 4 no aparecen 
protestados, ni hay endoso en ellos ¿ favor de D. León Peltzer, 
ni circunstancia alguna que demuestre que le hayan sido cedi- 
dos ni que él los baya abonado al vencimiento. 

2° Que un pagaré en que no se constase que ha sido pagado 
por un tercero, para hacer honor i la firma del girante, como lo 
dice el articulo 872 del Código de Comercio se supone pagado 
por el que lo debe ; y en el caso de pagarse por ese tercero debe 
acreditarlo el acreedor consignando claro y espresamente como 
lo previene el articulo 873 del citado Código ; no mediando estas 
condiciones como sucede en el presente caso, los pagarés acom- 
pañados deben reputarse pagados poT D. Antonio Oliveira y no 
por D. León Peltzer, sin que se pueda admitir prueba testimo- 
nial en contrario por ser escrtturnl la letra y porque siendo la 
forma escritural ordenada por la ley, artículo 873 del Código de 
Comercio, no podrá sustituirse por ninguna otra prueba, artí- 
culo 32. título 2% sección 2', libro 2 o del Código Civil. 

.3° Que aun suponiendo que D. León Peltzer hubiese pagado 
al vencimiento los pagarés acompañados á f. 3 y f . 4. lo que no 
consta de esos documentos, lo habría hecbo aegun se espresa 
T. IV 14 



al contestar á la demanda por D. Antonio OHveira que es el 

qne lo suscribe como deudoT directo, y habían quedado libre 
los endosantes de esos documentos entre los qoe figuran D. 
Santiago D. Oliveira según lo dispone el artículo 880 del Código 
de Comercio. 

4 o Qne a esto no puede obstar el hecho de haber dado D. 
Santiago OHveira un nuevo pagaré á la orden de Hammer y 
Peltzer, en cambio de los qne corren á t 3 y f . 4 porque aun 
suponiendo que hubiese tenido el tiempo y la serenidad bastante 
para estudiar con calma y reconocer su legitimidad, no obstante 
la coacción por la transcendencia que hubiera podiddo tener en 
la suerte de su hijo, la demora ó resistencia del eiámen de los 
documento», siempre habia el hecho de que para reducirlo en 
error los pagarés de f. 3 y f . 4 les fueron impuestos en con- 
junto, y como anaftgos i otros legítimos provenientes de D. 

Antonio Olivera. 

5» Que suponiendo también que no fuesen bastantes las razo- 
nes espuestas para autorizar el error de hecho y de derecho en 
que ha incurrido la parte de OHveira (padre), la obligación 
contenida en los documentos de f . 3 y f . 4, no tendria causa 
según lo eiije el articula 50, título jt» Sección i-, libro «■ del 
Código Civil, y por consiguiente pide no solo ser restituida sinu 
que puede pedirse la repetición, artículo 61 . capítulo 8, título i 
sección t\ libro 2* del Código Civil. 

6" Que de la prueba resulta que los documentos de f. 3 y f . 4, 
con cuya entrega resbton Hammer y Peltzer la devolución del 
pagaré otorgado por Olivcira á la orden de ellas, están com- 
prendidas entre los pagados por error ó falsa cama, y en todo 
caso comprobado el hecho por la presunción legal de quien paga 
una letra ó pagaré como parecen los citados en el Banco Cara- 
hassa, es el verdadero deudor ó sea Oliveira (hijo), desde que en 
ellas no se consigna que fueron pagados por un tercero ó sea D. 
León Peltzer, como pretenden los señores Hammer y Peltzer. 



M JVST1CIA ÜAC1OTAL 

Por estas consideraciones, leyes y doctrinas citada!, fallo 
que debo condenar y condeno á loa señores Hammer y Peltier, 
á devolver á D. Santiago D. Oliveira el pagaré que les suscri- 
bió en 17 de Noviembre de 1879 por doscientos mil r^sos mo- 
neda corriente y i cinco meses de esa fecha, dentro de los diez 
dias de la notificación con costas á la parte de Hammer y 
Peltzer. p 

Hágase súber original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarntcin. 

VmHm 4+ I* »NprtMa €•■■•* 

Buenos Airei, Junio i" ó> ltJtfií. 

Vistos, por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento setenta y siete ; satisfechas las 
de la instancia y repuestos los sellos ^devuélvanse. 

W 

J, B. GORO&TLAGA. — O. LEGUIIAMON. 1 
U LADISLAO FRIAS, — S. M. LASPIUK. 



CAUftA ILVI 

4 



O. Norberto de ta liieslra, D. Félix Bemal y D. Emilio Castro 
contra el Banco nacional, sobre compensación como directo- 
res del mismo, correspondientes al año de 4874 



Sumario. — \° La compensación al directorio del Banco 
Nacional en los primeros tres anos de su instalación, se debe, 
según ei articulo 38 de sus Estatutos, habiendo utilidades. 

* En este caso, no debe bajar de cuarenta mil pesos ni ex- 
ceder de sesenta mil; y dicha sumí se divide en catorce partes 
de las coales dos percibe el Presidente, y uno cada Director. 

3° Habiendo existido utilidades en el año de 1874, es admi- 
sible ta demanda de los directores de dicho año, reclamando la 
parte respectiva sobre una suma menor de cuarenta mil pesos. 



Coso, — Se espiica pot el 

Fallo 4*1 

Buenos Airei, Agoito 31 de 1881. 

I vistos: Don Manuel Gallardo, como apoderado de los seño- 
res D. Emilio Castro, D, Félix Bernal y D. Norberto de la 



Biettra, i f. 14 interpone demanda contra el Binoo Nacional, 
cobrándole la Buma de dos mil ochocientos cincuenta y siete 
pesos fuertes con catorce centavos, por cada uno, ó sean ocho 
m U quinientos setenta y uno con cuarenta y dos centavos fuer- 
tes por lo» tres, con sus intereses y costas, que como á direc- 
tores del ejercicio del año vencido en 30 de Setiembre de 1874, 
les adeuda el Banco; se fonda en que según los estatutos les 
corresponde el 5% de las utilidades habidas ese ano y que dis- 
tribuido ese 5 % en todo el Directorio, conforme al urtículo38 
de los Estatutos, les corresponde dicha suma ; que en efecto 
hubo una utilidad en dicho año de 285,446 pesos con 21 centavos 
fuertes, de los que correspondían al Directariu 35,396 pesos con 
98 ceutavgs fuertes ; que esto consta del balance del Banco en 
1874 y que en la cuenta detallada de ganancias y perdidas de 
1876 ^e consulta óse cargan dichos 35,396 pesos con 98 centavos 
fuertes como compensación del Directorio de que formaban parte 
los demandantes; que en conformidad a esas utilidades se en- 
tregó del mismo ano un cinco por ciento al Gobierno Nacional 
f se distribuyó en dividendo de 6 i los accionistas cuyos 
dividendos de utilidad nunca fueron mandados devolver, si hu- 
biese sido cierto que emn falsas las utilidades. 

El Banco Nacional contestando la demanda acepta como ve- 
rídicos ó como efectivamente sucedidos todos los hechos en 
que se fonda la acción de los demandantes, pero agrega que 
fué falso hubiese ganancia en 1874, y sostiene que hubo 
pérdidas; pero no demuestra que se hubiesen hecho rectifica- 
ciones para anular aquella falsedad sinó que, por el contrario, 
conviene en que A nadie se le retiró ni el 6 •/. ™ el 5 % P*g»do 
por utilidades de ese año á los accionistas y dueños del Banco; 

Y considerando: 1° Que los hechos están aceptados por pl 
Banco; 2* Qne los directores cobrando sus honorarios son ter- 
ceros respecto al Banco; 3 o Que una vez hecho el balance de 
1874 arrojando tal ó cual utilidad para pagar & los directores 



m rAltOS H LA WtMM COME 

y a los dueños un dividendo, no pudo ser rectificado, puW Afecta 
á los terceros la rectificación, hasta los diez días desdV su fe- 
cha j de ningún modo al año después (fin del inciso 2°, articulo 
1083, Código de Comercio) pues los demandantes eran los li- 
quidadores y la asamblea los socios; 4° Qoe ni tampoco se rec- 
tifico en forma dicho balance declarándose por algún acto su 
pretendido error 6 falsedad y consiguiente anulamiento orde- 
nándose la devolución de los dividendos por el Gobierno 
del 5 . 

Por estas consideraciones y otras que se omiten por creerse 
superabundantes, fallo: que el Banco Nacional pague dentro de 
10 días de notificársele esta sentencia la suma de 8571 pesos 
con 42 cents, fuertes que se le demanda á foja 14 con mas los 
intereses legales desde el dia de la demanda y las costas del jui- 
cio. Notifiquéis con el original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarrracin. 



Bueno» Aires. Junio 1" de 1884. 

■ 

Vistos, y considerando: 

Que de los documentos agregados para mejor proveer, pro- 
cedentes del Banco Nacional, resulta comprobado plenamente 
que la cuenta de ganancias y pérdidas correspondientes al ejer- 
cicio de mil ochocientos setenta y cuatro, primer ano en o¿ue el 
Banco empezó á funcionar, presenta un Baldo á bu favor de 
pesos fuertes doscientos ochenta y cinco mil cuatrocientos cin- 
cuenta seis con veintiún centavos ; 

Que la Asamblea general de accionistas, por resolución de 
cinco de Febrero de mil ochocientos setenta y cinco, aprobó. las 
cuentas presentadas por el Directorio con su memoria de dos 



d. Ko.i.mb« d, mil ooh.ci.nt» «tenta y c.tvo, enta. lu 
«Ltarti «rn.pr.ndid. 1. referid, d. ganancia, 7 pW*»» 
Qn. Jpor la misma resolución dlspnso igna.meote ,oe 
J±«¿J nueve «tt* i l«s "«^.f»,^*^ 
Le, obtenida, hasta treinta de Setiembre do m,l ochoc ente. 

%m 7 mm y o ->d" de m» cent. 

dida, ,e llevar. 4 uuev» cent», en virtud de no b.berse car 
B ado i esta santidad alunn. po, dedas perdid.,. y ser proba- 
re qne no podtiao cobrarse .Ignnos créditos apare,. 
bado, plenamente también, ,-e per «Debites **HÍM«g 
,a r slcion de 1. A,»mbH,,., cerno espres» 1. cemmon de 
c „„„tu, en el informe respectivo, se deduje de " 
dude» solamente lu cantidad de pese, fuertes MW** 
.eintidos con cioenenta y dos centavo,, quedando .un saldo 
Z-to de ntilid.de,,, segnn 1. mism. comisión, de pesos foerta, 
"¡ente noventa y cinco mil trescientos treinta y tre. con e enta 
ocho eent.,os. que ,c d¡stribuy6 en la proporcmn d * 
„ tt e el fondo de reserv. del Banco, el Gobierne >ac>onal y lo. 
Sé* como ,e propuso la comisión y lo aprob . £ - 
ble. (informe de 1. comisión de cuenta, de pr.mero de Dic.em 
bre de mi- «"oriento, setenta y einco y resolución de la Asam- 
blea de tres de Enero de mil ochocientos setenta y se»,): 

(J „e. por lo tanto, es innegable qne la, uüLdudes «ri ta» 
e . Ll choriento, setent. y cnatro, aunq». no 
peses fuertes dosciento, ochenta y cinco m.l cua oc nta 
Oineuentay seis con veintinn centavo, como 
de sus eperaciones en es. año, fueron, hecha la 
eionadafde pe... fuertes ciento noventa y cuc o mil tresc.ntos 
trpintft v tres con sesenta y ocho centaTOs; 

S ln.l la compasión del Directorio deb.a -- «se por 
,o, estatutos, los cales prescriben en .1 articulo tre mi J 
ocho, que dnr.nte lo. tre. primero, año,, en caso de haber ut.- 




Udadef, no bajará anualmente de pesos fuertes cuarenta mil, 
ni escede tú de sesenta mil, divisible en catorce partes, de las 
cuales tres percibirá el presidente y una cada director; 

Y que esta es la inteligencia que el mismo Directorio y la 
Asamblea han dado á ese artículo, abonando al primero por 
su compensación en mil ochocientos setenta j cinco, según 
consta de los documentos mencionados, cuarenta mil pesos 
fuertes, sin embargo de que esta cantidad excedía del (inca 
por ciento de las utilidades, y en mil ochocientos setenta y 
seis, treinta y cinco mil trescientos noventa y seis pesos fuer- 
tes con noventa y ocho centavos, suma que, si bien inferior al 
mínimum establecido, eni mayor también del cinco por ciento 
de las mismas utilidades hasta el fin del ejercicio de ese año, 
esto es, treinta dtí Setiembre; hechos que fijan conforme i la 
ley (artículo doscientos noventa y seis, inciso cuarto, Código 
de Comercio) la interpretación d« aquella disposición de los 
estatutos que son un contrato para las partes que litigan en 
este juicio; 

Por estos fundamentos, se continua con costas la sentencia 
apelada de foja treinta y uno, y satisfechas las de la instan- 
cia y repuestos los sellos, devuélvase; 





J. DOMINGUEZ. — O. LEGUIZAMON (en 

disidencia). — u Ladislao frías. — 

S. M. LASMIIt. 




D. Francisco Brunengo contra 0. Boberio Cano, sobre daños y 
perjuicios; por inobservancia de un contrato de locación 

Sumario. — i ° La locación de un teatro por la temporada d« 
invierno, & pagarse el alquiler cada noche de función, no ei 
ana locación por cada función, sinó por la temporada. 

2 o La locación por mayor tiempo del que el propietario ha 
facultado al administrador del teatro, entra en los términos 
de la procuración, y ea válido respecto del arrendatario, siem- 
pre que no eiceda el término para el cual se necesitan poderes 
especiales. 

3 o El arrendatario no está obligado á inquirir cuales son los 
poderes conferidos al administrador, cuando el plazo del arren- 
damiento no requiera poder especial para su validez. 

4 o Resuelta la locación por culpa del locador, este debe re- 
sarcir los daños y perjuicios causados al locatario. 



Buenoi Airea, Enero 18 da 1881. 

Y vistos estos» seguidos por D. Francisco Brunengo contra 
D. Roberto Cano, sobre 



«eion del to»tto « I* * de P r *P iedad de est * últim0 y 

per indemnización de dalos y perjuicios de que resulta : Que 
eon feche diex y nueve de Agosto próximo pasado se presentó 
«1 tenor Brunengo esponiendo que tenia arrendado el referido 
teatro por toda la temporada de inferno, mediante un arren- 
damiento determinado que había satisfecho con puntualidad 
eomo Lo comprobaba con el último recibo que presentaba. Que 
como empresario de ese teatro babia abierto una temporada 
de treinta funciones, de las que aun faltaban catorce y los 
beneficios de practica, lo que habia anunciado públicamente 
según resultaba de los avisos impresos que también acompa- 
fi*ba< lo que habia hecho amparado por lo dispuesto en el 
artículo diez y seis, titulo * De la locación » Código Civil, que 
dispone que la locación hecha con un objeto determinado no 
termina sino después del tiempo necesario para llenarlo. Que 
i pesar de todo esto el demandado le habia hecho saber estra- 
jodicialmente que debía entregar el teatro á otra empresa, por 
coya razón venia á demandarle para que respetase el contrato, 
ó en au defecto indemnizase los daños y perjuicios que esti- 
maba en quince mil pesos por cada función. 

Que corrido traslado de la demanda, el señor Cano lo evacuó, 
diciendo que era cierto que tenia arrendado el teatro al deman- 
dante pero que el arrendamiento era por una sola función, 
pudiendo el contrato renovarse indefinidamente, según le con- 
íiniese y sobre todo si la merced se pagaba con puntualidad. 
Que los mismos recibos presentados por el actor probaban que 
el objeto del contrato se reducia 4 una sola función y que la 
lectura de los mismos revelaba que cada uno de ellos poma ter- 
mino al contrato y que han existido tantos contratos distintos ; 
que la pretensión del demandante de querer deducir de esta série 
de contratos por una sola función, la existencia de un contrato 
general que comprenda todas las funciones y beneficios de una 
larga temporada era ilegal. Que recibida la causa * - 
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señalaron los pontos sobre que debía versar ; si «1 contrato de 
locación fué por el término que dice el actor ó por el que alega 
el demandado y si tenia en este último caso la condición reso- 
lutoria de no renovarse sino té conviniera al locador. 

El demandante presentólos siguientes testimonios: Eladio 
Flores á foja 26, declara que estuvo presente cuando se celebró 
el contrato entre Brunengo y D. Casto Aliñes y que fué por toda 
la temporada de invierno ; José Belvalle, á foja 27 vnelta, que 
sabe que el contrato fué por la temporada, por habérselo dicho 
Brunengo en presencia del mismo Aliñes ; - Mannel MáTCOB, á 
foja 47, que el arrendamiento fué por toda la temporada y i 
pagar por función v le consta por haber estado presente cuando 
se celebró el contrato. - El testigo Hernán Cortés, á f. 75, 
que le consta que el contrato fué por la temporada de invierno 
por haber estado presente; los testigos Aragón, á f . 76, y Bantel, 
á f. 76 vuelta, artistas de la compañía dramática que funcio- 
naba en * La Alegría, » que saben que llrunengo habia arren- 
dado en la forma espresada ese teatro, por habérselo dicho su 
director el señor Cortés; el señor Ministro de España, á f. 48 
vuelta, informa que Brunengo puso á su disposición ese teatro 
el primero de Agosto, y Ana Bollone, * f . 45 vuelta, declara que 
necesitando el teatro para una función á su beneficio intentó 
arrendarlo al señor Casto Aliñes, este le dijo que podia y debí* 
-lirijirseal señor Brunengo que era el empresario, agregando 
que los gastos de esa función los pagó al señoT Brunengo. — El 
demandado por sn parte, presenta los testigos, Aymericb, & 
f 64, quien declaTa que cuando el declarante arrendó el teatro 
para el señor Cortés en Abril de ése año, el arrendamiento 
era por función; Antonini, i f. 60 vuelta, declara que hace 
mas de dos años que < ta Alegría i no se alquila sino por 
función, y que en esa forma lo arrendó Brunengo según se lo 
habia dicho el encargado del teatro ; Phillips, & f. 70, declara 
lo mismo que el anterior; LipareUi, á f. 71, dice solo que el 



teatro M alquilaba por fondón hace mas de dos años : y con- 
siderando: 

i* Que el contrato de locación está fnera de discusión por 
•atar las partes conformes sobre su existencia, quedando 
únicamente á resolver cuales fueron las condiciones de su du- 
ración si fué por nna sola función, como lo alega el demandado, 
o por la temporada de invierno como lo pretende el actur. 

2" Que por las declaraciones de los testigos Flores« Cortés, 
Manuel Márcos, Aragón y Del Valle resulta comprobado que 
•1 arrendamiento fué por toda la temporada de invierno y i 
pagarse el arrendamiento por función, habiendo estado pre- 
aentea los tres testigos al celebrarse el contrato con el encargado 
del teatro don Gasto Aliñes. 

3° Que los testimonios de los testigos merecen fé porque no 
han sido legalmente tachados por el demandado, y sus decla- 
raciones contestes sobre el punto de prueba se encuentran 
fortalecidas por la declaración del señor Otin, quien informa 
que necesitando del teatro paTa una reunión/fué el doman iante 
quien se lo proporcionó lo mismo que la señora Bellone, agre- 
gando esta última que por indicación del encargado del teatro 
fué que se entendió con el señor Brunengo ; lo qne prueba que 
el demandante tenia arrendado el teatro por un tiempo mayor 
que el que alega el demandado, pues a no ser así no habria po- 
dido ceder y subarrendar el referido teatro. 

4 o Que aunque el demandado pretende que si el demandante 
cedió el teatro á esas personas era porque ya los tenia arren- 
dado por las noches respectivas, no ha comprobado qne aai 
fuese. 

5 o Que los testigos presentados por el demandado, lo son 
de oídas, y no declaran por ciencia propia, como Cortés» Flores 
y Hircos, presentados por el actoT y que sus declaraciones solo 
acreditan que Aliñes no tenia facultad para arrendar el teatro 
lino por funciones. 
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6- Que el señor Cano ha confesado á f . 30 que tiene entre- 
gada la administración del teatro á un encargado, ignorando 
las preguntas que se le hicieran sobre la administración de ese 

establecimiento y que el encargado era Casto Aliñes. 

7 o Q ue 8i bien alega el demandado que el mandatario Mines 
solo estaba facultado para arrendar el teatro por func.on tam- 
bién confiesa como se espresa en el anterior considerando, que 
era el administrador del teatro y encargado de arrendarlo y ea 
por consiguiente de aplicarse lo dispuesto por el artículo M 
üüel mandato» C. C. que dispone que un acto respect o d 
terceros (el demandante) se juzgaría hecho en los límites del 
mandato cuando él entra en los términos de la "» 
cuando el mandatario (Aliñe,) hubiese en realidad excedido el 

límite de sus poderes. 

* Que dada la facultad de administrar al teatro que tenia 
Atines, pedia arrendarlo según lo dispuesto por el articulo 19 
, De la locación salvo las limitaciones puestas por la ley á su 
derecho, como seria el caso de arrendarlo por mas 
para lo que necesita poder eapecial, según el inciso 10 del artí- 
culo 13 « Del mandatos C. C, entrando por consiguiente en la 
esfera de las atribuciones generales que tenia como adminis- 
trador el arrendarlo por menos tiempo como en el caso presente, 
aun sin el conocimiento del mandante señor Cano. 

9- Que si bien es cierto que el artículo 63 «Del mandato . 
dispone que cuando el mandatario contratase a nombre del 
mandante excediendo los límites del mandato y este no rati- 
ficase el contrato, seria nulo si la parte con quien contrató e 
mandatario conoce los poderes dados por el mandante, en el 
caso tubjudice el señor Brunengo no conocia los poderes ae 
Aliñes, ni tenia obligación de investigar cuales fueran, como 
pretende el demanuado, pues no se trataba de un arrendamiento 
cuyo plazo requiriese para su validez un poder especial, Binó 
que para celebrarlo le bastaba el carácter de administrador 




toe tiene Alinea, como queda demostrado en el antenor a 
¿erando. 

10. Que aun después de notificado el señor Cano de la de- 
manda que interponía el señor Brunengo, le impidió á este usar 
del teatro, faltando asi á las obligaciones que le imponía el 
contrato de locación celebrado por su encargado el señor Alinea ; 
y considerando también que habiéndose resuelto el contrato de 
tocación por culpa del locador, es á cargo de este los daños y 
perjuicios sufridos por el locatorio. 

Por estas consideraciones y concordantes del escrito de faja*. . 
fallo condenando á don Roberto Cano & satisfacer á don Fran- 
cisco Brunengo los daños y perjuicios que la falta al 1*0* 
contrato le hayan causado, con costas. 

Notifíqnese con el orijinal y repónganse los sellos. 

Isidoro Atbarrann. 



Buenos Airea, Junio 20 de lH8á. 



Vistos, por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento veintinueve» debiendo el deman- 
dante justificar cuál es el número de funciones que el deman- 
dado le impidió dar de la última temporada anunciada, y los 
daños y perjuicios que sufriú por ese motiTo. Satisfechas las 
costas de la instancia y respuestos los sellos, devuélTanse. 



J. B. GOROSTUCA. — J- DOMINGUEZ. — 
O. LEGU IZAMOS. — «LADISLAO FBJAfl. 
— a. U. LASP1UR. 



C'AU&A XI-VIII 



tumlá V rfeiffrr contra A. Candela y C\ *obre falsificaron 
y renovación de marca dé fábrica 



Sumario.- \* N° puede concebirse una marca de fábrica 
„ue deje al arbitrio del concesionario tanto el uso como la 
forma y dibujo de su nombr*. del número y de las palabras 

i» Las marcas de fábrica ó de comercio deben ser lw nom- 
bres de lia personas bajo una forma particular, y las letras v 
números con un dibujo especial* 

3- Klqueharejistrado * d « fibrica en e9t * ÍOrm 
puede oponerse al uso de cualquiera otra que directa o mdi- 
rectamente puede producir confusión entre los productos 

4- El concesionario de esta última no incurre sin embargo 
en la pena de falsificación, por el uso que ha hecho de la 
marca mal concedida. 

Caso. - Está prolijamente esplicadu en el 

S alla de! Suw gtliÜÜÜl 

Rxwrio, Setiembre 3 de 1881. 

Vistos estos autos seguidos entre los señores Mantels yPfeif 
fer, demandantes, contra los señores A. Candela y C, demin 
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dados, iotre usurpación de marca de fábrica y comercio, en el 
articulo hachas, resolta lo siguiente: 

En 6 de Octubre de 1880 A. Candela y C* se presentaron á 
la Oficina de Marcas y Patentes de Invención, solicitando les 
fuesen rejistrudas las marcas de comercio que dicha casa usa 
en loa artículos que introduce en esta República; y habiendo 
llenado las formalidades legales, se dio entrada a la solicitud, 

acta de foja 89. 

La descripción con que se acompañaba dicha solicitud de 
foja 18, dice así: Marca de A. Candela y Cv La marca de co- 
mercio de los señores A. Candela y C por los artículos de fer- 
retería que introducen en la República consistente en lo si- 
guiente: I o El emblema principal compuesto de la letra W y 
del número 1, dispuestos en la forma que indica el diseño ad- 
junto. La letra W Tiene impresa ó gravada; 2° Los dos rótulos 
adjuntos, que sirven de distintivos complementarios. De estos 
dos rótulos uno es mas grande que el otro: pues se aplican el 
primero sobre los objetos pequeños, y el segundo sobre los ob- 
jetos de mayores dimensiones. Suele venir á veces el emblema 
principal con el nombre de la casa del depositante A. Candela 
y C\ como asimismo las palabras Superior cast steel y también 
suelen venir a veces los artículos de ferretería con la letra 1? y 
el número 1 solos sin el nombre de la casa, pero con las otras 
palabras, según lo manifiesta el tipo de hachas que dejamos 
depositadas en Secretaría para los fines consiguientes. Hace- 
mos la misma observación respecto de los rótulos, que a Teces 
acompañan, y otras veces nó ( á los objetos espendidos por la 
casa. El emblema principal solo ó acompasado en la forma ya 
descrita, ó estampado 6 impreso en relieve sobre los artículos y 
los envoltorios y embases estertores de los artículos introdu- 
cidos por los depositantes». 

La patente les fué espedida en ocho de dicho mes de Octubre 
de 1880, en estos términos; «A nombre de la Nación Argentina 




certifico que por tención de la fecha se ha concedido á lo* 
señores A. Candela y C el osu efusivo de la marca con que 
distinguen los artículos que introducen, según se det*U*«l la 
descripción y dibujos anexos que son copias !*■ dejo, que 
existen depositados en esta oti riña bajo .1 número ¿jo f. 17. 

Ku febrero 3 del año siguiente 1881, es decir cuatro meses 
después de haberse presentado A. Candela y O lo liaron a su 
vei Mauléis v rfeiffor «lieittud.» el rejero de una marra de 
comercio para las hachas que introducen, y cumplidos los re- 
quisitM de la ley se dió entrad, á la solicitud f. 90. 

La descripción que acompañaron, corriente a f. % es la si- 
guiente: .Descripción de la muña que usamus para nutras 
hachas; (1) ¿ta sello se halla campado en lacre ó en reheve 
encada hacha; 3 Represento un golpe de punzón que tienen 
Mas nuestras hachas y que es un distintivo espenal para de- 
mostrar que han sido ensayadas cuyo distintivo es esclusa- 
mente nuestro; (2) (4) lU-preseuian la forma de etiqueta., una 
de las cuales llevan las hachas en el otro lado de aquel donde 



esta ei seno ii;. , 

La patente fué concedida A Mantels y Pfeiffei en estos tér- 
minos: *A nombre de la Nación Argentina cenilico: que por 
resolución de la fecha se ha sucedido á los señores Mantels y 
Sfeiffer el uso esetusivo de la marca con que distinguen las 
hachas quo introducen, según se detalla en la descripción y 
dibujos anexos que son copias líeles de los que existen deposi- 
tados en esta oiieina bajo el número 525*. 

Los demandantes Mantels y Pfeilfer fundan su acción con- 
tra A. Candela y C- en que estos tiento en su casa de comer- 
cio en esta y venden en la actualidad hachas bajo la marca 
□ue oclusivamente pertenece i .líos, usurpando una marca 
lena perjudicando sus derechos lejíümos adquiridos y dc- 
hido i la consagración de muchos años y fama obtenida por la 
calidad y naturaleia de ese artículo. Al mismo tiempo acom- 



pañan dos hachas tipos una de Mantels y Pfeiffer y otra de A. 
Candela y C' y para comprobar la usurpación dicen que estos 
la efectúan poniendo en sus hachas el emblema d. la de los 
demandantes que consiste en la doble % en el número 1, en 
el golpe de punzón, sin otra diferencia que el nombre de la 
casa que no altera la marca; habiendo puesto también las pa- 
labras Superior casi steei en la forma que lo hacen, imitando la 
de Mantels Pfeiffer, sin duda anadeo para producir la confu- 
sión debiendo poner ese nombre y palabras en cualquiera otra 
parte. Los demandados piden el rechazo de la demanda, por no 
haber falsificación de ningún género, de parte de ellos, y exis- 
tiéndola mas bien por parte de los demandantes, pues se creen 
con el perfecto derecho á usar en su marca la doble W, número 
4 y las palabras Superior test casi steel con que distinguen el 
artículo hachas que espenden; reputándose calumniados al 
llamárseles usurpadores de la mar**, Que es original la de- 
manda que se dispone, pues que mas bien ellos tienen derecho 
A demandar á los autores por usurpación, por la sencilla razón 
de ser estos los que han tomado esa letra y ese número mucho 
después que ellos, y cuando esos caracteres eran de su propie- 
dad- como lo constata la patente espedida por la OBcina. por lo 
cual son los exclusivos propietarios de la marca W número 1 y 
demás contenido en ella con que distinguen el artículo hachas 
y otras de sn comercio; pues que su patente fué espedida cua- 
tro mese* antes que la de Mantels y Pfeiffer, quienes en vez 
de tomar otras letras, números y distintivos, toman los mismos 
que ya les babia sido acordados con cuatro meses de antici- 

P Tconsiderando: 1* Que por la ley de marcas de fábricas, el 
aso preferente á la que se solicita, esta establecido por la prio- 
ridad de la solicitud y en el otorgamiento de la patente respec- 
tiva desde que cualquier industria que estuviese en posesión 
de c'sa marca, no la hubiese hecho registrar, como no ha suce- 



dido en nuestro caso, durante el año siguiente al de la promul- 
gación de la ley; pUzo que vencía en Agosto 19 de 1877: pues 
que esa promulgación tuvo lugar un ano antes (art. 38 y 40 de 

la misma). r 

2° Que en <>ste concepto ni Mnntels y I'fi iffor, ni A. Can- 
dela y C» tenían derecho alguno de prioridad, ni esclusivismo 
en las marcas que hubiesen usado en sus respectivas hachas, 
pasado dicho año, hasta ta presentación que hicieran, y patente 
que se les concediera por solicitud á 5a oficina respectiva; ha- 
biendo ambos probado que han usado desde añas atril la W 
número i y las palabras Superinr Best Vast xieet siendo el golpe 
de punzón una señal generalmente llevada no solo por los he- 
chos de uno y otro, sino por muchas otras de diferentes fa- 



bricas. 

3" Que en esta virtud, siendo la solicitud de A. ( ándela y 
O así como el otorgamiento de la patente, de fecha cuatro 
meses anterior á la de Mantels y Pfeiffer, la de esto, debiera 
subordinarse á la de aquellos, y no hacer registrar en su pa- 
tente las letras, números é inscripciones que según lo dicen los 
mismos demandantes producen confusión en luí mareas al 
grado que la una parezca usurpadora de la otra. 

A" Que por tanto, habiendo A. Candela y O registrado como 
ecustitutivo de su marcada letra W, el número i y las palabras 
Superior tteM Casi steel. como consta de sus patentes y del 
mismo tipo de hachas acompañado por el demandante, mal 
puede este atacar á los demandados por usurpación de lo que 
era propio, al mismo tiempo que importaba el mo de un de- 
recho legítimo, y no podían hacerlo por las mismas considera- 
ciones que alegan, atribuyendo á A. Candela y O» indebida- 
mente una usurpación de que no son culpables y que vuelven 
su fuerza contra ellos mismos. 

5 o Que tan comprendieron A. Cuídela y C que se atacaba 
8U derecho al otorgarse á Mauléis y l'feiifer permiso de llevar 
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en su matea la letra doble W, ese número i y esaa palabras 
Sumrior Best Cast steeí que fundados sin embargo en el eapl- 
ñUfilosófico del articulo 17 de la ley que prescribe que podra 
»er arelada toda resolución de la Oficina de Patentes, negando 
la propiedad de una marca I importando en verdad una uega- 
cion de esa propiedad la otorgada posteriormente á Mantels y 
Pfeiffer. ocurrieron al Ministerio del Interior para que se anu- 
lase esa patente, resolución que estando suspensa aún y que 
habiendo sido requerida por una apelación legal, hada que no 
estuviese ejecutoriada V si en ineficacia dicha patente, basta la 
decisión administrativa sin que por tunta se pueda fundar en 
ella no solo el derecho de usarla, sino mucho menos el de ata- 
car, añorándose en su mérito, otra anterior que gozaba de toda 

fneTza y eficacia. 

6° Qne además, ,ún suponiéndola oportuna carece de todo 
fundamento, pues aparto del derecho preferente de A. Candela 
V C- la circunstancia que tanto mérito han dado los deman- 
dantes, relativa al golpe de punzón que han hecho registrar 
como distintivo de su marca, ñola tiene ninguno, por las ra- 

tones siguientes: 

ji p ora ue según ellos lo dicen en su demanda foja id) y 
8e repite con claridad en la descripción de la marca, foja 77, 
ese golpe de punzón es un distintivo especial para demostrar 
que han sido enrayadas. 

2* Porque según el artículo 3 o inciso 3" de la ley, las de- 
signaeiones utilmente empleadas pura indicar la naturaleza 
de los productos Ó la clase á que pertenecen, no se consideran 
como mateas de fábrica ó de co.uercio ; siendo según las ase- 
«raciones de lo. mismos Mantels y Pfcíffer, destinado ese 
«loe á certificar qne las h .ctus que lo llevan pertenecen á una 
buena ela«e; en lo que establecen una verdad, por haberse pro- 
bado en autos, que muchas hachas de buena date y de otras 
fabricas lo llevan también al mismo obj.-to; lo qne está con- 
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forme con la opinión acorde <le loa dos peritos nombrados por 
ambas partes (informe de foja 232), siendo solo muy de es- 
tragar que los mismos demandantes hayan alegado después, 
de una marca ta» sostenida contra sus mismas aseveraciones 
tan palmariamente espiadas. 

3* porque el hucha presentada por A, Candela y C' a la ofi- 
cina de marcas, como el Upo sobre el cual se les otorgó la pa- 
tente, también tiene ese golpe de punzón, por idénticas raines, 
si bien no llevan su pretensión como no debian ni deben lle- 
varla, contenidos sin duda por el inciso 5" artículo 3» citado, i 
pedir su registro, no pudimdo por tanto, el respeto á la ley 
ser una causa de ataque y reclamación; y mucho menos para 
que se pida embargo de las hachas que habían recibido ese dis- 
tintivo general, aún antes de la posterior e ineficaz patente de 
Mantel* y Pfeiffer, como se nota por las facturas acompañadas. 

7- Que no se puede atribuir á A. Candela y C\ tendencias a 
confundir ni á falsificar una marca, respecto a otra, que lleva 
productos similares de calidad inferior, pues se ha probado en 
autos que si las hachas de Uantets y Pfeiffer son buenas, 
mejores son las de A. Candela y C- (declaración de foja 252, 
251 vuelta; 256 y rutile; 3oJ vuelta y 250). 

8" Que dadas las consideraciones precedentes, apenas si hay 
mérito para considerar lo relativo á la insignificante de que la 
doble V está formada en la patente de A. Candela y C con un 
lijero cruce entre las palas de ambos; pues esa letra, sin dejar 
de ser W doble se traza de difereutes modos; y es circunstan- 
cia que pierde absolutamente todo significado, desde que esa 
letra está probada sin esa cruce en ei tipo de hacha presentada 
por A. Candela y C* en la Oficina de ilarcas; tipo que como tal 
es destinado i resolver las cuestiones que surjan sobre falsifi- 
cación; pues otro no es su objeto al depositarle. Aquí se agrega 
que los mismos Slantels y Pfeiffer en los dibujos que - 
taron y que en copia corren a foja 71 han estampado la 



442 FALLOS BE LA SUPREMA CORTE 

doble W con variación en su forma en los dos diferentes sellos 
sin que se pueda deducir que por esa circuustancia hayan que- 
rido hacer distinción del uno al otro. 

9' Considerando finalmente: que las marcas de Mantets y 
Pfeiffer son distintas completa incnte á las acordadas ¿ A. Can- 
dela y 0** como ellos mismos lo aseguran en el informe pedido 
á la Oficina de Patentes (foja 94) y como esta Oficina lo con- 
firma (foja 95 vuelta) y no susceptibles de confusión al grado 
de dar lugar á una demanda de usurpación, como lo sostienen 
en este pleito; si lo primero, no ha habido motivo alguno para 
promoví-ría; si lo segundo, Candela y O tienen preferente de- 
recho, y Slautels y Píeiffer son los usurpadores antes que 
aquellos; viniendo en cualquiera de los dos casos á ser su de- 
manda injusta y verdaderamente temeraria. 

Por estos fundamentos y muchos otros de segundo orden que 
pudieran aducirse según el mérito de autos y que se omiten por 
innecesarios, absuélvese de la demanda i A. Candela y C 8 con 
costas á los demandantes. Desembargúele la hachas embar- 
gadas, poniéndose á disposición de sus dueño* con los tipos y 
patentes presentados, librándose las órdenes y haciéndose las 
notificaciones correspondientes. Devuélvase con seguridad a la 
Oficina de Patentes el tipo que se remitió; y repónganse los 

sellos. , . 

Fenehn Zuvtrm. 



de 1» Suprm» CmrU> 

Buenos Aires, Junio 22 de 1882. 

Vistos y considerando: 

Primero. Que los señores Mantels y Pfeiffer, demandaron 
en d: t y seis de Mayo de mil ochocientos ochenta y uno á los 
señores» Candela y Compañía, por la falsificación de sa 
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•„ »¡<,<..,t<.iU pn tas hacías finas de tambar 
marea de comercio ejecutada en ib.. u»vi 

„ue Tendían con una doble W. nn número uno, golpe de pun- 
Z, el nombre de la casa y de la, palabras S,,pcr,or 
síee puestas en la misma forma en que lo usaban los de- 
mandantes, con arreglo a U patente d. marca, de.cnpmon J 
dibujos que acompañaron de f..ja una i tres. 

„eg!f el hecho que se le, imputa, sostienen hallarse autor.ra- 
i ol ara usar la referid» marca con arreglo i ^ 
cripcion de fojas dies y siete i diez y nueve, de cuyo do u- 
'«"Ha en efecto. que al pedir dichos señores el re , - 
tro de la marca doble W. número uno. nmn.festar.m: - que 
dicho emblema principal aoli. reñir con el nombre .le la , sa 
denositante - A. Candela y C nmpañia - erno aslnusmo las 
ab s ^pen'oc «. y también «ton venir los ar- 
«culos de ferretería con la letra doble VI y « 

los, sin el nombre de ,a casa, pero con as otras pa lab^ 
se gun lo manifestaba el tipo de hacha que dejaron deportada 
en Secretaria para los fines consiguientes .. 

Tercero Que disponiendo la ley nacional do dier y nuevo 
de Agustode mil ochocientos setenta y sois (articulo pr.mero), 
. „„e son marcas de fabrica de comercio, los nombres de las 
personas bajo »««A>™ a ^rtím» y las letras y números .a* 
ln Mujo eípeáal la Oficina Nacional de Patentes «o pud 
conceder legalmente 4 los señores A. Candela y l una mar* d 
comercio en la que quedan» i su arbitrio, tanto el uso como 
HIT y dibnjl de su nombre, del número y de las palabras 

"tSSÍÍv» os cierto, que la Oficie, de Patente, 
sostiene que 1» marca rejistrad» por A. Candela y Compa- 
ñía con arreglo al dibujo presentado corriente i foja ocheuta y 
diferente de la que rejistraron los señorea Mantel. 
, Pfeiffer, y que aquello, no podían viudamente poner su 



nombre en la forma que lo hacmu estos, no ca menos cierto 
que la concesión hecha á A. Candela y Compañía de tina 
patente de raarc* en los términos vagos y grnerales que con- 
tiene la descripción de foja ochenta y siete los exa men de la 
responsabilidad pemil, en que sin eso habrían incurrido al asar 
la morca grabada q re llevan las hachas embargadas, la cual á 
todas luces.es una verdulera imitación de laque bajo forma 
particular y dibujo étpecial rastraran legalmente Mauléis y 
Ffeiffer después de haberla u^ado largos años, vendiendo públi- 
camente las hachas qne la contenían hasta i los mismos de- 
mandados como i'onütu plenamente de autos. 

Quinto. Qne la mencionada irregularidad en el proceder de 
la Oficina Nacional de Patentes, dando origen al presente liti- 
jio, se acentúa todavía mas, cuando denunciado por Mantel» 
y Pfeiffer como falso el testimonio con el sello de la oficina 
corriente a foja diea y nueve, ésta se limita á afirmar que es 
diferente una y otra marca, sin negar la falsedad de la marca 
i que se refiere el mismo testimonio, 

Sesto. Que entre tanto, solo los señores Mantels y PfeiiTer 
han cumplido con la ley (artículo primero), registrando como 
marca de comercio sn nombre bajo una forma particular y la le- 
tra doble V y el número uno con dibujo especial : y por consi- 
guiente solo ó ellos corresponde el uso de la referida marca y 
la propiedad qne la ley acuerda sobre la misma (artículo diez), 
estando en su perfecto derecho * para oponerse al uso de cual- 
quiera otra que * directa ó indirectamente pueda producir con- 
fusión entre los productos > (artículo cuarto), Como sucede 
con la que usan Ioí señores A. Candela y Compañía en las ha- 
chas embargadas, 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja trescientos veinte y cuatro; y se declara que los señoreB 
A. Candela y Cnmpañf i, no podrán vender ni circular en el 
pais,tres meses dt-spues de notificada esta sentencia, hachas 
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con la marca que contienen las embargadas, y de las coalw, 
paTa constancia de su anulación, quedará un ejemplar deposi- 
tado en la Oficina Nacional de Marcas, junto con el hacha que 
como único tipo de marca rejistrada legalmente por los deman- 
dados presentaron estos en dicha oficina. Confírmase sin em- 
bargo, la referida sentencia, en cnanto absuelve á los señores 
Candela y Compañía de la demanda de falsificación, en mérito 
de la mencionada concesión que lea hizo la Oficina de Marcas 
en términos generales contra la disposición de la ley. Hágase el 
desembargo y su entrega á los señores A. Candela y Compañía 
de las hachas embargadas; y satisfechas las costas de la ins- 
tancia y repuestos lo. sellos derrítanse los autos y los ejem- 
plares de hachas presentadas por las partes como elementos 
de prueba, notifíquese con el original. 



J. B. COROSTUGa, — i- DOHISGUIZ,— 
O, LEGUIZAMOvI. — «LADISLAO FHI*B 
— ■ S. M . LASPlUft. 



ftftft FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAVIA XlilX 



0. Cdrío* Goerke contra la Municipalidad de la Capital, por 
jactancia, sobre impuestos. 



Sumario.— No comprenden á los Tribunales Federales las 
cuestiones relativas i impuestos de Is Municipalidad de la Ca- 
pitali , 

Cojo. — D. Carlos Goerke espuso que se le había clasificado 
iDjustamente su escritorio marítimo, como puesto adscripto al 
Mercado del Centro, y como tal clasificación lo sometia al im- 
puesto de un peso fuerte diario, entabló la demanda de jac- 
tancia para que la Municipalidad dedujera las acciones que 
creyera tener. 

MI* M i ütllÜW 

Buenos Aires, Abril 11 de 1883 

No aieudo procedente la acción de jactancia tratándose de 
actos ejecutados por la Mumicipalidad usando de sus faculta- 
des administrativas como poder público, no ba lugar. 



Tedin . 



DE JUSTICIA K AMORAL W 

VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 5 de 1881. 

Suprema Córte: 

Esta demanda no tiene por fundamento un acto en cuyo mé- 
rito la Municipalidad pudiera ser demandada, ni seria en todo 
caso competente la Justicia Federal, como uno de los Tribu- 
nales creados por la Ley de Diciembre último. 

No pide el demandante que la Municipalidad sea uompelida 
á entablar demanda por el cobro de impuestos contrario á la 
Constitución ó á loa tratados, por ejemplo. Se queja simple- 
mente de que aquella corporación pretende tener derecho a 
cobrarlo y no le cobra un peso diario por un escritorio, que el 
llama marítimo para comprar comestibles y que ella clasifica 
de puesto. El punto a resolver seria pues, acerca de la diferen- 
cia que existe entre puesto y escritorio para comprar comesti- 
bles ; cuestión esencialmente administrativa. 

Por otra parte el inciso 3 o del artículo 71 de la Ley de Di- 
ciembre último, atribuye á los Tribunales de la Capital el 
conocimiento de los asuntos de carácter contencioso adminis- 
trativo. 

Sírvase T. E. confirmar la sentencia apelada. 

Eduardo Cotia. 




Vistos : atento lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 
setenta y nno de la Ley de Organización de los Tribunales de 



Justicia de la Capital, y de conformidad con lo espoet to y pe- 
dido por el señor Procurador General en so precedente vista; 
ta «afirma con costas el aoto apelado de foja seis vuelta. Sa- 
tisfechas estas y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 



J. B. GORÜSTIAGA. — J. DOMINGUEZ- — 
O. LEGU1ZAM03, — ULAD1SLAO FRIAS. 
— S. M. LASPIUR, 



D Emilio Villanmra contra ta Municipalidad de ta Capital, 
por incomtitucionalidad de una ordenanza sobre campe- 
t encía . 

Sumario. — 1" I* -Justicia Federal no puede decidir cues- 
tiones abstractas ni juxgar sobre la incoustitucionalidad de uua 
ley, sinó cuando se trata de su aplicación á los casos conten- 
ciosos que ocurren. 

t> El conocimiento de los casos contencioso-administrativos 
entre un particular y la Municipalidad de la Capital, no cor- 
responde a loa Tribunales Federales. 

Caso. — Se esplica por el 



Buenoi Aire». Mayo 3 de 1882 

Vistos; para resolver sobre la excepción de incompetencia 
dedncida en el escrito de f . . . por el representante de la Muni- 
cipalidad. 

Considerando: 

Primero: Queta acción deducida en el escrito de foja 1 por 
Don Emilio C, Villanueva, tiene por objeto que se declare in- 
constitucional ia ordenanza municipal que Gja el límite de al- 
tura máxima de los edificios y de la ley de Provincia de Buenos 
Aires de 18 de Julio de i872 que sirvió de antecedente i dicha 
ordenanza, alendo el motivo determinante de esta gestión se- 
gún lo espone el recurrente en el citado escrito, la intención ó 
propósito que tiene de reedificar una casa de su propiedad ubi- 
cada en la Calle de Corrientes bajo el núm. 1,222. 2 o Que 
desde luego se vé que no se trata déla aplicación de una ley ú 
ordenanza que la parte reputa inconstitucional á un caso con- 
tencioso, puesto que el hecho de la reedificación no ha salido 
aún del dominio de la intención, único caso en que los Tribuna- 
les Nacionales pueden juzgar de la inconstitucionalidad de ellas, 
según lo ha resuelto la Corte Suprema en la causa que se re- 
gistra en el tomo 3 o (2» série), página 372, de sos fallos, sínó 
de la anulación en general de una ley por el poder judicial, 4 
pretesto de ser contraria al derecho de propiedad garantido por 
la Constitución Nacional. 3" Que tal pretensión es fundamen- 
talmente contraria á la misma Constitución que ha establecido 
ln separación é independencia de los Poderes Públicos y que no 
ha requerido para la eficacia de las leyes el conforme del Poder 
Judicial, el cnal con semejante atribución vendría á quedar 
arriba del Congreso puesto que tendría la facultad de derogarlos 
cuando lo estim ise conveniente. 4' Que ademas para los casos 



en que la Municipalidad denegase administrativamente lo que 
un particular cree Itl derecho, la ley del Congreso de 15 de Di- 
ciembre de 1881, ha establecido en su articulo 71 inciso 3°, un 
recurso para ante la Cámara de lo Civil de la Capital de modo 
que la jurisdicción nacional* está totalmente esclaida en ellas. 

Por sus fundamentos y los del escrito de f. 18, declárase 
improcedente la demanda de f. 1, por fulla de competencia del 
Juzgado con costas al actor- Repóngase la faja sin mas trámite 
j notifíquese original esta sentencia. 

Virjitio M. Tedm. 

VISTA DEL SEGOB PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aire*. Junio 5 de 1882. 

Suprema Córte: 

La sentencia del señor Juez de Sección es perfectamente 
fundada, y ha de servirse V. E. confirmarla. 

Aún sin tener en cuenta la disposición de la ley que organizó 
loa Tribunales de la Capital, basta recordar que los Tribunales 
Nacionales no tienen jurisdicción, según lo ha declarado V. E„ 
en repetidas ocasiones, para decidir cuestiones abstractas de 
derecho, ñipara juzgar sobre la inconstitucionalidad de una 
íey, sinó cuando se trata de su aplicación á los casos eontenao- 
ml ue <™. fistola. 

Falte úm suprema €•■*• 

Bueno» Aire», Julio 4 de 188Í. 

Vistos ¡ de conformidad con lo espuesto y pedido por el seüor 
Procurador General en su vista precedente y por los funda- 



DI JOTTICIA KACS0HAL 



damentos del anto apelado de foja treinta j cuatro tuelta, se 
confirma este con costa*. Satisfechas las de la instancia y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

j. B. CORQSTIAGA. — t. DOMWCMl.— 
iO FRIAS.— 8. U. LASPIUR. 



«'ALMA LI 



El Asesor del Ministerio de Menores de ta Capital, sobre su 

profesión de aboyado. 



Sumario. — Los Asesores del Ministerio de Menores de la 
Capital pueden abogar ante los Tribunales Federales. 



Caso, — En un juicio seguido ante el Juagado Federal de la 
Capital, en que una de las partes era patrocinada por el Dr. 
13. Angel S. Pizarro, que desempeñaba el cargo de Asesor del 
Ministerio de Menores, se dictó el siguiente 



m r«.u» di la imni coiti 

- 

Buenos Aires, Mano 10 de 1882. 

Hágase presente al letrado Dr. Pizarro, que con arreglo á 
las leyes de la Provincia de Buenos Aires, que deben apli- 
carse por los Tribunales de la Capital de la liepública. en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 312 de la ley del Con- 
greso de 15 de Diciembre de 1881, le es prohibido abogar 
mientras desempeñe las funciones de Asesor letrado del Mi- 
nisterio de Menores. 

Ttdin. 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR ÜENEHAL 

Buenos Aires, yayo 22 de 18B2. 

Suprema Corte t 

El St. Juez de Sección funda su sentencia en las leyes de U 
Provincia de Buenos Aitcs, que según él ha mandado observar 
el artículo 312 de la ley que organizú los Tribunales de la 
Capital. 

Pero no es esto exacto. 

El artículo citado solo ordena que los Tribunales de la Capi- 
tal se rijan por las leyes de Procedimientos de la esprosada 
Provincia de Buenos Aires, hasta tanto se dicten por el Con- 
greso las que hayan de subrogarlas. Los términos de esta dis- 
posición no pueden ser mas claros ni mas esplícitos, nada auto- 
riza á suponer que porque rijan las leyes de procedimientos 
para los Tribunales de la Capital, hayan de rejir también todas 
las demás leyes de la Provincia de Buenos Aires. 

Ahora bien; en la ley de Procedimientos no hay ley alguna 
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q ne prohiba abogar al a-sor de U Defensor!* de Menores Por 
S contrario, la circunstancia de no hacer mencn a * U 
Diciembre último del Asesor de Menores cuando , roh be abo 
e ar a los A g entesV¡,calea.es una prueba irrecusabU deqieuo 
füé su intención hacer cstensiva la prohibición al A.csor. 

"«lio que la apebeiou deducida es fundada y que 
debe V. E. revocar la sentencia del Sr. Juez de Secnon. 

Eduardo Costa. 



rallo de I* aupreii" 

Buenos Aires, Julio 6 de IttSá- 

Vistos - no habiendo la ley de Organización de lo, Tribunalet 
de ftstfeH de la Capital impuesto a los Asesores de lo, Defen- 
sores de Menores, la prohibido» de abogar que rstahUce para 
los .gentes Fiscales; y de acuerdo con lo pedido por el senot 
Parador General en su pedente vU ta, se revoca el auto 
apelado de foja primera ¡ satufecha* las esta, y repuestos los 
•ellos, devuélvanse. 

J. D. GOnOSTLAOA.— J. D0M1SCCEI. — 
i' LADISLAO FllIAS. -S. H. LASP1LA, 



r. « 



16 



FALLOS 1» LA C01TE 



CAVIA MI 



D. Pedro Debat, contra el llanca de ta Provincia de Buenos 
Aires, sobre indemnización de daños y perjuicios. 

Sumario. - V La oposición á la entrega de un dinero. orde- 
nada por auto ejecutoriado importa un embargo, y hace res- 
ponsable al que la hizo de los danos y perjuicios causado*. 

2* Loa daños y perjuicios procedentes déla no entrega de 
una suma de dinero, consisten en el interés corriente, que en 
el que cobra el Banco de U Provincia á sus deudores. 



Caso. — Está esplicado en el 

rallo del Juti Federal 

Buenos Airti. Mayo 2 de 1882. 

Vistos estos autos segeos por D. Manuel E. Lujan en re- 
presentación de D. Pedro Debut, contra el Banco de la Propi- 
cia por ¡ademando» de d .ftos y perjuicios, de los que resulta; 
f . Que el actor funda su demanda en los siguientes anteceden- 
tes- 1» Que el Banco de la Provincia siguió una ejecución 




" • *" 




contra D. Eduardo J. Carballo ante el Juzgado de Comercio de 
la Provincia de Buenos Aires, en la cn;il se vendió una finca 
embargada que la compró el demandante ; Que por el Juz- 
gado Civil á cargo entonces del Dr. Zavalia, se siguió otra eje- 
cución contra la misma linca por un acreedor hipotecario; 
3 o Que con este motivo el comprador Debat desistió de la com- 
pra, cuyo desistimiento fué admitido por dicho Sr. Juez, quien 
por resolución superior había sido declarado competente para 
entender en ese incidente, mandando devolverle el prei io de- 
positado en el Banco; i* Que de acuerdo con esta res-jludon, 
se presentó al Juzgado de Ouncrcio con fecha primero de Abril 
de mil ochocientos ochenta y uno, pidiendo su librase oficio á 
ese Establecimiento para la entrega de los noventa mil pesos 
moneda corriente depositadas, la que decretó el Jugado con 
fecha seis del mismo me* ; 5" Que entonces el fótico de la Pro- 
vincia desconociendo la fuerza de esas resoluciones y alegando 
una pretendida nulidad que liabia deducido ante la ("limara, se 
opuso á la entrega, oposición que fué desestimada por la dene- 
gación délos recursos interpuestos, y admisión de la protesta 
por daños y perjuicios; C u Que el ilegal recurso promovido 
contra la entrega del dinero por parte del Banco de la Provin- 
cia le ha causado los siguientes perjuicios: en primer lugar le 
ha privado del interés del dinero desde el seis de Abril hasta 
el veintiuno de Junio, que lo recibió, ven segundo lugar, que 
por culpa del Banco no pudo cumplir un convenio que había 
formulado costándole un fuerte desembolso esa falta de cum- 
plimiento; que en efecto al dia siguiente de presentarse Debat 
pidiendo la entrega de los fondos en dos de Abril compró d don 
Pudro Bourg una finca en la ralle de He'grano número mil 
doscientos noventa y nueve en la eaiiti.UJ di- ciento treinta mil 
pesos moneda corriente, estipulando en id boleto vi término do 
veinte dias paru pagar la linca y una multa de treinta y cinco 
mil pesos que debía abonar el que faltara al convenio, la que 



fSO FALLOS DE LA SUPREMA 

tuvo qae oblar en presencia del Jn« Dr. Tedin, ante quien fué 



I considerando: 
Primero: Qtio la contestación ilel Hunco de la Provincia no 
demuestra la inexactitud de las referencias que se ababan de 
citar en toio lo relativo A los uetos de procedimientos ante los 
Jueces de lo Comercial y Civil que dieron P <>r resultado que se 
ordenara la devolución del depósito hecho por Debut, resul- 
tando m«S bien ^afirmados de la misma relación que hace de 
los antece lente* del asunto. 

Segundo: Que su sistema de defensa se fund;i en que usú de 
un derecho perfecto pira peJtf la anulación del juicio ante la 
Cámara de Apelaciones y era » consecuencia la no entrega del 
dinero, pendente lite, agregando que el pleito entre Bourg y 
Deb.it es simulado. 

Tercero: Que la petición para que se Mispendu la entrega 
del diñen, ya decretada por resoíucinntH pasadas en autoridad 
de cosa jomada, impela Bfl verd.id. ro embar-n, que no ha 
podido decretarse ftino bajo la ¡«fcUcUa ú explícita euiidieion 
de responder el qu: lo pidió por lo, d,ños y pe. juicios en caso 
de haberlo sido sin derecho, cou arreglo á lo establecido en el 
artículo 4H de la l y de Procedimiento* déla Provincia de 
Buenos Aires que regia p.ira el Tribunal que ordenó la suspen- 
sión. 

Cuarto: Que el rechizo de li iiuüdud cuyos motivos no es 
ya el cas» de Juzgar, demuestra la *tn razeíidj la oposición, 
debiendo entonces hicersv efectivas las responsabilidades á que 
se reliere el artíeolo citado. 

Quinlo: Que se^ua el artí-ulo 2 título U!, libro 2\ seo* 
Ciou 1° del Cú li^'" Civil, en el resareiiuit-nto de los d.iñtis é inte- 
reses, solo se comprenden los Qtte fueren consecuencia inmediata 
y necesaria de la falta de cumplimiento de la obligación. Ó que 
se han previsto ó podido preverse, y no los que rehilen in- 
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directamente ríe otros artos ú contratos, aún cuando tengan 
alguna cu lies í 011 con el hedí o al cual se inii uUn. 

ftesío: Que tratándose de retcn-orn de Mimas de dinero, los 
perjuicios ó talereses e*tán representa tes por eí ínter** cor- 
riente de plaza que el deudor muroso dt-be pagar con arreglo ¡í !o 
dispuesto en el arlícu o 49, Título «De l.is Ul.li-ociunes de dar», 
Código Civil (víase la uolu al ¡irliVulo citad.-). 

Sétimo: QtW los <l*is considera mloá precedentes demuestran 
que el actor carero toluliiieiite de detecte jara bai ir entraren 
esta demanda de perjuicios .os u.ue dice haber sufrido en el con- 
trato de coniza-venta celebrado con Bonrg, de mudo que están 
conducente su prueba cuino la de la simulación de ese acto ale- 
gada por el trauco. 

Por esto* fundamentos, fallo, condcnandual Daneodoln Pro- 
Tincia al pago de los intereses de ta suma de noventa mil pesos 
moneda corriente, según la tasi une el mismo cobra ft sus deu- 
dores, por i'l tiempo Iranscunidu desde el seis de Abril al vein- 
tiuno de Junio de mil ochocientos ochenta y uno. á favi,r de don 
Pedro Uebat. Notifíquese con el original, 

Virgilio M. rerfm. 

mil» Ú* I» üuprrm» Córtr 

Buenos Aire», Julio 13 de 188S 

Vistos: por sus fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada de foja diez y ocho. Satisfechas tas costas de ta instancia 
y repuestos los sellos, devuélvanse tos autos. 



J. DOMISCITZ. — I-LADISLAO FMAS. 
— S. M. LASIMIU. 
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COITO 



CAl'Si I-I II 



¿)on ¿gttttót m&M contra el Dr. £>. ií/f/fo Borascki, sobre 
indemnización de daíms y perjuicios. 

Sumario. — Reconocido por el arrendatario ta existencia de 
daños j perjuicios por deteriora do la cosa arrendada, debe 
ser condonado al pago de la suma en que se han avaluado. 



Caso. ■ Se comprende por el 

t allo del Juh Federal 

Buenos Airrs, Mario fS dn 1883 

Y vistos: estos autos seguidos por 1). Agustín Nazarre contra 
D. Attilio Borascht, resulta: 

1» Que 1). Agustín Nazarre se presentó ante el Juzgado á f. 3, 
instaurando acción contra D. Attilio Bordschi por daños y per- 
juicios sufridos en un campo que aquel habia arrendado a este 
en el partido del Pilar, corriéndose traslado de la demanda 4 
Borasebi. 

2" Que el representante de este á f. 20, evacuando el tras- 



fy^'"\i' ' ■ ' v. .'.-"> ' 'V 5 » 

DC JUSTICIA HiaOHAL W 

■ 

* ]a do conferido se limita i decir que en esta cuestión hay inte- 
reses Propíos que lia., sido defraudados por un terc.ro llamado 
Schiffini. quien había hecho constituir un embargo en 1« 
bienes obligados al pago de los daño, que se reclaman .i es que 
ellos existen, ttMnAm aquel tercero de documentos simulados. 

Concluye, que conviene esperar la resolución de aquel pleito 
para entrar en la cuestión do loa daños y perjuicios y quién es 
el responsable de ellos, y de los cuales dice no tener su repre- 
sentado conocimiento alguno. 

Y considerando : 1° Que el demandado no niega al contestar 
la demanda que los perjuicios han sido causados. 

3* Que Boraschi es el responsable de esos daños y perjui- 
cios para con Nazarre, según la disposición del artículo Oü del 
titulo «De la locación» Código Civil. 

3- Que la contestación en la demanda ba sido ratificada por 
el demandado personalmente i f. 45 vuelta y no habiendo 
opuesto excepción, queda habilitado el Juzgado para pronun- 
ciarse sobre el fondo de la cuestión, de acuerdo con los articulo» 
75 80 y 87 de la Ley de Procedimientos. 

Por estos fundamentos y con arreglo ó las disposiciones 
citadas y sus concordantes : fallo, condenando a I>. Attil.o 
Boraschi al pago dentro de diez días, del importe total de Ion 
daños y perjuicios reclamados, como también del pago de las 
costas procesales. 

Molifiqúese original v repóngase los sello». 

Isidoro Albarractn. 

Fallo o> lo Aupreo» Corte 

Baeno» Airo, Julio Í2 de 1683. 

Vistos-, por sos fundamentos se confirma cou costas el auto 
apelado de foja veintisiete vuelta. 




CAUSA HV 



El Fisco Racional, contra D. Estéban Mcndiondu, sobre multa 
por infracción de las Ordenanzas de Aduana. 



Sumario. — Los efectos traídos del citerior fuera de guía son 
•üjetos á la pena que prescriben los artículos 485 y 480 tie las 
Ordenanzas de Aduana. 



Caso. — En Majo de 1S80el vap<<r «Guaraní" trajo de la 
Asunción del Paraguay 481 cuero» vacunos secoa. fuera de guia, 
que fueron despachados buj«» ]a lianza de D. Estiban Men- 
diondu, que se cmiiprnnietiú & presentir la guía en 30 <1¡as. 

En Koriembre de 1881 se dninndú que no linUiu sido presen- 
tada !;i gufii, y citado Mvndiondu, pidió y obtuvo 15 días mas 
de ptíizo parn presentarla. 

La presentó en ofteto; pero se dictó la siguiente 
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HESOLtClOX DEL A DM IS !ST [I A DO n DE ADUANA 

Buenoi Aire*. Diciembre 31 do 1881. 

No siendo aceptables las razones que se fundan en el docu- 
mento á i.3 por cu:mlo este no esta cumplido, y por consi- 
guiente no confirma lo embarcado. — Por Unto y con arreglo 
ai Artículo 980 de las Ordenanzas de Aduana, pagúese dobles 
derechos sobre los cueros rtenuneiadoB, — Hágase saber y fecho 
pase á Cuutadurü á suí esfectos a favor del escribiente Cas- 
tillo, quien repondrá los selles. ^ 

Mcdiondu reclamó, alegaudo que la guía estaba con arreglo 
i las leyes del Paraguay, 

n&SOLLCION DEL ADMIMSTnADOJl DE ADUANA 

Buenos Airea, Enero 3ó de 1883. 

En vista del informe que antecede* y á pe.ar de ser admisible 
el documento de f. 3, estando el presente caso incluido en lo 
dispuesto en los artículos 485 y 480 de las Ordenanzas de 
Aduana y no en los fundamentos que erradamente sirvieron de 
base a la resolución de 31 de Diciembre del año ppdo. Por 
tonto, lisiando de las facu Hades que contiene el artículo 1056 
de las Ordenanzas de Aduana se conmuta la pena de dobles 
derechos por una multa del 5 " „ sobre el Talor de la dife- 
rencia. 

Htígase saber y fecho pase a Contaduría á los efectos indi- 
cados en la resolución de f . 2 previa reposición de los sellos 
par la casa. 

J. Luis Amadeo. 

Mendiondu apeló. 
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Bueno» Airei, Abril 28 de 1882, 

Vistos para resolver sobre la apelación interpuesta por D. 
E. Mendiondu en el escrito de f. 6 de ía resolución dirtada por 
el Administrador de la Aduana, corriente á f. 5, con motivo del 
parte de f. í\ 

Considerando; Que la pena impuesta por el Administrador 
se funda en que el apelante no presentó la guía de eiportacion 
que debieron espedirle las autoridades del Paraguay por 481 
tneTos vacunos traídos en el vapor fritaran!, dentro del término 
de 30 días que se le acordó al efecto. Que ese hecho no ha sido 
negado por el apelante ni ha alegado siquiera que proceda de 
fneTza mayor, de manera que son de estricta aplicación al caso 
los artículos 485 y 486 de las Ordenanzas de Aduanas. Que 
además aun cuando se hubiera presentado en tiempo el docu- 
mento de f- 3 es insuficiente para justificar el embarque en el 
Paraguay de los 48i cueros venidos fuera de guía, pues como 
se ve por su fecha el permiso para el embarque ha sido pedido 
y otorgado cerca de 2 años después que los cueros estaban en 
Bnenos Aires, de manera que en comprobación de que esta guía 
se refiere a esos cueros no hay sinó la sola afirmación de la 
parte interesada á la que ningún valor puede dársele. Que 
aunque del sumario no resulta motivo alguno de atenuación á 
la pena que determina el artículo 080 da las Ordenanzas de 
Aduana, y sí, presunción velirmente de que ha habido la in- 
tención deliberada de defraudar al Fisco, habiendo aceptado el 
Fiscal y el empleado Castillo la resolución del Aminiitrador 

debe estarse á ella. 

Por estos fundamentos y los de la vista do f. 11 *e confirma 
con costas la resolución apelada corriente a f . 5. 

Notifíquese con el original y repónganse los sello». 

Virgilio tí. Tedin. 
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DE JUSTICIA RACIONAL 



VISTA DEL SEfoR PROCCIUDOR GENERAL 



Suprema Corte ; 

El mismo recurrente reconoce que los eneros en cuestión 
vinieron fuera de guía, y que la ha presentado vencido el plaio 
que se le concedió. 

Ha incurrido, entonces, notoriamente en la pena de la ley. 
Dice el señor Mendiondu que presentó la guía dentro del 
segundo plazo que le acordó. Pero, es que precisamente por 
esta circunstancia la pena ha sido reducida á su última espre- 
sion, siendo poco menos que nada. 

Sírvase V. E. confirmar la sentencia apelada, 

Eduardo Costa. 



Buenos Ajroi. Jolio íí de 188*. 



Vistos por sus fundamentos, y de acuerdo con lo pedido por 
el señor Procurador General en su vista precedente; se con- 
firma con costas el auto apelado de foja catorce. Satisfecha! 
las de la instancia y repuestos los selloa. devuélvanse. 



J. B. GOHOSmOA, — J. DOHfNGUllt — 

u Ladislao rniAs.—s. w. LA&rroa. 
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CAC8A LT 



£/ eapiían Goerce de la goleta holandesa «Atbertha* contra 
Cervetti y Schatz t por cobro de pesos; sobre traducción de un 
documento. 



Sumaria. — Para la traducción de un documento en idioma 
extranjero debe nombrarse al traductor público conocedor del 
idioma, 

Cato. — En la causa del Capitán Goerce contra Cervetti y 
Schatz se suscitó una cuestión sobre la exactitud de una tra- 
ducción hecha del idioma aloman al español por los traducUrea 
nombrados por las partes, 



rali* «el Juez rctfmi 

Buenos Air«, Jomo 17 de 1882 

Atentólo que se solicita nómbrase al Traductor Público I). 
José T. Guido quien prévia aceptación del cargo ante el actua- 
rio procederá á vertir al idioma pátrio la nota puesta al pié del 
contrato de fletamento de foja IV 

Tedin. 
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El Capitán Goerce reclamó alegando qne el traductor Sr. 
Guido no conocía lien el idiomi alemán para decidir sobre )a 
eiactitud de las traducciones. 

El Juez Federal fundado en que era facultativo del juzgado 
el nombramiento del perito tercero no hizo lugar ¡il reclamo. 

Falla de la luprtMR Corle 

Puerto» Aim, Julio 28 de 18». 

Vistos: atento lo espuesto por el inductor público Don José 
Tomas Guido en ta declaración precedente, se revoca ei auto 
upelado de foja ciento cuarenta y cinco vuelta; satisfechas las 
costas y repuestos los sellos devuélvanse. 



i. ti. GOHOSTUGA. — J. DOMINGUEZ. — 
— l LADISLAO FULAS. — S. V. LASPIUH. 



CAUSA t¥I 



0. Guillermo Á. Treloar contra tos señores Valdez y larrahona, 
sobre liquidación de cuentas. 

Sumario. — 1" La liquidación de cuentas ordenada por 
lando arbitral debe hacerse con arreglo á lo resuelto por los 
árbitros en las p.irtidas en que han estado conformes, y en las 
que no lo ban estado, con arreglo á lo resuelto por el tercero 
il adherirse a lo laudado por alguno de atollas, prescindiendo 
de las razones en que este se hubiese fundado. 

2? La» rectificaciones hechas por el perito tercero, y funda- 
das eu documentos y cuentas admitidas, deben ser aprobadas. 

3* No puede en segunda instancia resolverle sobre puntos 
lo decididos en primera, ni comprendidas en la apelación 
interpuesta. 



Cojo. — Se esplica por el 

MI* M Juca MftMl 

Bioja, Julio 30 di 1681. 

Y fistos estos autos, seguidos por D. Guillermo A. Treloar 
contra Valdez y Larrahona, sobre liquidación de cuenta»: con 
el mérito que ellos suministran y resultando: 



f Que D, Guillermo A. Treloar, demanda á Valdez y Lam- 
bona sobre liquidación de cuentas y cobro de pesos proceden- 
tes de varias negociaciouea de anticipos en dinero, ventas j 
consignación de ejes metálicos, cuya demanda sometida i la 
decisión de Arbitros arbitrados y amigable» com P^ OTe9 ' 
estos dictaron los laudos que se rejistrande f. 41 a 75, I. IW 
a i4o y a 159 del 5 o cuerpo de autos. 

2" Que demandados por Treloar, para qne se haga liquida- 
ción general de cuentas, de conformidad á U» laudos de os 
á rbitL, y nombradas por ambas parte, los peritos hadado- 
res ; estos, en dicidencia han presentado por separado las cuen- 
tas é informes que se rejUtrau : la del perito Reyes de f. 19 A 
25 con un saldo liquido en contra de Valdez y Larrahona de 
S f' 3C 926-80 cts. oro ; la del perito Chavez de f . 9ft A 32 con 
un saldo de $f. oro 59,740 con II cts.; y la del perito tercero 
Aguilera de f. 33 a 40 con el saldo de $f. oro 58.235 con 38 cU. 

3' Que puestas en la oficina las referidas cuentas, i la vista 
de las partes, la de Treloar se ha conformado con la liqmdacion 
practicada por el perito Cbavet, en cuanto al orden ó forma 
nue hi observado en las capitalizaciones de los saldos, según 
contratos, aceptando las rectificaciones del pento Aguilera en 
los errores de cálculo,, cambios, fecha de cerrar la cuenU de 
aviación, etc., que se rejistran en el informe de f. 38 4 o 
cuerpo de autos, con excepción del error de cálculo en el Haber 
de la cueuta del Sr. Aguilera, que debe estarse á la del perito 
Chave,. (Kscrito de f- 44 á f. 45 del sesto cuerpo de autos). 

*• Que el representante del Sr. Larrahona no ha hecho 
observa -ion alguna en las espresadas cuentas ; y 

5* Que el apoderado del Sr. Valdez considera como exacta 
T conforme con Us prescripciones de los laudos, la cuenta de 
¡iridación pr acticada por ,1 perito Keyes, emente de í. W 
á 21 del 6' cuerpo de autos t s ilvo algunos errores de cálculo 
, fechas que dej* á la apreciación del Juc* su recti6cacion. 
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T considerando en derecho en cuanto al orden y forma obser- 
vada en general por los peritos liquidadores para formular sus 
respectivas cuentas. 

Í° Que los capitales en que han fallado en disidencia los Ar- 
bitros Doctores L>. Abel Llazan y D. (¡uiUermo San Román, 
debe estarse para la liquidación, cualesquiera que fueran los 
fundamentos aducidos por el tercero Dr. Cortez & lo laudado 
por aquellos en los puntos en que el tercero se hubiera adhe- 
rido al laudo del uno ó del otro, por cuanto este espesamente 
así lo ordena en la parte dispositiva, de su citado laudo, cor- 
riente á f. \h\ vuelta y 15*2 del 5^ cuerpo de autos. 

2 o Que los intereses y su capitalización acreditadas por loa 
méritos liquidadores en sus respectivas cuentas de las diversas 

F * 

píi-tidas del Debe y llubcr, correspondiente al primer contrato 
están conformes con lo resuelto en el capitulo 2* dt-1 laudo del 
Dr. San 'toman, en su considerando 21 de F. Í28, 5" cuerpo de 
autos, que 'termina la forma de la liquidación y que toé con- 
firmado por el Df, Cortez. 

3* Que ademas .-Mjun con- ta de la espo«ic¡on de ambas par- 
tes de f. U i 52 del ■nerpo de autos, los referidos peritos 
han practicado dieba liquiu "ton en la forma proscripta por los 
laudos arbitrales, salvo errores V cálculo. 

4° Que la liquidación practicada t r el perito Aguilera de 
lis partidas de cargo y dala, referentes al y 3 ír contrato 
está conforme en la forma de computar los intereses su capita- 
lización y fecha en que ha cerrado dicha cuenta con lo resuelto 
por el árbitro Dr. San Román en su considerando 21 de f. 128 
5 a cuerpo de autos, confirmado por el tercero Dr. Cortez: 
i» porque en la parte dispositiva del citado considerando está 
expresamente ordenado que se eliminen los bonos que Treloar 
hace figurar eu su cuenta de f. 40 A f . 40 del \" cuerpo de au- 
tos, como prima de los anticipos de dinero que hizo á Valdei j 
Larrahoua según contrato de 23 de Junio del 73 y 6 de Julio 
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del 74 y se remplacen dichos bonos por los intereses corrientes 
y recíprocos del! 2 ' a anual de las entregas de una y otra parte 

que resultasen comprobudis y justificadas haberse hecho con 
arreglo á dichos contratos ; 2 o porque asimismo el espresada 
fallo, en el capítulo 2" del citado considerando, fija el día 30 
■le Junio de Í876 para la liquidación general de las cuentas 
existentes hasta esa fecha, para imputar á su saldo ti 18 
anual ; pues que al ordenar el arbitro Dr. San Román que las 
partidas de bonos de la menta de Treloar correspondiente al 
■ uarto contrato de 5 de Abril de 1875, corriente á f . 38 y 30 
del 4 o cuerpo de autos se mantengan como e>tán en la cuenta 
de Treluar, resuelve ademas que se impute el 18 " „ anual al 
■aldo líquido de cuentas que resultaren hasta su cancelación, 
con arreglo al contrato de 5 de Abril citado, cuyos arl leu- 
de los contratos anteriores, imputando á su saldo el interés del 
18" „ anual; y 3" porque no puede darse esta inteligencia al 
citado laudo del l>r. San I! ornan, cuando para fundarlo en el 
mencionado considerando 2i, refiriéndose á las declaraciones 
que la parte de Treluar había hecho en su escrita de f. 127 del 
4 U cuerpo de autos, en cuyo n" -i pedia que >e lijara para la 
liquidación general de 1 uentas el 30 de Junio de 1876, con 
arreglo al articulo 4 o del contrato de 5 de Abril de 1875 y que 
se imputase el interés del iS % á su saldo liquido; dice: 3 o 
< que siendo justa la excepción que Treluar hace de las parti- 
« das desde el n" 77 hasta el 112 denominadas • liónos por el 

* metal » procedentes de sus anticipos á Vnldez y Larrahona 
- bajóla vigencia del contrato de 5 de Abril de 1875, corriente 

* á f. 38, 4" cuerpo de autos, niyo urlítuln 3 Ú es bien esplfcito 

* al respecto, determinando que estos harán hU abono tntegru 

* de un \%°'o sobre los anticipos recibidos y concluye en el 
t articulo 4* del mismo disponiendo que si Yaldez y Larrahon» 
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n 



fTO r*LLOS DE LA SUMEJIA CORTE 

< no hubiesen cubierto el valor total de los adelantos, sus inte- 
4 resesy el anMo que resulta de las cuentas de venta de ejes 
« remetidas, reconocerán el interés del 18 •/, anual sobre el 
f jaírfo ; lo cual no deja lugar á duda sobre la veredera inte- 

< ligencia de estas estipulaciones que es la que Treloar les ha 
« d.idü en el lugar citado ». 

5 o Que aunque en general pudieran considerarse prohibidas 
las capitalizaciones por los landos de los Doctores San Itoman 
j Cortea mas allá de las que espresauiente estuviesen estipu- 
ladas en los contratos, la capitalización de intereses fijados al 30 
de Junio del 76 para acreditar ;il saldo líquido de la cuenta 
general el interés del 18 ° „ auual, debe reputarse como espre- 
samente estipulado en el mencionado contrato de 5 de Abril de 
1875, por cuanto no se comprende cómo podría hacerse esa 
liquidación general de anticipos, intereses, etc., sin capitalizar 
para acreditar desde la feeaa de esa liquidación á su saldo 
liquido, el interés del 4H 1 „ hasta la cancelación del crédito. 

0° Que la liquidación practicada por el perito Reyes, refe- 
rente á las partidas del Vcbe y Haber del 2" y 3" contrato de 
su cuenta de f. 10 á 41, tiene el error de haberla cerrado (con 
intereses corrientes y recíprocos como está ordenado) el 28 de 
Abril del corriente año, en vez del 30 de Junio del 76, para 
imputará su saldo líquido el 18 7, anual, según lo resuelto 
por el citado laudo del Dr. San Homan en su considerando <U 
del 5* cuerpo de autos. 

7" Que el perito Reyes al cerrar *ua cuentas del 2 o y 3" con- 
trato, para la liquidación general, con fecha 28 de Abril del 
corriente año, en vez de hacerlo con fecha 30 de Junio del 76, 
ha incurrido en uu error evidente en la aplicación riel laudo 
arbitral del Dr. San Román, en so considerando 42: I o porque 
dicho laudo solo ordena que se acredite su interés corriente en 
pro ó en contra de los demandados, al saldo liquido que resul- 
tare de la liquidación general (y no de la parcial de uno ó dos 
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contratos) hasta la cancelación del crédito; cuyo arbitro falló 
en disidencia con el Dr. Bazan, que resolvió en el considerando 
23 ¡a capitalización anual del saldo líquido que resultare de la 
liquidación general, de conformidad :í lo solicitado por Treloar 
,o el n° 5 de su escrito de f. 27 del 4 U cuerpo de autos ; 2 o por- 
que aceptando la inteligencia que 1*- da el perito líejcs al men- 
cionado laudo de imputar intereses corrientes y recíprocos á lo* 
intereses, etc., etc., desde el origen de las negociaciones, no 
podría hacerse la liquidación con arreglo ú los contratos, como 
ordena el laudo ; alguno de los cuales espesamente ordenan 
la capitalización; 3 o porque dicho laudo estaría en contradic- 
ción con lo apresamente resuelto por el mismo arbitro Dr. 
San Román en su considerando 24 n° 2 en que se lija la fecha 
de la liquidaron general, seguí» el contrato de 5 de Abril 
citado, para imputar i su saldo liquido el hileras del 18 " u 
anual, segun se ha demostrado en los considerandos 4*. 5 o y 8* 
de esta resolución ; y ** porque dicha resolución, en su parte 
dispositiva, no podría reputarse como auténtica para imputar el 
interés del 12 n '„ al saldo líquido hasta la cancelación del cré- 
dito, en vez del 18 u a lijado en el considerando 24, por hallarse 
remendada, al parecer la cifra 1 por la palabra 12, sin hallarse 
salvada esta enmendatura esencial, al tinal del laudo citado. 

W Que la liquidación practicada por el perito Cbavei, 
á fs. 20,27 y 28 del Ú° cuerpo de autos, referente ¡i las parti- 
das del Debe y Haber correspondiente al 2 a y 3" contrato, tiene 
el error de haber balanceado en cada venta de i-jes metálicos, 
los anticipos que Treloar hacia á Vuldez y Larrahona con el 
producido de ella, cargando el saldo, computados los intereses, 
¡S uueva cuenta de la siguiente remesa de ejes para su venta, y 
de haber cerrado dicha cuenta el de Setiembre 4i! 9$ M 
t el del 30 de Junio del mismo año, como lo hace el perito 
Aguilera : l u porque los laudos del Dr. San Koraau en sui 
considerandos 21, f. 128, y 42, f. 139, en que se funda, se 
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refiere el primero á la forma en que deben liquidarse, con sai 
intereses y capitalización, las partidas procedentes del primer 
contrato, y el 2*, ai interés córrante que debe acreditarse al 
saldo líquido en pro Ó en contra que resultare de la negociacioa 
en general, hasta el din de su pago; 2 a porque ella es contraria» 
en su forma, á lo resuelto por el espresado arbitro, en su con- 
siderando Í0 ii° 3 que determina en general laa bases de li- 
quidación al ordenar que los intereses se imputen recíproca- 
mente á las diversa* partidas, según los contratos, capitali- 
aando únicamente los saldos líquidos; y á lo laudado en el 
considerando $4 que estatuye en las entregas de una y otra 
parte, procedentes del segundo y tercer contrato, devenga en in- 
tereses corrientes y recíprocos del Í2°/ anual, en la liquidación 
a practicarse; y 3* porque la circ instancia de ser el 28 de Se- 
tiembre del TO la fecha en que se realizó la ultima venta de 
ejes en Inglaterra, no puede alterar ni modiiicai lo expresa- 
mente resuelto por el arbitro Dr. San Román, en su citado 
considerando 24 a* 3, al estatuir que la liquidación se practi- 
cara con sujeción estricta :il contrato de 5 de Abril de 1875, 
cuyo artículo 4« lija el día 30*le Junio del 7Ü para la liquida- 
cion general, 

9* Que en cnanto i la forma observada por el perito Agui- 
lera para la liquidación de las partidas del Debe y Haber, refe- 
rentes al cu ino contrato de 5 de Abril del ano 1875, como & la 
capitalización verificada el 30 de Junio del 76. para iroputaT al 
saldo líquido de toda la negociación el ínteres corrido del 
18 "/o anual h asta el 28 de Abril del corriente ano, en que los 
peritos han cerrado sus respectivas cuentas, está conforme con 
lo resucito por el laudo arbitral del Dr. San Román, en sui 
considerandos 2i y 42: i" porque habiéndose estipulado en el 
artículo 3 del citado contrato, solo una pnma por loa adelan- 
tos de capital que Treloar hicieui á Valdez y Larruhona, el 
Arbitro ür. San Román ha ordenado se mantengan en la forma 




en que se encuentran en la cuenta de Trelnar de f , 40 á 44, i* r 
cuerpo de autos» las partidas del n° 77 á 1 12 que la representan; 
2° porque acicditar intereses recíprocos á dichas partidas del 
18 anual, como lo hace indebidamente el perito Reyes, 
importaría no solo la capitalización de dicha prima ó premio 
por los anticipos, en las Techas en que se encuentran, para im- 
putarle* un interés como al eapilal antiiipudo que no está 
estipulado en el contrato sinó tamUien, porque la inteligencia 
dada por dicho perito para hacer dicha operación resiste evi- 
dentemente al texto lileral de las resoluciones en que las funda; 
en que expresamente se ordena se acrediten intereses recíprocos 
del 18 " „ ol saldo líquido que resu'tare con arreglo al contrato 
de 5 de Ahril del 75, de f. ¿H, V cuerpo de autos ; 'A° porque 
dicho contrato, en sus artículos I o y 4 n , espresamentc fija el 
dia 30 do Junio del año 7G para la liquidación general de todas 
las cuenta* pendientes, cargando al suido líquido el interés del 
18 ° „ anual; y la resolución citada en el considerando 24, 
ordena que se impute el inlerés del 18' al saldo que resultare 
hasta la cancelación del crédito, con arreglo al contrato de 5 
de Abril de 1875; y i" finalmente, porque el laudo del Dr. 
San Román, en su considerando 42, solo pr-diibe la capitaliza- 
ción de tatemes al saldo líquido que resultare de !a liquidación 
general, cargando un interés renproco y corriente hast% el dia 
del pago ó cancelación del crédito. 

10° Y considerando en cuanto á las rectificaciones que el 
perito Aguilera ha hecho á las cuentas de los peritos Chave* y 
Reyes y que se hallan consignadas en el informe de aquel á fs, 
38 vuelta, 39 y 40 del G" cuerpo de autos : que la parte de Tre- 
loar en su eaposieion de f. tS vuelta n- 5, ha maní Tes- 
tado su conformidad á las refeTidas rectificaciones, con excep- 
ción de la partida n n 7 del Hoher t que asevera contener un error 
de cálculo, y que el Dr. San R ornan como apoderado de Valdez, 
al espresar su conformidad con la liquidación practicada por el 
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perito Reyes, solicita del Juez las rectificaciones de los errores 
de cálculo que contiene dicha cuenta. (Escrito de f. 46, 6 a 

cuerpo de autos). 

»• Que en la partida M l*ebe t de fecha 29 de Agosto del 
71, n° 53 de la cuenta de Treloar de f . 40 del primer cuerpo de 
autos, mandada abonar su cuenta por los laudos del Dr. Hazan. 
considerando «V de f. 53 y T 54; y Dr. San Iloraan conside- 
rando 95 de f. 130, se ha acreditado por el perito Reyes, por 
error, la suma de noventa pesos noventa y cinco centavo, fuer- 
tes, en vez de 130 pesos, 74 centavos fuertes, como han car- 
gado lo* peritos Chavez y Aguilera de conformidad á los docu- 
mentos de f . 9 del 2 o cuerpo de autos y «3 del 4 o cuerpo. 

12» Que asimismo hay error en la partida n*97 de la cuenta 
del perito Reyes, en la cual ha acreditado la suma de ciento 
veinte y tres pesos 78 centavos tuertes, en vez de 190 que car- 
gan los peritos Chavez y Aguilera, por prima del 12 V- á la 
suma de $f. 1000 de anticipos hechos por Treloar en ese mes. 
según las resoluciones de esos arbitros. 

13° Que la partida del Haber, número 2, fecha 8 de Noviem- 
bre del 74 por 862 sacos vacíos do la cuenta del perito Chavez, 
contiene el error de haber Teducido su valor de libras esterli- 
nas á pesos fuertes al cambio de 40 % en vez de 50 </. X*m™* 
por peso como lo hacen los peritos Aguilera y Reyes de con- 
formidad á los documentos de f. 10 del 4" cuerpo de autos y f- 
97 vuelta del 2° cuerpo. 

14» Que en la partida número 4 del Haber de la cuenta de 
Treloar. de foja 40, por venta de 142 bultos de ejes minerales 
en Inglaterra, declarada de legítimo abono por los laudos de 
los Dres. Bazan. considerando 22 y Dr. San Román, conside- 
rando 41, debe acreditarse como producto neto de la venta, la 
Boma de $f. 2616.39 cent., valor de €530, 10 chelines, 8 peni- 
ques, al cambio de 50 12, como lo hacen loa peritos Aguilera y 
Chavez, de conformidad á la cu^ta original de Gifford Brot- 




DE JUftTICU wachnal 

hera j C- de foja 8 del 4 cuerpo de autos, pues que en la 
eópia de dicha cuenta de foja 76 vuelta 2" cuerpo de auto,, por 
U que acredita Reyes dicha partida, m uota la omisión volunta- 
ria de la partida de 885 onzas de i-lata, valor de € .12-19.2, 
romo se comprueba enfrontando dicha cuenta con la copia do 
la suma al 3 » * U U de comisión y garantía, que aparece co- 
brada en Inglaterra. 

15° Que la partida número 7 del Haber de la cuenta del pe- 
rito Aguilera de fecha 22 de Enero del 75. por venta de 284 
bultos ejes y «acos vacíos, valor de t 1348-4-7 « , reducidos a 
fuertes al cambio de 50 ■ >, está cargada de conformidad a las 
cuentas originales de fojas 11 y 12 del 1° cuerpo de autos y a 
la, copias de fojas tí7 y 68 del r cuerpo, declaradas de legi- 
timo abono por los laudo* del Doctor Bazan, considerando 
& y Dr. San Román, considerando 41, y que por lo tanto no 
existe en dicha cuenta el error de cálculo, ni en el producido de 
Us ventas ni en su reducción á fuertes, que la parte de Trcloai 
observa; resultando, por el contrario con un error de pequeña 
diferencia la del perito Beyes, siendo muebo mayor la d»l pe- 
rito Cbavez. 

16" Que según el documento de foja 1«, 4 o cuerpo de autos 
y su copia de foja 74 del 2* cuerpo, hay error de fecha en la 
cuenta del perito lleves, partida 9 de fecha 16 de Octubre del 
75 por 200 sacos vacio.; por cuanto debia haber acreditado 74 
saco, en esa fecha y los 160 rebutes de la partida, con fecha 
b de Enero del mismo ano, como lo hacen los peritos Chaves y 
Aguilera, 

IT Que hay asimismo error de fecha en la partida numero 
H de Febrero 29 del 70, por 482 bultos ejes y sacos vacio*, 
de la cuenta del perito Heves, pues que dicha partida, ha de- 
bido acreditarla con fecha 4 de Febrero, como lo hacen los pe- 
ritos Cha™ y Aguilera, según los documentos de fojas 17 y 
18 del 4 o cuerpo de autos. 
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(8" Que en la partida número 11 de fecha 29 de Febrero 
del 76, valor £3117-2.9 de la cuenta del perito Chaves, hay 
error de cálenlo en la reducción de las libras esterlinas etc. á 
pesos fuertes, al cambio de 49 1 , como fácilmente puede ve- 
rificarse; resultando la suma gf. 10.204-90 cents, como acre- 
ditan los peritos Reyes y Aguilera. 

19 a Que en 1 is partidas número 12 de fechas 7 de Agosto y 
2 de Abril del 7G de la cuenta del perito Reyes, se ha calculado 
su valor en libras para la reducción a pesos fuertes al cambín 
de 49 V , peniques por pesa en vez del 49 !/i que determina 
ta cuenta resumen de foja 104, 2 o cuerpo de autos, cuyos ori- 
ginales corren de fojas 27 A 33 del 4 o cuerpo de autos y que 
ha sido consultada por los peritos Chavez y Aguilera en sus li- 
quidaciones. 

20° Que hay también error de cambio y de fechi en la par- 
tida número i 3 do fecha 28 de Setiembre riel 76, de la cuenta 
del perito Reyes, por haber cargado en esa fecha el valor de 
venta de 58 sacos vacíos, al cambio de 50 1 '., que los otros dos 
peritos la acreditan con fecha 7 de Agosto del mismo año, 
según documento de fojas 33 del 4 cuerpo de autos y al cam- 
bio de 49 1 i, que tenia cuando se vendieron» según los docu- 
mentos citados en el considerando anterior. 

21" Finalmente, en la partida de la misma fecha, valor de i 
23-10.5 por venta de 516 sacos vacíos, du la cuenta del perito 
Chaves, ha hecho la reducción al cambio de 49 '. \ en vez de 
50 Vi como lo hacen los peritos Keyes y Aguilera, según la 
cuenta resumen de foja 104 del 2* cuerpo de autos. 

Por estos fundamentos definitivamente juzgando, fallo y 
declaro: I a Que la liquidación general de las cuentas que tenían 
pendientes D. Guillermo A. Treloar con Valdez y Larrahona 
sobre auticipos de dinero, ventas de ejes, minerales, etc, ha 
sido practicada por el perito I). Vicente García Aguilera en la 
forma y modo de computar intereses y su capitalización, de con- 
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foraídad á los laudos arbitrales du los Doctores D, Abel Baxan. 
D. Guillermo San Román y D. Ramón y D. Gerónimo Cortéz, 
corrientes de fojas 41 i 75, 119 á 140 y de 14? á 152 del 5" 
cuerpo de autos, y á los contratos de sus refe encías; 2 U Que 
las rectificaciones de errores de fecha, cálculo ?tc., que hace el 
referido perito en su cuenta de fojas 33 á 3f> a*\ 6 o cuerpo de 
autos, á las liquidaciones presentadas por los peritos Reyes y 
Ohavez, corrientes de fojas 19 á 21 y 2<¡ i 28, están conformes 
con las cuentas y documentos originales á que aquellos se re- 
fieren; y 3* Que la espresada liquidación del perito Aguilera, 
que se aprueba cu cuanto hubiere lugar en derecho, resulta que 
los señores Valdez y Lambona, son deudores á D. Guillermo 
A. Treloar del saldo liquido de cincuenta y ocho mil doscientos 
treinta y cinco pesos fuertes oro, con treinta y ocho centavos, 
hasta el 28 de Abril del corriente año, cuyo saldo abonarán loa 
primeros al segundo, en el término de treinta días, de confor- 
midad a los laudos de los Doctores San Román, considerando 
43 y Cortéz. Repónganse los sellos y notifíquese con el original. 

Mardoqueo Molina. 

La parte de Valdez y Larraboua apeló de la sentencia. 

Ante la Suprema Corte U de Treboar pidió ae declarase que 
los intereses abonados en la liquidación aprobada debían seguir 
corriendo hasta el dia del pago. 



rail» *« I» Suprem. C«r«« 

Buenos Aire* , i alio 32 de 1681. 

Vistos por fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja sesenta del sesto cuerpo de autos, sin hacerse 
lugar á la declaración que se solicita sobre intereses, por no 
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■er este nn punto decidido en primera instancia, ni hallarse 
comprendido en la apelación interpuesta. En su consecuencia, 
demélvanae, satisfechas las costas de la instancia y repuestos 
los sellos. 

j. B. COROSTUCA. — J- DOÍI1WGIEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — 5. H, LA9PICR. 



CAUSA I*VII 



Los cónyuges Mastay contra los herederos de dona Rufina Her- 
rero, sobre propiedad de unas ovejas; incidente sobre decla- 
ración de testigos. 



Sumario. — No siendo por culpa de la parte que no han sido 
recibidas las declaraciones de los testigos presentados y ci- 
tados dentro del término, debe el Juez recibirlas fuera de él, 
señalando dia. 



Caso . — En la cauBa que seguían los 
los herederos de doña Rufina Herrero 
«Tejas, el Juez abrió la causa á prueba 




m 

El término probatorio empezó á correr desde el 4 de Majo 
de 1882 y venció el 13 de Junio. 

Los Mastay presentaron en 10 de Mayo á los tesügoB Dr. 
Lamarca y D. Francisco Alvarez, y en 27 del mismo presentó 
á la testigo doña Josefa Olivera de Barrenechea. 

En 29 de Mayo pidieron que los testigos fueran citados por 
cédula. 

El juzgado los mandó citar señalando para los dos primeros 
el 13 de Junio, y para la ultima el U del mismo. 

En 7 de Junio manifestaron que la señora de Barrenechea 
estaba enferma, y pidieron que el Jaez le tomara declaración 
en su domicilio, á lo que el juez accedió. 

El 14 de Junio el juez trasladándose al domicilio de la se- 
ñora de Barrenechea y raanifestádole por esta que hacia do» 
dias no tenia impedimento para salir resolvió no tomarle decla- 
ración. 

El 15 de Junio, no habiendo concurrido el 13 los testigos 
Lamarca y Alvarez, pidieron que se citase á estos y 41a señora 
de Barrenechea para declarar. 



F«ll« del Jue« Nirtml 

Buenos Aire», Judío 16 da 1883. 

Estando vencido el término de prueba, y no siendo imputa- 
ble al Juzgado que los testigos no hayan declarado el día seña- 
lado, sinó á la no comparencia de ellos, no há logar á lo qne ie 
solicita. 

Tedia. ' 



■MI* «e la ■■pi ! ■■ Cmrt*. 



Buenos Aira», Julio 25 de 1881 

Vistos: Resultando que no es por culpa de la parte de Mas- 
tay que no se han recibido las declaraciones de los k-stigos 
presentados y citados dentro del término de prueba, y aún 
cuando no lo fuera tampoco por escusas imputables al Juez, la 
Corte revoca el auto apelado de foja trescientos cuatro vuelta; 
y ordena que se devuelvan al inferior, prévio pago de costas y 
reposición de sellos, para que reciba dichas declaraciones y re- 
suelva el asunto con arreglo á derecho. 

1. B. GOROSTUGA. — L LADISLAO f RÍA». 
— S. U. USPIUR. 




Don Pascual Hinga contra don Federico Alomo, por daños y 
perjuicios; sobre articulo por falta de personería. 

Sumario. — La excepción qne tiende á destruir la acción y 
no i dilatar su entrada al juicio no puede oponerse por vía de 
artículo prévio. 



Cas o. — Don Pascual Ring» demandó i D. Federico Alonso, 
por indemnización de perjuicios procedentes de lesiones que le 
infirió un perro de propiedad del demandado. 

Este opuso artículo de no contestar por no ser parte en el 
juicio, fundándose en que el perro no era de su propiedad. 

Falle del Jurs 4« fteceiva 

Buenru Aires, Junio ti de 188* 

Vistos v considerando: i° Que el demandado se escusa de 
contestar la demanda, fundándose en que el perro que se dice 
ha ocasionado el daño que la motiva no es de su propiedad, por 
tuya razón no se considera parte. Que este es un punto que 
toca al fondo de la cuestión y tiende á destruir la acción instau- 
rada y no simplemente á dilatar la entrada al juicio, de manera 
que es una excepción perentoria. 

2 5 Que por esta razón no puede hacerse de ella materia de 
un artículo previo, debiendo alegarse en la contestación como 
razón general de opt3ieion. 

3 o Que además, aun considerada como eicepciou dilatoria, 
es inadmisible como tal en juicio, porque no figura entre las 
que enumera el artículo 73 de la Ley Nacional de Enjuicia- 
miento. 

Por estos fundamentos no ha lugar con costas á lo solicitado 
en el escrito de f. 14 y contéstese directamente el traslado de 
la demanda. 

I irgrfiO Tedm. 



Bueno» Aires, Julio Í9 de 1883. 
Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas el anto 



»pftli4o de foja áiei y siete vuelta; satisfechas las de la instan- 
cu y repuestos loa sellos, devuélvanse. 

J. B . G O ROSTI ACA. — J. DOVUIGCEI. — 
L LADISLAO FRIAS. — S. H. LASPILR. 



< Al S.4 LIX 



/)* Justina Amézaga contra D. Miguel Machado Aratnburú, 
por cobro ejecutivo efe pesos ; sobre competencia. 



Sumario. — La causas del vecino de una Provincia contra 
un vecino de la Capital corresponden i los Tribunales locales. 



Caso. — D. Saturnino Ü. Laspítir por U* Justina Améiaga 
vecina de Córdoba, ejecuto en Noviembre de t8SI, por cobro 
de 3000 pesos bolivianos i D. Miguel Machado Arauiburú 
vecino de la ciudad de Buenos Aires. 

Pasado el asunto al Juez Federal de la Capital ; después de 
sustanciado el juicio, y llamado autos, se dictó el 



Buenoi Aire>, Hayo 37 de 1884 



Notando el Jutgado al estudiar esta causa para resolver sobre 
las excepciones opuestas en el escrito de f. 42, que el fuero 
federal 4 que se halla sometida procede de la distinta veeiu- 
dad de los litigantes, siendo la actora de Córdoba y el ejecu- 
tado de esta Ciudad. 

Y considerando : Que esta causa de competencia del Jui- 
gado Federal de la Capital ha desaparecido por la ley del Con- 
greso de 15 de Diciembre de 1881, quedando por consiguiente 
sometidas las cuestiones de esa naturaleza al fuero común. 
Que en tal sentido tratándose de una obligación civil y estando 
el demandado domiciliado en esta ciudad, su conocimiento 
corresponde al Juez de lo Civil en turno. 

Por estos fundamentos, el Juzgado se declara incompetente 
y remítase este espediente y el de tercería promovida por D. 
Manuel de la Serna, á quien corresponda, previo pago de cos- 
tas y reposición de sellos. 

Ttdxti. 

El demandante reclamó pidiendo revocatoria, y apelando m 

tubridium, 

Auto del Juca Fe**r»l 

Buenos Airea, Junio 30 de 1883 

Considerando: 1" Que los Jueces de Sección no conocen 
sino en las causas que espesamente determina la ley como de 
su competencia, porque la Administración de Justicia está re- 
servada por principio general á los tribunales locales creados 
por los Estados particulares. 
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* Que en la ley del Congreso de 15 de Diciembre del año 
ppdo. que ha creado un Juez Federal para el territorio de la 
Capital, espresa y deliberadamente se ha suprimido de su co- 
nocimiento las cuestiones entre vecinos de distintas provincias 
porque en él no existen tales distinciones, todos son argentinos 
y los jueces ordinarios son nacionales, de moflo que ofrecen 
para ambos litigantes las mismas garantías de imparcialidad 
que se buscó en la creación de tos Jueces de Sección para esos 
casos. 

3° Que con arreglo á estos principios este Juzgado no ha 
podido conocer en el presente juicio, pues desde la promulga- 
ción de la ley antes citada pertenece al fuero común. 

4 o Que si por la providencia de foja 24 vuelta pidió el espe- 
diente al señor Juez Dr. Albarracin es porque en el escrito de 
foja 24, la parte de Laspiur se limitó a afirmar» que era de su 
competencia, callando la razón del fuero; y si continuó cono- 
ciendo en él, hasta la resolución de foja 55 es porque los jue- 
ces no pueden estudiar todos los detalles de las causas en cada 
una de las providencias de trámite que dictan so pena de ad- 
ministrar justicia tan lenta que equivale a no administrarla; 
teniendo por consiguiente que confiar en mucha parte para 
evitar dificultades como la ocurrida al presente en la ilustra- 
ción de los letrados que patrocinan causas, quienes, debe su- 
ponerse, pondrán el mayor cuidado en evitar que sus clientes 
sean juzgados por otros que sus jueces naturales. 

5 o Que es un punto repetidamente resuelto por la Suprema 
Corte que la excepción de incompetencia deüe oponerse y de- 
clararse en cualquier estado de la causa. Por estos fundamen- 
tos no ha lugar a la reposición del auto de foja 55, y se 
concede en relación el recurso de apelación subsidiariamente 
interpuesto elevándose los autos en la forma de práctica. Re- 
pónganse ios sellos. 

Virgilio M Tediri. 



VISTA DEL SESüR PROCIRA DOR CESE1UL 



Suprema Corte : 

Es fuera de toda duda que la ley de la capital ha modificado 
sustanc -alniftite las condiciones du los vecinos de esta ciudad 
con respecto al domicilio. 

Eran antes Tecinas de la Provincia de Hítenos Aires, y lo son 
ahora de ta Capital. 

Las cuestiones entre un vecino de esta ciudad y un vecino 
de una Provincia ha dejado de ser por consiguiente, cuestiones 
entre vecinos de distintas Provincias, y no corresponden ya á 
la jurisdicción federal, esencialmente restrictiva. 

El señor Juez de Sección observa con razón que asi se des- 
prende de la ley de 15 de Diciembre último que al deslindar la 
jurisdicción del Juzgado Federal que creaba para la Capital, 
deliberadamente omitió incluir en ella las casas de distinta 
vecindad. 

El señor Juez observa también oportunamente, que es doc- 
trina establecida por V. E. que en cualquier o;tad > de la causa 
en que la incompetencia aparezca manifiesta, debe la justicia 
federal declararse inhibida. 

La sentencia recurrida es, por tanto, perfectamente arre- 
glada, y así ha de servirse V. E. declararlo. 

Eduardo Costa. 

r»U» de 1* Suprema Corte 

Bueno* Aires, Agosto 1' de 188S, 

Vistos; de conformidad con lo e>puesto y pedido por el Señor 
Procurador General en su precedente vista, y por sus funda- 
T. IT 18 
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mentos, se confirma con costas et ñuto apelado de foja cinco; 
satisfechas lis de la instancia y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 



J. D, COIIOSTIACA. — J. DOMINGUEZ, — 
l'LADISLAÜ FllUS. 



rii'SA vx 



D* Carmela Vanara de Contara por ai y sus hijos menores con- 
tra Oeetjen y C'.por indemnización de daños y perjuicios; 
sobre artículo por falta de personería 



Sumario, — ka eicepcion que tiende a derruir H acción y 
no á dilatar su entrada al juim no puede oponerse por íia de 
artículo. 



Caso. — Doña Carmela Vaccaro por si y por sus menores 
hijas Francisca y Josefa Pont tira, demandó i los señores 
Deetj<-n y C". agentes del vapor alemán »Ha1*burgo» por daños 
y perjuicios procedentes de la muerte de D. Francisco Pontura, 
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marido de ta misma, que turo lugar á consecuencia del r hoque 
qoe sofrió el pailebot «Tomas» del cual era patrón el finado 
Pontura, y cuyo choque fué causado por el «Halsburgo». 

Los demandados opusieron artículo ¡le no contestar por falta 
de personalidad de los demandantes, por las razones que 
t>e exponen en el 

Fftll» dtl JMM de «crrlon 

Buenos Aires. Julio 5 Je 188*. 

Vistos estos autos para resolver la excepción de falta de 
personería en la parte actora, deducida en el escrito de foja 
treinta y ocho. 

Y considerando : I 4 Que dicha excepción se funda en que la 
demandante no ha acreditado en la forma correspondiente el 
fallecimiento del patrón del pailebot «Tomas» ni exhibido la 
consiguiente declaratoria del Juez competente por la cual ella 
fuera declarada viuda del citado patrón, é hijos legítimos y he- 
rederos de este mismo y de lu demandante los dos menores que 
ella quiere representar en tal carácter. 

2 o Que por lo espuesto se vé que la excepción alegada tiendo 
a poner eu discussion, no ta capacidad jurídica de ta demandan- 
te para comparecer en juicio por si y á nombre de sus hijos, 
que es propiamente lo que contituje la falta de personalidad 
para litigar sioó el título habilitante en el cual funda su acción 
para reclamar indemnizaciones á taparte demandada y el hecho 
determinante de los mismos y en tal caso es evidente que se 
trata mas bien de una excepción perentoria que debe alegarse 
como razón general de oposición á la demanda y no como artí- 
culo préviu. En efecto, si el que dice ser su esposo no es tai ó 
si no ha muerto ú consecuencia del choque que sufrió el paile- 
bot «Tomás» carece de fundamento la demanda y el juicio ter- 
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dilatoria, pues estos solo tienden á paralizar momentáneamente 
la acción ó retardar ia entrada al juicio hasta que se inicie con 
todas las formalidades legales. 

3' Que oVo-. 1 alemás tuner o presente que la demundante se 
presenta por derecho propio diciéndose Titula legítima del pa- 
trón del pailebot « Tomás i y por sus dos bijas menores de edad 
Fruncí ca y Josefa Pon tura. 

4" Que por lo que respecto al primer carácter que ella invo- 
ca la o pott unidad do just ¡Ufarlo llegará en el juicio si la parte 
demandada, se lo niega categóricamente, lo mismo que la muer- 
te de Puní lira a consecuencia del choque y en cuanto á la re- 
presetiicion legal de los menores nombrados está debidamente 
arredilada en ¡*utos á los efectos del artículo cuarto de la Ley 
Kacíoinl de Eujuiciammitit por las partidas de bautismo de 
fojas dos y tres, cuya ¡iiiteneid.id no se ba desconocido, de 
m uerdo con lo dUpue*to en los artículos uno y dos *Üe las 
pruebas del naciniietitudi- las personas». 

5"* Que la declaración de herederos á favor de estos, cuya 
falta en aut 8 constituye mm de los elementos de la excepción 
alegada. es innecesario tra áudose de la sucesión entre a*cen- 
dienles y descendientes legítiu OS porque estos «ntran en po- 
sesión di- la herencia siu ninguna formalidad ni intervención 
de lo* jueces desde el dia dj la muerte de su causante (art I o , 
Tft. 4\ Ub. i'. C ód. Civ.) y no se hallan por consiguiente su- 
jetos & las f rmalidudes que prese ibe el articulo quinto del 
mismo título para el ejercicio de las acciones dependientes de 
la su< esi.m. 

6* Que por otra parte aun cumdo este principio no estuvie- 
ra consignada en nuestras leyes no seria meaos impertinente 
la exíjeneia del drmandadudu sobre este punto, j orque aquí no 
Bel ra tu del ejervi.io de acciones hereditarias, sino de derechos 
propios que pertenecen á la viuda y á los huérfanos derivados 



del becho que los ha colocado TiiilffnfíIlBial* en e«a condición. 
Ellos no redaman ht rcnrin >inii indemniza* ion de daños y per- 
juicios que se les ha causado privándolos del i*ptso y pairo 
respectivamente, que tos sostenía. 

Vor estos fundüm en los y r-oiu-nrd antes del esrrito de f. 72, 
fallo no luciendo Ing a á ia excepción tyimU en el escrito de 
f.3S, cotí costas y watfotesc di-re- b unente el traslado .le la 
demanda. Xutifiquese con eHHgMwI J rn|ningau«e los selló* 
sin cuyo leqnísito el actuario uo dará cur>o al espediente. 

Virgilio M. Tedia. 



Falla de la Suprema Carie 

Buenos Aire?, Agosio 5 de JB8Í. 

Vistos: pos sus fundamenta se confirma con costas el auto 
apelado de foja setenta y cuatro vuelta. Satisfechas Us de la 
instancia y respueátus los sellos» devuélvanse. 



j. ii. (innnsmGA. — i. Domínguez. — 

0. LECUIAMOJI.-CLAIllS-AO FRIAS. 
S. M LASPIttt. 
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CACHA IX I 



Don Claudio Manterola contra la sucesión de don Eugenio 
Bustos, por cobro de pesos. 



Sumario. — i" Corresponde al Tribunal Federal que mandó 
practicar una liquidación de cuentas y las aprobó, conocer de 
la demanda que Tersa sobre la reparación de un error cometido 
tu la misma, aunque en el intermedio baya fallecido una de las 
partea, y la demanda sea contra la sucesión del mismo. 



2° En los juicios de cuentas, siempre son reparables las omi- 
•iories y errores materiales cometidos en ellas. 

3» Los intereses de una suma demandada se deben desde el 
día de la demanda, al tipo que cabra el Banco Nacional déla 
localidad. 



Caso. — Se esplica por el 



MI* del Juei de fte crien 



Mendoza. Agosto 2 <le lff78, 



Vistos estos autos iniciados por don Alvaro Fernandez, como 
apoderado de don Claudio Manterola, contra doña Mercedes C. 



• ■ - - • ■ 
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de Cuadros y sus hijos menores, Ricardo, Rosario, Celia y 
Elvira Bustos en su calidad de heredero» del finado e< P oso de 
la primera don Eugenio Bustos, por eobtfl de la cantidad de 
cuatro mil ochocientos cincuenta y siete pesos sesenta y un 
centavos oro. v los intereses al uno y medio por ciento meo- 
IBA] desde el once de Junio de mil ochocientos sesenta y cuatro 
hasta su efectivo abono. 

Funda su acción el demandante, espesando que en los juicios 
por cobro de pesos, daños y perjuicios seguidos por su parte 
con el espesado señor Bustos, anteeste Juagado y finidos por 
sentencia de la Suprema Corte de diez de Junio de mil ocho- 
cientos setenta y tres, fui declarado él acreedor do Bustos, 
entre otras cani idades de la de cuatro mil ochocientos cincuenta 
v siete peso* sesenta y un centavos oro ya espresada, como 
; al do del crédito á que se refiere la escritura hipotecaria de que 
emanaron dichos juicios, según resulta de la cuenta presentada 
de común consentimiento de interesados y aprobada judicial- 
mente corriente á f. 272 del espediente número \% referentes 

a dichas cuestiones. 

Que esta suma por la cual inició en oportunidad juicio eje- 
cutivo contra Bustos, fué en última instancia declarada com- 
pensada con otra mayor de que a su vez habia resultado acreedor 
Bustos, en juicio separado, que por daños y perjuicios seguía 

este en su contra. 

Que. esto no obstante al practicarse la liquidación ó balance 
final de los créditos de una y otra parte, ante la Suprema Corte 
de Justiciad la cual había sido elevado el espediente relativo 
por apelación de la sentencia de primera instancia, dicha par- 
tida no fué incluida, siéndolo sin embargo en su totalidad el cré- 
dito de Bustos con el cual habia sido compensado. 

Finalmente, que con estos antecedentes, y habiendo de su 
parte satisfecho ya n Bustos el saldo resultante en su contra de 
la liquidación practicada ante la Suprema Corte, saldo que fue 
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condenado por el mismo Tribunal a abonar á aqnel, vii-ne de su 
lado á exijir el abono de la mencionada partida, de la cual por 
el procedimiento antes mencionado ha Tenido á quedar ín>oluto 
hasta la focha, con sus intereses un la cjntidad antes es presad a 
y costas de este procedimiento. 

Las demandadas, contestando esponen: Primero, ojie el saldo 
de la cuenta á que alude la demanda no debe entenderse á oro 
como se pretende en esta, sinú únicamente á boliviano ó moneda 
corriente en esta provincia, según lo dcmiifstran diversos 
antecedentes que obran en el espedient 1 ód que se rejístra 
dicha cuenta» Segundo, que dicho saldo no debe tampoco enten- 
derse por la cantidad á que se Te lie re ta demanda siné única* 
mente por la de dos mil trescientos cuarenta y un pe -os noventa 
y un centavos á que que quedó él posteriormente re-lu ido por 
asentimiento del propio demandante y por efecto dn las sen- 
tencias ejecutoriadas que obran en el espediente que lleva el 
número 272. Y tercero, finalmente, que el demandante carece 
de acción para cobrar este mismo crédito, aun así reducido, por 
haber sido él declarado repetidamente extinguido por compen- 
mcíod con otro mayor de llustos, según resulta de las resolu- 
ciones ejecutoriadas de U Suprema Corte de 21 de Noviembre 
de 1868; 28 de Setiembre de 1809; 20 de Junio del misms año; 
y 10 de Junio de 1873; pronunciadas la primera en juicio eje* 
cutivo promovido por el demandante exijiendo el abono del 
crédito enunciado, la segunda en juicio ordinario que el mismo 
demandante promovió procurando su dejara sin efecto la sen- 
tencia anterior ; Ja tercera en juicio que á su vez Bustos inició 
pidiendo con el mérito de las dos resoluciones anteriores la can- 
celación de la»escritura de obligación originaria á favor de 
Manterola de la cual emanaba el saldo en cuestión; y la cuarta, 
finalmente, en el juicio de compensación y liquidación final de 
loe créditos de ambos interesados. 

Agregan en seguida los demandados que el saldo que se lea 
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eiije lo satisfacieran además pot su parte a! demandante á la 
época del arreglo de cuentas sobrevenido después de la ultima 
resolución de U Suprema Corte, añadiendo que sin embargo 
no tienen el propósito de oponer excepción de pago á la de- 
manda ni menos probarla; y concluyen espresando que dudo quo 
el crédito demandado no estuviera extinguido por la compen- 
sación, lo estaría por la prescripción á mérito de haber trans- 
currido con esceso el término señalado por la lev P* ra eI 



Con estos antecedentes y para mejor proveer, se mandaron 
traer á la vista los autos todos relativos i las cuestiones ha- 
bidas entre el demandante y el antecesor de los demandados en 
relación al punto en discusión. 

Y considerando: 1'*Que si es efectivo que las sentencias de 21 
de Noviembre, 28 do Setiembre y 2G de Junio invocadas por 
los demandados djclarau totalmente estinguido por compen- 
sación el crédito materia de la presente cuestión, también lo 
es que dicha compensación no llegó á hacerse efectiva al prac- 
ticarse la liquidación final de los créditos de ambos interesado» 
(espediente número 45G) por no haber sido él tomado en consi- 
deración en dicha liquidación, en que se consideraron sin 
embargo» todos los créditos de la parte de Bustos, 

2' Qne la excepción de cosa juzgada opuesta por las deman- 
dadas es improcedente é ineficaz así, fundadas en las mencio- 
nadas resoluciones que, como procedia, declararon estinguido 
el crédito en cuestión solo á condición de que se estinguiera 
también hasta su alcance el declarado 4 favor de Bustos. 

3 1 Que es igualmente inadmisible dicha excepción fundada 
en la sentencia de 10 de Junio de i873. 

Primero : Porque las resoluciones del juicio ejecntito, 
cualesquiera que sean, no producen cosa juzgada respecto del 
ordinario con arreglo & la letra y espíritu de los artículos 278. 
294 y 295 de la Ley Nacional de Procedimientos, ni el juicio 
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ejeontÍTO puede así entenderse juicio afinado para los efectos 
de la ley 19, títnlo 22, Partida 3', y la sentencia en que se basa 
Ib excepción ha sido pronunciada en el procedimiento ejecutivo 
y último iniciado por la parte de Bustos contra Manterolu, por 
cobro de los créditos declarados a su favor en la acción de 
danos y perjuicios, que instauró contra el miímo. (Espe- 
diente números 269 y 450). 

Segundo: Porque los errores de hecho ú aritméticos deben 
suponerse siempre contrarios á la voluntad de los jueces como 
á la de las partes mismas, y reparables así de su naturaleza, 
aun tratándose de sentencias plisadas en autoridad de cosa 
juzgada, sin que por eso pueda decirse violada dicha autoridad ¡ 
y en este caso, admitiendo que por la sentencia en cuestión la 
Suprema Corte hubiera entendido y se hubiera propuesto ter- 
minar sin reserva alguna por lo que respecta al crédito resul- 
tante del saldo de la cuenta de f. 83. las dificultades suscitadas 
con ocasión de la compensación y liquidación ó balance final de 
los créditos de ambos interesados, habría en la omisión de 
iqael sin duda alguna un olvido, ó error en la computación de 
las cifras claro y manifiesto, por tratarse de un crédito recono- 
cido como de lejítimo abono por mutuo acuerdo de los intere- 
sados, y declarado tal además por sentencias ejecutoriadas, 
coya existencia de consiguiente no se discutía ni podia discu- 
tirse ya, y que por lo mismo el Tribunal no podia deliberada- 
mente escluir de la liquidación sin violación del principio fun- 
damental que hoy se pretende hacer valer por los deman- 
dados. 

Tercero: Finalmente porque es dudoso aun que la Suprema 
Corte entendiera resolver la liquidación de los créditos enun- 
ciados en los términos que lo supone el párrafo anterior, tanto 
por las consideraciones que fluyen de lo espuesto al final del 
mismo párrafo, cnanto porque los antecedentes de la operación 
de contabilidad practicada ante ella como los términos de su 
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sentencia misma así lo estableceu, resultando por una parta 
q ae v \ contador no se propino ni entendió que su cometido 
fuera liquidar y balancear ó compensar al mismo tiempo lo» 
créditos recíprocos de los interesados, sinÓ solo liquidar el 
crédito de Bustos y que si practicó en seguida aquella ope- 
ración fué solo en relación á uno de los coditos de ManteroU 
por el mandato espn-so de la Corte, y por otra que está en los 
motivos de su sentencia, solo invoca las resoluciones referente» 



f. 83, á haber sido su voluntad é inteligencia comprenderlo en 
su decisión. 

Cuarto: Que en apoyo do la conclusión sentada en el conside- 
rando anterior en lo relativo á la posibilidad de la reparación 
de las omisiones 6 errores materiales en los juicios de cuenta 
concurren tanto las disposiciones déla ley 19, título 22, Parti- 
da 3\ y las de la mas general aun 4*, título 26 de la misma par- 
tida, perteneciente á una lejislacion que nos ha rejido y rije aun 
en parte como la doctrina de otras leyes extranjeras que sirven al 
menos á determinar el carácter común de tales principios en la 
lejislacion, siendo de notarse entre ellas el articulo 545 del Có- 
digo de Procedimientos Civil Francés que prescribe que en los 
juicios de cuenta no habrá tunar ú la revisión de estas, pero que 
quedará siempre ásahoá las partes el derecho de demandar 
sus omisiones, errores y falsas ó dobles partidas. 

Quinto: Que concurre también en el mismo sentido y puede 
invocarse por analogía la disposición contenida en el artículo 30, 
título 4, sección i*, libro 2° del Código Civil, por la cual se pre»- 





sea menos eficaz. 
Sesto: Que después de estos antecedentes, y entrando al 
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fondo de la demanda, ú seaá considerarla en cnanto al alcance 
de la suma cobrada es de notar : 

i* Que la cuenta testimoniada de f. 83 la determina en la 
cantidad de cuatro mil ochocientos cincuenta y sute pesos 
sesenta y un centavos. 

2 o Que por las sentencias ejecutoriadas corrientes á fojas 
233 y 253 vuelta del espediente número 12 en que se rtjUtra 
orijinal cquella cuenta se establece con precisión que dicha 
suma debe ser abonada en boliviano ti moneda corriente en el 
país. 

3 o Que si bien la misma suma se redujo posteriormente 
i su mitad mas ó menos por las resoluciones que invocan 
los demandados, ello se hizo en la inteligencia de que de tal 
cantidad debia descontarse la partida de dos mil trescientos 
cuarenta y un pesos noventa y un centavos, declarada de lejí- 
timo abono á Bustos romo mitad de intereses que Manterola le 
habia indebidamente cobrado, y dicho descuento nn se ba 
verificado, puesen la liquidación de f. 216se carga á Manterola 
la partida de los dos mil trescientos cuarenta y un pesos no- 
venta y un centavos enunciados, resultando así que á la vez el 
crédito de loa cuatro mil ochocientos cincuenta y siete pesos 
sesenta y un centavos, debe ser considerado de nuevo en bu 
valor primitivo. (Sent, de 28 de Julio de 1868. Esped, 91). 

4* Que el interís de uno y medio por ciento mensual que 
sobre aquella suma se demanda, es conforme por una parte con 
el estipulado en la escritura de obligación oTijinaria de que 
emana el crédito en cuestión, y el mismo también con arreglo 
al cual se liquidó de comun acuerdo la cuenta precitado de 
f... el 11 de Junio de 1864; es conforme además al que ha 
abonado el demandante á las demandadas con arreglo á ta sen* 
tencia de 10 de Junio de 1873. y no ha sido impugnado, final- 
mente por estos en la contestación á la demanda. 

5 o Por último, que la capitalización que de dichos inte- 
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lesea se pretende, primero, al 31 de Agosto de 1867, fecha i 

la cual se hizo la capitalización por la sentencia antes citada 4 
favor de los demandado! y después al 23 de Octubre de 1873, 
fecha ea que se hizo abono por el demandante de capital é inte- 
reses i los d Hundidos, es igualmente lejítimi por la recipro- 
cidad que -lubi' guardarse entre ambos interesados. 

Por estos fundamentos y considerando además por una 
pane, que cualquiera que sea el mérito á favor de los deman- 
dado* del acta ünal de f. 303, ella no acredita sin embargo 
bastantemente el pago por aquellos de la cantidad en cuestión, 
tanto menos si se tienen presento las reservas hedías al res- 
pecto por los mismos demandados, y por otra que la prescrip- 
ción alegada no parece tampoco de manera alguna cumplida; 
detiniiivamente juzgando, declaro que los demandadas como 
sucesores y representantes de don Eugeuio Bustos están obli- 
gados a abonar al demandante y d^n entregar al mismo en 
el término de diez di ts la suma de cuatro mil ochocientos cin- 
cuenta y siete pesos sesenta y UU centavos bolivianos, con sus 
intereses ai uno y medio por ek-nto mensual á contar desde el 
11 de Juniu de 186* hasta su efectivo abono, capitalizando al 
31 de A-oslo de 1807 y il 28 de Octubre de 1873. 

Sin especial condenación en costas. — Notifíquese con el 
orijiual y repóngase el papel. 

A. de la Torre. 

La sucesión de Bustos apeló, y ante la Corte espuso que lo 
obrado era nulo por tratarse d: un juicio contra una sucesión, 
que por ley corresponde á los jueces locales, y por no 
intervenido en él el Ministerio de Menores. 
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VISTA DEL SES0I1 PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte i 

Don Claudio Manterola siguió con don Eugenio Bustos un 
reñido pleito sobre cobro do créditos recíprocos. Al fin terminé 
este pleito por una liquidación en que estos créditos fueron 
tomados en cuenta y compensados, resultando un saldo i 
favor de Bustos. 

Manterola pagó este saldo y juzgando que este crédito 
no habia sido traido á la compensación i que se ha hecho refe- 
rencia, ocurrió i la justicia reclamando su abono. 

En este intervalo Bustos habia fallecido, y Manterola repre- 
sentado por don A. Fernandez, se presentó en su calidad de 
eatranjero ante el Juzgado Federal de Mendoza, demandando á 
la viuda y herederos del citado D. E. Bustos, naturales y ve- 
cinos de dicha Provincia. 

Es fnerade toda discusión que esta nueva demanda fué mal 
encaminada desde su primer paso. 

Debió ser ella precedida ó acompañada de la declaración de 
los herederos contra quienes se dirijia; y V. E. h;i declarado 
justa declaración de herederos hace parle del juicio universal 
de sucesión ; juicio que como os notorio atrae á sí el conoci- 
miento de todas las caus¡is que interesan a la sucesión, cual- 
quiera que sea la nacionalidad ó vecindad de los directamente 
interesados en ella*. (Causa 144, Série 2\ t. 3, p. 488; inc. i", 
art. \% de la Ley de Jurisdicción). 

No se niega por parte Manterola que el cenocimiento de 
esta demanda corresponde á los tribunales de la provincia de 
Mendoza. 

Pero se dice que habiendo los herederos de Bustos contestado 
á la demanda, la jurisdicción del Juzgado de Sección ba sido 
prorogada. 
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Conforme á la letra del artículo I o de la Ley de 14 de Se- 
tierra sobre procedimiento*; y al espíritu de la justicia fe- 
deral, justicia esencialmente de excepción y restrictiva. 

V. E. ha declarado en repetidas ocasiones que la jurisdicción 
de los tribunales de la Nación, no puede ser prorogada. ni aun 
con el consentimiento espreso de los litigantes, que no pueden 
conceder á loa poderes públicos de la Nación, mayores facul- 
tades quft las que la Constitución les ha otorgado. V. E. ha 
declarado asi mismo, que los tribunales federales deben de- 
clarar su incompetencia de oficio y en cualquier estado de la 
causa en que aparezca, y por último, que toda actuadon obrada 
ante quien carezca do jurisdicción bastante, lleva en sí un vicio 
de nulidad absoluta, (Causa 33, Série 2', t. i, p- 177). 

Poco importa pues* que la demanda haya sido contestada. 
Esta circunstancia no ha podido conferir al Juzgado 'le Sección, 
una jurisdicción de que carece. 

Basta que «parezca .ihora que es diríjida contra una sucesión 
indecisa para que V. E. declare la incompetencia de la justicia 
federa) y la nulidad de todo lo obrado. 

Los casos aducidos por parte de Uanterolu no son en manera 
alguna aplicables al presente. 

En la causa de don José Torres contra don Juan Torres, el 
recurso de revisión fué interpuesto después de pronunciada sen- 
tencia de rebeldía y por una causa que li jos de constar en autos 
no se había acreditado, ni intentado siquiera acreditaren forma. 

En la causa de la testamentaria de Videla contra D. J. G. 
Calle se trata simplemente de un pleito entre una testamen- 
taria, es decir, entre una persona estranjera, contra el dueño 
único de un bien raíz, á título de herencia; y no puede preten- 
derse que la circunstancia de haber formado parte un bien 
cualquiera de una sucesión 6 de un concurso, lo sujete para 
siempre á la jurisdicción universal de las testamentarias 6 
concursos. 
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Finalmente, la cansa contra D. J. A. GorriHo y ü. D. Goc- 
xatez, no es mas que el caso, que A cada paso ocurre, entre un 
estranjero y un ciudadano, por haber desistido Gorrillo de la 
acción quedirijió primero contra la testamentaria de Olguin. 
Por lo espuesto me adhiero á lo pedido por el Defensor da 



Eduardo Costa, 
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Buenos Aire», Agosto 10 de 1889 

Vistos, y considerando en cuanto al recurso de nulidad : Que 
la excepción de incompetencia es dilatoria y no se ha opuesto 
por loa apelantes, ¿n primera instancia, habiendo por el con- 
trario, ambas partes aceptado la jurisdicción federal. 

Que la actual demanda verau sobre la reparación del error 
cometido en no haberse incluido el crédito que íc reclama en 
la liquidación de cuentas,, que se practicó en pleito seguido y 
concluido respecto á ellas, ante la jurisdicción nacional, y su 
conocimiento, por tanto corresponde á loa mismos tribunales 
que aprobaron esas cuentas y sancionaron dicha omisión. 

Es ineiacto que el juicio se haya seguido sin la intervención 
del Ministerio de Menores, pues según consta de los autos, & 
■olicitud del apoderado de los mismos apelantes el Juzgado de 
Sección nombró un letrado de defensor de menores especial, 
por los que hay interesadas en el juicio, y son los represen- 
tados por su tutor el doctor don Federico Corvalan, cuyo de- 
fensor ha tenido la intervención correspondiente en dicho juicio, 
lo que es bastante á los efectos legales, no habiendo, como no 
hay en Mendoza, ante la justicia nacional, defensor de menores 
titular. 
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Por estos motivos, declárase no haber logar al mencionado 
recurso de nulidad. 

Y en cuanto ai recurso de apelación, adoptando los funda- 
mentos de la sentencia de primera instancia, confírmase esta ; 
modifioándoso en cuanto ú lo* intereses, respecto á los cuales, 
declara que, practicada la liquidación del crédito que se de- 
manda, hasta el veintiocho de Octubre de mil ochocientos se- 
tenta y tres, como en aquella sentencia s* dispone, la cantidad 
que resulte no devengará intereses siuó desde el dia de la 
demanda hasta el del pago, y serán los que durante ese tiempo 
haya cobrado el Banco Nacional en Mendoza, en conformidad 4 
lo dispuesto por los artículos doscientos veinticinco y sete- 
cientos trece del Código de Comercio. 

Satisfechas las costas de la instancia y repuestos los -ellos, 

devuélvanse, 

J, 1). CÜROSTIAÍU. — J. IIOMISGUEZ. — 
LLADlSl.AO FHIAS, — S. *. LASPIUR. 



T. IV 



« 



CAUSA t\U 



O. Santiago Estrada contra f>. Juan Fraser, por infracción de 
la ley de telégrafos; sobre condenarían en rostas. 



Sumario.— So procede la condenación del demandante en 
las costas di*! juicio, cuando jlu li » habido temeridad un la de- 
manda. 

Cato. — Lo 

rallo del Juea Federal 

Bueno» Aires, Noviembre 4 Je 1881. 

Y vistos: resultan de ista cau¿a los siguientes hechos: Que 
D. Santiago letrada se presentó & foja 3 entablando querella 
contra el Gerente del Telégrafo Trasandino D. Juan Fraser, 
por trasmisión indebida «leí telegrama que presenta corriente 
á foj.i V que le ha sido diiijido de Chile, et cual lo considera 
injurioso y contrariu á la moral y hiunas costumbres y pide 
que una vez averiguada su autenticidad y la personería del 
acusado, se le condene al pago de una multa de pesos fuertes 
200 y prisión de 6 meses, como lo prescribe el artículo 58 de 




la ley general de telégrafos. Que corrido trashdo de la deman- 
da, D. Juan FTUser la en u test a á foja IT» pidiendo no se haga á 
ella lugar, con costas, pur c™*<> no ha tenido participación 
alguna en la trasmisión del citado h urañía, no siendo además 
tampoco el Gerente del Telégrafo Trasandino, en cuyo carácter 
se le demanda, sinó simplemente agente interino, encargado de 
las liquidaciones durante la ausencia del Sr. L. tí. Traot. Que 
en este estado se abrió la causa á prueba para justificar si el 
señor Fraser es Gerente en esta ciudad, de la Compañía del 
Telégrafo Trasandino. Que de la producida por las partes, que 
corre de fojas 51 á 116 resulta: i" Que Fraser, no es tal Ge- 
rente, sinó empleado durante la ausencia del señor Trnnt, quien 
como representante de la Compañía, no tenia mando sobre los 
empleados ni podia informarse de la correspondencia tclt gráfica 
(informe del Director Ge»»ral, foja 88, y declaraciones de los 
testigos Alejandro M adema y Lorenzo tí. Trant, fojas 02 á 65); 
y 2 ft Que el empleado que reeibió y trasmitió el telegrama que 
motiva la demanda es I). Pablo GioTaneUi informe de) mismo 
Director, foja 1 IC). 

Y considerando: 1* Que la penalidad establecida por el ar- 
tículo 58 de la ley de Telégrafos Nacionales se refiere al em- 
pleado que trasmita un telegrama man i tiestamente contrario 
á la moral y buenas costumbres. 

2* Que por los términos de este aTtkulo la responsabilidad 
penal solo comprende al empleado que bace la trasmisión y de- 
más que hubieran tenido participación en ella, y no al Superior 
y demás empleados que por razón de su cargo no tienen la obli- 
gación de imponerse del contenido del despacio trasmitido. 

3 a Que esta disposición es además conforme á los principios 
generales, sobre responsabilidad criminal, según los que aque- 
lla comprende, solamente por razón del dolo á los agentes y 
cómplices en el hecho punible. 

4 o Que si bien resulta que D, Juan Fraser fué encargado in- 
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terioamente de la representación de la Compañía del Telégrafo 
Trasandino, no ha tenido intervención ni conocimiento del des- 
pacho trasmitido á D, Santiago Estrada, ni debía tenerlo en la 
trasmisión de los telegramas, limitándose su representación á 
la gestión de los negocios comerciales de la Compañía. 

Por estos f andamentos fallo, declarando á D. Juan Fraser, 
absuelto de la demanda entablada contra ét por D. Santiago 
Estrada por razón de la trasmisión del telegrama injurioso de 
foja 1", sin especial condenación en costas. Hágase saber, re- 
pónganse los sellos y notifícese orijinnl. 

Andrés l ¡/arriza. 

*»II<» de la Suprema Corte 

Buenos Aires, \g»Ho 19 <k 188?. 

Vistos: En atención á que no ha habido temeridad ni mali- 
cia en la demanda de foja primera, se confirma la sentencia 
de foja ciento setenta y cuatro de la parte apelada. Satisfe- 
chas las costas y repuestos los sellos devuélvanse los autos. 

), H. íiOROSTIAGA, — i. DOMINGUEZ. — 
ULAMSLAO FRIAS. - S. M. LASP1UR. 



C'AUN.4 LXIII 



Oodei \j Delacroix en tercería de dominio sobre un dinero em- 
bargado en te ejecución de th Enrique J. Itodriyuez contra 
¡h A lleúdalo Marín. 



Swnano.- i" Deducida tercería de dominio sobro dinero, y 
probada la propiedad solo de parte de él, solo por esta es ad- 
misible la demanda. 

2 o No resultando que la mencionada parte haya sido con* 
servada en embargo por el depositario, no procede la condena- 
ción contra el ejecutante en los intereses de la misma. 



Caso. — Se esplica por el 



Falle del Jura de Se««1on 

Rosario. Junio 2 d« 1882. 

Vistos estos autos, y los agregados, de los que resulta; 

Que D. Enrique J. Rodrigue*, solicitó embargo preventivo 
de la suma de siete mil pesos fuertes, existentes en poder de D. 
Lorenzo üoyhenard de Buenos Aires, como pertenecientes á D. 
Adeodato Marin que le era deudor de la cantidad de diez y seis 
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mil pesos fuertes, según los pagarés de fojas 87 £ 40, fie dicho 
Marín» Posteriormente ese embargo tomó el carácter de per- - 
manen te (foja 73) en Tazun del juicio ejecutivo seguido en re- 
beldía poT el acreedor contra el deudor, condenado al abono de 
los citados pagarés. 

D. Marcial Pimentel como apoderado de los señores Dodet y 
Delacroix, se presentó por el rol que le ha sido asignado por la 
Snprema Corte en su resolución sobre personería de foja 91 de 
estos autos» haciendo tercería de dominio sobre dichos 7000 
pesos mandados embargar, fundándose en que ellos proceden 
de un contrato (foja 25) celebrado entre el Gobierno Nacional 
y sus representados para la construcción del puente del Rio 
Salí en Tucuman; en cuya virtud solo á ellos debería perte- 
necer todo el dinero correspondiente á la construcción predicha. 

La parte de Rodríguez, ejecutante de Marín, y á su vez el 
defensor de este se opone a esa tercería y sostienen su derecho 
esclusivo á la cantidad de los 7000 pesos, mandada embargar 
en poder de Doyhenard, por ser toda ella de Marín, fundándose 
en qne éste tenia celebrado un contrato con Dodet y Delacroix 
(foja \\% y que bada parte del celebrado por ellos con el Go- 
bierno de la Nación para la construcción del mismo puente; 
contrato por el cual eran divisibles por terceras partes entre 
los sócios los productos de ese negocio. 

Abierta la causa á prueba, el tercerista no ha producido otra 
que la agregación á los autos, del espediente del juicio ejecu- 
Uto seguido por Rodríguez contra Marin t en los cuales se halla el i 
predieho contrato de sus representados con el Gobierno Nacio- 
nal. 

El ejecutante ha presentado como prueba de su derecho, el 
contrato celebrado por Marín con Dodet y Delacrclx que le 
acuerda la precitada participación en el negocio del puente. 

Es innecesario para la resolución del punto, relacionar otras 
constancias de autos que carecen de pertinencia. 
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Y considerando: i° Que correspondiendo al tercerista, por 
su rol de actor en el juicio, el omnis probandi, no ha justificado 
con prueba alguna au exclusivo derecho á la cantidad embar- 
gada, no siéndolo en ningún sentido el espediente qne ha pe- 
dido se acompañe al juicio ejecutivo; pues si bien existe en él 
el contrato celebrado por solo sus representados con el Go- 
bierno Nacional, él se baila vinculado estrictamente al cele- 
brado por ellos con Marín que acuerda á éste derechos que 
restringen la propiedad absoluta que injustamente pretenden 
i los beneficios de la construcción del puente del Rio Salí, 
habiendo formado el tercerista su largo alegato de bien probado 
no solo sobre hechos de que ni referencia hay en los autos, sinó 
sobre inexactitudes contrarias a su mérito, estendiéndose sobre 
cosas estemporáneas y de todo punto impertinentes, de que 
seria largu ó inútil ocuparse; entre ellos, lo relativo ft la nuli- 
dad del embargo preventivo que se hizo y la incompetencia de 
este Tribunal, reputado ya competente, y ante el coal él mismo 
se presenta conduciendo el pleito hasta sus últimos términos. 

2" Que á su vez el ejecutante Rodríguez tampoco ha probado 
por su parte su esclusivo derecho á la soma de 7000 pesos 
mandada embargar, pues que el predicho contrato celebrado 
eutTe su deudor Marin y Dodet y Delacroix, solo se lo dá á una 
tercera parte de las utilidades procedentes de la construcción 
del espresado puente; siendo por tanto de suponer, desde que 
otras cuentas entre los bócíos no se han presentado, que solo 
debe corresponderá esa tercera parte en la entrega de los ca- 
torce mil pesos hecha por el Gobierno Nacional á los señorea 
Machain; aún cuando fuera cierto, como lo ha dicho, sin haberlo 
probado, que su deudor Marín se reconocía dueño de la mitad 
de esa suma, 

3° Que las pretensiones del tercerista, no solo sobre la sumí 
de los 7000 pesos mandados embargar en poder de Doyhenard, 
sinó sobre condenaciones al ejecutante de réditos, perjuicios, 




m r*LL08 HE LA SUPREMA COME 

ttc, t en razón de ese embargo, son tanto mas injustificables 
cnanto que de diferentes partes de los autos (fojas 74 vuelta y 
89 vuelta) que el mismo ha pedido se agreguen como prueba, 
consta por exposición del espresado Doyhenard como deposita- 
rio y como apoderado de Dodet y Delacroix, que ó estos les 
había entregado hacia anos esas sumas, con excepción de un 
pequeño saldo que no ha precisado, faltando gravemente á sus 
deberee de depositario ; habiendo por ello mayor razón para que 
los dichos Dodet y Delacroix respondiesen por los intereses de 
cantidades indebidamente recibidas, que por órdenes judiciales 
debía mantener en depósito. 

4* Que en virtud de todo lo espuesto, habiendo sido de ca- 
torce mil pesos fuertes la entrega hecha por el Gobierno Na- 
cional á los contratistas Dodet y Delacroix solo les corresponde 
en justicia, de esa suma las dos terceras partea, perteneciendo 
la tercera restante á Marin; es decir, á los primeros nueve mil 
trescientos treinta y tres pesos, treinta y dos centavos fuertes, 
y al segundo cuatro mil seiscientos sesenta y seis pesas sesenta 
y ocho centavos de igual moneda; que es lo que debe cor res- 
ponderle de los siete mil pesos fuertes mandados embargar en 
poder de Doyhenard, en razón de haber recibido ya Dodet y 
Delacroix el resto de la cantidad hasta el total de los catorce 
mil pesos fuertes. 

Por estos fundamentos se declara: que dichos siete mil pesos 
fuertes que constituyen el embargo, corresponden solo á la 
parte del tercerista dos mil trescientos treinta y tres pesos 
treinta y cuatro centavos, y al ejecutante Rodríguez los restan- 
tes cuatro mil seiscientos sesenta y seis pesos, sesenta y seis 
centavos, debiendo cada parte pagar sus respectivas costas. No- 
tifíquese con el orijinal y repónganse los sellos. 



t enelon Zuviria. 
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Fallo de la 



Humos Aires, Aposto 3Í de 1WH¿- 

Yiátos: por bus fu Amentos, se continua con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento cincuenta. Satisfecha* ^ la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

J. ít. GOROSHAGA. — i. DOMINGUEZ. — 
ILAÜISUAO FRIAS — S. H. LASPIÜR* 



* AI NA LXIV 



El Escribano U. Dalmiro Mayan, en recurso contra una 
matucha de la Cámara de Apelación en lo Civil de la Capital; 
sobre otorgamiento tic fianza 



Sumario. — 1 ' EL artículo 1G-4 de la ley de 15 de Diciembre 
de 1881 sobre organización de los Tribunales du la Capital, no 
es inconstitucional. 

í» No es caso de superintendencia la interpretación que se 
pretende haberse hecho erróneamente de una ley. 

_t) 
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3* La superintendencia atribuida á !a Corte tiene por ob- 
jeto velitr por el buen desempeño y disciplina de la Administra- 
ción de Justicia, y cuidar que cada uno de sus miembros cumpla 
*u deber, en ta esfera que le está mareada. 



Caso. — Sv comprende por la 

visr.1 m i. -kSuk i'uoctiumm ÜEMÍIUI. 

Suprema forte : 

El escribano do registro D. Dalmiro Hagan pide que, en vir- 
tud de la superintendencia que acuerda ú esta Corte el artículo 
95 de la Ley de Kneru último, reforme V, K. la restitución d. 
la Cámara de lo Civil, 411- le exijo la Canza requerida por el 
uitículo i 64 de la minina ley á los escribanos de registro a! 
tomar posesión de su oíieio. 

Posteriormente ampliando su apelación, dice que la interpre- 
tación dada por la Cámara de lo Civil al artículo 164 citado es 
inconstitucional, por ser contraria ú los artículos 14 y 28 de la 
Constitución. 

Desde luego, á primera vista, 1 advierte que no es este un 
caso de superintendencia, trátase de la interpretación de unu 
ley, y La superintendencia atribuida a la Corte tiene por objeto 
velar por el buen desempeño y disciplina de la Administración 
de Justicia, según en términos claros y precisos to establece el 
artículo 96 de la ya citada ley que organuó lúa Tribunales de la 
Capital, Interpretar y ¡iplic ar la* leyes es ta mi ion de los Tri- 
bunales de Jnsti' ia en el ejercicio, de su jurisdicción ordinaria, 
La Mipi-riutendencia no es otra cosa que la facultad que toda 
íuütitucion tiene, por la eseucía misma de su institudoo, para 



¡¿Tiv""- ■ • • ■ • ■■ . ■ - * 

DE JUSTICIA !«ACU>P¡AL 3M 

proveerá su propia conservación y defensa; cuidando de que 
cada uno de sus miembros cumpla su deber en la esfera que le 
está marcada. 

No es mas difícil demostrar la improcedencia del recurso de 
¡nconstitueionalidad. 

Uasta ob-ervar, ante todo, que V. E, no puede tomaren 
consideración, eu grado de apelación, punios que no han sido 
materia de disensión en la instancia anterior. 

La manera de proceder cuando se traía de atacar la constí- 
hicionalidad de un í ley. es bien sibida. 

El que se cree damnificado principia por cumplir la ley que 
supone tnci»u»tituéipaali y ncutre en seguida á la justicia 

l'or lo demás, no tengo ombanzo en manifestar mi parecer 
sobre el particular. 

La interpretación que la támara de lo Ti vil ha dado al ar lí- 
enlo ÍIM en cuestión es. en mi opinión, la verdadera. 

l'or tuina de posesión dA oficio, no puede entenderse otra rosa 
que la toma de posesión del registro. Que la lianza no se eiije 
al espedirse el diploma, ó sea á la toma de posesión del oficio, 
según lo entiende el Sr. Alagan, elara y mauiliotam.'ute lode- 
muestra la simple lectura del título 12 de la misma ley. 

Por último. Exmo. Señor, exijir la üanza para el desempeño 
de ciertos cargos piiblieos, es de práctica universal, y nunca se 
ha entendido que importe un ataquen la libertad de industria 
que la Constitución garante. Ks simplemente una reglamenta- 
ción. La fianza exij ida en el presente caso es indudablemente 
alta, y sería justo ponerla mas al alcance de la geueralid.id, pero 
no es cierto que importe una prohibición, ni un monopolio. 

Pienso por lo espuesto que no debe V. E. hacer lugar a tos 
recursos deducidos. 

Eduardo Cusía. 
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F»ll« d» U Suprema C»rl* 

Buenos Aires, Aposto 23 de 1883. 

De conformidad con lo cspue^to v pedido por el señor Procu- 
rador General en su precedente vista, no ha tugar á lo solicitado 
por el escribano Don Dalmiro Magan en sus escritos de fojas 
tres y siete; eu consecuencia, archívense estas actuaciones, 
previo pago de costas y reposición de sellos. 

j, u. conosmr.A. — J. hOMiNcm, — 

ULAUlSLAO FRIAS. — S. M. LASPIUR. 




(A ISA LXV 



Contienda de competencia entre el Juzgado Federal de Buenos 
Aires íj el de Letras de Mendoza, en juicio entablado por I). 
Felipe Correas contra D. Federico Vtdlmann, por cobro de 
pesos. 

Sumario, El conocimiento del pleito de un ciudadano con- 
tra tin estranjero corresponde al Juzgado Federal en cuya 
jurisdicción está domiciliado el demandado. 
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Cato — D. Felipe Correas, argentino, teman** ante eljuz- 
gado de letras de Mendoza á D. Federico Mallmann, estran- 
jero, pidiendo su citación por edictos. 

D. Juan de la V. Barrios, apoderado do Mallmann. se pre- 
sentó deduciendo excepción de incompetencia del Tribunal de 
Provincia. 

Habiendo sido declarado insuficiente el poder de liarnos, 
sc hizo la citación por edictos, y cumplidos estos, Mallmann 

fué declarado rebelde. 

liamos presentó un nuevo poder, y reiteró la excepción de 

incompetencia. 

Correas sostuvo que el demandado no tenia mas recurso que 
él de rescisión. 

En este estado el Juez de Letras recibió una requisitoria del 
Juez Federal de Buenos Aires para que se inhibiera del cono- 
cimiento del asunto, y le remitiera los antecedentes. 

ALTO PEI. JL'EZ. DE I-ETIUS 

Mcntloí». Noviembre 1 di- 1KW1. 

Vistos y considerando: 1" Que corridos los trámites lijados 
en el artículo 33:», Ley de Enjuiciamiento, para los casos de 
contienda de competencia, el actor señor Correas en lugar de 
contestar el traslado conferido á foja.... pide se declare pre- 
viamente revocado el poder acompañado por el apoderado del 
señor Bruschmam (sustituto de Mallmann y C\ representantes 
del demandado 1). Federico Mallmann), y nulo todo lo actuado 
desde su presentación al juicio, por haberse entablado poste- 
riormente la competencia de jurisdicción ante el Juez de 
Sección de Unenos Aires. Que la solicitud antes referida 
es improcedente, por cuanto la cuestión de competencia es pre- 
via á cualquier otro incidente y por consiguiente el Juzgado 
debe previamente proveer sobre ella. 3» Que habiéndose dado 
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por contestaba la demanda en rebeldía del demandado, U causa 
debe co::aifJ erarse actualmente radicada ante este juzgado inter 
se tramita y resuelva el recurso de rescisión deducido por el 
apoderado de Brusehmum, quien al mismo tiempo declina de 
jurisdicción, siendo entóurea su conocimiento de la lompeten- 
cia de los Tribunales de esta Provincia (artículo 12 inciso 4, y 
articulo U de la ley de U de Setiembre de 1863, sobre juris- 
dicción y competencia de los Tribunales Nacionales). Malaver 
Corso de Procedimientos judiciales, números 598, W y TI 5 ;í 
718 y sus concordantes. 

Por tanto y no obstante lo dictaminado !>or el señor Procu- 
rador Fiscal, no ha lugar a la inhibición solicitada, sin perjui- 
cio que una vez resuelto el recurso de rescisión pueda oportu- 
namente este Juzgado declararse incompetente, debiendo en 
consecuencia comunicarse esta resolución al señor Juez de 
Sección de Buenos Aires Dr. I). Andrés Ug arriza, adjuntándola 
testimonio de lo espuesto por las partes y lo dictaminado por 
el Procurador Fiscal en la cuestión de competencia, y cópí* 
legalizada de los escritos do fi jas 18, 55 y de los demás presen- 
tados en el incidente sobre rescisión con sus respectivas pro- 
videncias, pidiéndole se sirva comunicar lo que tenga á bien 
resolver para continuar entendiendo en este causa ó remitir 
los autos íl la Suprema Corte para qmc determine lo que cor- 
responda. Repónganselos sellos. 

(ktvid Orrcg». 
Palla ««1 Jun Federal 

Buenos Aítps, Mayo 17 Je 1882 

Autos y Vistos: Por los fundamentas aducidos en el auto de 
foja vuelta, y considerando además: \° CJue impuesto el re- 
presentante del demandante de Mallmann, en Mendoza, del 
auto de foja i en que éste alirma que es estranjero y reoiun 



de la ciudad de Buenos Altes, no ba impugnado «"«nn. *. 

cM.ta.boa. lo que importa reconocer -a ei.ct.tud .2 Q~ 
e„ tal virtud el Juez competente para conocer de ... demanda 
de carácter puramente personal contra el «presado Sal mana, 
es el de Sección de la Ciudad de Buenos Aires, «teto lo dis- 
puesto en .1 inciso «> del ar.ícnlo 104 de la lev del « ongreso e 
15 de Diciembre de 1881. é inciso * articen 2 de 1. lev de 4 
de Setiembre de IMS. , el axioma de derecho que el ador debe 
icg uir el fuero del demandado. Que la jurlsd.ccun rederal 
es privativa J excluyete de la de los Jueces Préñenles aun 
Jim casos en que procede por raro» de las personas, míala, 
cuando esta. manitte-tan su voluntad de acogerse á ella, siendo 
e«te un principio consagrado en numerosos dcc.su.ms de la 
('orto Suprema de la Suri.. T. tom. 1', Serie 2", pag. Id4, 
17 7 v otros), de mancr. que el actor 1). Felipe forreas M ba 
podido prescindir de acudir i ella para ejercitar sus acoouc» 
letra Mallmann. 4" Que de lo espuesto se deduce que todo lo 
obrado por el Juca de la Provincia de Meudoaa para declarar 
rebelde á éste, es nulo j de ningún valor, y no nulo.™ por 
consiguiente i juzgar prorogada tácitamente su jnrtsd.crnm 
ni .adicado ante ella el pleito poi 1. cuntestacon ficta del de- 
mandado, pues además de que debe presumirse que éste no 
consentiría en ser juzgado sinúpor.sus jntces naturales, es- 
presamente manifestó y fundó en llempo 1. incompetencia del 
Jueí Provincial, de modo quo este o-ulieio y prese.nd.cnd. de 
,a, diferencias del poder oshibidu, debió Inhibirse. Por estoy 
demás consideraciones del precedente escrito, este Jugado re- 
sude mantener s« auto de foja 6 vuelta. En su oonsecuen- 
cia, elévese el espediente á la Suprema Corte, haciendo saber 
por medio de oticio al 
vez proceder del ni i si 



por medio de oficio al Juo* Dr. ürrego para que se s,r . a su 
m proceder del mismo modo, á los efectvs del articulo ol de 
la Ley Nacional de Procedimiento,. 



Virgilio Tedia- 



VISTA DEL SE&OR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte 1 . 

El Juzgado de Letras do Mendoza, es bien sabido, solo ha- 
bría tenido jurisdicción para conocer de la demanda entablada 
por D. Felipe Correas contra D. Federico Mallraann, cuya ca- 
lidad de estranjero estaba reconocida, si la hubiese este pro- 
rogada por el hecho de contestarla. 

Lejos de esto, su apoderado manifestó desde el primer 
momento la noluntad mas decidida de no renunciar á su juris- 
dicción natural. 

Bastaba esta circunstancia para que el Sr, Juez de Mendoza 
se hubiera declarado incompetente, escusando tudas estas 
abultadas actuaciones, que á ningún resultado práctico podían 
conducir. 

Fuese ú no bastantu el poder, resulíiria siempre, que la 
jurisdicción local no era prorogada; y por otra parte, el juez 
incompetente carece áe jurisdicción para obligar á que con- 
teste, al demaudado, y mucho mas para declararlo en rebeldía. 

Todos estos procedimientos son por lo tanto inconducentes. 

Sírvase V, K. declararlo así, previniendo al mismo tiempo al 
Sr. Juez de Mendoza se abstenga de continuarlos. 

Eduardo Costa. 

Falle de la Suprana C orle 

Buenos Aires, Agoalo 22 d> 1882. 

Vistos; y considerando que el pleito entablado por don Fe- 
lipe Correas contra don Federico Mallraann, ante el Juez de 
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Letras de Mendoza» es de un ciudadano contra un estranjero; 
que el demandado es además vecino de esta ciudad. Se declara 
por estos motivos y por los espuestos por el señoT Procurador 
General y por el Jaez de Sección de la Capital, que este es el 
competente para conocer de la cansa, llemítansele en conse- 
cuencia los autos, previo pago de costas y reposición de sellos, 
y avísese por oficio al Juez de Letras de la Ciudad de Mendoza. 

I, B. GOROSTUGA, — DOMIMCUEZ. — 
CLAD1SLAO FRIAS. — S. M. LASPIUR. 



(AINA LXVI 



0. tfcuío García en tercería de dominio, sobre unos créditos 
embargados en ta ejecución de 1). Antonio Xarck. contra Don 
liodolfo Alurraldc. 

Sumario.— La venta de créditos, pertenecientes á una so- 
ciedad, hecha por un tercero, en su nombre, y sin transcribir en 
la escritura de venta el poder del sócio á cuyo nombre estaban 
los créditos, no transfiere la propiedad de ellos. 

Caso. — Está esplicado pc»r el 




»I8 
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Buenos Aire», Noviembre 5 de 1881 



T vistos estos autos de tercería de dominio, seguidos por Don 
Nicasio García en el juicio que D, Antonio March le sigue á 
D. Rodolfo Alurralde, de que resulta: 

I o El demandante se presenta á f. 3Í diciendo que los crédi- 
tos embargados á Funes y Alurralde, y á que se refiere la 
Contaduría Nacional en su informe de f. 5, le pertenecen esclu- 
sivaniente por haberlos comprado cuando estaban libres de 
embargo y df* toda otra restricción á D. Antonio Funes, por in- 
termedio del apoderado de este I». Martin Yelasquez, el que 
tiene plena autorización de su mandante para la Ten ta. <¿uv ln 
cesión de esos créditos se hizo constar ante el (¡obierno Nació* 
nal quien la aceptó reconociendo al tercerista como su legítimo 
y único acreedor, en cuya virtud le habla hecho pagos parcia- 
les. Que la demanda de March es únicamente contra Alurralde 
y no contra Funes, á quien pertenecían originariamente los 
créditos embargados, puesto que este fué el proveedor de las 
Colonias, según contrato con el Gobierno, como resulta de las 
actuaciones remitidas por el Ministerio de Hacienda y otros 
instrumentos que ofrece producir. Que dado ca*o que existiese 
la sociedad de Funes y Alurralde ha debido embargarse en po- 
der del primero lo que debiese el segundo por razón déla liqui- 
dación social ó por cualquier otra causa, pero que no ha podido 



esos créditos pesaba, con costas, darios y perjuicios. 

Corrido traslado de ta tercería la parte de March lo eva- 
cuó, diciendo que los créditos embargados pertenecían A la 
sociedad accideutal que teuiau hn señores Funes y Aluxralde 
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.proveeduría de las Colonias Nacionales. Que esta soeie- 
. , , solo estaba reconocida por Aluiialde en el escrito de 
transacción que con este hitó ante la Suprema Corte, sinó tam- 
bién que constaba en el espediente de tercería seguido por D. 
Martin Velasquez contra las mismas partes y U. Antolm I únee 
ante «te mismo Juzgado. Que en virtud de e»ta sociedad, 
Murralde corría con la proveeduría do las Colonias, y que para 
BHO le compró las harinas cuyo precio cobra. Que en la referida 
transacción, Alurralde co» Au-* no >o!o la legitimidad del cré- 
dito que le cobra Mareta, sinó también que las harinas se em- 
plearon en la proveeduría de la. Colonias que hacía en soldad 
ron Funes, y que, por consiguiente, aunque los crédito, embar- 
gados estubi. se» bajo ,1 solo nombre de uno de los socios, ello, 
rebudian v garantían el crédito que cobraba, según lo dis- 
puesto en el artí.-ulo 450 del Cúdigo de Comercio. 

V Que (Jarcia no era dueño de los créditos en cuestión, por- 
qlie „o los había comprad, á Fúm-s que era el acreedor del 
Gobierno, >in6 a D. Martin Velasque* según resulta de la esen- 
tura de cesión que obra ó f. 2. Qne Yelasquez no pedí» vender 
esos créditos porque no le pertenecían, y que i empoce tenia 
poder bastante para hacerlo en nombre de Funes, y sí solo para 
gestionar el pago de esos créditos, y para descontar las letras 
6 valores con que se pagasen, pero no pura enhenarlos, según 
el contrato celebrado y presentado por el mismo Velasquea en 
el espediente de tercería referido. Y que en todo caso es nula la 
escritura de cesión por no hacer mención del poder, que para 
otorgarla por Funes tenia Velasquez. 

¿ Q U e aparte de todo eso y supuesta la valide, de esa escri- 
tura para transferir á García los créditos en cuestión, esa 
transferencia ó cesión seria tainbieu- fluía por ser hecha simu- 
ladamente y en fraude de sus derechos como acreedor, segnn lo 
dispuesto por los artículos H, título «De los actos jurídicos u 
y ¿ título «De la nulidad de los actos juridieos* del Código 
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Cifil, nulidad que alega subsidiariamente por simulación y 
fraude, y cuyos estreñios légalos ofrece probar si fuese necesa- 
rio. Que por todo vilo pide se rechace la tercería con costas, y 
que se le admita la protesta que por daños y perjuicios hace 
contra el tercerista, así como también por las cantidades que 
confiesa éste» haber percibido como parte de los créditos embar- 
gados. 

5 U La parte de Alurralde se espide á f. 53 en el traslado que 
se le confirió, pidiendo también que se rechazara la tercería, y 
manifestando que los antecedentes qnc justifican esa petición 
se encuentran esplicades en el juicio principal y en los espe- 
dientes agregados. Reproduce lo alegado por Marcli agregando 
que el poder otorgado á Yelasqucz, en virtud del contrato que 
con este tenia el espolíente y su súcio Funes, no importaba una 
cesión ó venta ;i i'uvur del apoderado di' les derechos y crédi- 
tos de la sociedad contra el Gobierno, y que no solo nuda debe 
la sociedad á Velasquez sino que este es deudor á aquella de 
una cantidad importante según resultará del arreglo de cuen- 
tas que se haga. 

6 o Habiéndose llamado autos y mandado agregar para mejor 
proveer ad effectum w'dindi el espediente de tercería seguido 
anteriormente por Velasquez, y de que se había hecho mérito, 
la parte de March pidió que se corriese traslado de la terrería 
iFúnes, por haberse resuelto que este era también parte eu el 
juicio principal. Y habiéndose así proveído, el apoderado de 
Fúnes lo ovacuó á i". 05 dirieiido que tratándose de la compra 
de unos créditos que hizo linn-ía á Martin Velasquez. una sola 
cosa debe averiguarse en juicio para decidir de su validez, y es 
Ja de si la enagenaeion se operó en tiempo háliil, y cuando no 
pesaba ningún embargo sobre dichos créditos. Que después de 
levantado el embargo que se trabó anteriormente y antes de 
decretarse de nuevo, medió un intervalo de tiempo en que esos 
créditos estaban en libre disponibilidad durante el cual Don 




Martin Velasquez, apoderado de Funes que corría con la nego- 
ciación ante el Gobierno Nacional, los euagenó i García por 
escritura pública que corre agregada á los autos, cesión que 
reconoció el deudor cedido, quedando así García sobrogado en 
los derechos de Funes, y W aunque este dci,dor de March 
en nada podría perjudicar á García. Que ademas, March rebasó 
su demanda contra Funes limitándola contra Alurralde, y que 
no existiendo demanda contri» aquel, no podían embargarse los 
créditos que estaban ó su nombre, Que omite otras considera- 
ciones en atención á lo alegado por García, respecto á la liber- 
tad de los créditos que este lia adquirido, y habiéndose efec- 
tuado la enajenación en tiempo hábil, ningún acreedor de 
Funes ni verdadero, ni supuesto tiene derecho i mantener un 
embargo en perjuicio de tercero. 

Y considerando: i* Que las partes todas convienen en que 
los créditos entregados pertenecían originariamente á D. Auto- 
lin Kúnes, v que proceden de la proveeduría que este hacia | 
los colonos nacionales en virtud del contrato que para el efecto 

tenían con el Gobierno. 

& Que la parte de Alurratde confiesa que las harinas, cuyo 
precio le cobra March, han sido empleadas eu esa provee- 
duría que hacía en sociedad con Funes, lo que este no ha ne- 
gado en su escrito de f . G5, limitándose á alegar ano la demanda 
de March no es dirijida .-ontra él, sitió solamente contra Alur- 
ratde ; que la sociedad entre este y Funes no solo está probada 
por la confesión del primero, sinó que Umbicn resulta del con- 
trato de f.... del espediente agregado ad effectum videndi pre- 
guntado por I». Martin Vi-Ia^m-z apoderado de Funes. 

3- Que duda la forma de la sociedad entre Funes y Alurratde 
cuya cúpia corre A f. 8 de los autos principales, sin haber sido 
negada ni objetada por ninguno dolos sócios. Alurralde en sus 
contratos con March para la provisión de harinas á las Colo- 
nias, responsabilizaba los fondos sociales, puesto que esos con- 
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tratos se relacionaban directamente á lo* negocios para los 
que se habia formado la sociedad, articula 450 Código de Co- 
mercio. 

4° Que por consiguiente, los créditos cuestionados responden 
áMarch por el precio de sus harinas, aumque ellos no estén á 
nombre de la sociedad, sino en el de unos de los sócios, como un 
resoltado necesario de la forma de la sociedad misma, puesto 
que constituyen una parte del fondo social. 

5" Que estando esos créditos bajo el nombre individual de 
Funes, este pudo enajenarlos mientras estuvieron libres de 
todo gravamen 6 embargo, ya personalmente ú por medio de 
un apoderado constituido en legal forma. 

6 o Que D. Nicas» García aíirma en su escrito de demanda á 
foja 35, que cuando esos escritos estaban libres de embargo y 
de toda restricción, le fueron vendidos por Funes por interme- 
dio de su apoderado D. Martin Velasquez con plena autoriza- 
ción de aquel, y siendo este mismo cointeresado en su importe 
á mérito de contratos existentes entre Velasqtiez y Funes 

7 o Que este en su escrito de f. 65 no sulu no dice que él 
hubiese vendido ni cedido á García esos créditos, sino que 
afirma que éste hizo la compra á P. Martin Velasquii que era 
so apoderado para correr con la uegociacion ante el Gobierno 
Nacional, y que la enagenacion se hizo por la escritura pública 
que corre agregado en autos. 

8 o Que en esa escritura que obra á f , 3 con que se presentó 
García ante el Gobierno para acreditar la cesión n«» se dice que 
Velasquez le otorgase como apoderado de Fúnes, sino que, por 
el contrario, en ella aparece Velasquez como otorgante en su 
propio nombre, vendiendo á García un crédito que le adeuda 
el Gobierno Nacional. Que no cabe lugar a duda que es Velas- 
quez y no Funes el otorgante de esa escritura, no solo porque 
el nombre de este no aparece para nada en ella, sino también 
porque al final de la misma se hace espTesa mención de haber 
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hecho constar dicho Velasqmz que no está inhibido de dispo- 
ner de su» bienes, y esto para poder verificar la enagenaciou á 
que se refiere la escritura. 

0° q Ul . a ua en el supuesto de que esa escritura hubiera sido 
otorgada por Ve lasque* en representación de Funes, no habién- 
dose hecho constar así, ni certificando el Escribano que le au- 
toriza que el primero le exhibió el poder que tenia del segando 
para otorgarla en su nombre, tú habiéndose trascripto ese po- 
der, esa escritura seria nula, según terminantemente lo pres- 
criben los artículos 5, 7 y 8 c De las escrituras públicas * y 7i 
* Del mandato » del Código Círil. 

10. t¿uo I). Martin Yelazquez en virtud del contrato de que 
hace mérito García y que corre á f. 1 M del espedieute agre- 
gado, no ha podido enngenar válidamente en su nombre los 
créditos en cuestión por no pertenecer le, y porque ese contrato 
ni crea ni le da derecho preferente alguno sobre los mismos, 
&t-gun se resolvió por la sentencia corriente á f. 35 del espe- 
diente agregado, couürmada por mis fuud ame utos por la Su- 
prema Corte á f. 18. 

ü. Que por consiguiente 1>. Nicasio García no es dueño de 
los créditos cuestionados, y por 1) menos ha habido neglijeuci* 
por su parte, sí, como lo afirma en su escrito de demanda, los 
compró a Funes por intermedio de su apoderado Velazquez, sin 
eiijir que este le exhibiese la procuración qne lo autorizaba 
para vendérselos, y sin que esta la transcribiese en la escritura 
de enageuacion, en la que, como se deja espresado, ninguna 
referencia absolutamente se hace de Funes. 

Por estas consideraciones fallo no haciendo lugar a la de- 
manda de tercería dilucida á f. 34 por D, Nicasio Garda, 
dejando sus derechos á salvo contra D. Martin Velasquez por 
haberse vendido Ó cedido créditos ágenos, con costas. Repón- 
ganse los salios y notifíquese con ei original. 

Isidoro Albarractn. 
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nn«ios Aire», Agosto 26 de 188*. 

Vistos por s;.* fundamentos, se confirnu con costas la sen- 
tencia apelada de foja sesenta y nueve ; satisfechas las dt; la 
instancia j repuesto Iob sellos, devuélvanse los autos. 

J. R. GOnOSTUCA. — J. DOMINGUEZ. — 
— I LADISLAO FRIAS. — S. M. LASP1UR. 



CAUDA LXVII 



Don Demetrio Garcta contra varios colonos de la Colonia 
Ahear, del departamento del Diamante, sobre 
de contrato. 



Sumano. 
no 



Sin probar la existencia del acuerdo entre las 
haber contTato, ni obligación procedente de él. 



Caso. — Lo 
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Filio «el Juw l"**er«l 

ParanA, Mana 16 de 1882. 

Vistos los presentes autos, resulta de ellos : Que D. Demetrio 
García demanda ror el escrito de f. 5á los colonos rusos, que 
menciona, de la colonia Alvear establecida en el departamento 
del Diamante en esta Provincia, por no haber cumplido con lo 
estipulado en el contrato de f. 3 para hacer trillar los trigos de 
sus semenceras, con la máquina trilladora, que García hizo 
traer de Buenos Aires, inviniendo un fuerte capital en su 
compra ; y pide por lo tanto que dichos colonos le satisfagan el 
importe de loque se convino por el citado contrato, de cinco 
reales bolivianos por fanega de trigo, como si hubiese sido 
trillado por la máquina; respecto á que, el no haberlo trillado 
con ella no habia dependido de él, sino de los c donos que fal- 
taron á su compromiso, haciendo trillar sus trigos, con otra 
máquina del si- ñor Faqneln unos, y otros con caballos ó yeguas, 
causándole de este modo el gravamen de los gastos impendidos 
cu lacomptay coiidu-ciuu de la máquina que procuró é hizo 
traer, en el concepto únicamente, de que los referidos colonos 
no faltarían al compromiso del enunciado contrato, y pide, por 
lo tanto, además, que se les embargue á los rasos la venta del 
trigo cosechado, para que con él le respondan al cargo de los 
cinco reales por fanega. 

Admitida la demanda en esla forma y ordenado también el 
embargo provisional del trigo, bajo la responsabilidad del 
demandante, auto de f. 7 vuelta, corrido el traslado correspon- 
diente, contesta el apoderado de los demandados por el escrito 
de f . 21 que los colonos, sus comitentes, no habían celebrado el 
contrato de f. 3: que todo lo ocurrido por ellos, se reducía á 
que habiéndoseles dicho por un tal Kreusroan, «que hoy está 
prófugo, » si les convendría hacer trillar sus trigos con una 

T. XV ~' 
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máquina trilladora que el seiíOT García estaba dispuesto A com- 
prar y á hacer traer de Bueno-; Aires, le firmasen un papel que 
les presentó Krcusman en 1>1 ¿tn ••«>. asegurándoles que dicho 
señor Garcia quería ver sus firmas para saber los que tenían 
trigos, y que podrían ocupar la máquina que, cuino se ha dicho, 
trataba de comprar: que en esta inteligencia no tuvieron difi- 
cultad en poner sus firmas 1 os que sabían escribir; pero sin 
creer que quedarían comprometido* sujetándose ¡i una obliga- 
ción de indispensable cumplimiento, etc., etc. 

Keciuida la causa ú prueba pnr auto de f. 29. se ba presen- 
tado por parte de los demandado-; la que corre de f . 33 ú f. 53 y 
por la del demandante ¡a de f. 50 á f. 90, con mas las porciones 
def. 120 á f. 158, 

Y considerando: I» Que por la prueba de f. 33 á f . 56 y aun 
de las posiciones enumeradas resulta acreditada la excepción 
con que los demandados contestan, asegurando que solo fir- 
maron un papel en blanco, en la creencia de lo que le fué dicho 
por intermedio de Kreiismau. sobre el objeto para el cual e^te 
les Tequiriú sus firmas, pero sin estipulación de compromiso 
que tos obligara; y que es en este sentido ó conformidad que 
los declarantes de las fojas citadas, en su mayor parte esponen 
€ unánimemente j que el referido Kreusman se apersonó á la 
Aldea Viscacheras para recojer firmas de los colonos ; lo que 
Tiene á producir una atestación conformo ü mayor de la reque- 
rida por la ley 1 17 del título 18 partida 3 a , que solo determina, 
como suficiente, la declaración de dos testigo- contestes y sin 
tachas, pira comprobar la falsedad de un documento privado, 

2 1 Que de las de f. 50 á f. 96 y las de f. 120 á f. 158 produ- 
cidas por el demandante, aparece: que todos los deponentes 
son testigos de oídas ; pues que r.ínguuo de ellos ase¿y*fti haber 
visto lirmar el contrato de f. 3 í menos ponerse de acuerdo 
al demandante y ¡í los demandados en las cláusulas ó contenido 
del enunciado contrate, como es de necesidad, para acreditar 
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su celebración, con arreglo ó lo determinarte por el artículo 

i" del título V sección 3' libro 2 o del Código Civil, ni tampoco 
ap.reee de untos que hayan sido confirmados los dichos de los 
Ules testigos de referencia, con el testimonio de las personas 
a quienes diem haber oido esponer Jn que ellos declaran ; lo 
que viene ¿corroborar también ¡a inverosimilitud de lo ates- 
tado por ellos, aun con presciencia de las tachas opuestas 
contra varias de esos testigos : ra/on, por U que, nada importa 
omitir toda consideración sobr; la importancia de la legalidad 
ó ilegalidad de dichas lachas. 

3" Que en consonancia con !o dispnesío por el Código Civil, 
no puede haber contrato, cuando no se prueba haberse puesto 
de acuerdo como se ha didm, entre los contratantes, y que en 
,•1 ca<o presente ese acuerdo no puede ni suponerse, que lo haya 
hífeúh entre el seüot García y los colonos demandados, desde 
que- siendo estos estrangeros y no conociendo el idioma del paía, 
m aquel el de otos, no ha figurado en la celebra-ñon del con- 
trato ningún intérprete o intérpretes que les hubiesen hecho 
entender aquello á que cada uno de los contratantes se com- 
prometía. 

4" Que aun cuando Kreusman. coi oeedor del idioma de loa 
rosos hubiese sido el intermediario, de que se valió el señor 
Uarohi, para celebrar ese contrato con los colonos á nombre de 
él no hav constancia de que lo hubiese hecho con arreglo á lo 
que prescribe el articulo 25 del capitulo 2". sección, título y 
libr.. citado del Código Civil, ni menos la ratificación requerida 
pur el articulo 26 .u^iguieute al diado; pm s que, ni aparece 
declaración alguna de este, que pudiera siquiera apoyar de 
aigun modo, lo apuesto por el demandante. 

5" Que siendo lo* demandólos 28, por ser estos solamente 
rom - se dice en la demanda los que. ¡altaron al compromiso del 
, tn tTato de f. 3 firmado, no so!o por ellos sino por los demás 
que aparecen firmantes dd co.it -n, no se ha presentado A 



ninguno de estos (que se dice cumplieron el contrato) para 
acreditar que realmente se contrató y que fué por cumplir con 
ese contrato que ellos hicieron trillar sus trigos con la máquina 
del señor García. 

6 o Que además de lo espuesto no puede considerarse ninguna 
otra cosa en lo alegado por el demandante como de roa- 
gruenciaá la cuestión, desde que, como queda dicho, no aparece 
de autos ningún dato ni prueba que justificar pueda la legal 
comprobación del contrato de f. 3, para poder ser obligatorio. 

Por tales consideraciones y ley es citadas definí ti va mente 
juzgando fallo: no haciendo lugar ú la acción interpuesta por 
el demandante señor don Demetrio García, contra lo* colonos 
tusos que menciona en su citado escrito de demanda; dispo- 
niendo igualmente que sl> lerante la proliibicion provisional 
ordenada por auto de f. 9 vuelta, sin perjuicio de los reclamos 
que por ella pudieran hacerse con arreglo A derecho, con costas. 
Hágase saber y repuestos los sellos y timbres, archívese estos 
autos sino fuese apelada en tiempo esta resolución. 

Antonio Zarco. 

Falla de I* Suprema Corte 

Bueno* Aires, AgoMo 29 de mi. 

Vistos: per sns fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento setenta y ocho. Satisfechas las de 
la instancia y respuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

J. B, COnOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
V LADISLAO FRIAS.— 8. M. LASPllR. 



CACHA LXÍIII 



D> Dolores Vidria de Ragnudel en terrería de dominio, sobre 
unos sitios embargados en la ejecución de />. Augusto 
ReynaU, contra IK francisco ÍUujoudei. 

Sumario, — La prueba de que un inmueble haya sido com- 
prado para la mujer, con su consentimiento y dinero, y con el 
fin de adquirir ella la propiedad, debe resultar de la misma 
escritura de compra. 

Caso. —So comprende leyendo el 

FkIIo del Ju» Federal 

Mon^J nía. Mano 3 do 1882. 

Vistos estos autos de tercería seguidos por D" Dolores V. de 
Eagoudet, solicitando ser declarada dueña y restituida á U 
libre posesión de unos sitias ubicados al costado Norte del mo- 
lino conocido por de Ragoudet en el departamento de Lujan de 
esta Provincia, embargados como de propiedad de su esposo D. 
Francisco Ragoudet en juicio ejecutivo seguido en su contra 
por D. Augusto lleynals. 

Con lo alegado y contestado por el ejecutado y ejecutante, el 
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primero de los cuales adhiere y el segundo se opine A la peti- 
ción de la demandante, articulando no ser bastante con arre- 
glo a derecho el documento en que se funda. 

Y considerando: I" Que es disposición espresa legal (art. 56 
deltít. De la Sociedad conyugal .leí < údigo Civil), que los bie- 
bienes adquiridos durante el matrimonio que no lo hayan sid" 
por herencia, legad-», ó donación ¡i uno s*du de los cónyuges, 
deben reputarse gananciales, aunque la adquisición baja sido 
hecha i nombre solo du uno de aquellos, mientras no he pruebe 
lo contrario. 

2° Que esta prueb i en ..-1 ra-n en m stion, ú nri existí*, ó m 
del todo delieiente, consistiendo, como nnwste únicamente en 
el documento privado de f. 2 que no constituye por si solo una 
prueba concluyente de el eo.it n! o d»' r-usj í*r:t - \ eut.i ;i que 
refiere baya m I » celebrado con la demandante, ó de que. é>ta 
haya prestado su con entimientó, -i fué - eleljrado por su marido 
con su nombre, no conteniendo como nu <-o:itie:i ■ su firma, ni 
es bastante tampoco por su naturaleza m acreditar su fecha res- 
pecto de terceros con arreglo al articulo £'i 'leí lí ulo V He fax 
instrumentos ptWádo$ dtd CódigftCifíL 

3 o Que aparte de esto, dicho documento no sathf.iCc tampoco 
las exijencias del artículo 30 del título primor amenté citado del 
Código Civil, por cuanto, aun en el supuesto de que la compra 
de su referencia haya sido hecha por la demandante y para la 
demandante, nu se lia c onstatado que lo haya sido din dinero 
de ella, no alcanzando el valor de su hijue a hereditaria con 
que se pretende haber abonado los sitios en cuestión al de su 
precio, y no alendo admisible la alegación de que este fué cura* 
piolad. > con el valor de otros bienes propios de aquella; 1° 
parque no se espresa ello, según os de necesidad legal, en el do- 
cumento en cuestión, y 2? porque no cansía %ttit -Helios bienes, 
á existir, fueron realmente vendida por Rag»udet é invertido 
su valor en la compra en me stion. 



DE JUSTICIA NACIONAL 331 

A" Que de estos antecedentes y no habiéndose demostrado 
por prueba alguna independiente del documento de f. 2 que el 
ejecutado posea los bienes *?n cuestión á nombre déla deman- 
dante, como administrado: délos bienes conyugales y no á nom- 
bre y por derecho propio, debe concluirse que es de este último 
modo que los posee (art. 5li citado del tít. De la sociedad con- 
yiiifid del Código Civil). 

5 a Que la prueba misma de la posesión á nombre de la 
demandante no bastaría ;i establecer la sinceridad ¡í la fecha de 
aquel título en que funda su derecho la demandante con arre- 
glo á. la mas común doctrina, (Demolombe Cnr, ite Derecho Civil, 
tom. 20, n" r»7"2; Aubry y U;iu, § n" 134). 

fí" Que después de todo esto es forzoso decidir que, aun 
prescindiendo por completo, como se ha prescindido hasta el 
presente, de las diversas circunstancias de los autos, que ponen 
en duda la autenticidad del título en cuestión, cuales son: 
primero; la de aparecer el entendido cu 1871 en papel sellado 
de 18(51, ú sea de diez años atrás al de su fecha; segundo, la 
de hallarse contradicho por su propio otorgante D. Vicente 
Jiménez, quien es presa que sus cláusulas sini falsas pues fué 
hecha por y para Hagnudet puramente, en «"poca, en que éste 
era soltero aun, y que lo i's también la fecha de su otorga- 
miento, pues lo estendió dos ó tres meses antes solamente de 
la terminación de este juicio por pedido de Kagondet, quien le 
hizo entender que no había peligro ninguno de ello, y que no 
tenia otro objeto, que muñirse de un título de que hasta enton- 
ces carecía (declaración de fs. L 2I vnelta>; y tercero liiulmeiite, 
la de hallarse en parte corroboradas estas aserciones especial- 
mente por la declaración de f. 87, de hab t edificado Ragoudet 
en parte de los sitios en cuestión antes de la época de su casa- 
miento; el título en que se funda la demanda, es, como Jo pre- 
tende el ejecutante, insuficiente á fundar el derecho de propie- 
dad que por ella so pretende. 



Por tanto, definitivamente juzgando : declaro no haber logar 
i la tercería deducida. 

T por lo que resulta en cuanto á las contradicciones que se 
notan entre las declaraciones U-st ¡muñíales producidas en esta 
causa y consiguiente perjuicio que pueda existir : pá^en^e estos 
antecedentes al Procurador Fiscal. Hágale sauer con el original 
y repóngase el papel. 

A . de la Torre. 

Fallo de la Suprema Corle 

Buenos AiníS, Agosta 31 de 1882. 

Vistos poT sus fundamentos, so confirma ron costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento nueve; satisfechas las de la ins- 
tancia y repuesto los sellos, devuélvanse los autos. 

J. B. GOROSTUCA. — J. DOMINGUEZ. - 
ULAU1SLAO FiUAS. — S, «. LA&PlL'R. 
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Oon Üavitl Bruce contra Don Ernesto d* las farrera*. sükre 
repetición de pitgn indebido. 

Sumaria. — El pugode intereses, ga-tcny costas, hecho para 
cumplir una sentencia que no los mandó pugur, s indebido y 
puede ser repetido. 



í'ítto, — Don Parid liruce tuvo sociedad con don Ernesto do 
las Catreras. 

Se siguió un juicio de liquidación, en el que los arbitros 
mandaron que liruce pagara ú Carreras 371,401 ni c. 
El laudo fué declarado válido. 

Carreras ejecutó á liruce por la suma de 271,491 # m c, 
por haber abonado cien mil pesos. 

El Juez por sentencia ejecutoriada ordenó el pago con los 
intereses y costas del juicio ejecutivo, excluyendo lus del juicio 
principal. 

Se mandó liquidar las costas é intereses á cargo de Bruce* y 
t-l actuario liquidó la suma de 2,758 $ 25 centavos fuertes, que 
Bruce pagó. 

En esa suma se incluyeron los intenses d*-] dinero desde el 
r, xv 
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día de la demanda ordinaria, las costas del juicio principal, y 
los gastos del poder que en dicho juicio otorgo Carreras al Dr. 
Luis Rueda. 

Bruce alegando que había pacido dicha suma por error, 
siendo indebida, dedujo demanda por reslitucion de la misma. 



Falto del Jufi Federal 

BiiH»ns Aires. í teinbre 8 de 1882 

Vistos e*tos autos y la acción deducida por don David 
liruce ¿ f. 120. y de que resulta: 

1° que en vista de que después de pagarse el saldo que arro- 
jaba la liquidación de f. 117 á 1 18, el spíi.t límw alegando 
que hav error en dicha liquidación en cuanto á los intereses 
que se han imputado, al pago de un poder y de una partida ñor 
cosías de actuación perteneciente á otro Juicio, demanda ia 
devolución de la suma á que alcanzan esas partidas como inde- 
bidamente pagadas. 

2» Q ne corrido traslado de esa demanda los demandados han 
alegado- que había aprobación judicial á la liquidación ; y per 
tanto seria violar la cosa juzgada, abrir de nuevo la discusión 
sobre ella; pero que admitiendo que no hubiese cosa juzgada, 
las partidas que se observan están I ntimamente imputadas, 
pues Bruce antes de manifestar su conformidad tuvo en su 
poder esa liquidación por dos dias. — Que la seguuda par- 
tida de intereses que se objeta, se debiau á pesar del embargo 
6 depósito, pues solo por la consignación se cancelan las deu- 
das y cesan los intereses. — Que la partida de costas obser- 
vada, no era mas que las costas que correspondían á Bruce 
solo, en el juicio principal, y que la partida por el poder no es 
por su valor total sitió por el que correspondí!, con su copia, 
en este juicio de apremio. 
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Y considerando : 1 1 Que la acción deducida es de repetición 
de lo pagado ¡Mr emir, s.-yun se contiene expresamente en ia 
demanda de f. i 20 fundándola además, el actor, eu el artículo 
61, titulo Del payo, Código Civil ; y aunque se invoca en el 
cuerpo de esa demanda que hubo presión para obligarlo á pre- 
sentar el escrito de f. I lí>. aprobando la liquidación y pidiendo 
conjuntamente y á la vez que se pagara á su acreedor, uo se 
hace valer ni se indica siguiera que esa presión fuera de tal 
naturaleza, que pudiera haber importado una verdadera coac- 
ción, y por lauto no pueden tomarse esta* insinuaciones 6 
referencias, como motivos ó causas de un error en hecho ó en 
derecho. 

2" Que si bien es cierto que en la misma demanda se con- 
tienen impugnaciones detalladas á la liquidación, sosteniendo 
que en ellas han habido errores de parte del liquidador, no lo 
es menos que na se indica en parte alguna e! error que pudo 
haber sufrido el demandante Bruce para creerse deudor de esa 
suma, ni los motivos que lo indujeron en él ; y por lo mismo 
el Juzgado no ha podido recibir á prueba estos hechos que no 
se habian alegado, y que son sin embargo de la esencia de la 
uccíon, según el artículo mismo del Código Civil, que invoca la 
parte de Bruce. 

3 o Que aunque en el informe in t> ore se alegó que á pesar de 
aprobada una liquidación, la Suprema Corte hubia declarado 
que podia reverse conteniendo errores maniüestos ó contra 
sentencias, no existe la analogía que se ha pretendido hacer 
valer con la cansa 64 tomo IX, série 1\ Fallos de la Suprema 
Corte, tanto porque en el presente caso se ha deducido la acción 
de repetición por lo indebidamente pagado (según queda esta- 
blecido) como por cuanto y principalmente en la causa que se 
invoca se trataba de una liquidación observada antes de que se 
hallase aprobada, y sin que se hubiese pagado el saldo que 
arrojaba, y antes por el contrario era para oponerse á ese pago; 
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j que por el escrito mismo de demanda se ve que las reclama- 
ciones que se deducen se formulan contra la liquidación, que 
dejó de figurar en ese carácter por la aceptación y pago sub- 
siguiente, y no es, por tanto, la causa de haberse entregada 
el saldo. 

4 o Que aan suponiendo que se hubiera alegado que Bruce 
padeció un error al creerse deudor del saldo de la liquidación, y 
que eso lo indujo á pagar, no puede concebirse que se pudiera 
justificar, desde que nn podia alegar ignorancia de las actua- 
ciones pasadas en un juicio cu que era parte principal. 

Por estas consideraciones, fallo, absolviendo á don Krucsto 
de las Carreras de la presente demanda intentada contra él por 
don Daniel Bruce, sin coatas, y denunciándose en el dicho 
escrito de demanda de f. 120, abusos grave* del actuario, pá- 
sense en vMa al Agente Fiscal, notifíquesc orijinal y repón- 
ganse los sellos. 

hithro Albarrnrin. 



t ullo Úe I» BupreHM € orle 

Buenos Aires, setiembre 2 Je 1881 

Vistos ; y resultando comprobado por la planilla de foja 
ciento iliezisiete, el pago indebido que ha hecho el demandante 
de los intereses que se le han cargado desde la fecha de la 
demanda ordinaria, así como del poder presentado por el doctor 
Rueda y de todas las costas de ese juicio, contra lo dispuesto 
por la sentencia de esta Corte de foja dos vuelta y auto del 
mismo Juez de Sección á foja ciento once vuelta. 

Que en consecuencia es procedente y fundada la repetición 
deducida de lo indebidamente pagado, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos sesenta J uno y sesenta y tres del 
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capítulo < De lo dado en (tajo de lo que no se debe, del Código 
Civil. 

Por estos fundam-nto*. la < Vte revoca la sentenn i apelada 
de fojas-, j oTdena la devolución al demandante de la suma i 
que alcancen las partid is A que >«• h* li^lio ;ui iba referencia, 
como pagado eontra lo juzgado y sentenciado. 

Satisfechas las rostas de esta instancia y respetos tai 
sellos, devuélvanse los autos. 

j. tt. GOttOSHAüA. J toOmSKl'El. 
I LADISLAO FHIAS. S. H. I.ASPIUR. 



CAVftt I**! 



0. José Mane contra la Empresa del Ferro-Carril á Campana; 
sobre estimación de daños y perjuicios 



Sumario . -I o El silencio del demandado respecto í deferirse 
al juramento estimatorio del demandante el importe de los 
perjuicios sufridos debe considerarse como asentimiento. 
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í" El máximum dentro del cual debe jurar el actor, cor- 
responde esclusivamente al Juez el fijarlo. 

3 o Cuando el máximum indicado por el actor esta en grave 
desproporción con el que, pOT las circunstancias del caso, se 
fija por el juez, no debe imponerse al demandado el cargo de 
las costas. 



Caso, — La Empresa del Ferro-Carril á Campana fué con- 
denada á pagar á \). José Blanc los daños y perjuicios sufri- 
dos por la demora en la entrega de un baúl, que resultó conte- 
ner ropa de uso, 

Blanc entabló la demanda por pago de los daños, preten- 
diendo que se difiriese á su juramento estímatorio dentro del 
máximum de cuarenta mil pesos papel de Buenos Aires, 

Fallo del Juer. de Seeelon 

It uenos Airea, Junio 11 de 188Í 

Vistos estos aulos seguidos por I). Francisco Auriac, en re- 
presentación de Ti. José Blanc contra la empresa del Ferro 
Carril á Campana sobre estimación de daños y perjuicios. 

Resulta: Que este juicio tiene por antecedente el que el 
mismo II. José Blanc siguió contra la empresa mencionada 
sobre entrega de un baúl de equipaje, y resarcimiento de los 
daños y perjuicios ocasionados por la demora, en el cual se 
dictó sentencia á foja, Gí) del espediente tetra l), condenando 
á aquella ú pagar al demandante los daños que justifique en 
juicio habérsele irrogado por la demora en la entrega del baúl 
con el contenido reconocido á foja 16, desde el 15 de Enero al 
i° de Marzo de 1878, 
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Resulta: Que á este Un el apoderado Aun*: ocurri6 al juz- 
gado á foja 72 del citado espediente (letra D) esponiendo que 
su representado se había encontrado privado de toda su ropa 
de uso en el tiempo indicado, Uniendo que hacer pastos para 
comprar lo mas necesario para presentarse decentemente á 
gestionar sus derechos; que tenia también que presentarse 
ante las autoridades militares de Francia para eompurgar la 
pena que tienen los que no acuden al llamado de las leyes de 
conscripción y que para evitar los perjuicios que teman que 
resultarle había hecho algunos gastos; que á los pocos día* de 
detenérsele indebidamente el baúl, tuvo que aluzar una pro- 
posición ventajosa que *e le hacia porque había que decidirse 
inmediatamente y esto no le era posible. 00*4 hubiera tenido 
que abandonar los intereses que gestionaba, que repintaban 
todo lo que poscia: que dados estos antecedentes no era posible 
cumplirla parte dispositiva de la sentencia sino difiriendo á 
IManc el juramento estimatorio autorizado por nuestras leyes 
y que en consecuencia pedia del Juzgado que fijase la canillad 
de cuarenta mil pesos moneda corriente, ó .sean mil seiscientas 
pesos fuertes dentro de la cual deberá jurar el actor el importe 
de los perjuicios sufridos. 

Hesulta: Que de esta demanda se corrió traslado al repre- 
sentante de la empresa por auto de foja 70 <l™u kWtM ™ 
rebeldía de evacuarlo dentro del término legal según lo com- 
prueban las actuaciones de foja, 11 á 13 de este espediente 
^letra C viniendo en seguida la causa para su resolución de- 
finitiva. 

Y considerando: 1" Que estando el demandado obligado a 
contestar, confesando ó negando los hechos establecidos en la 
demanda, su silencio debe tomarse como un asentimiento á la 
proposición del actor de que se le difiera el juramento estima- 
torio del daño sufrido, atento lo dispuesto en el artículo 86 de 
la Ley Nacional de Enjuiciamiento; siendo de notar que este 
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es el único punto que puede ser materia de su conformidad ó 
disconformidad, porque el relativo al quantum que ha de fi- 
jarse como máximum para el juramento es del resorte esclusivo 
del juez que lo determina con arreglo á las circunstancias del 
caso. 

2" Que además en vista de la rebeldía en que lia incurrido 
la parte demandada, el juzgado está en aptitud de deferir á lo 
pedido [iot el actor si /o encuentra justo (artículo 185 de la 
ley citada; ; no pudiendo dudarse que la naturaleza dei perjui- 
cio irrogado A Blanc privándolo por dos meses y medio del uso 
de un poco de ropa escapa á la prueba concreta del quantum de 
ese perjuicio, no habiendo por consiguiente otro medio de fijarlo 
que el juramento estimatorio, deacu rdo con la ley 5 a , título 11, 
part, 3"; pues en cuanto á que la Empresa debe papar los per- 
juicios sufridos por Blanehay cosa juzgada. 

3" Que para fijar el quantum dentro del cual debe jurar 
Blanc» el juzgado no puede dejar de tener presente que se trata 
como se ha hecho notar ante<, simplemente de la privación 
durante dos meses y medio* de un poco de ropa de oso, cuyo 
valor seguramente no alcanza á diez mil pesos moneda corriente 
aplicándole los precios fijados por el mismo demandante en su 
nota de foja 4 (espediente letra D). 

A° Que también debe tenerse presente que el actor estimó en 
la suma de cuatro mil pesos moneda corriente, cuando aún se 
hallaba bajo la impresión desagradable producida por la pér- 
dida de su baúl, lo que como es natural lo induciría á exajerar 
su reclamación, y tan solo veinte dias antes de serle devuelto. 

5" Que los hechos articulados en la demanda de foja 72 (espe- 
diente D) son de tal modo vagos ú indefinidos y tan ágenos al 
juicio como es, por ejemplo, el referente á una proposición ven- 
tajosa que dice el actor tuvo que rechazar por dedicarse á la 
reclamación de su baúl, que no puede legalmente considerarse 
como causa genumdora de perjuicios directos é inmediatos como 
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consecuencia necesaria de ti no entrega del baúl á su debido 
tiempo, úuico que la ley reconoce de iegítimo abono arUculo 
2" tit. 3. Lib. % 8ec. I a , Código Civil; alendo de advertir que 
osla causa de daño, pudo hacerse desaparecer como en efecto 
ae hizo con el nombramiento de un apoderado, cuyos honorarios 
ha satisfecho largamente la empresa. 

tí o Que en presencia de estos antecedentes el máximum de 
cuarenta mil pesos que indica el actor, dá á la demanda la apa- 
riencia de una aventura hasta el estremo temeraria, por cuyo 
motivo no puede en manera alguna imponerse á la empresa el 
puso de las costas causadas en este incidente. 

Por estos fundamentos, y en virtud de lo dispuesto en la ley 
Y tit XI part. 3' fallo declarando que la empresa del rerro 
Carril á Campana debe pagar á 1). José Blanc como indemni- 
zación por la demora de dos me.es quince días en la entrega 
( ,e un baúl conteniendo ropa de uso la suma que este juro 
dentro de la de veinte pesos fuertes, que el jugado lija como 
máximum, debiendo pagar cada parte sus costas. Noüfiquese 

original. 



rallo de I* mtprem* Vmrtr 

Buenos Airea. Setiembre 5 de 1HM- 

Y Mus- por sus fundamentos, se confirma la sentencia ape- 
lada de foja veintinueve. Satisfechas las rostas de la instan- 
cia y repuestos los sellos, devuélvanse loa autos. 

J It. GOROSTUGA.— J- DOMINGUEZ— 
UUDISLAO FBIAS. — S. M. LASPIUR. 
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< AINA LXX1 



Contm el Dr. IK Cntiann Valderm y ÍK Antonio í zvi, por 
violación de ta leij .\arianni de Elecciones. 



Sumario. — 1" Los escrutadores nombrado* para las elec- 
ciones de Diputados Nacionales, que abandonan la mesa, ro- 
meten una falta que debe ser penada. 

2 o Dicha falta es mayor en el escrutador qtn* abandona la 
mesa, llevándose una de las llaves de la urda. 

3 o No es escusa bastante la de que el Presidente de la mesa 
haya cometido irregularidades. 

4* Los juicios sobre infracción de !a ley de elecciones deben 
ser breves y sumarios, (i). 

Cojo. — La esplica el 

fr ailo del Juei rte Sm«H»« 

Paraná, de 1A82. 

Vistos : y resultando de ta presente sumaria seguida en con- 
formidad á lo que prescribe el artículo 71 de la ley electoral 

(l) E»ta mi una doctrina fué adoptada por ta Suprema Corle en un ra- 
cano de hecho resuello el mismo día h de Setiembre Je 1882. 



vigente, seguida contra el Dr. D. Casiano Calderón y D. Anto- 
nio Uzin; por haber abandonado el puesto de escrutadores que 
ejercían en clase de titulares de la mesa de la primera série 
del Registro Cívico» en las elecciones de Diputados Nacionales 
practicadas en esta ciudad el día cinco del corriente i y por 
haber el enunciado Dr. Calderón lleudóse ademas una de las 
líate» de la urna, destinada al deposito de las papeletas de 
votos de los electores, según lo que se espone en la nota de 
foja 2 que denunciando estos hechos se pasó á este Juzgado 
poT el Presidente de dicha mesa, adjuntando el acta de f. i* 
labrada y firmada con asistencia de 1-8 escrutadores suplentes 
que fueron llamados d reemplazar a los indicados titulares. T 
resultando también que todo lo espuesto en la denuncia hecha 
por la citada nota de £ 2 ha sido j.istilioado y comprobado por 
las declaraciones de i"... á f... que han sido recibidas á los mis- 
mos sumariados. Y visto ademas lo dictaminado al respecto 
por el Procurador Fiscal. 

Considerando: 1" Que los escrutadores titulares I). Casiano 
Calderón y D. Antonio Czin, en las elecciones que tuvieron 
lugar el Domingo 5 del presente, se encontraban instalados en 
el ejercicio de su cargo, cuandu lo abandonaron separándose de 
la mesa á que pertenecían, como lo acredita lo declarado por 
ellos misinns. dando lugar con ese hecho a que hubiera podido 
producirse una interrupción escandalosa en aquel solemne acto 
popular para el cual. ;í lio de que no pueda ser suspendido, 
designa la ley de elecciones tas disposiciones contenidas en el 
artículo 49 del título 4*. 

2° Que esos preceptos son los únicos que deben ser observa- 
dos y cumplidos cuando se presentan dificultades, ocurriéndose 
en conformidad á lo que la misma ley determina en el artfc 
30, sin que haya facultad para proceder de otro modo 
infringirla. 

3» Que los citados escrutadores han faltado con su separa- 
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cionde la mesa á que per! rucian á los preceptos legales que 
le dejan citados y al deber que lea estaba impuesto en el ejer- 
cicio de tal cargo, sin que haya hechos probados que justificar- 
les pueda su separación de la mesa, 

4 o Que por otra parte las escusas ó causas que han espuesto 
en sos respectivas declaraciones no pueden ser consideradas 
como bastantes ; desde que no se detallan hechos ó motivos 
especiales determinados por los que se pueda colegir siquiera 
alguna clase de coacción ó de violencia ejercida contra ellos para 
cortarles el ejercicio ó desempeño de sus funcione*, 

5 o Que ademas al hecho de deserción que lmo de su puesto el 
Dr. Calderón, agregó la falta de haberse llevado la llave do la 
urna que le había sido confiada por la mayoría de los escruta- 
dores, con lo que vinoá reagravar su culpabilidad, produciendo 
el conflicto de haberse tenido que emplear el medio violento de 
descerrajar la urna y de levantar el acta do f. t' causándose 
atraso en el escrutinio. 

6 o Que por lo ocurrido, en fin, según pur lo que se deja de- 
mostrado y se halla constatado en la sumaria, aunque no cor- 
responda la aplicación de la pena impuesta en el artículo 63 de 
la Ley Electoral por no aparecer falta de inasistencia en los 
citados escrutadores encausados, sinú de abandono de la mesa, 
en ta cual ya se hallaban instalados y en ejercicio cada uno de 
su cargo, han cometido una falta que aunque no esté prevista 
con penalidad determinada, queda no obstante regida por lo 
dispuesto en el mismo artículo 69 de la misma ley. 

Por tales fundamentos definitivamente juzgando, fallo, con- 
denando al Dr. I). Casiano Calderón y á 1). Antonio Uzin por 
faltas cometidas en el ejercicio del cargo de Escrutador es, impo- 
niendo al primero ta multa de 80 pesos fuertes y al segundo la 
de 30 igualmente fuertes con aplicación a lo determinado por 
el artículo 70 de la referida ley. A este efecto pásese la respec- 
tiva nota al Receptor de rentas provinciales; y póngase en 





conocimiento del Gobierno de la Provincia por igual nota. 

Satisfáganse ademas las costas procesales por los multados, en 
c»mun y repónganse los sellos. 

Antonio Zarco. 

VISTA OEL SEÍOft l*ROCUftADOR tiEMEEML 

Suprema Corte : 

Los procesados Calderón y 1'zin han sido llamados ¿declarar 
unte el Sr. Juez ; bau reconocido el hecho de que se les hacía 
cargo? han opuesto ¡i la vez sus excepciones, Hánse llenado así 
las formalidades esenciales del juicio, y el recurso de nulidad 
no es procedente. 

No es tampoco fundado el de apelación. 

La excepción opuesta pur los escrutad' res que abandonaron 
sus puestos no es en manera alguna atendibles y el Juzgado 
con toda razón la ba descebado. 

No basta decir que el Presidente de la mesa no daba cum- 
plimiento á la ley. 

Kra necesario precisar los hechos. V aun admitiendo alguna 
irregularidad en el procedimiento del Presidente, no era esta 
una razón bastante para que los escrutadores abandonaran sus 
puestos y menos para que llevaran la llave de la urna. 

Pido por lo espuesto, la continuación de la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 

1'ftll» de I* SupreM» Vori* 

Bueuoi Aires, Setiembre ¿ Je 188i. 



Vistos: por sus fundamentos y de conformidad con lo ea- 
puestoy pedido por el señor Procurador Ueneral en su prece- 



dente vista, se confirma el auto apelado de foja trece vuelta ; 
satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuélvanse los 
«otos. 

J. i; GOROSTIAGA. — J. D0M13GIEZ. — 
ILADISLAO FRIAS. — S. M. LASP1UR. 



CAL KA LIXII 



Et t tsro Nacional contra ia empresa del Ferro-car r ti 
Argentino del Este, por cairo ejecutivo 



Sumario. — \ u Us cuentas sacadas cíe los libros de la Aduana 
tienen fuerza ejecutiva. 

2 o La excepción basada sobre un contrato de exccncioit, 
limitada á ciertos artículos, no es admisible contra las cuentas 
qne se relieren á artículos que no se ha probado hallarse com- 
prendidos dentro de los límites de dicha ejecución. 



CíWQ. — Lo esplican la vista del Señor Procuradur General, 
7 el 
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Fallo «el 



Paraná. M»y<> 11 de 1882 

Vistos y considerando: Que del presente espediente ejecu- 
tivo seguido á instancia del Procurador Fiscal contra la empresa 
del Ferro-carril del Kste Argentino ñor ta suma de 1758 pesos 
91 centavos fuertes que esta adeuda al Fisco por derechos de 
Vduana, conforme á lo que demuestran las planillas de foja i' 
ú foja 7 y de las liquidaciones de foja 8 á pasadas por el 
Administrador de lientas de Concordia con la nota de foja 10, 
resulta : 

1- Que la demanda ha sido admitida en la forma interpuesta 
por ser presentada con documentos que tíeuen el valor de 
instrumentos públicos, según lo determina el título 3", Sección 
2\ Libro 2", < o ligo 1 ivil, y que traen apareja-la ejecución. (Fa- 
llos de la Suprema Corte, Serie 2*, Tomo *% Pájina 403). 

r Que á pesar de la presentación de tales documentos, la 
empresa ejecutada ha opuesto la excepción de inhabilidad det 
titulo m »«• 9t ' Ü fetiiaad» ofreciendo comprobarla ; pero que 
tramitado el artículo de la exception en la forma correspondien- 
te no aparece de autos que se huya presentado documento ó 
prueba que justificar pueda dicha excepción. 

3" Que ademas, aun tomando en consideración todo lo alegado 
por la empresa sobre las liquidaciones de foja 8 y foja 9 prac- 
ticadas en conformidad con lo ordenado por el Supremo decreto 
de 25 de Junio d»l 77, nada de lo que se ha espuesto, puede 
argüir contra la legalidad de los procedimientos arreglados, con 
el Supremo decreto que funda sus disposiciones en lo explícita- 
mente determinado por la ley de 9 de Setiembre del 72, Regla- 
mentaria de los Ferro-carriles. 

4 J Que por otra parte, aun cuando por el artículo il del 
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contrato de concesión del Ferro-carril del Este Argén ti 
según la copia presentada á foja 38, se haya estipulado la 
exoneración de derechos fiscales á todos los útiles y articules 
necesarios para la construcción y consumo de dicho Ferro-car- 
ril; esto no ha podido obsi r á lo ordenado por el enunciado 
do decreto del 25 de Junio, puesto que no destruye, ni limita 
para lo necesario ul esclusito consumo de la empresa, desde 
que no se halla justificado por dato alguno que se haya cobrado 
derechos por artículos de que .necesitare paTa ese consnm» y 
que por tal causase encontrara perjudicada. 

Por tales fundamentos y consideraciones, con mas La» aduci- 
das ea conformidad por el Procurador Fiscal en su escrito de 
fojas i7 a 56. Definitivamente juzgando fallo: no haciendo lugar 
á ta excepción interpuesta por la empresa ejecutada, debiendo 
llevarse adelante la ejecución, eon costas. Repónganse los 
sellos y timbres. 

Antonio Zureo 




VISTA DEL SESOR PROCLBAUOR GENERA!, 



Suprema Corte; 

Este asunto sencillo en sí, viene complicándose con ¡argos 
alegatos y crecidas actuaciones, tomando á la vez un giro que. 
no vacilo en decirlo, uo puede estar en armonía con la 
voluntad de una empresa seria, ni con los intereses del mismo 
Estado, responsable en definitiva por la garantía que Le 
presta. 

Los antecedentes pueden concretarse en pocas palabras. 

ris bien sabido que Jas empresas de nuestros íerro-carrile* 
gozan todos del privilegio de introducir los artículos que nece- 
sitan para su consumo, libres de derechos. 



•- •• - ■ ■'■ — • ■ '■ •* y •■ ' . • - -- ■£■ 

DI JDSTICU fUClOBAL 



No es necesario decir que esta concesión no podría ser ¡limi- 
tada. 

El Poder Ejecutivo en el d*seo de evitar Ion abusos i 
que fácilmente se prestaba, j en el .uterés «le las misma* 
Empresas dictó el decreto de Junio 25 de 1877 ^peciüeando 
con marcada prolijidad los artículos que podrían introducir li- 



Kste decreto fué aceptado por iodos, ¡sin mafl observación 
que salvar sus derechos para el futuro. 

En la nota colectiva que corre á foja 3Í1 los represeutautM 
de todos los ferro-carriles existentes en la República manifes- 
taban su conformidad en estos términos: 

.Wtt leñemos por ahora y quizás por siempre que objetar á 
dicho decreto, cuyo objeto es facilitar el despacho de hs artícu- 
los que nuestros respectivos contratas nos autorizan a introducir 

libres de derechos. 

Mas como podría llegar el caso deque esa reglamentación 
licuase á ser modificada o ampliada en adelante, por razones 
bien justificadas, al acatau el mencíosauo decreto, lo hace- 
mos sin perjuicio de reservar en toda su integridad nuestras 
respectivas concesiones. 

Tenemos pues, que de común acuerdo; el derecbo acurdado á 
bis empresas fué reglamentado, quedando fijado con el consen- 
timiento de todos, el número y la cantidad de artículos que 
podrían introducir para su consumo. 

El Ferro-cairil ha excedido los límites de este acuerdo, 
introduciendo artículos no especilicados en el decreto regla- 
mentario. Y es este el origen de la liquidación practicada por 
la Aduana de Concordia que sirve de título ¡i esta ejecución. 

Está él, por consiguiente, lejos de ser inhábil, como se pre- 
tende, y es, por el contrario, perfectam-nto legítimo, puesto 
que arranca de un convenio libremente aceptado, por uua y 
otra parte, V, á que una lia faltado. 

23 



T. XV 



350 FALLOS DE LV gllrHtNA CONTE 

Para eximirse del pago que la Aduana de Concordia le eiigia, 
el Ferro-carril ha debido probar: oque do ha introducido tale* 
artículos ó que estaban elios comprendidos en el decreto, ú aun 
que, no estamlolo, habían sido introducidos para su consunto y 
consiimidos por él. En est.< último caso, es bien sabido que no 
habría ocurrido en Taño á la notoria liberalidad que el Gobierno 
de la Nación dispensa siempre á 1*1 empresas radicadas en ta 
República. 

En vez de seguir este camino que era el natural ú indicad.., 
la empresa se ha colocado en sus trece, como vulgarmente se 
dice, y ha apeladu á ta integridad de sús derechos que nadie 
niega, olvidando que ilutes voluntariamente hnbia aceplado un 
límite, que ha ultrapasado, á eso* mismos derechos. 

En este estado no puede V. K. prescindir de confirmar el 
auto recurrido. 

Quedaría tudavia á la empresa el recurso de seguir en el 
juicio ordinario un camino que consulte mejor sus intereses sí 
encontrase que á ello hubiese lugar 

Eduardo C asta. 

Fnilo de I» Suprema 

Bueno* Aires. Scli'tnbre !> de 1882. 

YUtos: por sus fundamentos, y de conformidad con lo 
espuesto y pedido por el Señor Procurador (ieiieral en su prece- 
dente vista, se confirma con costas la sentencia apelada de 
foja setenta y cinco. Satisfechas las de la instancia y repuesto 
los sellos devuélvase. 

J. R. GOUOSTIAGA. ,— : í, DOMISGL'EZ. — 
LLAD1SLA0 FRIAS, S. M. LASPlL'H. 



DE JUSTICIA NACIONAL 351 



< ai;* a rx\in 



Cttntiewttt de "Hnprtenrm filtre los Jarres de f* tnstaiwm de tu 
ciudad de Córdoba ff de Sunlt ti/o del Ester». ¡Mira nmucer en 
eí juicio de stirrsioi) de /». Fraurisnt !.<ízh 



Suitmriv. — Í J El Juez que dolí? cunocer Je u» juicio uV 
sucesión y sus incidentes es él del último domicilio del difunto. 
No constituyen prut i*a 1e¡jal acerca úA lugar de dicho 
domicilio las declaraciones que carecen de precisión. 



t'ííío. — Se rsplica poí los iiguieiites ; 

AITO DEL JLEZ DE 1' ISSTASGU DE LA UUDAU DE CÓllDOBA 

Córdoba, Diciembre 11 de ltfTti 

Y vistos estos autos t resolta: Que la señora Ü» Jos- fa Rodrí- 
guez de Loza espone ante esto Juzgado, que encontrándose á 
Üneá del ano próximo pagado en la cíuiiad de Santiago del 
Entero, fué citada por úruYn dfl Sr. Juez de I a Instancia de esa 
ciudad, para ivnUatar una demanda entablaba por D* Susana 
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Cortés, para que se le declarase hija natural del finado JK 
Francisco Loza, marido de la señora Rodríguez, j en conse- 
cuencia cou derecho á la legítima que como á tal pudiera cor- 
En virtud de esto, y de que los únicos Jueces 
en tal demanda son los de esta Pro- 

„„„,., .u„ , se sigue el juicio de testamentaria de D. 

Francisco Losa por haber tenido aquí su domicilio al tiempo de 
bu muerte; viene en promover juicio de competencia pidiendo 
se libre oficio al Sr. Juez de 1* Instancia de la ciudad de San- 
tiago del Estero, para que se inhiba del conocimiento de la 
causa enunciada y remita los autos á este Juzgado á los objeto* 
de derecho. En mérito de esto, y de lo espuesto por el agente 
Fiscal en su vista de f. 3 y considerando: i" Que siempre que 
se trata de acciones personaks, el actor debe s- guir el fuero 
del reo. 

2" Que según el artículo i% título 6, sección i\ libro i* 
del COdigo Civil, el domicilio de derecho y el domicilio real 
determinan la competencia de las autoridades públicas pot el 
conocimiento de los derechos y cumplimiento de las obli- 
gaciones. 

3* Que el artículo 2 inciso 7 del mismo título y libro del 
Código establece, que las sucesiones se abran en el lugar en 
que el difunto tenia su domicilio. 

Que consecuente con esta disposición el artículo 6, título 
1°, libro 4 del Código citado; declara que la jurisdicción sobre 
las sucesiones corresponde al Juez del último domicilio del 
difunto, y que ante él deben entablarse cu especial las acciones 
concernientes a los bienes hereditarios cuando son interpuestos 
por algún sucesor universal contra los coherederos, que es el 

casci en cuestión. 

5* Que con la sumaria información producida, resulta sufi- 
cientemente constatado que D. Francisco Loza, hasta su falle- 
cimiento ha residido babilualmente con su familia en esta Pro- 
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vincu. teniendo al mismo ti**** en ella, á juicio de los testi- 
gos i» m.Tor parte de su* bienes : que es lo que constituye el 
domicilio real de una persona (artículo I", titulo G, sección i , 

del Código Civil). 

Por esto, fundamentos, declaro que los Jueces de esta I ro- 
titria son los únicos compe tentes p na entender en la dinamia 
enunciada al principio ; debiendo en consecuencia, de conformi- 
dad á lo pedido por la parte, efieiftft» al ftr. tai de V Instan- 
cia de la ciudad de Santiago del latero, remitiendo rupia de 
esta resolución para que s, sirva declararse inhibido en d.cba 
demanda, y remitir Ion satos que ante él se siguen a este Juz- 
gado á los objetos de derecho. Hágase saber y transcríbase en 
el libro del Juzgado. 

(¡ermnH Verez. 



*!TO ÜFX JfEf "E i* ESTANCIA UE LA CltDAI' UE 
SASTIAÍIO DEL ESTE Un 

*uti<lgo UVI Filero. HajfO 9 de 1NKI 

Y vistos: el incidente »ta> competencia de los Tribunales de 
e.ta Provincia para sustanciar el juicio testamentario del Tinado 
D Francisco Lnza y considerando : I" Que de los informes soli- 
citados por este Juzgado á requisición drl Defensor de Menores 
al Cura Párroco, Comandan** y I omisario del Departamento 
Somampa y corrientes á f 10, H y 13. del juicio testamenta- 
rio resulta: que Ü. Francisco Loza había constituido su domi- 
cilio habitual v permanente, desde el cambio de situación polí- 
tica de esta Provincia, en su estancia denominada « Sama » y 
donde tuvo lugar su muerte. W Q«e siendo ademas natural de 
esta Provincia y teniendo en ella valiosas propiedades debía 
presumirse el domicilio real y de derecho, puesto que no enstia 
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prueba alguna en contrario. 3" Que prescindiendo Sé las con- 
sideraciones jurídicas respecto al domicilio del causante al 
abrirse !a sucesión, al promoverse el juicio testamentario, y 
citados á todos los herederos de D. Francisco Loza quo.se con- 
siderasen con derecho á la sucesión con las formalidades de 
ley, solo se presentó D* Susana Loza de Gutiérrez, promoviendo 
juicio sobre filiación natural para tomar la participación que 
le correspondía como heredera, i" Que notificados en este jui- 
cio y dentro du este mi-mo municipio' á la alhacea D* Josefa 
R. de Loza como a sus hijos legítimos, y por consiguiente here- 
deros del causante desertando en silencio del juicio, y negán- 
dose á tomaT la participación que les correspondía, no han 
podido declinar la jurisdicción de los Tribunales de enUi Pro- 
vincia fuera del tiempo que la ley determina para promover 
excepciones legitimas. 5* Que por otra parte, como ubserva el 
Sr. Fiscal, los Jueces no est¡*.ii obligados a presumir el domi- 
cilio real de los que fallecen en el territorio de -u jurisdicción, 
limitándose únicamente, á correr traslado de las acciones que 
se deduzcan á las personas que se consideren con derecho legal 
en la sucesión. 0° Que la sentencia recaída en el juicio de filia- 
ción natural es muy anterior al exhorto del Juez de la ciudad 
de Córdoba; y considerando finalmente, que habiendo sido noti- 
ficados en este municipio los herederos Loza, es aquí donde 
debieron presentarse negando la competencia de los Tribu*. ales 
de esta Provincia para instaurar ó seguir el juicio testamenta- 
rio de D. Francisco Loza, y fallado en el de filiación natural de 
D* Susana Loza de Gutiérrez, dentro de sus facultades, y no 
puede por to tanto declararle inhibido ni remitir los autos soli- 
citados por el Juez exhortante de la ciudad de Córdoba. Comu- 
niqúese la presente resolución, y córrase en vista estos autos á 
las partes para que pidan lo que corresponda. 
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vista pel si:Snn pnocutsAi m gemeiui- 



Suprema forte: 

Asi el Sr. JÍM3 de Santiago del Kst.ro, romo el de Córdoba, 
defiende su jurisdicción, invocando el mismo principio, y apo- 
yado en los mismos helios. 

Dicen ambos, que !>■ Francisco Loza falleció teniendo su 
domicilio en »■ jurisdicción, y en ín misma existe la mayor 

parte de sus bienes. 

De estos antecedentes deduce cada uno, como es natura!, que 

es el Juez Legítimo de la sucesión. 

La cuestión es. pues, simplemente de ti- cho. 
Do las actuaciones obradas aule el Juzgado de S.mtiago del 
Kstero, resulta que Loza falleeiú de muerte violenta en la 
misma Provincia, puesto H ue unto .u juri<dieeio!i sr seguía 
por el una causa criminal á Ne4or Ledesma toja i' vuelta. 

Regístrase, ademas, los testimonios del tomismo, del 
Comandante v del Tura l'árroro del Departamento de Su- 
mampa, de la espresada Provincia que dicen uniformemente 
que el va citado Loza lijó su último domicilio en su estancia de 
« Savira » en el referido Departamento desde el cambia de la 
situación política de la Provincia, An especificar, entre tantos 
cual sea este cambio, fs. 10, 11 y 13. 

Kntre estos testimonios merece mención especial el Sr. Cura 
por dar razón latisfactoria de su diebo. Dice el Sr. Cora, que la 
muerte de D, Francisco tuvo lugar i los nueve meses de reci- 
bido del Curato, y que supo desde el principio de su perma- 
nencia en él por boca del mismo finado, que su domicilio era 
t Savira ». 

La prueba en que so apoya el Sr. Juez de Córdoba está re- 
ducida al testimonio -le dos testigos, D. Kusebio Polanco y D. 
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Froilau Espinosa, que se limitan á decir que Loza tenia en di- 
eta Provincia de Córdoba, al tiempo de su fallecimiento su 
domicilio y la mayor parte de sus bienes, sin manifestar cómo, 
ni por qué lo suben. 

Como se vé es mas atendible la prueba producida ante el 
Juzgado de la Provincia de Santiago del Estero, y hay mayor 
fundamento para creer que el finado Loza falleció en dicha 
Provincia, en la que tenia á la sazón su domicilio residiendo 
en su estancia de * Savira ». 

Corresponde, por consiguiente, á sus Jueces el conocimiento 
de su testamentaria, y ha de servirse Y. K. declararlo asi. 

Eduardo Cosía. 



Fullo de I» Supr»m» C ortr 

Buenba Aires. Setiembre 9 de 1882 

Vistos y considerando: t¿ue de la informa i r>n producida ani* 1 
el Juez de primera Instancia de la ciudad de Santiago del 
Estero, no resulta prueba legal de que el último domicilio del 
finado Don Francisco Loza hubiese sido en esa ProvroLi, pues 
el Comandante, el Comisario y el Cura Párroco del Departa- 
mento de Sumampa de dicha Provincia, cuyas afirmaciones 
son los ii n icos testimonios de esta información, los dos prima- 
ros, fundados en la voz pública, dicen : *que de>de el eaiuhio de 
la situación putítica ocurrido en Santiago del Kitero, Lúzase 
trasladó del Chañar, Provincia de Córdoba, y fué á vivir en su 
estancia de Savira, en Santiago del Kstero, hasta su muerte» : 
informando el Cura Párroco, ü su vez, «que á los nueve meses 
de haberse heeho cargo del HiTato tuvo lugar la muerte de 



Loza, y que desde el principio do su permanencia allí supo por 
boca del mismo Loza que su domicilio era Savira ». 

Que este último testimonio á mas de singular, carece de pre- 
cisión, y viene á ser tan deficiente como los anteriores, pues 
ninguno de ellos espresa en qué fecha tuvo lugar el cambio 
político á que se alude ocurrido < n Santiago del Kstero, qué 
tiempo transcurrir) después de ¿1 hasta que Lora vino do la Pro- 
vincia de Córdoba á vivir en la estancia de Savira, si lo hizo 
acompañado de su familia, y por último, cuándo tuvo lugar su 
muerte. 

Que en contraposición se presentan los testimonios bajo jura- 
mento y con todo» los requisitos legales producidos ante el 
Juzgado de primera Instancia de la ciudad de Córdoba, de los 
que resulta que el Doctor Don Eusebío Polaneo y Don Froi- 
lan R. Espinosa declaran contestes c que les consta personal- 
mente y de ciencia propia que Don Francisco Loza en la época 
de su fallecimiento se hallabi domiciliado en dicha Provincia, 
permaneciendo con su familia alternativamente uu tiempo en 
la Capital y otro en ta Villa de San Francisco, Departamento 
del Chañar, de la misma Provincia, donde también les consta- 
ba que tenia la mayor parte de sus bienes». KatjM declara- 
ciones vienen continuadas por el informe del Juez de primera 
Instancia de la Villa de San Francisco, y hacen plena prueba 
en juicio según derecho. 

Qué no obsta, ñor otra parte, que el exhorto del Juey, de 
Córdoba se haya dirijido al de Santiago después de haber éste 
sentenciado en rebeldía la demanda sobre filiación natural de 
Doña Susana Loza de Gutiérrez, porque las nú-turnes de in- 
competencia pueden proponerse como excepción dilatoria ante 
el Juez que se considere incompetente, ú ocurriendo al qne so 
crea competente para que se dirija al que estima no serlo, para 
que se inhiba y remita la causa, como en el caso presente; y 
porque al iniciarse el juicio de testamentaria, antes de la es- 
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presada, demanda, en lu ciudad de Santiago del Estero, no se 
citó á la viuda é hijoB legítimos de Don Francisco Loza, á pesar 
de que el Defensor de Menores, quien promovió dicho juicio, 
conocía y confesaba la existencia de la una y de los otros, con 
cnyo motivo oabriiin podido usar de su derecho mucho antes 
de lo que lo ha verifirado dicha viuda. 

Por estos fundamentos, y los del auto del Juez de primera 
Instancia de la ciudad de Córdoba, se declara que éste es el 
Juez competente para conocer del juicio do la testamentaria de 
Don Francisco hoza y de sus incidentes. En consecuencia remi- 
ténsele estas actuaciones, comunicándose por oficio con cópia 
de esta sentencia al Juez de igual rlasv de la ciudad di 1 San. 
tíago del Kstero, prévio pago de costas y reposición de sellos. 

j. B. GOROSTUCA. J. DOMIMGLEZ. — 
11 WilSLAO FRIAS. — S. M. LASFltR. 
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«ALNA liXXIf 



ÍK Jor<jo Pintos ronfra Tumos Muñoz, por cobro ejecutivo 

tU' arriendos 



Sumario.-* El contrato de arTendami.-nto negado ¡«ir el 
arrendatario es Ululo ejecutivo para demandar contra él el 
pago de los arriendos. 



Cuso. — Kslii i spliradu |H>r i-l 

Fallo *>l Jura d> Hrrfltn 

Iturim» Air. 1 * M iu> li ► -»lr- 1MH¿ 

Vistos : estos autos ejecutivos seguidos por [). Jorge Pinto» 
contra 1). Tomás Muñoz por « obro do arrendamiento, y esjw- 
cialmente en la articulación sobre etcepcion«s de falsedad é 
inhabilidad del título opuestas por el ejecutado y de qne 
resulta : 

T Que en catorce de Huero de mil ochocientos ochenta, Don 
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Jorge Pintos alegando tenor arrendado á D. Tomás Muñoz un 
campo de pastoreo en el departamento del Btradcro por un tér- 
mino qne se hallaba rencido ya, pidió el desalojo en el término 
de loa seis meses de la ley, bajo la conminación al inquilino 
de que á no hacerlo en ese plazo, le seguirá pagando en adelante 
cien mil peso* de arrendamiento anual. El Juzgado accedió 
ordenando se hiciera la intimación correspondiente, y» notifi- 
cado Muño?, por el Juez de Paz respectivo, es presó ante ese 
funcionario y dos testigos corres pondii*ntes que estaba pronto á 
entregar el campeen el término que se le señala según puede 
verse i f. 5. 

2 o Que con posterioridad Pintos demandó ejecutivamente en 
el mismo espediente y al mismo Muñoz por arrendamientos 
«trazados del mismo campo, haciendo valer ademas que el pago 
era por semestres adelantados, y determinándose precio, y 
librado el auto de solvendo. Muñoz pagó sin resistencia, ni 
observación, 

3 o Que con estos antecedentes se presentó á f. 11 entablando 
acción ejecutiva por el cobro del arrendamiento anual de los 
eien mil pesos que le habia impuesto á Muñoz para el caso 
de no desalojar en el término de seis meses ; que ese año 
estaba para vencerse en tres meses á lo sumo y que se de- 
bía pagar adelantado según constaba en la ejecución antes 
mencionada. 

4 o El Juzgado libró el auto de sol rendo y citado de remate 
el ejecutado a f. 27 ded jo las excepciones de falsedad é inha- 
bilidad del título, alegando que Pintos no habia establecido ser 
dueño de esos campos, ni locador de Muñoz y que la protesta 
de f. 1 no era de los títulos que daban derecho á la acción eje- 
cotira. Que por otra parte en la intimación de desalojo que 
había hecho a Muño? no so contenta la de subírsele el arrenda- 
miento como podía verse por el olicío de f. 4 que no lo men- 
ciona. 
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5 o El ejecutante conté 




que se desechen m iimine 



esas excepciones por no ser específicas j determinadas, pues si 
hubiere inhabilidad como se ha alegado, no podría haber false- 
dad por ser contradictoria y reproduciendo y haciendo valer los 
hechos alegado* que quedan espuestos basta el resultando ter- 
cero para justificar el título y la acción de deuda. 

Y considerando: r tjue por ti artículo 80, título he la toca' 
non. Código Civil, se concede expresamente, al locador de un 
inmueble acción ejecutiva para cobrar los alquileres ú rentas, 
y por consiguiente se consagra- que el contrato de arrendamiento, 
una tez constatado en uno de los títulos que dan opción á la 
vía ejecutiva por los alquileres y en favor del locador ; y en este 
caso se baila Tintos con reinen n á Muñoz, pues este último 
tía reconocido judicial mente á f. 5 * r el locatario de Piu- 
lo: y cumpliendo i'"U el auto de f. ü vuelta, no solo se ha 
ratificado en esc reconocí miento sitió que lia dejado estable- 
cido ademas las condiciones de precio y plazos del arrenda- 
miento mencionado, mucho antes que se dedujera el presente 
juicio. 

2° Que á esta confesión, 6 reconocimiento del contrato de 
arrendamiento por parte de Muñoz, hay que agregar que ni en 
el escrito que contiene las excepciones deducidas, ni en los 
demás que se ha presentado por su parte en este juicio, haya 
negado el ejecutado Muñoz ser arrendatario de Piutus, á lo que 
estaba obligado al contestar la demanda de este ; y de no ha- 
cerlo categóricamente, autoriza al Juzgado á presumir que lo 
confiesa ó admite implícitamente; sin que le baste pedir que 
Pintos establezca previamente ser dueño de esos campos ó loca- 
dor de Muñoz ; pues estas eiijencías no pueden ser tomadas 
siuó como evasivas, desde que Muñoz no niega que posee esos 
campos en arrendamiento, ni denuncia de quien los tiene como 
inquilino; y es llegado el caso de aplicar el artículo 86 de la 
Ley de Knjniciamieuio Nacional. 




& Que el verdadero título en este caso es el mismo contrato 
de arrendamiento y este qqeda así plenamente constatado en 
autos; sin ojie i él se reGeran loa alegatos de nulidad ó inha- 
bilidad deducidos por el ejecutado; núes sus observaciones i-e 
reducen al instrumento, o sea faltada instrumento, y á la capa- 
cidad del locador para arrendar sin que sin embargo se hay * 
alegado sea falsa la notificación de f. 5, ni el juicio ejecutivo 
de f. 6, que en este caso sirven de instrumento sobre la exis- 
tencia de ese arrendamiento. 

4* Que si es verdad que ni el titulo ..i el instrumento resul- 
taron falsos no tu es menos que al ih tiücarse ú Muñoz el auto 
de f. 2 so omitió en la nota di; f. 4 la intimación acordada sobre 
aumento de arrendamiento á pagar si no desalojaba en el plazo 
de la ley, y este se baila reconocido por el mismo Pintos, en la 
nueva solicitud que entabló para que se hiriera esa intimación 
y que corre eu copia á f. 40, y por tanto no es obligatorio A Mu- 
ñoz el arrendamiento anual de los cien mil pesos, porque rio 
modificándose el precio por convención, la próroga ó continua- 
ción uo obligan al locatario á pagar mas precio que el primiti- 
vamente convenido y en este caso el contenido «le la ejecución 
de f. i y f. 6. 

i'or estas consideraciones, fallo que debe llevarse adelante la 
presen l.. ejecución basta hacerse deünitiro pago á U. Jorge 
Pintos del aii andamiento do un año que cobra á Muñoz á foja 
51 al alquiler anual qae se indicó en el escrito de fs. i y H, 
sin costas. Hágase saber y repóngase los sellos. 



Induro Átbarraci». 



tallo 4e I» iHprMi» Cort* 

Buen** Aire». Setiembre 12 Je 188* 

Vistos por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado di foja sesenta y una. SJtisferhas las de la instancia y 
repuestos toa sellos devuélvanse. 

J B. GOROSTIAGA. — J. DOMWGÜEI. — 
( LADISLAO FRÍAS. — S. M. LASPIUR. 



r<tfnn hermanos contra el flanco de la l'rovmcta de Humas 
Aires, sobre gestión de derechos. 



Sumario. — i" (Miando en una tercería do mejor derecho se 
manda entrenar a) ejecutado la suma embancada bajo fian» 
de devolverla al Ureerista si los demás bienes del deudor eje- 
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catado por este do alcanzan a cubrir su crédito, y pe declare el 
mismo de pago preferente, se entiende que el tercerista tiene 
el cargo de seguir y terminar las ejecuciones relativas. 

2 o No habiéndose ^nado plazo para cumplir con ese 
cargo, el Tribunal debe de signarlo. 



Caso. — Kl Banco de la Provincia de Líueuos Aires dedujo ter- 
cena de m'.'jor derecho en la ejecución que los Sres. Tapia 
hermanos siguieron contra los Sres. LLvallol (; lujos. 

La Suprema Corte mandó que se entregase á Ion ejecutantes, 
si lo solicitasen, la suma ejecutada bajo lianza de devolverla eu 
taso que los bienes ejecutados por el Banco resultaren insufi- 
cientes para cubrir sus créditos, y estos fueron declarados d« 
preferente pago. 

Los ejecutantes dieron la lianza. 

Después de algún tiempo, pidieron que el Banco gestionara 
sus derechos dentro de diez dias. 

El Banco contestó que lo baria después de terminadas las 

ejecuciones. 



rallo del Jifi de 

Dueño* Airei, Junio 8J áv IWt 

Vistos: en mórito de las consideraciones aducidas en el ei- 
crito de f. 174, no ha lugar a lo que se He en el de f. 180, 
Repóngase la foja. 

1 trtjiim intuí. 
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EMteiM» Aires, ^etiemfere 14 da lHt*í 

Vistos y considerando: 

Que por la sentencia ejecutoriad;! de foja ciento diez y ocho, 
ge declaró que el producto de la finca vendida debe continuaren 
depósito* ó entregarse, como -se ha verilieadn, al rulante, si 
lo solicitare, bajo lianza de devolverlo, en cas- de que loa bie- 
nes ejecutados por el Banco resultaren i nsu licienles para cubrir 
sus créditos, y estos se declarasen de preferente pago. 

Que el derecho adquirido por el Banco en virtud de esta re- 
solución, fin*' con rl cargo, coin > de su tenor y espíritu resulta, 
de seguir y terminar los juicios á que rila se retiere, pendien- 
tes eutonres. 

Que estos, según el escrito de foja ciento setenta y cuatro del 
representante d« l Banco, se hallan en el mismo estado en que 
se encontraban al dictarse la referida sentencia, sin embargo 
de haber trascurrido ya casi dos años. 

V que no habiéndose desliado plazo en dicha sentencia para 
el cumplimiento, por parte del Banco, del cargo reftrido, debe 
cumplirse en el que el ju-z señalare < artículo treinta y cinco, 
titulo Ite tas obtKjtiCivnvs nmdicionalts. «odigo Civil, concor- 
dante con la ley irece, título once, l\irt. quinta). 

Por estos fundamento*, se revoca el auto apelado de foja 
ciento setenta y ocho, y se Jija el plazo de seis meses para que el 
Banco U-rinin.- los jumos mninouudos, bajo el apercibimiento 
de que si no lo milico, se le dará por desistido de la tercería 
que interpuso, y quo quedará ruino delinitivo el piigo hecho i 
| M apelantes, Satisfechas lai costa, do la iualanciay repuestos 
lo» sello», devuélvanse. 

i. ii. GoaotTUCA. - 1. inHUNüm.— 

ti.*bi»t *tJ HiUk - a. H, I.4HHUH. 
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CAU&A LXXfl 



Bonivet y Eckell contra don Alejo Barreré, por cobro de pesos; 
sobre excepción dilatoria (k falta de personería 



Sumario. La excepcittri uur lu que se niega al ador el 
derecho que gestiona, 110 es dilatoria. 



Cato. — Se comprende leyendo el 

F*llo del IMH .Ir Sección 

Kut-liixt Viri'i. Agiisln IH <l" 1H8< 

VM01 pstnn unto*, leguiiloa ñor los «r&orM BonWel y Kekell 
contra «ion Ahjo liarme, |mr cobro d<- [es-n, pifa renolvvr 
ifíbrn U i M t | i ioh de f.iltu de |o rsom rlu, oniiiiaiu t'ii id irrito 
(le f. 10. 

Coimidertindi) ; I" dnlia finqn ion lu funda ul dumwn- 

dudo un une iiiiuidln» lun tltl«rv«tliil d cmitr.ilo «lu HiLn- 

Uii-nl», do donde diuiMi lu invitui mlnut ida, i-ii ut enriinter da 
roirvdort»», y qnfl id iirll«nl<» líW ibl íV..ii lf .* d« •' »tri.. I.-, 



< 




prohibe hacer cobranzas y pagos por cuanta apena so pena de 
perdimiento de oficio. 

2" tjue entre tanto, los demandantes sostienen que l,fttl 
obrado en su propio nombre como comisionistas» pliiS no aou 
corredores maculados y que en t.il virtud no les e< aplicable 
la disposición citada del ('Migo de Oomeecio, 

3 - Quede l.i prueba rundida por el d.-.u-indadu eonsistenfa 
únicamente en las posiciones de f. ubsurltis por el socio 
Kekell de la razón social demandante, no resulla que hayan 
tratado el llelanientu que motiva e>t.i demanda como corre- 
dores, habiendo justificado p. ir su parte, por medí» del < uni- 
ficado de foja 41 tu elta, que un están matriculados como talca, 
de modo que no les es aplicable la disposición del artículo llHÍ 
del Código d>- ('..murcio; pues como lo tiene de larado ta Su- 
prema Curte en la causa XHI, tomo IX, página $20, solo se 
icliere á los corredores matriculados ó legales. 

I a Que además la articulación promovida tiende mas bien á 
negar la acción a los dum andantes para cobrar la suma que 
reclaman por estadías, puesto que se presentan *»n su propio 
nombre, que á atacar su personalidad, de modo (pie uo se trata 
de una erupción dilatoria sino perentoria, que en el procedí* 
miento nacional do es permitido oponer como artículo préno. 

Por estos fundamentos, no lia lugar á lu excepción opuesta, 
coa costas, y conté* tesu dere llámenle la demanda. Uupóiigunse 
h>. sellos sm mus trámite, 



VillQN No aiointn dilatoria la incepción opinóla á foja du* 
} liUttTf por id doiimudad.. Don Ah jo lUmi. , I» dlfl 



l ililí» úm lu HHiirpnm « urlr 



in^iiui AiM'k HulMonkti 'Ja A« Ikhí 



v. - . - . - r- ■ 
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Juez de Sección en el cuarto considerando del auto de foja cua- 
renta y nceve, se confirma este con coatas. — Satisfechas laa 
de la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. GOROSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
S. H. LASPÍIR. 



CAUSA LIXIH 



Üon Pedro fc\ iionmn contra Unna Carmen tiosst de Campo, 

sobra cobro tic pesos. 



Sumario . — La respuesta evasiva A las posiciones debe con- 
siderarse i'oiuo cu u ít- ai ti ii, máxime si U verdu.J del he«ho >■* 
corroborada por lu prueba traluuoiiial. 



Cato, - Htt etílica |iur el 

t«ii« *** J«#» *• 

PdfltOl Atr«i, iuUo U «I» )MM» 
VlltQI lilOf Huitín, do los i|iJ0 fw*u!lrt 

|- tj uu ,„„ |u,lm VI du I ií*'ln d«jj «lu* IH7U au |i i tt^unli» al 



fe ' 



non 

DE IÜSTICU HAC10HAL 

Juzgado Don Pedro E. Román, argentino, entablando demanda 
ordinaria contra Doña Cármen Itossí. italiana, por la suma de 
seis mil trescientos pesos moneda corriente, procedentes de 
muebles que le habia Tendido, á cuyo pago pedia se le condene 
con intereses y costas. 

V Que Don Antonio Canepa, o orno esposo de la demandada, 
contestó i foja 15 que ésta no debía al actor ni un centavo de 
peso, pues una cuenta por valor de cuatro mil pesos que con- 
trajo antes de casarse, habia sido pagada y recogido el docu- 
mento que justificaba el crédito al hacerse la última entrega 
cuyo documento se acompañaba. 

3* Que la causa fué recibida á prueba por el auto de foja 17 
para que Román justifique la efectividad de la deuda que 
reclama» habiéndose producido no- él, la que corre de fojas 29 á 
48 consistente en tas posiciones absueltai por los esposos 
Cánepl á foja 31, J las declaraciones de los testigos Kranciscu 
Rodríguez, foja 43, Antonio Yillafaue, foja 44, y Remigio R. 
González, foja 4ti. 

Y considerando; i" Que Doña Carmen ltos*i ha confesado 
ab* viviendo la primera posición del pliego de foja 30, haber 
comprado ni demandante varios muebles en distintas fechas. 

T Que interrogada al tenor de la segunda posición del mismo 
pliego si oso» muebles son los que se detallan eu la cuenta do 
foja 2li que se le puso du manifiesto, contestó que no recordaba, 
roiitestaoion que debí- renutmn evasiva porque se tratado 
hoehns personales whn los cuales ha debido lijar su atención 
¿jado i| no tuv,i etm.e iimenln de la demanda. 

a» iiue sogun el artículo II V de U I.«*y Nacional de Knjutcia- 
[intuito, si la parte citada it .ibsulver po^-ioue* reipundinra da 
una imtnnra ambigua ■'• evasiva >« lu tendía i«-*r lonjea». 

4 U ijuu de la citada nuuuta lesiilU que aduinA* de Un mua- 
liUis i i|iio »m ruhure u] domínenlo dt> luja H compró otros ul 
DttiiaiMiantu, cuyo patio ni »« ha aleado, ill »a 1|» |fttlo4Mi 
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siquiera justificar, debiendo admitirse su precio como exacto 
desde que ninguna observación se ha hecho en contrario. 

5* Que corroboran la verdad de los hechos en que el actor 
funda su demanda las declaraciones de Rodríguez y Yillafañe 
quienes llamados espesamente para servir de testigos, presen- 
ciaron que Dona Carmen Rossi le propuso en presencia de su 
marido pagarle el saldo de seis mil trescientos pesos que se le 
cobra en mensualidades de quinientos pesos moneda corriente ; 
y que éste á su vez propuso pagar ese mismo saldo con una 
partida de dulce ó con treinta mil ladrillos; lo que no habrían 
hecho si no se reconociese ésta efectivamente deudora de esa 
suma. 

Por estos fundamentos, fallo ordenando á Doña Carmen 
Hossi de Cánepa al pago de la espresada cantidad de seis mil 
trescientos pesos moneda comente, con los intereses moneta- 
rios según la tasa del Banco Nacional y las costas del juicio en 
el término de diez dias. Notifiqueso original. 

Virgilio )l, Tedin. 



Fallo ú* I* 

Buenos Aires. Setiembre 30 <te lfWí- 

Vistos : por su fundamentos, se confirma con costas la sen- 
apelada de foja ochenta y cinco. Satisfecha* las de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvase. 

J. B. GOnOSTUGA. — J. DOMINGUEZ. — LLADIS- 
LAO FniAS. — S. M. LASP1UR, 
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<AISA LXXVIII 



[ion Antonio Cánepa. en tercena de dominio sobre unos muebles 
embargados en ta ejecución (le don i'edro É. Homan. contra 
Doña Carmen Itossi de Cánepa. 



Sumario. — No probándose su exclusiva propiedad sobre la 
cosa embargada, debe rechazarse la terrería de dominio fun- 
dada en ella. 



C a $ . _ Se esplica por el 



Romos Aire». Julio J2 de 1882. 

Vistos, resultando: I" Que con motivo del embargo decre- 
tado por 'este Juzgado en los autos seguidos por Don Pedro E. 
Román contra Doña Cármen Itossi (f. 6 vuelta de dichos autos) 
en la cantidad de siete mil quinientos pesos moneda corriente, 
del producido de unos muebles vendidos en remate por el 
martiliero público Don R. Bullricb, se presentó á f. 1 Don 
Antonio Cánepa, manifestando que los muebles rematados 
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eran de su exclusiva propiedad, y por consiguiente pedia se 
levantase dicho embargo y se condenase al que lo solicitó en to- 
das las costas y perjuicios. 

2 o Que el demandado Román contestó á f. ¿, que no es cierto 
que todos los muebles pertenezcan esclu>iramente al tercer 
opositor, pues Doña Cároien Kossi, su esposa, tenia muchos 
muebles antes de casarse, los cuales introdujo á su nuevo 
matrimonio; constándole positivamente que algunos de ellos 
se pabia» rematado junto con los del tercerista. 

3 o Que la causa fué recibida á prueba por auto de f. 5 vuelta 
para la justificación de cuales son los muebles que corres- 
ponden al di mandante, habiendo presentado este con tal objeto, 
las facturas de f. 15 á f. 23, y el demandado únicamente las 
posiciones de f. -i2absuelta por los esposos Cánepa. 

Y considerando: 1" Que absolviendo Dofia Carmen Kossi la 
primera posición del citado pliego ha confesado que ella intro- 
dujo ú. su matrimonio con Canepa una camu de caoba, un escri- 
torio de bull y un piano, entre otros muebles, lo* cuales se 
vendieron juntamente con los de su esposo, importando el 
producido de esos tres objetos la suma de nueve mil cincuenta 
pesos moneda corriente. 

2? Que esto mismo ha confesado el tercerista Don Antonio 
Cánepa. 

3° Que si bien uno y otro han agregado que el piano fué 
pagado por este último, ninguna prueba se ha producido para 
comprobarlo, ni es verosímil semejante hecho, porque según la 
propia confesión de ambos, se casaron d ano 1870, y el piano 
aparece pagado según la cuenta de f. 16 el año 1378. 

i° Que aunque estos antecedentes bastan para demostrar la 
falta de fundamento de la acción instaurada, debe tenerse pre- 
sente que tampoco ha justificado legalmente Cánepa, la exclu- 
siva propiedad de los muebles vendidos, porque la fecha cierta 
de las facturas ántes recordadas, es la de su presentación en 
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juicio, según el artículo 24, título 5, libro 2°, sección 2* del Có- 
dido Civil, la cual es muy posterior á la demanda. 

Por estos fundamentos, fallo no haciendo lugar al desem- 
bargo pedido á f. 1, con costas. Definitivamente juzgando asi 
lo pronuncio, mando y firmo en Buenos Aires, fecha arriba 
espresada. Notifíquese original. 

Virgilio W. Tcdin. 

rallo de 1» ftuprrm» Cort* 

Bnnnos Aires, Setiembre 30 de 1B82 

Vistos, por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja setenta y nueve. Satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

J. It. 00 ROSTI ACA. - J. DOMINGUEZ.— 
1' LADISLAO FRIAS. — S M. LASPIUR. 



CAUSA LIXIX 



í). Felipe Correa contra D. Claudio Mantenía t por nulidad de 
un contrato, sobre excepción de incompetencia 



Sumario. El lugar donde se ha hecho una cesión de accio- 
nes atribuye jurisdicción al Juez del mismo, paru conocer en la 
demanda de nulidad de dicha cesión; máxime si las acciones 
cedidas se hallaban radicadas ante ese mismo Juez. 



Caso. — U. Eugenio Bustos siguiú un juicio contra D. Clau- 
dio Jlanterola por daños y perjuicios ante el Juzgado Federal 
de Mendoza. 

D. Ignacio Correa compró las acciones que correspondían á 
Monterolaen ese juicio, llevándolo él por su cuenta, y poniendo 
¿ la orden de M anterola valores para responder á su resultado. 

Espuso que todas las demandas que entabló contra bustos 
fueron rechazadas, porque el pleito había terminado antes de la 
compra de acciones. 

Por esto, y porque no bc podían comprar acciones litigiosas» 
entablo demanda para que se declarara nula la mencionada 
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compra, y ae mandara pagar á Manterola lo que le adeudaba 

P Citado Manterola, residente en Chile, por exhorto, opuso la 
excepción de incompetencia del Juzgado Federal de Mendoza. 



Fallo del Jaei Federal 

Mendoza, Febrero 8 de I88L 

Visto el presente aTtículo de incompetencia promovido y 
fumhdo poT la parte del demandado D. Claudio Manterola en 
la circunstancia de no ser domiciliado en esta República y no 
poder por lo mismo ser demandado en ella, teniendo su residen- 
cia, familia, negocios y por consiguiente su domicilio real en 
Chile, que determina la jurisdicción y competencia de los Tri- 
bunales ante los cuales puede únicamente ser llevado. 

Con lo espuesto $ pedido en contestación por el demandante. 

Y considerando: I o Que la jurisdicción y competencia de los 
Tribunales del Kstado se determina según el artículo 79 del 
título De tos contratos en general del Código Civil, tanto por 
el domicilio real del demandado cuanto por el lugar del cum- 
plimiento ó ejecución del contrato que sirve de base á la de- 
manda; independientemente de la residencia ó domicilio en el 
del demandado. 

2" Que esta disposición, cuyos términos son directamente 
aplicables al deudur ú obligado domiciliado fuera de la Repú- 
blica, tanto por ser regla de nuestro derecho positivo y deber 
considerarse como de procedimientos por referirse al ejercicio 
de acciones en juicio, cuanto por tener su base en principios de 
aceptación general en el derecho internacional privado y en las 
legislaciones particulares de diversos Estados (y entre otras, 
la disposición del artículo 22,del Libro Preliminar, título 1" del 
Código de Procedimiento Civil de Bélgica, promulgado en 25 
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de Hirco de 1876), obliga y es de estricta aplicación al presente 
caso en que se trata de una demanda de nulidad, ó sea de nna 
excepción contra la ejecución de un contrato de compra-venta 
A cesión de acciones litijtosas pendientes y radicadas basta la 
fecha ante esta jurisdicción, celebrado en esta localidad y eje- 
cutable necesariamente en la misma. 

Por tanto; declaro no haber lugar i la declinatoria deducida, 
y en obligación al demandado D. C. Manterola, de responder 
ante este Juzgado la demanda interpuesta. Notifíquese con el 
original y repóngase el papel. 

C. de la Torre. 

VISTA DEL SESOS PROCURADOR GEISER Al 

Suprema Corte: 

Esta demanda tiene ]ior fundamento un contrato celebrad^ 
en la Provincia de Mendoza, y versa inmediatamente sobTe la 
validez, nulidad de la venta ó cesión de acciones 6 derechos en 
cansas radicadas ante los Tribunales de la misma Provincia, 

La jurisdicción de estos Tribunales es, entonces, notoria, y 
así debe Y. K. decbrarlo confirmando la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 

Vmllo de I» ftiiprem* C'trte 

Buenos Aires, Setiembre 30 de 188S. 

VistoB : por sus fundamentos y de conformidad con lo pedido 
por el señor Procurador General en su precedente vista, so 
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confirma con costas el auto apelado de foja treinta y cuatro; 
satisfechas las costas de la instancia y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

J.B. COROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ, — U LA- 
DISLAO FRIAS. • S. M. LASPIUR, 



CAUIA U.II 



Torrado y Malero contra D. José Luis Amadeo, por indemniza- 
ción de perjuicios y devolución de lanchas embargadas; sobre 
competencia. 

Sumario, — El Juez de Sección debe conocer de los reclamo* 
contra un embargo trabado por la Aduana sobre unas lanchas 
que no se hallaban en poder de esta. 



Cato. — Se esplica por la vista del Sr. Procurador General, 



Buenos Airei, Abril 25 de 188Í. 

Vistos: Por los fundamentos aducidos por el Procurador 
fiscal en su precedente vista, y teniendo ademas en considera- 
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cion, que los jueces de Sección solo pueden conocer de las reso- 
luciones de los Administradores de Aduana, para reparar los 
agravios que pudieran haber inferido ¿L los particulares eu vir- 
tud del Tecursu de apelación en los ca*os que la ley determina, 
cuyo recurso 110 se ha deducido; no ha lugar ú la revocatoria 
que se solicita en el escrito de f. 11, y se concede en relación 
la apelación subsidiariamente interpuesta, remitU'ndosc loa 
autos ii la Corte Suprema con el correspondiente oficio. 

I irtjiiio Tedin . 



vista del seSor procuiudok geseiul 



Suprema Corte: 

El 10 de Marzo próximo pasado, el Administrador de la 
Aduana de Buenos Aires mandó trabar embargo en varias lan- 
chas pertenecientes á los señores Bertulache y C* deudores á la 
misma Aduana por la suma de ®f\ 80,000. 

El dia siguiente las lanchas fueron embargadas. 

Inmediatamente los señores Torrado y Molero se presenta- 
ron al mismo Administrador, recamando do esta resolución y 
pidiendo la entrega de las lanchas, que dicen pertenecerías por 
haberlas comprado a los referidos Bertolaehe y C* el dia 7 de 
Marzo, es decir tres dias antes del embargo. 

Esta reclamación parece haber sido hecha vorbalmente, y se- 
gún resulta de la esposiciou de los interesados no tuvo resul- 
tado. 

Ocurrieron entonces al Juzgado de Sección, demandando al 
Administrador de Aduana por daños y perjuicios, y pidieudo la 
entrega de las lauchas. 

El Juzgado corrió traslado de la demanda, y se declaró incom- 
petente para conocer del desembargo y embargo de las lanchas. 
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Ea este incidente el que viene á la consideración de V. E. 
Dos son los fundamentos en que el Sr. Juez apoya su incom- 
petencia: 

1° Que el embargo ha sido decretado administrativamente ; 
2 o Que los Jueces de Sección solo pueden conocer de la-; resolu- 
ciones de los Administradores de Aduana en virtud del recurso 
de apelación, que no se ha deducido en este caso. Uno j otro 
fundamento es i mi juicio inexacto. 

V Es bien sabido» y V. E. lo Ua decláralo en repetidas oca- 
siones, que los Administradores de Aduana no tienen jurisdic- 
ción contenciosa; que solo proceden administrativamente, sin 
c.iusar instancia. El hecbo de ser administrativa ta resolución 
recurrida, en nada afecta pues, la jurisdicción del Juzgado. De 
otra manera resultaría que de ninguna de las resoluciones de 
los Administradores de Aduana seria posible recurrir. 

2 o No es tampoco eiacto que el Juzgado no conozca en este 
asunto por via de apelación. 

Al dia siguiente de trabado el embargo, y no habiendo obte- 
nido los recurrentes se levantára por el Administrader según 
lo dicen en su escrito, y no lo ba negado el mismo Administra- 
dor, ocurrieron al Juzgado de Sección. 

Es este recurso al Superior, para que repare el agravio su- 
frido, lo que constituye la apelación. Seria retroceder al formu- 
lismo estrecho de los Romanos, nu dar por interpuesto el recurso 
porque no se u<a la palabra apelar, cuando la intención es 
manifiesta. Esta, es por otra parte, la doctrina que se desprende 
de la sentencia de esta Corte (St : rie I 1 , tomo. J, púgiua 309.) 
Es por lo espuesto, ini parecer ordene V. E. vuelvan estos au- 
tos al Juzgadu de Sección para que resuelva el incidente sobre 
el embargo con arreglo á derecho. 



Eduardo Cosía 
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WmUm 4* I» mpNHi Cmrtm 

Bueno» Aires, Selitmbro 30 de mi 

Vistos: resultando de estas diligencias que los solicitantes 
han ocurrido en tiempo al Juzgado Federal, reclamando del em- 
bargo trabado por la Aduana de unas lanchas que aseguran aer 
de su propiedad y que do se encontraban en poder de esta. 

Ateuto lo dispuesto por los artículos ciento setenta y cinco y 
mil sesenta y cinco de las Ordenanzas de Aduana j de confor- 
midad con lo pedido por el señor Procurador General, la Corte 
ordena vuelvan estas actuaciones al Juez para que reasumiendo 
la jurisdicción de que se ha desprendido, conozca y resuelva 
el reclamo con arreglo á derecho j prévio pago de costas y repo- 
sición de sellos. 

j. B. Ü0R0S11AGA. - i. DOMMIGUIZ.— 
ULAD1SDA0 FRIAS. — 8, N. LABPlUR. 



CAUSA LIXII 



Don Guillermo Cranwell, contra don Edmundo E. Crnnweit, 
sobre uso indebido de marca de fábrica 



Sumario. — i" La enseña paTa designar nn establecimiento, 
ea distinta de la marca de fábrica. 

2 o Es permitido usar en sus rótulos y avisos una enseña, 
conforme á la Terdad de las cosas, y que tiene la distinción 
inficiente para evitar la confusión de un establecimiento eon 
otro. 



Caso. — Lo esplica el 

17.11*4*1 SmuVúmwmi 

Bueno» Airei, Agosio 18 de 1882. 

Vistos estos autos, seguidos por Don Guillermo Cranwell, 
como único dueño y representante de la firma G. L. Cranwell y 
C" contra Don Edmundo E. Cranwell sobre uso indebido de un* 
marca de fábrica y comercio. 

Resultando: i 9 Que con fecba 11 de Julio del año 1876, la 
Oficina Nacional de Patentes de Invención concedió al deman- 
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dante la propiedad y exclusivo uso de la marca de fábrica con- 
sistente en una estrella color rojo encendido de doce puntas, 
cuyo cuadro de fondo blanco se halla dispuesto do tal modo 
que representa también una estrella mas pequeña de igual 
número de puntas, en la cual viene estampado en rojo el nom- 
bre de «Cranwell» é inmediatamente debajo délas estrellas 
descritas las palabras con tinta negra en fondo blanco «Dro- 
guería y Farmacia Inglesa de Cronwell » en la forma que *ü 
espresa en la descripción de f. 2 y modelo de f. 3. 

2° Que con este título el nombrado Don Guillermo, se opone 
i que el demandado Don Edmundo use en los artículos que 
espende al público con el distintivo, Ululo ú rotulo «Nueva 
Farmacia y Droguería inglesa de Crauwell »— en la forma que 
indica el aviso inserto en el diario agregado á f. -i, fundándose 
en el precepto del artículo i° de la ley de 19 de Agosto de 187Ü. 
sobre lo cual ha deducido la demanda de f. 5, y además para 
que se inutilicen los rótulos existentes, y se condene al deman- 
dado en los daños y perjuicios, eosfofl y costas. 

3* Que esto alega en su defensa los siguientes hechos: qub 
es público y notorio que la familia de Cranwelt es uua familia 
de farmacéuticos, habiéndolo sido el padre de ambos litigantes, 
un hermano de ellos, por cuyo motivo don Guillermo no puede 
monopolizar el uso del apellido en lo que se reüerc á la far- 
macia: que la marca de comercio concedida a este no es las 
palabras « Droguería y Farmacia Inglesa de Cranwell, » sino ta 
estrella color rojo antes descrita, como él mismo lo ha anun- 
ciado en diversos avisos publicados, según lo comprueban los 
papeles acompañados á f... y f... W 103 «SW solo hace refe- 
rencia a la estrella sin mencionar para nada las palabras que 
pretende hacer valer como distintivo: y finalmente que él (Don 
Edmundo) no posee marca, limitándose á usar de su apellido en 

los avisos y etiquetas, 
4* Que de los documentos acompañados á la contestación se 
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dio traslado al actor (auto de f. 57 vuelta) quien lo evacuó en 
el escrito de f. 59 manifestando que no babia pretendido jamás 
desconocer al demandante el derecho de usar de su apellido, 
sino que no use ciertas denominaciones que vienen á establecer 
confusión con los empleados en la marca rejistrada; guardán- 
dose silencio sobre los Lechos alegados por el demandado y 
sobre los documentos que motivaron el traslado. 

Y considerando: 1° Que en presencia de estos antecedentes 
el Juzgado reputa innecesario la recepción de la cansa á prueba, 
pues en los hechos confesados ó no confesados, que es una es- 
pecie de confesión de ellos, atento lo dispuesto en el articulo 
86 de la Ley Nacional de Y. n juici amiento, hay suficientes ele- 
mentos para resolver ta única cuestión pendiente, 4 saber : 

I o Si el demandado puede usar en sus rótulos y avisos, el 
título de « Nueva Farmacia y Droguería Inglesa de Cran- 
well. » 

2 o Que, como muy bien lo sostiene el demandado, la marca 
de comercio concedida al artor no consiste únicamente en lai 
palabra; á que se refiere su demanda, sino en ellas y en la 
estrella roja que constituyen el emblema destinado á distinguir 
los productos de su comercio, de otros productos similares, de 
manera pues que p ;ra que pueda hacer u^o del derecho que le 
acuerda ei artículo A° de la Ley de Marcas de Fábri a, es nece- 
sario que se Irate de otro emblema mas ó menos parecido en su 
conjunto al patentado, de suerte que induzca ó pueda producir 
confusión en los productos de uno y otro. 

10 Que mirada la cuestión bajo esta faz, esto no puede su- 
ceder en el caso sub-judicv, pues además de que Don Edmundo 
Cronwell no emplea las palabras cuyo uso se pretende prohi- 
birle, como marca de comercio, sino como enseña para designar 
bu establecimiento en las etiquetas y avisos, hecho no negado 
por el actor, suponiendo que lo fuera como morca, nadie podría 
confundir aun sin necesidad de nn examen comparativo una 
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marca en que figura una estrella roja con otra donde no existe 
tal cosa, porque siendo esta el objeto que mas Mere la tilla y 
llama U atención del consumidor, no puede dudar que no exis- 
tiendo en una etiqueta, el artículo no pertenece á la fabrica ó 
cosa de comercio del patentado. 

¿o ri M «H^iímrto atentamente la cuestión sometida ti Juz- 



gado, aunque las partes no lo han establecido claramente, se vé 
L no se trata en el fondo de la concurrencia mas 6 menos 
desleal á la marca rejistrada de t\3, con otra parecida, puesto 
que esta última no existe; sino del derecho exclusivo que pre- 
tende t<ner el actor y la enseña compuesta de las palabras 
< Farmacia v Droguería de Cranwell. * 

5° Que en estos términos Umpoco puede resolverse favora- 
blemente a las pretensiones del actor, porque las primeras 
palabras son denominaciones genéricas y necesarias que per- 
tenecen al lenguaje, nombres propios, en fin, de objetos ó 
calidades que no tienen otra designación y que nadie puede 
monopolizar en su provecho exclusivo sin atentar contra la 
libertad del comercio y de la industria, siendo un principio 
fuera de discusión que una enseña no puede constituir una pro- 
piedad privativa, sino a condición de no ser una designación 
necesaria á todos los establecimientos del mismo género, por- 
que el derecho de llamar las cosas por su nombre, es anterior 
y preexistente al de las marcas y muestras que es creación de 
U ley ■ y en cuanto al nombre de Cranwell, además de .ue el 
actor «conoce espesamente al demandado el derecho de usarlo, 
siendo una propiedad imprescriptible é inalienable del indi- 
viduo, su derecho á hacerlo figurar al frente de su establm- 
miento de comercio y en sus productos, es incuestionable, 
desde que no se trata de un uso fraudulento, pues si bien esto 
puede dar lugar i la consistencia de dos casas con el mismo 
nombre y á los inconvenientes consiguientes para ambas, es 
una necesidad social como dice Poulliet (Marque de fabrique. 




N* 496) y en ausencia completa de fraude, la justicia debe 
respetar la propiedad del nombre. 

6* Que de los hechos alegados y consentidos se deducen que 
por parte del demandado no existe la menor intención fraudu- 
lenta, y sí mas bien, el deseo de evitar la confusión entre 
ambas casas, pues él ba designado la suya con el nombre de 
c Nueva Farmacia etc. » distinción suficiente para evitar la 
confusión de ambas, con to cual queda cumplido el precepto del 
artículo 23 de la Ley de 19 de Agosto de 1876. Consta en 
efecto que el paJre do los litigantes, fué el fundador el año 
1828 de la < Farmacia y Droguería Inglesa de Cranwoll, » por 
consiguiente, el primero de ese nombre que empleó dicha en- 
seña ; que ambos son sucesores legítimos de aquel, pero, nin- 
guno exclusivo de esta, y ambos farmacéuticos, cotí casa co- 
mercial del ramo en ejercicio, lo que espHca satisfactoriamente 
la adopción de las enseñas recordadas, pues son conformes á la 
verdad de las cosas, y el silencio guardado pnr Don Guillermo 
en el de f... y en la circular f. i6, respecto del nombre ó en- 
seña de la casa, reconociendo así implícitamente, que no se 
consideraba con derecho exclusivo á ella. 

Por estos fundamentos, fallo, no haciendo lugar á la demanda 
interpuesta por Don Guillermo Cranwell contra su hermano 
Don Edmundo Cranwell, debiendo oada parte pagar sus cortas. 
— Kotifíquese original. 

Virgilio .tf. Tciítn. 

MI* de 1* Suprema Carta 

Bueno» Aire», Octubre 3 de 1882. 

* 

Vistos por sus fundamentos, se confirma la sentencia de foja 
sesenta y ocho, siendo á cargo de Don Guillermo A. Crauwell 



la* costas de ¿sta instancia ; satisfechas las cuales v repuestos 
los sellos, devuélvanse los autos. 

J. B, GOnOSTiAGA. — i. I>03IÍ<GUEZ . 
1' LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPIDR- 



CAUSA LIIIH 



la Sociedad * Union Americana* contra D. Luis Antota, por 
cobro de pesos; sobre 



Sumario. — Lns causas de jurisdicción concurrente menores 
de300Sf\ corresponden en la Capital, al conocimiento de los 
Jueces de Paz, 



Caso—La Sociedad «Union Americana» demandó ante la 
Justicia Federal i D. Luis Antola, por la suma de 208 8 83 
centavos fuertes. 



Fallo del Juei Federal 



Buenos Aires, Julio 28 de 188Í 

Vistos y con sid erando : Que la competencia de este Juzgado 
es por razón de la nacionalidad del demandado, según se 
comprobó á f. 2" Que coi) arreglo al articulo 1* de la ley nació* 
nal de 3 de Setiembre de 1878 el conocimiento de las causas 
de jurisdicción concurrente, quedó esclttido du los Juzgados de 
Sección, siempre que lo que se demande no exceda de 500 $f. 
Que con arreglo al artículo 10 inciso i" de la ley orgánica de 
los Tribunales de la Capital, los Jueces de Paz tienen jurisdic- 
ción para conocer en demandas hasta 300 $f. Que según el 
escrito de f. 13 lo que se demanda á Autola, son SOS pesos 
fuertes 83 centavos por lo que el conocimiento de este juicio 
compete al Juez de Paz n spedivo, 

Por esto así se declara y entregúese el espediente al intere- 
sado prévio pago de costas para que ocurra á donde corres- 
ponde. 

Virgilio .V. Tedin. 
VISTA DEL SESOR PROClRADOn GENERAL 

Suprema Corte: 

El artículo 309 de la ley de Organización de los Tribunales de 
la Capital estatuye <que los asuntos que se tramitan ante los 
Tribunales de la Provincia y que corresponden á la jurisdicción 
de la Capital, pasarán ú los Tribunales Nacionales que por 
ella se establecen i» 

Estendida por la misma ley, la jurisdicción de la justicia de 
Paz hasta la suma de 300 pesos fuertes, debió pasar al Juez de 
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* ■ 

Fu respectivo este «unto, que poi otra parte, no debió ser 
iniciado ante el Juzgado de Sección. 

Pot esta razón y lo espuesto por el Sr, Juez, pido la confir- 
mación de su sentencia. 

Eduardo Costa. 

Baenoi Aire*. Oclobr«3 de 1881 

Vistos ; Tersando la demanda interpaesta en esta cansa sobre 
una soma menor de trescientos pesos fuertes, j de conformidad 
con lo dispuesto en el inciso primero del artículo diez de la ley 
•obre organización de los Tribunales de Justicia de la Capital, 
y con lo pedido por el señor Procurador General, se confirma 
eou costas el auto apelado de foja veinte vuelta ; satisfechas 
y respuestos los sellos, devuélvanse. 



J B. GOBOST1AGA. — i. DOMINGUEZ. - 
— ÜLAD1SLAO FRIAS. — S. M. tASPIUE. 



- 

DE JÜOT1CU 1UCI0Í1AL 



Loa herederos de D. Tomás Armstrong contra I). Marcelo 
Grondona. par cumplimiento de contrato, sobre competencia 



Sumario. - El estrangero en pleito con nn ciudadano no 
puede renunciar el fuero federal sino en caso de ser deman- 



Caso, — has herederos Armstrong, argentinos, demandaron 
á D. Marcelo Grondona, estrangero, ante el Jm-z Federal de la 
Sección de Santa-Fé, sobre cumplimento de un contrato. 

Grondona pidió que pasaran los autos al Juez de Provincia, 
porque renunciaba al fuero federal establecido en su favor. 

Fell* *e1 lucí Federal 

Roaario, Agosto 1" de ISBA. 

Y vistos: De ellos resulta: Que D. Mínenlo Grondona pre- 
tende declinar de jurisdicción alegando que el fuero federal es 
un privilegio establecido en favor del estrangero, y por consi- 
guiente en cualquier caso renunciable. 
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Qae pretende por tanta que el presente juicio no es sind nn 
incidente del de mensura iniciado ante la justicia provincial 
por los herederos de D. Tomás Armstrong. 

Y considerando : I o Que si bien el fuero federal es nn privi- 
legio establecido en favor del estrangero. este no puede decli- 
nar de jurisdicción cuando ha sido demandado ante la justicia 
federal como lo tiene resuelto la 0>rte Suprema en el tomo 3 o , 
pájina 7, y en el 4° pajina 392, Sitie 2 l de sus fallos, donde se 
adncen las poderosas razones que hay para ello. 

2 o Que la demanda entablada contra el agrimensor {¡ron- 
dona, no puede clasificarse de un incidente del juicio de men- 
sura entablado ante la justicia de Provincia por los herederos 
de D. Tomás Armstrong, por cuantu se trata de una nueva 
cuestión entre diferentes personas jurídicas de las que litigan 
en el juicio principal. 

Por estos fundamentos y los concordantes de) escrito de con- 
testación, no ha lugar á la decünatoíiá de jurisdicción con cos- 
tas, contéstese derechamente la demanda. 

Fenelon Zuviria. 



ralo de 1» iuprema Corte 

fluonns Airea, Octubre 7 de 1882. 

Vistos; estando obligado á contestar la demanda el estran- 
gero demandado por un ciudadano ante el Juez de Sección y no 
pudiendo renunciar á este fuero, sinú en el caso de ser deman- 
dante, con arreglo á lo dispuesto por los artículos segundo, 
inciso segundo y artículo doce, inciso cuarto de la ley sobre 
juri^diecinu y competencia de los Tribunales Nacionales ; por 
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este y el segundo fundamento del auto apátndo de foja veinte y 
dos ; se confirma este con costas. Satisfechas las de la instancia 
y repuestos ios sellos, devuélvanse. 



i. noMINGl'EZ. — U.AD1M.AO FRIAS 
— S. M. LASPItU. 
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[T Josefa Leal dé liarker contra II Juan Sfron, sobrt 

cobro de pesas. 



Sumario. -I o La cuenta de negociaciones no observada dentro 
del término legal, y concordante con los libros del actor y con 
ciertas afirmaciones del demandado, debe considerarse exacta. 

2» La imputación de pago, en defecto de toda manifestación, 
debe hacerse a la deuda mas onerosa. 



Caso, Seespliea por el 




Buenos Aires. Junio 3 de 

Vistos estos autos seguidos por D. divino Barker en repre- 
tentacion de so señora madre D* Josefa Leal de Barker 
contra D. Juan Bautista Sivori por coüto de pesos, y contra- 
demanda de este por igual causa. 

Resalta: I o Que con fecha 14 de Julio del año 1877 ocurrió 
al Juzgado dicho D. Calvino Barker esponiendo: I o Que siend 
administrador nombrado por su señora madre D* Josefa Leal 
de Barker, de los bienes quedados al fallecimiento de D. 
Eduardo Barker de quien esta fué declarada única y universa) 
heredera, le presentó I). Juan Bautista Sivori dos vales firma- 
dos por el cansante por valor de treinta mil peso» moneda cor- 
riente uno, y de veiute y cinco mil pesos de igual moneda el 
otro, manifestándole que era acreedor por esas cantidades; y 
que no teniendo en ese momento motivo para dudar de la vera- 
cidad de Sivori ni para sospechar que so le cobrase indebida- 
mente una supuesta deuda, y constándole por otra parte que 
entre el causante y Sivori habían eiistido relaciones de nego- 
cios, le entregó algunas cantidades á cuenta; pero, que exami- 
nando los libros -de la casa y por conferencias tenidas con 
Sivori, se había convencido de que lejos de ser este acreedor 
era deudor. 2 o Que en Enero del mismo año le habia presentado 
y entregado una cuenta corriente igual á la de f. 3 y 4» por la 
cual resulta Sivori deudor de cuarenta mil seiscientos veinte y 
cinco pesos ; que durante tres meses espero alguna contesta- 
ción, y suponiendo que su silencio importaba una aceptación le 
eiijio el pago de ese saldo á lo que se habia negado Sivori sos- 
teniendo que era acreedur, pues los vales eiistian en su poder. 
3 o Que en tal virtud y fundado en estos antecedentes venia á 
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nombre de 1» e.p.e..d» «fior, 4 entablar formal 4 «7» d "°?; 
tn Sivori por la cantidad de cueréete mil se.ac.ento. «.ele 
v cinco pesos monede corriente i intereses, y pera que le de- 
loe doe veles que indebidemonte "^«¿l*"* 
Resulta qno Sivori en »u eoi.testec.on 4 la demanda se ha 
limitado 4 pedir so deseche con costas por sor injusta J de noto- 
2 mala «agregando : ,ue había tenido con tetar dos cl.ee. 
de negocios diferentes ; que esto era corredorysc ""^'Z' 
cialmente en celoc.rle su dinero en plaza dándole letras firma- 
des por terceras personas; que esto era su pr.nc.pal negoc.o 
con él. como lo demuestra la cuenta exhibida ,«e se refiere 
ónice y exclusivamente 4 descuento de letras de persona, e.tra- 
6as, menos l.s cinco últimas partidas; que alguna, rece, tam- 
ien u pedia dinero prestado, el que le 
Barter un recibo, lo que sucedió en Abril de 1876 en que « 
dió cincuenta y cinco mil pesos moneda comente; que i cuenta 
de esta misma .um» el mismo D. Eduardo le entrego diez y 
seis mi! pesos, y posteriormente D. CaH.no representante « a 
madre de aquel, veinte mil cuatrocientos ve.nte y c.nco pe os 
fluyendo los intereses estipulados si uno y media por c.ento i 
q „e por consiguiente interponía coutrademand» val.éndoa. del 
recibo reconocido en la demanda y de la misma cuenta e.u.- 
bida. por la suma de veinte y un mil quinientos cuarenta y 
seis pesos moneda corriente, con mas lo. intereses 4 uno y me- 

dio por ciento. , . 

Resulta: Que sustanciada la contrademanda, .e rec.b.o a 
cansa 4 prueba T producida por la parte actor. ÜD.camente 1. 
que constata á eer-.ucado de f... han venido l.s anto. aldea- 
nacho pera sentencia definitiva. 

* y considerando; l- Que son parte integrante de 1» demanda 
los documentos con que se instruye, y 4 esto, como 4 ella e. 
estensiva la prescripción del articulo ochenta y -ote de la 
Ley Nacional de Enjuiciamiento ,ue ordena al demandad. .1 
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contestar la demanda confesar ó negar categóricamente los he- 
chos en qne se funda sin evasivas ni ambigüedades, bajo pena 
de tomarse su silencio como un asentimiento á los hechos que 
tales antecedentes arrojen. 

2 o Que Si vori no ha negado que se le haya pasado la cuenta 
comente de f. % ni que haya mantenido con 1). Kd nardo Bar- 
Iter negociaciones de dinero llevadas en esa forma, de modo que, 
A este respecto, debe tomarse eomo exacto lo afirmado por el 
actor sin que baste a mollificar ó alterar esta conclusión el 
hecho alegado en la contestación de que cada operación se hacia 
entregando Sivori el dinero y recibiendo de Barker letras firma- 
das por terceros, como queriendo demostrar que ellaüe baeiaeu 
cada caso completa y sin dar lugar á cuenta corriente alguna, 
pues, figurando 00 la cuenta exhibida el pago de los cincuenta 
y cinco mil pesos prestados á Barker y otras deudas á saldos 
de cuentas anteriores, ha debido aquel negarlo espresamente, 
poi lo menos en esta parte que se refiere precisamente al fondo 
de la cuestión. 

3 o Que ademas absolviendo Sivori las posiciones del pliego 
f, 31 ha confesado que recibió de Barker una letra por valor de 
ocho mil pesos fuertes con la aceptación de D. Juan Angel Mo- 
lina y que con esa letra se pagaron deudas particulares de Bar- 
ker y otras letras vencidas de Molina, lo que seguramente ffu 
habría tenido lugar ni consentido Sivori, si como lo dice su 
alegato hubiese entregado con una mano el dinero en el acto 
de recibir con la otra la letra. 

i° Que en esta parte la confesión de Sivori coincide con las 
enunciaciones de la cuenta f. 33, señalada con una cruz roja, 
según las cuales aparece pagado el vale de cincuenta y cinco 
mil, y otros suidos, con la letra de ocbo mil fuertes, aceptación 
de Molina, hecho que debe ademas considerarse confesado por 
aquel en visla de la respuesta evasiva dada á la 5* posición en 
cnanto aapgura no recordar que la letra de ocho mil fuertes fué 
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chancetada con las partidas de la cuenta citada que llevan esa 
señal, con tanta mas razón cuanto que por su parte ninguna 
prueba ha producido para demostrar que dicba letra le fué 
entregada como otras, por pristamos de dinero, en que Barker 
no tenia mas rol que el de corredor intermediario para su 
colocación. 

5" Que concurrirá demostrar la ex' titud de la cuenta pre- 
sentada por Barker y su aceptación por Sivori el hecho no 
desconocido deque "'>pia igual le fué pasada al demandado 
el 31 de Knero de 1877. si» que hasta la fecha de Ja doman 3a 
le hubiere he:'hn observación alguna, no habiendo producido la 
mas mínima prueba para destruir la presunción legal (arí. 86, 
i 'údigo do Comercio). 

6^ Que por otra parte estando *-onfcsado por Sivori que con 
poüter bridad al préstamo de los cincuenta y cinco mil pesos, 
recibió la letra por valor de ocho mil fuertes aceptación de 
Molina (la que según su propia confesión cobró ya) en pago 
de deudas particulares de Barker; y no habiéndose esp esado en 
el recibo á qué deudas debe imputarse, ni tampoco producido 
Sivori prueba alguna pura justificar 6 indicar siquiera cualea 
son esas deudas como le correspondía hacerlo, puesto que se 
traía do hechos alegados por él para destruir los efectos de la 
acción instaurada, la imptitaciou debe hacerse de acuerdo con 
lo dispuesto en el artícelo 55, titulo Del pago. Código Civil» i 
la mas onerosa, y no puede dudarse que lo es en alto grado una 
deuda que lleva el uno y medio por ciento de interés, cuando el 
corriente de Banco no excede del medio por ciento á lo que se 
agrega que la voluntad de Barker de que la imputación se haga 
en esa forma, resulta claramente manifestado en la cuenta 
exhibida, que debe suponer-e auténtica desde que no se ha ale- 
gado lo contrario. 

7 U Que de lo expuesto se deduce la falta completa de funda- 
mento a la conlrademanda, puesto que ella se dirije á cobrar 
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el nido qne, segoa Sivori, se le adecd* del préstamo de cin- 
cuenta y cinco mil peaos á que se refiere el vale de f... t y se ha 
demostrado ya que dicho crédito estaba cubierto antes del fa- 
llecimiento del deudor. 

Por estos fundamentos, y concordantes del escrito de foja.,., 
fallo condenando á D. Juan Bautista Sivori al pago de la suma 
de cuarenta mil seiscientos veíate y cinco pesos moneda cor- 
riente con interés á estilo de Banco desd? la fecha de la de- 
manda, y absuelvo de la contrademanda á la sucesión de D, 
Eduardo Barker, con costas. Notifíquese original y repónganse 
los sellos respectivos. 

Virgilio M. Tedin. 

Fallo de lo ftupre» Corte 

Buenos Air«. Octubre 10 de IBSS. 

Vistos í con Jos libros traídos para mejor proveer, por sus 
fundamentos, se confirma con costas la sentencia apelada de 
foja cien; satisfechas las de la instancia y repuestos los sellos 
devuélvanse los autos, entre ándese los libros i la parte de 
Barker. 

J. B. GOROSTUCA. — J. OOMIHGUEI- — 
U LADISLAO FRIAS — S. M. LASMUR. 
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CAI' HA 



Uun Juan Cartssen contra don l mires Affmnx; fiur cabro de 
p$Om; sobre deetafaéimi de un testiija 



Sumario. — Declarado decaído el derecho di* presentar un 
testigo, no puede volverse á pedir su e*áin»n. 



Caso. — En la causa seguida por el capitán Carteen contra 
Don Andrés Aguírre, se declaró decaído el derecho de este para 
presentar algunos testigos, y entre ellos á Don David de Alberti 
, fallo de 5 de Noviembre de 1881). 

Aguirre al solicitar la citación del testigo Forgues, cuya 
declaración quedaba pendiente pidió se citara también al tes- 
tigo de Alberti. 

Fallo del Juea de Sección 

Buenoi Aires, Agosto 9 de 1813, 



En lo principal, cítese al testigo Forgues, bajo los aperci- 
bimientos de ley, para que comparezca á declarar el día 22 
T. IV 26 



del corriente a las [dos de la tarde. — Al otrosí, por lo que 
resulta del certificado de f. Uf y atento lo dispuesto al final 
del auto 152 confirmado i f . 166 ruelta, no ha lugar. 

Tedin. 

Falle de la Suprema Corte 

Bueno» Airei, Octubre 10 de 1882. 

ViBtoa, por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento ochenta y tres vuelta, satisfecha* las do 
I» instancia y repuestos los sellos disuélvanse. 



J. D. GOAOSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
l' LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPlUR, 
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C'AUNA IíXXXII 



i fon .Xi'cfíst'n fi. Varboneit contra don Sebastian ('usures, sobre 



Sumario. — Las excepciones de pago y compensación opues- 
tas en juicio ejecutivo, son admisibles á prueba, aunque en eí 
escrito de oposición tm se especifiquen los hechos en que se 
fundan. 



Caso. — Don Nicasio CarboneU demandó ejecutivamente á 
don Sebastian Casares por cobro de 272 pesus 50 centavos 
iucites, por honorarios en los autos seguidos por Casares, 
contra don César Cíacchi, 




Carbonell contestó que di 
ciíicaban sus fundamentos. 




Fallo del Ju« de Sécelos 



Bueno* Aires. JuEio ¿1 de 1882. 
Vistos: por los fundamentos consignados en el escrito de 
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foja 19. no ha lugaT a la excepción opuesta por el e, 
foja 18; en consecuencia, llénese la ejecución adelante 
hacerse íntegro pago al acreedor del capital, intereses y 

Virgilio V. Tedin. 



Fallo de 1» Suprfd» Corto 

Bueno» Aires. Oclubre 10 de 1882. 

Tistos; habiéndose opuesto por el ejecutado las excepciones 
de pago y compensación, y siendo estas excepciones de las 
admisibles en el juicio ejecutivo bajo la forma y con las li- 
mitaciones que la ley estable e, se retoca el auto apelado de 
foja veinte y dos vuelta y se devuelvan al Juzgado de su, pro- 
cedencia, previo pago de costas y reposición de sellos, para <[ue 
recibiendo la cansa a prueba, la resuelva con arreglo á de- 
recho, 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOWISGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS, — S. M. LASP1CR. 
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CACHA LXXXVII 



Oími>iai coníra /iicarrfo .líae-ta», por homtcidio de Daniel 
Collins. á bordo de la barca ingim ^Belle Atiance*, surta 
en balizas exteriores. 



Sumario, — i"*.' onsistiendo la prueba del delito solo en la 
confesión del procesado, esta debe apreciarse con ta escusa con 
que viene calificada. 

2* El homicidio cometido en estado de furor, y á consecuen- 
cia de ofensas graves, es penado con tres años de presidio. 



Caso. — Se esplica por el 



Buenos Aire», Mayo 6 de 1685. 



Vista esta causa criminal seguida de oficio contra Ricardo 
ttcvCann por homicidio perpetrado en la persona de Daniel 
Collins, i bordo del buque inglés «Belle Alance», fondeada 
en Balizas exteriores. 

Resulta: I o Que el dia 13 de Diciembre de 1879 se presentó 
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en la Capitanía General de Puertos D. Alexander M. White, 
Capitán de la espresada barca, dando cuenta que habia Tecibido 
aviso de á bordo que en el referido buqne el marinero llamado 
Richard II a c- Can n habia inferido una puñalada a Daniel 
Collins, segundo piloto de á bordo, de 32 años de edad, de cuya 
herida murió al dia siguiente, ú las cinco de la mañana (parte 
de f. i.) 

2 o Que llamada á declarar la tripulación ante laantundad 
fluvial respectiva, se negó á hacerlo, alegando haber prestado 
ya sus declaraciones ante el Consulado, según resulta del 
informe corriente á foja 14, lo que impidió la formación del 
sumario en oportunidad, dando lugar d que la «Bello Aliance» 
zarpase de los puertos de la República, sin que se hubiese 
esclarecido el hecho. 

3 o Que posteriormente por intermedio riel Ministerio de 
Relaciones Exteriores se recibieron las copias debidamente 
legalizadas de las declaraciones juramentadas prestadas ante 
el Superior intendente de la marina mercante en Kew-Port en 
el Reino Unido, por Alejandro White, Capitán y David Hen- 
derson, segundo de la barca antes nombrada. 

Y considerando: I a Que de las citadas declaraciones resulta 
que el Sábado 13 de Diciembre de 1879, hallándose anclada 
en Balizas esteriores la barca «Bella Alianza-, el Contra- 
maestre Daniel Collins fué herido con arma cortante á inme- 
diaciones del riñon izquierdo manifestando o! herido ante el 
Capitán y el Segundo, que habia recibido la herida de Dick, 
siendo el procesado el único individuo de á bordo conocido con 
ese nombre, según él mismo lo ha reconocido en su declaración 
de f . 53. 

2° Que si bien éste ha negado en las dos primeras interroga- 
ciones á que fné sometido, ser autor del crimen que se le imputa, 
en la confesión con cargos ha espresado esptícitameute serlo, 
confirmando así la exactitud de las declaraciones del Capitán 
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7 segundo habiendo manifestado que ai negó al principio fué 
porque asi se lo aconsejaron sus compañeros de á bordo. 

3 o Que la circunstancia alegada por el procesado de haber 
sido atacado primero por el segundo piloto con una barra de 
hierro con la que le dió un golpe en la nariz y otros en la cabe- 
xa, que lo dejaron sin sentido, es de todo punto inverosímil, 
pues una agresión de esa naturaleza no podría menos que dejar 
señales evidentes de ésta por algún tiempo, no constando que 
hayan sido notadas ni en el momento en que fué aprehendido» 
ni cuando compareció á prestar su primera declaración en el 
Juzgado, siendo de observar que tampoco se ha solicitado por 
su parte diligencia alguna en el término de prueba para justifi- 
carlo, ni la menciona el capitán ni el segundo del buque en sus 
declaraciones de f. 38 y f. 45. 

4 o Que tampoco puede admitirse como probado el hecho que 
refiere el segundo de que Collius dió una bofetada á Mac-Cann. 
pues además de que este mismo no hace mención alguna de esa 
circunstancia, la declaración de Henderson es de oidas por lo que 
sobre este punto carece de valor legal (Ley 29, título 16, 
partida 3*). 

5* Que sin embargo en la oscuridad en que se encuentra en- 
vuelta esta cansa por no haberse practicado oportunamente 
todas las diligencias del sumario, forzoso es admitir de acuerdo 
con lo que dice Henderson y el procesado, que alguna riña se 
produjo á bordo, sin que sea posible constatar su origen y 
ostensión, que dió por resultado que Mac-Cann hiriera al pilo- 
to como lo hizo. 

6 o Que en presencia de estos antecedentes y no habiendo en 
autos dato alguno que demuestre premeditación y alevosía en el 
delincuente, el hecho debe clasificarse como homicidio simple y 
castigarse con la ¡pena de seis años de presidio, de acuerdo con 
lodíspuesto en el artículo 196 del Código Penal actualmente ?i- 

93 de la ley penal Nacional. 
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Por estos fundamentos, fallo condenando á Ricardo Mac- 
Cann á sufrir la pena de seis años de presidio, la que deberé 
oumplir en la Cárcel Penitenciaria de esta Ciudad de Buenos 
Airea, al pago de las costas procesales y daños y perjuicios á 
que hubiere lugar debiendo computarse el tiempo do prisión 
que llera sufrida, con deducción de los seis primeros meses de 
prisión preventiva (artículo 171, Código Penal). 

Notifícese ron el original. 

Virgtho M. Tedin. 

VISTA DEL SEÑOR PRilt.1 UADOR GENERAL 



Encuentro que la pena de ta sentencia apelada no está arre- 
glada á las constancias del proceso. 

Todos estos procedimientos abonan muy poco en favor de la 
actividad y del celo de nuestras autoridades judiciales v marí- 
timas. 

El 13 de Diciembre de 1879, fronte áesta Ciudad, turo lug.ir 
i bordo de la barca inglesa « Bel le Aliance», el hnmi<Mdio del 
segundo piloto de la misma Daniel Collins. 

La «Belle Aliance» permanoció 15 dias en esta rada; hizo 
Tela en seguida para Gualeguay, de donde zarpó para Europa 
en Febrero siguiente. 

Es decir que este buque permaneció mas de dos meses en aguas 
argentinas, sin que ni las autoridades judiciales ni m arítimas 
se cuidaran de averiguar cómo había tenido lugar aquel hecho 
sangriento; dando lugar á que se ausentaran, para no volver 
mas, con toda probabilidad, los únicos testigos que lo habían 
presenciado 1 

Esta incalificable negligencia en el cumplimiento de los mas 
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sérios deberes, ha hecho imposible el esclarecimiento de lo» 
hechos. 

Ni se ha procedido al reconocí miento facultativo de las 
heridas, ni del cadáv.-r. ni hay en realidad una constancia 
auténtica del fallecí miento del herida 

Separadas las declaraciones del capitán y del segundo toma- 
das en Inglaterra, que ni siquiera originales se han presentado, 
ui aun traducidas por traductor juramentado, separadas estas 
declaraciones, inadmisibles, digo, solo queda en contra del 
procesado su propia confesión. 

El ha confesado, es cierto, pálidamente el hecho criminal de 
que se le acusa, pero al mismo tiempo ha aducido consideracio- 
nes en su descargo, que no es posible dejar de tomar en cuenta. 

Es doctrina inconcusa que V. E. ha confirmado en repetida, 
ocasiones, que la confesión del reo es indivisible, de manera 
que no puede aceptarse en una parte y rechazarse en otra. 

El procesado confiesa que infirió a Collins la herida de que 
resultó la muerte. Pero, dice al mismo tiempo que fué para 
defenderse de los golpes que le infirió con una barra de hierro. 

El defensor encuentra que la defensa propia exonera al pro- 
cesado de toda culpa y pide sea puesto en libertad 

El Señor Juez clasifica el hecho de, un homicidio simple y lo 
castiga con sois años de presidio. 

Admitiendo la confesión del procesado en su mas perfecta 
unidad, siempre resultará que no están suficientemente proba- 
dos los estremos de una justa y legitima defensa. El Señor Juez 
observa con mucha razón que la gravedad de la agresión está 
desmentida por la circunstancia de no presentar Mac-Cann, 
inmediatamente después ninguna señal de los golpes que dice 

baber recibido. 
No puede, empero, desconocerse que la herida fué precedida 

de una agresión violenta. 

La declaración de Henderson, segundo Capitán, foja 45, 
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tanque solo valga, como indicios ó presunciones en pró de la 
acusación y de la defensa, da testimonio del carácter insscible 
del herido, que, según lo había presenciado mas de una Tez t 
acostumbraba manejar á palos á los tripulantes. 

Esta circunstancia esplica sin violencia la escena que paBÓ 
á bordo. 

La tripulación se ooupaba en lavar la cubierta. El segundo 
piloto que vi] liaba los trabajos reprendió á Mac Caun, y repli- 
cando éste probablemente, le dió bien nna bofetada, 6 bien 
golpea con una barra de hierro. 

Esta agresión no justifica ciertamente la puñalada con que 
contestó Mac-Cann enfurecido; pero hasta cierto punto la 
disculpa, y le quita todo carácter de premeditación y alevosía, 

Es este entonce!) el caso del artículo 197 del Código Penal, 
que limita la pena á tres años de prisión cuando el mismo 
muerto provoca el acto homicida con ofensas ó injurias graves 
ó si en el momento del hecho el homicida se halla en estado de 
furor, sin culpa suya y sin que hubiere al mismo tiempo adu- 
sto n completa de inputahüidad . 

En su mí-rito, pido á V. E. Lu reforma de la sentencia ape- 



VistoB y considerando: Que por negligencia culpable de las 
autoridades encargadas de instruir este proceso, faltan en él i 
las declaraciones de los testigos presenciales, el reconocimiento 
facultativo de la herida, y el certificado del fallecimiento que 
sobrevino, A consecuencia de ella, quedando incompleto por 
estas omisiones, el esclarecimiento de los hechos; 



toda. 



Eduardo Costa. 




Buenos Aires, Octubre 14 de 1883. 
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Que la única prueba del delito da homicidio qae se impata al 
procesado, es laque se deduce de su propia confesión ; 

Que esta confesión no es simple sinó calificada; pues en el 
mismo acto de prestarla á foja cincuenta y siete, el acusado 
se escusa, diciendo - que era cierto que había herido á Daniel 
Collins, pero que lo habia hecho, porque habiendo cambiado 
algunas palabras con el marinero Kitecheu, reconviniéndolo 
por no haberlo recordado el dia antes á hacer sus obligaciones 
se llegó hácia él, el segundo piloto Collins, y diciéndole que no 
quería á bordo palabras, y que solamente con él debian enten- 
derse, sin mas, le dió con una barra de hierTO en la nariz» 
continuando sus golpes por la cabeza y otros puntos, riéndose 
el declara n fe en la necesidad, por defenderse de sacar su cuchi- 
llo que tenia en la vaina y herir con el a Collins » ; 

Que aunoue esta escusa de golpes con una barra de hierro, 
no sea verosímil, porque no conBta que ilac-Cann presentase 
inmediatamente después del suceso, señal alguna de ellos; ain 
embargo debe tenerse presente que hay fuertes presunciones 
de que la herida fué precedida de una agresión violenta de 
Collins, según la declaración de Henderson, segundo Capitán 
á foja cuarenta y ocho, donde espone * que creía que habia 
mediado mala noluntad entre Collins y Mac-Cann, durante el 
viaje, y que habii fisto á Collins darles de palos á algunos 
tripulantes *; y que * cuando se infirió la herid*, hallábase la 
tripulación limpiando la cubierta, suscitándose, según se le 
dijo, alguna reyerta entre los tripulantes ; Collim le dió una 
bofetada á Mac-Cann, y este entonces le pegó una puñalada 4 
Collins. » 

Que bajo de estos antecedentes el caso se halla rejido por el 
artículo ciento noventa y siete del Código Penal, que limita la 
pena del homicidio « á tres años de prisión, si el muerto mis- 
mo provoca el acto homicida con ofensas Ó injurias ilícitas y 
graves, Ó si en el momento del hecho el homicida se hallaba 



en estado de furor sin culpa saya, y sin que hubiese al mis- 
mo tiempo exclusión completa de imputabílidad a. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo espuesto j 
pedido poi el Señor Procurador General, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja setenta y dos, con limitación de la 
pena impuesta por ella al acusado R : ardo Mac Cano, á tres 
anos de presidio solamente, y devuélvase las autos. 

Notifiques*? y comuniqúese al Poder Ejecutivo con el original. 

i. B. GO ROSTI — I. DOMISGUEZ. — 
S. M. Lasfiuk. 



CAUSA LXXXVIII 



Doña Gabina ti. de Vera contra ¡ton \hrahan López, por 
cohrn ejecutivo de pesos; sobre competencia 



Sumario. - Las causas de fuero federal por la distinta ve- 
cindad de las partes, corresponden á la justicia federal aun 
siendo menores de 500 pesos fuertes, si su importancia eicede 
de la que pertenece á los Jueces de Paz por la ley provincial. 
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Coio.-Dona Gabina G. de Tara entabló demanda ejecutiva 
por 240 pesos bolivianos contra Don Abrahan López, vecino de 
otra Provincia ante el Juez Federal de la Sección de Salta. 

López opuso la excepción de incompetencia, fundándose en 
que por la ley nacional de 23 de Agosto de 1878, la justicia 
federal, en las causas de fuero concurrente, solo debe conocer 
en las que exceden de 300 pesos fuertes. 



miio del Jue* 

Salta. Setiembre 2 «le 1881 

Vista la excepción de incompetencia deducida por D. Abrahan 
López, resulta: que ella se funda en que poi la ley nacional de 
3 de Setiembre de 1878 los jueces federales solo tienen juris- 
dicción para conocer de las demandas cuya importancia excede 
de quinientos fuertes y que la interpuesta en el presente caso 
por la señora de Vera solo alcanza á doscientos pesos bolivianos 
du principal. 

Considerando: que por esa ley á que se acoje el excepcionante 
solo se quitan de la jurisdicción nacional las demandas cuyo 
conocimiento compete, según las leyes de la provincia respec- 
tiva, á la justicia de paz, no excediendo la importancia de 
aquellas de quinientos fuertes: Que según el artículo 13, inciso 
2\ de la ley provincial de 10 de Abril de 1876, los jueces de paz 
de la provincia solo pueden conocer de las demandas cuya can- 
tidad no exceda de doscientos pesos bolivianos de principal: 
Que la deducida en el presente caso excede de esta suma según 
lo reconoce el mismo excepcionante, y por consiguiente no cae 
bajo la jurisdicción de la justicia de paz: Que siendo esto asi 
y versando el litigio entre vecinos de distintas provincias su 
conocimiento compete á la justicia nacional, se^un el artículo 
2? de la Ley de Procedimientos. 



Por «atas consideraciones y de conformidad á las leyes cita- 
da* no ha lugar con costas á Ja excepción deducida. 
Repóngase loa sellos. 

Federico Ibargvren. 

r»ll« de Ir «vprm* C«rte 

Buenos Aires, Octubre I" Je 188Í. 

Vistos ; por sus fundamentos se conürma con costas el auto 
apelado de foja veintiocho vuelta; satisfechas las de la instan- 
cia y repuestos los sellos devuélvanse. 

J. B. GOROSTUGA. — J. DOM13CIEZ. — 
ULAD1SLAO FRIAS. - S. M- LASPH.R. 



Sauh de Uro y C contra Valencia hijos y t\ 
sobre payo por consignación 

Sumario. — i ü La avería sufrida por las mercancía» transpor- 
tadas debe hacerle constar por medio de peritos, y avisarse á 
•as dueños. 
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El encargado de recibirlas no puede Tenderla* en renta 
privada, por razón de averías, sin automación de an dueño. 

3* Si así lo lia hecho, se halla en el deher de indemnizarle 
el precio en que la mercancía pudo ser vendida en el lagar de 
an destino. 

A° La equidad y el principio que nadie debe enriquecerse con 
lo ageno, exije que» constando la averia, ae deduzca de la can- 
tidad de las mercancías la parte que el juez estime justa según 
las circunstancias del caso. 

5- La consignación del precio en que la mercancía fué ven- 
dida privadamente, dadas las circunstanciáis anteriores, no es 
admisible. 



Caso. Se esplica en el 



HBndo«. Mayo 29 de 1882. 

Vistos estos autos de los cuales aparece que los señores Saulo 
de Oro y C\ de Villa de Mercedes, han comparecido haciendo 
consignación judicial á disposición de los señorea Falencia é 
hijos y C* de esta plaza, de la suma de mil trescientos sesenta 
y nueve pesos, diez y ocho centavos, moneda chilena, de 4 cua- 
tro quintos por peso, procedsntes del valor de ciento setenta y 
tres bolsas de harina, que dicen recibieron de éstos & consigna- 
ción para remitir á la ciudad del Rosario, y por llegar ave- 
riada y con mermas por haberse mojado á consecuencia de llu- 
vias en el camino y rotas algunas bolsas que la contenían, 
procedieron ellos a vender en venta privada, en el lugar de em- 
barque, dando en seguida cuenta de ello á sus comitentes. 
Con la contestación de estos, quienes sin desconocer en abio- 
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luto la verdad de la avería, sostienen sin embargo do estar 
obligados a pasar por la renta verificada por los demandantes 
con perjuicio de sus intereses, alegando, primero: que el detri- 
mento de la harina por razón de la mojadura, no ba podido 
producirse eu los términos asegurados por aquellos, por cuanto 
las lluvias, cualesquiera que fueran, solo pudieron racional- 
mente mojar las cajas estertores de las bolsas sin tocar el in- 
terior, y no pudo así el daño producirse sino en parte de 1¡l 
harina, cuando mucho; segundo: que ellos debieron antes de 
proceder á la venta constatar en forma legal el daño y cumplir 
con darles aviso de él en la forma prescrita por el artículo 352 
del Código de Comercio, y no lo hicieron sin embargo; tercero; 
que en todo caso debieron proceder á la venta en remate público, 
conforme á lo prescrípto poT el artículo 354 del código citado y 
tampoco cumpliei on con tal formalidad, haciendo en su lugar 
una venta privada; y cuarto linalmenU* : que verificaron esta 
por un precio mucho rneu^r del corriente que tenia la harina en 
aquella época en la plaza del Hogaño i donde iba ya ven- 
dida. 

Y considerando: I o Que según lo prescriben los artículos 
852, 353 y 174 combinados del Código de Comercio, los de- 
mandantes inmediatamente del recibo de la harina, si su estado 
no fué conforme con las especificaciones de tas respectiva cartas 
de porte, debieron proceder a hacer constar por escrito el grado 
y la estension de la avería por ante peritos y dar aviso del he- 
cho á sus comitentes sin demora alguna, ya valiéndose de la 
via ordinaria del correo, ya de la mas espeditiva del telégrafo 
que tenían a su alcance y que ta razón y et buen sentido acon- 
sejaban emplear, si el caso, como se deduce de sus afirmaciones, 
lo requería. 

2? Que no cumplieron, sin embargo, con tales formalidades 
que la ley y la razón le prescribían observar, y en su lugar sin 
aviso á los comitentes, ni autorización alguna de estos, proce- 
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dieron á la renta en privado de la mercadería, propendiendo 

después de verificada por medio de la información corriente á 
fojas, . . constatar la razón de ella y justificar así a posterior* 
sus procedimientos. 

3 o Que tal información como ti resto de la prueba producid» 
por los demandantes, que rechaza j hace inadmisible, como 
tardíamente producida por disposición contenida en la última 
parte del articulo 353 del Código de Comercio antes citado, no 
acredita por otra parte que el estado de la harina fuera tal que 
dispensara á los demandantes y aun impusiera á su solicitud y 
diligencia por los intereses de sus comitentes la necesidad de 
>uspender su remisión á su destino, y proceder á disponer desde 
luego de ella, como lo hicieron, pues únicamente acredita que 
llegó averiada por razón de mojaduras, y que por tal razón ha- 
bía perdido parte de su valor, pero no el grado ó cstension del 
daño 6 que este fuera tal que el transcurso de dos ó tres días, 
solo necesario para que la mercadería llegara al Rosario, la hi- 
ciera inútil ó la expusiera á un mayor y considerable quebranto; 
inverosímil, por otra parte, pues, bastan los mas sencillos co- 
nocimientos para íber que ni aun en un tiempo doble del em- 
pleado desde que salió la harina de esta ciudad hasta que llegó 
á Villa Mercedes, pudo estar por razón de mojaduras que no pe- 
netran ni pueden penetrar mas de dos centímetros en cada 
bolsa por razón de la capa impermeable que la humedad misma 
forma en las capas esteriores, dañarse ni perjudicarse en mas de 
lo que pudiera estarlo á su llegada á aquella Villa. 

i" Que las declaraciones del capataz y peones de los depósi- 
tos del Ferro-Carril que atestiguan la mojadura de la harina y 
afirman que esta por razón de su estado m> fué admitida en di- 
chos depósitos, no son bi. atantes á establecer lo contrario, por- 
que no se ha demostrado que esas personas fueran suficiente- 
mente autorizadas para negar el transporte de aquella al Rosa- 
rio y porque no consta si ellos examinaron la harina 6 se guia- 
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roa limpiamente pot los signos estertores de las bolsas que la 
contenían. 

5 o Que no se ha demostrado tampoco, ni es verosímil por 
razón del acomodo que debe suponerse llevaban las bolsas en 
los carros, que se mojaron toda* ellas y que se produjera así la 
necesidad de la venta de todas sin excepción ó de la mayor parte 
al menos, y que no quedara por consiguiente cantidad alguna 
en condiciones de remitirse a su destino. 

6 o Que aparte de todo esto y aun suponiendo que el grado y 
estension de las averías que, como se ha visto, no han sido espe- 
cíficamente constatados, fueran tales que hicieran urgente desde 
luego y sin demora la venta de la harina por los demandantes, 
debieron sujetarse ellos á las prescripciones del artículo 351 
del Código de Cumercio que ordena la venta en martillo público, 
y por si acaso no eiistió juez en la localidad que la autorizara, 
ocurrir al menos á un martiliero ó persona competente y hon- 
rada del comercio para hacer constar el grado del daño y proce- 
der con la publicidad necesaria no solo para satisfacer en lo po- 
sible los mandatos de la ley, sinó para mejor gestionar los inte- 
reses de sus comitentes y constatar sus diligencias por ellos. 

7° Que no pudieron dispensarles lejít ¡mámente de tal obli- 
gación las cartas de fojas 108 y 109 en que los demandados les 
encargan no despachar al Rosario otro cargamento de harina 
que les habían remitido con el mismo fin, si por acaso llegaba esta 
averiada á Villa Mercedes, pues estas instrucciones eran espe- 
ciales para un caso dado, y fácilmente ocurre que no pudieran 
tener para todos los casos las razonen especiales que pudieron te- 
ner para aquel ; porque por otra parte esas cartas mismas no dis- 
pensaban n los demandantes de constatar el daño con que pu- 
dieran recibir la harina v avisarlo á los demandados, prescribién- 
doles, al contrario, en ellas que, llegado el ruso, dieran cuenta 
de él y avisaran el importe del daño para poder cobrarlo del co- 
misionista de transporte, lo cual implícitamente les imponía la 
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recomendación de proceder con arreglo 4 la ley; y porque final- 
mente, esas cartas no autorizaban personalmente á tos deman- 
dantes para verificar la venta y mucho menos para verificarla 
desde luego, sin otro aviso^ sin órden del demandante y sin las 
demás formas materiales que la ley requiere para casos tale?, 
8 a Que en cuanto á la merma por razón de rotura de la* 
bolsas, tampoco se ha constatado especialmente cu:il sea ella. 

0' Que tudos estos antecedentes demuestran que los consig- 
natarios no han acreditado legalmente la razón de sus procede- 
res cu el caso y que están en el deber de reintegrar á los remi- 
tentes el precio de la harina en cuestión, tomando por base en 
que estos pudieron venderla en el lugar di' su destino préviu 
descuento de gasto* de comisión y transporte basta él. 

10. Que sin embargo de todo esto, no habiendo Los demanda- 
dos desconocido en absoluto el hecho de que la harina llegó 
averiada á poder de los demandantes, hecho que por otra parte 
tiene su apoyo en la prueba ti postor ton producida por estos, 
no puede sin agravión la justicia y sin acordarse á los primeros 
con perjuicio del principio de que nadie debe enriquecerse con 
lo age no, una indemnización mayor de la que en razón y equi- 
dad les corresponde, dejar de lomar en consideración dicha ave- 
ría, que, equitativamente y por las circunstancias del caso y 
pruebas uducidiis por los demandantes, puede lijarse en una 
merma de tres libras por quintal ó seis por bolsa. 

1 1 . Que respecto al precio corriente de la harina en el Ro- 
sario, ú la época d«d recibo de ella ñor los demandantes, se han 
producido por los demandados las cartas de fojas 128 á 130 re- 
conocidas á fojaa 132 y siguientes, en dos de las cuales se es- 
presa que dirho precio era de sois pesos bolivianos efectivo el 
quintal, si bien solo una es referente al mes de Febrero en ge- 
neral en que tuvo lugar el hecho, y la otraá la segunda quin- 
cena de este mes, y en la tercera, con referencia á esa misma 
quincena, que era de seis pesos á seis pesos dos reales. 
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12. Que el precio de seis pesos puede así tomarse como base 
en el caso no solo porque un testigo al establecerlo no hace 
distinción de fechas en dicho mes, sinó porque dada la fecha en 
que la harina llegó á Villa Mercedes y el tiempo necesario para 
su trasbordo al ferro-carril y transporte al Rosario, no debió 
ella llegar á este punto antes del 13 del mes citado y puede así 
adoptarse por su estrecha proximidad aun el precio de la se- 
gunda quincena, que es fijado también en la misma cantidad. 

For tanto, definitivamente juzgando declaro insuficiente la 
cantidad consignada por los demandantes al reintegro de los 
demandados; y que en consecuencia están aquellos obligados á 
Henar el déficit que resulte hasta el completo del valor de los 
trescientos cuarenta y seis quintales de la harina en cuestión, 
apreciados á razón de seis pesos bolivianos efectivos, cada uno, 
con un descuento de seis libras por bolsa y deducción hecha de 
los gastos de comisión, de los que se habian producido con el 
transporte al Rosario y de los causados antes de la demanda Ú 
qne se refiere la cuenta de foja 152; siendo las costas de cargo 
de los demandantes, de conformidad al artículo 37, título Del 
Pago del Código Civil. 

Notifíquese con el original y repóngase el papel. 

C. Sé di la Torre. 
F»II« Je I» luprtm Corte 

Buenos Aire», Octubre 19 de 18B2. 

Vistos; por sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja doscientos cuarenta y ocho. Satisfechas 
las de la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse U& autos. 



J. B. GOKGSTUfiA. — J. DOMWCUEt.— 
LLAÜISDAO UlUS. — 8. W. LASPIUH. 



CAUSA XV 



Don Waiterin H. Canséis por ta Compañía eléctrica de Rrusch 
contra D. .torgp \\\ Sherman por la Compañía « t'nited 
States electrie light »; por infracción de la ley de patentes ; 
sobre falta de personería. 



io. — El mandato especial para ciertos actos no puede 
estenderse á otros, aunque pudieran considerarse como conse- 
cuencia natural de los espresados en el poder. 



Caso. — D. W al te tí o R. Tassels con poder de la Compañía 
eléctrica de Brusca de Estados t : nrdos demandó á D. Jorge W. 
Sherman representante de la í'r.ited States electric hg/it cam- 
pan;/ por infracción de la ley de patentes, diciendo que este en 
los ensayos de luz eléctrica que hacia en la plaza de la Victoria 
de Buenos Aires empleaba los carbones recubiertos de un baño 
galvánico de cobre, lo que era un invento patentado á favor de 
la Compañía demandante, en 29 de Mayo de 1882. 

El representante de la Compañía demandada opuso la excep- 
ción de falta de personería, y de arraigo del juicio. 

Sobre la primera espuso que el poder del demandante era 
para obtener la patente de invención, para vender Iob 
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patentados, y para organizar y establecer compañías en la 
República para el oso y venta de dichos aparatos manufactu- 
lados por la Compañía propietaria ; y no para entablar acciones 
judiciales y do carácter criminal como era la deducida. 

rail* del Juex «le Sección 



Buenos Aire», Agosio 2 de i 

T Tistos, considerando : 1° Que á la demanda interpuesta á 
f. 15 por D. Walterio R. Cassels, en representación de la Com- 
pañía eléctrica de BruscU contra D. N. Sherman como repre- 
sentante de la Compañía United States Electric Utjtit por 
defraudación de los derechos que le acuerda la patente de f. 2. 
concedida a la primera, ha opuesto el segund) las excepciones 
de falta de personería y arraigo del juicio. 

3* Qae la primera de dichas excepciones se funda en que el 
poder presentado por Cassels es el mismo que la Compañía 
Btuach confirió á su Agente en el Brasil D. Pedro Hurzcin 
quien se lo ha snstituido para ejercerlo en la República Argen- 
tina, el cual no tiene facultad para ejercer acciones de la natu- 
raleza de las que ha deducido, y la segunda, en qufl la citada 
Compañía Brusch no tiene su domicilio en esta ciudad sinó en 
Estados Unidos. 

Considerando: Quo el poder sustituido á Cassels» cuya tra- 
dnecion obra á f. 10 lo faculta para solicitar en la República 
Argentina, letras, patentes por invenciones cu los aparatos y 
sistemas destinados á producir y utilizar la electricidad para 
alumbrar, etc.; agregando al final de sus cláusulas que todo lo 
que haga 6 convenga hacer en su capacidad como agente ó apo- 
derado de la Compañía Eléctrica de Brusch, ésta lo ratifica y 
confirma; que en presencia de esta cláusula no puede dudarse 
qne el apoderado Cassels obra dentro de los límites de sus 
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facultades persiguiendo por la tía judicial á todo el que consi- 
dere que defraude lo* derechas que ie acuerda á la Compañía la 
patente que por su intermedio ha obtenido, puesto que en esto 
no se trata sino de actos de administración de la agencia que 
le ba sido conferida en este país, que quedan comprendidos en 
la última parte de la cláusula recordada. 

Por estos fundament a y siendo prévii esta excepción, no ba 
lugar á la falta de personería; y recíbase á prueba la de arraigo 
del juicio por el término de diez dias para que se justifique que 
la Compañía demandante ticiu' domicilio establecido en esta 
ciudad. 

Virgilio V. Tedin. 



rallo d> la ftuprrm» C'orlr 



[turnos Aires. Octubre Ü de 1882 

Vistos: Considerando que el poder con que ha sido deducida 
la demanda en representación de la Compañía eléctrica Brusch, 
es especial para determinados objetos, según sus cláusulas. 

Que el mandato especial debe limitarse á los actos para ÍOS 
cuales ha sido dado, y no puede estenderse á otros, aun cuando 
pudieran considerarse como consecuencia natural de las espre- 
sadas en el poder. 

Que el mandato para actos estrajudiciales no envuelve nece- 
sariamente la facultad de comparecer en juicio, mucho menos 
tratándose de aplicar disposiciones legales de carácter penal. 

Que las deficiencias indicadas no pueden subsanarse con la 
cláusula final del poder presentado. poT cuanto el objeto de ella 
no es estender las facultades antes conferidas sinó prometer la 
aprobación de lo que el mandatario hiciere en virtud de cllaa» 

Por estos fundamentos, y de conformidad con los artículos 



*** 
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„ diez y seia y veinte, título Del mandato, Código Civil, se 
íevoca el auto apelado y se decl; ra no estar bien justificada la 
personalidad del actor. Satisfechas las costas y repuestos los 
sellos, devuélvanse los autos. 



J DOMINGUEZ. — tJ LADISLAO f MAS. 
S. M. LASPll'R. 




Don Luis A. Sckapp, capitán de la harta alemana Alhrpcht », 
contra don Andrés Aguirrc, por cobro de fletes 



Sumario, — Cuando en un contrata de fletainento se es presa 
el tonelaje del buque, sin hacerse referencia á carga especial, 
se entiende que el tonelaje se refiere á la carga que en tone- 
lada de 2240 libras inglesas, no mide mas de cuarenta piés 
cúbicos, como sal, carbón, hierro, etc. 



Caso. — Se esplica por 



Buenos Aire», Agosto 9 de 1882, 



Vistos, y resultando: l fl Que don Alberto Hemme se pre- 
sentó al Juzgado con fecha 12 de Agosto del ano 1880 en nom- 
bre de don Luis A. Schapp, capitán del buque Alemán 
Atbrecht, demandando a don Andrés Aguirre por la suma de 
dos mil setecientos cinco pesos fuertes oro con ochenta f dos 
centavos con sus intereses y costas. 

2 o Que la acción deducida se funda en que entre el actor y el 
demandado celebraron un contrato de fletamento del buque 
ántes nombrado por dos ó mas viajes á razón de noventa y cinco 
libras esterlinas mensuales de flete y cincuenta fuertes oro de 
gratificación al terminar el contrato, el cual empezó i correr 
rlesde el H de Mayo de 1 870, desde cuya fecha habia estado 
ocupado el buque por cuenta de Aguirre hasta el 29 do Mayo 
de 1880, importando el total del líete y gratificación cinco 
mil ochocientos cuarenta y tres pesos fuertes oro con ochenta 
centavos, á cuenta del cual tenia recibida la suma de tres mil 
ciento treinta y siete pesos noventa y ocho centavos, lo qoe 
daba a favor del actor el saldo que reclama. 

3 o Que el demandado Aguirre contestó á f. fl sin desco- 
nocer ninguno de los hechos espuestos alegando que habia 
error acerca de la capacidad del buque flotado, pues resal- 
taba que lejos de cargar las doscientas veinte toneladas de 
peso garantidas y que se había comprometido á llevar en cada 
viajo, solo cargó ciento veinte y nusve y 3 / 4t lo que motivó la 
protesta formulada en la ciudad de Concordia, que corre á f. 7, 
y que para resistir decididamente la demanda, invocaba el 
artículo 1227 del Código de Comercio, según el cual cuando hay 
error ó engaño en la capacidad del buque uno de los derechos 
del fletador es la reducción en el flete convenido, en proporción 
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de la carga que debe recibir, ete : qne en tal virtud solo corres- 
pondía al actor la soma de tres mil ciento ochenta y siete pesos, 
y como este reconocía haber recibido tres» mil ciento treinta y 
siete con noventa y nueve centavos, el saldo que se le adeudaba 
qnedaba reducido á cuarenta y nueve pesos dos centavos que 
estaba dispuesto á abonar inmediatamente. 

-4° Que el Juzgado dió traslado al demandante, del docu- 
mento de f. 7 quien lo evacuó á f, manifestando: que el 
demandado no podía ignorar qne cuando espresa el peso que 
puede trasportar un buque sin indicación de una mercadería 
especial, se hace referencia a cierta clase de carga como el 
carbón, el hierro ú otras materias semejantes de un puso cono- 
cido y que permiten ocupar toda la capacidad sin pérdida de 
espacio ; y que él ha cargado madera que es una carga muchí- 
simo mas liviana que el carbón, el hierro, etc., y que además 
es irregular y quebrada de manera que se pierde macho espacio 
entre uno y otro poste- 
se Que la causa fué recibida á prueba por auto de f. 19, á 
efecto de justificarse que cuando en los contratos de Mámenlo 
de buques, se establece el tonelaje de peso, se reliere única- 
mente á caTga como el carbón, el hierro, ú otras materias seme- 
jantes, — no habiéndose producido otra que el informe de la 
Cámara Sindical de la Bolsa de Comercio corriente á foja 38. 

Y considerando: \° Que ei silencio respecto de los hechos 
articulados en la demanda importa la aceptación de ellos, atento 
lo dispuesto en ei artículo 86 de la Ley Nacional de Enjuicia- 
miento, de manera que solo queda á decidir la excepción ale- 
gada por el demandado, esto es, el error ó engaño acerca de ta 
capacidad del buque para exijir una disminución proporcional 
del flete. 

£ Que no consta en el contrato de fletamento agregado á 
foja 36, cuya traducción obra a t. 37, cual era la naturaleza de 
1» carga que debía embarcarse en el buque Aihrtcht, de manera 
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que no puede decirse con fundamento que el capitán Schapp 3© 
hubiese comprometido á cargar en cada viaje doscientas veinte 
toneladas de postes, debiendo recurrir se á las prácticas y usos 
generalmente observados en el comercio, en esta clase de con- 
tratos, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso G" artículo 296 
del Cólico de Comercio, pura interpretar el alcance de la ma- 
nifestación hecha en el boleto de f. 37 de tener el buque ciento 
cincuenta toneladas de registro y 'doscientas veinte de peso con 
relación á las obligaciones y derechos que de allí se pretende 
hacer surjir. 

3« Que el informe ya recordado de la Cámara Sindical esta- 
blece con presencia del contrato de tletamento que la decla- 
ración del capitán respecto al tonelaje di*l buque indudable- 
mente se refiere á carga cuya tonelada de dos mil doscientas 
cuarenta libras ingle>as no mida ma> de cuarenta pies cúbicos, 
como hierro, carbón, sal, etc., y que de ninguna manera puede 
ser ostensiva á lana, madera, plumas, etc., artículos todos 
voluminosos, cuya tonelada de neao equivale i mas de cuarenta 
pies cúbicos. 

i* Que el demandado que se ha emocionado con la diferencia 
en la capacidad del buque enunciada en la pó:iza de fletamento 
y la que ha resultado tener, no ha demostrado ni insinuado 
siquiera que de antemano hubiese prevenido al capitán Schapp 
que su objeto al fletar el buqu\ era trasportar paites de ma- 
dera, para que pudiera correlacionarse con la declaración de 
aquel, ni tampoco que el buque no tenga la capacidad suficiente 
para doscientas veinte toneladas de peso, para cargar como 
fierro, carbón, sal, etc.; debiendo entenderse que es á esta 
clase de carga que tiene una correlación exacta y conocida 
entre el tonelaje de peso y el de medida á que se ha referido, 
pues no es lógico ni racional suponer que el capiian garantice 
una capacidad doble, sabiendo que se trataba de cargar ma- 
deras, — cuando por otra parte no podía ignorar el precepto 



del articulo 1227 del Código de Comercio, que además de pri- 
wlo de las ventajas que Be proponía sacar del ercor, le impone 
ta obligación de repararlos daños y perjuicios resoltantes, y 
en todo caso debe imputarse al demandado, si no ha tenido 
cuidado de establecer claramente sns derechos y las obliga- 
ciones de la otra parte. 

5" Que además, debe presumirse que esa ha sido la inteli- 
gencia que ambas partes han dado al contrato, atento lo dis- 
puesto en el inciso 4 a artículo 296 Código de Comercio, puesto 
que ninguna observación se hizo desde el primer cargamento y 
■e han hecho al capitán los anticipos prometidos sin reserva 
de ninguna clase, habiendo protestado Aguirre por el hecho 
que motiva este juicio, solo dos meses y medio ántes de ter- 
minar aquel. 

Por estos fundamentos, y concordantes del escrito de foja U t 
fallo condenando á don Andrés Aguirre al pago de la soma 
demandada con sus intereses, según la tasa del Banco de la 
Provincia de Buenos Aires, debiendo cada parte satisfacer sus 
costas por cuanto el juzgado no encuentra mérito para impo- 
nerlas al demandado. Notifíquese original y repónganse los 
sellos sin mas trámite. 

Virgilio tf. Teititr 



Fallo de I» Suprem» Vori* 

Buenos Aires, Octubra S6 de 1883 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y ocho. Satisfechas las eoBtas 
de la instancia y respuestos los sellos devuélvanse. 

J. B. GOR.OST1AGA. — J. DOMINGUEZ. — 
C LADISLAO FRIAS. — S. H, LASP1UR. 



CAUSA XCII 



E( Fisco Nacional contra Lagos. Mac-dregor y f\ sobre comiso. 



Sumario. — La manifestación intencional de la mercancía 
ron una clasificador! que impone la mitad de los derechos a 
pagarse, es castigada ron la pena de comiso. 

Caso. — Los señores Lagos Mae-Uregor y (\ manifestaron 
eotno venidos por el vapor Uatitro tres fardos con TOO medias 
jergas lana me/da algodón, con el valor 300 milósimos, 

Yeriiicndo el contenido resultaron ser jerga mezcla bajeras, 
imitación pampa, á los que le comprende el abono de 600 
milésimos. 

Llamado á declarar el representante de la ca«a importadora 
dijo que su manifestación habia sido, porque el valor de 300 
milésimos cada jerga, es su precio verdaduro en depósito. 

RESOLUCION DE LA ADUANA 

Buenos Aires. Jumo 27 d« 1882. 

En vista de ta declaración de f . i, donde consta que se ha ma- 
nifestado intencionalmente medias jergas y con arreglo al artí- 



culo 930 de las Ordenanzas de Aduana, se declara caidu en 
comiso el eiceso denunciado; hágase saber y ferbo pase & Con- 
taduría á sus efectos previa reposición de Los Bellos por el 
denunciante. 




Buenos Xm's A prislo 19 ún lw82 

Vi<tos estos autos promovidos por los señores Lagos Mac- 
Gregor y O, apelando de resoluciones de Aduana. 

Considerando : Que según el parte de f. I\ los artículos ma- 
nifestados por los se fiores Lagos Mac-Gregor y C¡% como medios 
jergas mezcla de lana y algodón, resultaron ser jergas mezcla 
bajeras imitación pampa, que figuran en la tañía do Avaluó* 
con un aforo doble al fflie le atribuyen aquel tos. 

Que esta clasiticacion no ha podido ser ignorada por dichos 
señores, tratándose de artículos de su comercio, máxime cuando 
con ella se hallan tarifados oticialmente. 

Que por consiguiente la manifestación del artículo bajo otra 
clasiticacion e> viciosa y punible según las ordenanza* de 
Aduana, sobre todo cuando esta última tiene un aforo mucho 
menor, y su acepta- ion habia dado \mx resultadu una indebida 
disminución de ta renta. 

Por estos fundamentos y los de la precedente vista tiscal, se 
confirma la sentencia i*] Administrador de la Aduana. Repón- 
gase la foja sin mas trámite. 

Virgilio M. Tedia. 
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VISTA DEL SESOR PROCfftADÚR GENERAL 

Suprema Corte: 

Los señores Lagos Hae-Gregor y C* manifestaron 700 medias 
jergas con el aforo de 0,300 que en la verificación resultaron 
ser jerga* imitación pampa, á que corresponde el aforo 0,600. 

¿Es esta una diferencia 'k* calidad ó de cantidad? 

Es esta la cuestión. 

Kntre medias jergas de 0,300 y jergas enteras de 0,600, hay 
visiblemente algo mas que una diferencia de calidad ; hay una 
diferencia de cantidad por domas sensible. 

El artículo 930 tiene, pues, su aplicación perfecta en la 
parte que Impone la pena de comiso por el exceso en cantidad. 
Si alguna duda hubiera, la salvan los artículos iíV>5 y 2G, por 
cuanto el error en la manifestación, intencional ó no, es noto- 
rio, y muy notable* puesto qu.> *e dirijú nada menos que i dis- 
minuir la renta en la mitad de lo que debía ser. 

l^tny por la continuación de la sentencia recurrida. 

Eduardo Caita. 



Fallo de I» Kupreni» t <rrtr 

Hítenos Airea. Octubre 2H Jt* 1882, 

Vistos: por sus fundamentos y de acuerdo c »n lo espucsto y 
pedido por el señor Pro tirador (íeueral, se coutirma con costas 
la semencia de foja once ; satisfechas estas y repuestos los se- 
llus, devuélvase. 

i H. GORO&T1AGA. — l, DOMINGUEZ. — 
V LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPlUR. 

■ 
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(AINA XC'III 



ti. Itfrnto Arlettfja. contra la Provincia de Córdoba, sobre 
cumplimiento de nn contrato de compra-renta 

Sumario. — \ a La venta hecha sin condiciones, ni plazo, 
debe ser cumplida, entregándose la cosa al comprador el dia 
que este lo exija. 

2° Manifestando el vendedor no poder hacer la entrega, el 
comprador tiene derecho para pedir la resolución del contrato, 
y el resarcimiento de los daños y perjuicios que son consecuen- 
cia inmediatay necesaria de la faltado cumplimiento por parte 
del vendedor. 

Caso. — Está esplicudo en e\ 

i «lio Je I» fluprem» Carie 

Bueno» Aire». Octubre 31 de 1882 

Vistos estos autos, seguidos por Don Alfredo Artenga contra 
la Provincia de Córdoba, pidiendo que esta cumpla el contrato de 
compra-venta, celebrado el veinte y nueve de Noviembre de mil 
ochocientos ochenta, y lo ponga inmediatamente en posesión de 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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remate, en la cual se diee, que este se llevarla adelante, tea It 
inteligencia de que los compradores de las saertes de tierras 
fiscales de la sene del departamento Union, no serian obliga- 
dos á pagar, mientras el Gobierno de la Provincia no los hu- 
biese puesto en quieta y pacífica posesión », no impuso a los 
compradores obligación alguna condicional, ni de ninguna clase, 
según resulta de su texto y de su espíritu, sino que, al con- 
trario, por ella se les acordó, con toda claridad, el derecho de 
pagar el precio de los terreno* cuando los recibiesen, y no a lo* 
plazos designados en la licitación, que manifiesta la cuenta de 
foja veinte y tres, sin que se hubiese establecido condición 
alguna para la entrega de los terrenos, ni señalado dia para 
ello. 

Que de tos términos de esa declaración, tampoco puede dedu- 
cirse que respecto del vendedor, la obligación de entregar los ter- 
renos fuese bajo de condición, porque nada, según lo esptiesto, 
»e determinó en ella sobre este punto, y porque, á haberlo 
hecho, nada habria sido mas fácil que espresarlo, lo que no se 
verificó ; siendo indudable qae tal condición hubiera sido con- 
traria á los propósitos que se tenian en vista al sacar & remate 
loa terrenos, y completamente inverosímil que la estableciese 
el vendedor, desconociendo di esa manera el derecho con que 
procedía a la venta. * 

Que interpretarla de otro modo.es dar ásus palabras é inten- 
ciones, claras y precisas, un sentido arbitrario, con violación de 
las reglas de la interpretación de los contratos, y en oposición 
i la inteligencia que el mismo Gobierno de Córdoba dió á sus 
obligaciones, que revelan la cuenta cobrando el precio de los 
terrenos, y la órden de dar posesión de ellos, de que se ha he- 
cho mención. 

Que esto mismo demuestra la transacción entre dicho Go- 
bierno y los señores Don Atalira Roca y Don Belisario Hneyo, 
celebrada hace poco ante esta Corte, en un pleito idéntico al 




presente, según la cual aquel se lia comprometido á entregar á 
dichos señores en propiedad, en otros lugares de aquellos en 
que compraron, una estension de tierra igual á la que gestio- 
naban, reconociendo así que la renta de los terrenos en el refe- 
rido remate no se hizo bajo las condiciones que ahora se pre- 
tende. 

Que si bien el demandante, antea del remate, y en virtud de 
las solicitudes de Don Alberto Ostendorp, pudo quiza dujlar de 
que h ubiese dificultades para la eutrega de los terrenos, no 
debió abrig.ir temor alguno a este respecto, después de ta decla- 
ración de la mesa de hacienda, que mandó llevar adelante el 
remate, no obstante diclms solicitudes; declaración que no podia 
interpretarse siuó como el resultado de la seguridad del vende- 
dor, de disponer de cosa propia, que no Labia riesgo alguno en 
su compra. 

Que, por lo tanto, la Provincia de Córdoba quedó obligada á 
entregar los terrenos al comprador, y no bable ndo habido con- 
venio sobre el particular, la entrega dele hacerse el dia que el 
comprador lo exija (articulo ochenta y ocho, idem). 

Que el representante de aquella Provincia cspoae que no se 
halla esta en aptitud de dar la posesión de los léñenos compra- 
dos, por estar una parte comprendida en el territorio disputado 
entre las Provincias de Buenos Aires, Sanla-Fé y la deman- 
dada, y la otra en el terreno que este vendió en mil ochocientos 
setenta y cuatro á Don Félix María Jírizuela y Don Guillermo 
Bertrand. 

Que en este caso, el comprador tiene derecho para pedir Ut 
resolución de la venta, con arreglo al artículo noventa y uno 
del título y Código citados, y no podiendo según lo espuesto 
cumplirse la obligación por culpa del vendedor, este es respon- 
sable de loa daños y perjuicios que el comprador haya sufrido 
por esa causa, seguu las disposiciones legales que se invocan 
en la demauda. 
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T, finalmente, ane según la ley, en el resarcimiento de los 
daños é intereses, solo se comprenden los que son consecuencia 
inmediata y necesaria de la falta de cumplimiento de la obli- 
gación. 

Por estos fundamentos, se declara rescindido el contrato de 
compra y venta de los terrenos á que se refiere la demanda, y 
que la Provincia de Córdoba debe satisfacer los danos é intere- 
ses que el demandante justifique y estén en el caso de que ta- 
bla el último considerando; satisfechas las costas y repuestos 
los sellos, archívense, notifíquese con el original- 

j Ü. GOROSTlAGA. — J- DOMINGUEZ. — 
ti LADISLAO FRIAS. 



CAVHA XCIV 



de competencia negativa, entre el Juez del Crimen 
'Z Corrientes y el Federal de dicha sección, en la causa 
criminal, por homicidio cometido en el territorio de Misiones. 



Sumario. — I o Federulizado el territorio de Misiones, la ju- 
risdicción qne sobre él ejercía la Provincia de Corrientes pasó 
ipso fado á la autoridad nacional. 



DE JUSTICIA HACIOHAL 433 

2» Los delitos cometidos en dicho territorio, aun ántes de 
la ley de su federalizacion corresponden al conocimiento de la 

justicia nacional. 

3- No hallándose organizada la justicia de paz, á la que, 
según la ley de 1874, sobre territorios nacionales, se atribuyó 
la jurisdicción civil, comercial y criminal, el conocimiento de 
las causas debe pasar al Jue* Federal de la sección mas 
próxima. 



Caso. - En Abril de 1881, el señor Ministro de Relaciones 
Estertores, remitió al Gobernador de la Provincia de Corrientes, 
copia de unos documentos presentados por el señor Ministro 
del Brasil, sobre homicidio de los subditos brasileros, Manuel 
Roberto Ferreira y Silverio da Moia, cometida en el departa- 
mento do Han Javier. 

El Gobernador de la Provincia pasó los antecedentes al Juez 
del Crimen, quien se declaró incompetente, por pertenecer ese 
punto al territorio de Misiones, federalizudo por la ley de 22 de 
Diciembre de 1881 y pasó el sumario al Jueí Federal de la 
sección de Corrientes. 



Fallo del Ju« d« feMi» 

Corrientes, Julio de 1882. 

Y vistos , considerando: \ b Que habiéndose cometido los 
delitos de que estaba conociendo el señor Juez del Crimen de 
la Provincia, antes de haber sido declarado territorio nacional 
el de Misiones, no puede dudarse de que es él el único Juez 
competente para entender en la Causa, pues según el artí- 
culo 18 de la Constitución Nacional, nadie puede ser penado 
einó en virtud de ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado 
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por comisiones especiales ó sacado de los Jueces designados por 
la ley, antes del hecho del proceso; y siendo los Jueces de 
esta Provincia los ojie la ley designaba como competentes para 
conocer de estos delitos cuando fueron cometidos, por cuanto 
el lugar donde esos hechos se consumaron formaba parte del 
territorio do esta Provincia, es cUto que ni aún en el caso que 
ae hubiese organizado la administración de Justicia en el nuevo 
territorio, podrían ser reclamados los procesados para ser juz- 
gados por jueces que no designaba la ley como competentes 
cuando tales delitos fueron cometidos. 

2° Que además la ley que ha federal izado el territorio de 
Misiones, nada dice de los asunta de que estaban conociendo 
los Jueces de esta Provincia, y por lo tanto lo lógico y lo na- 
tural es que sigan conociendo de ellos los mismos jueces, pues 
es principio constante que las leyes no tienen efecto retroac- 
tivo como el que se le pretende dar por el hecho de declararse 
incompetente para una causa que era de su competencia ántea 
de la ley de federalizacion. 

3 o Que tampoco es fundado lo que se dice en el segundo 
considerando, del auto en que el señor Juez del Crimen se 
declara incompetente, de que carece de jurisdicción para de- 
cretar las prisiones y practicar las diligencias del caso en el 
nuevo territorio, pues su competencia nace de que el lugar del 
hecho era parte de la Provincia de Corrientes cuando se verifi- 
caron los hechos que han dado lugar al proceso, y puede pedir 
a las nuevas autoridades las diligencias necesarias para cons- 
tatar la verdad de los hechos y verificar las prisiones de los 
que sean presuntos autores de ellos, pues las diversas pro- 
vincias y territorios en que se divide la Xacion, no forman ju- 
risdicciones antagónicas y hostiles entre sí, sino coordinadas, 
que se deben reciproco auxilio para el cumplimiento de las leyes 
y castigo de los delincuentes, 

A" Que los jueces de sección no tienen jurisdicción ordinaria 
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en loa territorios nacionales, como se asevera en el auto del 
señor Jue* del Crimen, porque el inciso 4- del .rífenlo * de 
la Ley Nacional de competencia se refiere á los lugares situados 
en el territorio de una provincia y en que tenga absoluta y 
esclusiva jurisdicción, como los colegios, aduanas y otros lu- 
gares que están sometidos ai dominio y jurisdicción del Go- 
bierno Nacional, y no á los territorios nacionales que, según 
el artículo 67 inciso 14 de la Constitución Nacional deben ser 
rejidos y gobernados por una legación especial que dicte el 
Congreso. Los Jueces de Sección son jueces de excepción y su 
jnrüdiccion esta limitada á los casos espesamente señalados 
por la lev, y no hay ley alguna que les dé jurisdicción en los 
territorios nacionales, y al contrario por el artículo 14 de la ley 
sobre justicia nacional del año 62 K establece que cada pro- 
vincia formará uno ó mas juzgados seccionales ; lo que de- 
muestra que la jurisdicción de los jueces de sección, se estiende 
solo al territorio de la provincia en que esté establecido, siendo 
jueces de sección con jurisdicción ordinaria. Por estos funda- 
mentos, y por lo espuesto por el Procurador Fiscal, se declara 
que este Juzgado es incompetente para entender en esta causa, 
y que el señor Juez del Crimen de la Provincia es competente ; 
en su consecuencia remítansele los autos para que. reasu- 
miendo la jurisdicción de que se ha desprendido, siga cono- 
ciendo y decida la causa con prevención de que en caso insista 
en declararse incompetente, remita los autos á la Suprema 
Corte de Justicia para que decida la competencia con arreglo 
al artículo 52 de la ley de procedimientos nacionales. Hágase 
saber. 

Cárlos Luna. 
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FALLO DEL JUEZ DE 1' INSTANCIA ES LO CRIMINAL 

Corrientes. Kgotío 11 de 1889. 

Vistos y considerando: 1" Que por ley de 22 de Diciembre 
del año 1881, Misiones fue" declarado territorio nacional, y en 
consecuencia sometido á la jurisdicción absoluta y esclusiva del 
Gobierno de la Nación. 

2 o Que desde aquella fecha el Juez de Sección do esta Pro- 
vincia adquirió toda la potestad de jurisdicción común ordi- 
naria que tuvo este Juzgado sobre uquel territorio, puesto 
que parte alguna de la Nación puede quedar privada de jus- 
ticia y convertida en asilo de criminales, según ía espresioo 
del Procurador Visca! de Sección. 

3 o Que es por tanto infundado el considerando A° del fallo 
del Juez de Sección, por cuanto el caso no solo está previsto 
poT el artículo 3 o inciso 4" de la Ley Nacional sobre jurisdic- 
ción y competencia, sino también resuelto por la Suprema 
Corte, en lo causa OLIX, serie 1*, tomo 3', pajina 261, y espe- 
cialmente por la XLI1I, série 2% tomo 6", pájina 80, respecto 
del territorio del Chaco, en cuyo caso la Suprema Corte adoptó 
como resohicion, la opinión del Prieur;idur General, que lo 
consideraba « perfectamente análogo al de los crímenes come- 
tidos en los rio*, islas y puertos argentinos, donde no hay 
jueces, y los cuales debeu ser juzgados por los jueces nacio- 
nales mas inmediatos. » 

4 J Que por la ley 15> título 1", partida 7*, ea juez competente 
en materia criminal, el del lugar en que se perpetró el delito, 
por la razón que da la anotación (h) de dicha ley: < En las 
causas criminales el fuero mas preferente de todos es el que 
surte el lugar en que se comete el 
hacerse con mas facilidad que en otra parle 
porque es mas eficaz el escarmiento para los que presenciaron 
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U infracción do la ley, y también porque donde se cansó el 
agravio, allí es muy oportuna la satisfacción. » 

5 o Que por la Tazón de la ley y por el considerando 2° de 
este fallo, este Juzgado insiste en creer que el Juez designado 
por la ley con anterioridad al hecho es siempre y continúa 
siendo el Juez que tenga potestad actual en el lugar del delito, 
y que por lo tanto habiendo pasado la potestad de jurisdicción 
común ordinaria que este Juzgado tenia sobre el lugar del 
delito, al Juez de Sección que la adquirió desde luego, no se 
sacaría á los reos de sus jueces naturales, sino siguiendo la 
causa un juez que ya no es el del lugar del delito, sino el de 
una jurisdicción estrafia de manera que vuelve contra su pro- 
pósito la itivucacion del artículo 18 de la Constitución Na- 
cional, hecha por el Juez de Sección en el considerando 4 o de 
su fallo. 

6 o Que la regla que niega efecto retroactivo a las leyes es 
una advertencia á los jueces para la interpretación y apli- 
cación de estas, y no un principio absoluto, pues que admite 
numerosas excepciones ; especialmente en materia criminal, 
de procedimientos, de organización de tribunales, de órden 
público, de policía, etc., que pueden tener aplicación inmediata, 
liempre que no alteren algún derecho adquirido, ó vuelvan 
sobro cosas juzgados. 

7 o Que en el silencio de la ley, en cuanto a los casos pre- 
cedentes, no debe resolverse negando en absoluto efecto retroac- 
tivo, Binó ajustándose á los principio* que rijan el caso, y 
tratándose en el presente de una ley de Órden público, como es 
la sustitución de una jurisdicción por otra, debe efectuarse au 
aplicación inmediata á todos los casas que no bayan radicado 
ante Juez determinado. 

Que además el proposito que tiene en vista la no retroac- 
tividad es no agravar con la aplicación de la ley nueva, la 
situación ó condición del reo ; lo cual no tendrá lugar en esta 
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eito ni en oíto cualquiera, análogo en la República» pues que 
no estando aun dictada la ley penal de la Nación háse resuelto 
que los tribunales nacionales al aplicar la ley penal común, 
deben hacerlo con la moderación introducida en la práctica de 
loe tribunales de Provincia (Fallos, serie 1\ tomo 6". pajina 
459) y con mas razón ajustándose á los códigos provinciales. 

9 a Que por la naturaleza de los actos que el Juez está lla- 
mado á practicar para la instrucción de un sumario, es inaduii- 
■ible la proposición sentada en la segunda parte del conside- 
rando 3* del fallo del Juez de Sección, según la cual aquel 
puede levantarse, pidiendo á las nuevas autoridades las dili- 
gencias necesarias; y por estar demostrado que el juez de 
Sección es la nueva autoridad judicial del territorio de Misio- 
nes, resultaría que este se t onvertiria en agente instructor de 
este Juzgado, y que se procedería contra los propósitos i|iie la 
ley ha tenido en vista al designar como Juez competente al del 
lugar en que se perpetró el delito. Por estos fundamentos, de 
acuerdo con los del auto de f. 48 y con los dictámenes del 
Fiscal de Sección, y del Fiscal de los Tribunales de la Pro- 
vincia, fallo declarando que este Juzgado es incompetente para 
entender en esta causa y que ella corresponde al Juzgado de 
Sección de esta Provincia; y con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 52 de la Ley Nacional de Procedimientos, remítanse 
estos autos á la Suprema Corte para la decisión de esta con- 
tienda con el oficio de estilo. 

Rodolfo liivarola. 
VISTA DEL PROCURADOR GEKERAL 

Bueno* Aires, Setiembre 27 de 1683. 

Suprema Corte : 

Federalizado el territorio de Misiones por la ley de 22 de 
Diciembre prúiimo pasado, la jurisdicción tanto civil como 
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criminal, que sobre dicho territorio ejercía la Provincia de 
Corrientes, ha pasado ipso [acto á la autoridad nacional. 

La ley no dice que el conocimiento de los asuntos pendientes 
ante los tribunales de Corrientes deba pasar á los de la Nación, 
como lo ba dicho la ley que organizó los tribunales de la Ca- 
pital. Pero es esto lo natural. La jurisdicción es un atributo 
esencial de la soberanía, y sin una sanción especial no puede 
considerarse dividida. 

La única cuestión en el presente caso seria, á mi juicio, 
acerca de si el conoeimicntit de los crímenes perpetrados cu el 
departamento de Han Javier debe pasar al Juzgado de Sección 
6 al Juez de Paz A quien la ley del 71 que organizó los 
territorios nacionales atribuye en ellos la jurisdicción cifil, 
comercial y criminal. 

l'ienso que siendo mny posible que la justicia de Par no esté 
aun orgamz ada cu el territorio recientemente anexado, y de 
acuerdo conlus principios consignados en la causa XX \ II, série 
% tomo G, pajina 80. debe este sumario pasar al Juzgado de 
Sección, sin mas trámites y con recomendación de prestarle 
uua atención preferente. De esta manera se consultará que los 
crímenes no queden indefinidamente impunes, y serán aten- 
didas en cuanto es posible, las justas reclamaciones del señor 
Ministro del Brasil, 

Eduardo Costa. 

Fallo de la 9upr**** Cer«* 

Buenos Aires, Octubre 31 de 1881 

Vistos: por los fundamentas del auto del Juez de primera 
instancia de la Capital de Corrientes, á foja sesenta j una 
vuelta y de conformidad con lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador General en su vista precedente, se declara que el 



conocimiento de esta cauBa corresponde al Juez Federal de la 
Sección de Corrientes. Remítansele en consecuencia loa aotos 
para que conozca y resuelva con arreglo & derecho, con la 
recomendación á que se refiere la vista del Procurador General, 
y avísese por oficio al Juez de primera instancia de la Capital 
de Corrientes. 

J. B. COROSTUGA. — J. DOHWGUEZ.— 
ULADISLAO FRIAS. — B. H. LASPIUB. 



CAUSA. XCV 



D* Leticia Ferreyra de Áppleby contra Dominyo Falencia é hi- 
jos, por cumplimiento deun contrato de locación ; sobre falta 
de personería y defecto legal en la demanda. 



Sumario.— VLb. facultad de administrar importa la de velar 
por la buena conservación y reparación de los bienes adminis- 
trados, y la de demandar en juicio el pago de las deudas con- 
cernientes á los negocios administrados. 

S° El inquilino que lia contratado con una persona el arriendo 
de la casa no puede desconocerle la personería para demandarle 



■ 
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el alquiler y la reparación de la misma, si do hay disposición 
especial que 86 la quita, 

3 o Interpuesta una demanda de esa clase, no hay razón para 
exijir que el actor mauiüeste la parte que le corresponde en la 
propiedad de la casa. 

Caso. - D* Liticia Ferreyra de Appleby, esponiendo que ha- 
bía dado en locación á los señores Domingo Patencia ¿ hijos una 
casa por tres años, y que, al vencimiento de estos, los inquili- 
nos le querían devolver sin reponerla en el estado en que la 
recibieron, los demando para que fueran condenados á repa- 
rarla, y á pagarte cuarenta y cinco pesos mensuales de alquiler 
basta que la devolvieran con las reparaciones pedidas. 

Los demandados opusieron la excepción dilatoria de falta de 
personería, y de defecto legal en el modo de proponer la de- 
manda, según se esplica en el 



del Ji 



Hendou, Mayo 1S de 1881. 

Visto el presente artículo sobre falta de personería y defecto 
legal en el modo de proponer la demanda, promovido y fundado 
por los demandados señores Palencia hijos y C\ primero en la 
circunstancia de que la demandante D* Leticia Ferreyra de 
Appl^by por el hecho de haber coutraido segundo matrimonio á 
la muerte de su esposo D. Federico Appleby, ha perdido la 
patria potestad y administración de los hienes de sus hijos 
menores de primeras nupcias, en cuyo nombre y por cuya repre- 
sentación como en la suya propia obra, y de no 
parecer eu juicio á nombre de aquellos, que han sido 
judicialmente de un tutOT, bajo cuya representación 
existir ; y segundo en la que dicha demandante no determina 




Mtt precisión la parte que tiene en la casa de cuyo arrenda- 
miento denva la'demanda, y no hallarse así ésta deducida en 
los términos del artículo 57 de la Ley Nacional de Procedi- 
mientos. 

Con lo espuesto en contestación por la demandante y Defen- 
sor de Menores ad Aoc, quienes se fundan para rechazar las 
pretensiones de los demandados, por lo que hace al primer 
ponto, en que el tutor nombrado á loa menores enunciados lo 
ha sido solo á los efectos del juicio testamentario, aun pendiente, 
seguido por el fallecimiento del primer marido de la deman- 
dante, y que por nombramiento judicial recaído en los autos 
testamentarios aludidos, ella continúa en la administración de 
loa bienes de sus hijos, agregando que aparte de esto, aquella 
pur la muerte de su segundo marido lia recobrado los derechos 
paternales perdidos por el hecho de su segundo matrimonio, y 
por lo que hace al segundo, que no se trata de la propiedad de 
la casa arriba citada, sino únicamente de un contrato de 
arriendo sobre la misma, celebrado con la demandante, y que 
estando ademas dicha casa indivisa, no es posible determinar 
la parte que aquella como á cada uno de sus hijos pueda caber- 
les en la división. 

Y considerando: i° Que abierta á prueba la causa sobre los 
puntos que determina el auto de f. 40, la demandante ha justi- 
ficado (neta de f. 63) habérsele deferido judicialmente con el 
concurso del Ministerio de Menores y del tutor 1). Manuel 
Aberastain, la administración de los bienes de la testamentaria 
de su finado esposo D. Federico Appleby en su calidad de cón- 
yuge superviviente. 

2 o Que la facultad de administrar importa la de velar por la 
buena conservación y reparación de los bienes administrados, 
practicando todas las diligencias judiciales ú estrajudiciales 
necesarias á ello, como la de demandar en juicio el pago de las 
deudas concernientes á los negocios de la administración, según 
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así se deduce de la doctrina de los artículos 12 y 13 del título 
Del mandato del Código Civil y de loa textos que lea han ser- 
vido de base, como puede verse en Pont, sobre el artículo 1988 
del Código Francés n* 911 y 915 ; Troplong, Mandat, n*291 ; 
Freitas, artículo 2879 acápite último ; Código Civil de Chile, 
artículo 2132. 

3 o Que estas disposiciones de un carácter general son per- 
fectamente aplicables al presente caso por no existir ni conte- 
nerse prescripción alguna en contrario ni en el título ó acta de 
nombramiento de administradora de la demandante, ni en la 
disposición del artículo 3" del título De la división de la heren- 
cia del Código Civil, que regla las bases para la administración 
de los bienes testamentarios, ni tinalmente en las disposiciones 
de la ley de enjuiciamiento de esta Provincia, relativas á los 
juicios de sucesión. 

4 o Que por consiguiente, incuba ú no la demandante de una 
manera absoluta en la pérdida de los derechos de la patria 
potestad sobre sus hijos menores del primer matrimonio por 
el hecho de sus segundas nupcias, debe decidirse que ella ha 
podido legítimamente á su nombre y al de sus hijos deducir la 
presente demanda, y que los demandados están obligados á 
contestarla sin poder observar su personería, que por otra parte, 
antes han reconocido ya en el hecho no desconocido por so 
parte de haber contratado con ella el arncodo de la casa que di 
lugar a esta cuestión. 

5" Que por iguales razones tampoco pueden objetar que no 
se determine en la demanda la parte correspondiente á la de- 
mandante en dicha casa. 

Por tanto: declaro, no haber lugar ¡i las escepcion.es dedu- 
cidaa y que los demandados están obligados á contestar dere- 
chamente la demanda en el término de ley. Notifíquese con el 
original y repóngase el papel. 

C. de la Torre. 



Buenos Aires. Noviembre 3 de 1882. 

VLtos pot sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
■pelado de foja sesenta y ocho y satisfechas catas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

j. B. GOROSTIACA. - V LADISLAO FRUS. 

— s. h. laM'ilh. 



CAVIA XCVI 



Don José Jorge Studdart contra ta Compañía del Ferro-car nt 
Central A rgentino, por cobro de pesos. 



Sumario. — Prometida una recompensa por servicios de 
aprendiz, con la calidad de haberse comportado como bueno, 
sobrio y atento, y probada esta confortación, se debe la re- 
compensa, 



Caso. — Se esplicaeo el 



rail» «leí Jura Federal 



llosarío, Apuslo 11 de 1*8*. 

Vistos de tilos resulta: que Don líduardo Jhiyiies en repre- 
sentación del padre del jó ven José Ueorge Studdart, demanda 
á la Kmpresa del lerr^-carril el |*go del premio ú recompensa 
de5§f mensuules durante siete años que dicho júven le ha 
servido en los talleres del Ferro-canil; fundándole para así 
solicitarlo, como el d mandado para upouerse, en las condicio- 
nes con que la Kmprcsa lecibe aprendices, las cuales corren a 
f. ty que son del tenor siguiente: 

Ferro-carril Cmt ral Anjettttn». — Condiciones en las cuales 
se admite aprendices en los Talleres para aprender un oficio: 

*#! No se admite joven alguno que tenga menos de catorce 
anos ó mas que diez y ochu; 

"2* Los sueldos serán pa^adus según la escala siguiente : Pri- 
mer año que trabaja un júven $f. 0-50, segundo ideni idcm $f. 
0-75, tercero idcm ídem gf. 1-00, cuarto idem idein$í. 1-25, 
quinto idem idem 1-50, sesto Idem idem %t. 1-75, Sépti- 
mo idem idem $f. tá-00 ; 

ir 3" Si trabajase mas de diez horas en el dia, recibirán pago 
extra ; 

i 4" A la edad de 21 años el término de servicio se concluye, 
sin referencia alguna al tiempo que haya servido. A cada 
aprendiz que llegara á los 21 años di' edad la Kmpresa le 
pagará un bono de 5 §f. por mes, por todo el término de su 
servicio, con tal que se baya portadu como júven bueno, sobrio 
y atento, y todo ú cualquiera parte de este bono podrá ser per- 
dido por mala conducta ó negligencia en sus deberes durante 
el término de sus servicios; esto será decidido por el Superin- 
tendente de Locomotoras, ó puede ser despachado a cualquier 
t. i* 29 
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tiempo sin previo aviso por conducta enteramente grosera ó 
por negligencia continuada ; 

• 5 1 Cualquier aprendiz puede dejar el Bervicio, prévio aviso 
de 15 dias al Superintendente de Locomotoras, aunque no hu- 
biere cumplido su término ó contrato; 

• 6* En cualquiera de estos casos perderá todo reclamo á uu 
bono; lo que será pagado solamente á los que han cumplido y 
trabajado su término de servicio.» 

X considerando: I o Que la cuestión que se ha suscitado sobre 
ai el jóven Studdart ha estado precisamente hasta cumplir los 
21 años en servicio de la empresa, como la de si tuviera ó nú 
los ti cumplidos cuando entró á servirla, no tienen la menor 
importancia para el caso; pues que habiendo tenido dicha 
empresa facultad para desecharlo, voluntariamente lo admitió; 
no pudiendo hoy hacer recaer las consecuencias de sus actos 
voluntarios ó de su desidia, en no hacer las averiguaciones 
consiguientes, en otra persona que en ella rrismu. Así mismo es 
de ningún monifato la cuestión de si el jóven hubiera cumplido 
ó no la edad do 21 años, cuando después de los 7 estipulados 
salió del servicio; pues la misma empresa consecuente con su 
primera voluntad ó error, le notificó el cese por la carta de f. 5 
dirigida por el Superintendente de Locomotoras. Y muy natural 
y Tegular era ese procedimiento por parte de ella, desde que 
habiendo muchos individuo* que no conociendo su edad y 
teniendo un prematuro desarrollo físico, son perfectamente 
aptos para ese género de servicios y para sus objetos; 

2« Que en tal concepto, la verdadera cuestión á resolver es 
que, si en el caso de haberse portado el jóven como debia, según 
el convenio de locación de servicios, puede ó no por la sola 
voluntad del Superintendente de Locomotoras, privársele de 
toda recompensa a que se hubiera hecho acreedor -, debiéndose 
para resolverla, estudiarse ese contratu lmi su espTesion y en su 
acance jurídico y racional, según las r^hi< «le buena interpre- 
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tacion de los contratos; y pues que son ellos la ley suprema á 
que deben subordinarse los contratantes» según los principios 
de derecho y fallos de la Suprema Corte. Série 2", tomo 2°, 
pág, 479 ; tomo 4 U , pig, 20 j tomo tí , piíg. 23; 

3" Que en este concepto, y si bien por la cláusula 5* inciso 9" 
debe ser decidido por el Superintendente de Locomotoras si el 
aprendiz es diguo ú uó de esa recomponga, es igualmente cierto 
que por la misma cláusula, inciso l' 1 , se establece el perfecto 
derecho del jóvcu á recibirla si se hubiera portado como bueno, 
sobrio y atento; estableciéndose por consiguiente la obligación 
correlativa por parte de la empresa de abonársela en tal casn; 
pues si esa no hubiera sido la mente del contrato, ó no se hu- 
biera establecido tal recompensa, ó simplemente se habría 
dejado otorgarla á la voluntad absoluta de la administración, 
sin determinarle la línea de conducta que debiera observar ; 
siendo por otra parte inadmisible que se estipulase la arbitra- 
riedad, el capricho y no la justicia; 

4° Que esa obligación de hacer acto de justicia tenía el gran 
propósito, acordando un derecho para exijirlo, estimular al 
aprendiz á que se portase bien en beneficio propio y de la mis- 
ma empresa; estimulo ilusorio desde que la arbitrariedad ó 
mala voluntad pudieran suprimirlo; lo que seria en estremo 
posible, por tantos motivos injustificables que surgen en las 
relaciones de los hombres, y mucho mas durante un largo 
periodo de años en que ellos subsistan; 

5° Que aun por la misma clausula del contrato, esa privación 
completa de toda recompensa debida por siete años, está esen- 
cialmente reprobada en el caso de la comisión de solo alguna 
ó algunas faltas de poco momento, pues que ella dice: «de 
este bono (ó premio solo podrá ser privado el aprendiz por 
mala conducta ó" negligencia en sus deberes durante el término 
de sus servicios» ; lo que claramente significa, que sí esas faltas 
no fueran permanentes, durante ellas no puede ser privado de 
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«na recompensa proporcionada á una larga época de buena 
eomportacion; concepto que se acentúa de una manera interji- 
TerBable, cuando en ia propia cláusula se establece qae podrá 
ser privado del todo, ó de cualquiera parte de esa recompensa. 
A. que se añade, que es un principio de justicia que la pena solo 
puede ser proporcionada al delito; 

6° Que sentados estos antecedentes, para resolver con acieHo 
esta cuestión, solo hay que atender á si el jóven Studdart a e ha 
comportado ó nü como bueno, sobrio ó atento; habiendo en 
Tardad probado que como tal ha procedido, con muy abundante 
prueba testimonial, de testigos cu su mayor parte ocupados en 
el servicio de la empresa, á quien mas que á él, destituido de 
toda influencia por su posición humilde, les babria convenido 
favorecer en sus declaraciones, en el caso de que hubieran sido 
capaces de moverse por sentimientos ó propósitos que no fueran 
el de la estricta justicia. (Declaraciones de f. 6i v, 7 i f, 75. 77 
78, 79 v, 80 v, 81 v, 82 v, 83 v, 81, 85 y 87.); 

7' Que aun en la misma absolución de posiciones del Señor 
Administrador del Ferro-carril de f. 93 se dice: «que el jóveu 
Studdart en cierto modo habia cumplido con sus deberes* ; lo 
qne basta para deducir que la privación absoluta que se le lia 
hecho del premio ofrecido por todo el largo tiempo de su servi- 
cio es notoriamente injustificable: abonando también la buena 
eomportacion de ese joven, el que se le baya dejado continuar 
y cumplir el término do 7 años, pudiendo ser espulsado; lo que 
se babria hecho indudablemente, sí su conducta hubiera sido 
desarreglada en algún sentido atendible ; 

8 o Que las declaraciones de f. 7S v. de José Barkas y Cárlos 
Lntemberg, la de f. 79 de José Lawg y la de f. 31 de Guillermo 
Irning invocadas por el demandado aun en el caso de que fue- 
sen adversas á Studdart, que no lo son, particularmente tres 
de ellas que le son favorables, babrian sido dominadas por las 
muy numerosas que se han citado; pues en efecto, Ja de Bar- 
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kas que declara en todo sentido á favor de Studdart, solo 
espresa: «que no puede decir que aquel h¡\va aprendido muy 
bien su oficio»; cuando en el contrato para merecer recompensa, 
solo se exije que el jóven sea bueno, sobrio y atento. La de 
Lutembcrg, que es la mas adversa, solo dice: i que sabe que 
Ktuddart ha estado mal entretenido dos veces, no estando en 
su trabajo, jugando ó entretenido, hauiendo el ingeniero man- 
dAdolo á su casa por unos días cu castigo» de que resulta que 
solo do» veces en 7 años de servicio ha cometido esa falta, por 
la que malquiera que hubiera sido su importancia, recibió ya 
el condigno castigo; no pudiendo por tanto ser ella doble y 
excesivamente penada, privándosele de lo merecido en tantos 
años de buena com portación. La da Lawg, aludiendo sin duda á 
la misma falta y al mismo castigo, sulo «lice: * que sabe que 
ha sido despachado del Departamento de Locomotoras por 
algún tiempo, sin que el declarante sepa la causa ó por qué». 

Y la de Irning, se refiere solo de oidas al mismo hecho; 
siendo por lo demás tres de esas declaraciones, como se ha 
dicho; completamente favorab.es á Studdart, ignorando Lu- 
tembcrg todo lo demás relativo al interrogatorio. 

De lo que resulta, que la parte del aprendiz Studdart, ha 
comprobado do una manera concluyentc su buena conducta y 
merecimiento A la recompensa que se le priva sin justicia 
alguna. 

Por esto-; fundamentos, se declara el buen derecho del 
dimandante al premio estipul ido en las condiciones del contra- 
to de f. 4, y a la Empresa del Ferro-carril Central Argentino 
obligada á abonárselo ; debiendo cada cual pagar sus respecti- 
vas costas. 

Notifiquese con el original y repónganse los sellos. 

F eneion Zuviria 
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Bueno* Aire», Noviembre -1 de 1882. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma la sentencia de 
foja ciento veinte y dos, no haciéndole lu^ar A la condenación 
en costas solicitada en contra do la empresa del Ferro-carril 
por no ser temeraria su defensa. Satisfechas las costas de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

J, II. COKOSUAGA. — J. DOMWtU E£.— L'LA- 
JHSLAO HUIAS. — S. M. LASPILR 



Conítmda de competencia entre el Juez del Crimen de la 
Capital de ta ttepública *¡ et Crimen de ta Capital de ta 
provincia de íiuenm .i tres, fiara cunticcr *>it ta causa sobre 
un duelo vcrificáéne en San Jmé de Mures 



Sumario. — I i:i lunar iM doülu e« la fuimtu pnuiura de la 
JurUdUciou un mul-riu criminal. 



1 



DE JUSTICIA RACIONAL 



2 a Cuando ee trata de castigar el delito, la provocación y 
los incidentes que pudieron prepararlo sou accesorios que 
deben seguir la causa principal. 




Caso. — Kn 30 de Mayo de 1882 el Age o te Fiscal del Crimen 
de la Provincia de Buenos Aires denunció al Juez del Crimen 
de la f'apital de la misma, que en San José de Flores habia 
tenido lugar un duelo entre 1). Federico W. Fernandez y D. 
José" Coclho Gómez, siendo pudrirlos del primero los Coroneles 
D. Daniel Solier y I). N. Salvañach, y del segundo D. Joaquín 
5Iontaña y H. Másinio Paz. habiendo resultado herido grave- 
mente D. José t'orlbo íiomez; y pidió se levantara el corres- 
pondiente sumario, avocando d conocimiento de la causa en 
que Uabia empezado á entender el Juez del Crimen de la Ca- 
pital. 

Se libró en este sentido exhorto u dicho Juez, que se declaró 
competente por el si guien ti; 

ALIO t)E1, UEL finlMK?! DE la capital 

flueno» Aiivb, Mayo ti ú>' 1883 

Autos y vistos: Considerando: l fi <Jue aunque sea un prin- 
cipio Jeneral que la ley del lugar del delito es la que lija la 
jurisdicción, ese prim-ipi-i lójus de ser absoluto, sufre por el 
contrario escupí- iones quu tu nen su ruzon di; sur en una justa 
consecuencia para l<1 puis qm- lia sido afectado principal monte 
con la perpetración del delito y eu el escaso mli-rés de casti- 
garlo por parlo de aquel en euyu territorio su lia consumado por 
personas entrañan a mi mirun'ad y A siim luyen. Así, por ejemplo, 
los delitos de traición y falsilicacion eum«tidoa en ol estran- 
gtííu, aun cttatiyablr, mUr ..tru*. argun I.,, leja- del pul» Irai- 
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donado 6 cuya moneda se ha falsificado, existiendo legislacio- 
nes como la de Francia, que dan un efecto i xtraterritorial latí- 
limo a sus leyes penales (:\tU. 5 y 7 Cud. de lnst. Criin. — 
Véase también como doctrina en jcneral: Haus, número 211 
al 212). 

2" Que el Código Venal vigente en esta Capital y en la Pro- 
vincia de lluenos establece el mismo principio en el artículo "8, 
y la Comisión líe visura del Proyecto pendiente en el Congreso 
lo estiende claramente, apoyándose en ta opinión de Story y de 
otros á los delitos cometidos en el estrangero ron el proposito 
do que sus efectos se realicen en la Uepiiblíca (arts. -44 y 

3 o Qne aun basándose eu el eterna territorial que es en el 
que se funda el señor Juez de la 1'roviwia, resultana que los 
Tribunales de la Capital serian competentes por lo menos, para 
conocer de las infracciones cometidas en ¡su territorio, como 
seria en este caso la tentativa. Cero ni los Tribunales de la 
Capital, ni tos de la Provincia que en materia penal son Teji- 
dos artualmentv por las mismas leyes sustantiva- y de furnia, 
podrían prescindir de la aplicación del auto 1, título 8, libro 8, 
R. citado en la nota correspondiente al artículo 78 del Código. 
Dicbo auto que en tu que contiene de procedimientos, no lia 
sido derogado por nuestras ley os, ni se opone á to< principios 
modernos, confiere jarisdieeiun en esto caso especial á los jueces 
del lugar en donde el duelo se ha cometido, aun cuando se haya 



pur satisfacer con mas libertad á su venganza, se pueden 
valer del medio de desaliar ¡í otros, señalando twjar fuera dfí 
mis remos, o en las fronteras de ellos; 
sean también com| 
el lugar en une hubieren reñid», 
del Itujfir de mis reinos 

Na podría argumentar ■ 
prieta, ni con |n 





con su desuso en la 
que Oh sabido que Ju 
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práctica no deroga las leyes, que otras mat> antiguas son 
constantemente aplicadas y que los precedentes de nuestra 
propia legislación suponen vijontes las leyes anteriores sobre 
duelos (olido de la Junta, Julio de 1810 y Decreto Nacional 
de 181*. 



i" <¿ue por otra parK aun -oponiendo igualdad de comreten- 
cia en ambos Tribunales fila sería preferible á favor de los de la 
f'apital eá cuyo territorio tuvo lugar el incidente personal que 
dió origen al duelo, en donde residían todas ó la mayor parte 
de las personas complicadas, se I ■ diú mayor publicidad, y de 
donde salieron para realizarlo y volvieron en seguida, preten- 
diendo eludir así sus leyes y la acción de sus autoridades poli- 
ciales que estaban en mejores condiciona para aprehenderlos y 
someterlos ü los Jueces competente* ; pues como dice Ch, 
Adolplie en el número 1Ü77: - F.l delito es constituido por este 
hecho (los actos preparatorios 6 de tentativa), cualquiera que 
sean sus resultados, puesto que el «i teter principal M rfltelb 
es el atentado al órden público, lu uslitueion de la venganza 
privada A la justicia. . . Kl homicidio r) tm heridas no cambian 
el carácter del ilelifn. sinó lo agravan ». 

5 W (Jue en la misma hipótesi-, restiltaria también que los 
Tribunales de la Capital habrían prevenido en este asunto, 
(antecedentes agregados . 

(V* Finalmente, que tampoco podrán objetarse con el peligro 
de violar la regla de derecho n«m fus in itkm desde que siendo 
esta una excepción el aeii-ailo y» iria hacerla valer oportuna- 
mente en cualquier Tribunal. 

Por estas consideraciones y l;i* concordantes aducidas por 
el agente Fiscal, este Juzgado se declara competente. Hágase 
saber esta resolución por oficio y con transcripción de este 
auto al señor Juez del Crimen de la Provincia de Jiuenoa 
Aires, pidiéndole á la ve?, que si insistiera cu su competencia, 
so sirva pasar los antecedentes que tuviese á la Suprema Corte 




4ftl mu» ra la suprema conté 

Nacional, y en todo caso ■ - fuñicar su resolución á este Juz- 
gado para proveer en consecuencia lo que corresponda. 

Julián L. águirrc. 



ALTO DEL SESOR JUEZ DEL CRÍMES DE LA PROVINCIA 

Buenos Aires. Junio 19 de 1882. 

Autos y vistos. Como lo hace notar el agente Fiscal, no hay 
derecho mas amplio para la jurisdicción en materia penal que 
el que se funda eu el territorio bajo el cual se comben las 
acciones, delitos 6 crímenes punibles. ¡Helie, Trat. de lnst. 
CrinL V, % 1066, 1687). Este derecho no es desconocido por el 
Juez de la Capital, pues que reconoce que es un principio gene- 
ral que la ley del lugar del delito es la que fija la jurisdicción 
y aolo se limita á señalar sus excepciones. Tales excepciones no 
existen sin embargo. En efecto, las leyes de competencia j de 
jurisdicción son leyes de orden público y por consiguiente sus 
excepciones no solo deben estar espresamento determinadas en 
la misma ley sinó que cuando existan deben interpretarse res- 
trictivamente. Bien, pues, la ley que creó los Tribunales do la 
Capital solo dice (artículo 7, capítulo III): cque los Jueces de 
c lo Criminal conocerán en todos loa juicios por delitos come- 
tidos en el territorio de la Capital ». 

¿Dónde se hallan consignadas las excepciones de esta dispo- 
sición? En ninguna parte. (Jne gcneraíiter lea.\ genérate accipt 
dehet. El es. pues, absoluto y no serán seguramente las dispo- 
siciones del Cód. de Lnst. Crim. Francés y las doctrinas de Haus 
las que conferirán al señor Juez de la Capital la facultad de 
conocer de delitos cometidos en la Provincia de Huenos Aires, 
cuando la ley de su creación le quita dicha facultad. Por otra 



DE JUSTICIA NACIONAL 



456 



parte, aun cuando no militaran tan graves razones en contra 
de las excepciones aducidas, aun así, tales excepciones serían 
perfectamente inaplicables porque no hay paridad posible entre 
la presente contienda y los casos previstos en los artículos 
y doctrinas referidos. 

En efecto, en el caso presente se trata de una simple con- 
tienda de competencia entre dos Jueces de una misma nación, 
es una cuestión de úrden interno puramente territorial y que 
debe ser resuelta por las reglas generales que rigen la compe- 
tencia. 

Los artículos y doctrinas citados por el señor Juez de la 
Capital, se Tefieren por el contrario i la justicia penal conside- 
rada en sus relaciones internacionales y tienen por objeto 6 
resolver cuestiones ó sentar principios mucho mas elevados 
que los comunes que envuelve una simple cuestión de compe- 
tencia ó proveer á necesidades do conservación social como 
los casos de alta traición, falsificación de moneda nacional y 
otros. 

Aquellos artículos y aquellas doctrinas, romo la de todos los 
Códigos henales que los contienen, tienen por objeto consagrar 
la extraterritorialidad del derecho penal, extraterritorialidad 
que como lo dice svi nombre está basada en la condición indis- 
pensable de internacionalidad y que considera a cada nación 
como comunidades políticas independientes. 

Este Juzgado no puede esponrr in intenso por la naturaleza 
del presente, las doctrinas en que se fundan aquellos, pero res- 
ponde los párrafos de la precedente vista Fiscal que a este 
punto se reiteren y puede ademas verse en ('alvo, Derecho Inter- 
nacional Teúrico-l'ráctico, tomo 2", § i iti2; Fiore, Efectos inter- 
nacionales délas sentencias penales, Parte 2*, De la Estradioion, 
cap. 2'; Godayn y Mucbiels, El Derecho Criminal bajo el punto 
de vista internacional, cap. 2°, til. i"; Maucini, Exposición de 
motivoB, IV; Canard, Upus., lomo 2°, eap. XV1II¡ Haus, 
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Derecho Penal Belga, n" 2! 1 ! 241 ; Helie, Inst. Crim. y otros 
que tratan sobre el derecho penal internacional. 

En ellos se verá que ninguna de las consideraciones en que -e 
funda la extraterritorialidad del derecho penal, es aplicable á 
la nresente contienda entre Jueces de uua misma nación some- 
tidos í las mismas leyes y vinculadas por los mismos intereses 
políticos y i "¡ales. 

Por último el señor Juez de la Capital reconoce que son 
excepciones y entonces en su carácter de tal, no podrían enten- 
derse mas allá de los casos nominativamente designados y ellos 
no son ninguno de los que motivan la presente. Es, pues, aun 
evidente. 

Otro tanto puede decirse del artículo 78, del Código Pendil 
que se cita en el 2" considerando. El so refiere puramente á 
delitos cometidos en pais estrangero y cuyo juzgamiento debe 
hacerse con arreglo á tos tratados y en los tasas gue prescriban 
las leyes. 

En cuanto ú la pragmática es también inaplicable en la 
parte que se cita, porque se refiere al raso cu que el duelo se haya 
efectuado fuera de mis reinos ñ dominios (en el c^trangero) en 
el caso que el duelo se hubiera efectuado dentro de mis domi- 
nios, en España, por ejemplo, se habría aplicado no en la parte 
que cita el señor Juez de la Capital, sinó en la que textual- 
mente dice: mando á todos mis mr regidores gue ' 7/0 gue 
lleguen sn noticia une ha habido un desafio en fíhjttn lugar 
del territorio de su alcabataturio, pasen en tal tugar, y sin 
necesidad de tomar el uso, procedan ó la averiguación y cas- 
tigo de los reos. , .etc. Es lo que ha debido hacerse en la 
República Argentina, porque catando en vigencia tanto en la 
Provincia de Buenos Aires como en la Capital de la ltcpública, 
los Jueces do ambos están igualmente autorizados para invo- 
carla y aplicarla contra los duelistas que salen de sus respec- 
tivo» territorios para batirse y á mayor abundamiento, por 
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razón evidente contra los que so baten en él, sin distinguir si 
han venido de afuera 6 no con ese objeto. 

Y no podria ser de otra manera, pues seria singular anoma- 
lía que los que salieran del país para violar la ley sin sufrir 
sus consecuencias estuvieran sometidos á ella y uo los que la 
violaran efectivamente en el territorio mismo donde impera. 
Si un pueblo esta interesado en combatir el duelo y en que de 
alguna manera no se eludan lus leyes que lo reprimen, este 
interés es respecto de todos y lo es mucho mas, porque el 
lecho es también m.t-s desmoralizador respe to de loa que 
quisieran convertir su suelo en liza segura y habitual de sus 
combates. 

La pragmática, pues, 6 no resuelve el conllicto ó la parte 
que ha citado el señor Juez de la Capital 6 si lo resuelve lo 
naco en la parte citada por este Juzgado en favor de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, donde se lia efectuado el duelo, cuyos 
Jueces lian prevenido en el conocimiento de la causa y ante 
quienes se han presentado los reos solicitando su escarce- 
lacio ti. 

restablecido pues que las excepciones que señala el señor 
Juez de la Capital no son tales excepciones y que el principio 
de la competencia ratione lovi es absoluto ¿cual ha sido en el 
presente caso el lugar del delito y qué circunstancias deben 
tenerse en vista para determinar éste? Ka evidente que el lugar 
de la consumación. 

Lo ijue constituye el delito no son los actos preparatorios 
sino los de consumación, es decir aquellos que realizan el 
liecho que la ley ho querido evitar al sancionarlo como delito. 
Son ellos los que absuelven á tos demás por su mayor impor- 



si solo meros accidentes que desaparecen ante el delito consu- 
mado porque es este y no la tentativa el que encierra la violación 
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mu gTave de la ley, el que difunde mayor alarma j el que en- 
cierra mayor inmoralidad. 

Es per esto que para determinar la competencia ratione loci 
se tiene presente el lugar de la consumación cualquiera que 
baya sido el de los actos preparatorios ó do tentativa. 

Ahora bien, tratándose del delito de duela, el lugar de la 
consumación, cuando ha habido combate, como en este caso, es 
aquel en que se ha efectuado éste. 

Esta es la doctrina de todos los códigos, de todos los autores, 
lo ea también del Código Penal de la Capital según se des- 
prende del contesto de sus disposiciones y lo es por último del 
auto mismo que cita el señor Juez de la Capital on su 4° con- 
siderando, aún cuando la cita se haya hecho como autoridad 
favorable. 

Al decir este autor que el delito <de derecho), es constituido 
por este hecho, no ha querido referirse como lo pretende el señor 
Juez de la Capital á los actos preparatorios ó de tentativa, ni 
ha querido decir que el delito de duelo se consume con Us actos 
preparatorios. Semejante alirmacion de parle de Chauveau 
hubiera importado una aberración. Ha querido decir simple- 
mente que lo que caracteriza el delito mencionado, lo que lo 
distingue del de heridas 6 de homicidio por ejemplo es la con- 
vención que precede al combate, que haya ú no heridas 6 
muerte en el momento del combate el delito existe consumado. 
Ha querido decirlo y lo ha dicho: esta con vención, dice, es h 
que caracteriza (lo que caracteriza, no lo que consuma) el duelo 
pues tómete el combate á realas y tjarantíns de lealtad ij lo 
separa de aquellos atentados contra las personas que van nece- 
sariamente acompañados de perfidia ú de traición». Leyendo 
íntegro todo el párrafo 1277 que el señor Juez do la Capital 
cita, queda evidenciado esto- Hablando de la pena de la provo- 
cación, dice que debe ser levo, pues si ta provocación conduce 
al duelo. . . es preciso no perder de vista que ella no es mas 



que un acto preparatorio. Y continúa el mismo: Otro acto 
igualmente preparatorio tj de la misma naturaleza es la 
aceptación del duelo, en otra palabra la convención que pre- 
cede al combate. Y continua diciendo: En fifí te combat doit éire 
incriminé independamment de sea sitites et lors tnéme qu*itna 
produit ni homicide ni blessure. Le délit es effet est tout 

ENTIER DA* 8 CE FA1T. . . etc. 

El eminente criminaliata Prog, tomo V, §2871» define el 
dudo un cómbate entre dos ó mas personas y agrega en el 
párrafo 2889 « la esencia de la monomaquía está en el batirse, 
independientemente de cualquier resultado siniestro. Loa resul- 
tados mas ó mcuos graves pueden aumentar la gravedad del 
delito, pero tilos no son mas que circunstancias, la verdadera 
esendalidad del delito está en el combate». 

Sin embargo, esto no quiere decir que tanto la provocación 
como la aceptación del duelo no constituyan por sí un delito 
y que tenga pena como tul. Pero solo cuando ellos no han con- 
ducido á la efectiva realización del duelo, al combate; porqti e 
cuai. lo lo ka habido, este hecho como mas grave absorbe todos 
los demás en cnanto á la pena y en cuanto á la competencia 
para conocer de ellos. El mismo Chauveau Adolph, § 1477, 
patrocina estas ideas, que por otra parte son los de la ciencia 
penal moderna. 

c La simple provocación, dice Canard Prog, § 2900 es un 
t delito de por si castigado con pena especial y la que se 
i aplica cuando el combate no ha tenido lugar, pero que queda 
< absorbida en la penalidad del duelo cuando se ha efectuado 
t éste, cualquiera que haya sido el resultado ». 

El que emprendió el primer acto, dice El lew, Del Duelo, 
S 38: ^es natural mente responsable de un delito, ¿pero el qne 
t emprendió el segundo sera responsable del primero y del 
« segundo? ¿y el que emprendió el tercero será responsable de 
c los tres? 
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« Eeapondo que nó; porque habiendo unidad de acción no 
i pueden existir tres delitos, sino que compenetrándose el 
- f segundo en el primero, y en et tercero el primero y el segundo 
« solo será responsable del mas grave de los delitos pero reagra- 
■ vado. El detito que provocó tendrá la pena del provocador, 
c pero el que hiere tendrá la pena del duelista que hiere, por 
i la regla de que lo princip.il absorbe lo accesorios 

Si pues, la competencia de loa Juecs para conocer de Un 
delito se determina por el lugar donde este se ha cometido, sí 
este principio no tiene las limitaciones que el señor Juez de la 
Capital señala, si se dice cometido un delito donde se ha con- 
sumado, si lo que consuma el duelo es el combate y este se ha 
verificado en territorio de la Provincia de Buenos Aires, es evi- 
dente que el único Juez competente para conocer de él es el de 
la Capital de la Provincia, 

Los demás argumentos que incidentalmente hace el señor 
Juez de la Capital y que no han sido contestados en lo espuesto, 
no tienen valor alguno. 

So es cierto, por ejemplo, que la Provincia tenga escaso inte- 
resen castigar ese delito. Si los que lo han cometido han violado 
una ley de la Provincia y hay magistrados encargados de velar 
por ella, iu> sabe este Juzgado que podria decir S, S. para jus- 
tificar su acertó. 

En cuanto a la primera parte del 4" considerando como el 
inciden to personal que dio orí jen al duelo, es lugar de residen- 
cia de la mayor parte de las perrunas rompí ¡cadas, y la mayor 
publicidad no son ni siquiera actos preparatorios y no tienen 
aplicación alguna al punto que se debate. 

En cuanto á la prevención, ella supone igualdad de faculta- 
des, y demostrado que esta igualdad no existe, aquella cae de 
suyo. Por estos fundamentos y los do U vista üscal precedente 
que esto Juzgado reproduce en todas sus partes, esto Juzgado 
resuelve mantener su competencia, lo que se hará saber al 
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señor Juez de la Capital coa transcripción del presente auto, 
debiendo elevarse a la Corte Suprema de Justicia Federal para 
la resolución del punto. 

/■'. Hamos Mejia. 



VISTA »EL SESotl PilOCtílADOh GENERAL 



Bupnus Airea. Julio la de 1882. 



Corte: 



Es tan notorio que el lugar del delito es la fuente primera 
de jurisdicción en materia criminal, que causa estrañeza la 
extensión é importancia que los señores Jueces recurrentes han 
dado a la discusión de punto tan elemental. Kscuso recordar las 
numerosas resoluciones en que V. K. ha afirmado esta doctrina 
inconcusa. 

Los fundamentos en que el señor Juez del Crimen de la 
Capital apoya su jurisdicción, no resisten al mas ligero examen- 
Tratándose de un delito cometido en el territorio de la misma 
nación, cuyos Jueces disputan su conocimiento, las reglas pro- 
pias del derecho internacional que el señor Juez recuerda no 
tienen la mas remota aplicación. 

Tampoco la tiene la l'nwuiátiea exhumada de los Reyes de 
España, cuyo objeto visible y declarado era evitar quedara n 
impunes los duelos, tenidos fuera di' sus dominios. Y por 
último cuando *e truia drl delito mismo, la provocación y los 
incidentes que pudieron prepararlo, solo son mero* accesorios 
que siguen forzosamente la causa principal. 



-va. 



Eduurdo Cusía. 



T IT. 




FALLOS M LA lOlUlá CORTE 



Buenos Aire», Noviembre 4 de 1882 

Vistos: de conformidad con lo expuesto y pedido por el Señor 
Procurador General en su vista de foja treinta y cinco y por los 
fundamentos del auto del Juez de la Provincia de Buenos Aires, 
corriente A foja diez y nueve del espediente letra B, se declara 
une dicho Juez de Provincia es el competente para conocer 
de esta causa. Remítansele en consecuencia los autos, y avísese 
por oficio al Juez del Crimen de la Capital de la República. 

J. B. f.OROSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
*— l'LADISl.AO FRIAS. — S. H. 



CAUSA XCVII1 



D. Juan batís en tercería de dominio, sobre unas máquinas 
embargadas en la ejecución seguida por el Fisco, contra U. 
Francisco Younger. 



Sumiría, — i* La venta no es bastante por sí sola para jus- 
tificar en el comprador el dominio de la cosa vendida. 



DE JUSTICIA RACIONA I, 



2 o Tratándose de bienes muebles es necesario para ello la 
tradición real y ta posesión de los mismos. 

3 o La prueba de presunciones os legal para decidir si nn acto 
es simulado u fraudule uto. 

Caso. — Se esplica por el 

rmitm del Ju» Federal 

Buenos Airea. Julio Hite 1883 

Vistos; para resolver sóbrela tercería de dominio deducida 
por D. Juan Watts en la ejt'rncimi seguida por el Fisco, «'mitra 
i). Francisco Younger, resulta: 1" Que en dicha ejecución se 
embargó una propiedad, comprendiendo las máquinas que esta- 
ban dentro de ella, á pedido del actor, y se mandú vender todo 
lo embargado y tasad) como propiedad del ejecutado Vounger. 

2° Que con tal motivo se presentó D, Juan Watts, ú f. 3 do 
los presentes autos, manifestando que esas máquinas le perte- 
necían según lo comprobaba La escritura pública que en testi- 
monio exLibia í f. i, y que deducía tercería de oposición exclu- 
yeute, pidiendo se suspenda el remate. 

3 o Que sustanciada la tercería, como consta en autos, el eje- 
cütante alego en el escrito de f, G que la venta hecha á Watts 
de las máquinas embargadas era nula, por haberse hecho en 
fraude de los derechos de los acreedores del vendedor, hallán- 
dose este en estado de insolvencia, y que ademas no se había 
trasmitido al tercerista el dominio de las máquinas porque no 
había habido traslación de la propiedad. 

4 9 Que la causa fué recibida a" prueba (auto de f. 10), 
habiéndose producido por parte det i-jecutante únicamente, la 
que espresa el certificado de f. 3* vuelta, consistente en las 
posiciones de f. i 7, absueltas por Younger á f. 18 vuelta, y 
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Watts áí. 19 vuelta, la declaración de fs.21 vuelta, j el in- 
forme del Banco Hipotecario, í. 3* vuelta. 

T considerando : I o Qoe según el sitíenlo 301 de la ley de En- 
juiciamiento Nacional, la tercería de oposición exclujente, lia de 
fundarse precisamente en el dominio de los bienes embargados. 

4 o Qoe la escritura de venta acompañada á" la demanda no 
es títnlo bastante para justificar el dominio* pues tratándose de 
bienes muebles ningún derecho real se adquiere sobre ellos 
antes de la tradición, á virtud de lo dispuesto en el artículo 4, 
título De las obligaciones de dar, y articulo 9o , titulo De la 
compra-venta, Código Civil, principio consagrado, ademas de 
los sólidos fundamentos con que lo apoya el autor del Código 
Civil en la nota qne sirve de comentario al primero de los artí- 
culos citados, por numerosas decisiones de la Corte Suprema. 
Véase 2* serie, tomo 8, pajina 323, y tomo 11, pajina 414. 

3* Que el actor & quien incumbía la prueba de la tradición, 
ninguna ba producido para justificar que haya tenido lugar, 
habiendo por el contrario confesado al absolver la cuarta posi- 
ción del pliego de f . 17 que se recibió de las máquinas compra- 
das por la especificación que le daba el título, lo que no consti- 
tuye ni puede suplir la tradiccion, y Younger al absolver la 
décima posición (véase f. 19), que nunca ha estraido Watts las 
máquinas que le compró, lo que se halla ademas confirmado 
por la declaración del testigo Smith ¡ de modo que falta la base 
fundamental de la torcería. 

4 o Qne ademas del hecho de haber conservado el vendedor la 
posesión y el uso y goce de los objetos vendidos, concurren 
diversas circunstancias qne autorizan á establecer que la escri- 
tora de f. 1* encierra un acto simulado con el objeto de defrau- 
dar los derechos de los acreedores. La primera es que aparece 
celebrada quince dias después de haberse mandado librar man- 
damiento de ejecución y embargo contra Younger en la ejecu- 
ción iniciada por el Fisco ; la segunda, que el precio no ha Bido 
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entregado de presenta, no babiendo mas prueba de ello que la 
sola afirmación de Tounger de haberlo Tecibido antes del acto, 
circunstancia que se obseda constantemente en todos los actos 
simulados ; la tercera, la amistad íntima entre Watts y Toun- 
ger, confesada por este, pues, debe tenerse como confesión la 
respuesta evasiva dada á la undécima posición en lo referente á 
este punto y el hecho de haber tenido antes relaciones de nego- 
cios; porque Ínter próximos fraus facile praesumitur. La pro- 
ximidad entre las personas dice Troplong, De la renta n° 193. 
es en lo general un indicio de interposición, siendo necesarias 
espiraciones muy plausibles pura hacer desaparecer toda sos- 
pecha de confabulaciones; la cuarta, el mal estado de los nego- 
cios del vendedor, según resulta de su propia confesión al absol- 
ver la sesta posición, y del informe del Brinco Hipotecario en el 
qne aparece adeudando una sumí mayor que el valor de sus 
bienes, y atrazado en el pago de sos vencimientos desde el año 
1877, hechos que no podían ser ignorados por un amigo íntimo, 
paisano y relacionado por negocios con él, en cuyo caso se en- 
cuentra el actor "Watts. 

5 o Que la prueba de presunciones que en general es permi- 
tida según nuestras leyes, pues la ley 8, título 14, partida 3-, 
las clasifica de gran sospecha que vale tanto en algunos casos 
como averiguamiento de prueba, está espresamente autori- 
zada, como la única posible en los de simulación por la ley 13, 
título 16, libro 5 t R. C, porque su objeto es precisamente 
ocultar un acto bajo la apariencia de otro, y todas las personas 
que en él intervienen están interesadas en el secreto. 

Por estos fundamentos; fallo, rechazando la demanda de 
t 3, con costas al actor imponiéndole á su respecto perpetuo 
silencio. Notifiquen original y repónganse las fojas. 

Definitivamente juzgando así lo pronuncio en Buenos Aires, 
fecha utsupra. 

Virgilio M. Tedin. 
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Buenos Aires, Noviembre» de 1882 

Vistos por sos fundamentos, se confirma con rostas el auto 
apelado de foja cincuenta y una; satisfechas las de la instancia 
j repuestos los sellos, devuélvanle. 

J. B. GQBOSTf \GA. — J. nOHIXGUEZ. — * OLADW* 
I.AO FUTAS. — S. H. LASPII R- 



CAUSA 



Cayoi y ¡\ewman contra H. Walter §. Keyser, sobre nulidad de 
una patente de invención 



Sumario. — I" No tiene derecho de pedir la nulidad de una 
patente, el que no demuestra tener interés en el asunto. 

2 o Siendo 1n invención patentada distinta de la que se indica 
para pedir la nulidad de la patente, debe rechazarse la 
demanda. 



Caso. — Se comprende leyendo el 

Mto riel Jimi r«í«ml 

Buenos Aire«. Julio 95 da 1882. 

Vistos, estos autos, promovidos por D. Lorenio Herrera, en 
representación de los señores Cayol y Xewman, contra D. Wal- 
ter S. Keyser para que se declare nula la patente concedida á 
la Compañía Continental telefónica de Boston (E. U. de A), por 
el intento denominado teléfono sistema Granan Bell, 

Considerando; í° Que la acción deducida tiene por objeto 
como se ha visto la anulación de una patente que se dice conce- 
dida por el aparato telefónico del sistema indicado, y se funda 
en que desde mucho antes de la concesión de esa patente, dicho 
aparato era construido en el país por los demandantes, por 
cuyo motivo no ha podido ser patentado á virtud de lo dispuesto 
en el aTtículo A° de la ley de Octubre if de 1876. 

2 o Que el representante de la Compañía antes nombrada, 
ha manifestado al contestar la demanda (f. 65 vuelta), qr*e no 
u exacto que se le haya concedido patente por el aparato ele- 
fónico de Oraban Bell, el cual pueden seguir construyenos ó 
vendiendo los demandantes, pues su patente se refiere al sis- 
tema telefónico de cambio, que recien se establece en esta 

parte de América. 

3- Que el espediente agregado que el Juzgado pidió para 
mejor proveer á la Oficina Nacional de Patentes, confirma lo 
expuesto por el representante de la Compañía demandada, pnei 
allí se v* que realmente la patente que se ha solicitado y que 
dicho oficina ha concedido, es por el sistema telefónico de eom- 
bio, lo que es completamente diferente del aparato que puede 
emplearse en ese sistema ; pero que es independiente de él, de 
donde se deduce que la demanda de f. 20 carece de funda- 




Por estos fundamentos; fallo, no haciendo logar con costas 
á la eepresada demanda, y devuélvase el espediente agregado á 
la oficina de su procedencia. Notifíquese original y repónganse 
las fojas. 



Vistos por sus fundamentos, y no constando el interés que 
loa demandantes tengan en el asunto, y que el artículo cuarenta 
y ocho de la ley once de Octubre de mil ochocientos sesenta y 
cuatro, sobre patentes de invención, exije para pedir la nulidad 
6 caducidad de una patente concedida sobTe invenciones que 
hayan sido publicadas suficientemente en el país; se confirma 
con costas la sentencia apelada de foja ochenta y cuatro, y sa- 
- tisfechas las costas y repuestos los sellos devuélvase. 
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non Estevan Fer reirá contra Don José Cobos, sobre reivindica- 
ción de un terreno y edificación. 

Sumario.— \" El que ha comprado una área de teueno y 
edifica sobre una área mayor» obra de mala fé. 

2* El dueño del terreno que ha visto y no ha impedido el 
edificio, obra también de mala fé. 

3* En el caso de la mala fé por parte del dueño de la obra, y 
del del terreno, se deben aplicar las disposiciones relativas á ta 
edificación de buena fé en terreno ageno. 

4 o Cuando, según catas disposiciones, el dueño del terreno 
no puede hacer suyo el edificio é indemnizar al edificante» sin 
causarle gran perjuicio, debe este indemnizar i aquel el valor 
de él del terreno ocupado, con los intereses legales desde el día 
de la compra. 



Cato. — Se esplica por el 
Fftiie «el < 

Y Tistos; resultan 
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Hechos 

D. Estevan Ferrejra espuso que eú 1875. su esposa con per- 
mito de él, vendió 4 D. José Cobos un terreno en esta Ciudad 
que tiene diea varas de frente por 47 de fondo. 

Que Cobos al edificar sobre ese sitio se habia tomado una y 
cuarta vara ocupándola con su edificio. En consecuencia 
demandaba á Cobos para que le entregue la una y cuarta vara 
de terreno, con daños y perjuicios, costas, etc. La escritura 
pública presentada por el demandante á f. i, confirma de que 
él litio vendido tenia diez varas de frente. 

Cobos contestó, que la vara de terreno que se le cobra fué 
por él comprada, como Ferreyra lo sabe, á la esposa de este en 
época en que ella podía hacerlo ; por lo cual Cobos apela á títu- 
los escritos que corren por la Escribanía de Gobierno desde el 
año 1876. 

En el término de prueba, Cobos presentó tnterrogatono y 
nombró sus testigos, no habiendo comparecido ninguno de 
«líos á declarar en el término probatorio, y dentro del mismo, 
Cobos pidió se solicitase de la Curia Eclesiástica copia de la 
sentencia de divorcio entre D. Estevon Ferreyra y D' Presen- 
tación Torres, la que corre en autos f- 26. 

Pwa mejor proveer se decretó que las partos propongan uno 
ó tras peritos para que se mida la estension del frente de la 
cwa de Cobos. En cuya virtud, el Agrimensor D. Bernabé 
García espidió el informe que corre á f. 54, por el que se vé que 
1» casa de Cobos en la parte medida Üeoe once varas, á partir 
de la de Ferreyra al Este. Después se decretó con la misma 
calidad, una inspección ocular por el Juez y las partes, la que 
tuvo lugar, según se vé por el acta final de ouyo contenido se 
hará mérito en ios siguientes considerandos. 

Derecho 

Considerando : Que según el acta referida, Cobos compró la 
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casa de Ferreyra, á sn esposa, teniendo sobre la calle on edificio 
techo de paja, el cual limitaba por el Oeste con un mojinete, y 
en lo demás el sitio estaba en uno con el del Tendedor hasta el 
fin de su fondo : que Cobos á los pocos meses de la compra 
retiró al Oeste el eapresado mojinete, y en la línea del Este jiró 
hasta acabar el fondo la muralla divisoria, de lo que resultó la 
diferencia de lo vendido con loque actualmente posee Cobos, 
como resulta ademas con toda evidencia del informe del Agri- 



sitio de Cobos está edificado de uno y otro lado, Este y Oeste, 
próximamente hasta la mitad de sn fondo. 

Considerando : Que al haber Cobos retirado al Oeste el mo- 
jinete de la casa vendida procedió de mala fé, por cuanto se 
avanzó de una vara fuera de lo que le daba su título de compra, 
y porque no ha probado la excepción de compra que alegó: 
que asimismo el demandante Ferreyra procedió de mala fé no 
impidiendo el avance de Cobos, viviendo en ese tiempo á pocas 
varas de distancia de la casa de Cobos (acta referida) y ha- 
biendo transcurrido desde aquel hecho hasta que interpuso su 
demanda cinco años, precisamente, en cuyo tiempo ha vidido 
en esta Ciudad, de donde es vecino. Así lo resuelve la segunda 
parte dol artículo 35, capítulo 2 o , título 5°, libro 2°, Código 
Civil. 

Considerando: Que en este caso es aplicable la primera 
parte del artículo citado : « Cuando haya habido mala fé no solo 
por parte del que edifica... vn terreno ageno, sinó también poi 
parte del dueño, se arreglarán los derechos de uno y otro según 
lo dispuesto respecto al edificante de buena fé ». 

Considerando : Que el articulo relativo, que es el 83, dicho 
título y capítulo, dice así : c Cuando de buena fé se edificase,... 
con materiales propios en terreno ageno, el dueño del terreno 
tendrá derecho para hacer suya la obra... prévias las indemoi- 
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taeioaes correspondientes a! edificante de buena fé, sin que 
pueda destruir lo que hubiera edificado... no consintiéndolo el 

dueño del terreno ». 

Considerando: Que dadas estas disposiciones legales» y dado 
el hecho de haber Cobos edificado solo sobre una vara agena, 
euyo edificio se estiende hasta la mitad del sitio (dicha acta 
de inepecoion), resulta que Ferreyra no podría aprovechar en 
este caso del beneficio que le manda la ley, sin causar á Cobos 
gran perjuicio en su edificio, para lo que no esta autorizado 
por aquella. En cuyo caso es justo que Ferreyra obtenga de 
Cobos el valor de la vara de terreno que aquel le detenta, y que 
este precio sea el mismo porque Ferreyra, ó so esposa, vendió 
i Cobos cada una vara de sitio, es decir 150 pesos según la 
escritura f . 4. 

Falle, declarando que no habiendo Cobos probado sus excep- 
ciones pague á FerreyTa por la vara de terreno de que se trata 
la espresada cantidad de 150 pesos. Hágase saber original, 
reponiéndose el papel. Así lo ordeno y firmo en mi despacho en 
Tucuman, 4 veinte y seis de Julio de mil ochocientos ochenta 

7 4 ° 8 ' Benigno Callejos, 



Buenos Aires, Noviembre U de 1882. 

Vistos por sus fundamentos, se confirma la sentencia de foja 
setenta y tres, con declaración de que de los ciento cincuenta 
peiea bolivianos se paguen ademas los intereses legales i contar 
desde la venta; satisfechas las costas y repuestos los sellos de- 
vuélvale. 

J. B. GOR08TUGA. — J. DOWHGUEÍ. — 
t LADISLAO FRIAS. — S. H. LASPILR. 




D, Adolfo Reyes con Rubia j O y i). José da Costa Gui- 
maraes, sobre dominio de una /inca embargada y simulación 
de venta. 



Sumario. — V El acreedor á quien perjudica un acto verifi- 
cado por su deudor, tiene el derecho de alegar y pedir su nu- 
lidad. 

2" Ni la escritura pública por medio de la que se ha otor- 
gado el acto, ni su publicación en un diario autorizan la pre- 
sunción de que ese acto es conocido de todos. 

3 o La prueba de la simulación de un acto es la eicepcional 
de la ley 13, título 16, libro 5, R. C. 

4" Debe declararse simulada la escritura de venta contra la 
cual se reúnen los siguientes hechos: 1° falsedad en la cláusula 
relativa al pago del precio ; 2 o venta hecha por quien el com- 
prador sabia no ser sinó un condomino de la finca vendida; 
3" ser el otro condómino esposa del comprador, y prohibida su 
venta á este ; 4 o actos de dominio ejercidos por el vendedor 
después de la venta ¡ 5* falta de prueba de la tradicon al com- 
prador; 6* constar en el testamento público del vendedor, he- 
cho antes de la venta» sus deudas, y ser la finca sus únicos 
bienes; 7* ser el marido el comprador de la hija del vendedor. 




FALLOS DE LA flOUlBA COM 

5* Todos estos hechos constituyen presunciones graves, pre- 
cisas r concordantes á demostrar la simulación de la venta con 
el objeto de hacer ineficaces las acciones del acreedor. 



Cato. — Lo esplican los siguientes 

Falto «el Juei 

Buenos Aire». Agosio 31 de 1881 

Vistos los autos seguidos por 1). Adolfo Reyes, contra los 
señores José María Rubio y O, sobre reivindicación de tina 
propiedad y de que resulta: 

Que por sentencia de este Juzgado de fecha 17 de Julio de 
1879, se declaré que D, José da Costa Guimaracs adeudaba á 
loa señores José María Hubio y C*, la cantidad de trescientos 
cincuenta y tres mil ochocientos quince pesoá moneda corriente 
procedentes de préstamos y otros negocios : embargándose para 
el pago de dicha deuda la casa callo de ¡áanta-Fé n° 167, tomán- 
dose razón de dicho embargo en la oficina correspondiente. 

Que á consecuencia de dicho embargo, D. Adolfo Reyes con 
fecha 12 de Agosto de 1879, dedujo demanda reivindicatoría 
esponiendo que solo mediante una equivocación de parte de los 
señores Rubio y C% se ha pedido y ordenado el embargo de la 
casa calle Santa- Fé n° 167, la que le pertenece desde el 13 de 
Mario de 1875 como consta de los títulos que acompaña, por 
el mérito de los cuales estableciendo su derecho de un modo 
incontestable, debe aharse el embargo condenando con las 
costas á los demandados. 

Que en comprobación de su derecho de dominio acompaña 
Reyes los documentos siguientes, prescindiendo de otros de 
menos importancia. 
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t° Una escritura pública de fecha 6 de Marzo de 1863 en 
que D. Julio Rosbat rende & D* José da Costa Guimaraes la 
casa calle de Santa-Fé u* 91 antiguo, en la suma de noventa y 
cinco mil pesos moneda corriente; 2 o Un certificado de haber 
vendido el señor Guimaraes la enunciada casa en G de Marzo 
do 1866; 3 o Otro certificado de venta de la misma casa de Re- 
yes á Guimaraes en 3 de Diciembre de 1868; 4" Y finalmente, 
la escritura de fecha 13 de Marzo de 1875 en que Guimaraes 
vende á Reyes la citada casa calle de Santa-Fé n° 167, en tres- 
cientos mil pesos. 

Que corrido traslado de la demanda, so contesta por parte de 
los señores Rubio y C*, que la venta de 1875, no es real sinó 
simulada, loque se presume por la simple consideración de que 
la compra de Guimaraus a Rosbat, de la indicada casa faé al 
contado; que en las de 1866 y 1868 no se menciona precio; 
que á mas de esto, la casa en cuestión fue" adquirida por Gui- 
maraes en 1863, durante la vida de su esposa, que, fallecida en 
1871, quedó dicha propiedad como bien testamentario indiviso, 
sujeto en su «nagenacion a una prévia liquidación 6 por lo 
menos a la necesidad de la anuncia de los herederos intere- 
sados: que este procedimiento implica el vicio de nulidad, para 
la comprobación del cual, la ley 13, título 16, libro 5 o * Rec. 
Cast, solo eiije presunciones, y la presente basta por si sola 
para constituirlas de un modo incontestable. 

Que á ma* de esta presunción de simulación, existen otras 
como las del artículo 5 o , del título De los Instrumentos Públicos 
del Códifro Civil, y la de la ley 64, título 18, Partida 3\ al pres- 
cribir que el precio de la venta debe seT entregado á presencia 
de escribano, y aunque no impo:te una condición indispensable, 
pero su falta es una presunción de simulación, según se esta- 
blece en el glosa de dicha ley; y que en comprobación 
de esta doctrina, puede citar el artículo 14, del título de la 
Porción legitima del Código Civil, que las ventas entre padres 



magmm „ r fraudulentas jurú et de jure. Y finul- 

ntate que el artículo 9, del título De la compra-venia del Có- 
digo Civil, declara la de los bienes indivisos, en cuyo caso se 
encuentra la de la casa eu cuestión, en que apareciendo intere- 
sada la señora Guimaraes, se prescinde completamente de su 
derecho ; que fundado en estas consideraciones, reconviene para 
que se declare nula la venta, debiéndose destechar la demanda 
con costas. 

Que corrido traslado de la reconvención, Reyes contesta: que 
celebrada la venta en 1875, la acción instaurada se debe fallar 
con arreglo álas disposiciones del Código Civil, y en el artí- 
culo U del título de la Prescripción de tas acciones eu particu- 
lar del Código Civil se establece que la nulidad en esta clase 
de acciones, se prescribe por un aíio contado desde el día en que 
fl l acto tuvo logar y fué conocido de los acreedores ; que hasta 
la fecha de la demanda han corrido mas de cuatro años y que 
aun cuando la condición de ser conocido el contrato por los 
acreedores, es disyuntiva con el tiempo de la prescripción, y 
en el caso actual no lo es. porque todo acto coqtraido por escri- 
tura publica se entiende conocido por todos, razón por la cual 
obsta en el caso actual la excepción de prescripción. 

Que en cuanto á la compra que se objeta como dolosa no 
hay ninguna disposición legal que prohiba a un yerno comprar 
los bienes de su suegro, y con mucho menos razón en el caso de 
Guimaraes que estaba solvente garantiendo á los señores Rubio 
y C\ letras tomadas en el Banco de la Provincia ; y ¿ mas, el 
artículo 14 del título De ta Porción legitima de tos herederos 
fañosos* del Código Civil, citado de contrario, se refiere á la 
colación de bienes y de ningún modo al caso actual en que se 
ha hecho un contrato entre personas capaces para celebrarlo. 

Que los artículo» 25 y 20 del título De Jos actos jurídicos 
del Código Civil, son los únicos aplicables al caso en cuestión ; 
pero pesa contra ellos la prescripción deducida; que ademas 



debe refutar de paso el argumento fundado en el vicio de nuli- 
dad que se deduce por la venta de los bienes indivisos, sabién- 
dose que a la muerte de la esposa de Guitnaraes, no quedaba 
mas heredero que la señora de Reyes, correspondiendo a ella 
sola la acción pura reclamar de la venta. 

Que la ley 13, título 10, libro 5 U , Rec. Cast. no tiene aplica- 
ción alguna al caso actual, en que l« trata de una cuestión 
reciente que cae bajo la autoridad ¿el Código Otó 

Y finalmente, que el articulo ,V .K-l titulo M' /n* tocrUurai 
Públicas del Coligo Civil, solo manda que estén designadas 
en letras las cantidades y no que la entrega se baga de pre- 
sente, lo que no se ha exijido en ningún tiempo, ni ttgura en- 
tre las condiciones de la escritura. 

Que a f. 38 vuelta se recibió esta causa á prueba para justi- 
ficar ; 1" que la escritura de fecha 13 de Marzo de 1875 es simu- 
lada ■ 2 o que ha habido mala fé en el vendedor y en el adqui- 
f ente que han intervenido en dicho contrato ¡ y 3» que el señor 
Reyes, tenia incapacidad legal para proceder ft la compra de la 
casa á que se hace referencia en dicho instrumento. 

Que por parte del demandante se produjo la prueba siguiente: 
1- el testamento de f. 51; 2* las posiciones de f. 57; 3° los reci- 
bos de fs, 68, 69, 70 y siguientes; 4r las posiciones de f. 74; y 
5* los oficios de f. 81 y 8i. Y por la del demandado se han exhi- 
bido el certificado de f. 53, el oficio de f. 5i y el documento de 
f. 56 y con lo alegado por las partes se pidieron autos para sen- 
tencia. . 

Y considerando: 1 ú Que I). Jo*é da Costa Guimaraes que, 
desde años atrás, era deudor de los señores José María Rubio 
y o por una fuerte cantidad de pesos como consta por el espe- 
diente principal y one el único bien conocido como de su pro- 
piedad era la casa calle de Santa-I-' é n« 7S) según se confiesa en 
las posiciones de fs. 57 y 74. 
2° Que esta propiedad fu^ adquirida por !). José da Costa 

T. XV. 
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Guimaraes en 1863, según consta de la escritura de f. 11, es 
decir durante el tiempo en que vivia su esposa D 1 María Pra- 
gnes Garvalosce, la que muerta en 1871, han entrado á repre- 
sentarla por el ministerio de la lev sus hijos lejí timos, uno de 
los coates es la esposa del demandante. 

3 o Qne según esto el seüor Guimaraes, no ha podido dispo- 
ner eaclusivamente de la casa en cuestión, desde que en dicha 
propiedad había otra persona interesada con cuyo consentimiento 
dehió ejecutar la venta, salvando 6 reconociendo los derechos 
del heredero ó herederos ¡ y no habiéndolo hecho así, su omi- 
sión envuelve, ó una simulación manifiesta, puesto que se pres- 
cinde de pormenores que no pueden mirarse como de poca im- 
portancia atendiendo á la cuantía de la venta; 6 un deseo 
también manifiesto de celebrar un contrato nulo por la omisión 
de formalidades legales y en ambos casos surjen vehementes 
presunciones contra la veracidad de ese contrato, robustecién- 
dose ademas estas sospechas con el conocimiento de la circuns- 
cia de que deBpues de la fecha de la escritura de f . 1 5, ha con- 
tinuado Guimaraes pagando las contribuciones que pesan sobre 
la casa, y aun qne se dice que como encargado, no se encuentra 
acreditado este hecho. 

+> Que espresándose en la escritura de f. 15 que el precio 
ha sido Tecibido en dinero de contado» no apareciendo otra 
prueba de esta afirmación que el documento de f. 56 en que 
mencionándose que dicho acto se cstendié por saldo de cuentas, 
«ndria á aparecer que el precio se entregó no antes sinó mu- 
cho tiempo después de la venta, ó que no ha sido entregado, 
pues según el artículo 21 del titulo De tos Instrumentos Pri- 
vados del Código Civil, los instrumentos privados de cuya 
naturaleza es el de f. 56, no hacen fé, sinó desde su presenta- 
ción en juicio, resultaría que hasta la fecha de la producida en 
estos actos, no se habia satisfecho el precio de la casa, envol- 
vitndo la escritura un hecho falso, conocido de ambos contra- 
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tantes que acarrea al instrumento el vicio de nulidad 6 simula- 
ción según el artículo 15 del titulo De tos instrumentos Ptt- 

Wieoj, del Código Civil. 

5» Que aun cuando no hay prohibición de comprar y Tender 
entre suegros y yernos, esto no escluye que en esta clase de 
contratos dejen de levantarse vehementes presunciones de 
simulación, desde que, como en el caso actual, el único bien 
conocido como de Guimaraes era la casa calle de Santa-Fé, en 
laque según se espresa en el segundo considerando tiene una 
parte la señora de Reyes, porción que vendría á ser comprada 
por éste contra la prohibición espresa del artículo 37 del título 
l)e la compra-venta del Código Civil, nulidad que ni aun puede 
ser reclamada por las personas que Ja han causado, según el 
artículo Ü del mismo título. 

Que seguu el artículo iSdel título Da la nulidad de los actas 
jurídicos, la acción de nulidad, solo puede deducirse por aque- 
llas personas á cuyo favor las han establecido las leyes, y en 
casos de esta naturaleza, no son otros que los perjudicados, 
según el artículo 28 del título fíe hs Contratos en General 
del Código Civil, en cuyo caso se encuentran los demandados, 
como acreedores de Guimaraes, y de ningún modo la esposado 
Reyes, que no empobrece aunque sus bienes propíos pasen á 

manos de su marido. 

Finalmente y teniendo en consideración que la prescripción de 
las acciones personales está fundada únicamente en la negligen- 
cia del acreedor para perseguir su derecho, loque supone necesa- 
riamente que el deudor tenga conocimiento de la existencia del 
hecho de que se quiere hacer arrancar la prescripción; y en el 
caso ocurrente no se ha presentado ningún justificativo que 
acredite que los señores José María Rubio y C tuvieron co- 
nocimiento judicial ó estrajudicial del otorgamiento de la escri- 
tura de foja 15, circunstancia esencial para castigar el silencio 
de Rubio y C" con la pérdida del derecho que ahora hacen valer. 
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Fot estas consideraciones y disposiciones, y ley i\ título il, 
Partida 3 a , fallo absolviendo de la demanda a los señores José 
María Rubio y O, uotifíquese original y repónganse los sellos, 
con costas. 

Isidoro Albarracin. 
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Buenos Aires Noviembre 16 de 1882. 

Vistos y considerando : Primero: Que no está prescripta la 
acción de simulación de la escritura de foja quince deducida 
por los señores José María Rubio y Compañía; por cuanto el 
término para ejercitarla es el señalado en el artículo once, Be 
la prescripción de las acciones en particular. Código Civil, 
desde que se trata de la acción de nulidad por el dolo y falsa 
cansa que se atribuye ala simulación, y uo se lia pTobado por la 
paTte de Reyes que, dos años antes de establecer su demanda 
tuvieran aquellos conocimiento de dieba escritura. La prueba 
incumbía a Reyes, porque no se presume por la ley que el con- 
tenido de una escritura pública sea conocido de todos, ni mu- 
cho menos, la publicación Lecha en un diario, como la que 
menciona en su expresión de agravios. 

Segundo: Que la prueba que so elija para probar la simula* 
cion, es la excepcional, espesamente autorizada por la ley trece, 
título diez y seis, libro quinto, Recopilación Castellana, que 
debo considerarse vigente por su calidad de especial para los 
casos que legisla, y porque el artículo trescientos setenta y 
cuatro de la de Procedimientos declara supletorias de ella las 
leyes preexistentes que reglamenten los procedimientos judi- 
ciales; con lo que están conformes la disposición del artículo 
cincuenta y cinco, fíelos contratos en ycneraL Código Civil, 
la jurisprudencia de los Tribunales y la doctrina común de los 
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HMM. como po.de ver., en Gregorio Lope», glo» •..»• J 1» 

^cuarenta, tito!, once. Partid, qrfa* MI* 
verbo «U^ltet. número mil cuarenta; Bed.rr.de. Du doí tí <te 
ia fraterno eaarto, numero mil cu.troo.ento. cuarenta y 
cinco; Pothier, Con.-* de Mariage, número quin.ento, ene- 
«uta y dos; y Durauton. tomo sé tuno, número trescentos d.es 

1 7eZm: Que la prueba rendida en los presentes auto» esta- 



Primero: Que la finca eu cnestiou era ganancial del matri- 
mouio de Guimaraeus con en esposa Doua Mari. P. Garbaloz. , 
v q uc. fallecida esta señora, no se ha liquidado hasta hoy su 
testamentaria por voluntad de Hoyes. 

Segundo : Que estando indiviso dicho bien raía, no ha pod.do 
ser vendido en su totalidad por uno de los condominos (arti- 
culo noveno, De la compraventa. Código Civil) ; ni pod.. serlo 

por los dos, por seijUtro. '» ™™ «•*"- '* ^2 
de Beyes, á quien le estaba prohibido vender á su mando 
(.rticulo treinta y siete, dicho titulo). 

Tercero: Que le deuda de Guimar.es í lavor de Rub.o y C 
c, muy anterior á las enagenacioues de la misma finca, pascas 
entre aquel y Beyes, seguu las escrituras que obran en autos, 
ones consta del testamento del mismo deudor, de foja c.ncuínta 
T „na su fecha cinco de Octubre de mil ochocientoa setenta y 
uno, refiriéndose en él i los libros de sus acreedores y i cuen- 
tas que estos le pasaban y en las que ponía sn conformidad. 

Cuarto : Que en 1. escritura de foja quince, las que figuran 
como comprador , vendedor declaran haberse pagado el prec.o 
en imero al contofo antes de su otorgamiento; y este hecho 
ha resultado falso por la confesión de Reyes,|foj» sesenta y una 
vnelt», de que el referido precio fué ohanoelado con el pagar, 
de foja cincuenta y seis, de veinte y oche de M.yo de m.l 
ochocientos setenta y siete, posterior de dos años i d.ch. eier.- 
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tora ; y poique Guimaraes ¡i foja setenta 7 seis, ha confesado 
también que una parte del indicado precio le fué pagado por 
Reyes con el mencionado pagaré. 

Quinto : Que después de la venta alegada por Beyes, Guima- 
raes ha pagado la contribución directa por mil ochocientos 
setenta y seis (foja ochenta y una vuelta), confesando al absol- 
ver la sétima posición de las de foja setenta y cuatro que Reyes 
no lo comisionó para tal pago ; ha rebocado y blanqueado la 
casa en mil ochocientos setenta y siete, declarando al absolver 
dichas posiciones, que lo ht?o por su cuenta; y t por fin, según 
lo confesó al absolver la quinta posisiou de las citadas, pagó 
los gastos de la escritura de foja quince, siendo esta obligación 
del comprador según el artículo 
del Código Civil. 

Cuarto: Que estos hechos no han sido 
prueba rendida por Reyes, la que, con excepción del 
foja cincuenta y seis, que no le favorece, en lo demás en nada 
■e refiere i la simulación alegada por Rubio y Compañía. 

Quinto i Que la simulación evidentede la clausul 
tora de foja quince, que se refiere al pago del precio, no 
admitirse como involuntaria y de buena fe\ porque no es acce- 
sorio, ni de menor consideración cuanto en un contrato de 
compra-venta, se relaciona con uno de sus requisitos esenciales. 

Sejio : Que ademas de esta positiva simulación, qne lo es se- 
gún la espresa disposición del artículo doce, De los actos juri> 
dieoty Código Civil, existen las presunciones que importan los 
hechos comprobados y notados en el considerando segundo, y 
que revisten los caractéres de graves, precisos y concordantes. 
No es posible, en efecto, admitir como real una venta, cuando 
se vende {fiíe^rameníe una propiedad de que no era dueiio exclu- 
sivo el que aparece como vendedor, y lo sabia el comprador ; 
cuando el otro condómino no podia celebrar con éate el mismo 
contrato; cuando el que se dice vendedor ha continuado, des- 
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pues de la supuesta renta, ejerciendo actos de dominio en la 
finca rendida, y cuando no se ha justificado haberse dado al 
comprador la verdadera posesión, indispensable para la trasmi- 
sión de! dominio. 

Puede agregarse i esto que tampoco es admisible que Reyes 
ignorase la deuda de la testamentaria en que su esposa era 
ex-partícipe, 7 que el único bien con que podía ser pagada, era 
la casa que dice haber comprado á Guimaraes. Su inmediato 
parentesco con éste, y la circunstancia de estar aquella deuda y 
los bienes del deudor, declarados en su testamento por acto 
publico de mil ochocientos setenta y uno, hacen presumir que 
tales hechos estaban en el conocimiento de Reyes. La compra, 
entonces, que se alega por Reyes, en tales condiciones no puede 
considerarse real ; y mucho menos si se reconoce, con Troplong, 
que el próximo parentesco es un indicio de interposición, y que 
son necesarias esplicaciones bien plausibles (que no se han dado 
en el presente caso) para hacer desaparecer toda sospecha de un 
concierto fraudulento {De ta venta, número ciento noventa y 
tres, in fine). 

Sétimo: Que todos estos hechos y presunciones demuestran 
una verdadera simulación, que ha tenido por objeto hacer ine- 
ficaces los derechos de Rubio y Compañía como acreedores de 
Guimaraes, siendo por tanto» reprobada por la ley, según la 
disposición del artículo catorce, De los actos jurídicos, Código 
Civil. Su consecuencia debe ser la declaración de la nulidad del 
^to simulado, con arreglo al artículo octavo del mismo título; 
una vez que dicha nulidad, como lo previene el artículo doce 
siguiente, ha sido alegada por parte interesada, sin que pueda 
dudarse que lo es Rubio y Compañía, en virtud del perjuicio 
que dicha simulación les causa. 

For estos fundamentos, y los concordantes de ta sentencia 
apelada, se confirma esta, con costas. Satisfechas de la ins- 
tancia y repuestos los sellos, devuélvanse estos a tu ig al Joi- 
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gado de su procedencia, y al de Comercio de esta Capital los 
traídos arf e/feclum mdendi. Notifíquese con el original. 

J. B. GOROST1AGA. — f* DOITOICUEZ. — 
l LADISLAO FRIAS. — S. II . LA8NBR. — 
AHTOSHO E. MAL A VER. (a] 




El Doctor Don Marcelino Mezquita contra ta Municipalidad de 
la Capital, por cumplimiento de contrato ; «oorc diligencia* 
probatoria*. 



Sumario.— Las diligencias de prueba, que no consistan eu 
posiciones, deben pedirse con la anticipación necesaria para 
que sean admitidas y verificadas dentro del tírmino probatorio. 



Cojo.— En los autos del Doctor Mezquita contra la Munici- 
palidad por cumplimiento de un contrato, se abrió la causa a 



[*) Inuculido como Conjuez. 
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prueba, c incluyendo el término probatorio el 28 de Agosto de 
1883. 

El mismo día 28 de Agosto, la parte del Doctor Mezquita 
presentó tres escritos dentro de las horas de oÜcina, y uno a 
las 9 p. m. en casa del actuario, pidiendo doce diligencias de 
prueba, consistentes en informes, remisión de espedientes, de 
tarifas, planos, compulsas, testimonios, etc. 

Kl Juez de Sección con fecha 29 de Agosto no hizo lugar á 
lo solicitado per no poderse practicar las diligencias relativas 
dentro del término probatorio. 

Ir parte del Doctor Mezquita reclamó, pmr no tratarse de 
de prueba de testigos, y ser posible la verificación de las dili- 
gencias, habilitando horas. 

rail* del Ju«z de Scctlen 

liueno* Aires, Oclubre 18 de 1K8Í. 

Y vistos, por los fundamentos aducidos por el representante 
de la Municipalidad en su escrito de fecha i 1 de Setiembre 
ppdo. y considerando ademas: 

i" Que según el artículo 3Üi de la Ley Nacional de Enjuicia- 
miento las leyes preexistentes que reglamentan los procedi- 
mientos judiciales son suplementarias de ella en cuanto no se 
opongan á sus disposiciones. 

2** Que entre aquellas se encuentra la ley 1 a , título 0, liiiro 4, 
li. C. según la cual los términos se abren para probar y haber 
probado y presentar la probanza, principio que la ley de Proce- 
dimientos por los Tribunales Ordinarios de la Capital ha 
reproducido en su artículo H8; que las diligencias de prueba 
deben ser pedidas, ordenadas y practicadas dentro del tér- 
mino. 

T. iv 32 
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Que consecuente con él, tanto en aquellos Tribunales como 
en diversos fallos de la Corte Suprema Nacional, se ha recua- 
ndo constantemente la prueba testifical, que aunque pedida 
dentro del término lo había sido con tanto retardo que no era 
posible cumplir todos los requisitos que la ley enje para su 
admisión. 

4* Que la única prueba que podria admitirse según las leyes 
Recopiladas {V. ley 5, título 5-, libro 4, R. C.) después de 
«neldos los términos era la resultante de confesión de parte u 
escritura pública, de cuyo carácter no participan ninguna*, 
las diligencias solicitadas por la parte de Mezquita, 

5- Que ademas la ley citada debe considerarse derogada a 
ese respecto en presencia de lo dispuesto en el articulo \0 de la 
Ley Nacional de Procedimientos que prescribe se acompañen a 
la demanda todas las escrituras y documentos que justifiquen 
el derecho que se deduce y prohibe la admisión de toda prueba 
directa pieconstituida que se presenta sin el juramento de haber 
tenido recién noticia de ella. 

# Que el actor debe imputarse esclusivamente a sí mismo la 
imposibilidad de ordenarse y producirse la prueba á que se 
refieren los escritos de fecha 28 de Agosto, dentro del termino, 
por haber esperado el último día y aun las últimas horas y hasta 
fuera de las horas hábiles como consta de los dos últimos escri- 
tos de los cuatro citados para solicitarse, pues es bien sabido 
que en el órden regular de los procedimientos, las diligencias y 
tramitaciones judiciales no pueden practicarse instantáneamen- 
te siendo por otra parte completamente irregular pretender 
que los Jueces se constituyan en máquinas de firmar providen- 
cias reqniriéndoselas eu los últimos instantes del termino con 
la premura consiguiente á la necesidad de presentar las diligen- 
cias producidas dentro de él. 

Por ello, no ha lugar á la reposición solicitada, y se concede 
en refació» la apelación subsidiariamente interpuesta para ante 
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el Superior adonde se llevarán estas actuaciones de prueba con 
los autos respectivos en la forma correspondiente. 
Notifíqueso con el original y repónganse las fojas. 

Virgilio M. Tedin. 



fr ailo de I* Su|irem* Corte 

Baenoi Aires. Noviembre 18 de 1882 

Vistos; por sus fundamentos se conürma con costas el auto 
apelado de foja doscientos cincuenta y tres. Satisfechas las de 
la instancia y repuestos los scllo> devuélvanse. 

J. F.. GOnOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
(.'LADISLAO FUUS. — S. M. LASNIU 



CAI SA 



D. Juan A . Bennet contra />. Cristian Sommer, sobre 

marca de fábrica 

Sumario, — La palabra «Vaselina» no puede constituir una 
marca de fábrica. 



Caso. — Lo esplica el 
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Buenos Aire», Junio 28 de 1882. 

Vistos estos autos seguidos por IX Juan A. Bennet contra 
D. Cristian Sonnuer. sobre indemnización de daños y per* 
juicios. 

Resulta: i" Que el demandado obtuvo de la Oficina de Mar- 
cas de Fábrica y Comercio, la marca exhibida á f . 4 consistente 
en la palabra * Vaselina» ó « Yaseline», según se pronuncia en 
español ó en inglés para el espendío de los artículos que se 
mencionan en la descripción de f. 3, 

Que con el título di* f, \ que acredita esa concesión y 
demás documentos mencionados, se presentó á f. 7 denun- 
ciando el hecho de que D. Cristian Sommer, vendia jabón de 
tocador, que es uno de los artículos que él introduce, según la 
citada descripción, en esta plaza, con la denominación ó marca 
de su propiedad, por cuyo motivo entablaba demanda ordinaria 
contra SommeT por indemnización de danos y perjuicios y ade- 
mas la aplicación d 2 l máximum de la pena que «ja la ley A la 
destrucción de las marca* falsificadas y al pago de las costas 
del juicio. 

3° Que ademas, á pedido del actor se trabó embargo según 
consta o 1 - la diligencia de fs, U vuelta, en cuarenta y una do- 
cena de jabones que llevan el nombre de * Vaselina», deposi- 
tándolos en poder de D. Pablo Aubrit. 

4 6 Que el demandado contestó á f. 20, manifestando: I o que 
los jabones embargados habían sido comprados en Hamburgo 
por ano de sus hijos en 13 de Octubre del año 1880. esto es, 
tres meses antes de la concesión al demandante de la marca 
« Vaseline »; 2* que comparados esos jabones con los de la dicija 
marca, se veían que eran diferentes en su forma, tamaño, color 



DE XCSTICIA NACIONAL 



y basta denominación, pues, los unos llevaban la inscripción 
Famüy Vaseline Toilet Soap Trade Mark Cherbourgh Manu- 
facturen andC. O.üew York and London; y los otros sola- 
mente fíest Yaseiine Soap, C*. Sommer lluenos Aires, 3 o que 
la Vaselina no era una denominación de marca, sinó un líquido 
que se extrae del Kerosene y que se vende en todas partes, de 
modo que no había podido concederse como tal, pues de otro 
modo se crearía un monopolio para la preparación de una fac- 
tura ú para comerciar con ella, por cuyos fundamentos pedia el 
rechazo de la demanda y la condenación en costas al actor. 

5 o Que el Ministerio Fiscal se ha adherid.* ¡i estas conside- 
raciones, sosteniendo la nulidad de la marca concedida á 

X considerando: i* Que según los incisos 4* y 5 o , y artí- 
culo 3" de la Ley Nacional de 10 de Agosto de 1876, no se con- 
sideran como marcas de Fábricas ó de Comercio, los términos ó 
locuciones que hayan pasado al uso general, ui las designacio- 
nes u*ualmente empleadas para indicar la naturaleza de los 
productos 6 la clase á que pertenezcan, principios adoptados en 
todas las legislaciones sobre la materia, para impedir el mono- 
polio en beneficio de uu particular de lo que pertenece ya á la 
comunidad. 

La denominación necesaria es, -eguu lo enseña PonjBfoí en su 
tratado Des Marquen de Fnbru¡ur, número 50, la que viene 
de la naturaleza misma de la cosa designada, y se ha incorpo- 
rado tan íntimamente ú ella que lia venido á ser su nombre pro- 
pio ó verdadero, convirtiéndose en vulgar, cuando ha entrado 
en el lenguaje consagrado por el uso. 

2 o Que en este concepto, si el nombre dado á una mercadería 
por el fabricante ó introductor, es un nombre necesario, si no es 
posible designar esa misma mercaduría bajo otro nombre sin in- 
ducir al público en error; en una palabra, si el nombre perte- 
nece como propio á la mercad i-ría y no es una designación 
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caprichosa, el uso por cualquier otra persona ^ue el patentado 

no es condenable. 
A este respecto Mr, PutaiLlc dice : « Para que una denomina- 

< oton pueda ser propiedad esclusiva de uno solo, es menester 

< evidentemente que sea nueva f de fantasía. Si es sacada de la 
€ naturaleza 6 de la calidad misma de la cosa, todos tienen el 

< derecho de emplear la misma calificación, pues seria violar el 
« principio de la libertad de comercio y de industria, permitir 
. A uno solo monopolizar toda una especie de productos, apro- 
* piándose la denominación usual, o una desi-nacion nueva 

c pero necesaria *. 

3 o Que en este caso se encuentra precisamente la palabra 
Vaselina ó Vaseline, tal como lia sido solicitada y concedida 
para Marca de Comercio, es decir bajo su nombre genérico y 
no individua' Izada por la forma, tamaño 6 disposición de las le- 
tras de tal manera que se tenga menos en cuenta el nombre en 
sí mismo, que el aspecto o figura que la presente a sus ojos y 
con la cual atrae la atención del público, pues es el nombre 
pTopio de un producto industrial que desde baee mucho tiempo 
figura en el comercio y aun en la farmacopea y no tiene otra 
designación mas usual, habiéndose incorporado al lenguaje 
común de tal modo que el Juzgado considera do todo punto 
innecesario exijir pruebas al respecto. Los señores Litré y Ro- 
bín en sn diccionario de Cirujía y Farmacia (edición de 1878), 
después do definir el producto químico ó industrial conocido 
con el nombre de Vaselina, agregan, « En los Estados-Va id os 
• se emplea comunmente desde hace varios años para el engrase 
« de las zondas, reconocimientos vaginales y sobro todo para el 
€ vendaje de las heridas ó llagas ». 

*> Que en presencia de testos antecedentes que demuestran la 
nnlidad de la marca concedida a Bennet y su falta de acción 
para perseguir ú oponerse á la fabricación y venta de cualquier 
clase de productos en que fijare la palabra Vaselina ó Vaseline, 



es inútil entrar i examinar las semejabas ¿ diferencia, que 
existen entre loa productos del actor j los del 4*™»™ 

Por estos fundamentos, y lo, de la precedente Vista Fiscal, 
fallo absohiendo 4 D. Cristian Sommer de la demanda «te - 
püíS ta i i 8 con costa, al actor y mando en consecuencia se 
Unte el embargo trabado á l H vuelta, dejando á salro a 
demandado sus acciones por este aecho. Repónganse los sellos 
y notifíquese original 

J Virgilio ,H, Tedtn. 



Bueno* Airea, Noviembre IB de 1882. 

Vistos por sus fundamentos, y coosiderando que de la compa- 
ración de las fechas del conocimiento de foja diez y siete con la 
del certiiieado de foja una y de la interposición de la demanda, 
resulta que antes de ser registrada la marca de Bennet, la 
Vaselina era un artículo conocido eu Europa, J los jabones, que 
ha dado motiro á la cuestión, babian sido ya remitidos á Som- 
mer , se confirma eon costas el auto apelado foja treinta y cinco. 
Satisfechas las costas y repuestos los sellos, deruelvase los 
autos. 



j, D. GOROSTIACA. — J. ÜOMIHGUEZ. — 
«LADISLAO FRIAS.— S. LASPUJA. 



CAUSA CIT 



Mantelx y Pfeiffer contra M. Candela y C\ sobre 

de sentencia 



Sumario. — Los términos lijados por la Suprema Corteen 
sus fallos de apelación empiezan el dia en que se notifica el 
auto de c cúmplase > dictado por el Juez de Sección. 



Caso. —Por fallo de 22 de Junio de 1882 la Suprema Corte 
acordó tres meses de término á M. Candela y C* para espender 
las hachas que tenían. 

El Juez de Acción, recibidos los autos en Agosto, dictó el 
decreto de «cúmplase» que fué notificado el 28 del mismo. 

Suscitados duda acerca del dia desde que dt bían contarse 
los tres meseá, se dictó el 

F*ISo del Ju« de Secelon 

Rosario, Octubre 3 de lfiSÍ 

m 

Visto el incidente y considerando ¡ 

I a Que estando acordado por la resolución de la Suprema 
Corte de f, 407 á la parte de A. Candela y C' el plazo de tr^s 
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meses después de notificada la sentencia, para que pueda espen- 
der la cantidad de nachas que tenga, j i las cuales se refiere, 
no es posible suponer que esa notificación sea otra que la que 
manda hacer el Juez originario de la causa, cuando los autos 
hayan sido devueltos al lugar de su origen ; como se ha practi- 
cado y se practica en éste y en todos los Tribunales de la Repú- 
blica* pues que es en el lugaT del origen del pleito donde se 
encuentran los verdaderamente interesados en él y las cosas 
motives del litigio; y porque si ¡también la Suprema Corte 
hubiese tenido la mente en este easn, de hacer una excepción al 
órden general de los procedimientos, así lo hubiese manifestado 
en su fallo, para no dar lugar á confusión alguna. 

2° Que tan no es de suponer que la Suprema Corte haya 
tenido ese propósito, cuanto que habiendo fijado ese plazo de 
tres meses, y sabiendo muy bien por los autos, que existían en 
esta localidad cantidades de hachas embargadas á A. Candela y 
C* que no podian ser desembargadas por este Tribunal, sin que 
antes se devolviese el espediente con la resolución suprema que 
debería mandar cumplir; ese plazo de tres meses fijado por ella 
misma podía ser contra su misma mente, no solo restringido en 
alto grado, sinó hasta absorbido del todo, con la demora que 
sufriese el espediente paTa volver, por la necesidad que hay de 
demorar su remisión en la Secretaría de la Suprema Corte para 
hacer los estrados de las causas que se registran en los Fallos; 
habiendo muchas veces demorado la devolución de los espedien- 
tes un término may< r de los tres meses; y pues que en este 
mismo caso ha demorado la causa durante dos meses y seis dias 
no quedando por t^nt-i a A. Candela y C' en vei de dichos 3 
meses, sino solo 7 días de¿de que se desembargaron las hachas, 
según se ve por las diligencias de fs. 437 y v.; lo que no solo 
importaría para ellos la imposición de un sacrificio inmotivado 
é injusto de ese artículo, sino contrariar también el objeto que 
es do suponer tuvo la Suprema Corte al otorgarlo ese plazo para 
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«n etpendio ; mientras que par* Mantel* y Pfeiffer lea en y leí 
« de todo junto indiferente que el plazo de los tres meses 
corriese desde une ú otra notificación, con tal que él no se 
prorogase por mas término; á qne se agrega, que á la parte de 
A. Candela y C*, le habría oouvenido mas poder disponer con 
anticipación del artículo embargado en vez de sufrir el perjuicio 
consiguiente á un embargo mas prolongado. 

Por estos fundamentos, se declara que el término de los 3 
meses acordado por la Suprema Corte a A. Candela y O debe 
entenderse que corre desde la notificación qne se hizo eu esta 
ciudad a los demandados de la providencia de f. 428 y vuelta. 

Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 

Fenelon Zuviria. 

Filio 4 



Buenos Airei. Noviembre 31 de 1SÜ 

Vistos, por sus fundamentos se confirma el auto apelado de 
foja cuatrocientos cincuenta, con declaración que los tres meses 
i que se refiere la sentencia de esta Suprema Corte de foja 
cuatrocientos siete, empezaron á correr el dia veinte y ocho de 
Agosto del corriente año. 

Satisfechas las costas y rep nesto¡> los sellos devuélvanse. 



J. B, GOROSTIACA.— J. DOMINGUEZ. — 
II LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPJUR. 
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CAUSA CT 



P, Glano Overneland. contra D. Andrés Aguirre, por cobro 
de pesos, ¿obre diligencias de 



Snmarm. -Las diligencias de prueba deben pedirse dentro 
del término concedido pura practicarlas. 

Caso — En la causa de Overneland contra Aguine por co- 
bro de pesos, el Jaez concedió i este el término de treinta dias 
para practicar la prueba de testigos en el Partido de la Mar 
Chinata, Provincia de Buenos Aires, y en la Concordia, Pro- 
vincia de Entre-Ríos. 

Aceptado por Agairrc un auto del Juzgado, por el cual se le 
mandó presentar ol interrogatorio, y la nómina de testigos por 
separado, presentó uno y otro después de vencidos los SOdiai. 

Falla riel Juci Federal 

Bunios Aire». Setiembre 93 de 1882, 
Estando fnera del término, no ha lugar. 

Tedin. 
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Boanoi Aires, Noviembre 23 de 1882. 

Vistos; por sus fundamento» se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja noventa y cuatro vuelta; y satisfechas aque* 
lias, y repuestos los sellos! devuélvase. 

■■ 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
IÍIADISLAO FRÍAS. — ■ S. N. LASPIUR. 



CAUSA € VI 



Ü* Angel Gardetla, pidiendo desembargo de unas lanchas em- 
bargadas en ta ejecución de Paez tj í>, contra l). ftartolomc 
Gardella. 



Sumario. — La simple petición de desembargo no es una 
tercería. 
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Cojo. — 1), Angel Gardella pidió se desembargar»!» unaa 
lanchas de su propiedad, que habían sido embargadas á peti- 
ción de Paei y O ejecutando á D. Bartolomé Gardella. 



i-- 

Bueno» Aire», Oclubre 10 Je 188*. 

Atento lo que se solicita é importando el escrito de f. 199, 
deducir una tercería de dominio, trastulo al ejecutante y eje- 
cutado; corriendo este incidente por separado con desglose y 
testimonio de lo necesario, intímese ú LJ. Angel Gardella, pre- 
sente dentTo de veinte y cuatro horas Ihs copias necesarias 
bajo apercibimiento. 

Team. 



WmH9 de 



Bueitoa Aires, Noviembre 23 de 1881. 



Vistas ; no habiéndose interpuesto por el apelante tercería de 
oposición en esta causa, se revoca el auto apelado de foja diex 
vuelta, y satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuél- 
vase al Juez de Sección, para que sentencie y resuelva con ar- 
reglo á derecho la petición de foja cuatro. 



J, B> COROS-MAGA. — J. DOMIMCUEI.— 
LLADISDAO FRIAS- — S. M. LASPIUR. 




PILLOS H LA tOTUMA CORTE 
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CAUSA CVli 



Ü. ¿níomo iecocfl eoníra X>. Emilio Onrubia, por daños 
y perjuicios; sobre competencia. 

Sumario.— La acción de daiios y perjuicios que so reclaman 
como procedentes de un desalojo ordenado por un Juez ordina- 
rio, es incidente del juicio de desalojo, y corresponde á dicho 
Juea. 

Caso. — D. Eduardo Lecocq t demandó á D, Emilio Onrubia 
por daños y perjuicios sufridos en el desalojo ordenado á su pe- 
tición por el Juez de 1' Instancia en lo Civil de la Capital Dr. 
Molina Arrotea. 

El demandado opuso la excepción de incompetencia, alegando 
que el desalojo le había pedido en representación de la suce- 
sión de su esposa D a Felisa Bellido, y ante elJuez Dr. Molina 
Arrotea que lo era de la testamentaría y que por consiguiente 
la acción debia ser deducida ante dicho Juez, 

Fallo 4*1 Juei Fe«>ral 

Utienoi Aires. Agoalo 29 de 1882. 

Vistos estos autos iniciados por D. Eduardo Antonio Lecoq, 
contra D. Emilio Onrubia, por indemnización de danos y per- 
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juicios para resolver sobre la declinatoria de jurisdicción 
opuesta por el demandado. 

Y considerando : I o Que esta se funda en que la propiedad 
de donde ha sido lanzado el actor, hecho que motiva los daños 
y perjuicios que demanda á Onrobia, no pertenece á este sinó 
á la testamentaria de su esposa D* Felisa Bellido, y que al pedir 
y efectuar dicho lanzamiento no ha obrado en nombre propio 
sinó como representante legal de los herederos de aquella. 

2 o Que habiendo sido dirijida la demanda personalmente 
contra Onnibia, es completamente indiferente qoe la propiedad 
pertenezca a la testamentaría indivisa de su esposa 6 a él» 
puesto que no se trata de una acción real relativa á dicha pro- 
piedad . 

3» Que ademas la disposición del arlíniU 6% inciso título 
I o del Código Civil, en que parece fundarse la incompetencia de 
este Juzgado, desde que se sostiene que el Juez competente es 
el de la sucesión á las acciones personales de los acreedores del 
difunto de lo que evidentemente no se trata en la gestión pro- 
movida por Lecocq. 

4* Que la circunstancia de que Onrubia ha obrado como re- 
presentante de la sucesión dueña de la casa desalojada cual- 
quiera que sea la influencia que tenga para descargarlo délas 
responsabilidades que se trata de hacer efectivas en él, no es un 
motivo ni causa legal para determinar la incompetencia del 
Juzgado, cuando por otra parte se reconoce que la competencia 
procede por razón de la distinta nacionalidad de los litigantes, 
desde que como se ha visto antes, la acción es personal contra 
aquel y no contra la sucesión de su esposa. 

5* Que esta observación es tanto mas íundada cuanto que en 
el Procedimiento Nacional no es admisible como excepción 
dilatoria la falta de personalidad en el demandado, porque no 
figura entre las que enumera el artículo 73 de la Ley de En- 
juiciamiento de 14 de Setiembre de 1863, lo que quiere decir 
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FALLOS DE LA ftUrftEHA CORTE 

qie debe oponerse en la contestación como perentoria, esto es 
como razón general de oposición á la demanda. 

Por estos f andamentos y concordantes del escrito de f. Í4 f 
fallo no haciendo lugar á la declinatoria de jurisdicción dedu- 
cida á foja JO, con costas y contéstese la demanda en el tér- 
mino legal. 

Virgilio W, Tedin. 

VISTA DEl, SESOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte ; 

La acción que se intenta, dice el demandado, reconoce por 
causa inmediata y única, jierjuicios ocasionados por una urden 
de lanzamiento dictado por el Juez de la Capital Dr. Molina 
Arrotea, en el juicio que contra el actor sigue mi instituyente 
por desalojo de la propiedad, calle de la Victoria n fl 590. 

De los términos de la demanda, se deduce cla-a y preci a- 
mente esto mismo. 

Esta demanda, es pues, simplemente un incidente de la causa 
principal ; y como tal debe seguir su fuero, según lo lia decla- 
rado V. E. en numerosas decisiones que es escusado Tecordar. 

Si los procedimientos del Juez de la Capital al ordenar el 
lanzamiento han sido abusivos, ha debido el damnificado ucurrir 
a la Cámara respectiva y no á la Justicia Federal. 

Si el daño proviene de abuso de Iús oficiales subalternos, ha 
debido de la misma manera, ocurrir al Juez en virtud de cuyo 

mandato obraban. 

Sírvase Y. E. declararlo así, revocando la sentencia re- 
currida. 

Eduardo Costa. 
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r*tlo Ú9 tm 9wpr*»ft Corle 

Buenos Aires. Noviembre 23 du 1882 

Vistos: de conformidad con lo espucsto y pedido por el señor 
Procurador General en su precedente vista, se revoca el auto 
apelado de foja quince vuelta ¡ y se declara que el Juez de 
Sección de la Capital no es competente para conocer de esta 
cauBa; satisfechas las costas de la instancia y repuestos Ioí 
■ellos, devuélvanse. 

J. D. GOaOSTlACA. — J. DOMINGUEZ. — l! LA- 
DISLAO FftlAS, — S. M, LASPIVA. 



CAUSA CVII1 



Domingo Mendosa y hermano contra Don Domingo Funes, sobre 
indemnización de daños y perjuicios 



Sumario.— i° La enajenación de vales municipales prometi- 
dos como precio de un mercado que hace el empresario á un 
tareero por un» turna determinada, es uno venta. 

t if •> 



t> H Tendedor tiene la obligación de 
aunque no te obliga» i ello espresamente. 

lo miHmo sucede en el cedente de créditoa respecto de 

U legitimidad de estos. 
# Un crédito no es legitimo cuando entraña nn tício que 

lo ha hecho anular. 

La falta de citación de evicciou no eionera al vendedor 
cuando nada podia oponerse á la evicciou, y el mismo reudedoT 
reconoció el vicio de los Tales rendidos. 

ff>La indemniracionque debe el cedente de los Tales (siendo 
estos la mitad de los recibidos por aquel), es la mitad de lo que 
obtuvo del Crinante de ellos, deducido lo que el cesionario 
tiene ja recibido por parte de los mismos. 



Cojo.— Se esplica en el 



Bueno» Aire», Octubre 6 de 1880. 

Vistos los autos seguidos por los Señores Mendoza Hermanos 
contra Don Domingo Funes, por indemnización de danos y 
perjuicios procedente de la falla de un contrato y cuyos ante- 
cedeutes son los siguientes : 

Que en diez y seis de Octubre de mil ochocientos cincuenta y 
nuera Don Domingo Funes vendió á Don Domingo Mendoza 
Hermanos en veinte y dos mil pesos plata la mitad de las accio- 
m o vales que la Municipalidad de Córdoba le adeudaba, 
procedente do un contrato fecha tres de Agosto para la cons- 
trucción de un Mercado público, estipulándose que el abono 
del precio se haría por entregas mensuales de tres mil setecien- 
tos pesos, hasta completar los veintidós mil pesos ya referidos : 



j que U cosa Tendida consiste en setenta y des vales; de mil 

cincuenta y ocho pesos bolivianos plata, suscritos por dicha 
Municipalidad de Córdoba; así consta del contrato qua se 
acompaña áf. 3. 

Que los vales á que se refiere el contrato anterior estaban 
concebidos en los términos siguiente, tomando uno de ellos, por 
ejemplo; «Córdoba, ocho de Marzo de mil ochocientos sesenta 
j nno. Por mil cincuenta y ocho pesos plata sellada que el 
Tesorero de la Municipalidad pagará al portador de éste el día 
fijo once do Junio de mil ochocientos sesenta y cinco por igual 
valor que debe esa Corporación por la mensualidad número 53 
según el contato celebrado con Don Domingo Funes el dia tres 
de Junio de mil ochocientos cincuenta y nueve para la construc- 
ción de un Mercado público en esta ciudad. Salu de Sesiones 
de la Municipalidad de Córdoba & ocho de Marzo de mil ocho- 
cientos sesenta y nao.— Mariano Vicente González, Presidente; 
Francisco Diaz, Pro Secretario » ; así consta del vale que corre 
testimoniado á f 4. 

Que la Municipalidad de Córdoba demandó á D. Domingo 
Funes alegando la acción reacisoria por lesión enorme, juicio 
que concluyó por la sentencia de i m Instancia de fecha ocho de 
Julio de mil ochocientos sesenta y cinco, declarándose rescindi- 
do el espresado contrato, y á Funes en aptitud de aceptar el 
Mercado devolviendo las cantidades entregadas por la Munici- 
palidad ó aceptar solamente de esta, setenta y tres mil 
ochocientos uchenta y siete pesos plata, pagaderos por mensua- 
lidades, de mil cincuenta y ocho pesos bolivianos. Sentencia que 
fué confirmada por la Suprema Corte fundándose en que según 
la legislación vigente en Córdoba en esa época, el Código de 
Comercio de Fernando VII, era nula la emisión de vales al 
portador como eran los emitidos por la Municipalidad. 

Que habiéndose pagado á Mendoza en esa fecha ano mil 
ochocientos sesenta y cinco, tan solo veintiséis mensualidades, 



qnedaron en tu poder cuarenta y seis vales que no le fueron 
•besados; y aunque gestionó judicialmente eiijiendo el pago, 
no fué oído perdiendo el pleito, por ser nulos los teles emitidos 
per 1* Municipalidad. 

Que en consecuencia de ente m.tl resultado entabló la deman- 
da, í. 15, contra D. Domingo Funes, diciendo: que el contrato 
de fecha dios y seis de Octubre de mil ochocientos cincuenta y 
nueve en que vendió los setenta y dos vales, se refiere á la 
entrega de instrumentos válidas, porque es natural Buponer que 
nadie quiera conformarse con la entrega de documentos nulos, 
y que careciendo de fuerza legal era inútil la cesión de Funes, 
aun con la reducción del precio, y que ademas sabiendo ó 
debiendo saber la causa de la nulidad de los vales emitidos y 
constándole á ciencia cierta que no podria cumplir con su com- 
promiso, es responsable de los perjuicios, por los vicios ocultos 
de la cosa dada en venta, como eviccionante ó como promitente 
de nna cosa que no se puede entregar, y que en uno y otro caso 
debe responder de los perjuicios, que en el raso de créditos, se 
estiman por el valor nominal de ellos, con los intereses del 
dinero y las costas. 

Que i f. 38 contestando á la demanda, D. Domingo Funes 
espone: que se debe rechazar, no solo por defectos en la forma, 
sino también en su fondo. Que en cuanto á lo primero, se debe 
tener presente que tratándose de documentos al portador, no 
se puede deducir acción sin la eihibicion de ellos, con lo que no 
ha cumplido Mendoza, fuera de que ha confesado en la deman- 
da que ha practicado personalmente diligencias judiciales por 
bu propia cuenta para conseguir de la Municipalidad de Córdoba 
el pago de los cuarenta y seis vales de que se trata. Que en 
cnanto á lo segundo la indemnización por falta de cumplimiento 
de un contrato y por vicio* en su ejíoucion, se escluyen mani- 
fiestamente. Que no babU falta de ejecución porque el Señor 
Funes no tenia mas obligación que entregar vales realmente 



DI JUSTICIA 1UCI01UL «OS 

emitidos por la Municipalidad de Córdoba, cayendo el nuil 
multado como una de las contingencias ordinarias que pesan 
sobre todos los negocios ; que sin embargo Mendoia Hermanos 
nada han perdido de lo que entregaron ¡ que ademas lo vendido 
no es una cantidad determinada, sinó las acciones contra la 
Municipalidad que bao sido modificadas por una causa legal, 
por una sentencia aunque se la llame buena ó mala, j en fin 
que ellos han cumplido con la entrega a* que se comprometieron 
en el contrato y que no siendo Funes endozante ni constituyén- 
dose garante de loe títulos de la Municipalidad de Córdoba no 
se le puede hacer responsable. 

Que en cuanto & ta evicciou no la hay en títulos al portador, 
ni cuando, como en el presente caso, se trata de una generali- 
dad de bienes; y para que hubiera eviccion seria necesario que 
todo el negocio hubiera desaparecido, lo que no ha sucedido en 
el presente caso, pues ha quedado subsistente en la cantidad 
de sesenta y tres mil ochocientos ochenta y siete pesos que 
tendrían acción á la mitad de ellos. 

Y considerando; i° Que de los mismos términos del contrato 
de f. 3, aparece que Funes Tendió la mitad de las acciones que le 
concedía contra la Municipalidad de Córdoba el contrato de 
fecha diez y seis de Octubre de mil ochocientos cincuenta y 
nueve, lo qne se comprueba por los términos de los vales que 
como el de f. 4 son al portador. 

2° Que proviniendo dichos vales del precio que debía pagar 
dicha Municipalidad, por la construcción del Mercado de Co- 
mercio y habiendo sido modificado dicho contrato á consecuen- 
cia de una sentencia que rt-ducia A la mitad el precio primitivo 
del referido contrato, el demandante ha tenido que aceptar la 
misma reducción, sin que pueda decirse que haya habido falta 
de cumplimiento por parte del Señor Funes por el no pago de 
los cuarenta y seis bonos que se declaran. 

3° Que aun en el supuesto de haber habido falta de cumplí- 



viente por parte del Señor Funes en el contrato de «nt» 
«alebrado con Meado», no debe hacerse logar á dicha demanda 
desde qne siendo los vales emitido* ai portador, no puede pro- 
dneirse la personería sin la exhibición de ellos, con tanta mas 
raxon cuanto que, según lo espresa el Señor Funes en su contes- 
tación, muchos de esos vales han sido enagenados a otras per- 
donas. . JE1-J 

*> Qne aun en el supuesto de tratarse de un caso vil ido 
de eviecion, la disposición del articulo 16 combinada con la 
del 45 del título De ta eviecion del Código Civil, que no son mas 
que declarativas de los antiguos principios, como la 63, titulo 
5°, partida 5', dispone: que no hay eviecion de los vicios que 
están á la vista j y que en el caso actual las causas qne se 
alegan como de eviecion, han provenido de un error de derecho, 
que lejos de escusar perjudica al mismo Señor Mendoza. 

Por estas consideraciones y disposiciones citadas y ley í* t 
titulo H. partida 3\ fallo absolviendo de la demanda á Don 
Domingo Funes con costas. 
Notifíquese original y repónganse los sellos, 

Isidoro Albarracin. 



Falle de U «wpreM» Cert* 

Buenos Aires, Noviembre 35 de 1883. 

Vistos: Eesultando que en tres de Agosto de mil ochocientos 
cincuenta y nueve f Don Domingo Funes contrató con la Muni- 
cipalidad de la Ciudad de Córdoba la construcción de un mer- 
cado de abasto, por el cual dehia ésta abonar al primero la 
renta mensual de mil cincuenta y ocho pesos seis reales boli- 
vianos durante doce años. 

Que en diei y seis de Octubre del mismo año, Funes vendió 



á Don Domingo Mendoia y hermano por la cantidad de veinte y 
dos mil pesos de la misma moneda, la mitad de las acciones 
que la Municipalidad debia entregarle según su contrato de 
tres de Agosto. El mencionado contrato se espresa así: «Funes 
entregará á Mendoza estas acciones ó Tales tan luego de con- 
cluido el edificio y que la Municipalidad los haya firmado, de 
conformidad á lo que espresa el artículo quinto del contrato de 
la referencia»... « y los setenta y dos vales de mil cincuenta y 
ocho pesos seis reales plata cada uno p serán de fechas propor- 
cionadas, á excepción de las doce mensualidades correspondien- 
dientes al primer año que quedarán exclusivamente á favor de 
Funes, para ser reintegradas á Mendoza, las seis que le perte- 
necían, con igual número de vales del año subsiguiente ». 

Que terminado el mercado, la Municipalidad firmó y entregó 
á Funes en mil ochocientos sesenta y uno, los ciento cuarenta 
y cuatro vales por mil cincuenta y ocho pesos cada uno, que le 
correspondían; firmándolos al portador; y Funes entregó á su 
vez setenta y dos de estos vales á los hermanos Mendoza, quie- 
nes obtuvieron de aquella Corporación el pago de veinte y seis 
de ellos. 

Qne posteriormente, la Municipalidad, alegando la lesión 
enonne que á los intereses del municipio infería el contrato con 
Funes, solicitó ante los Tribunales de Córdoba su rescisión ; y 
seguido el juicio correspondiente» dichos Tribunales pronun- 
ciaron la rescisión del contrato, decidiéndose definitivamente 
dejar á la opción de Funes, quedarse con el edificio, devol- 
viendo las cantidades que la Municipalidad había pagado á 
cuenta, ó aceptar como justo precio del espresado edificio la 
cantidad de setenta y tres mil ochocientos ochenta y siete pesos, 
imputando i ellos los pagos parciales hechos por la Municipa- 
lidad. 

Que Funes optó por aceptar la cantidad qne como justo pre- 
cio del mercado habían fijado laa sentencies de los Tribunal*. 




T habiendo pedido impago Don Domingo Mendou de eua- 
renta j Mil vales 6 acciones municipales por esta cansa, entabla 
•ostra Funes la presente demanda por indemnización de da- 
ifa y perjuicios. 

T considerando: Que el contrato de Funes con Mendoza por 
el que le enajenó la mitad de los vales municipales, era un 
contrato de compra-venta, según la legislación vigente en Cór- 
doba en la fecha en que se celebró ; artículo doscientos treinta 
y cuatro, Código de Comercio español ; y ley once, título quinto. 
Partida quinta. 

Qne en los contratos de compra-venta, el vendedor está obli- 
gado al saneamiento, obligación natural que la ley impone sin 
necesidad de estipulación, cuando el comprador no ha libertado 
de ella espresamente al vendedor. (Ley treinta y seis, titulo 
quinto, Partida quinta, y artículo doscientos ochenta del Có- 
digo antes citado). 

Que en el presente caso, la falta de cumplimiento al contrato 
no proviene de la Municipalidad, quien por la rescisión pro- 
nunciada por los Tribunales dejó de deber los vales que había 
firmado, ni de Mendoza que no tuvo parte en esa rescisión, sinó 
del vicio ó gérmen de nulidad que el contrato entrañaba y que 
dió causa á pronunciar la rescisión ; y de que ademas, Fones 
optó por aceptar como precio del mercado el que le fijaban las 
sentencias de los Tribunales, reconociendo asi que ese era el 
justo precio y no el que él había contratado. 

Que la opción, pues, por la reducción del precio impone res- 
ponsabilidad á Funes, la cual no puede ser otra que la de en- 
tregar á Mendoza la mitad del precio que recibió, en justa repa- 
ración de la mitad de las acciones municipales que le había 
vendido y que quedaron ineficaces por dicha reducción, dedu- 
ciéndose lo que Mendoza hubiese recibido & cuenta. 

Que aun considerado el contrato de Funes con Mendoza como 
un contrato de venta de créditos no endosables, rejido por el 
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artículo trescientos ochenta j cuatro del Código Español, que 
dispone qn« el cedente ío/o responde de la legitimidad del cré- 
dito, no por esto podria llegarte á conclnsionei diferentes; pues 
la doctrina jurídica firmemente establecida al respecto, ei : 
que un crédito no es lejítimo cuando entraña sigan rioio 6 gér- 
men que pueda hacerlo annlable. 

En efecto, el comprador no se ha obligado a paga* j no ha 
pagado efectiramente el precio sinó á consecuencia de haberle 
prometido el Tendedor hacerle tener la cosa rendida, y no ha- 
biendo el Tendedor cumplido so promesa ; no eiiste ya la causa 
por la cual el comprador pagó el precio, y el comprador, por 
consiguiente, encontrándose tener este precio sin cansa, con- 
ditüme sine causa, está en el deber de deToherlo, con sos inte- 
reses mientras lo ha tenido, que son parte del precio. 

A este propósito dice Dalloi : « La ley obliga al cadente á la 
garantía ó legitimidad del crédito, y no solamente á la entrega 
del título. Así, habría lugar & la garantía» si el título fuese 
nolo, ó si, eiistiendo el titulo material y regularmente, el cré- 
dito «stUTiese compensado Ó proscripto en el momento de la 
oeBion... Sin embargo, M. DuTergier hace notar juiciosamente, 
que sí la estincion del derecho aunque sobrevenida después 
de la cesión, turiese una causa anterior, el cedente debería la 
garantía, conforme por lo demás, 4 las reglas antes «aplicadas. 
Así por ejemplo, se debería la garantía, si después de la cesión, 
una sentencia hubiese pronunciado la anulación ó rescisión del 

derecho cedido >- 

« El cedente está, independientemente de toda convención 
especial, obligado a garantir la existencia y la legitimidad del 
crédito, asi como su derecho de propiedad en el momento del 
traspaso. Hay pues lugar á esta obligación, no solo en el caso 
en que el crédito cedido se encontraba ya en el momento del 
traspaso, afectado por la prescripción, cancelado por compen- 
sación, ó por todo otro modo de liberación, y aquel en que no 



pertenecía al eadft&te, sinó también cuando «1 título de que el 
crédito procede llega á ser anulado ó rescindido. (Aubry y Rao, 
párrafo trescientos cincuenta y nueve bis, número aesto). 

Que esta misma doctrina jurídica ha consagrado el Código 
Cirü Argentino, al establecer, por los artículos cuarenta j 
tres y cuarenta y cuatro del título De la cesión de créditos, «que 
el eedente de buena fé responde de la existencia y lejitimidad 
del crédito... y que si el crédito no existía al tiempo de la ci- 
clón, el cesionario tendrá derecho á la restitución del precio 
pagado, con indemnización de pérdidas é intereses; mas no ten- 
dré derecho para eiijir la diferencia entre el valor nominal del 
crédito cedido, y el precio de la cesión ». 

Que carece, por lo demás, de importancia el argumento que 
ae hace de que el demandado no está obligado al saneamiento 
de los tales vendidos, porque habiendo sido esos vales al porta- 
dor, y tiendo nulos en tal forma según el Código de Comercio 
español, este vicio que era maniEesto no podía dejar de aer 
conocido por el comprador, y en consecuencia el tendedor no 
estaba obligado Ala eviccion, según la disposición espresa de la 
ley setenta y tres, título quinto, Partida quinta; porque en 
primer logar, el contrato era aobre cosas futuras, sobre vales 
que debian firmarse después de concluido y entregado el mer- 
cado, ain espresarse en qué forma, y por lo tanto sin tenerte 4 
la vista ; y en segundo lugar, porque la Municipalidad, que, 
de acuerdo con Funes, firmó esos vales al portador para que 
éste pudiese trasmitirlos & terceros por la simple entrega, no 
ha objetado nonca el pago de dichos vales por so forma, sinó 
porque estaban cancelados por la sentencia de rescisión del 
contrato de que emanaran. 

Que tampoco ee procedente la excepción de prescripción 
opuesta, pues la ley quinta, título octavo, libro once, ffovitima 
Recopilación, también vigente en Córdoba por leyes etpresaa 
de aquella Provincia, fija veinte años i la acción personal con- 



tra el vendedor por la devolución del precio y satisfacción da 
daños y perjuicios, y ta demanda ha sido interpuesta mucho 
antee de la espiración de este término, aan computado oon arre- 
glo á tai prescripciones del Código Civil vigente sobre la ma- 
teria, j 
Que por último, tampoco es admisible la falta de citación de 
«viccion que Funes alega cuando Mendoza cobró judicialmente 
algunos de los vales que le haUa dado en pago, porque es doc- 
trina establecida, que el vendedor no citado de evicaon, no 
queda eieoto de responsabilidad, cuando es evidente que nada 
raionable podía oponer contra el eviccionante, y en el caso pre- 
sente es de toda evidencia que nada tendría que alegar Funes 
contra una rescisión en que él mismo habia sido vencido (Gre- 
gorio López en la glosa á la ley treinta y dos, título quinto. 

Partida quinta). 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja cuarenta y cinco, y se declara: Que Don Domingo Funes 
debe entregar á Mendoza hermanos, como juata compensación 
por la cantidad de las acciones municipales que les vendió y no 
pndo hacerles efectivas, la mitad de la cantidad que optó por 
recibir como verdadero precio del mercado, con descuento del 
importe de las veinte y seis acciones que Mendoza tenia recibi- 
das de ta Municipalidad. Satisfechas las costas de esta instancia 
y repuestos los sellos, devuélvanse. Notifíquese con el original. 



J. B. GOROSTUGA. — J. DOMWGDEZ. — DLADtt- 
LAO FRIAS. — S. M. LASMUB. 
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El Doctor Don Domingo del Campo contra Don Juan Sá 
Pereyra, por cobro de honorarios médicos 



Sumario. — i c Probada la asistencia médica» deben mandar- 
te pagar los honorarios, cuya cuenta no aparece con recibo en 
podar del deador. 

1* ün apercibimiento no motivado en autos debe levantarse. 



Cato, — Se esplica por el 

Vistos ; de estos autos resulta; Que el Doctor Don Domingo 
del Campo se presenta cobrando á Don Joan Sá Pereyra por 
aaistencia médica por los «ños 1880 j 81 la cuenta de f. 2 de 
ieiBcimtot cincuenta peto* bolivianos, en virtud de no haber 
podido conseguir su abono. 

84 Pereyra se exceptúa diciendo: Que según cuenta que tiene 
en ta poder y que es la misma que presenta á f 48, le ha pagado 



al Doctor del Cuspo quinienim pesos bolwvmoi por sn asisten- 
cia médica del «ño 1880, que es hasta cuando ha asistido 4 »u 
familia, sin haberte prestado asistencia alguna en el ano 1881. 
ni posteriormente. 

La parte del Doctor del Campo califica la conducta de Sá 
Pereyra durante la prueba y después de ella» como el mas in- 
calificable abuso de confianza, pues que si es verdad que le paso 
esa cuenta del «ño 1880 con recibo, como dice, acostumbraba 
hacerlo con sus clientes á quienes reputa personas decentes 
j honradas, es igualmente cierto que jamás pudo conseguir 
en las repetidas Teces que mandó cobrar i Sá Perejra que se 
la pagase; como tampoco sus servicios del año 81 en que 
Labia asistido á su familia, y cayo importe incluyó en la 
cuenta que presenta 4 cobrar por los años 80 y 81 ; habiendo 
varias veces 84 Perejra mandádole ofrecer que le pagaría. 

De )« prueba producid» por la parte de del Campo, resulta 
(pues SÁ Pereyra no ha producido alguna, «acusándose solo con 
el recibo) lo siguiente: 

1* Al contestar Sá Pereyra la demanda i f. 16 dice: « La asis- 
tencia que ha prestado este facultativo ba sido á la Señora do 
mi poderdante j i toa hijos en las fechas que dejo indicadas; 
es decir, desde Enero de 1880 hasta Febrero de 1881 > (en que 
falleció dicha Señora). Y mas adelante espresa: «mas aun 
pnedo asegurar á V. S, qne en el año 1881 no se le ha ocupado 
al Doctor del Campo, pues son otros los facultativos qne asistie- 
ron 4 dicha Señora en esta época; pero por un sentimiento 

de delicadeza aunque penetrado de que no adeudo nada «1 
Doctor del Campo, le hubiera pagado y pagaría los meses do 
Enero y Febrero del año 1881, única fecha en que ha podido 
prestar algún servicio médico qne no esté pago satisfactoria- 
mente. * 

El mismo Si Pereyra, 4 pesar de lo dicho, espresa en las 
posiciones abtueltat 4 f 31 y Ü vuelta «qne ti Doctor del 




m» había comparecido al llamado que so Ib hito «a la 
enfermedad de su Señora en el mei de Febrero» A f. 22 
mega redondamente que la cnenta qne te le cobra le hubiera 
■ido remitida bajo un sobre, con recibo, y afirma qne todas las 
cuentas qne le ha pagado al Doctor del Campo, se las ha paga- 
do personalmente. Niega también & f . 22 vuelta que la cuenta y 
cinaque la acompañaba las hubiese guardado contestando que 
mandaría después su importe al Doctor del Campo. 

Asimismo niega, á f 22 vuelta, que con posterioridad, el Doc- 
tor del Campo le hubiera mandado cobrar reiteradas veces 
dicha cuenta, sin que el absolvente haya ¿hecho su pago y 

devuelto el recibo. 

Niega igualmente qne habiéndose ido a notificarle la deman- 
da entablada contra él, dijese ¿ quien se la iba á notiñcar que 
¿por qué no mandaba cobrar el interesado á su casa? 

En las posiciones absueltas por el mismo, á f 83, espuso, que 
nunca fué Estévan González á cobrar cuenta alguna que le 
hubiese dejado el cobrador Grondona, y que se la hubiese 
ofrecido pagar en vacas 6 novillos, diciéndole que no tenia 
dinero; como niega también que á mediados de Abril de este 
año, hubiese ido el mismo González á cobrarle por última vez, y 
que hubiese salido disgustado, diciéndole que no habia de 
pagarle uada. Y asegura nuevamente que el Doctor del Campo 
fué llamado á asistir á su Señora en el mes de Febrero del año 
pasado, y que no concurrió, habiéndola asistido el Doctor Snsini. 

* Sin embargo de todas esas negativas respecto a la cuenta 
de 18». de la de 1881, y de la asistencia que hubiese prestado 
i *u Señora y ana hijoa en este último año, resulta por la prueba 
testimonial producida por el Doctor del Campo, lo siguiente : 

V Que el testigo Presbítero Don Cayetano Gímenos, á f 35, 
declara: Que le consta que el Doctor del Campo asistió á la 
Señora de 84 Pereyra en su última enfermedad acaecida en 
Febrero de dicho año 1881, pues en momentos de llegar el 



declarante á uistir i dicha Señora, que murió á los pocos hi- 
tante» de en llegada, vió que ealia de la casa el Doctor del Cam- 
po, cruzándose con él en la puerta del aposento de la enferma, 
lo que le indnce á creer que salía de prestarle su asistencia mé- 
dica; agregando que entonces oy6 á los Doctores Vila y del Cam- 
po, que ambos la hablan asistido basta altas horas de la noche. 

A f. 35 vuelta el farmacéutico Don Martin J. Navarro, 
declara: «que le constaba que el Doctor del Campo bahía 
asistido como médico á la esposa de Don Juan Sá Pereyra en 
su última enfermedad en Febrero del año pasado, y A loe hijo» 
del mismo en el mes de Novimbre último, t añade que ha 
tenido que demandar judicialmente al citado Sá Pereyra por el 
pago de los medicamentos que le ha suministrado para su familia 
y que después de haber justificado dicha cuenta por habérsela 
negado el demandado, éste le opuso la excepción de prescrpcion 
para sustraerse á sa pago, no obstante el carácter tan sagrado y 
privilegiado de esta deuda. 

El testigo Tomás Grondona declara áf. 43: « qae llevó «1 
mismo una cuenta del Doctor del Campo á Don Juan Sá Pereyra 
hajo un sobre cerrado. 

A L 42 vuelta, el testigo Don Estévan González declara: que 
después de habérsele pasado la cuenta ¿ Sá Pereyra, el decla- 
rante ha ido varias veces en este año en Febrero 6 Marzo i 
cobrarle, habiéndole Sá Pereyra ofrecido pagársela por no tener 
dinero, en vacas ó novillos. Que aún á mediados dd mes de 
Abril, fué el declarante por última vez á cobrarle, y que des- 
pués de esperar mas de una hora, le mandó decir si quena 6 no 
pagar la cuenta ; que entonces salió Sá Pereyra disgustado, y 
le dijo que dijera á del Campo que no le había de pagar nada. 
Que fué á cobrar esa cuenta en Abril porque supo que ese di» 
Sé Pereyra habia vendido unos novillos, y que tenia dinero; 
que la cuenta era de seiscientos cincuenta pesos y que el Doctor 
del Campo dijo al declarante que dijera á Sá Pereyra que n 
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Mtibt dispuesto á pagar le rebajaría cincuenta pesos. Qne el 
declarante no fué quien llevó ta cuenta con recibo á Sá Perey r & 
tino un jóven Grondona, á qnien del Campo ocupaba en su 
cobranza (el testigo anterior). Que reiteradas ocasiones fué el 
declarante i cobrar i Sá Pereyra y que unas veces le contes- 
taba que se vería con del Campo, y otras que estaba por vender 
unas haciendas, y que apenas recibiese esos fondos mandaría 
su importe. Que la última ve* que fué á cobrar á Sá Pereyra á 
principios de Abril ppdo., después de haberlo buscado inútil- 
mente otras veces sin encontrarlo, le dijeron que estaba comien- 
do, j que habiéndolo esperado mas de una hora en la puerta de 
calle, salió disgustado y le dijo que no volviera mas, agregando 
otras palabras de disgusto. 

A f. 44 el testigo Ambrosio Ochoa declara qne Sá Pereyra, no- 
tificado de la demanda, le dijo que estrañaba que el Doctor del 
Campo, en Tes de demandarlo, no le hubiese mandado cobrar. 

A f. 46 vuelto, las dos Señoritas Sá Pereyra, hermanas del 
mismo demandado, declaran: que encontrándose los niños de 
éste en casa de las declarantes, se enfermaron los unos de 
escarlatina y los otros de llagas á la garganta, de cnya enfer- 
medad fueron alli asistidos por el Doctor del Campo, en el mes 
de Noviembre del año 1881. 

A f. 48 Don Emilio Ghione, médico, declara: que sabe que el 
Doctor del Campo asistió á los hijos de Don Juan Sá Pereyra 
en el mee de Noviembre último, y que esto lo sabe por habérselo 
dicho una de las Señoritas de Sá Pereyra, en cuya casa se 
encontraban dichos niños. 

Y considerando: i° Que si bien por la prueba producida por 
la parte de del Campo se patentiza de una manera evidente que 
ha asistido á la familia de Sá Pereyra hasta Noviembre de 
1881, y que dicho Sá Pereyra ha faltado repetida y escandalo- 
samente á la verdad, negando ese hecho que no es posible 
suponer lo ignorase. 
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2° Que atm cuando esa con docta reprochable de Sá Pereyra, 
como las declaraciones de Grondona y de González inspiran 
vehementísimas presunciones de que no haya pagado al Doctor 
del Campo la cuenta de sus servicios durante el año 188* . y que 
este se ta haya remitido con el recibo* como es de práctica 
general hacerlo tratándose de personas decentes ; como también 
es evidente que no le ha pagado cosa alguna por los servicios 
que le ha prestado durante 1881 en la última enfermedad de 
su Señora y de sus hijos ; sin embargo, ta prueba producida no 
hasta para formar en el Juez la conciencia jurídica de que la 
cuenta de 1880, presentada con recibo reconocido por el Doctor 
del Campo, no haya sido pagada. 

3* Que sin embargo, el Doctor del Campo ha justificado ple- 
namente que están impagos sus servicios durante el año 1881, 

For estos fundamentos se dudara : Que no haciéndose lugar a 
la demanda en toda su estension, solo tiene derecho el deman- 
dante á cobrar á Sá Fereyra sus servicios profesionales corres- 
pondientes al año 1881; reprobándose á este severamente las 
graves falsedades y contradicciones en que ha incurrido, 

Fcnelon Zuviria. 

Buenos Aires. Noviembre $5 de 1882, 

Vistos, por sus fundamentos se confirma la sentencia apela- 
da de foja ochenta y seis, con excepción del apercibimiento 
que contiene por no considerarse motivado en autos. 

Satisfechas las costas y repuestos los sellos devuélvase, 

J. B. COKOSTIAGA. 
t LADISLAO FRIAS. 
M. D. PIZARfSO 

T. IV. 



J. DOMINGUEZ, 
S. LASPIU&* 

34 



CAUSA CX 



D. Juan Cruvellier, contra José Sandrot y O, sobre uso 
indebido de un invento. 

Sumario. -U participación en el uso del invento, obtenida 
por transacción con 8 u dueño, es eicepciou lejítima contra la 
acción de defraudación por nso indebido del mismo. 

Caso. — Se esplica por el 

rail* ÚH Smmm Wmémrml 

Bueno» Aires, Setiembre 82 de 1882. 

Vistos ; Resultando : t* Que con fecha 4 de Octubre del año 
de 1881, se presentó al Juagado D. Julio Vonwiller, en represen- 
tación de D. Juan Cruvellier, entablando formal demanda contra 
loa señores José Sandrot y C\ domiciliado en el establecimiento 
conocido coa el nombre de Skatíng-Kink, por nso indebido y 
falsificación de un invento patentado por el Gobierno Nacional, 
consistente en los pisos empedrados aplicables á la patinación 
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por el sistema Cruvellier, según lo es presa la caita patente 
acompañada á f. 2 y descripción de foja tres. 

2" Que. conferido traslado á los demandados, alegaron en el 
escrito de foja diez y seis que en virtud de una transacción 
celebrada con el actor ante el sr. Juez de Sección Dr. Albarra- 
cín, consignada en los testimonios agregados de fs. 12 á 15, 
habían sido autorizados á usaT del piso de su invención j que 
en mérito de ella no tenia derecho Cruvellier á demandarlos, 
debiendo 3er condenado en costas. 

3° Que el Juzgado conürió traslado de este escrito al actor, 
quien se espidió á f. 18 manifestando en lo pertineute á este 
punto, que aquellos no podían a lugar otras excepciones que la 
nulidad, la caducidad, la participación en la patente 6 la pro- 
piedad esclusiva de ella; que el documento acompañado espe- 
dido sin su citación, ninguna relación tenia con el presente 
juicio, pues se refiere á un convenio que Cruvellier celebró con 
las personas que él espresa, y no con los demandados y que los 
derechos que en dicho documento se confieren están limitados 
al tiempo que faltaba para que terminase el contrato de arren- 
damiento celebrado con la dueña del edificio, llamado Skating- 
Rink. 

4° Que la causa fué recibida á prueba por el auto de foja se- 
senta y seis, para que justifique que los demandados no son los 
mismos a quienes se refiere la transacción { vocada por estos, 
y la nota del actuario corriente á f. 07 vuelta, constata que 
ninguna se ha producido. 

Y considerando : 

Primero : Que no obstante haberse dicho en el escrito de 
foja 18, que los testimonios agregados de f. 12 á 15, han sido 
espedidos sin citación del actor, no se ha puesto en duda su au- 
tenticidad, ni su conformidad con las piezas originales que 
obran en los autos de donde se han estraido, debiendo ademas 
tenerse presente que han sido espedidos por mandato del Jue» 
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d« I* «rasa, y que en ella interviene el actor como consta de los 
mismos testimonios, lo que demuestra la inexactitud de bu afir- 
mación. 

Segundv : Que el hecho alegado por los demandados, importa 
oponer la excepción de participación en el uso del invento pa- 
tentado á virtud de una transacción con el dueño de él, la cual 
si bien no figura entre las dilatorias que permite el artículo 73 
de la Ley Nacional de Enjuiciamiento, esta espesamente auto- 
rizado por el artículo 57 de la Ley de Patentes de Invención, 
especial para esta clase de juicios. 

Tercero: Que efectivamente de los testimonios citados consta, 
que por la cláusula tercera de la transacción invocada por los 
demandados, el Sr. Cruvellier, consintió en que los señores San- 
drot y Perré, y Delestrade y Adolfo Perré, usen del privilegio 
qne importa la patente concedida á su favor, sobre patinación 
aplicando á su objeto el piso del Skating-liink, calle de Esme- 
ralda n° 149 únicamente, sin otra limitación que la de que 
dicha autorización no pueda ser transferida á otras personas, 
todo ello en cambio de otras concesiones hechas por aquellos. 

Cuarto : Que el demandante no ha probado que los demanda- 
dos Sandrot y Perré que forman la razón Bocial «José Sandrot 
y C», no sean las mismas personas de ese nombre favorecidas 
con la concesión á qne se refiere la cláusula recordada, sin que 
estos hayan salido de los términos de la concesión, esplotaudo 
bu invento en oítob establecimientos de patinación que el deno- 
minado Skating-Kink. 

Quinto; Que aunque se ha alegado que dicha concesión 
estaba limitada al tiempo que faltaba para que terminase el 
contrato de arrendamiento de ese edificio, esto no consta en 
ninguna de las cláusulas de la citada transacción, ni se deduce 
del espíritu en que ha sido celebrada, pues, no es verosimil 
que Perré hubiese consentido en pagar á GruveUier la fuerte 
indemnización que espreaa la clausula cuarta por un corto 
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tiempo de nao del privilegio, y limitado á una sola casa de pa- 
tinación ; á lo que se agrega quo el actoT, ninguna prueba ha 
producido al respecto. 

Sesto ; Que Biendo las convenciones hechas en los contratos, 
á las que se equiparan las transacciones (artículo 2% título 4 o , 
libro*, sección i», Código Civil), una regla á la que las partes 
deben someterse como la ley misma, según lo dispone el arti- 
culo 61, titulo 1°, libro 2", sección 3\ Código Civil, Cruvellier 
está obligado & respetar la que autorizó a Sandrot y Perré á 
usar su invento en el Skating-Rinli, por cuyn motivo no puede 
considerarlos como defraudadores de sus derechos y privi- 
legios. 

Por estos fundamentos, fallo, absolviéndolos de la demanda 
interpuesta á f. 4, con costas al actor. 
Notifíquese con el original y repónganse las fojas. I 

Virgilio ñf. Tethn. 



Falte de I» Supremi Car** 

Bueno» Aire*, Noviembre 30 de 1882. 

•'i 

Vistos por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento diez y siete. Satisfechas las cos- 
tas y repuestos los sellos devuélvanse. 

J. B. GOftOSTUGA. — J. BOMWGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS. — $. H. LASPIÜR. — 
Mi D. P1ZARKO- 




CAU»A CXI 



William Paais y C" contra Futton y C\ sobre falsificación 

de marca de fábrica 



Sumario. — I" £1 qne asa de una marca en virtud del derecho 
concedídole por la oficina correspondiente, no incurre en la 
pena de la ley, aunque su marca puede confundirse con otra 
obtenida anteriormente. 

2 o La confusión que puede producir la semejanza de dos 
marcas, autoriza & anular la concedida cou posterioridad. 

3" La apreciación sobre la semejanza de dos marcas y la 
confusión que ella puede producir entre los productos, está li- 
brada al criterio del Tribunal. 



Vaso. Se esplica en el 

MI* d«l íini «« ftmiM 

Buenos Airea, Jtüio 2L de 1682. 
Vistos estos autos seguidos por los señorea William Faats 



j C*, contra los señorea Fnlton y C* sobre falsificación de una 
marca de fábrica. 

Besulta: I* Que con fecha 15 de Noviembre de 1876 se con- 
cedió á los demandantes por la Oficina Nacional de Patentes, el 
uso y esclusiva propiedad de la marca de comercio denominada 
* Real Holland > « A las armas de Holanda » y doble ancla, para 
la ginebra Holandesa que introducían al país, en la foraa que 
espresa la descripción de foja 2 y etiquetas de foja 3. 

2» Que con estos antecedentes ocurrieron al Juzgado con 
fecha 10 de Noviembre del ano 1877 denunciando el hecho de 
que esas marcas estaban siendo el juguete de esplotadores sin 
conciencia, los que por medios ilejítimo* y reprobados se apro- 
vechaban del crédito de ellas en perjuicio de sus intereses, 
liendo los autores de esta imitación fraudulenta los señores 
Diego Fulton y C% por cuyo motivo Tenian á entablar demanda 
criminal contra dichos señores, para que se les condene en 
oportunidad al pago de la multa que fija la ley y seles prohiba 
la venta de la ginebra con la marca imitada, comisándoselas 
eiistentes y dejándoseles A salvo las acciones civiles por dañoB 
y perjuicios, 

Y considerando: 1° Que el sistema de defensa adoptado por 
los demandados se reduce á hacer notar las diferencias que ha- 
cen & su juicio completamente distintas las marcas cuyo uso es- 
elusivo está garantido á los demandantes y la de la ginebra que 
ellos introducen y qne alejan toda posibilidad de confusión. 

2» Que un eiámen comparativo de las dos etiquetas que 
obran á foja 27, demuestran por el contrarío que si bien no son 
absolutamente iguales en todos sus detalles, lo que por otra 
parte no se ha alegado, pues en ese caso sería una verdadera 
falsificación, son Bin embargo de tal manera parecidas en el co- 
lor del papel, en el de las letras, la torma de estas y su coloca- 
ción, en la forma y disposiciones de los emblemas que i primera 
vista parecen ser las mismas y descubriéndose las diferencial 
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de un tiempo de observación, lo que les dá una fisono- 
% 6 aspecto general tal de semejanza que la confusión es no 
tolo posible, sinú muy fácil, especialmente para el consumidor 
que no se lija sinó en el conjunto de la marca, sin entrar á estu- 
diar en cada ocasión los detalles minuciosos de ella. 

3° Que siendo esta una cuestión no sometida por la ley ni 
•usceptible de someterse á reglas fijas, su apreciación está com- 
pletamente librada al criterio de los magistrados, por cuyo mo- 
tivo no puede ser argumento del modo como en otros se ha 
apreciado por los Tribunales t la identidad y desemejanza entre 
dos marcas. 

4° Que según la opinión de los tratadistas que se han ocu- 
pado de esta materia, para que pueda prohibirse el uso de una 
marca, basta que la confusión sea posible, que la marca ó eti- 
queta en su conjunto, sea de naturaleza capaz de engañar al pú- 
blico, no siendo necesario que la imitación haya tenido real- 
mente por efecto ese engaño á una ó Tarias personas, pues la 
ley ha tenido en vista el interés del consumidor y á quien 
entiende protejer contra el fraude. (Yéase Poullet, Marques de 
Fabrique, X* 190). La imitación dice Bedarrides, N* 918, in- 
curre en las penas de la ley desde que puede engañar al com- 
prador, es decir, desde que crea la posibilidad de confundir la 
marca de un individuo con la de otro. 

5 6 Que consecuente con estos principios el artículo X o de la 
ley nacional de i 9 de Agosto de 1876 acuerda á todo comer- 
ciante que ha llenado los requisitos prescritos en la misma, el 
derecho á oponerse al uso de cualquier otra marca que pueda 
producir directa 6 indirectamente confusión entre los produc- 
tos, y el inciso 3° del artículo 28, pena la venta i sabiendas de 
artículos con marca fraudulentamente aplicada. 

For estos fundamentos, falle condenando á los señores Diego 
Fulton y O al pago de una multa de doscientos cincuenta pesos 
fuertes 6 en bu defecto á seis meses de prisión, prohibiéndoseles 
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el uso de lo marca de foja 27 que llera su nombre, con costas. 
Repóngase los sellos y notifíquese original. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio en Buenos Aires 
fecha ut-supra. 

Virgilio Tedin. 

MI* de ta ftuprm» 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 1882 

Vistos: considerando, que aun que la marca registrada por 
Fuiton y compañía tiene con la de Patts y compañía la semejanza 
que se hace notar en los fundamentos de la sentencia apelada, 
consta que ellos la solicitaron con arreglo i la ley y obtuvieron 
de la oficina correspondiente el derecho de usarla: que no es por 
consiguiente el caso de aplicar las penas que la misma ley impone 
álos que falsifican ó adulteran la» marcas, haciendo de ellas un 
uso indebido y desautorizado : que siendo sin embargo tan ca- 
racterizada la Bemejanza'.cntre las marcas, que fácilmente pue- 
den producir confusión, es de rigorosa aplicación lo dispuesto 
en el artículo cuatro de la ley, — Por estos fundamentos se con- 
firma la sentencia recurrida en cuanto prohibe a Fuiton y com- 
pañía el uso de la marca con que espenden su ginebra, según 
aparece á foja cuarenta y tres, revocándose en lo demás. 
Y satisfechas las costas, repuestos los sellos, devuélvanse, 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
ULADISLAO FRIAS, — S. U. LA8MUR. 
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¿man y Kem Pi contra D. Miguel Pniggart, sobre falsificación 

de marca de fábrica. 

Sumario. — l fi Al actor que acosa a otro de haber falsificado 
personalmente, ó cooperado i sabiendas á falsificar una marca 
de fábrica correspondo la prueba de loa hechos. 

La venta de artículos con marca falsificada somete al ven- 
dedor á la pena de la ley cuando la hace con conocimiento de la 
falsificación. 

3p No habiéndose probado lo primero, ni lo segundo, el de- 
mandado debe ser absnelto. 

4* Existiendo presunciones de haberse puesto en venta loa 
artículos, con conocimiento de ser falsificados, el actor no debe 
ser condenado en las costas del juicio. 



Caso. — Se esplica por el 

Falto é»l Smmm Mciwl 

Buenos Aire», Julio 19 de im. 

Vistos estos autos para dictar sentencia definitiva. 
Resultando: I o Que con fecha 28 de Ootubre del año 1880, 



DE JIRTIC1A NACIONAL 



ocurrió al Juzgado D. Luis G. Bordes en representación de loa 
señores Lanman y Kemp de New -York, esponiendo : i* ojie nn 
27 de Febrero del afio 1877, la Oficina nacional de Marcas de 
Fábrica y de Comercio, habia concedido á sus representados la 
posesión y uso esclusívo en esta República de la marca espe- 
cialmente adoptada por ellos, para distinguir el producto que 
elaboran y espenden bajo la denominación de Agua Florida de 
Murray y Lanman; 2° que esa marca habia sido falsificada 
haciéndose circular en el comercio bajo el mismo nombre de 
aquellos, con sus mismas etiquetas especiales, emblemas, dis- 
tintivos complementarios y hasta con la misma forma de enva- 
ses t llegando á tal grado de perfección que la confusión era ine- 
vitable; 3" que según diversos datos lidedignos que habia 
recogido, era D, Miguel Puiggart, químico y farmacéutico, 
domiciliado en la calle Victoria tí' 4W¡, quien fabrica personal- 
mente ó mandaba fabricar bajo sus propias indicaciones y por 
su cuenta, con pleno conocimiento del fraude, las imitaciones 
fraudulentas de la Agua Florida de Murray >j Lanman; *• que 
apoyado en los preceptos de la ley de la materia, venia á enta- 
blar formal demanda contra el espn-sado Puiggari, por haber 
falsificado personalmente ú haherne prestado a sabiendas, y 
con pérfi da conocimiento del fraude á fabricar, circular y ven- 
der en esta plaza la marca falsificada de Agua de Florida de 
aquellos, 4 fin de que se le condone al máximum de la pena 
que establece el artículo 28 de la ley de marcas, al pago de las 
costas y costos, dejándosele á salvo sus acciones ulteriores por 
los daños y perjuicio» originados por la desleal competencia del 
demandado. 

2° QueD. Miguel Puigari contestó a f. 17, el traslado de 
ta demanda mn ni testando : 1 que negaba absolutamente las 
aseveraciones del demandante, pues era falso que hubiese 
ni pensado en falsificar ó elaborar la Agua Florida, perso- 
nal ni indirectamente, ni en su lavatorio ni en parte al- 
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oi tenido el mínimo conocimiento de quien ejecutase tal 
¿f» que en I o de Mayo de 1880, habia comprado dos doce- 
_ de frascos de Aproa Florida, como otros de Colonia y de 
Bota, i persona & quien posteriormente compró análogos artí- 
culos de perfumería, según se podia ver por los recibos acompa- 
ñados <f. 13 y f. sin venírsele á la memoria fuesen 6 no cou 
marca falsificada, máxime cuando la semejanza llegaba á tal 
grado de perfección que la confusión era inevitable ; 3* que dc 
la pesquisa hecha en su casa habia resultado existir solo ocho 
frascos de Agua Florida que Be hallaban á la paT áv otros de la 
misma agua pero marca Vinent ála vista pública, habiendo no 
•olo puesto á disposición de las personas que la practicaron, 
sinó rogártoles entrasen al interior, para ver si allí habia algún 
enrase 6 etiqueta 6 algo que hiciera presumir que se ocupaba de 
dicha falsificación» lo que no aceptó el interesado ; por cuyo 
motivo pedia el rechazo de la demanda» y reconvenía por las 
calumnias que en ella Be contienen, para que se imponga al ac- 
tor el máximum de la pena pecuniaria, obligándoseles á Tesar- 
cirleB los daños y perjuicios que Be le irrogan, y las costas á 

que se le obliga. 

3° Que el Juzgado omitió sustanciar la reconvención en la 
forma que lo determina el artículo 90 de la Ley Nacional de 
Enjuiciamiento, y recibió la causa á prueba, estableciendo en el 
tuto de f. 210 que ella debía versar sobre sí son exactos los 
hechos en que Be funda la demanda ; por lo que en vista de la 
ninguna observación hecha por los interesados á ese respecto, 
debe considerarse como una contestación pura y simple, deján- 
dose para otro juicio todo lo que constituye la materia de la 
reconvención, bí á ello hubiere lugar y el interesado viere con- 
venirle. 

4° Que la prueba producida por el actor consiste: 1" en la fac- 
tura de f . i que acredita la venta hecha por la Farmacia de 
Puiggari de dos frascos de Agua Florida de Lanman y Kemp; 
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2 o ea la declaración de Pablo Aubert, testigo acompañante del 
apoderado de los demandantes en el acto de la pesquizi hecha 

en casa del demandado» prestada al tenor del interrogatorio de 
f. 25, para justificar que un dependiste de éste contestó de 
una manera evasiva, cuando se le preguntó si conocía el apellido 
y dirección del que preparaba el agua que vendía Puiggari; que 
el mismo dependiente dijo, que cuando saliera dicho señor 
mostrada la factura y por último, que tanto éste como su 
hijo se negaron categóricamente á dar espiraciones al señor 
Bordes, sobre quien elaboraba ó vendía los frascos con eti- 
quetas falsificadas; 3 o en la declaración de I). E. Hubanet 
(f. 28), al tenor del interrogatorio de f. 27 sobre hechos no arti- 
culados en la demanda, y absolutamente impertinentes al objeto, 
como se comprueba a la simple inspección del citado interro- 
gatorio; 4" en las declaraciones de Eastman y O f. 30, Demar- 
chi Parodi y O f. 31, A. Moine f. 32 y Guillermo Cranwell 
f, 33, para justiíicar que el precio máximum déla docena de 
frascos de Agua Florida era de 140 pesos moneda corriente, loa 
cuales carecen totalmente de valor, por haberse prestado en 
contravención á lo dispuesto en la ley 31, título 16, Partida 
y sin los requisitos que prescriben los artículos 120 y 127 de 
la Ley Nacional de Enjuiciamiento; 5* en la declaración de D. 
José Diosdado (f. 52) dependiente de Puiggari, para justificar la 
autenticidad de la factura de f. I a , y loe mismos hechos a que 
se refiere la del testigo Aubert ; y 0* en el informe pericial de 
í, 88, para establecer las semejanzas ó divergencias entre loi 
frascos legítimos y los falsificados, el precio de la agua legi- 
tima y la notoriedad del Registro de la marca de Murray y 
La riman. 

Y considerando : I o Que de acuerdo con lo dispuesto en la 
ley W título 14, Partida 3" y lo resuelto en el auto de f. 210, 
que recibió la causa á prueba, los demandantes han debido jus- 
tificar que D. Miguel Puiggari ha falsificado personalmente ó 



q M M h« prestado & sabiendas, 7 con perfecta conocimiento 
del fraude á fabricar, circular y vender en esta plaza, la marca 
falsificada de la Agua Florida que se encuentra en el frasco 
señalado con la letra B, de los dos que se han exhibido del Juz- 
gado» 

2° Qne tratándose de la imputación do un hecho que consti- 
toye delito y puede dar lugar hasta la imposición de pena cor- 
poral ¿aflictiva, sí bien puede admitirse la prueba de presun- 
ciones, puesto que según nuestras leyes (art. 91 del Código 
Fanal vigente en la Capital), solo está escluida en los casos de 
aplicación de la pena capital, dicha- presunciones deben ser de 
tal manera precisas y concordantes que lleven la convicción al 
espirito con la misma fuma y claridad que la prueba directa, 
de modo que no pueda venir sobre ella ninguna duda como dice 
la ley 36, título 1", Partida 7 o . 

8 o Que la prueba que se ha enumerado y analizado en el 
último resultando, esta muy distante de constituir ni siquiera 
una presunción remota de los bechos de falsificación directa 6 
cooperación fraudulenta y consciente que se atribuyen al deman- 
dadoPuiggari, en la|falsiilcacion y circulación de la marca de la 
Agua Florida de Murray y Lanman. 

En efecto: prescindiendo de su singularidad y de la menor 
fé que merece el testigo Aubert, por el hecho de haber sido es- 
presamente buscado pOT el representante de los demandados 
para que lo acompañe en el acto de la pesquiza efectuada en 
casa del demandado, y su complacencia para asistir á él, 
cnando su presencia no¡ era legalmente necesaria, puesto que 
se trataba de un embargo que debia efectuarlo el oficial de Jus- 
ticia y el Actuario, lo que hace muy sospechosa su imparciali- 
dad, laa contestaciones evasivas que atribuye eu su declaración 
al dependiente de Puiggari y la negativa misma de este y de su 
hijo, á dar esplicaciones a Bordes en ese momento, pueden ex- 
plicarse satisfactoriamente de cualquier otro modo, que en el 
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sentido en que las interpreta el actor, lo que basta para ¿Ma- 
charlas como presunciones del hecho que ae trata de averiguar. 

Se ha visto ya que la declaración de Hubault, versa sobre 
hechos estrauos á la cuestión íud judice ; se ha visto también 
que las declaraciones de f. 30 á f. 33, carecen de valor legal; 
y en cuanto a la do Diosdado, absolutamente nada resulta de 
ella en apoyo de los hechos alegadas por la parte actora. 

4° Que aunque del informe pericial corriente ¡i f . 88, resulta 
que el frasco do Agua Florida señalado con la letra B, y com- 
prado ni la Farmacia de Puiggari, no es de la marca legítima 
depositada por Lanman y Kemp en la oficina respectiva, lo que 
constata el cuerpo del delito, es deciT el hecho mismo de la fal- 
sificación, no es bastante para declarar autor de ella, directa ni 
indirectamente al demandado mientras no se pruebe la concur- 
rencia de otras circunstancias, tales como haberse encontrado 
en la casa los aparatos ó elementos de la fabricación, botellas 
vacias, etiquetas, etc., ó bien que aquel haya introducido del 
esterior ó hecho fabricar en el paíá, bajo su nombre ó por per- 
soua interpuesta, esos mismos objetos que unidos á la primera 
indiquen sin dejar la menor duda que efectivamente lo es 
(cuyas circunstancias ni siquiera se ha intentado probar), por- 
que es un principio de derecho naturil consagrado por la juris- 
prudencia de la Suprema ^orte (véase causa que se registra en el 
tomo I o , pág. 338, Sene 2), que todo hombre se reputa bueno 6 
sea inculpable, mientras no se pruebe lo contrario. 

5 o Que por lo que Tespeta á la venta de artículos con marca 
falsificada, para que caiga bajo la sanción penal del artículo 
48 de la Ley Nacional de 19 de Agosto de 1876, es necesario 
que se demuestre ó resulte de las circunstancias del caso que 
se hacia á sabiendas ó con perfecto conocimiento de la falsifi- 
cación, sin cuyo requisito el hecho solo de la venta no puede 
constituir delito como se deduce de lo dispuesto en los incisos % 
3 y 6 del artículo citado y lo indica el simple buen sentido ; 




pues de otra manera todo comprador para revender al menudeo 
tendría que hacer sus operaciones asistido de dos peritos sin 
que asimismo pudiera garantirse totalmente centra la posibi- 
lidad del engaño por medio de imitaciones perfectamente 
fetenas. 

6* Que la diferencia de 20 $ m/ c en docena de frascos que 
se nota entre el precio pagado por Puiggari según la cuenta de 
foja 15 por la agua de marca falsificada y el que se atribuye á 
U legítima, ademas de no estar legalmente justificada, porque 
no es posible admitir á este respecto como prueba la opinión de 

los peritos (í. 89), P uea se limitan á mauifí>star ASÍ & es difi " 
oü precisar con exactitud lo que se pagaba por lotes pequeños 
de Agua Florida, agregaudo que creen tí su memoria no les es 
infiel que se pagaba 140 y 150 $ m/ c U docena, quedando basta 
el presente dudosa la condición; no es tampoco bastante para 
constituir un indicio de que el comprador tenia conocimiento 
de que era falsificada desde que es posible espliear satisfactoria- 
mente esa pequeña diferencia por otros medios, á lo que se 
agrega que las etiquetas y envases no podían despertar sospe- 
chas sobre su legitimidad, desde que la semejanza llega según 
la misma parte actora á tal grado de perfección que la confu- 
sión es inevitable y solo después de un minucioso y prolijo exi- 
men, alcanzan a distinguirse las pequeñas diferencias que 
existen. 

7" Que D. Miguel Puiggari, ha justificado por la facturado 
foja 15 la adquisición legítima de los 8 frascos secuestrados en 
su poder presentando á la persona que se los vendió, quien ha 
indicado la perfumería 6 fábrica donde se elabora esa Agua, por 
cuya razón es aun mas estrafia la ausencia de los verdaderos 
elementos de prnebafá que ha debido recurrir el actor para 
justificar los derechos de su demanda; siendo de notaT que esa 
es la única obligación que tenia como espendedor de artículos 
que resultan ser de marca falsificada para no ser considerado 



como cómplice (art. 31 de la ley citada) y que por paite del 
demandante no se ta a intentado siquiera demostrar que esa in- 
dicación sea falsa ó paramente imaginaria ta fábrica 6 perfu- 
mería de Siles á que se refiere el testigo Navarriu á f. 45 vuelta. 

8 o Que al lado de estas consideraciones bastantes por sí 
solas para probar la inocencia d>:l demandado respecto de los 
bembos que se le imputan, figura la prueba rendida por él, que 
si bien recae sobre negativas de hecbo indefinidas, demuestra 
por lo menos la intención y id deseo de que se esclarezcan esos 
hechos indicando á los actores los medios conducentes de 
prueba, á lo que se agrega que la notoria reputación de Puiggari 
como químico por diversas preparaciones generalizadas en el 
mundo científico bajo su nombre, reconocido explícitamente 
por la misma parte actora, to ponen hasta cierto punto al abrigo 
de la necesidad de tener que valerse de nombres ágenos, para 
hacer conocer sus propios productos. 

Por estos fundamentos, y concordantes con los escritos de 
foja 19 y f. 78, fallo absolviendo á D. Miguel Puiggari de la 
demanda interpuesta á f. 2 y condeno ¡i los demandantes Lan- 
man y Kemp, al pago délas costas y costos del juicio, deján- 
dole á aquel á s Ivo las acciones á que por derecho hubiere 
lugar. 

Notifíquese original y repónganse las fojas. 
Definitivamente juzgando, asi lo pronuncio en Buenos Aires 
fecha ut supra. 

Virgilio M. Tedin, 



Bueno* Aires. Diciembre ¿ Je 1882. 

Por sus fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
foja trece, excepto en cuanto condena en costas & los demau- 
T. xv 35 
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daates, en atención i que resultan presunciones de que, al po- 
ner Pniggari en venta los frascos de Agua Florida con marca fal- 
sificada, lo hacia con conocimiento de su procedencia ; no 
habiendo por lo tanto temeridad en esa parte de las pretensio- 
nes de aquellos. 
Satisfechas las costas de la instancia y repuestos los sellos 

devuélvase. 

j, B. GOROSTIACA. — I. DOMINGUEZ. — 
l" LADISLAO FRIAS. — S. *• LASPHJR. 
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D. ¿palmario Acosta contra D. José Mas tai, sobre cobro 

de pesos. 



Sumario.-i° El Jueí debe aceptar y resolver la cuestión 
en los términos en que ha quedado planteada por la contesta- 
ción ¿ la demanda y discusión subsiRuiente. 

2° El dicho de una de las partes no basta para establecer la 
existencia de un contrato en relación á terceros, sobre todo 
cuando la forma escrita esta espresamente determinada. 
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3* El salario de un depositario judicial debe ser fijado por 
el Juez, 

4 a Al depositario judicial se le deben los gastos necesarios 
hechos para la guarda y conservación de la cosa depositada. 

5* El actor que por sus peticiones excesivas ha colocado al 
demandado en la necesidad de litigar, debe pagar las costas del 
juicio, aunque obtenga parte de las sumas demandadas. 

Caso.— l.o esplica el 

Fallo ti el Juca Fedrrnl 

Buenos Aires, Agosto 2ü de 1882 

Vistos estos autos y los agregados para dictar sentencia en 
la reclamación de D. A polio ario Acosta. corriente a foja i' de 
los presentes. 

üfcftltt de los agregados ; 

1" ijuc con fecha 19 de Octubre de 1880 los herederos de 
D* líutina Herrero de líamirez iniciaron juicio ordinario ante 
el Juez de 1" Instancia Dr. Noguera contra D. Jos»' Mastai y 
su esposa D" Kloisa li. de Mastai, sobre reivindicación de una 
majada de ovejas que estos poseían en el Partido de Moreno. 

2 o Que en dicho juicio, y á petición del actor, decretó ese 
Juzgado el embargo de las ovejas en cuestión, nombrándose 
depositario de ellas con fecha 28 del mismo mes y año, según 
consta de la diligencia de f. 11 y siguientes, á D. Apolinario 
Acosta. 

3" Que habiendo declinado de jurisdicción los demandados 
en virtud de su calidad de cxtraiigeros, el Juez orijinario s e 
declaró competente por auto de f . . . , lo que motivó la resolu- 
ción de la Córts Suprema de Justicia, estableciendo la compe- 
tencia del Juzgado de Secciua de Buenos Aires. 

4" Que en tal virtud se mandó levantar por auto de f. 137 
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ti embargo trabado por órden del Jaez de H Provincia, librán- 
dole ti efecto el oficio de foja 15; cuando el depositario Acosta 
presentó el oficio de foja 1* (antos corrientes), manifestando 
que se le había intimado Orden del Juzgado para que hiciera 
entrega de las ovejas de que era depositario, pudiendo ser com- 
petido i ello por la fuerza pública, lo que oslaba dispuesto á 
cumplir, pero que gozando como tal del derecho de retención 
eiijia se le abonara pieriamente los arrendamientos del campo 
en que han pastado, loa cuales había ya satisfecho él, é impor- 
taban sesenta mil pesos moneda corriente, á razón de treinta 
mil pesos anuales por cada cien cuadras, siendo doscientos las 
ocupadas; los sueldos de dos peones empleados en su cuidado á 
razón de cuatrocientos pesos mensuales cada uno, con mas los 
gastos de esquila, cuya cuenta tenia ya presentada y sus propios 
salarios que estimaba en mil quinientos pesos mensuales ; que 
en su Tirtud pedia se suspendiera la ejecución de la referida 
órden, y se resolviese que no estaba obligado á hacer la entrega 
del depósito hasta que no le fueran reembolzadas y pagadas las 
turnas espresadas. 

5» Que por auto de f. 6, el Juzgado dispuso se retuviesen 
embargadas las ovejas hasta que se resolviese el punto relativo 
al monto de la suma que debe abonarse al depositario, librán- 
dose con ese objeto el oficio agregado i f. 21, orden que no 
pudo cumplirse porque según lo informa el Juez de Paz comi- 
sionado, al decretal el mencionado oficio, ya había dado 
cumplimiento á la que se le dirijió anteriormente para entre- 
gar las ovejas al demandado Mustst. 

6° Que en este estado tas cosas, el ei-dcpositario Acosta se 
apoderó nuevamente por su propia autoridad de las ovejas ya 
entregadas á Mastai según la diligencia de fs. 18 y 19, como lo 
comprueba su telegrama de f, 24 dirigido al Juez de Faz del 
Partido General Rodríguez, cuya exactitud 
ha negado. 
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V Que el demandado se presentó entonces á f.29 e&pouiendo 
que loa hecbos del demandante, anticipándose al fallo del Jai- 
gado y haciéndose justicia a sí mismo por actos violentísimos 
hacían innecesario llevar adelante el procedimiento en lo Tefe- 
rente á la retención del depósito, de modo que solo se ocuparía 
de demostrar la absurdidad de sus pretensiones en lo referente 
al cobro de gastos y salarios, para justificar su pedido deque 
sean rechazadas con costas. 

8° Que Mastai se opone al pago de sesenta mil pesos por 
arrendamiento» fundándose cu que este gasto es falso, desauto- 
rizado é inverosímil: falso, porgue las ovejas, dice, han estado 
ocupando el mismo en que él las tenia cuaudo fueron embar- 
gadas, el ou;il pertenece en propiedad, parte á su esposa Dona 
Elvira Ramírez, y parte á Don Cárlos Herrero; desautorizado 
porque ni él, ui el Juzgado, habían dado facultades al deposita- 
rio para arrendar en tan altísimo precio, ni en tan vasta osten- 
sión el campo en que se hallaba»; é inverosímil, porque no se 
habia acompañado documento alguno que lo justifique y por la 
enormidad del previo que se dice pagado. 

9* Que reputa exagerado hasta lo absurdo el salario del 
depositario, porque no corresponde á la importancia del 
depósito, ni á los trabajos que él ha requerido, mucho mas 
cuando tenía ocupados dos peones con el exhorbitante sueldo 
de cuatrocientas pesos moneda corriente a eada uno, ui por la 
calidad de la aduiinist radon que liabia sido desastrosa, agre- 
gando, que si algún derecho te.iU adquirido el depositario por 
razón de su cargo, lo había perdido, contrayendo ademas 
gravísimas responsabilidades por el despojo que habia cometido 
arrebatando las ovejas en cuestión del poder de los que las 
custodiaban después de entregadas judicialmente. 
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dtoltnoioa«i de fi. 84 i 89, posiciones de f. 91 , certificado de 
106, y las constancias del espediente agregado pertinente al 




Y considerando: \° Que el Juzgado debe aceptar y resolver 
la cuestión en los términos en que ha quedado planteada por la 
contestación & la demanda y discusión subsiguiente, esto es, 
como una demanda por cobro de cantidades que espresa el escri- 
to de f. 1 , prescindiendo de las deficiencias de forma, en que ha 
aido admitida así, y no so ha alegado tal derecto por el deman- 
dado. 

Que la única prueba que ha presentado el actor del pago 
de sesenta mil pesos por arrendamiento de campo para las 
ovejas depositadas en su poder consiste en la declaración del 
testigo Joaquín Fuchi (f,86), quien dice le consta el hecho por 
haber sido ol arrendador, habiendo otorgado los recibos corres- 
pondientes al Señor Acosta al entregar las cuotas, 

3* Que desde luego llama la atención que tales recibos no se 
hayan presentado en autos, aienjo ellos el fundamento principal 
déla reclamación: pero prescindiendo de esta circunstancia la 
declararon citada es inadmisible, porque el solo hecho de una 
de las partes no basta para establecer la existencia de un con- 
trato que debo tener efecto con relación á terceros creando 
obligaciones que deben ser cumplidas por ellas, sobre todo 
cuando la forma escrita está espresamente determinada, por 
cnanto excede de doscientos pesos fuertes. {Artículo 57, título 
7', libro 2°, sección 3' del Código Civil). 

4° Que en el caso mb judice es tanto menos admisible, 
cuanto que el artículo 23, título Del depósito del Código citado, 
espresamente impono al depositario la obligación de dar aviso 
al depositante, de las medidas y gastos que sean de necesidad 
para la conservación de la cosa y de hacer los gastos urgentes 
que serán á cuenta de aquel, obligación que tratándose de un 
depósito constituido por acto judicial se convierte en la de 
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requerir la «itomacion del Juei de 1» cansa 7 d« del 

modo como se ha ejercido ella p requisitos que ni ha insinuado 
siquiera haber cumplido el actor. 

5° Que ademas de esto mismo se ha encargado de demostrar 
que el pago que dice haber hecho por arrendamiento de campo 
y la declaración de Fuchi son falsas, pues en las posiciones 
presentadas para ser absueltas por Mastai, establece que ese 
terreno que ocupó Don Apolinario Acosta con las dos majadas 
de que fué nombrado depositario, es el mismo que pertenece por 
legado á Doña Eloísa Ramírez. 

Ahora bien, el esposo de ésta ha afirmado en el escrito de f. 
27, y no ha sido contradicho en todo el curso del juicio por 
el demandante, que ese campo le fué legado por DoñaGregoria 
Herrera con límite* y ubicación determinada» falleciendo la 
causante en Setiembre de 1880» hecho reconocido por el escrito 
de f. i del espediente agregado ; de modo que desde esa fecha, 
que por cierfcoes anterior á la constitución del depósito, ha sido 
propietaria absoluta de dicho campo, perteneciéndole los frutos 
de la cosa, su pérdida, deterioro ó aumentos, en conformidad á 
lo dispuesto en el artículo 10, título be los legados, del 
Código Civil,, y si ha sido poseído por los herederos instituidos 
estos no pueden ser considerados como poseedores de buena 
fé, desda que no debían ignorar que el dominio pertenecía al 
Watario, de donde se deduce que nunca podrían hacer suyo» 
los frutos. (Artículos ai á 88, título*", libro #, Código Civil), 
6* Que admitiendo, como lo reconoce espontáneamente el 
demandado, que las orejas embargadas han ocupado no solamen- 
te ei campo de su propiedad sinú una parte también del do 
Don Cárlos Herrera, siendo este uno de los demandantes en el 
pleito de reivindicación de las mismas, y á cuya solicitud se 
decretó el embargo, y responsable poT lo mismo de sus conse- 
cuencias, no ha podido cobrar arrendamientos, mientras no se 
deOuan los derechos que 



rado p« resolución ejecutoriada, que ese embargo era nulo por 
falta de jurisdicción en el Juez que lo decretó. 
Considerando, en cuanto al «alario de los dos peones : 
7° Que el demandado se ba limitado i sostener que es eihor- 
bitante, el asignado por el depositario, reconociendo implícita- 
mente que se han ocupado en el cuidado de las ovejas. 

8™ Que este es un servicio necesario v ineludible aun para el 
mismo dueño, y en cuanto al número de peones empleados no 
es inverosímil dado el de las ovejas guardadas. 

9* Que absolviendo posiciones Mastai, al contestar la 5 a 
pregunta de f. 91, reconoce que el sueldo de cuatrocientos pesos 
es el precio mas alto que se paga á un buen peou, circunstancias 
que inducen al Juzgado á aceptur ese salario, teniendo presente 
que no se cobran vicios ni mantención de los mismos. 
Considerando en cuanto á * omisión del depositario: 
9 1 Que éste ba dejado al arbitrio del Juzgado la fijación de 
su importe y aun cuando así no Hiera tratándose de un depósito 
judicial, e¿ al Juzgado á quien incumbe la fijación del salario 
cuantío la ley no lo determina de antemano. 

10" Que para ello debe tenerle en vista la naturaleza é impor- 
tancia del depósito y el trabajo y responsabilidades inherentes 
a él, así como el cuidado tenido en la guarda de la cosa deposi- 
tada. 

11° Que ninguna de estas circunstancias autorizan la suma de 
mil quinientos pesos que el actor üja en la demanda, pues 
habiendo empleado dos peones en el cuidado de dos pequeñas 
majadas, ningún trabajo material quedaba al depositario fuera 
de la vijilancia periódica sobre ellas, á lo que se agrega que 
los resultados obtenidos son muy distantes de demostrar el 
cuidado ordinario que un hombre pone respecto de sos propias 
cosas y que corresponde poner al depositario en la guarda de la 
cosa confiada á su custodia (Mourlon» tomo 3 u t número 1046), 
pues no solamente no existen los aumentos que normalmente 
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debían esperarse del número de animales embargados. Binó qw 
aparecen mas de mil muertos sin que se baya justificado causa 
natural para ello. 

Considerando en cuanto á los gastos de esquila : 

12? Que la demanda se ha instruido á este respecto haciéndose 
referencia á la cuenta que ántes tenia presentada el actor 
corriente i f. 111 de los autos agregados, importante dos mil 
quinientos ochenta y nueve pesos moneda corriente. 

13° A esta lo mismo que á la demanda es aplicable lo dispues- 
to en el artículo 86 de la ley Nacional de Enjuiciamiento, y 
como no se ha hecho observación alguna al respecto deben 
estimarse reconocidas todas sus partidas de acuerdo con la 
disposición citada. 

Considerando finalmente, que si bien en esta paUe y en la 
referente al salario de peones, la demanda es justificada, con 
arreglo á los principios sentados en este auto, aa temeridad es 
manifiesta, como se ha demostrado, en cuanto a la sum»v de 
sesenta mil pesos que ae cobran por arrendamiento, lo mismo 
que 4 la crecida remuneración que se asignaba al depositario ; 
lo que ha hecho imposible todo avenimiento y colocado al 
demandado en la necesidad imprescindible do litigar, debiendo 
por consiguiente ser á cargo del actor las costas causadas con 
tal motivo. 

Por estos fundamentos, fallo que Don José Mastai pague en 
el término du diez dia* al actor: I o el salario de dos peones á 
razón de cuatrocientos pesos mensuales desde el dia del depósi- 
to hasta el dia que las ovejas le fueron entregadas en virtud de 
la órden de f. 15; 

2 o La suma de dos mil quinientos ochenta y nueve pesos 
moneda corriente por gastos de esquila; 

3 o La comisión del depositario que el Juzgado fija en dos 
cientos pesos fuertes por todo el tiempo. Absuelvo al es presado 
Mastai de todo lo demás que contiene la demanda imponiendo 




i n respecto perpétno silencio al actor á cu jo cargo ae decla- 
ran las costa» cansadas. 

Notifíquese original j repónganse los sellos. 
Definitivamente juzgado así lo pronuncio en esta ciudad de 
Buenos Aires, i -cha ut supra. 



Virgilio V. Tedm. 



Fallí» «Ir la Auprcnm Corte 



Bunios Aires, Noviembre 2 de 1882. 

Vistos: se confirma, por sus fundamentos, con rostas la 
sentencia aperada de foja ciento treinta y nueve. Satisfechas 
aquellas y repuestos los sellos, devuélvanse. 



I. U. COROSTlACA. — J. DOMINGUEZ. — 
CLADISLAO FRIAS. — S. M. LASP1UR. 
- M. Ü. PIZARRO. 



CAI7HA CII¥ 



Doa A. Delor y 



C* contra Don Pedro Carlier, sobre falsificación 
de 



Sumario. — Para incurrir en las peuas de la ley de Marcas 
de Fábrica y de Comercio, no es necesario qm 1 se copie con toda 
exactitud una marca agena, siendo bastante que se la imite 
en sus rasgos principales. 



Caso. — Don íYlix Seulíé por Don A. Delor y C\ sucesores 
de üon Emilio Soulié, con el certificado y descripción de la 
marca « Aperital* con que distingue el licor de su fabricación, 
demandó á Don Pedro Cartícr, licorista de Chascomús por 
falsificación de marca. 



Buenos Aire». Junio 23 de 188á. 

Y vistos estos autos seguidos por Don Gabriel Delor, contra 
Don Pedro Cartier, sobre falsificación del licor llamado «Aperi- 
tal » y considerando: 
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1* Que por ta patente corriente áf. 10 de esto» autos se con- 
cede el uso exclusivo de la marca de fábrica con que se distin- 
gue el f Aperital » que los demandantes espenden. 

2* Que comparadas las botellas presentadas por los mismos 
( una del fabricado por estos j otra del fabricado por el deman- 
dado) no aparece confusión ni directa ni indirectamente, ni en 
las etiquetas ni ea la forma de la botella, ni en la redacción de 
aquellas, ní en la denominación del licor en cuestión, pues en 
uno dice «Aperital* y en el otro i Aperitale *. 

3 o Que para que hubiera delito, era menester que la confusión 
se produjera en el número y forma de lus etiquetas, forma de 
las botellas, grabados, nombre de los fabricantes y lugar de la 
fabricación, loque no existe en este caso como resulta déla 
simple comparación de las etiquetas presentadas por el deman- 
dante á f. 14 y 17 y 25 y 2li, preseutadas por el demandado 
conformes con las botellas presentada* como prueba. En las 
etiquetas usadas por el demandante dice; « Km. Soutié, des- 
tilador, ¿úrdeos », mientras que en las del demandado dice : 
cP, C. fabricantes, Taris. » 

4" Que del artículo 23, título 2" de la ley de Marcas de 
Fábrica se deduce que solo hay falsificación cuando entre las 
marcas en cuestión no hay modificación que las baga risible- 
mente distintas una de otra, lo que no sucede en ol presente 
caso en que es evidente la di limitad de confundirlas. 

Por estos fundamentos fallo absolviendo á Don Pedro Cartíer 
de la presente demanda declarando las costos de cargo del 
demandante. 

Hágase saber original y repóngase el sello. 



Andrés Ugarriza. 
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Buenos Aires, Diciembre 5 de 188S 

Víbíos: con sitiera udo que pora incurrir en las penas de la ley 
de marcas de fábrica y de comercio, no es necesario que se 
copie con toda exactitud una marca agena, siendo bastante que 
se la imite en sus rasgos principales, que es lo que constituye 
l,i adulteración, que comparada la marca usada por Don Pedro 
Car lie r con la registrada por Delur y Compañía se advierte 
desde luego que son semejantes los filetes de la etiqueta ; que 
son literalmente traducidos y colocados i-ri el mismo órdfn las 
inscripciones que aquella contiene; y, lo que es mas notable y 
característico, que la palabra Aperital con que los demandan- 
tes distinguen su producto, palabra di- \ apriebo, que uo perte- 
nece á ningún idioma, aparece colocada en la misma forma en 
ambas etiquetas, sin mas diferencia que la de babérs le agre- 
gado una letra final en las de Cnrlíer. que estas circunstancias 
cuya reunión no puede ser casual, convencen de que la marca 
de Cartier no es otra cosa que una adulteración de la de DpIot y 
Compañía, espigándose fácilmente las diferenciis que entre 
ellas se advierte, por ti propósito de disimular el fraude; que 
á todo esto se agrega, que en las etiquetas de f'artier aparece 
falsamente designado el lugar de la fabricación de su licor, lo 
que es también condenado y penado por la ley. Por estos iun- 
damentos se revoca la sentencia apelada y se condena á Don 
Pedro f'artier, de conformidad con la ley de diez y seis de 
Agosto de mil ochocientos setenta y seis ú pagar la multa de 
Teinto y cinco pesos fuerte-;, y á no poder usaren lo sucesivo de 
la marca (pie actualmente emplean según aparece á foja veinte 
y seis. Y satisfechas las custas devuélvanse, 

J, D, COROSTUGA. — J. Ü01I1SCIJEI. — 
8. H. I.ASMr». 
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CAUSA CXV 



Üawney y O contra la Sociedad ° Propietarios rara la Hi- 
giene >, sobre infracción de la ley de patentes. 



Sumario. — i* Han nulas las patentes de invención concedi- 
da» á máquinas ó aparatos cu jo sistema y aplicación sean 
conocidos y practicados en el pata. 

2 o No pueden patentarse los sistemas en genera!. 

30 Las modificaciones introducidas a aparatos patentados 
para gozar del privilegio re<iuieren una patente adicional, 

4 a No procede la condenación en costas en la sentencia revo- 
catoria de la de primera instancia. 



Caso. — Se halla suficientemente esplicado eo los siguientes 
fallos : 



Bueno» Aire», 8 de Agosto de 1881 



Y vistos estos autos iniciados por los señores Dawney y C' 
contra la sociedad denominada Propietarios para la Higiene, 
por defraudación de loa derechos acordados a una patente de 
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invención é indemnización de daños y perjuicios de los cuales 

resulta lo siguiente: 

V Que los demandados, habiendo obtenido patente de privi- 
legio, en 13 de Majo de 1878, por la Oficina de Patentes de 
ínTencion para los sistemas de bombas aspirantes é impelentes 
ó aspirantes y elevatorias en general y de norias aplicadas al 
desaguamiento de letrinas, pozos y sumideros, se creen defrau- 
dados en sus derechos por la aplicación indebida de una bomba 
á fuelle al desagotamiento Je letrinas y sumideros que usan 
los demandados, pues que esta aplicación de la bomba está 
comprendida, dicen, en la patente de privilegio citada, y piden 
en consecuencia, que la sociedad sea condenada al pago de la 
suma de setecientos sesenta y seis mil pesos moneda corriente 
en que estiman los perjuicios causados en dos anos que ha 
durado la explotación y para fijar cuyo monto tienen en cuenta 
que la sociedad, durante ese tiempo, rstrajo diez y nueve mi) 
ciento cincuenta carros de materia fecal que dejan el beneficio 
de cuarenta pesos moneda corriente cada uno para la empresa ; 
al re.arcimento de los danos que continúan causándoles, al no 
uso de la bomba fuelle para los fines que espresa la patente 
acordada, al pago de la multa establead» por el artículo 53 de 
la Ley de 14 de Octubre de 1804 y al de todas las costas del 
juicio. 

2» Que contestada la demanda por Don Carlos lioggio, 
Gerente de la Saciedad Propietario* ¡tara ta Higiene, pidí& 
fuese ella rechazada con costas, fundándose en las siguientes 
consideraciones: I" que la acción de danos estaba prescripta 
por cuanto dicha acción se prescribe por un año, según el ar- 
tículo 18, título 2 a de La Sección 3" del Código Civil, y la de- 
manda asegura que la Suciedad Propietarios ¡uira ia Higiene 
defrauda A los demandantes sus derechos desde hace dos años; 

en que la patente de privilegio acordada á los señor- D*W ney 
y Compañía fué para dos aparatos destinados a desagotar le- 
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trinu 7 sumideros, entre la que uo está comprendida la bomba 
4 fuelle que usa la Sociedad Propietarios para ta Higiene, y si 
bien por declaratoria de 23 de Mayo del mismo año se biza es- 
tensiTa al sistema, este acto es nulo, porque importa una nueva 
patente, cuya concesión requiere todas las formalidades de la 
ley, que se han omitido en este caso; 3° que la bomba á fuelle 
que usa la Sociedad Propietarios para ta Higiene, fué introdu- 
cida en Buenos Aires un mes antes de la aclaratoria citada, la 
que no puede referirse á aparatos ya introducidos, porque de 
ese modo Tendría á tener efecto retroactivo é igualmente en 
que el sistema era conocido antes de la declaratoria misma. 

3° Que después de resolverse no haciendo lugar á la acnon de 
prescripción, se recibió la causa á prueba para justificar los si- 
guientes puntos: si la bomba á fuelle por la que lian obtenido 
patente de invención lo* señores Dawney y Compañía ha sido 
empleada por la Sociedad Propietarios para la Higiene, para el 
mismo objeto que para et cual so ba concedido la patente y 
sobre el monto de los perjuicios sufridos. 

i" Que la patente concedida | los señores Dawney y Com- 
pañía, no puede erguirse de nulidad por cuanto ella lia sido 
otorgada de acuerdo y con las formalidades c*ijidas por la ley 
de patentes de invención, pues si bien ella se referia solamente 
á lo» aparatos, posteriormente se hizo estensiva al sistema de 
bombas aspirantes, elevatorias y norias en general al desago- 
tamiento de letrinas y sumideros, siendo indudable el derecho 
de la Oficina para hacer tales aplicaciones ó declaraciones que 
formen parte de la misma patente, como ha sido ya resuelta por 
la sentencia ejecutoriada y pasada cu autoridad de cosa juzgada 
que corre á f. 12 del espediente agregado. 

r Que tampoco puede sostenerse su nulidad por ser cono- 
cido el sistema privilejiado, desde antes de la concesión de la 
patente, porque tal hecho no ba sido probado por la Sociedad 
Propietarios para la Higiene, pues el testimonio de los testigos 



que han presentado D. Aquilea Dillon f. 907, D. Luis iarbanatfl 
f. 219, D. Daniel Saffores f. 221, D. Salvador G. Católo f. 22* 
y D. Juan YianU f. 225 no se deprende otra cosa sii/> qae la 
bomba presentada al Juzgado fué construida por D. Jm o Fer- 
rari el 71 á 73 que fné destinada para varios usos entre qua 
se puede contar la limpieza de aljibes j sumideros; SalTort es 
el único que dice la usó para la limpieza de las letrinas de 'a 
Policía, estrajendo con ella las materias sólidas que fueron arro- 
jadas al caño maestro; pero este aserto está contradicho por la 
declaración do D. Marcelino Rot í. 254 que fue la persona que 
mandó hacer el trabaja quien dice que se estrajo toda la mate- 
ria líquida ó por lo menos que vá de la Municipalidad al rio, 
quu la materia sólida quedó en el fondo mezclada con los escom- 
bros; siendo ademas de notarse que todos los testigos al refe- 
rirse á la bomba Ferrari, declaran que se le ba agregado una 

? \r que respecto ¡í las patentes presentadas por la Sociedad 
tropinarios para la llitjiene. por el escrito de f. 155 t y sobre 
los cuales ha versado el informe de los peritos, no se ha justi- 
iicado que pertenezcan al sistema patentado por mas que pueda 
servir al mismo objeto, resultando por el contrario de ellos 
mismos que han sido otorgados para la extracción de las raa- 
U rias de las letrinas por la presión atmosférica. 

& Que lo mismo puede decirse respecto á las publicaciones 
y planos del señor líatemau quo la Sociedad de Propietarios 
invoca, por cnanto del informe de f. 18C evacuado por el 
Presidente de la Comisión Directiva de las Obras de Salu- 
bridad, no resulta que el ingeniero citado su hubiese referid* á 
un sistema especial de bombas, á mas de que por otra parte en 
el caso do las Obras de Salubridad se trataba de una aplicación 
diferente cual es la extracción de las materias de las cloacas 
que M materia- líquida <xm un HO por ciento sólido en disolución, 
debiendo euraerse forzosa me H fe* toda la materia sólida antes 
T. xv. ^ 
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á« entrar 4 Us bombas (palabras de Higings, pág. 7 de « in- 
forme). 

5 o Que determinándose por la ley de patentes do invención 
en sus artículos 40 y 46 los casos en que procede la nulidad de 
las patentes de privilejio, resulta que la obtenida por Dawney 
y Compañía, después de las consideraciones precedentes, viene 
á no estar comprendida en ninguno de ellos. 

ft> Que por lo que respecta al actor, este ha justificado debi- 
damente y con el testimonio de tos testigos Josú Taconeen 
f . 238, Bartüli Grogori f. 242. y Miguel Bachcta f. v., que 
la Sociedad Propiciar ios para ta Hujiene usa de la bomba á 
fuelle con el mismo objeto de la que refiere su sistema privile- 
giado; estos testigos que eran empleados de dicha sociedad, 
declaran contestes haber trabajado con la bomba estrayendo 
las materias fecales contenidas en los pozos del corralón, espli- 
cando que el servicio ue afuera lo hacían con una bomba qne 
tenia cuatro ruedas. 

7 o Que además de do estar negado por la demanda este hecho 
ha sido confesado por >■ i Presidente de la Suciedad f'rnpictarm 
para la Higiene absolviendo la primera posición del pliego de 
f. 190. 

8' Considerando respecto al monto de los perjuicios que si 
bien sobre esta parte ha guardado silencio el demandado en su 
contestación á la demanda, el actor no ha justificado debida- 
mente su verdadero valor y la ley al determinar que los hechos 
so negados podrán tenerse como confesos no ha querido sepa- 
rarse indudablemente de los principios de justicia y equidad 
que son la base sobre la cual reposa ella misma. 

Por estos fundamentos fallo, declarando, que la Sociedad 
Propietarios para la Higiene ha lefraodado los derechos de los 
señores Dawney y Compañía con la aplicación indebida de la 
bomba a fuelle por la cual ellos tienen privilejio; en su conse- 
cuencia se les condena al pago de una multa de quinientos pesos 
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fuertes, costas del juicio y pérdida del objeto falsificado, 
dejando A salvo los derechas de tos señores Dawney y Com- 
pañía para reclamar la indemnización do los daños y perjuicios* 
todo con arreglo al artículo 5ií de la ley de patentes de inven- 
ción. Hágase saber, uotifíquese original y repónganse los sellos. 



Vistos : liesulta que en veinte y o< h«. de Febrero de mil ocho- 
cientos setenta y ocho lo* Señores Daunoy y Compañía so pre- 
sentaron á la Oíicina de Patentes acompañando los planos y es- 
piraciones de dos aparatos que decían haber inrentatta para 
desagotar letrinas y sumideros con mayor eficacia y ventaja 
que por los procedimientos ha» ta enlomes conocidos y emplea- 
dos en Buenos Aires, y solicitando para cada uno de dichos 
aparatos, que denominaban < Limpiadores verdaderos número 
uno, número dos », la patento e*irrespundii'ute por el téruiino de 
(|uiucc años, foja veinte vueiia. 

Pedido informe al Sub-< oto: -A -!■ i a '^¡m n- la no- 
vedad del invento para el que so solicitaba patente, éste con- 
testó que el aparato que llevaba el nú ¡ñero unu era una bomba 
do las que se clasifican * aspir¡iiiLes-ek ratorias » y que ese sis- 
tema de bombas era tan conocido que se empleaba como el mas 
conveniente para el desagotauiieiito de los pozos en las minas; 
que el aparato número dos, era uua noria compuesta de una sé- 
rie de cangilones por el centro de los cuales pasa una cadena 
sin fin que los hace correr por un tubo vertical, pescando y le- 
vantando las materias en £1 contenidas hasta volcarlas en un 
plano inclinado que las deposita cu un cajón paTa trasportar- 



Antírés l ¡¡arriza. 



Fallo lie la Suprema Cor Ir 



li uenos Air.ü, Diciembre 5 1K82. 



Us: que estas dos máquinas no tenían ninguna prerogativa de 
invento ni en el sistema, ni en ninguna de sus partes principa- 
les, y si había alguna pequeña noTedad en los detalles 6 acce- 
sorios esto no constituía mérito de invento. — i Lo único que 
encuentro os, concluía, que estes aparatos no han sido todavía 
empleados para estraer materias fecales, y puede concederse la 
patente como á una nueva aplicación de medios conocidos para 
la obtención de un resultado industrial.» 

En presencia de este informe, los Señores Dawney y Compa- 
ñía renunciaron a su pretensión de inventores y dijeron * que 
precisamente la patente que habían solicitado era para ta nueva 
aplicación de los sistemas de bombas aspirantes i impelentes y 
también para el sistema de norias, como medios conocidos pitra 
obtener el resultado industrial que se proponían. » (Foja veinte 
y dos). 

En consecuencia les fué otorgada patente por diez anos, por 
los aparatos denominados Limpiador* * verdaderos número uno 
y número dos, con fecha trece de Marzo de mil ochocientos se- 
tenta/ ocho. (Foja veinte y tres). 

Con 'fecha veinte y dos de Mayo del mismo año volvieron ú 
presentarse los Señores Dawuey y Compañía á la Oficina de Pa- 
tentes dicieudo «que necesitaban saber si el privilegio que se 
les había acordado se referia á los aparatos cuyos modelos pre- 
lentaron con su anterior solicitud, ó nt sistema de bombas aspi- 
rantes é impelentes ó aspirantes elevatorias, en general, y no- 
rias, como nuera aplicación de medios conocidos, pues este 
ultimo habia sido su propósito, y los aparatos cuyos planos 
habían acompañado no fueron otra cosa que una simple mues- 
tra del género de máquinas que debían emplear, porque se re- 
servaban introducir en ellas las modificaciones que fuesen ne- 
cesarias en la práctica para obtener mejores resultados ; y por 
lo tanto pedian una aclaratoria de que las patentes acordadas 
iCTeferiau al sistema.» 
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Al pié de esta solicitud y sin correr ningún tramite de loa que 
prescribe la ley de la materia, la Oficina de Patentes hito 1* 
aclaratoria en el sentido que se pedia. 

Fundados en estos títulos, los Señores Dawney y Compañía 
entablan la presente demanda contra la Compañía « Propieta- 
rios para la Higiene* por los perjuicios que dicen tusarles 
estos últimos con la aplicación de una -lioroba Fuelle» al desa- 
gotamient > de letrinas y sumideros, aplicación que está com- 
prendida en los privilegios que les han sido a ellos acordados 
por la Oficina «le Patentes ; y en consecuencia reclaman por ese 
uso indebido de la «Homba Fuelle: primero, el pago de sete- 
cientos sesenta y seis mi! pesos en que estiman los perjuicios 
sufridos; segundo, el resarcimiento de los daños que continúan 
causándoles; tercero, la prohibición del uso de ¡a «Iloinba Fue¿ 
lie»; cuarto, el pago de la multa lijada por el artículo cincuenta 
y tres de la ley de once de Octubre de mil ochocientos sesenta y 
cuatro; y quinto, las rostas del juicio. 

Y considerando: <¿ue los demandados han probado que el sis- 
tema que se pretende patentado era conocido y se encontraba en 
práctica en Buenos Aires desde ant»s de la fecha de la conce- 
sión de la aclaratoria de la patente, exhibiendo y depositando 
en la Secretaria del Juzgado de Sección una Bomba del sistema 
aspirante-elevatorio, fabricada por Don Julio Ferrari en los 
años mil ochocientos setenta y uno á mil ochocientos setenta y 
tres, la cual compró la Compañía demandada ea mil ochocien- 
tos setenta y seis y la usaba desde esa fecha en el servicio de 
desagotar letrinas y sumideros, según el testimonio de cuatro 
testigos contestes é intachables, entre otros, los fabricantes de 
la Bomba, que corre do fojas doscientas diez y siete a doscien- 
tas veinte y cinco; según el de los propios testigos prenotados 
por los demandante á fojas doscientas treinta y ocho, doscien- 
tas cuarenta y dos f doscientas cuarenta y siete; el informe 
del Secretario de la Municipalidad, Seño/ Obarrio, quien in- 

- 
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formando & nombre de esta, dice; «Es cierto que en mil ocho- 
cientos setenta y seis ordené la limpieza de las letrinas de esta 
casa municipal al Señor Saftores, el que la efectuó con la Bom- 
ba que se encuentra depositada en la Secretaria del Juzgado 
del Doctor parriza»; y el del ingeniero civil Don Rómulo 
Ayerza á foja doscientas sesenta, y la propia confesión de los 
demandantes á foja doscientas sesenta y siete, declarando que 
la Bomba que se les presenta es del sistema aspirante-eleva- 
torio, 6 lo que es lo mismo, aspirante é impelerte. 

Que los demandados han justificado, ademas, que la .Bomba 
Fuelle», contra la que principalmente se dirige la demanda, 
habia sido introducida en Buenos Aires el veinte y tres de 
Abril, un mes antes de la aclaratoria de la Oficina de Paten- 
tes, según el certificado del Administrador de lientas Naciona- 
les á foja veinte y cinco vuelta; y aplicada á desagotar letrinas, 
en los primeros días de Mayo, según el informe del Goberna- 
dor de la Penitenciaria A fojas ciento setenta y cuatro y ciento 

setenta y cinco. 

Que han presentado también, como una prueba de que el 
sistema patentado era de antemano conocido y proyectado por 
otra Compañía en Buenos Aires, el informe del Presidente 
de la Comisión de las Obras de Salubridad, el que dice que 
«aunque no se han recibido todavía los planos y dibujos de las 
máquinas que se han do emplear para la estraccion de los resi- 
duos de la Ciudad , propuestas por el ingeniero Batteman en 
Setiembre de mil ochocientos setenta y uno, pero que se puede 
asegurar, que serán mas Ó menos semejantes á las recibidas 
para el servicio de las aguas corrientes, que son aspirantes é 
impelerte* como deben serlo todas las bombas que tengan por 
objeto elevar ú impulsar líquidos.» 

Considerando: Que el artículo cuarenta y seis t'e la ley 
da once de Octubre de mil ochocientos sesenta y cuatro de- 
nulas las patentes concedidas á máquinas ó aparatos 
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cuyo sistema y aplicación sean conocidos y practicados en el 
país. 

Que siendo, los aparatos de que se trata de un sistema cono- 
cido en el país como queda demostrado, y no habiendo tampoco 
novedad alguna en su aplicación, no han podido legalmente ser 
patentados: mucho menos entenderse la patente al sistema i 
que esos aparatas pertenecen, por una simple declaración: pri- 
mero, porque segiin h letra y espirita de la ley de la materia, 
no pueden patentarse los sistemas en general, desde que pres- 
cribe que se acompañe el dibujo de la máquina ó aparato que 
se solicite patentar, y no puede presentarse- dibujo de un sis- 
tema; y segundo, pirque aun pudiéndose, esta declaratoria im- 
portaba conceder una nueva pítente, si a observar los proce- 
dimientos legales; -ubr.' Ind.», en preseuHa de las razones 
espuertas por los miamos petn ionantes, de que * se reservaban 
• introducir en los aparatos patentados todas las modiücacio- 
■ nes que se considerasen necesarias para obtener los mejores 
« resultados en la practica, » lo que por la ley requería solici- 
citar patentes adicionales un cada caso. 

Considerando por último, que los demandados han dedu- 
cido y fundado las demás causas de nulidad que les dejó á salvo 
la sentencia de foja cuarenta y dos espediente agregado, con- 
tra las patentes concedidas a loa demandantes. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja trescientos cuarenta y una, y se absuelve de la demanda 
á lu Compañía «Propietarios para la Higiene*. — Kntisfechas 
las costas de esta instancia y repuestos los sellos, devuélvanse; 
notificándose con el original. 

j. n, GOTtüSTUGA. — i nnsiiMnLEl. — 

IIUDISLAO FRIAS- — S. M. LASIUUR. 
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El apelante solicitó que Dawney y O fuese condenodo en 
las costas, 

AUTO DE LA SUPREMA CORTE 

Jtu*'Jius Aires, Hilero U da 1883. 

Siendo la sentencia cuya ampliación sobre costas se solicita, 
revocatoria de la de primera sentencia» y no procediendo en este 
caso la condenación en costas según apresa disposición de las 
leyes veinte y siete, título veinte y tres, Tartida tercera, y 
dos y tres, título diez y nueve, libro once, Novísima Hecopila- 
eion ; no üá lugur. 

J, B. GOROSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS- — S. M. LASPlUR. 
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CAUSA CXVI (•! 



El F¿st <> Racional contra Ü. Ernesto Piapjio, tabre comiso, por 
exceso de nrn bultos uvmuinas ni el tapar ^Colombio*. 



Sumario, — i" La rectificación de los maniiiestos, solo es 
aceptable, cuando se hace denlro del plazo lega!, y antes que 
sea descubierto por los empleados de la aduana la existencia de 
mercancías no manif citadas. 

2" Puestas en laucha* las mercancías manifestadas, y parte 
de ellas en tierra, debe considerarle comu concluida la descarga. 



Caso. — En el vapor Othmhia vinieron cien bultos mercan- 
cías no incluidas en el manifiesto. 

Descubierta su existencia a bordo por los empleados de la 
aduana, la casa importadora se presentó a los tres días adicio- 
nando el manilieslu, y diciendu que debia admitírsela rectifi- 
cación, por no catar hecha la descarga, y por haber existido 
error involuntario. 

(a¡ tsla causa tuc omitida en ta publiwinn di* ln» Píí'Iüs de 1K77, A lenta 

la importancia de la n-auliu-mii, pan <• nicrci.», ta .redacción ha creído 

ithfT implir esa omisión, pnhltcAiidota «n lomo- 
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RESOLUCION DE LA ADUANA 

Buenos Airea, Noviembre 15 de 1876. 

Considerando: 1° Que la Administración tenia conocimiento 
tñtes de la entrada de este buque, que dejaría de manifestar 
bultos en sn manifiesto de entrada, lo que excluye el error ole- 
gado por los agentes; 2" Que, aun cuando la rectificación se 
ha pedido estando los bultos todavía á bordo, se ha hecho sin 
embargo, después de haber sido descubierta su existencia por 
la Aduana, lo que quita al pedido el carácter de espontaneidad 
que ciertamente exige la ley ; y 3" Que el certificado de la 
Aduana de Montevideo que se presenta, en que consta la mani- 
festación do los bultos en esa Aduana, ninguna importancia 
tiene para justificar en ésta la buena ó mala intención con que 
se omitió la manifestación de los bultos; se condena con arre- 
glo & los artículos 908 y 06H de las Ordenanzas de Aduana, á 
la pena de comiso los cien bultos omitidos en el manifiesto de 
entrada del vapor Colombia hágase saber, y fecha pase i Con- 
taduría y Tesorería a sus efectos. 

Aifüirre. 

Fallo del Jurz Federal 
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ílin'iiüs Aires, Marzo i'l do 1877. 




Autos y vistos : considerando que en la fecha siete de No- 
viembre cuando el recurrente solicitó modificación cu el mani- 
to general ya existía parte de la carga en tierra según el in- 
forme de la Alcaidía de Aduana, foja 24, do acuerdo á los 
artículos 908 y 968 de las Ordenanzas, fallo confirmando la 
Tesolucion de Aduana de foja 7: en su consecuencia satisfe- 
chas las costas y 



Andrés ( fjarrha. 
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VISTA DEL SETÍOR 



Buenos Aire», Mayo 3 de 18T7 . 

Exmo. Señor : 

De este sumario resulta que el Colombia entró el 3 de No- 
viembre del año pasado, y fué visitado por la Aduana con 
arreglo al artículo 01* de las Ordenanzas. 

En esta visita se encontró que á mas de la carga manifestada 
para estu puerto, y descargada ya, en lauchas, había a bordo 
98 bultos. 

Requerido el conocimiento se contestó que lo tenía el capitán 
en tierra, y que esos bultos iban de tránsito para Corumbá. 

De todos mudos, aparecía violado el artículo 008 de las Or- 
denanzas. 

Tres días después, el 7 de Noviembre la casa importadora se 
presentó adicionando el manifiesto, pretendiendo ampararse 
del artículo 908 ó inciso 4 del 909 ; es decir, invocando error 
involuntario, y el no estar hecha la descarga que es el plazo de 
loa paquetes para sus rectificaciones. 

Acompañó ademas un conocimiento correjido, sin visto bueno 
de Cónsul, y con una auota. ion sin firma ni fecha que habla del 
trasbordo para Corumbá, y un certificado de la Aduana de 
Montevideo para acreditar que el vapor no desembarcó el dia 2 
de su llegada allí su cargamento manifestado. 

No creo bastante estas defensas y pido en lo dispositivo la 
confirmación de lo^ fallos apelados. 

No puede admitirse que después de descubierta la existencia 
de bultos sin manifestar, esté en tiempo ninguna rectificación. 

Tampoco puede admitirse que la descarga no ha concluido, 
puesto en lanchas los bulto* manifestados y de ellos parte en 
tierra, según el certificado último de la Aduana. 

C, Tejedvr, 
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Buenos Airea, Julio 10 de 1977. 

Vistos; de conformidad con lo espuesto y pedido por el señor 
Procarador General en su precedente vista, se confirma con 
costas la sentencia apelada de foja veinte y siete vuelta, satis- 
fechas las de la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse 
los autos. 



¿OSÉ DA AROS PASOS, — J. B. GOROSTIAGA, — 
J. DOMINGUEZ. — S. M. LASPIUR. 



